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Procedimiento ¡t sentrneia. 

5. La cláusula del art. 29 de la Constitución Nacional según 
la cual "los jueces no podrán ampliar por analogía las incri- 
minaciones legales ni interpretar extensivamente la ley en con- 
tra del imputado", impide aumentar los supuestos susceptibles 



(»> Ver también: Eitnfatoimientoi de utilidad nacional, 3; Expul- 
sión de extranjero», 1, 2; Jurisdieeifm y pomoí-tenein. 12, 17, H, 28. 30. 
.11, :t2. 34; Lev, l; T'íitrin |¡nte*títd, 1: Beeurso extraordinario, t, 2, 3, 
0. 15. 19. 20, 21, 2.1, 3$, -1(1, -11, 42. 43, 44. 45. 4IÍ. 47, 53, 5G, <14, 65, 
16, rtógiltard i'ivil, 1; Servicio militar, ¡"; Tribunales de policía nd- 
miiiintrntivji, 1. 



CONSTITTClOrí SAGIOXAL 



589 



de sanción penal, míis allá de los comprendidos en el precepto 
aplicable, entendido con el nlcanee que los términos en que 
está redactado llanamente autorizan, pero no justifica la re vi- 
sión de la pmeba de los hechos imputados ni la forma de su 
producción. Dicha cláusula tiene por objeto garantir el prin- 
cipio de legalidad que caracteriza el derceho represivo clásico, 
con et fin de evitar que por vía de interpretaciones analógicas 
o claramente ampliatorias de los término» legales, se frustre 
la exigencia de que toda sanción penal esié fundada en 'Mey 
anterior al hecho del proceso": p. 23. 

0. La distinción entre la clausura de local aplicable por jue- 
ces municipales de faltas como sanción a las infracciones cuyo 
juzgamiento les compete y la que puede aplicar el D. E. en 
uso de lo que considere poder de policía de su incumbencia, 
no importa desconocimiento de las ¿jarantías de los arts. 26 
v 29 de la Constitución Nacional, porque no impide In revisión 
judicial de la referida medida administrativa, en virtud de lo 
diapuesto en el inc. 3» del art. 80 de la ley 1S&3: p. 104. 
7. La garantía de la defensa en inicio no requiere la doble 
instancia judicial : p. 156. 

& No es violntoiio del derecho de defensa el procedimiento 
seguido para decretar la expulsión de un extranjero, sí éste fue 
oportuna v debidamente informado y oído, y no ha demostrado 
en el juicio sobre liábeas eorpus que se le haya impedido ofre- 
cer y producir con anterioridad al decreto de expulsión, las 
medidas de prueba y defensa que tuviera : p. 161. 

9, El recaudo procesal de la oblación previa de la multa im* 
puesta por la autoridad administrativa para la concesión del 
recurso ante el superior, no implica por sí sólo desconocimiento 
de la inviolabilidad de la defensa en juicio, que podrá ejer- 
cerse libremente una vez cumplida dicha exigencia. 

La imposibilidad material de disponer del importe de la multa 
en el plazo fijado por la autoridad administrativa, que pudo 
ser suplida momentáneamente mediante el ofrecimiento de bie- 
nes en garantía, no es admisible como fundamento racional de 
la inconstitucional idad alegada: p. 225. 

10. Son constitueionalmente válidas lns leyes que facultan al 
poder administrador para aplicar sanciones tendientes a cons- 
treñir el cumplimiento de las mismas, siempre que dejen expe- 
dita la instancia judicial. Esta última no se confunde con la 
segunda instancia del orden judicial; por lo que no procede 
rechazar las impugnaciones constitucionales formuladas contra 
el régimen de la apelación con el argumento de que la doble 
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Instancia no os garantía conatitneional (Voto del Ministro 
T)r. Tomás D, Casares) : p. 225. 

11. El requisito del papo previo de tfc multa aplicada por la 
autoridad nd ministro t iva para que la apelación sea concedida. 
impijrtA violar la defensa en juicio cuando las circunstancias 
de hceho colocan al condenado en la imposibilidad cíe hacer 
efectiva la petui en e! plazo hreve y perentorio en que el re- 
eurso tiene que dedueirse. Puesto que Sólo por excepción y 
accidentalmente timen los tribunales los elementos de juicio 
necesarios para discernir si existió o no la imposibilidad ¡ilu- 
dida, debo bnstnr rpic el requisito pueda ser en los hechos de 
cumplimiento impflsihle para considerado incompatible con la 
naturaleza de un recurso del cpie nadie puede ser ébnstltttcto- 
nabnentc privada. T.n apelación ni solo efecto devolutivo, cuya 
ennstitneionatidad no es discutible, constituye suficiente res- 
guardo del instrumento lesral dado al poder administrador 
(Voto del Ministro Dr. Tomás D. Casares): p. 225. 

12. Habiendo quedado eliminada del juicio sobre guarda de 
mi menor, por resolución judicial consentida, la cuestión refe- 
rente a la pérdida de la patria potestad correspondiente a la 
madre por muerte de su esposo, la sentencia de segunda ins- 
tancia dictada después de esas actuaciones por la cual, a rerpie- 
rímiento del Ministerio de Menores <|iie no se hizo conocer a 
la madre, se priva a ésta de la patria potestad, es viotatoria de 
la defensa en .juicio: p. 357, 

13. El procedimiento p nr el cual se llega a ordenar el desalojo 
de ttu ínmneblc sin dar a su ocupante oportunidad dé p"obar 
sus alegaciones de no ser inquilino, tenedor precario, ni intru- 
so, de haber recibido la posesión de qnien eva propietario y le 
vendió el bien, y de no haber recibido nunca el acta dé pése- 
sifin, es violatorio de In defensa en juicio asegurada por el 
art. 2<> de la C. N; : p. 409. 

14. El recaudo procesal de la oblación previa de ln multa 
impuesta pQt la autoridad administrativa para la concesión 
del recurso unte el inferior, no implica por sí soto desconoci- 
miento de la inviolabilidad de la defensa en juicio, que podrá 
ejercerse libremente una vez cumplida dicha exigencia. Desde 
que la imposibilidad material de disponer del importe de la 
multa en el plazo fijado para pairarla — que según las enas- 
ta ncins de autos no resulta nüueihle en l« extensión que pre- 
tendo el recurrente— pudo ser suplida momentáneamente con 
d ofrecimiento de bienes cu fiaran tía. no autoriza a considerar 
al art. !V de la ley 2437 de la provincia de Santa Fe. violatorio 
de los arts, 2* y 2Ü de la Constitución Nacional: p. 501. 
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Derecho de propiedad. 

15, La aplicación ríe la norma fio la ley 13.264 según la cual 
no procede acordar indemnización por lucro eesante, a los .ini- 
cios por expropiación aun no fallados, no importa la privación 
de un derecho adquirido ni es violatoria del derecho tic pro- 
piedad : p. 47. 

18. Es violatorio del derecho de propiedad el auto del Jnes 
que, después de haberse decretado el desalojo sobre la base de 
que' la situación del demandado no estaba amparada por la ley 
13.19a por no ser éste locatario, manda paralizar la causa has- 
ta un plazo dado "en que se oirán peticionen", sosteniendo 
que contra la suspensión de. desalojos dispuesta por la ley 
13.198 no cabe invocar los beneficios de la eosa juzgada. (Di- 
sidencia del Dr. Casares) : p. 371. 

Igualdad. 

17. Puesto que las medidas tendientes a detener y reprimir el 
n<r¡» no reposan sobre la capacidad pecuniaria de los infracto- 
res sino en la violación de las normas dictadas en amparo del 
consumidor, corresponde desestimar la argumentación que se 
pretende fundar en el principio de la igualdad y en la diferen- 
eiaeión entre comerciantes de considerable y de reducido -riro 
para beneficiar a los infractores comprendidos en esta última 
categoría: p. 225. 

18. Tratándose de impuestos de distinta naturaleza, la cir- 
cunstancia de que por igual riqueza corresponda pairar en pro- 
porción desigual según se aplique el art. \" de ta ley 5120 o la 
lev 5125 de la provincia de Buenos Aires, no importa violación 
del principio de igualdad. Tampoco es contrario a dicho prin- 
cipio constitucional la categoría hecha con las f tirinas de socie- 
dad mencionada en el art. 1* de Ja ley 5120 de la provincia de 
Buenos Aires: ps. 526 y 539. 

Coiutitucionalidad e inconstitucionalidad. 

Lo ye» nacionales. 

Comune*. 

19. El art. 1* de la ley 13.538 que manda suspender los des- 
alojo» hasta el 30 de septiembre de "MM9, aunque exista senten- 
cia' firme que los ordene, no es viohitoria de la Constitución 
Nacional: p. 155. 

20. El art. 33 del decreto 13.S39/4Í). por el cual se determi- 
nan Ins sueldos que se tomarán como base para indemnizar 
los despidos a que se refiere, no es viola! o rio de las disposicio- 
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nea de la Constitución Nacional sobre ipualdad y derecho de 
propiedad: p. 400. 

AúmtntxtraÜvo*. 

21. X" es incoo- litucional la aplicación de las normas del 
decreto 17.ÜU0 44 y de la ley 1 3.2t»4 Knbn» costas, n lox juicio» 
de expropiación ¡riM'ifiilnü con anterioridad a lu sanción de 
aquella*: p. 470. 

Y m/fr).Vlf>T(f.». 

Impotito ■ U w»n»»l«lAn fr»rult». 

22. El cobro del impuesto n la Iransmihión gratuita respecto 
de acciones de sociedades anónimas (pie la causante tenía en 
Ta Capital Federal! donde estaba domiciliada, efectuado por 
el fiobienio Nacional, por aplicación de ta ley 11.287 y del 
fice reto- lev íi7">r* V.\. no es viola torio del art. í)7 de la Consti- 
tución Nacional íart. 104 de la anterior), aunque las socie- 
dades, domiciliadas tamhicn en la Capital Federal, teñirá» 
bienes en provincias: p. 5. 

23. El cobro del impuesto a la transmisión pratuitn sobre 
las cuotas de capital de una sociedad de responsabilidad limi- 
tada domiciliada en la Capital Federal, pertenecientes a la 
emítante con domicilio en el mismo hipar, efectuado por el 
Gobierno Nacional por aplicación de la ley 11.2*7 y del decre- 
to-lev fi7ór>/43« no es violatorio del art. í»7 de la Constitución 
Nacional fart. 104 de la anterior) aunque la sociedad tenpa 
bichea en provincias: p. 

24. Kl eobro de impuesto por la transmisión "morí i s cansa'* 
del crédito <pic ta causante, domiciliada en la Capital Federal, 
tenia contra una sociedad de responsabilidad limitada con 
domicilio en la misma ciudad* efr tuado por el Gobierno Na- 
cionjd [inr aplicación de la ley 11.287 y del decreto-ley 6755/ 
43, no es viola torio de! art. 97 de la Constitución Nacional 
fart 104 de la anterior) aunque la soeíedad tenpa bienes en 
provincias: p. 5 

Deere ton nacionales 

25. Para jn/irar la eonstitueionalidad de una norma rejrla- 
irtenlaria dictarla por el Poder Ejecutivo Nacional es preciso 
díseernir el et<pír¡tii de la ley repla mentada, en el eual esta 
el limite y la ra //ni de ser de la facultad prevista en el art. 83, 
íne. 2», de la Constitución Nacional. Ese espíritu o finalidad, 
<,in- se trata di- ali*;uiz;ir mediante Ih efectiva y cuncrcta vi- 
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pcncia de la it% justifica la atribución de dicha henil ad al 
Poder Ejecutivo c impone n éste el débé* de ejfelS^IW siempre 
que lo requiera Ih ejecución dé las leyes, qm- no es otra cosa que 
la obtención de su finalidad: I>- ?7Í. 



26 El urt 18 rlol decreto 89.R24/41. en cuanto dispone que 
ta cesantía por la causa prevista cu el art. 3. inc e) «le la 
lev 12<¡37 podrá ser impuesta exclusivamente dentro del t<-r- 
m'ino de tres meses contados desde la fecha cu que se produjo 
el hecho o el último de los techos «Sitié la motiven, o desde que 
el Banco tuvo noticias de ellos, es congruente con el espíritu 
o propósito de la mencionada norma legal, pues tiende a afian- 
zar la estabilidad que este * icioua, f no es viohitorio del 
art. 83, iue. 2», de la Constitución Nacional: p. 1(1. 

Leyes provinciales 

Han ta Fi*. 

27 El art & de la lev 2437 de la provincia de Santa Fe, 
en cuanto exipc el papo' previo de la multa para conceder ^ 
recurso de apelación, no es víolatono de los art*. ¿H y JJ (le 
la Constitución Nacional : p. 601. 

Impuesto» y contrlbuciooM prorineisles. 

Vario*. 

28 El pravamen provincial — eomo lo es el establecido por 
la lev 4117, art. 1', inc. d) de la Prov, de Buenos Aires— 
a 1» 'nafta adquirida en un aeródromo de la Nación con des- 
tino a los aviones de las líneas autorizadas por cata ultima 
para utilizarlo v realizar desde n hasta él transportes aéreos 
interprovincialea o internacionales, exclusivamente sujetos a 
la jurisdicción de ella, interfiere en la finalidad de servicio 
público v utilidad nacional que define a dicho establecimiento. 
Por consiguiente, a falta de ley nacional que establezca la 
compatibilidad del ejercicio de la potestad fiscal de ¡a pro- 
vincia con las atribuciones exclusivas de la Nación, debe con- 
cluirse que aquél ha comportado violación de lo dispuesto por 
el art. 67. ¡ne, 27. de la anterior Constitución Nacional (b8, 
inc. 26 t de la actual) i P- 260- 

39. El impuesto establecido por el art. 1* ile la ley 5120 de 
la Provincia de Buenos Aires no es un préstamo al Estado 
ni un anticipo del impuesto a la transmisión pratmta. ni un 
papo de las sociedades por cuenta de los socios, m de nno ade- 
lantado v a euenta del impuesto a la transmisión gratuita 
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substituido por aquél. No os. pues, admisible la impugnación 
de iuooiiKtitucionalidad fundada en osas f ircunstaneins : ps. 52li 
y 

30. La snbstitueión fio! impuesto a 1n transmisión gratuita 
a que se refiere él art. Í« de la ley 5120 (le ta Provincia do 
lliifiiiiH A i ros. os sAlu ol móvil que determinó el impuesto al 
capital de la sociedad qüe menciona; por lo enal las moda- 
lidades del primero no deben influir en la apreciación de la 
valide» uonstilncional del ¡*oirundo. (.'arpeen así, de efieaeia las 
objoeionos que se haeen cotí t ra esta última sohre la base de 
referirse n los efectos del pnjgrt do ese impuesto eil onlcn a las 
transmisiones contempladas en el art. 16 de la citada ley: 
ps. 526 y 539, 

Revoluciones administrativa*. 

31. La resolución 11. F. iV> 51 del Ministerio de Hacienda 
de la Nación, de fcclia 27 de febrero de 1D42, que fija los 
ra meteros espedí fíeos que deben presentar los artículos de 
metal plateado o do electro pía ta para ser cneuadridnfl en 
cada una tic bu diferentes calidades de las partid): 
4087 y 4088 del araneel aduanero, no importa oxees* 
atribuciones por parte del Ministerio ni rondificae 
concepto de las mencionadas partidas ni reforma de 
ros ile la tarifa : p. 305. 
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CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: Jurisdicción y Competencia, 18. 

CONTRATO, 

Ver: C'ouresión, 1; Constitución Nacional. 13. Ifi; "Estableci- 
mientos de utilidad nacional. 2; Jurisdicción y Competencia, 
3. 8. Ifi. 28; Ley de Sellos, 1. 2; Puerto de Rosario, 1 Recur- 
so extraordinario. 51. 



CONTRATO DE TRABAJO. 

1. Todo cuanto es legalmente debido por el empleador a cau- 
sa del trabajo cuya prestación ha contratado, constituye una 
unidad formal, aunque mi monto esté integrado por parte» 
distiujruiblos: p. 420. 

CONTRIBUCION TERRITORIAL. 

Ver: Prueba, 1. 



COBTAS 51,5 



CORTE 8UPREMA (') 

1 Los pronunciamientos non .jn» a la competen- 

cía de la Corte Suprema: p. 251. 

™r el M lv <- c líl 5120 ,le la provmclfl dc BK 
ps. 526 y 539. 

C08A JUZGADA. . 

Ver: Constitución Nacional, 16; Rccmso extraordmano, 31, 

32, 57. 

COSTAS m- 
Personas en litigio* 

1, La condena en 

cargo al vencido del importe de los pastos que la üeie 
p^Tnl vencedor, entre le* v^Ud« No eíste 
scntación y el patroc.mo ^ií ^rSlico aue impida al Fisco 
ilifliwsicián aljruna 111 principio jurídico que 11111» 
ej>ícer S derecho en los juicios en que sea parte: p. 121. 

Hatnraltia del juicio, 

p. 335. 

16, 28, 27, 29, 29, 30, 31 32, 33, wy reVúióli, 1; Bwu«o ex* 

traordmnrio U, lí,^ ^ ¿finito ^tació», 2; BwlM, *r 

77 Ve ;U^; S** ***** 

7; Ikiurtó ordinario dc apelación, l. 
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3. Las disposiciones del derroto 17.ír>0'44 y de la ley 13.264 
muí aplicables a loa juicios de expropiación inicia Jos con ante- 
rioridad: p. 470. 

Derecho para litigar. 

4. No procede eximir de las costas del juicio a ta provincia 
que, no obstante haber negarlo el demandado en el respectivo 
mi tu ario policial, haber sido su automóvil el cánsame del daño 
cuya rep» ración ue pretende, promovió sin éxito la demanda 
sobre indemnización sobre !a base de la declaración de un 
testiprn en dicho sumario: p. 19. 

Resaltado del litigio. 

5. Si bien la imposición de costas n ta demandada sería pro- 
cedente por no reunir su allanamiento los requisitos exijiidos 
por la jurisprudencia para que corresponda relevarla de las 
mismas, es de equidad que sean papadas en el orden causado 
si la acción prospera sólo en parte: p. 235. 

CUERPO DEL DELITO. 

1, Resultando de autos que la fractura del cráneo de la an- 
ciana víctima del delito de homicidio, comprobada por la 
"percepción exterior" en el momento de ser hallado mi cadá- 
ver, aparecía como en usa 11 manifiesta e inequívoca de su 
muerte", era innecesaria la autopsia a que se refiere el ar- 
ticulo 222 del Cód. de Proeeds. en lo Criminal, con mayor 
razón si no hay circunstancia aljiuna que dé pie para presu- 
mir una cansa de la muerte distinta de la indicada ni para 
considerar inverosímil la confesión del autor del crimen en la 
parte relativa a cómo fué ultimada la anciana : p. J28. 

CULPA. 

Ver: Absolución del acusado, i. 

D 

DAÑOS Y PERJUICIOS (1). 
Responsabilidad del Estado. 

Registro de U propiedad. 

1. Si el actor reconoce que la cesión de derechos y acciones 



(i) Ver también; Costna, 4; Expropiaran, 7, H, 9, 10, 11, 12, 13; 
.Tin-indicción jr competencia, 17, 31; Prefcripeión, 1; Prueba, 2; Recurso 

i-\tr:i..r.l injirió. 17. 
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hereditarios efectuada n su favor no se realizó sobre la base 
de certificarlo alguno del Rastro dé la Propiedad sobre el 
dominio del inmueble en cuestión —el cual no fue solicitado— 
si un teniendo en cuenta solamente averiguaciones particula- 
res de las cuales resultaba que el dominio se hallaba registrado 
a nombre del cansante —como efectivamente lo estaba por 
haberse omitido la anotación de una transferencia real irada 
ñor aquél— corresponde rechazar la demanda sobre indemni- 
zación de daños y perjuicios promovida contra la provincia 
de la que depende el Registro y fundada en la existencia de 
la mencionada anotación errónea: p. 346. 

Casos varios. 

2 El libramiento al servicio público, ordenado i>or el po- 
bierno de la respectiva provincia, de un camino publico exis- 
tente con anterioridad a la concesión acordada a la compañía 
minera que se apropió del mismo, mejorándolo a su costa y 
utilizándolo para transportar sus materiales, no da derecho 
a esa empresa para reclamar indemnización alguna fundada 
en el empobrecimiento que pretende liabcr sufrido por habér- 
sele privado del uso exclusivo del camino, con mayor razón 
si no ha probado los perjuicios que invoca ni su monto. Tam- 
poco tiene derecho a reclamar indemnización alguna fundada 
en la privación de la propiedad, puesto que un la tiene, ni el 
art. 48 y concordantes del Cód. de Minería : p. 472. 

DEFENSOR. 

Ver: Mandato, 1. 

DEFENSA EN JUICIO 

Ver: Constitución Nacional, 4, 5, 6, 7, 8, 9, lí), 11, 12. 13, 14; 
Recurso extraordinario. 8, 22, 35, 43, 47, 48, 49, 56, 09. 

DELITOS. 

Ver: Absolución del acusado. 1; Cuerpo del delito 1 ; ¡Juris- 
dicción v Competencia, 4, 20, 21, 22, 25, 27, 33, 3o ; Partici- 
pación criminal, 1, 2; Prueba, 6 ; Recurso extraordinario, 41. 

DEMANDA. 

Ver: Expropiación, 4; Jurisdicción y Competencia, 15, 18; 
Recurso extraordinario, 66. 

DEMANDA CONTENCIOSA. 

Ver: Recurso extraordinario, 23. 
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DEMANDAS CONTRA LA NACION. 

I. Como consecuencia del decreto n* 28.211/44. que establece 
Ulia norma «enera] que impone el rechazo de las reclamaeio- 
ne* administrativas tendientes a responsabilizar ni Estado en 
lr*s casns que mencionan, el reclamo establecido por las leyes 
3952 y 11.634 resulta, en díelios supuestos, improcedente e in- 
necesario, por falta de la razún de ser del mismo: p, 37. 

DEPARTAMENTO DEL TRABAJO DE LA PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES. 

Wr: Recurso extraordinario, 4!). 
DEPOSITO. 

Ver: Jurisdicción y Competencia, 9. 
DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 15, 16, 20; Daños y perjuicios, 2; 
Establecimientos de utilidad nacional, 2; Prueba, 1; Recurso 
extra ordinario, 48. 

DERECHOS Y GARANTIAS. 

Ver: Constitución Nacional, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13. 
14. 15, 16. 17, 18. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Constitución Nacional 15; Papo, 1; Recurso extraordi- 
nario, 49; Retroactividad, 1. 

DESALOJO. 

Ver: Constitución Nacional, 13. 16, 19; Jurisdicción y com- 
petencia. 28; Recurso extraordinario, -12. 56, 60, 61. 

DESPIDO. 

Ver: Constitución Nacional, 20; Expropiación. 12; Pafro, 1; 
Recurso extraordinario, 50. 

DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA. 

Ver: Lev de sellos. 4; Multas, 1; Recurso extraordinario. 
27, 48. 

DOMICILIO. 

Ver: Constitución Nacional, 22, 23, 24; Jurisdicción y com- 
petencia, 3, 10, 11, 36; Recurso extraordinario, 69. 
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Domino. 

Ver: Constitución Nacional, 13 ¡ Daños y perjuicios, 1. 



E 

EDICTO POLICIAL. 

Ver: Recinto extraordinario, 11. 



Ver: Servicio militar, 1, 2. 3, 4, 5. 
EMPLEADOS BAMCABIOB < 1 )- 

1 La lev 12.637 asegura a los empleados banearios el dere- 
cho a la estabilidad. Correlativamente, las instituciones de nuc 
dependan no tienen derecho a separarlos de sus cargos sino 
por las causas graves que dicha ley enumera taxativamente 
en el art. 3»: p. 171. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver: Pago, 1. 

EMPLEADOS FERROVIARIOS. 

Ver: Jubilación de empleados ferroviarios, 1. 



Ver: Aduana, 1. 
ERROR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 10, 12; Prescripción, 1; 
Prueba, 2. 

ESCRITORA PUBLICA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 8. 

ESPECULACION. 

Ver: Constitución Nacional, 17; Jurisdicción y competencia, 
23, 24; Tribunales de policía administrativa, 1. 



(1) Ver también: Omatitutión Nacional, 26. 
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ESTABLECIMIENTOS DE UTILIDAD NACIONAL, 

1, El aeródromo establecido por el (lobiemo Nacional cu el 
territorio tic nna provincia como estación terminal de trans- 
porté aéreo internacional e inter provincial, es un establee i - 
niiento destinádb a un servido público de utilidad nacional: 
p. 26U 

2, El dominio privado de h> Nación sobre bienes ubicados 
Etn las provine ¡as. en los que mt lia fundado obras » estable- 
cimientos de utilidad nacional o parn servicios públicos, no 
(•(importa la facultad de ejercer en ellos legislación exclusiva. 
Es **1 destino de esos lugares lo que determina y justifica el 
ejercicio de la legislación exclusiva por el Concreiso. sea que 
In Nación los tenga por compra, cesión, arriendo, permiso ^ 
gratuito de uso. ote. La instalación, por el Gobierno Nacional, 
de nn establee ¡miento de la especie meneionnda en una pro- 
vincia, hace cesar la jurisdicción de ésta n su respecto: p. 2(50. 

3, La preeminencia de los fines nacionales debe alcanzarse 
del modo que cercene menos las atribuciones provinciales que 
lian debido ceder ante aquélla. 

Tratándose de la facultad provista en el art. B7, inc. 27. de 
la anterior Coiistitueion Nacional — íM. ine. 2fi. de la actual — 
debe evitarse una interpretación extensiva que incluya en esa 
facultad lo que no está directa y preeisamente comprendido 
en la razón de ser de ella. Las atribuciones de las provincias 
en tal caso, no quedan excluidas sino en tanto en cnanto su 
ejercicio interfiera en la realización de la f i nulidad de la obra 
nacional v la obste o puede obstarla directa o indirectamente: 
p. 260. 

EXCEPCIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 13. 

EXHORTO (1). 
Requiiitoi. 

1, Las comunicaciones a los afrentes diplomáticos extranje- 
ros acreditados en el país deben hacerse por oficio dirigido al 
Ministerio de Itelacionas Exteriores de la Nación: p. 1S9. 



(l) Ver también: Jurisdicción r competencia, 10, 11, 34. 
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EXPROPIACION (1). 
Indemnización. 

Q«nn*lláMÚs, 

1, para que el resarcimiento correspondiente a! dueño de 1¡i 
cosa expropiada sea justo, no es indispensable que lo ponga 
on condiciones de substituir el bien de (pie se ie priva por 
otro igual: p. 47. 

Determinación. d«l valor real. 

% A efectos de fijar el precio de la tierra expropiada en la 
feeha de su ocupación por la provincia, corresponde atenprse 
al que ha fijado por unanimidad el Tribunal de Tasaciones 
de la ley n» 13.264: p, 47. 

3. Aceptado por el actor — dueño del inmueble expropiado— 
y no objetado por la provincia demandad» el valor cstahlc- 
cido por el perito único designado de oficio y por el Tribuna! 
de Tasaciones de la ley 13.264. corresponde fijarlo como pre- 
cio del bien mencionado: p. 335. 

4. Corresponde fijar como límite mínimo de la suma a pa- 
parse por la expropiación la determinada por el Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.264, aunque el representante del Es- 
tado ante ét nava insistido en sostener como just» precio el 
ofrecido en la demanda, si uo lia objetado los procedimientos 
y criterios en que se basa la conclusión de dicho Tribunal, 
no se trata de bienes pertenecientes a una concesión, y no 
hay motivo alguno para exceptuar el caso de la aplicación 
de* la disposición de la ley 13.264 hedía por la jurispruden- 
cia de la Corte Suprema en los casos de conformidad con la 
actuación regular del Tribunal ele Tasaciones: p. 385. 

5. Riendo atendibles lns razones por las cuales la mayoría 
del Tribunal de Tasaciones, con la discrepancia del represen- 
tante del dueño del bien expropiado, procedió a fijar el pre- 
cio del hierro redondo en barras en los elevadores de cemento 
conforme a los precios más bajos indicados )ior firmas comer- 
ciales responsables j el del liierro perfilado en los silos de cons- 
trucción metálica sobre la base de informes mejor fundados 
que los invocados por el dueño, y el de his maquinarias me- 
diante el procedimiento analítico de establecer en cada caso 
el valor de las mismas realmente instaladas corregido me- 



(i) Ver tnmliién: CaalttttieíÓn Nocional, 13, 21; fostn*, -i, Sí Tute- 
reses, 1, 2; Rnmnw ext mordían!* 10; lUn-iimí» ordinario de O^WCtttt» 1 ¡ 
S*ptenela¡ l. 
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dian te números índii^ para el año en que üc realizó la des- 
posesión, co» las reducciones consiguientes por depreciación 
por edad y conservación ; procede atenerse al dictamen de rc- 
fereucia i¡ue fija Ja indemnización correspondiente : p. 385. 

6. Si el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 lia fijado 
el val* >r de lo expropiado por decisión unánime de sus iniein- 
nrns — iflohifdOÁ los representantes de las partes — y no con- 
curren circunstancias espeeinles O de excepción ipte aconsejen 
rever las conclusiones de ese dictamen, no cabe fijar judi- 
cia luiente un precio distinto; p. 452. 

Daños cansados por la expropiación pardal. 

7, A Taita de pruebas qne demuestren la real y positivo exis- 
tencia de daños derivadas del hecho concreto de! fraecíoua- 
miento del iumueble expropiado, no procede acordar indeitt- 
nización alguna por ese concepto: p. 335. 

Otros dados. 

8, Procede influir entre los daños ocasionados como consc- 
i ii«-ni'ia directa e inmediata de !;i cxpmpiueión los qlíe, úp 
objeción del Estado, han sido incluidos por ¡os peritos de 
n tubas partes como correspondientes al valor de Jas plantas 
cítricas vecinas al monte expropiado* que deberán «er abundo- 
nudas |mr la demandada, así coñio los i|iie resultan de! re- 
cargo del costo de la producción futura del establecimiento 
pnr el menor rendimiento que tendrá eon las otras reacciones 
que 110 S1 * expropian : p. 47. 

9. Tanto eon arreglo al régimen de la ley n'> 1K!J como al de 
la ley 13.2í)4. es improeedeute acordar id dueño de una Trac- 
rió» de tierra expropiarla, indeuiufe»CÍÓll en concepto de lucro 
eoaute por lo que deja de producir Ui plantación existente 
tu fila en plena producción : p. 47. 

10. \'n tratándose de una causal invocada por el dueño del 
inmueble expropiado al trabarse la litis y siendo materia de 
ni ro juicio anterior en el que se ha opuesto la pereucióu de 
instancia, aun no resuelta, es improt-c lente la pretensión de 
n,ju.-l en el sentido de i|ue en e! .juicio sobre expropiación 
se |e acuerde el resarcimiento di> loa danos y perjuicios pro- 
venientes di' Jas iiiinidaciones producidas por la rotura de 
bis paredes del ranal construido rn la fracción expropiada: 
p. 

11, En el resareipuient i de los perjuicios sufridos en el pa tri- 
nomio del expropiatV eoiáO eonsecueneia directa e inmediata, 
de la exprupiactón, no caben los que pudieran derivar del 
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emplazamiento de la obra pública construida sobre la tierra 
expropiada : p, 335. 

12 No procede tomar en cuenta, a los efectos del resarci- 
míento por expropiación, el importe abonado por el dueño con 
motivo del despido de su personal a raíz de aquella, que no 
formó parte de la litis-, p. 385. 

13. No corresponde indemnización por lucro cesante y otros 
conceptos en la expropiación de un galpón construido sobre 
terreno riscal, si este úllim» era Oqnpado en virtud de un 
permiso "precario" en el cual el Estado se reservo la facul- 
tad de dejarlo sin efeeto cuando lo ] nzgarc conveniente, sin 
derecho a reclamo o indemnización alguna: p: 4¡>_. 

EXPULSION DE EXTRANJEROS O- 

1. El art. 31, última parte, de la Constitución Nacional vi- 
gente no importa la derogación de la ley 4144: p. lbl. 
2 La constitueionalidad de la ley 4144, reconocida anterior- 
mente por la Corte Suprema, no es susceptible de ser dtseu- 
' cnSu^cnciadcl art. 31 de la Constitucón Nacional que 
apresamente autoriza la expulsión de extranjeros: p, Wh 

EXTRACCION DE FONDOS, 

1 No procediendo ordenar entrega de fondos cuando pueda 
ser previa a la misma la decisión de cuestiones sobre diíjpo- 
ñibi dad v distrib,i,ión .le bienes sucesniw, y habiéndose 

n iUido' el juicio sobre repetición a nombre de „«« «Mfc 
sión no corresponde acordar la extracción solicitada por e! 

muh tar o de ella sobre h. base de que los pago* mya 
] , ' reclama ftx>ron hechos con fondos < M ic no eran de 
¡a sn'Umn sino de los heredems del cansante, creunstunen. 
np acreditada en autos: p. 224. 

EXTRADICION, 

Ver: Jurisdicción y competencia. 34. 
EXTRANJEROS. 

Ver: Constitución Nac al, H; Expubióu de extranjeros. 1. *-; 

Recurso extraordinario, 50. 

(1) Ver taml.i/n: Con atiti.fi A,. X:ieli.nnl, 8: «ecum. eStr !; or.limirio ( 

ffl. 



601 



tlONüiuitioa 



F 

FALTAS Y CONTRAVENCIONES. 

Wr: Recurso extraordinario, 28. 

FERROCARRILES. 

Ver: Jurisdicción y cora potencia, 21. 22, 25; Recurso extra- 
ordinario. 12. 

FLOTA MERCANTE DEL ESTADO. 

Ver: JurMiceión y competencia, 2. 

a 

GENDARMERIA NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 35¡¡ Participación crimi- 
nal. 1. 

GRAVAMEN. 

Ver; Recurso extraordinario, 57. 



RABEAS CORPUS. 

Ver: Constitución Xacinnal, 8. 

HIPOTECA (1). 

1. La subsistencia de l¡< hipoteca es ittdenendíénte. de la ca- 
ducidad de su iitM-ripciiMi, importando su reinscripción tardía 
un nuevo registro: p. 25. 

HOMICIDIO. 

Ver: Absolución del acusan. 1; Cuerpo del delito. 1: Parti- 
cipación criminal. I, 2; Recurso extraordinario, él. 

HONORARIOS. 

Ver; Recurso extraordinario. 7. 

< I . V.r t:iiii!>i>-ii : t'rncnr r. 1. 
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IGUALDAD. 

Víft: Constitución Nacional, 17, 18, 20; Recurso extraordi- 
nario, 22, 35, 42. 

IMPORTACION. 

Ver: Aduana, l f 2. 

IMPUESTO 0). 

Facultades impositivas de la Nación, provincias 7 munici- 
palidades. 

1. La imposición de un gravamen anual aJ capital de detcr- 
minadas sociedades en razón de los bienes de su patrimonio 
qne forman parte de la riqueza provincial — como el que esta- 
blece el art. 1' de la ley 5120 de la provincia de Buenos Ai- 
res — está en principio comprendida en la potestad fiscal de 
ta provincia: ps. 526 y 539. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA. 

Ver: Constitución Nacional, 22, 23, 24. 29, 30. 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 

1. La exención establecida por el art. 9, inc. g). de la ley 
n> 12.1 13 no comprende a los casos en que sólo ha mediado 
una autorización del poder administrador sin las formalida- 
des de las concesiones y a título precario, para la prestación 
de un ser vicio público: p. 280. 

IMPUESTO A LOS REDITOS (->. 

Procedimiento y recursos. 

1. El secreto de las constancias existentes en la Administra- 
ción, impuesto por el art. 100 del decreto 14.341/40 —ley 
n» 12.922 — , no impide a los jueces requerir informes nobre 
aquéllas, con tal que lo dispongan a solicitud del contribu- 
yente de quien provienen y la información no revele datos 
referentes n terreros. En este ultimo supuesto y también 



(«1 Vpr tttnilm'n: C'nnst Unción Niii'ional. 2. 1»: .liiríwliiu'iAn y rom- 
potciiela, 1!>. 30 ¡ ht>v *U l sHlos, 5; Redirán rxtrntinliiuirio, 10, 23. 
[i) \'vr también: RecuíJ» cxtraordlnjuio, 27, Ü8. 
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cuantío las constancias requeridas no correspondieren al liti- 
gante a diva solicitud w piden, la «prosa conformidad de 
í".** afectados autoriza la producción de la prut'ba: p. 147. 

IMPUESTO TERRITORIAL. 

Ver; Prueba. 1. 

IMPUESTOS MUNICIPALES 

Ver: Recurso extraordinario, 6. 

IMPUESTOS PROVINCIALES. 

Ver: ConMitüdón Nacional, tijk 

IMPUTABILIDAD 

1. Consentida por el Ministerio Público la absolución de uno 
de tos procesado*, no cabe consideración alguna de la Corte 
Suprema sobre la conernencia fie aburila con la condena dH 
otro acusado para deducir de ello argumentos en favor d** la 
a!i-< -Ilición fie este último: p. L>. 

INMUEBLES 

Ver: Constitución Nacional. 13: Paños y perjuicios. 1 : Expro- 
piación. 3. 10; Intereses* L 2; Jurisdicción y competencia, 8. 

INTERESES. 

Relación jorídica entre las partea. 
Expropiación. 

t. Üorreapon4e a la provincia expropian t» pairar interno a 
partir de la fecha de la ocupación del inmueble expropiado, 
tan -Ólo sobre la diferencia entre la cantidad cnnsii'tiada y Ja 
rpic timbera sati-faeer en concepto de tota] indemnización, si ta 
demandada miiitió gestionar en el juicio la entrega de la .suma 
depositarla por ta provincia: p. 47. 

2. La provincia demandada [w.r • xpn piación indirecta qpurse 
.I*.- la ra pr< dente, debe los i unieses sobre el precio del in- 
mueble a partir de la techa en (pie lo ocupó: i». 335. 
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JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS. 
Jubilaciones. 

el*»*, 

Extraordinaria. 

1. El beneficio que contempla el art. 31 de la ley 10f¡ón no 
debe abonar** desde el día en qjc fué podido por et interesado 
— que no obstante su incapacidad continuó prestando servicios 
en un parpo de menor categoría — . sino desdo la fecha en que 
(gestionó e] otorjrs miento de su jnbü ación por invalidez, ha- 
biéndose limitado la discusión a esa alternativa: p. 143. 

JUECES. 

Ver: Absolución del acusado, 1 ; Constitución Kacionat, 2. "í. 5, 
fi. Ifi; Impuesto a los réditos. 1 ; Jurisdicción y competencia. 2, 
4, ó. U, 14, 17. 33; Prueba. 3; ííeeutso extraordinario, 1, 2, 
1!»; Tribunales de polieía administrativa. L 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 1!). 

JURISDICCION Y COMPETENCIA. 
Principio» generales. 

1, Son tribunales* competentes para entender ni un litigio U# 
que lo eran conforme a la jurisprudencia Imperante en el mo- 
mento de frailarse la litis con testación. siendo, pues, anterior 
a ésta la jurisprudencia de la Curte Suprema qn<* declaró la 
rom peten cía de lita tri imnales del trabajo de la ('api tal para 
conocer en juicios que antes corres rondín ¡i a la justicia fede- 
ra! por razón de la materia, procede confirmar la rcsolneinn 
p..r hi mal se declara la incompetencia de esta última: p. 3H. 

2. Los tribunales de justicia eareeen de competencia para de- 
ci'lir las cuestiones suscitadas entre reparticiones dependí entes 
de la administración nacional, eOltlO la Aduana y la Flota 
>fer<ante del Estado, pues su solución corresponde exclusiva- 
mente al P. E. La circunstancia de qt> „t i niel vención de los 
tribunales baya fiado consentida por Ins reparticiones en Üripio 
une ocurrieron a ellos, no es óbice para que la Corte Suprema, 
¡i cuya decisión pretende someterse el pleito por medio de 1 re- 
etlrso exiraordiuaric prescindiendo de bis ¡imitaciones de éste, 
declare la incompetencia del poder judicial : p. 
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Prórroga. 

Convenio de partes. 

3 Convenido p»r h\* partes un domicilio especial para tas 
efectos del beMb de compraventa en C nial se estipulo la 
jurisdicción arbitral de la Comisión Directiva de la (amara 
í i rendid de Cereales de la ltolsa de Unenos Aires, lo iwrativa 
de esta a intervenir como tribunal arbitral, no «bata a la «ib- 
sistencia de la piSrWg* <le.la jurisdicción territorial: p. 220. 

Conflictos entre jueces. 

4 Pallada definitivamente por la justicia provincial la causa 
referente a un delito eometido en su jurisdicción y no exis- 
tiendo óhire para (pie el procesado sea puesto h la disposición 
de 1<h tribunales de la Capital Federal para la prosecución y 
fíillo de la cansa que tramitaba ante ellos ñor otro delito, ca- 
rece de nhjcto pronunciarse sobre la cuestión de pre aeion 
planteada por estos últimos sohre la base de lo dispuesto en 
e l art. 30 del respectivo código de procedi mientos en « 
criminal : p. 165. 



Cuestiones de competencia. 
Generalidad*». 

5. Declarada la incompetencia de la justicia letrada de M 
territorios por la Cámara Federal respectiva y la de la .Justi- 
cia Militar por el correspondiente juez de instrucción, y no 
resultando de autos que. en conocimiento de la resolución de 
este último, la mencionada Cámara liaya insistido en su pro- 
nunciamiento, corresponde remitirle los autos a efecto de que 
decida si insiste o no en la declaración de incompetencia de la 
justicia letrada: p. 223. 

6. Tia Índole especial del juicio autorizado por los arta. «71 y 
simientes del Código de Procedimientos en lo Civil y t "nter- 
cial de la Provincia de Rueños Aires no inunde une mmm 
plantearse a su respecto cuestiones de competencia: p. 3-14. 

Competencia territorial. 

Elemento» determinantes. 

f. tifiar 4el ttamifih" ¡Ir fol parir». 

7 El principio establecido por el art. 100 del Cód. Civil es 
una tic las normas básicas de la legislación común que no pue- 
de ser válidamente alterada por las legaciones ocales aiiti- 
«pie se trate do las referentes ni registro civil ¡ p. 
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Compraventa. 

8 El juez del lugar en que estií situado oí inmueble objeto 
de la compraventa es el competente para conocer del jípelo de 
escrituración: p. 43. 

9. El juez del hipar donde debía efectuarse el pago del precio 
de lo cosa vendida es el competente para conocer de las actua- 
ciones referentes al depósito de aquélla pos- el comprador dis- 
conforme con la calidad de la misma: p. 3*4. 

legitimación. 

10. No tratándose de ta rectificación do errores u omisiones 
en la partida de nacimiento sino de la legitimación de una lnm 
natural con posterioridad o los plazos fijados pin- el art. 31 í 
del Código Civil, es aplicable la regla de competencia que es- 
tablece el nrt. 100 del mismo. Por lo tanto, el juez del domi- 
cilio de los padres de la menor es el eom peí ente para conocer 
de los actuaciones sobro legitimación y. aprobada esta debe 
darse cumplimiento al exhorto dirigido por ai piel para obtener 
la correspon diente anotación en la partida de nacimiento: p. 
216. 

Registro civil. 

11. I>as disposiciones de las leyes locales que establecen la 
competencia de los jueces del lugar de ta respectiva oficina del 
repistrn civil para las inscripciones y rectificaciones a efec- 
tuarse en él. no pueden tener alcance sino respecto de quienes 
tienen su domicilio fuera de la jurisdicción judicial en que el 
registro de que se trata esté situado, pero dentro de la pro- 
vincia a que el mismo pertenece. 

El Juez del lugar de la oficina del Registro Civil donde ko 
halla registrada la partida de nacimiento que se pretende rec- 
tificar debe dar curso a! exhorto que con ese objeto le ha diri- 
gido el juez del domicilio de la interesada, ante el cual tramito 
la correspondiente información, siempre que aparezcan cum- 
plidos los requisitos esenciales que establezca bi ley orjrámca 
del mencionado registro y este fehacientemente acreditado que 
el solicitante tipnc su domicilio en el hipar donde produjo la 
información: p. 319. 

Competencia federal. 

Principios genérate*. 

12 La reparación del error en que se funda Ja nulidad de las 
aet naciones invocada debe ser solicitada ante el mismo tribu- 
nal federal que conoció del pleito en el cual se pretende ha- 
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bérselo ewuettdo y no ñute los tribunales provinciales, (pie 
carecen de facultades para rever, modificar o anular las reso- 
luciones de aquél. 

Xo obsta a ello la exclusión hecha por el art. de la Consti- 
tución Nacional, de la distinta nacional ¡dad n vecindad de las 
partes como causales del fuero federal ¡ p, ttií». 

13. Np habí en cío quedado radicado el juicio en los tribunales 
provinciales por hanerse opuesto oportunamente la escépeion 
ilc incompetencia fondada en la procedencia del filero feilitál, 
corresponde considerar la sitiioeion que a fcjj* ?focto MÍ plantea 
por la adquisición de los bienes de la demandada por el Estado 
Nacional : p, 210. 

14. No incumbe » ,<■ justicia fei}i»rnl decidir cuestiones ftbs- 
h netas ni hacer interpretaciones do l»s leyes sino en los casos 
conten ciosns, por ¡*er de la esencia del poder judicial decidir 
colisiones efectivas de derecho» y no formular declaraciones 
■rcneralew que fijen normas .para el futuro, ln cual es propio 

■ l.'l tiiid -"- l.».M^1aiix-i>- _ ~ 

15. La determinación de !a aova potencia federal no depende 
de la soía apreciación de los preceptos invocados por las par- 
tes, ni del resui"dn de la prueba a producirse. Para eilo co- 
rresponde examinar los heehos en que se funda la demanda, 
lo pedido en ella v el derecho aplicable al CUSO así configurado: 
p 3*1 

Por la materia. 

Ciiusivt rjcrlnííltut ñe ta {f*mpr1rneia federal. 

16. < orrespnnde a los tribunales del trabajo el con nc i miento 
de la causa sobre cobro de indemnizaciones por salvamento. 

• asistencia y trabajos extraordinarios prestados por los tripu- 
lantes de ñu buqué eon motivo del accidente sufrido por éste, 
ai 1h solución del pleito requiere la previa decisión de cuestio- 
nes que, como las referentes u la pretendida rescisión del con- 
trato de ajuste y a las obligaciones que ésta impone, son de 
competencia de dichos tribunales eon arreglo al art. 3" de! de- 
creto n* ¡12 :147-44 y a la jurisprudencia de la Corte Suprema: 
p. 3S1. 

Por las personas. 

17. Debe continuar tramitando ante la justicia provincial una 
cansa seguida contra una empresa de transportes, por indem- 
nización de daños y perjuicios, que ha (piedado radicada ante 
el magistrado provincial kíh que las partes hayan objetado m 
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^mnotciieia nese a bu distinta vecindad —circunstancia que 
^^^^wMáá del fu.ro federal, con arrezo a b 
míe 3 £3 el ¡k 95 de la OoutituMa Nacional- y >m Qg 
Thava ii.vo.ado en el juicio la pretendida transferencia u te- 
Sol í la Nación de la mencionada empresa, qip£«U*P. auto- 
rizaría la invocación del fuero de excepción: P- '-- 
18. Conforme a los arte. 68, ine 11, 05 y «6 JU^^gJ^ 
cirtn Nacional, la distinta nacionalidad o vecindad de los liti- 
Í«t« no determina la procedencia del fue,,, ^ "f™ 
normas impiden a la justicia federal dar curso tanto « laj 
eanSs i SL "on posterioridad al 16 de marzo de 10-19 
-S* * ^gSeS de la nneva Constitución- como a las pro- 
mov daVeon anterioridad que no l.umeran -picdado radiemias 
müe aqne la por demanda y contención o por P^« 
miento en el cnal.pnr vía de artí-ulo, se haya declarado su 
competencia: p. 125. 



19. Siendo parte la Nación, como 

«^.n isií-ifln de la Oía Cu ón Telefónica del Uto de la I lata 
SSWS»^^» por cobro <lc impuestos promo- 
vSccnt^ P0.r una municipalidad provmci^ 

corresponde tramitar dicho juicio ante la justicia federal . p. 



Cansa» penales. 

Por et htffar 



ror Ci Hipar. 

20 Corresponde a la justicia federal conocer de! «J™™ 

«clitsiv» cW Gobierno N»cion.l : p. 402- „^¡„„ ri . 
91 No oorramonilc • la jwitiein federal sino a la ordinaria 
SJÍÍTSS- íñ«ráa eon W * M * 

Efe»» 5&ws ni ^ naa 

del lusar ni de la materia ; p. 416, 

22. No corresponde a la justicia federal, *\W™f"** | 
Z¡. ni áe ía materia, conocer de la cansa referente a un rtemo 
SraSi cometX encino de los coches de un ferrocarr.1 de pro- 
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pi pilad de la Xación. poco ante* de partir dé la estación en que 
a* hallaba : p. 524. 

í'iftffiíT'óB ífr norfflfljr fedérate». 

23. La eornpptPiicia dp los jueces de policía administrativa 
creados por la ley 12.83ÍÍ para la Capital Fcilprnl. está circuns- 
cripta a los límites do ésta, por lo cual carecen de competencia 
pnra juzgar las infracciones a las normas sobre represión del 
agió cometidas en los partidos provinciales mtesrnmtcs de la 
zona del "Oran Bueno» Aires": p. 72. 

24. El art. 22 de la ley 12.S33 debe ser entendido pon arreglo 
a la limitación establecida en p1 nrt. I 9 de la misma ley que, 
apartándose del decreto fliífi^fi, redujo la competencia de los 
jueces administrativos de la Capital Federal al territorio de 

ésta. 

No resultando de autos que el Poder Ejecutivo de la Xación 
pretenda hacer uso de la facultad que le acuerdan tas leyes 
J2 . oat y 13r49S nnr, o;;tr n ge.r h eattfa ai ivsp^tl^t {ubun.d df 
justicia, debe declararse que las actuaciones que se hallaban 
en trámite ante la Secretaría de Industria y Comercio referen- 
tes a una infracción a las normas sobre represión del apio co- 
metida en una provincia, no deben pasar a los tribunales de 
policía administrativa de la Capital, sino a la justicia federal 
de la provincia en que se cometieron los hcclios imputados: 
p. 06. 

7M lío» rn prr juicio (íp («■ bienes y rentas rfr Ja faetón $ fie *nr¡ repar- 
tir fant a aiitárquieat. 

25. Corresponde a la justicia federal conocer de los delitos 
tendientes a menoscabar el patrimonio de la Xación. como el 
cometido al sustraer carbón perteneciente a un ferrocarril de 
propiedad de la Xación y dependiente del Ministerio de Trans- 
portes de la misma : p. 44. 

Comp*t*ncta originaría da la Corta Suprema. 

timrraHdaáts. 

2*. La Corte Suprema carece de competencia originaria para 
entender en una demanda contra un Estado extranjero, si éste 
expresa en autos su negativa a someterse a la jurisdicción del 
Tribunal : p. 252. 
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Ageitea diplomáticos ti contularc*. 
Emb»J»dor*i r Ministros eitrml«roa. 

27. Auto el prolongado silencio guardado por el correan* 
diente embajador extranjero no obstante los requerimientos do 
la Corte Suprema, debe concluirse que no media en la especie 
la necesaria conformidad pnra que el Tribunal ejerza su juris- 
dicción oripinaria en el sumario por lesiones atribuidas al 
apresado eivil de la respectiva omtajwln. Por ello debe d<»ela- 

la incompetencia de la Corte Suprema y habiendo el pro- 
cesado originado anteriormente la instrucción de una cansa 
similar, resuelta en igual sentido por el Tribuna!, prneede co- 
municar al P. E, la resolución ahora dictada, a los efectus n que 
hubiere hipar: p. 27. 

28. Renunciado por los diplomáticos acreditados ante nuestro 
«nhienio el privilegio de exención de jurisdicción, se halla ins- 
tituida en la República la jurisdicción especial que estabJeee 
el art. 96 de la Constitución vipente. 

Aunque el aprepado de una lepaeión extranj era en el país baya 
— aceptado en un «intrato de locación fa jtirisdiec ión di* \m i n- 
bunales ordinarios de la Capital Federal, el juicio sobro des- 
alojo es de competencia oripinaria de la Corte Suprema si el 
representante diplomático lia hecho saber que el aprepado no 
requirió autorización para renunciar a todo fuero judicial que 
no sea el de dichos tribunales y expresa conformidad para que 
sea demandado ante la Corte-, p. 254. 

29. Si bien la disconformidad del Consejero de una Embajada 
extranjera en la República «s indiferente a los efectos de la 
competencia de la Corte Suprema, obsta a ésta, la circunstan- 
cia de que aquella se haya formulado por intermedio de ]a 
Embajada respectiva, lo que implica la inexistencia de acep- 
tación expresa de la jurisdicción del Tribunal : p. 418. 

Canoa* en quf ti parte vna provincia, 

30. La Corte Suprema tiene jurisdicción oripinaria para co- 
nocer del juicio promovido contra una provincia por repetición 
de lo papado en concepto de un impuesto impugnado como 
inconstitucional, radicado ante aquel tribunal con 

a la sanción de la actual Constitución Nacional : ps. 526 y aá9. 

Distinta vecindad. 

31. Es de la competencia oripinaria de la Corte Suprema la 
cansa civil sobre indemnización de daños y perjuicios sepuida 
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contra, una provincia pnr el vecino de otra, radicada ante dicho 
tribunal enn anterior itlníl a la sanción de la actual Constitu- 
ción Nacional : p. 34fí. 

32. El art. 96 de La Constitución Nacional no incluye entre 
las causas dé jurisdicción originaria tic la Corte Suprema a 
aquellas en que fuesen parte una provincia y los vecinos de 
otra o tic la Capital Federal, e impide dar curso a los .inicios 
iniciados después del 1fi de marzo de 1949; pero no excluye 
del conocimiento del Trihnnal a los pleitos radicados en el con 
anterioridad a <*a fecha, ni a aquellos en que, por vía de ar- 
tículo, no lia declarado su competencia por pronunciamiento 
expreso: p. 472. 

Competencia penal. 

Pluralidad de delitos. 

33. Decretada y hecha efectiva la libertad del condenado, ñor 
haber i ni ose ii ir o io ci máximo de tiempo que podía estar dote- 
nido por las penas que le fueron impuestas, carece de objeto 
que la Corte Suprema decida la cuestión surgida entre los .úio- 
ces de los respectivas procesos para determinar a emíl de etlns 
corresponde aplicar la i ft na única prevista en el art. 58 del 
C. Penal: p. 251, 

34. El nrt. del Cód. de Proced. en lo Criminal para la 
Capital Pcdornl y Territorios Nacionales dehe ser aplicado con 
proforencia a lo que dispongan las leyes provinciales, por tra- 
tarse de una norma dictada por el Congreso para solucionar 
cuestiones que surgen de la coexistencia de jurisdicciones dis- 
tintas y autónomas admitidas por la Constitución Nacional. 
Correspondiendo, pues, a los tribunales de la Capital Federal 
juzgar primero a la persona procesada ante ellos y ante los 
tribunales de una provincia por dos delitos distintos deben los 
últimos dar cumplimiento al podido de extradición del reo for- 
mulado por los primeros, mediante el correspondiente exhorto: 
p. 251. 

Competencia militar. 

36. Corresponde a la justicia militar conocer de la causa re- 
ferente id delito de lesiones a un particular, imputado a un 
agento de la Gendarmería Nacional en acto del servicio ¡ p. 511$. 




Sucesión. 

Domicilio del cansante. 

36. El juez del domicilio de la esposa, decía nula única y uni- 
versal heredera del cansante, es el competente para remover en 
p\ juicio sucesorio- aun en el supuesto de que aquél 1 minera 
tenido a ln época de su muerte su domicilio en otra .pinsrtic- 
cióii y ante ésta se hubiera promovido ln cuestión de compe- 
tencia, por supuestos despendientes naturales: p. 449. 

JURISPRUDENCIA, 

Ver: Costas. 5; Expropiación. 4: Expulsión de extranjeros. 2; 
Jurisdicción v competencia. 1, 16; Ley. í; Pajro. !. 3; lic-ni.so 
extraordinario. 24, 70, 77, 78. 79. 

JUSTICIA MILITAR. 



LEGISLACION COMUN. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 7; Recurso extraordinario, 
26. 40. 44 ; Refristrn civil, t 

LESIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27, 35. 
LEY (*)• 

Interpretación y aplicación. 

1. Las disposiciones de las leyes debe» conformarse a las de 
la Constitución Nacional, y ai ello no resultase en forma ex- 
presa de la letra de aquéllas, la jurisprudencia habrá de suplir 
la deficiencia del texto fijando la inteligencia cabal de la clau- 
sula y ajustándola en sn alcance a la proyección que la Carta 
Fundamental reclama: p. 568. 

íi> Ver también: Constitución Nacional, 1, 5, 10, 21, 22, 23, 
25: Jurisdicción v competencia, 14; Pago, 2, 5¡ de h 

«¡¿uno extraordinario, 4, 9, 45, 61 f Betroactividad, 1; Semoo mihtar, 3. 
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LEY DE SELLOS, 

Sellado aplicable. 

1. T>ebcn ser sollados de conformidad ;i In ley 11.290 lns ins- 
trumentos que contienen contratos celehrados bajo svi imperio, 
por no haberla derogado sino 11 partir de str videncia el decreto 
\> 9432/44 : p. 30. 

2. Cualquiera sea 1» naturaleza jurídica di» ta convención tsoti- 
tenida pii los contratos presentados en el juicio, tratándose de 
instrumentos que documentan obligaciones a cargo de sus fir- 
mantes a hm que cabe acordar valor determinado, desde que 
uno de ellos paran tiza ni otro una suma mínima como pmdn- 
eidn neto de la explotación de un campo, no procede efectuar 
la reposición corno si *c tratase de contratos de valor indeter- 
minado: p. 30. 

Exenciones. ' 

3. No invocando la peticionante < ( ,ie le baya sido expedida 
carta de pobreza como lo requiere el art, 103. inc, 4, de In ley 
de sellos a los efectos de la exención del impuesto correspon- 
diente, no procede autorizarla a actuar en papel simple en el 
rccTirso de queja deducido por aquélla en la causa criminal que 
se le sigile y desestimado por la Corte Suprema, y corresponde 
ordenar la reposición de sellado hajo apercibimiento de multa: 
p. 259. 

Infracciones y penas. 

4. Con la vista dada al Sr, Procurador fí enera 1 queda cum- 
plido el trámite dispuesto por el art. 13S del decreto 9432 '44, 
ratificado por la ley 12.922. siendo improcedente en juicio el 
¡usesnra miento de la Dirección fJenerat Impositiva : p. 30. 

5. Xo resultando de autos la revocación del mandato invocado 
y siendo inoperante la renuncia al mismo a los efectos de ln 
reposición del papel intimada con anterioridad, corresponde 
imponer al mandatario la multa correspondiente al quíntuplo 
del impuesto adeudado y remitirse los autos al juez federal en 
tumo a los efectos del cobro del impuesto y de la multa ; p. ;*2. 

LITI8C0MTE8TA0I0H. 

Ver: Expropiación, 12; Jurisdicción y competencia, 1. 



MULTAS <*17 

LOCACION DE COSAS. 

Ver- Constitución Nacional, 13, 16; Establecimientos de utili- 
dad nacional. 2; Jurisdicción y competencia, 28; Puerto de 
Rosario, 1. 



MANDATO (»>. 

t La condición de prófugo de la justicia obsta a que por 
intermedio de mandatario especial, que no es defensor que 
hava aceptado el earfío con las formalidades lépales, intervenga 
en'el juicio criminal y formule peticiones sin hallarse fiomdido 
a ta potestad judicial : p. 407. 

MENOR DE EDAD. 

Ver; Const itución Nacional, 12; jurisdicción y competencia, 
10; Patria potestad, 1- 



MIUTAfiES. 

Ver: Servicio militar, 1, 2, 3. 4, 5. 
MINISTROS. 

Ver- Aduana, 2; Constitución Nacional, 31; Exhorto, 1; Ju- 
risdicción y competencia. 25; Recurso extraordinario, 21. 



MORA, 

Ver: Recurso extraordinario, 29. 



MULTAS <->. 

1. Corresponde paralizar por el termino que establece el art. 1' 
de la lev 13.649 las actuaciones promovidas van motivo de la 
aplicación de una multa por parte de la p'™*.ón ¡J««™ 
Impositiva, si el representante fiscal no ha hecho cuestión del 
derecho de la recurrente para amparare en las exenciones es- 
tablecidas por la referida norma: p. 4i0. 



fl) Ver tamhien: Costa», 1; Ex|iro|iinri;m, 5; Extrnpdon do fon- 

Con H lilu,i,n X,riom,1, J>, 11, 14, 27; 10- <fc 
;t, líwiiTsu oJttraotdiniirii), 11, 22, 30, B4. 
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MUNICIPALIDADES C 1 ). 

1, Lfi clausura de un local dispuesta iior el I». K.. en uso fie 
lo que considera poder de policía de su incuioticm'ta. puedo ser 
otijetn de revisión por la* Cámaras en lo Civil de In Capital : 
p. 104. 

H . 

NACIONALIDAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12, 18, 

NOTIFICACION. 

Ver: Ilceiireo extraordinario, 48. 

NULIDAD. 

Ver : ConccsiÓu, 1, 

NULIDAD PROCESAL 

Ver: Jurisdicción y coiofH-Icnoia, 1-. 

O 

OBLIGACIONES DE DAR SUMAS DE DINERO. 

Ver; íjey de sellos, 2. 

OBRAS PUBLICAS. 

Ver: Kxplnpiacinn, 11. 

p 

PAGO <-). 
Principios generales. 

1. Lil firrmistíittcin de que, segMl la jurisprudeJieja fie I:t 
Supremo Corte ile Justicia de ln PrUvihCÍa de Bueilpa Aires 

(l) Wr tntuliii'n: í'i.n<"t'<n/in, 1; ■ Viti nt 1 1 m- in'tii N'm-iuinil, (¡; Jurijulíc- 
rir-ii v . ..m¡it'!enri;i, li»; Ki'rurwp i-Ttriionlinji rio. 0, '2H, 

(¿i Wr tflintiicn: «■(inMihu-BHi Niu-miud, !>. 11, I I, ~7, ¡ííf, .10; Ex- 
trn>.i."u r|,. f„wti,i, i; ,1ublt#eiín de eniptendoa ferroviario* i; .lurisdií- 
cji'tn y eompetéñéib, a, áój RwarM cxtr(Hirilin»rí» ( 0, -2, £$, 
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en la época en que ocurriera» los hecho» a que se refiere la 
causa los obreros industriales no estuvieran min prendidos en- 
tre los beneficiarios de la ley 11.72!». no hasta para considerar 
al patn'ni como titular de un derecho adquirido a I» liberación 
si pudo ser demandado por el obrero unte los tribunales do la 
justicia del trabajo de la Tupi lid Federal —cuya jurispruden- 
cia n» luí invocado el «pelante, ni menos demostrado que yi in- 
cidiera eon la imperante en la provincia— y no hi. probado 
circunstancia a'guna que hago al efectivo cumplimiento del 
Hfi reto 32.347/44 y fpie permita variar la solución del liti- 
gio : p. 107. 

2 U liquidación de un negocio o relación jurídica conforme 
ti f ii interpretación judicial de la ley aplicable que en ese mo- 
mentó prevalece, tiene fuerza liberatoria: p. 420. 

3 Tjii recepción sin reservas por el empleado 11 obrerOj itl t*-r- 
mino de su vínculo laboral, de todo enante 'e es debido a cansa 

del trabajo, eon excepción de las hideinuizae es excluidas 

por la ¡u imprudencia iniperniite en ese momento, importa aca- 
tamiento de estii última que impide exigir después el puwi de 
dichas indemnizaciones sobre la base del cambio de la pins- 
prndenciH, Ello no importa vfdidar renuncias prohibidas en 
esta especie de relaciones jurídicas ni equiparar lis» y llana- 
mente la jurisprudencia a !n ley : p. 420. 

PARTICIPACION CRIMINAL ('). 

1 La intervención de quien se encarga de distraer la atención 
de ln víi-tima v. h requerimiento del autor material del homi- 
cidio, le álcanza a éste el arma que utiliza pan. cometer el 
crimen es ht de nn copartícipe necesario. 
Es también copartícipe el gendarme que sí bien no actim en 
el momento culminante del homicidio elaboró primen, distintos 
planes para ta eliminación de ln víctima, platicó ln nuche clel 

crimen v antes de consumarlo acerca del plan de acc " «es^ 

arrullar facilitó el armfl qne despms se uti! izó. entrego la juila 
para la i í di limación del cadáver y tuvo a su cargo la custodia 
personal y cíSHtJestiha de la Vfctijná sin ei a me i miento tic sus 
superiores: p. 324. 

2. Aunque nó actuara en el momento del crimen y sí sola- 
mente en la exhumación del cadáver y «n posterior luí rol i- 
^icntoen una laguna, ha sido copartícipe moral absolutamente 
indispensable para la realización del crimen, el instigador que 



(I, Ver i:tmhiAn: Prueba, C. 
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mediante promesas do recompensa en dinero y utilizando su 
ascendiente e íntima amistad con los autores materiales del 
hecho, ios indujo a dar muerto a Ja víctima poniendo de relieve 
su depravación moral y comiguiénfe peligrosidad : p. 324. 

PARTIDA DE NACIMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 10, 11. 

PATRIA POTESTAD <»). 

1, La patria potestad es un derecho natural reconocido ]w>r 
la Constitución Nacional, cuya razón de ser bá liase en el deber 
de los padres respecto del destino de tos hijos. El patronato 
del Estado sobre los menores es siempre supletorio, para nli'in- 
zar 5 no para suplantar los vínculos de esa naturaleza : p. 357. 

PENA. 

Ver: Constitución Nacional, 5, fi, 10, 11; Jurisdicción y com- 
petencia, 'ÍJ; Recurso extraordinario, 11, 13, 28, 30, 60, 

PEI^N^C K DE INSTANCIA. 

Ver: Expropiación, 10; Recurso extraordinario, 5. 

* 

PERIODISTAS. 

Ver: Constitución Nacional, 20. 

PERITOS. 

Ver: Costas, 2; Expropiación, 3, 8; Recurso extraordinario, 10. 
PLAZO. 

Ver: Constitución Nacional, 9, 16. 26; Jurisdicción y compe- 
tencia. 10; Prescripción, 1; Recurso extraordinario, 8, 11. 18. 
(50. 61, 70. 72 

PODER DE POLICIA. 

Ver: Concesión, t: Constitución Nneimial. 6; Municipalidades, 
1; Recurso extraordinario, 30 

(i) \>r tambiáiit Conrtituciún N^oeian*!, 12 ¡ Servicio militar, 5. 
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PODER EJECUTIVO. 

Ver; CWstitucióti Nacional. 25; Jurisdicción y competencia, 2 t 
24, 27; Recurso extraordinario, 2l\ 50. 

POSESION. 

Ver: Constitución Nacional, 13; Expropiación. 5; Recurso ex- 
traordinario, 56. 

PRECIOS MAXIMOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 23, 24; Tribunales de policía 
administrativa, 1. 

PRESCRIPCION. 

Comienzo. 

1. El plazo de la prescripción prevista en el art. 4037 del 
<?, Civil no comienza a eorror, en el caso de wna aeeión sobre 
indemnización de daños y perjuicios proveniente** de nn in- 
forme erróneo expedido por el Registro de la Propiedad, desde 
la fecha de dicho informe sino desde aquélla en que el error 
fáé conocido: p. 346, 

PRESUNCIONES. 

Ver: Absolución del acusado, 1. 

PRISION. 

Ver: Recurso extraordinario, 11. 



< l >. 

1 Habiéndose inscripto recientemente, con motivo de la trans- 
ferencia del inmueble gravado la hipoteca constituida en el 
año 1'»*7 n la orden del Presidente de la Corte Suprema como 
«arantía a efecto de \n inscripción en la matrícula de procura- 
dores v reuniendo el interesado las demás condiciones reque- 
ridas" por ta ley 10.ÍWÍ. corrcspnnde ordenar gp se |c mscr.ha 
en ta matrícula de procuradores y se le expida el e^rttíieftüd 
correspondiente: p. 25. 
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PROCURADOR GENERAL DE LA NACION. 

Ver: Ley di* sellos. 4. 

PROVINCIAS. 

Ver: Cniisritiu-if.ii N'at'ional. 14, 1S, 22. 23, 24. 27. 2*, 2í>. 30 : 
l'<i»1¡is, 4; 1>¡hW y perjuicios, 1, 2; Establecimientos de Itfili- 
dad mu-tunal. 1, 2. 3; Expropiación. 2, 3; Impuesto, ti tntere- 
s«-s, 1, 2; Jurisdicción y competencia. 4. <>. 7 12. 13, 17. 19, 20. 
24. 30, :il. 32; Pago, 1; Prueba. 1 ; Recurso extraordinario. 1. 
2. 19. 22. 23, 2S. 49, ."i!. 53, 54. (¡2; Tribunales de policía ad- 
ministrativa, 1. 

PRUEBA ('). 
Instrumentos. 

1. Omitida por ln provincia demandada p"'" repetición ilel 
impuesto inmobiliario, la oportuna rleinostraejíSn fehaciente de 
haberse consumado \ ff (os condominos lo transferencia de do» 
minió a que se refieren !as notas puestas por o! esenbanp en 
los respetivos tgjfó¡raofli08 y átenjtó la mentira de los actores, 
lia de estarse a la constancia oficial del Registro de la l'ropic- 
dad según ln éuW o*> se operó la transferencia aludida: p. 235. 

Testigo*. 

2. í.a Kola declaración do un testigo en el sumario policial, no 
ratificada en (a eiiusa sobre indemnización de daños y perjui- 
cios ni corroborada ron otros elementes de prueba a la que 
puede, además, observarse (pie aquél ha omitido indicar el 
color del automóvil que causó el accidente y ha estado expuesto 
a error en cuanto a su número por haberse producido el hecho 
a medianoche, no basla para individualizar a dicho vehículo; 
tanto más euanto que la declaración se halla desvirtuada por 
Iils manifestaciones de otros testigos y el iií forme de la respee- 
tiva compañía aseguradora no consigna el pago de factura:, por 
reparaciones correspondientes a Ir éjiora del accidente: p. 19. 

3. La facultad de la Corte Suprema de determinar los hechos 
sobre que ba de reeaer la prueba de testigos que justifica la 
presentación de los interrogatorios correspondientes a los testi- 

(l) \fr t:mil>i£tt: Absolución iU'I nruwidu, lj dmstihirínii Nacional, 
5, g.| Costa*, í. 4: Cnérpd del delito, I; DifiM y |*>r,iutciüs ( 2; Ex\>n- 
ptlteióli. 7, »; Kxtrmeiúti de (Olidos, t; tnqHirulo a lurt réditos» t¡ 
Jiirisiiimótt y competen*!*, 15; Kceurso uxtrnurdinitno, 10, 2S», 30, Si, 
47, 50. 
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radicados fuera tic la jurisdicción del Tribuna!, un impide 
autorizar la nm]ilineión (le los mismos ante el juez delegado, 
sin perjuicio ríe la oportuna presehidcinia de la* pre«u ritas 
que fueren pertinentes: p. 33. 

Prueba en materia penal. 

4. N'o preeede tomar cu consideración la retractación del pro- 
cesado tío abonada por prlteba eficiente y formalizada mfs *' e 
dos afms despm's de haber ratificado ante el juez de la causa, 
sin la inris mínima rectificación, la bidajialnría prestada ante 
ta Policía: p. 128. 

5. Ku principio, las acusaciones de lo* eoproe^sátlfea son siem- 
pre sospechosas, aunque quienes las formulen no hayan de 
Vnnsejruir coit ellas excusar o aminorar SU responsabilidad pe- 
nal; por lo cual para qué susciten convicción han de tener 
pnrt mular firmeza y estricta coherencia : p. 324, 

6. Loa amores ¡Ifeitós de la esposa de la víctima eon el insti- 
gador del eriiuen y su ocultación, por aquella cu su primer 
indajíaloria. expHcnhlc en quien llevaba una vida de la ín i lia 
aparen temen te regalar y era madre de un niño, m> tienen va- 
lor decisivo para enmaderarla eotno instliradora del delito en 
la eoniisión del etial gil eómpliee en el adulterio podía tener 
tanto interés como ella ¡ p. 324. 

PUERTO DE ROSARIO. 

1, El decreto n* 11 8.283 '42 no lilwrú n los arrendatarios del 
Tuerto de Rosario de] cumplimiento de las obligaciones de Ja 
cláusula sobre mínimos de embarques correimonmentés ni ano 
1í>41. ni los privó del derecho correlativo de compensar en el 
siguiente las insuficiencias en que hubieran incurrido. Dicho 
dee reto no establece para los contratos a cumplirse en 1ÍM2 
celebrados en ese año un trato diferente de lt>s que con el 
mismo alcance hubieran sido concertados durante el año ante- 
rior: de manera que no se opone a que los embarques hechos 
en 1942. por haber sido liberados de la exigencia del mínimo 
por el decreto nludido. se apliquen a compensar el déficit del 
año 1941 : p. 79. 

R 

RECLAMACION ADMINISTRATIVA. 

Ver: Demandas contra la Nación, 1 ; Recurso extraordinario, 17. 
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RECURSO DE ACLARATORIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 72; Sentencia, 1. 

RECURSO DE CASACION. 

1, Kl recurso <1p fioiiciún pnra ante ta Corte Suprema es iin- 
prnc» dente mientras no entre en videncia 'a ley especial que 
¿leí» "i jíiniixurti» : p. 55. 

RECURSO DE QUEJA <■). 

1. S¡ bien la H<rrcjraeión de los recaudos usuales puede autori- 
zar la simplificación del escrito de queja, no autoriza la subs- 
tancial omisión del fundamento de la misma : p. 36. 

2. El recurso de hecho ha de ser fundado en la misma forma 
que el extraordinario, expresándose conerctíimcntc en el memo- 
rial de la queja en (pié consisten los heebos de la causa y los tér- 
minos de 1;i Notación acordada a la misma por el tribunal ape- 
lado. A falta de ello, corresponde desestimar la (pieja s p. Iñfj. 

3. S¡ bien la aprepaeión de los recaudos usuales no a ni oriza a 
omitir en el escrito de queja todo fundamento, esa circunstan- 
cia permite simplificar el memorial respectivo limitándolo a la 
suficiente referencia a los hechos de la cansa y la* cuestiones 
federales que se plantean: p. 377. 

RECURSO DE REVISION (*). 

1. En materia penal el recurso de revisión ante la Curte Su- 
prema sólo procede contra sus sentencias o las dictadas por las 
cámaras federa les compuesta* de tres miembros cuando hubie- 
ran podido ser recurridas en tercera instancia : p. 225. 

RECURSO DE REVOCATORIA. 

Ver : Recurso extraordinario. 73. 

RECURSO EXTRAORDINARIO O. 

Requisitos comunes. 

Cuentón Justiciable. 

1. No puede MiMentar el recurso extraordinario, pnr tratarse 
de ui:¡i cuestión política cuya «oliición no incumbe a los jueces 

(i v Ver lainlit'"»: !.«■>- rh> scIIoh, S; Reñirán extraordinario, 13, 
(*) Ver íowibíén; Iteraran estranniiiiarín. 62, 

(•'■, Wr también: Jatttdiwtón y M>ih|*c(i-th'Ui, '2; Riutirso ite <|iicjii, 
5; Iti'ctirsii oiiliimrio <ic ti|iftlnoWn, 1. 



KKt'I KSO EXTKAOlllUXAllíll 



625 



nacionales, lii invocación de los arts. "i y 10i¡ ¡de ln Constitución 
Nacional derogada, en cnanto disponían que las rmitaiiucionés 
provinciales serían dictadas conforme ¡i íó iníisií^iÉb en 1¡' 
primera : p. 157.' 

2. Ñu puede sustentar el recurso extraordinario, por tratarse 
de una cuestión política, la pretensión de que la íuamovüídad 
dispuesta pañi lus jueces nacionales por el a ti. 96 dé |¡i Cons- 
titución Nacional derogada, alcanza 1 ;i ni liit'n n los magistrados 
do provincia en virtud de lo establecido cu los m*K ií y 10(i 
di* la referida Carta : p. Í57¡ 

3. Ni el art. 18 ni el 1!) de la Constitución Nacional dero- 
gada permiten que la Corto Suprema conozca respecto de 
cuestiones no justiciables, como son las de índole política: 
p. 157. 

4. Xo procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
qne. a pedido de! Centro de importadores de Buenos Aires, 
y sin decidir situación concreta efectivamente acaecida se li- 
mita a dictar una resolución dee'aratnrin y general estnble- 
eiendn (pie on el réíriinen del decreto 31. (Mió (ley 12.921^ no 
existe límite inhumo ni máximo en las remuneraciones *< ''re 
el ciihI deban efectuarse los aportes y contribuciones f|UC -sía- 
blece el art. 8 de aquél : p. 343. 

5. Es inoficioso pronunciarse sobre la perención de instan- 
cia n lepada respecto del recurso extraordinario mal concedido 
por el tribunal de la cansa, por no babor sido debidamente 
fundado al Íntcrpoiier!o. pues esta circunstancia basta para 
declararlo impr(K!edcnte y así corresponde hacerlo: p. 414. 

Gre7*men. 

6. SÍ de los antecedentes de autos resulta que ln solución 
acordada al caso por la sentencia apelada se funda en la cir- 
cunstancia de que la parte de ln fimra de propiedad de la 
Caja Nacional de Ahorro Postal por la que se cobraron Ion 
impuestos municipales cuya repetición demanda, era ajena 
a los servicios de la aetora citando dichos gravámenes le fue- 
ron cobrados — como esta misma parte lo reconoce expresa- 
mente — y si la recurrente no ha cuestionado formalmente 
la inteligencia del precepto federal de cuya aplicación se trata 
—art, «6 del t. o. del decreto-ley 14.682 'Mi— según el cual 
la exención no procedo sí no se trata de Incales ocupados por 
dependencias de ella, que es lo que se decide en el fallo recu- 
rrido, cabe concluir que no existe agravio que de materia al 
recurso extraordinario: p. 65. 
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7. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto 
contra i'l auto que recula honorarios h! Procurador Fiscal, 
por entender que éste carece de derecho puní cobrarlos, si el 
recurrente luí consentido antes la sentencia que confirmó con 
costas la resolución administrativa apclndn, pues carece de 
interés sufieieiite enn respecto ¡i la cuestión de saber si los 
lumorarins deberán ser percibidos pnr el Procurador Fiscal 
n por lo Nación: p, 121. 

8. K> improcedente el recurso extraordinario fundado en In 
violación de la defensa eu juicio por Itaberec dictado la sen- 
tencia apelada untes de vencido el plazo qué el recurrente 
entendía tener para presentar memorial ante la Cántara, sí 
ile autos resulta que aquél se limitó h reproducir en dicho 
memorial, presentado después del fallo, los fundamentos ex- 
puestos eu el escrito que en la misma cansa y con anterio- 
ridad al pronunciamiento impugnado presentó por derecho 
propio c) letrado que lo patrocina : p. 213. 

9. Quien invocó ¡i su favor la lev 13.24U ante ci tribunal anc- 
lad" sin Por mular reserva alguna con respecto n su validez 
constitucional, ni ai ta procedencia del conocimiento de la 
ciirnarn, ni a lai nplicnbilidad de la norma mencionada al su- 
puesto de untos, un puede fundar el reeursM extraordinario 
en la im-nnstihiciunalidad de la ley tul como la interpretó y 
aplicó e] tribunal de la causa : p. ÍÍ7Í1. 

10. N» procede, por falta ilc pravam-m suficiente el recurso 
extraordinario contra la sentencia que. en un juicio sobre 
expropiación, resuelve dejar sin efecto In pruehii de lientos 
ordenada y consentida por las' ptirtcs. pero aún no reatizada. 
v da ii 1 Tribu nal de Tasaciones, la intervención prevista pnr 
él m. 14 «c la ley 13.2A4: p. 4Í>Í>. 

Subsistencia de U» requisitos. 

11. Es improcedente el recurso extraordinario respecto <|e la 
sentencia confirmatoria de la sanción de treinta dins de pri 
si nú no redimibles por multa, aplicada por infracción al edic- 
to policial sobre reuniones públicas y desorden, si c 1 pronun- 
ciamiento de la Corte Suprema resultaría inoficioso en razón 
del tiempo transcurrido desde la aplicación de aquélla. 

La anulación de las act unciones del proceso constituye mate- 
ria ajena al recurso extraordinario cu tnnto la decisión de la 
Corte Suprema no contemple ia efectiva tutela actual de un 
derecho del recurrente: p. 159. 
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12. El ejercicio de la jurisdicción extraordinaria por la Cor- 
te Suprimía requiere la subsistencia de los requisitos jurisdic- 
cionales necesarios para la procedencia del recurso extraordi- 
nario, cuya inexistencia puede ser verificada de oficio. Esta 
verificación es innecesaria cuando el recurrente reconoce que 
no subsisten los requisito» de referencia; como sucede en el 
caso cu que el representante de la empresa ferroviaria recu- 
rrente expresa a la Orte Suprema qne las eventuales conse- 
cuencias del juicio no incumbí rain a aquella sino al Estado 
Xacional que la adquirió: p. 246. 

13. Porque el pronnne ¡amiento de la Orte Suprema sería 
inoperante para la tutela del derecho do los recurrentes y por 
ende inoficioso, no procede la queja si ya se lia cumplido la 
sanción aplicada por la resol ución respecto de la cual se ha 
interpuesto el recurso extraordinario. 

El pronunciamiento de la Corte no dejaría de ser abstracto 
por el hecho incierto y contingente que importan las posibles 
consecuencias de la sanción de referencia en caso de nueva 
infracción, bus dificultades que pudieran surgir para obtener 
certificado de buena conducta o los previsibles inconvenientes 
que dicha sanción creara a los interesados en sus empleos: 
p. 257. 

Bequifitof propioi. 
Ontttlón federal. 

CuatUme* fedérate! *im;ii>fl. 
XatfrprvUcItfa de Iti ley» federal*». 

14. Procede el recurso fundado en la interpretación de tos 
términos " concesión oficial" y "tarifas aprobadas" emplea- 
dos en el art. 9, ine. p). de la ley federal n* 12.143, en el 
juicio en que se discute si aquéllos comprenden o no los casos 
en que sólo ha mediado una autorización del poder admi- 
dstrador, sin las formalidades corrientes de las concesiones 
y a título precario, pora la prestación de un sen-icio público: 
p. 280. 

15. Procede el recurso extraordinario fundado en la inter- 
pretación de las leyes federales 11.585 y 12.345 y en cues- 
tiones constitucionales: p. 377. 

16. Procede el recurso extraordinario basado en la interpre- 
tación del art. 41. inc. 8, del decreto 14.584/46 ratificado por 
la ley federal 12.913, contra la sentencia denegatoria de la 
excepción al servieio militar fundada en dicha norma: p. 568. 
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l.cyi>« fflcnili-s ili> vittí'u-irr jirm-1-sil. 

17. Pr "Ir el i ur-n extraordinario fiipclaclp en ln inter- 
pretación de disposiciones de las leyes :í!KV2 y 11.634, coli- 
Irn hi sentencia ipu» dispone no dar curso n ln clomniidri por 
daños y perjuicios enfaldada contra la Nación, mientras tío 
•.r cumpla fl i-iTfuisit ii de la reclamación administrativa: p. ¡17, 

18. La cuestión decidida por c! fallo apelado on f*l «ñutido 
de ipie alentó l<> dispuesto por el art. 8(i de la ley 11.68Sj p) 
pronunciamiento de I a Instancia lia quedado firme p>>r no 
haber comparecido el apelante ante la Cámara dentro del 
termino de i 'uu it días, es de índole exclusivamente procesal ; 
p. 71. 

riirntioBf* fuhrak* rom/"/'./*!*. 
InconatltiicionaUdad de nonnu f actos n»clop*l*i 

19. Es procedente el recurso extraordinario fundado en que 
Ni aplicación di- la ley 11,287 y del deeretodey íi7óTi/43, hecha 
por los jueces de la causa sobre ln base de unn interpretación 
de estas normas lóenles insu«eept¡hles de revisión por ta Corte 
Suprema viola el art. 97 de la Constihteión Nacional — nr- 
tíeulo 104 de la anterior — pues «tribuye a la Nación una 
Facultad impositiva propia de la provincia en la que están 
situados los bienes ipie constituyen el capital c]p la sociedad 
anónima y de la sociedad de responsabilidad limitada, de la 
primera de bis cuales era accionista ln cansante, y de la se- 
cunda xocirt y acreedora : p. 5. 

20. Procede el recurso extraordinario fundado en la incons- 
titucional idnd del art. 18 del decreto 8A.624/41 del Poder 
Ejecutivo Nacional, plantenda oportunamente por conside- , 
rarlu violatorio de la lev 12.637, contra la sentencia que deses- 
timó diclm impugnación: p. 171. 

21. La sola circunstancia de «pie la sentencia del superior 
tribunal de la causa baya declarado la inconstitucional idad 
de la norma provincial aplicada por el delegado regional del 
Mi ti isleño de Trabajo y Previsión, no implica que se haya 
puesto en cuestión la autoridad ejercida por el mismo a efecto 
de lo dispuesto por el art. 14, ine. 1 V , de la ley 48: p. 501. 

tnromtituclon tildad da norma» y acto* froTtixUlei. 

22. Procede el reeurtto extraordinario fundado en ser viola- 
torio de la igualdad y de la defensa en juicio el art. 3 de 
la ley ó Pío de la í*mv. de Buenos Aires en cuanto impone 
el depósito previo de la multa aplicada por la autoridad adini- 
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nistraliva para recurrir ¿te ella unte los tribunales üe justicia! 

23 Procede el recurso extraordinario fundado en el arl. ■•<, 
tné 27 de In Constitución N»<intial anterior (6& inc. Sf.tle 
la aotuai), contra la sentencia de la Suprema Corte de -lus- 
tifia de la l'mv. 'le Huella Aires une reehawi 1» demanda 
(.nnteiífi^n-iidiiiiiiistnitivji promovida por una empresa de 
transportes atóreos sobre repetición del itnpijíisto a !t.|«W 
adquirida por aquélla eti mi aeródromo W Wí fJffi 

en | fl m ionndn provincia, obrado en virtud de la ley 1117 

de la misma : p. 200- 

CnefitloDea no federales. 

24 L„ jurisprudencia referente a. las sentencuts nrlñirariiw 
e ínsostenible8 a los efei-los del recinto exnaindiniirio, debe 
reducirá a los casos de resoluciones evidente y expHeitaniente 
Clientes de funda mentí. tesral *n de apoyo en los her litó re- 
probados en la eausa, pues 1» Corte Suprema no podría fun- 
dar et. dicha doctrina la posibilidad de su intervención cu los 
inicios enva decisión no la corresponde, sobre la base de ¡m 
discrepancia con la solución que w les hubiera dado: p. 

25. Ineumbe exclusivamente a la Corte Suprema decidir 
acerca de la calificación de arbitrarias e insostenibles de las 
sentencias recurridas «lite ella por medio del recurso extra- 
ordinario: p. 199- 

Ikterpre I ación d> normas y acto» enmune*. 

26. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que no decide cuestiones de naturaleza federal sino d* 
derecho común como son. en principio, las relativas a la mte- 
lipeneia y aplicación de las normas legales del trabajo: p. 5d. 
27 Es irrevisible por medio del recurso extraordinario la 
conclusión fundada en razones de hecho y de derecho común, 
seirún la cual determinada sucesión no puede ser considerada 
como tercera persona extraña al juicio a efecto de la exhibi- 
ción de sus declaraciones juradas sobre el impuesto a los rédi- 
tos por la Dirección Impositiva: p. 147. 

Interpretación de norma* y acti>* lócale* en atncral. 
28. Las cuestiones referentes a saber ai la clausura de loca- 
les como sanción de infracciones es o no procedente con arreglo 
a la ley orgánica de municipios de la Prmi.ieia de Bueno* 
Airea n' 4587 v a la ordenanza del Municipio de Morón 
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n» 1185 y si las municipalidades de dicha provincia tienen o 
no facultades |«ira legislar sobre faltas y aplicar sanciones 
aten tu lo dispuesto por el Código de Faltas y la nueva Cons- 
titución do dicho Estado no revisten carácter federal y son 
ajenas al recurso extraordinario: p. 256. 

InUrprvtaciñn ih mtrnuut httálrs tJr prncnJimienios. 

29. Las cuestiones referentes a la oportunidad de la produc- 
ción do la prueba y a las sanciones a que diera lupar la de- 
mora producida, iio sustentan el recurso extraordinario: p. 34. 

30. Ks i m procedente el recurso extraordinario si las cnestio- 
nes federales propuestas no se vinculan con !n multa apli- 
ca da. sino con la clausura del establee i miento de la sociedad 
recurrente, punto sobre el cual el juez de la causa — muni- 
cipal de faltas — entiende que no le incumbe decidir, por 
habei'I a dispuesto el O. E. Lo referente a la falta de .jurisdic- 
ción, aparte de no revestir carácter federal, no puede esti- 
marse decidido en forma incompatible con el art. 7" del Có- 
digo de Faltas y ln Ordenanza 12.355, pues una cosa es une 
tos jueces de faltns puedan apliear la clausura como sanción 
a las infracciones cuyo juzgamiento íes compete y otra une 
estén habilitados para rever las decisiones del D. E.. dictadas 
en ejercicio del poder de policía de su incumbencia: p. 1H4. 

31. Por lo común, no son susceptibles de recurso extraordi- 
nario las resol liciones del superior tribunal de la causa, refe- 
rentes a la defensa de cosa juzgada, en tanto no aparezca 
indudable ta modificación arbitraria de derechos acordados por 
decisiones firmes, ni se trate de la interpretación de un Fallo 
de la Corte Suprema, eon el que pueda estar en conflicto el 
pronunciamiento en recurso: p, 111, 

32. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que d n cide el punto referente a la improcedencia de la 
excepción de cosa juzgada, opuesta sobre la base de un ante- 
rior pronunciamiento del mismo tribunal, por razones de 
derecho común y procesal y de hecho, de manera que no ad- 
mite la calificación de arbitraria: p. 111. 

33. La cuestión referente a la declaración de rebeldía en 
segunda instancia es de orden procesal y ajena al recurso 
extraordinario: p. 156. 

34. La Corte Suprema carece de atribuciones para revisar 
las conclusiones de la sentencia apelada por medio del re- 
curso extraordinario, en lo referente a la interpretación de 
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las normas procesales, como lo es el nrt. 38 del decreto 

ii» 30.439/44. , _ , , 

Xo es «rliitraria la sentencia que interpreta el art. 3R del de- 
creto 30.439/44 (ley 12.997) en el sentido fie que fiólo se re- 
fiere a ios bienes pertenecientes al aetdff y ni demandado y 
no alcanza a los de la soejtecUtí cuya intervención fué deer^ 
tnda 8 pedido del primero y dejada después sin efecto por 
haber reconocido este que ora extraña al demandado y al 
juicio: p. 199. 

35. No es cuestión federal la referente al procedimiento 
correspondiente para separar de su cargo «1 albacea. ni toista 
para darle tal carácter la invocación de las ¡rarantias de la 
igualdad v la defensa en juicio en tanto el escondo 110 fuera 
iimmdiKente para la decisión del punto ni trajera impedi- 
mento a la participación útil del interesado en sn tram:le : 
p. 215. 

Erelumón t\e Íim ruesthnrg de hecho. 
B*|lM e:ener*le». 

38 lia cuestión referente a la existencia de prueba bastante 
del beclio imputado al recurrente, es ajena al recurso extra- 
ordinario: p. 23. 

37 No cabe considerar arbitraria a una sentencia en tanto 
no se prescinda de las pruebas existentes en autos o se haga 
remisión a las que no consten en ellos o no se tráte le un 
pronunciamiento palmariamente "contra legem i p. ■>;>. 

38 La garantía del art. 30 de la Constitución Nacional con 
arréelo a la cual ningún habitante será obligado a hacer lo 
que no manda la lev ni privado de lo que ella no prohibe no 
sustenta el recurso extraordinario respecto de sentencias fun- 
dadas en preceptos no federales y en circunstancias de hedió. 
Ello, porque, la cuestión en que la apelación se basa remite 
a la interpretación > las referidas normas y a la apreciación 
de los hechos de la causa, puntos ajenos a la jurisdicción ex- 
traordinaria de la Corte Suprema ; p. 155. 

39 No es arbitrario ni irrevisibíe por medio del recurso ex- 
traordinario la conclusión de la sentencia apelada sobre el 
carácter de tercero en el juicio que atribuye a la sociedad 
respecto de la cual ordena el levantamiento de la interven- 
ción, fundada en el reconocimiento de ese carácter hecho pos- 
teriormente por la parte qtn la había solicitado : p. 199. 
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BfiUcidn directa. 

Xtirmn* txtfáHm ni juiria. 
Dlspo.lclr>n». ttuirtltntiomlM. 

4? Las cuestionen -eferentes I» existencia anterior de In 
ley aplicada cíiiiih a !a imposición de obligaciones no funda- 
das cu ley, se resuelven en definitiva en I» ihl*rpretflp¡fin 
de Ijis normas o» que se funda el pronunciamiento apelado 
—leyes U."i44 y I2.ÍI21 y decreto n* 22.212/45— y vnnfnr- 
mnn. de (riiisiífiitniitp. fuentones do carácter común, de por 
sí insuficientes para !a ptfbcédeneia del recurso extraordina- 
nn, y trae carecen de re] mcíóu directa con los arta. 2't v 30 
de la Cotwiitucióu Xaetonal: p. 34, 

41. La solución de] pinito relativo u saber si tiene o rm valor 
presuntivo la declaración prestada ante la autoridad policial 
por el procesado por homicidio, que se presentó a ella espon- 
táneamente, y rectificada después ¡ta re ¡al aunque fundamen- 
talmente ante el juez de la cansa, no depende de la interpre- 
tación del art, 2!» de la Constitución Nacional — 18 de Ih ante- 
rior — sino de las respectivas normas lócale» tjue rigen el pro- 
eed i miento en juicio, cuya inteligencia no es materia del re- 
curso extraordinario ¡ p. 41. 

42. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
la garantía constitucional de la igualdad di no se demuestra 
la vinculación existente entre ella y el caso de autos — Mis- 
pensión de los desalojo* por el art. P de la ley 13Ó3B — ¡ p. 155. 

43. La rebeldía declarada en la alzada aun en causas crimi- 
nales no autoriza Ja deducción del recurso extraordinario Ho- 
nre la base de la garantía de la defensa en juicio: p. 156. 
41, Laa deposiciones de la Constitución Nacional atinentes 
a la familia —art. 37, Núm. II— no sustentan el «curso ex- 
traordinario respecto de sentencias dictadas con arreglo a la 
ley común vigente y a los hechos de la causa. Exceptúase el 
supuesto en que se tachara de inconstitucionales los preceptos 
en cuestión, mas la impugnación debe ser concreta y expresa, 
a cuyo erecto no hasta la afirmación de que la ley 2393 pugna 
abiertamente con el espíritu de la nueva Constitución y de 
que no se ajusta a ésta el fallo recurrido ; p. 156. 

46. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
los arta. 26, 37 y 36 de la Constitución Nacional que carecen 
de relación directa e inmediata con laa cuestiones discutidas 
en el pleito, pues la solución de estas no depende dé la inter- 
pretación de aquéllos sino de laa leyea que rigen las relaciones 
respectivas, a laa cuales se remiten aquéllas: p. 199. 
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46. ka mera invocación de principio» y garantías constitu- 
cionales no permite someter a !« Corte Suprema los puntos 
de clara competencia local: p. 215, 

47. PríH'cde el recurso extraordinario fundado en In viola- 
cíon de lu detensa en juicio si las constancia» íle auto» impi- 
den afirmar que no ha existido restricción: p. 357. 

48. Ño procede el recurso extraordinario fundado en que la 
nplicaeión del procedimiento establecido por la ley 13.237 e 
ignorado por el apelante debido a la reciente sanción de 
aquélla, ha conducido a declarar firme la resolución conde- 
natoria de ta Dirección (¡eneral Impositiva, y en que resultan 
así violados el derecho de propiedad y. de defensa en juicio 
si dieha ley había sido publicada y se hallaba en vigeneia con 
anterioridad a la fecha en que fué n. 'ficada al recurrente la 
resolución condenatoria contra la cual debió recurrir en la 
forma prevista por las nuevas normas ya vigentes: p. 4fi7. 

49. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que, conforme a la ley 4548 de la Provincia de Dueños Aires, 
la eausa debió ser resuelta por el Director del Departamento 
del Trabajo y no por un Delegado Regional en quien, según 
el recurrente* no ha podido ser delegada cha facultad sin vio- 
laeión de la defensa en juicio y del derecho adquirido a ser 
juagado con arreglo a determinada norma legal y por el juez 
elegido: p. 566. 

Sentencia* d>n fundamento» S¿ fedérale* o frttrralen eontentidn*, 
rutuwtm 4» ottoa coatn. 

50. No procede el recurso extra* ario fundado en que la 
condenación recaída en un jnj«H» sobre despido importaría 
desconocer valide* a un acto del p, E., en uso de facultades 
légale» cual es la deportaeión decretada en virtud de la ley 
tfi 4144, si e! punto no ha sido objeto de pronunciamiento 
cu el fallo recurrido, y éste se funda en disposiciones de dere- 
cho común y procesal y circunstancias de hecho suficientes 
para sustentarlo: p. 406. 

51. La sentencia que deniega el fuero federal por entender 
que ha mediado renuncia de éste en rascón de haber convenido 
las partes la competencia de los tribunales ordinarios de una 
provincia — conclusión que se refiere a la interpretación del 
respectivo contrato— no es susceptible d<* recurso extraordi- 
nario, por falta de la relación directa exigida por el art. 15 
de la ley 48 : p. 122. 
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52, Es improcedente el recurso extraordinario contra resolu- 
ciones qtie (lee I uní n bien denegados recursos deducidos 011 el 
orden local: p. 256. 

53. Es insusceptible de revisión por vía del recurso extraor- 
iliiiarin la resolución que declara improcedente un recurso 
interpuesto ante un tribunal provincial, pues se trota nV una 
«Bestión p-ocesal regida por la respectiva ley local: p. 410. 

Resolución contraria. 

54. En Ihs causas contencioso-administralivus seguidas ante 
la Corte Suprema de ln Provincia de Buenos Aires, en ins- 
lanciii única, puede invocarse el derecho federal y fundar en 
sus preceptos el- recurso extraordinario, sin que sea óbice para 
mi procedencia ln circunstancia de que el referido tribunal 
omita su consideración fundado en la limitación legal de su 
competencia : p. 377. 

55, La falta del requisito de resohu-ión contraria espido por 
el art. 14. i 11c. 2? de la ley 48, no obsta a la pt dencia del 
ret-urso extraordinario contra la sentencia que se aparta de 
la interpretación dada al respectivo precepto constitucional 
por la Corte Suprema con la obligatoriedad qne establece el 
art. fí'í de la Constitución Nacional: p. iiOl. 

Sentencia definitiva. 

í'»iwf '7»í« .w gt ttfrolidadt *. 

50. Procede el recurso extraordinario fundado cu la viola- 
ción ile la defensa cu juicio asegurada por el art. 2Í) de la 
('. X. contra la sentencia que ordena el desalojo del recu- 
rrente sin haberle dado oportunidad para probar que tenía 
la posesión por haberla recibido del dueño, y que jamás la 
tuvo el actor: p. 40!*. 

BeteHvcioiua anteriores a la srntit>ria definitiva. 
Vitin*. 

57, Aunque el recurso extraordinario se funde en que la 
sentencia apelada invalida derechos reconocidos por fallos de 
los tribunales de la Xación, no es dado prescindir del requi- 
sito de sentencia definitiva, ya en el sentido de decisión que 
ponga fin al pleito, ya de auto que causa gravamen irrepa- 
rable. A falta de dicho requisito en el caso en que el rechazo 
de la defensa de cosa juzgada no termina el juicio, ni pro* 
di ice agravio que 110 sea tuibsanable en las instancias ordina- 
rias, no procede el recurso extraordinario: p. 111. 
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58. No corresponde n l« Corte Suprema pronunciarse por 
medio del recurso extraordinario «obre puntos que se hallan 
pendientes ríe resolución por los tribunales de la causa ni 
fallar ésta por partes: p. 248. 

59. Nn habiendo recaído pronntieinniiento final en los antes 
principales y ol>cdeeÍcndn la apelación a la forma en que el 
recurso deducido ante el juez de la eaiifin fué Concedido, falta 
ln sentencia definitiva indispensable para la procedencia del 
recurso extraordinario: p. 492. 

Re*OÍueÍone$ puntrríorrx a la nenttneia definitiva. 

60. Xu procede el recurso extraordinaria contra él auto del 
Juez (pie se limita a paralizar la tramitación de la eausa so- 
bre desalojo hasta el término de la vigencia de la ley 13,198, 
subordinando así la ejecución del pronuncia miento anterior 
del mismo Juez a las peticiones 4pie se formulen en esa fecha 
— ya transcurrida — po ripie aquel no es la sentencia definitiva 
a que se refiere el art. 14 de la ley 48: p. 371. 

01. Procede el recurso extraordinario contra el auto del .lúe» 
que manda paralizar la tramitación de la causa sobre desalojo 
hasta el término de la vigencia de la ley 13.198, subordinando 
así la ejecución del pronunciamiento anterior del mismo juez 
a las peticiones que formulen en esa fecha — ya transcu- 
rrida — si el agravio no resulta de esa paralización sino de 
una interpretación del caso y una uplíeación de la citada ley 
contradictorias con las que se hicieron en el pronunciamiento 
anterior. ( Disidencia del Dr. Casares): p. 371. 

Tribunal superior. 

62. Es improcedente el recurso extraordinario contra el fallo 
del Tribunal Superior de Justicia de Córdoba que, ni deses- 
timar el recurso de revisión, declara no hallarse comprendidas 
entre las causales de este último las del recurso extraordina- 
rio; pues ello prueba que no es el superior tribunal de la 
causa a que se refiere el art. 14 de la ley 18: p. 416. 

Requintos formales. 
Introducción de la cmeitUo federal. 

Oportunidad. 

63. Xo procede pronunciarse en el recurso extraordinario so- 
bre la cuestión federal que no fué oportunamente introducida 
ni tratada en la sentencia recurrida : p. 171. 
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PlantatnUento «n S' Ui»un<i». 

64. Si la inconstitucional ¡dad nidada se refiere a un reqtii- 
sito ilel recurso de apelación — como lo es el previo depósito 
de la inulta aplicada — no procede exigir que el recurrente 
liaya debido hacer cuestión de ello antes de dictarse cl_ pro- 
nunciamiento contra el que interpu * apelación: p. 225. 

65. No procede el recurso extraordinario fundado en la in- 
constitucinnalidad del art. 2* ele la ley 9688 que no obstante 
haberse podido plantear en primera instancia fué tardíamente 
introducida en la expresión de agravios y no tomada en con- 
sideración p»r el tribunal de segunda instancia : p. 316. 

PUctctmleoto ra *1 «mito át iatorpoilclta d«i envío «itiurttiurlo. 
64. Es improcedente el recurso extraordinario, fundado en 
que los organismos paritarios.de la ley ii v 12.713 a los cuales 
debió ocurrir el actor, según la sentencia apelada, son viola- 
torios del art. 29 de la Constitución Nacional, si dicha cues- 
tión no fué oportunamente introducida y era previsible pues 
dichos organismos estaban legalmente instituidos cuando el 
recurrente dedujo su demanda: p. 55. 

67. La tardía invocación de preceptos de carácter federal 
efectuada en el memorial presentado ante la Corte Suprema, 
por primera veis en la cansa, no autoriza al Tribunal a to- 
marla en consideración : p. 65. 

68. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
la inconstit; cionalidad del art. 86 de la ley 11.683 (t. o. 
en 1947) planteada por primera vea en el escrito de interpo- 
sición de dicho recurso, pues siendo previsible la aplicación 
de dicha norma por el tribunal apelado la cuestión debió ser 
introducida con anterioridad^, p. 71. 

69. Es improcedente el recurso extraordinario si la cuestión 
en que se funda — violación de la defensa en juicio por ha- 
berse declarado desierto el recurso de apelación en razón de 
no haberse dado cumplimiento en la expresión de agravios 
at requisito de indicarse el domicilio legal impuesto por una 
acordada de la cámara respectiva bajo apercibimiento de no 
ser aceptado el escrito — ha sido planteada después de haberse 
impuesto dicha sanción al recurrente que no obstante haber 
podida preveer y plantear la cuestión con anterioridad lo hizo 
por primera vea at deducir el recurso extraordinario: p. líHi, 

I tu «¡r posición del recurso. 

70. pitra l¡i procedencia del pecunia extraordinario no basta 
el planteamiento de una cuestión federal ni I» reserva de 
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;-#«Ttrtit«>1rt ni sun su interposición prematura: es ineludible 

;^Trün«ra«^ tasaba § 

*™la dentro del término legal y por escrito fundado en ja 
o P ± reite^lamente exi«id. por 

Corte Suprema conforme a lo dispuesto en el gtj 15 deja ley 
n ?48. Corresponde, puea, declarar ^procedente *■ ™«™ 
concedido en la misma sentencia que sé pretende someter a 
rasión de la Corte Suprema .in que se haya deducido 
en ella el recurso extraordinario: p. 343. 

Quifnss pufden interponerlo. . 

71 Procede el recurso extraordinario deducido por el pro- 
curador f 1 ral de una cámara federal contra la sentencia de- 
neSria e la competencia de los tribunales &^J¡* 
el 1 mSerio público sustentó en ambas instancias por raaón 
de la materia ¡ p. 381. 



72. El tírmiuo de cinco días para interponer el «COMO j* 
traordinario no S e interrumpe ni amplía por la .nterposición 
del reeurso de aclaratoria: p. 248. 

78. No procede el recurso extraordinario i nterpuceto en sub- 
sidio de otro de revocatoria que fuó deelarado improcedente i 
p. 449. 

Fundamenta. 

Ta Es improcedente el recurso extraordinario, si en el ea- 
cíito en oue se interpuso ae ha omitido la pertinente referen- 
cia a lostech™ de £ causa y a la relación que los jn»mfl. . y 
Z cuestiones en ella debatidas 

ral (pie ae pretende someter a la decisión de la Corte Suprema. 

P- U ' i « 

75- E* improcedente el recurso extraordinario, si en iel es- 

ir to en que ae interpuso se ha omitido la concreta enuncia- 
ción de loa hechos de la causa y la relación que los miamos 
y L cuestione, en ella debatidas ^^lau eon la cuestión 
federal que se pretende someter a la deeaión de la Corte 
Suprema: p. 36. 

76 El escrito en que se interpone el recurso extraordinario 
debe expresar la cuestión federal que se ¡«^«"f" »£ 
Corte Suprema de manera clara y precisa y «*P^ r °£ 
constancia* de hecho de la causa y la relación que fardan 
íon las primeras, de tal modo que su tola lectura permita 
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apreciar lo referente a la procedencia del recurso y a loa pun- 
tos sobre que ha de versar e! pronunciamiento del Tribunal : 
p. 104. 

77. üállflse debidamente fundado el recurso extraordinario 
si el escrito de interposición satisface los fines a que responde 
la jurisprudencia de la Corte Suprema referente a ese punto: 
p. 107. 

78. Debe considerarse suficientemente fundado el recurso ex- 
traordinario, si el escrito de interposición llena los fines a que 
responde la jurisprudencia sobre la materia en cuanto su 
lectura permite apreciar tanto lo referente a la procedencia 
de la apelación como a las cuestiones cuya decisión se requiere 
ni Tribunal : p. 147. 

Resolución. 

Limites del proauttciamtonto. 

79. Si de las dos cuestiones en que se funda el recurso extra- 
ordiuarin interpuesto por el representante del Pisco Nacional, 
una de ellas debe resolverse, conforme a la jurisprudencia de 
la Corte Suprema, cu el sentido de que las autoridades del 
buque no son responsables de la infracción que se les atri- 
buye, no prorede dictar pronunciamiento sobre la segunda 
cuestión, referente a saber si procede o no responsabilizar 
penalmente a la Flota Mercante del Estado por infracciones 
a laa leyes de Aduana: p. 40. 

80. El pronunciamiento de la Corte Suprema debe limitarse 
a las cuestiones comprendidas en la apelación: p. 147. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION. 

Tercera instancia. 

1, Debiendo entenderse tanto el escrito de apelación como 
el memorial de agravios del expropiador, con referencia a la 
tesis desarrollada en su alegato en cuanto a la justicia del 
precio ofrecido y depositado en autos y a lo dispuesto en el 
art. 18 de la ley 189 entonces vigente, y no siendo presumible 
una renuncia —por lo demás impropia— de parte del repre- 
sentante del Fisco, corresponde concluir que su apelación 
comprende tanto io referente a la indemnización fijada como 
a la imposición de las costas a su mandante: p. 470. 
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Jaldos «n que 1* Nación « puta. 

2. Aun prescindiendo de la cuestión referente a !ft subsis- 
tencia del recurso ordinario de apelación para ante la Corte 
Suprema, mi concesión no procedería sino en los casos con- 
templados por el art 3« de la ley 4055, a lo que es de agregar 
que el mínimo debatido de m#n, 5.000 es exigible tanto para 
el inc. 1* como para el 2». Siendo improcedente el recurso 
ordinario por faltar diebo requisito, no se da el supuesto pre- 
visto en Fallos: 213, 310 para acordar el recurso extraordina- 
rio al cual obsta, por otra parte, la falta de fundamento del 
escrito en que la apelación se dedujo: p. 37. 

REGISTRO CIVIL (1). 

1. El carácter local de los registros públicos del estado civil 
de las personas — sea que provenga de lo dispuesto por el 
Código Civil o por la Constitución Nacional— no debe alte- 
rar la uniformidad de la legislación común y la misión armo- 
n iza dora de sus normas básicas: p. 319. 

REGISTRO DE LA PROPIEDAD. 

Ver¡ Daños y perjuicios, ti Prescripción, 1; Prueba, 1. 

RENUNCIA. 

Ver : Pago, 3 ; Recurso extraordinario, 51 ¡ Recurso ordinario 
de apelación, 1. 

REPRESENTACION DEL PISCO. 

Ver: Costas, 1; Multas, 1¡ Recurso extraordinario, 79; Re- 
curso ordinario de apelación, 1. 

RESOLUCION CONTRARIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 55. 

RESOLUCIONES MINISTERIALES 

Ver: Aduana, 2; Constitución Nacional, 81. 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 

Ver: Dafios y perjuicios, 2; Demandas contra la Nación, % 
(i) v7r tnmbWn: Jurisdi«IAn y «oropetenesn, 7, 10, II. 
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RETROACTIVIDAD ('). 

1. No hay derechos ndfpiiridns a ser jn/pido por determi- 
n 11 «lo pn )C(>i 1 i miento. Ln* leyes procésate** son aplícablea a las 
cansas pendientes mientras no afecten Ion actos concluidos 
o dejen sin éféetb 1» actuado con arreglo a leyes anterior™ : 
p. 407. 



SECRETARIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. 

Ver: .luri-ilii-ciún y competencia. 24. 

SENTENCIA ("). 
Principios generales. 

1, l<n Corte suprema m* píiede considerar la pretCiisíSn dé 
la deniambda pura qi n la é^propiaeifin del galpón empla- 
zado en vrrrnos fiscales se incluyan las máquinas, ifllpíe- 
mentos y enseres existentes en aquél, si las sentencias de pri- 
mera $ "s- ■«runda instancias n'o routieneii pronunciamiento ál- 
jrnnn sobre el partienlflr y el ptiioto ha quedado, por ello y 
por no haberse requerido la eorrespoiiílieiite aeíáríitoria, ex- 
cluido del fallo recurrido : p. 4ó2. 

SENTENCIA DEFINITIVA. 

Ver: líecurso extraordinario. 57. 59, fif>. 

SERVICIO MILITAR H- 

t, Kl ait. 41. inc. flÑS. del decreto ft* 2fl.37.V44 —ratificado 
por la ley 12.913 — tiene por objeto evitar rpte dos herí nai ios 
de la misma clase o de clases sucesivas se encuentren pres- 
tando e1 servicio militar conjuntamente, siempre que se trate 
cu ambos supuestos de servicio ordinario y que sen la copfe- 
eneneia d"1 hecho naturnl del nacimiento. Dicha excepción 
no alean;!», pues, al ciudadano cuyo hermano mayor fué lia* 
niado para prestar servicio simultáneamente con el petieio- 



(11 Wr t¡iiTihh'(i: rnnstilnrWii N'íintonal, 15; Pujío. 1. 

(2) Vnr tnml<¡én i fonatihirirtii Xm-innnl. 12, 10: Hernia de re 
sion, 1: Becurso rstrnorilinnrio, 4, fl, 7, 8, 10. 11. 16, %t t 20, 21. 24, 25, 
efi, 32, 34. 37 t 3S. 3ft, 44. SI, 55, 58, 63. 70, 71. 

(3) V*r t.mihtfn: Hwurto extraordinario, 18- 
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natite. n los fines de completar el níio que 1c correspondió por 
sorteo y que había interrumpido a raíz de 1111 pedido de exerp* 
ciónr p. 02. 

2. 1] art, 41. ine. 6», de la ley orgánica del Ejército tiene 
por objeto evitar que dos hermanos de la misma clase o ile 
clases sucesivas se cnenentren prestando el servicio militar 
conjuntamente, siempre que se trate, en ambos supuestos, de 
servicio ordinario y que sea la consecuencia del hecho natural 
del nacimiento. Dicha excepción no alcanza al ciudadano cuyo 
hermano mayor se halln bajo banderas por haberse incorpo- 
rado eon posterioridad a los de su el aso debido a que se ha- 
llaba en trámite un pedido de excepción (pie cú definitiva 
no prosperó: p. 4(i4\ 

3. La interpretación restrictiva (pie debe darse al régimen 
de las excepciones militares no ha de confundirse eon una 
interpretación exclusivamente literal. No es la interpretación 
sino la aplicación de la ley lo que en ese caso tu¡ de' hacerse 
con criterio respectivo: p. 568. 

4. La excepción que establece el art. 41» ine. ñ v . del decreto 
ir* 14.ÓS4/46, ratificado por la ley 12.SJ13. no alcanza al padre 
natural que ha rceonoeido y sostiene » su hijo qjie sin sn 
apoyo quedaría desamparado, (Voto del Sr. Ministro Dr. don 
Tomás D. Casares) : p. 568. 

5. Et art. 41, ine. 8, del decreto 14.584 '4G. ratificado por 
la ley 12.913. debe ser interpretado eu forma que no resulte 
ineoi'ipruente eon las disposiciones de la Constitución Nacio- 
nal referentes a la protección del niño, con otras del misino 
decreto que establecen exenciones del servicio militar ni eon 
las de las leyes civiles sobre patria potestad ; por lo que co- 
rresponde resolver (pie la excepción establéenla por el inciso 
mencionado alcanza al padre natural que ha reconocido y 
sostiene a su hijo que sin su apoyo quedaría desamparado: 
p. 568. 

SERVICIOS PUBLICOS ('). 

I. Un servicio piíblico puede estar suministrado por particu- 
lares o por empresas privadas sin que exista concesión al- 
puna : p. 280. 



{!) Ver tan..».''... Confesión, 1; fnnutituciAri Nncinnnl, '2X; Dañi-s y 
pefjoieioi, 2: KiítaíilcPimiintfts ilc utilidad nacional, 1, Bj Impuesto a 
Iíin vcntnH, 1; Kwiirsn vstrsiordtm.no, 14. 
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2. Riti l.i fiar» y expresa voluntad de otorgar la concesión 
por parte de !a autoridad respectiva. no corresponde consi- 
derar que los servicios públicos han «ido enajenados o renun- 
ciados ni favor de quien los está prestando : p. 280. 

SOCIEDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 18, 29, 30; Impuesto. 1; Recurso 
extraordinario, 30, 34. 39. 

SOCIEDAD ANONIMA, 

Ver: Constitución Nacional, 22; Recurso extraordinario. 19. 

SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA. 

Ver: Constitución Nacional, 23. 24. 

SUCESION. 

Ver: Extracción de fondos, 1 ; Jurisdicción y competencia, 36; 
"Recurso extraordinario, 19, 27. 

SUELDO. 

Ver: Constitución Nacional, 20. 

T 

TARIFAS. 

Ver: Concesión, 1; Recurso extraordinario, 14. 
TELEFONOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 19. 
TSRCEBOS. 

Ver : Impuesto a lo* réditos, 1 ; Recurso extraordinario, 27, 39. 
TERMINO. 

Ver: Constitución Nacional. 9, 16, 26; Jurisdicción y compe- 
tencia, 10; Prescripción, 1; Recurso extraordinario, 8, II, 
18, 60, 61. 70, 72. 
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TERRITORIOS NACIONALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5, 34. 

TESTIGOS. 

Ver: Absolución del acosado, 1; Costas, 4; Prueba, 2, 3. 
TRANSPORTE. 

Ver: Constitución Nacional, 28; Establecimientos de utilidad 
nacional, 1 ; Jurisdicción y competencia, 17 ; Recurso extraor- 
dinario, 23. 

TRIBUNAL DE TASACIONES. 

Ver: Expropiación, 2, 3, 4, 5, 6; Recurso extraordinario, 10. 

TRIBUNAL MUNICIPAL DE PALTAS. 

Ver: Constitución Nacional, 6; Recurso extraordinario, 30. 
TRIBUNALES DE POLICIA ADMINISTRATIVA (1). 

1 Los jueces de policía administrativa creados por la ley 
n» 12 833, ai bien son nacionales con arreglo a lo dispuesto 
por el art 94 segundo apartado, de la Constitución Nacional, 
no son los juecea federales que, según el art. 95 de la miama, 
deben conocer en las provincias de las causas que versen sobre 
puntos regidos por las leyes de la Nación, como lo son las 
números 12.830, 12.983 y 13.492: p. 72. 

TRIBUNALES DEL TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 1, 16. 



i 

(i) Ver también: Jurudiwióii y competencia, 23, 24. 
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pninji he la CORTE SUPREMA 



SUCESION MARIA LUISA PEREYlíA 1RAOLA DE 
HERRERA VEGAS 

RKCURSO EXTRAORDINARIO: BequhUo, propio*, ^tiónff 
,W. tóiWMi famm W*m*> IncomUUmomUdad <fc norman 
ti netos nacionales. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en _fjue la 
aplicación de l« ley U.287 y del decwío k£» 
hecha por los jueces de la causa sobre la base de una ^ ínter- 
pretac ón de estas normas tócate* inraarep tib ta*pm- 
Un por la Corte Suprema viola el art. í»7 de la Const.tu- 
m Nacional -art. 104 de h ,n»crior T pues a^Auye a 
1í» Nación una facultad impositiva propia de a F*Wf 
en la M están situados los bienes «pie confuyen d ca- 
pital de la sociedad anónima y de la sociedad de responsa- 
WM mSEl dé la primera de las cuales, era accionista 
la causante, y de la segunda soeia y acreedora. 

CONSTITUCION NACIONAL: Comtitmhnahdad e f^^^¡ 
validad. Leyes nminttate*. Impositivas. Impasto a 1* tmmW® 



watuita 



El cobro del impuesto a la transmisión K^tuit a respee o 
de accione* de sociedades anónimas que 
en la Capital Federal, donde estaba domiciliada efectua- 
do por el Gobierno Nacional, por aplicación de la le> 
11.28? y del decreto ley 6750/43 n"™^™ 
art. 97 de la ConatUueiói, i Nacional (art. de U «it* 
rior), aunque las sociedades, domiciliadas también en la 
Capital Federal, tengan bienes en provincias. 

CONSTITUCION NACIONAL: VoMtitwionalidad r ineonsMtwü,- 
Uidad. r *yes líatíúató. Impositivas. Impuesto a la tronm***» 
(irtttnita. 

El cobro del impuesto a la transmisión gratuita aobrela^ 
euola* de capital de una soeiedad de rcsponsabdidad limi- 
tada domiiXla en la Capital Federal, p,rtenecientes a la 
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causante con domicilio eu el mismo lugar, efectuado por 
el Gobierno Xaeional por aplicación <lc la ley 11.287 y del 
(lee reto -ley 6755/43, no es violatorio del art. 97 de la 
Constitución Xaeional (art. 104 de la antcriorl aunque ln 
sociedad tenga bienes en provincias. 

COXSTITI-CIQX XAVlOXAL: (nn*tituehnali<fafl r im'oustitncio- 
nalidad. L?;t?s naeiomUt, Impositivas, ImpHeito » ¡n tratummó» 
gratuita. 

El cobro de impuesto por la transmisión "inortis causu" 
del crédito que la causante, domiciliada en la Capital Fe- 
deral, tenía contra una sociedad de responsabilidad (imi- 
tada con domicilio en la misma ciudad, efectuado por el 
Gobierno Nacional por aplicación de la ley 11.287 y del 
decreto-ley 6755/43, no es violatorio del art, !)7 de la 
Constitución Xaeional (art. 104 de la anterior) aunque l¡i 
sociedad tenga bienes en provincias. 

Sentencia peí. -i vez ex lo Civil 

Bs. Aire*, setiembre 7 de 194$. 

Y vistos: 

Para resolver sobre la impugnar ióit formulada a f.s. 2-11 
contra la liquidación del impuesto sucesorio practicada a fs. 
L':tD; lo expuesto a fs. 2ÍW. ¡J45 y 357; y 

Considerando: 

J, , Que dicha impugnación finca en el liccho de que el 
Consejo Xai'ioiml de Educación al liquidar el impuesto a la 
transmisión gratuita do los bienes, lo hace invadiendo la po- 
testad tributaria inhcrenle n las provincias, gravando parte 
del activo de sociedades situadas en las mismas con prescin- 
deneia absoluta de las disposiciones del derreto 6735 del P. E. 
de la Xaeión. de fecha 2f¡ de agosto de 1943. ratificado por 
ley 12.!'22. líe-coimce el inip'iyiwmle ser exacto que las cuatro 
sociedades anónimas y la de Kcspnnsahilidad Limitada tienen 
su domicilio en la Capital Federal, como asi también que las 
acciones son ordinarias y al portador y al fallecimiento de la 
causante se hallaban depositadas en esta Capital; pero sos- 
tiene que tales circunstancias no autorizan al Consejo a gravar 
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el activo social de la» mencionadas entidades situado en juris- 
dicción nacional, «pariéndose así de la norma del art V de 
In ley 11.287 v violando clanw preceptos de la Constitución, en 
isiieirial el art. 104 y sus concordantes. 

O El decreto citádií cuja hoy es ley de la Nación, tuvo 
nm finalidad impedir la evasión del impuesto sucesorio que 
( 'urrospn,ule tributar en los casos de hallarse constituido el 
activo por aeciones de sociedades euya fácil transferencia era 
eomúumente puesta en práctica con tal proposito. 

La impugnación se encuentra condensada en la ínter preta- 
eión del arl ¥ del referido eleereto-ley que es sólo una aclara- 
ción de las disposiciones en vigor para fijar el impuesto a la 
transmisión gratuita ipié no comporta la derogación tic la ley 
1 1 ; >S7 v fine antes bien, su aplicación es efectiva en todo l<> 
que no "modifique el aludido decreto <ptc expresamente estable- 
ec que sus disposiciones "no ricen pura la transmisión gratui- 
ta de acciones, partes, certificaciones u otros títulos que paguen 
o biivan pagado al Piseo Nacional el impuesto sobre el valor de 
cotización de los mismos en Bolsa del país a la época de la 
transmisión, o a fülta de ello, según avaluó pericial judicial- 
mente aprobado". 

til Comparto ni respecto la opinión del Sr. Fiscal de 
0&mm Dr. Maturana vertida en los autos sucesorios de D. 
IfartmW Kerra, con motivo de un incidente análogo Ujm 
senté v en la cual concluía; 14 En síntesis, tanto la ley U-¿»í 
enmo el decreto $Í&?M, consagran la doctrina objetiva vale 
decir, gravan los bienes que aquí se encuentran, t uando na- 
camente la acción o parte se encuentra en esta jurisdicción la 
grava sin prorrateo .le ninguna especie, y cuando la acción n 
parte se encuentra en el extranjero, grava la proporción co- 
rrespondiente al porcentaje de bienes de la sociedad que se 
encuentra en ésta jurisdicción territorial, de lo que se infiere 
que el citado decreto sólo tiene alcances internacionales^ qui- 
en 10 demás, ni la lev 11.2*7 ni el criterio jurídico ap icable para 
determinar cuáles son los bienes sujetos al tributo, ban sutrmo 
modificación alguna. 

Réafutáu el criterio expuesto, bi circunstancia de que por 
la transmisión de las acciones de sociedades anónimas debe 
abonarse el tributo impositivo correspondiente, imperando para 
ello ya el domicilio de esas sociedades o bien el lugar donde 
las acéibnes se bailan depositadas, independientemente de otra 
jurisdicción fiscal, todo vez que esos títulos o acciones consti- 
tuven el patrimonio de la cansante. Igual temperamento ueho 
sostener respecto al crédito contra la Sociedad de Responsabi- 
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lidad Liiiii latín ya que sn domicilio, como el de la causante. 
f\a en esta Capital. 

IV. Además, la ley 11.287. Hrt, l'\ grava toda clase de 
I i¡e nes, sin excepción, por lo que las amones que las cons- 
tituyen quedan incluidas entre aquéllos y sujetos por con si - 
uniente al régimen impositivo sucesorio. Tampoco puede infe- 
rirse del decreto 6755, como ya lo expuse, excepción alguna al 
respecto; ubi hx non distingue nee n»n d^iingucre dehetrius. 

Por ello de acuerdo con Jo dictaminado por el Sr. Agente 
Riscal y Apoderado Escolar resuelvo: Desestimar en todas sus 
partes la impugnación formulada a fs. 244 contra la líqir-la- 
l ión parcial del impuesto sucesorio practicada a fs. 230. En su 
nitrito y atento las conformidades prestarlas por los demás here- 
deros mediante los escritos de fs. 299 y .'143, apruébase lu 
minina, en cuanto hubiere Jugar por derecho. Costas por su 
urden atento a que el actor pudo creerse con derecho a pro- 
mover el ineidentc. — Raúl Lozada Bchcuiquv. 



Sentencia de i.a Cámara Civii, Primera 

Buenos Aires, mayo 6 de 194!» 

Y vistos: por sus fundamentos que interpretan en cabal 
forma las disposiciones contenidas en la ley N° 11.287 y el 
Decreto X» 6755/1943 (ratificado por la ley N* 12.922), lo ya 
juzgado en casos semejantes — Conf. J. Ar<r., t 1945, IV, p.*5. 
S* 4958 y t. 1Í148, III, p. 133. N* 9305— y lo dictaminado por 
A Sr. Asesor de Menores de Cámara, se confirma !a resolución 
¡i pelada de fs. 3(11 bis. Las costas di' la alzada al apelante. — 
Argentino G. Barraquero, — Arturo (i. González. — Román 
Uarriga. 



Dictamen del Procura doh General 

Suprema Corte: 

Estimo procedente el recurso extraordinario dedu- 
cido h fs. 5G1 de estos antos sucesorios de Bn. Marín 
Luisa Peroyra Iraola de Horro ra Vegas por el heredero 
D. Jorge Francisco José Herrera Vvgns. 
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La cuestión constitucional planteada fué oportuna 
mente introducida al juicio en el escrito de fs. 244, opor- 
tunidad en que el recurrente impugnó la liquidación 
del impuesto sucesorio formulado por el Consejo Na- 
cional de Educación a fs. 230, de acuerdo con lo dispues 
to en la ley local X* 11.287, tratándose por otra parte 
de una cuestión similar a la que determinó a V. E. 11 
admitir la procedencia del recurso extraordinario en el 
caso del Tomo 202, pág. 113, cuyos fundamentos a este 
respecto estimo de aplicación al caso de autos. 

Resuelto, en efecto, en forma definitiva a fs. 557 que, 
<!e acuerdo con la interpretación — ¡rrevisible por la 
Corte Suprema — de ías disposieioses de caí actor local 
contenidas en la ley 11.287 y en el decreto 6755 1 43 (ra 
tifieudo por la ley X* 12.922) corresponde abonar im- 
puesto en jurisdicción nacional por los bienes que se 
cuestionan, se trata ahora, como lo reconoce el mismo 
presentante de fs. 551, de determinar si dicha interpre- 
tación vulnera el art. 97 de la Constitución Nacional 
(art. 104 de la anterior), en cuanto reconocería al Go- 
bierno Nacional una potestad impositiva o tributaria 
que es privativa de las Provincias. 

Convendrá ante todo precisar los bienes cuya trans- 
misión "niortiB cansa* ' ha dado luííar a la cuestión so- 
metida a fallo de V. E. Dichos bienes son los siguientes: 

a) doce mil diez acciones ordinarias de diferentes 
sociedades anónimas que tienen su domicilio en la Capi- 
tal Federal ; 

b) diez y seis mil seiscientas veinte cuotas de Ca- 
pital de una sociedad de responsabilidad limitada; 

c) un crédito contra esta última sociedad en ra 
zóii de utilidades no percibidas por la causante. 

Ahora bien, sostiene el recurrente que en la liqui- 
dación del impuesto a alionarse por la transmisión de 
estos bienes no procede computar el valor de las accio- 
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nos y de las cuotas transmitidas sobre la base de la 
totalidad del patrimonio de las respectivas sociedades, 
sino incluyendo solamente los bienes de propiedad de 
ellas efectivamente situados en jurisdicción nacional 
con exclusión de aquéllos situados en jurísdiciónes pro- 
vinciales. Se trata, pues, en definitiva, de establecer si 
los bienes a que be hedió referencia deben estar exclusi- 
vamente sujetos a los fines del pago del impuesto suce- 
sorio a la jurisdicción nacional o si bien tal impuesto 
debe reducirse en proporción a los bienes que las res- 
lectivas sociedades tengan situados en jurisdicción na- 
cional; cuestión ésta <jue lia sido promovida sobre la 
I m se de la interpretación qnc el recurrente acuerda al 
decreto N v f>75")|4:i, contraria a la que se sustenta en la 
resolución de fs. 557, pero cuyo examen luí jo este último 
aspecto escapa, por su naturaleza, a las posibilidades 
del recurso extraordinario de apelación. 

Siendo indudable Ú poder impositivo de que gozan 
las provincias dentro de sus respectivos ámbitos juris- 
diccionales, como se desprende inequívocamente del nrt. 
!»7 de la Constitución Nacional, es innegable, sin em- 
bargo, que tal poder debe no sólo restringirse a los lí- 
mites naturales impuestos por la forma federal de go- 
bierno adoptada, sino también adecuarse, respetándo- 
los, a los principios fundamentales establecidos por la 
legislación común de fondo, cuya creación, expresa- 
mente delegada por las Provincias, constituye de acuer- 
do al artículo (¡S ine. 11 de la Constitución Nacional, una 
de las atribuciones inalienables del Congreso. A los 
efectos, pues, de la deter mi nación del ámbito de valides! 
del ejercicio del poder impositivo, habrá de atenderse, 
para establecer tu naturaleza de las cosas y de las rela- 
i- iones jurídicas, a los preceptos de la legislación común 
ile fondo, sin que sea lícito apartarse de ellos so pretexto 
de las formas y principios peculiares que pueda adop- 
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tai- el derecho tributario. Es preciso no olvidar que 
cuando aparece ejercido por las Provincias, éste es 
siempre un derecho Local y que por lo tu uto, de confor- 
midad con lo establecido en el artículo 2'2 de la Consti- 
tución, prevalecen sobre él las leyes de la Nación dic- 
tadas por el Congreso en uso de las atribuciones que la 
Carta Fundamental lo confiere. 

Kilo sentado cabe determinar, de acuerdo con la 
naturaleza de las cosas, según ellas resultan de la legis- 
lación que jurídicamente las conforma, cuáles son los 
límites lícitos del ejercicio del poder impositivo en el 
caso de la transmisión gratuita de bienes, habida cuen- 
ta de la especial condición que revisten los que han dado 
motivo a la cuestión bajo examen. 

Por lo que hace al objeto del impuesto de que se 
trata, y con especial referencia a la ley 11.287 aplicada 
en autos, V. R. ha dicho que la misma "grava todo acto 
que exteriorice una transmisión gratuita de bienes, es 
decir, la materia del impuesto es el hecho de la muta- 
ción de los bienes y no éstos propiamente dichos que se- 
gún su naturaleza y características están ya sujetos a 
otros tributos" (184: ó, considerando 7*). 

Su fundamento lo ha precisado V. K. así: "Cual- 
quiera sea el origen de los impuestos sobre las imita- 
ciones de la propiedad conocidos en la ciencia de las fi- 
nanzas con el nombre de "Derechos de Sellos y de 
Registro", es lo cierto que ellos someten a contribución 
la riqueza privada en el momento en que ella se tnuni- 
fiesta por una transmisión de propiedad a título oneroso 
o gratuito o por un contrato. Es este un tributo bien de- 
finido y ela ruínente especificado en la teoría fiscal de 
los Estados modernos; su fundamento se encuentra en 
Ja garantía que el Estado presta a las transacciones 
sociales; gracias a la protección de aquél, a su policía, a 
mis tribunales, los bienes pueden pasar con seguridad, 
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ile padre» a hijo**, del propietario vendedor al capita- 
lista adqmreiite, del donante a] donatario. El impuesto 
a los actos de mutación vendría así a ser el precio de un 
servicio que sólo el Estado puede prestar (Leroy Beau- 
lieu, t, 1, pág. 626)" (184: 5, Considerando 8»). 

Dicha la condición del impuesto, veamos ahora de 
especificar la naturaleza de los bienes de cuya transmi- 
sión se trata en este caso, puesto que de ello dependerá 
forzosamente !¿i real determinación del poder estatal 
que en el caso preciso lia ofrecido a la relación jurídica 
las garantías y seguridades a que V. E. defiere la jus- 
tificación del gravamen. 

1) La primera cuestión a resolver será pues la 
que se refiere a la transmisión de acciones de socieda- 
des anónimas. 

El art. 2319 del Código Civil establece que son bie- 
nes muebles, entre otros, todos los instrumentos públi- 
cos o privados de donde constare la adquisición de dere- 
chos personales. Tal es la situación en que, a mi juicio, 
se hallan colocadas las acciones ordinarias de una socie- 
dad anónima, las que, sin necesidad de intervenir en el 
arduo debate producido en torno a si representan o no 
derechos e red i torios, puede sí afirmarse como por 
otra parte lo dice la letra expresa del Código, son títulos 
representativos de derechos personales en el sentido 
•pie a esta última locución ha dado el codificador en la 
nota al título IV del libro III del Código Civil y e n la 
nota al artículo 497. 

Sea como fuere, lo cierto es que los títulos al por- 
tador, categoría a la que pertenecen las acciones de que 
se trata, tienen una individualidad propia, en cierto 
modo independiente del derecho que representan, y jus- 
tamente por ser ello así es que revisten el carácter de co- 
sas muebles (Conf. Código Civil Anotado, Eduardo B. 
Busso, Tomo I, página 90), sometidas como tales al ré- 
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gimen establecido en el art. 11 del Código Civil. Ello se 
explica por su fácil negociabilidad, ya que son transmi- 
sibles sin otro requisito que el de su entrega así como 
porque ellos representan un valor efectivo allí donde su 
dueño los tiene, valor que la organización económica 
ha ingeniado que tengan aún fuera del domicilio del 
emisor (202:113). 

Todo esto lleva a la conclusión de que no cabe ale- 
gar que cuando la propiedad de una acción s L transmite 
fuera del lugar de emisión y de donde quk lo emitió 
tiene su asiento (o fuera del lugar donde se llalla física- 
mente radicado el capital del emisor), sólo se transmite 
el signo del valor transmitido (202:113). Ese signo que 
es la acción, dadas sus especiales características, tiene, 
—como resulta patente en el caso indubitable, ¡icio si- 
milar en cierto modo, del papel moneda—, un valor en 
sí mismo, un amplio valor de cambio o de canje, que re- 
sulta de la circunstancia de la posibilidad de su realiza- 
ción en cualquier momento, con independencia de toda 
intervencióu del obligado a las prestaei mes que ella 
implica. Por ello, cuando se opera su tra* cisión —sea 
a título oneroso o gratuito — es el Estado donde ésta 
se realiza quién garantiza jurídicamente esa operación 
traslativa de dominio; traslativa de dominio porque, 
sin duda, el tenedor, dado el carácter de cosa mueble * 
que reviste la acción, ejerce sobre ella un verdadero do- 
reclio de propiedad: la materialidad del título permite 
—dice C. Bipert— considerar al accionista como propie- 
tario de su título. De hecho la expresión propiedad de 
los títulos es corriente. Si el título está establecido bajo 
la forma de "al portador' *, está sometido al régimen 
de los muebles corporales, bajo reserva búi embargo de 
una regla diferente para los casos de pérdidas o robo*' 
(Traite Elémentaire de Droit Commercial, París, 1948, 
pág, 391). Lo que resulta confirmado por los arta. 330 
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y 331 del Código de Comercio que respectivamente se 
refieren a la "propiedad" de las acciones nominales y 
a los "copropietarios" de una acción. 

Opino, en consecuencia, que la transmisión gratui- 
ta de la propiedad de las acciones ordinarias de socie- 
dades anónimas está sometida a la jurisdicción imposi- 
tiva de la Provincia bajo cuyo amparo se opere la trans- 
misión, con i nde pendencia del domicilio de la sociedad 
emisora y de la radicación efectiva de los bienes de que 
a su vez, y conforme a las reglas de los arts. 32, 39 y 41 
del Código Civil dicha Sociedad puede ser propietaria. 
Ha sido legítimo, en ente caso, el cobro del impuest 
sucesorio por parte del Consejo Nacional de Educación 
porque ba sido i a la Capital Federal y bajo el amparo 
del Gobierno de la Nación que se ha operado la trans- 
misión gratuita de las acciones de que se trata, sea que 
se considere a dicho efecto el lugar del último domicilio 
del causante o el lugar donde estaban depositadas (art. 
11 del Código Civil), — puesto que ambos extremos 
coinciden en este caso en la Capital Federal, como se 
reconoce en el ese rito de fs. 244 — . 

If ) El segundo problema a considerar es el de la 
transmisión de las cuotas de una sociedad de responsa- 
bilidad limitada. 

La situación que aquí se plantea es, sin duda, di- 
versa a la del caso anterior, aun cuando existen ciertos 
principios comunes a todas las sociedades que es pre- 
ciso tener en cuenta. dio de los fundamentales, a este 
respecto, es el de la personalidad de la sociedad como 
independiente de la de sus socios, del cual se deriva 
que estos no ejercen un derecho de propiedad sobre los 
bienes que puedan pertenecer a aquélla (art. 3f> del C. 
Civil). La naturaleza de la intervención del asociado es, 
sin embargo, distinta de la del accionista de la sociedad 
anónima, vv tanto que asume un carácter netamente 
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personal (se trata de un contrato "intuita personae", 
como se desprende de las trabas puestas a la cesión do 
la cuota a terceros por el art. 12 de la ley 11,645), por 
lo cual su derecho no se materializa en un título repre- 
sentativo (ver prohibición del art. 9*) sino a través del 
texto mismo del contrato. 

No se da por tanto, en este caso, como cu el anterior 
el supuesto de que el derecho del socio se materialice en 
un signo que por sus características de transmisibilidad 
y demás revista el carácter de un bien en sí mismo. El 
bien inmaterial de que se trata permanece en la condi- 
ción de un derecho personal no realizable sino contra 
la sociedad o mediante la intervención directa de ésta ; 
y, lo que es más importante, para llevar a cabo una 
transmisión o transferencia de ese derecho es preciso 
la intervención de la autoridad bajo cuyo amparo se ha 
constituido la sociedad, a través de la inscripción y pu- 
blicaciones a que se refiere el art 12 de la ley respectiva. 

Frente a ello, no cabe duda, a mi juicio, que la trans- 
misión a título gratuito de las cuotas de que se trata se 
opera en el lugar donde la sociedad tiene su domicilio, 
es decir, bajo la jurisdicción impositiva del Estado lla- 
mado a reconocer y garantizar, mediante las formali- 
dades antes aludidas, dicha transmisión; o sea, en este 
caso, bajo la jurisdicción del Gobierno Nacional, ya que 
la sociedad de responsabilidad limitada cuyas cuotas 
aparecen transmitidas tiene su domicilio establecido en 
la Capital Federal. 

III) El último problema planteado y quizás el 
más simple, es el del crédito de que era titular la cau- 
sante contra la sociedad mencionada en el capítulo an- 
terior, por utilidades no percibidas. 

Indudablemente el juego de los mismos principios 
anteriormente expuestos, descarta la pretensión del re- 
currente de que su transmisión se halla sometida a otra 
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potestad impositiva que la que eji el sub-judice lia inter- 
venido. Coinciden, por otra parte, en la Cap 'i\ Federal, 
tanto el último domicilio del difunto acreedor como el 
ile la sociedad deudora, {Conf. doctrina de 182: 6*7). 

De todo lo expuesto se desprende que es infundada 
la posición del recurrente en cuanto cuestiona la cons- 
titucional ¡dad del impuesto a la transmisión gratuita 
de bienes cobrado en este caso. Evidentemente el Go 
bierno de la Nación, por inlermedio de! Consejo Nacio- 
nal de Educación, lia ejercido sus facultades impositi 
vns dentro de la esfera que le es propia, sin desconocer 

invadir los poderes no delegados que el nrt. 104 de la 
Constitución Nacional reconoce a las Provincias. 

Esta conclusión se desprende naturalmente de la 
forma federal de gobierno adoptada así como de las 
modalidades impuesttis por la atribución conferida al 
Congreso de dictar los Códigos de fondo, sin que é1¡\o 
importe por cierto su adopción para los casos, iududu 

1 nenien te diversos, que puedan plantearse en el orden 
internacional, donde juegan no ya realas de legislación 
interna y de solución de conflictos meramente locales, 
sino principios financieros adecuados a las necesidades 
<lel país todo y ¡i la defensa de su patrimonio económico, 
romo luvo ocasión de ponerlo de manifiesto V. E. al 
resolver el caso registrado en 181 :184 (considerando (>'). 

Por tanto, estimo que debe desestimarse la cues- 
tión planteada mediante el recurso de fs. ."m'l. — Bueno* 
Aires, lf> de septiembre de 1ÍH9. — ('tirios O. T> él fino. 

FALLO DE LA CORTE KITKEMA 

Buenos Aires, 3 de octubre de 1ÍÍ4Í*. 

Vistos lo» autos *'Pereyra Iraola de Herrera Ve- 
gas, Marín Luisa —su sucesión — " en los que se ha con- 
cedido a fs. .jfi7 vta. el recurso extraordinario. 
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Considerando: 

f^d*' el recurso extraordinario es proceden le por- 
que se lo fundfl en i|iie hi aplicación de la ley 11/287 y 
del decreto ley (¡7.V) 4íí hecha por los jueces de la causa 
sobre la liase de una interpretación de estas normas 
locales ¡ususceptihlc de revisión en esta instancia (art. 
(¡S inc. 11 de la Constitución Nacional), viola el art. 07 
de la Constitución (art. ÍGÉ de la anterior) pnes ntri- 
luiye ¡i la Xación una facultad impositiva propia de la 
Provincia en la que están situados los bienes que eons- 
t huyen el capital de la sociedad anónima y de ta socie- 
dad de responsabilidad limitada, de la primera de las 
cuales era accionista la cansante, y de la segunda socia 
y acreedora. 

<¿uc la decisión del recurso de (pie se trata debe li- 
mitarse a determinar si tratándose de acciones qne la 
causante, tenía en esta Capital, donde estaba domicilia- 
da, de su participación en una sociedad eoii el mismo 
dnmícilio y de un crédito contra esta última el cobro del 
impuesto a la transmisión di* dichos bienes por la muer- 
te de su dueña, pudo ser válidamente hecho por el Go- 
bierno Nacional aunque los láeues «le las dos sociedades 
estén radicados fuera de su jurisdicción. Kstá, pues, 
fuera de la euestimi qüe. constituye la materia objeto del 
recurso, lo relativo a ta eonstitucíonalidad de tas leyes 
sobre transmisión gratuita vigentes en la provincia 
donde los bienes (pie constituyen el capital de las socie- 
dades tienen su asiento. 

Que así delimitada la cuestión corresponde confir- 
mar la sentencia apelada 4*11 (o «pie es materia del recurso 
pues se ajusta a los principios sentados por esta Corte 
en Fallos: 2K)2> L13 y los allí citados, Por de pronto lo 
que allí se expresó respecto a Ikhios del Banco Hipoteca- 
rio de la Provincia de Buenos Aires, que el causante 
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tenía depositados en esta Capital vale, sin duda alguna, 
para acciones de una sociedad anónima que, en este ea- 
so, tiene además el mismo domicilio de la causante. "Su 
dueño (tiene a estos bienes inmateriales) donde son pa- 
ra él un valor efectivo y os ese valor. . . —transmitido 
bajo la autoridad del Estado donde se Hallan— el que 
determina la facultad impositiva. Es pues, en el lugar 
que se encuentren y según lo que allí valgan al momento 
de la transmisión o de la exteriorizacióu, donde puede 
ser gravado el acto de esta última" (202, 113 — pág. 
124). 

(¿ue crin sor distintos los términos del problema 
respecto a la partí. -i pación de la causante en la socie- 
dad de responsabilidad limitada —modalidades que es 
preciso tomar en consideración en cada caso como se 
hizo presente en el considerando 11 de Fallos 202, 113—, 
!a conclusión no varía porque esta sociedad tiene su 
domicilio en la Capital Federal y lo que se transmite 
vio es una porción concreta de determinados bienes in- 
tegrantes del capital social sino el derecho de soeia 
que no es, sin duda, un condominio, por lo cual no cabe 
referencia al lugar en que los bienes constitutivos de 
dicho capital tienen su asiento sino al domicilio de la 
entidad jurídica que la causante integraba y contra la 
cual o mediante la intervención directa de ella es que ol 
bien inmaterial d< i que se trata puede realizarse, como 
bien lo observa el Sr. Procurador Oeneral en su dic 
tnraen. 

Que por lo mismo y más decisivamente aún, si cube, 
se impono la conclusión de que está en el ámbito de la 
potestad fiscal de la Xación, el cobro de impuesto pot 
el hecho de la transmisión marti* can su del crédito •jui- 
la causante, domiciliada en esta Capital al tiempo de su 
muerte, tenía contra ln Sociedad "Luján" con dorni 
cilio en esta misma Ciudad. 
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Por tanto y do acuerdo con lo dictaminado por el 
Hr. Procurador General se confirma la .sentencia apela- 
da en cuanto lia sido materia del recurso. 

Felipe Santiago Pérez — Ro- 
dolfo O. Valenzuela — To- 
ma» D. Cacares. 



PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. FRANCISCO CAM- 
POS TORH EIÍLAN'CA 

PRUEBA: Testigo*. 

La sola declaración de un testigo en el sumario policial, 
no ratificada en la causa sobre indemnización de daños 
y perjuicios ni corroborad» con otros elementos de prue- 
ba a la «pie puede, además, observarse que aquél ha omi- 
tido indicar et color del automóvil que causó el accidente 
y ha estado expuesto a error en cuanto a su número 
por haberse producido el hecho a media noche, no basta 
para individualizar a dicho vehículo; tanto mas cuanto 
une la declaración se halla desvirtuada por las manifesta- 
ciones de otros testigos y el i 11 forme de la respectiva com- 
pañía aseguradora no consigna el pago de facturas por 
repiiraeiones correspondientes a la ípoca del accidente. 

COSTAS: Derecho para litujar. 

No procede eximir de las costas del juicio a la provincia 
une. no obstante haber negado el demandado en el respec- 
tivo sumario policial, haber sido su automóvil el causante 
del daño cuya reparación se pretende, promovió sin éxito 
la demanda sobre indemnización sobre la base de la decla- 
ración de u íii testigo en dicho sumario. 
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DltTAMKX M-X PlMH TlíAlJUU (¡RSKIIAI. 

Supremo t 

\h- acuerda con lo resuelto iti re "Buenos 
| n Provincia v. PoUfcáá íítisüturo S. A. Comercial y (ja- 
iiádéra'' (marzo :íl ppdo.) pi-oecde, a les efectos de la 
jurisdicción originaria, examinar el presente juicio a 
it-nor dé las disposiciones establecidas en la antigua 
ri.iistitui'um Nacional (arts. IDO y UH ). por ludíais 
radicado el mismo auto V. tí., mediante demanda y con- 
testar! óu t con anterioridad al 16 de marzo ppdo. 

Kilo sentado, tratándose de una causa civil por in- 
demnización tic daños y perjuicios en la que es parte 
una Provincia y estando acreditada con las constancias 
de fs. í* y -1 la distinta vecindad de] demandado, opino 
ijue la Corte Suprema es competente para juzgar el 
caso. — Bs. Aires, julio '2'2 de 1949. — úMü¿ O. Vil 
fino. 

TALLO T>E LA GOBÍE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de octubre de 1Í>4Í>. 

Vistos los autos " Buenos Aires, la Provincia con- 
fia Campos Torreblanea Francisco sobre daños y per- 
juicios", de Jos que resulta: 

Que a ts. 1 se presenta el Dr. Salvador Oria (b). 
cu representación de la Provincia de Buenos Aires, 
demandando a D. Francisco Campos Torreblanea por 
indemnización de los daños y ir- r juicios causados a su 
mandante por un automóvil perteneciente n este últi- 
mo. Funda la acción en los beebos y el derecbo que, eu 
síntesis, son los siguientes: 
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Kn la noche del 4 ilo julio de 1Í147 el coche Ford 
cimpa particular lUo'.MO, de propiedad del demandado, 
transitaba a gran velocidad por la Avenida Maipú 
cuando al llegar a la intersección de la calle Güemcs 
embistió la garita que la Policía de la Provincia de 
Buenos Aires tiene instalada en ese lugar, en el centro 
de la amplia calzada, cuya iluminación es perfecta. El 
choque se produjo por imprudencia o impericia del con- 
ductor del vehículo, como lo ponen de manifiesto las 
circunstancias expresadas, la inmovilidad del objeto 
dañado y la importancia del cruce donde ocurrió el 
liccbo. 

Como el Sr. Francisco Campos Torieblanca tiene 
reconocido en el sumario policial ser propietario del 
automóvil Ford chapa particular n* 106.910 de la Ca- 
pital, es de estricta aplicación al caso la reiterada ju- 
risprudencia de la Corte Suprema que hace responsable 
al principal de los daños causados por sus agentes, con- 
forme a los términos del art. 1113 del Código Civil. 
Termina solicitando se condene al demandado al pago 
«1c la suma reclamada, con sus intereses y costas. 

Acreditada la jurisdicción originaria del Tribunal 
y corrido traslado de la demanda, se la contesta a fs. 
26¿ negándose todos los hechos invocados. Sostiene el 
apoderado de D. Francisco Campos Torreblanca que 
Ja actora atribuye responsabilidad a su mandante, sin 
mencionar el nombre del conductor del vehículo que 
ocasionó el daño y sin acreditar fehacientemente que el 
coche fuera el de su representado. Señala que el Sr. 
Campos no maneja autos, que no se ha probado que 
dicho vehículo no estuviera en su cochera el día y hora 
de que se trata y observa que su mandante ignora el 
accidente por cuyas consecuencias se le reclama indem- 
nización y no ha advertido en el automóvil desperfecto 
alguno que lo hiciera suponer. 
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Por todo ello rechaza la imputación que se le hace, 
destacando que ni los familiares ni persona alguna de 
la dependencia del Sr. Campos ha sido acusado en la 
instrucción policial de referencia. Concluye solicitando 
el rechazo de la demanda, con costas. 

Que abierta la causa a prueba se produce la cer- 
tificada a fs. Gü, sobre cuyo mérito alegan las partes a 
fs. 70 y 74. El Sr. Procurador General dictamina a fs. 
78 y a fs. 78 vta. se llaman autos para definitiva y 

Considerando : 

Que la Provincia actora no ha probado los hechos 
en que funda su demanda. 

Que la atribución del ehoque al automóvil chapa 
106.910 de la Cap. Federal sólo la hace el testigo Tigri- 
llo, en el sumario policial. Pero su declaración no fué 
ratificada en este juicio. A lo que debe agregarse que la 
observación del número a medí" noche — hora del aecí 
dente — estaba expuesta a error por lo cual ln afirma- 
fión del testigo tenía que ser corroborada con otros 
elementos de prueba, lo que no se ha hecho omitiéndose 
I insta la verificación del color del automóvil del deman- 
dado para saber si coincidía con el que le atribuye este 
testigo. 

Que no obstante la relación con el demandado de 
su chófer Sr. Moreno (fs. 56 vta.), y del dueño del ga- 
rage Sr. Yaccaro (fs. 58)» sus testimonios, que no están 
contradichos por prueba fehaciente alguna no deben 
descartarse. Y ambos manifiestan que al tiempo del nc- 
eidente, del que no tuvieron noticia, no observaron nin- 
tfiin desperfecto en el automóvil del Sr. Campos, cha- 
pa 106.910. 

Que el informe final de la Compañía de Seguros 
^fs. (í7) nn consigna el pago de facturas por reparacio- 
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»e* correspondientes a la época del accidente — i de 
julio de 1947 — . Las dos que menciona son de mediados 
y finos de 1948. 

Que la deniundn fué promovida a pesar de la "ter- 
minante negativa del demandado en la declaración po- 
licial de fs, 12 y sin otro fundamento que la declara- 
ción mencionndu de Tigrino, por la cual y no haberse 
traído a los autos otra prueba, no cabe eximir de las 
costas a la acto ra. 

Por tanto se rechaza la demanda. Con costas. 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
R. Lo no ni — Rodolfo G, Va- 

LENZUELA — TOMÁS D. Ca- 
HARES. 



A. L. MORANDO 

HECVfíSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
uo federales. Exclusión de tas cuestiones de hecho. Regías genérales.. 

La cuestión referente ti la existencia do prueba bastante 
del hecho imputado al recurrente, es ajena al recurso ex- 
traordinario. 

rttXSTITVClOX X ACION AL; Derechos y garantios. Defensa en 
iiticio. Procedimiento ,1/ sentencia. 

La clausula del art. 2,9 de la Constitución Nacional según 
la cual "los jueces no podrán ampliar por analogía las 
incriminaciones legales ni interpretar extensivamente la 
ley en contra del imputado", impide aumentar los supues- 
tos susceptibles de sanción penal, más allá de los compren- 
didos en et precepto aplicable, entendido con el alcance 
que los términos en que está redactado llanamente autori- 
zan pero no justifica la revisión de la prueba <rtc los hechos 
imputados ni la forma de su producción. Dicha cláusula 
tiene por objeto garantir el principio de legalidad que ea- 
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racteriza el derecho represivo clásico, con el fin de evitar 
que por vía tle interpretaciones analógicas o claramente 
ampliatorias tle los térmim» legales, se frustre la exigen- 
cia de que toda sanción penal esté fundada en "ley anterior 
al hecho del proceso", 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 3 de octubre de 1949. 

Vistos loa autos " Recurso de hecho deducido por 
el procesado Medardo Pascual en la causa Mohando 
A. L. ot. 1697 L.*\ para decidir sobre su procedencia. 

Y Considerando: 

Que la cuestión referente a la existencia de pote- 
tía bastante del hecho imputado al recurrente, es clara- 
mente ajena al recurso extraordinario según es de rei- 
terada jurisprudencia. 

Que la cláusula constitucional — art. 29— con arre- 
glo a la que "los jueces no podrán ampliar por analo- 
gía las incriminaciones legales ni interpretar extensi- 
vamente la ley en contra del imputado *\ impide aumen- 
tar los supuestos susceptibles de sanción penal, más 
tillú de los comprendidos en el precepto aplicable, en- 
tendido con el alcance que los términos en que está re- 
dactado llanamente autorizan. Pero no justifica ni la 
revisión de la prueba de los hechos imputados ni la 
forma de su producción. 

Que ello es así porque el objeto del precepto es 
garantir el principio de legalidad que caracteriza el de- 
recho represivo clásico, con el fin de evitar que por vía 
de interpretaciones analógicas o claramente ampliato- 
rias de los términos legales, se frustre la exigencia de 
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•iue toda sanción penal esté fundada en "ley anterior 
al hecho del proceso* * como también prescribe el arl. 
20 de la Constitución Nacional. 

En su mérito se desestima la precedente queja 

Felipe Santiago Pérez — Luis 
B. Lonoui — Rodolfo G. Va- 

LENZUELA — TOMAS D. CA- 
SABES. 



JUAN MANUEL JIMENEZ COSTAS 
HIPOTECA. 

La subsistencia de la hipoteca es independiente de la ca- 
ducidad de su inscripción, importando su reinscripción tar- 
día un nuevo registro. 

PROCURADOR. 

Habiéndose inscripto recientemente, con motivo de la trans- 
ferencia del inmueble gravado la hipoteca constituida en 
el año 1927, a la orden del Presidente de la Corte Su- 
prema como garantía a efecto de la inscripción en la ma- 
trícula de procuradores, y reuniendo el interesado Isa de- 
más condiciones requeridas por la ley 10.996, correspon- 
de ordenar que se te inscriba en la matrícula de procura- 
dores y se le expida el certificado correspondiente. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: % 

Considero que V. E. puede ordenar la nueva inscrip- 
ción, del causante en la Matrícula de Procuradores» 
previa constitución de la hipoteca ofrecida. — Bs. Ai- 
res, setiembre 19 de 1949. — Carlos G. Delfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Be. Aires, 3 de octubre do 1ÍH9. 

T vistos los autos caratulados ** Jiménez Costas 
Juan Manuel — información ley 10*996", para resol- 
ver sobre su inscripción en la Matrícula de Procura- 
dores. 

* . ■ - • 

Y Considerando: 

Que la subsistencia de la hipoteca es independien 
te de la caducidad de su inscripción, importando su re- 
inscripción tardía un nuevo registro. Arts. 3135, 3151 • 
3197 y 3935 del Código Civil. 

Que además, en la especie la hipoteca a favor del 
Presidente de esta Corte constituida en la escritura de 
fecha 23 de diciembre del año 1927 ha sido inscripta 
on 18 de mayo de 1949, según consta a fs. 8 vta., con 
motivo de la transferencia del inmueble gravado. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General y resultando de las preceden ten actúa' 
ciones que D. Juan Manuel Jiménez Costas ha compro- 
bado reunir las demás condiciones requeridas por la 
tey 10.996, Bobre ejercicio de la procuración, inscríba- 
sele en la Matrícula respectiva y expídasele el certifi- 
cado correspondiente. 

Luis R. Longhe — Tomas D. Ca- 
sares — Felipe Santiago 
Pérez. 



DI JUSTICIA DK LA NACIÓ X 27 

JOSE EYZAOUIRRE HERZL 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia oriyinória de la Corte Suprema. Agente» diplomático» y 
roiuulares, Embajadores y Minittro» extranjero». 

* 

Ante el prolongado silencio guardado por el correspon- 
diente embajador extranjero no obstante los requerimien- 
tos de ta Corte Snprema, debe concluirse que no media en 
la especie la necesaria conformidad para que el Tribunal 
4 ejerza su jurisdicción originaria en el sumario por lesiones 
atribuidas al agregado civil de la respectiva embajada. Por 
ello debe declararse la incompetencia de la Corte Suprema 
y habiendo el procesado originado anteriormente la ins- 
trucción de una causa similar, resuelta en igual sentido 
por el Tribunal, procede comunicar al P. E. la resolución 
ahora dictada, a los efectos a que hubiere lugar. 

Dictamen del Procuradoh General 

Suprema Corte: 

Corresponde librar oficio al Ministerio de Rola- 
«•iones Exteriores y Culto solicitándole t 

V Que informe si el Sr. José Eyzaguirro llcixl, 
Agregado Civil de la Embajada de Chile eu la Repú- 
blica, según informe de fs. 18, inviste ntin carácter di- 
plomático. 

2* Que, eu caso afirmativo, y de conformidad con 
la reiterada doctrina de V. E., haga conocer a sus efec- 
tos, al jefe de la referida representación diplomática, 
la iniciación do esta causa. — Bs. Aires, setiembre 29 
de 1948. — Carlos G. Dclfino. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El tiempo transcurrido — más de cinco meses — 
desde la fecha que se envió a S, E. el Sr. Embajador 
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tic Chile la nota obrante en copia a fs. 25, me parece 
suficiente como para dar por cumplida la presunción 
de que, con respecto al sumariado en su carácter de di- 
plomático, no media por parte del Gobierno de su país, 
la autorización para renunciar la excepción de la ju- 
risdicción de Jos tribunales argentinos. Esa es la doc- 
trina de V. E. cu 146, 25; 148, 208 y 156, 216, entre otros. 

No existiendo, pues, aceptación expresa de juris- 
dicción, corresponde dar por terminada la presente can- 
sa, ordenando su archivo. 

No obstante, y atento que el diplomático que ha 
dado motivo a este sumario originó la instrucción de 
una eausn similar resuelta por V*. E. en el sentido que 
propugno el 6 de junio de IH7 (Exp. S. 6, L. X), esti- 
mo conveniente poner el hecho en conocimiento del Po- 
der Ejecutivo, a sus efectos. — Bs, Aires, abril 9 de 
1949. — Carlos G. Delfino. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

El silencio mantenido por el Sr, Embajador de 
Chile después de la nueva diligencia dispuesta por V. 
E. a fs. 27 vta, me induce a dar por reproducido, con 
mayor razón, el dictamen que expidiera a fs. 27. — Bs. 
Aires, setiembre 29 de 1949. — Carlos O. Delfinio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 de octubre de 1949. 

Vistos los autos; "Sumario por lesiones instruido 
c| Eyzaguirrc Herzl, José (Agregado Civil a la Em- 
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bajada tío Chile) — Dai unifica do: Barros, Consuelo 
América". 

Y considerando: 

Que como lo ponen de manifiesto los dictámenes 
del Sr. Procurador General de fs. 27 y fs, 2f>, ante el 
prolongado silencio guardado por el Sr. Embajador 
de la República de Chile a los requerimientos de esta 
Corte de fs. 21 vta. y fs. 27 vta., corresponde concluir 
qué no media en la especie la necesaria conformidad 
del mismo, para el ejercicio de la jurisdicción de esta 
Corte en el caso que motiva el sumario — conf. causa 
seguida al mismo procesado por lesiones al agente Da- 
niel María Villarcal, fallada en 6 de junio de 1947; Fa- 
llo: 209, 365 y otros— 

En su mérito y conforme a lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se declara que esta Corte Su- 
prema carece de jurisdicción para entender en la cansa. 

llágase saber y atento lo expresado por el Sr. Pro- 
curador General en el dictamen de fs, 27, comuniqúese 
al P. E. a los efectos que hubiere lugar, la presente re- 
solución, remitiéndosele copia de la misma y del dicta- 
men del Sr. Procurador General mencionado; fecho, 
archívese. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G, 
Yalexzuela — Tomás D. 
Casa tt es. 
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MARIA ELVIRA IIERTZ ALDAO v. PROVINCIA DB 

SANTA FE 

LEY DE SELLOS: Infracciones y pera», 

Con la viata dada al ¡3r. Procurador General queda cumpli- 
do el trámite dispuesto por el art. 138 del decreto 9432/44, 
ratificado por la ley 121*22. siendo improcedente en juicio 
el atesoramiento de la Dirección General impositiva. 

LEY DE SELLOS: Sellado aplicable. 

Cualquiera sea ta naturaleza jurídica de la convención 
contenida en los contratos presentados en el juicio, tra- 
tándose de instrumentos que documentan obligaciones a 
cargo de sus firmantes a las que cabe acordar valor deter- 
minado, desde que uno de ellos garantiza al otro una 
suma mínima como producido neto de la explotación de un 
campo, no procede efectuar la reposición como si se tra- 
tase de contratos de valor indeterminado. 

LEY DE SELLOS: Sellado aplicablf. 

Deben ser sellados de conformidad a la ley 11.290 los ins- 
trumentos que contienen contratos. celebrados bajo su im- 
perio, por no haberla derogado sino a partir de su vigen- 
cia el decreto N> 9432/44. 



Dictamen del, Phocuuador General 

Suprema Corte: 

Los contratos de fs. 107 y fs. 110 son de valor cla- 
ra ineni o determino lile. Surge ello tle lo» término» en 
que están redactados los arta. 3* y 5*, de igual texto en 
ambos documentos (arts. 20, l>3 inc. p. y art. 94 inc. k. 
de aplicación analógica). 

KJ interesado debo, pues, efectuar la liquidación 
y pago del impuesto de sellos adeudada n buso de lo 
que establecen las disposiciones legales precitada»; y 
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no como lo hace en el otro si digo del escrito de fs. 113, 
tomando a los expresados contratos como de valor in- 
determinado. 

Debe, por ello, reponer el contrato de fs. 107 con 
sellos por valor de ciento ochenta y siete pesos con cin- 
cuenta centavos moneda nacional, y el de fs. 110 con 
sellado de ciento cincuenta y un pesos con cincuenta cen- 
tavos de igual moneda ; todo ello teniendo en cuenta el 
monto del alquiler, el término de cinco años de dura- 
ción de cada contrato, Jas reposiciones que figuran en 
autos (fs. 10!) y fs. 112) y lo que disponen los arts 14 
inc. m) y art. 17 del Decreto 9432|44 (Ley 12.922) so- 
bre impuesto de sellos. 

Corresponde, y así lo solicito, que V. E. intime a 
dicha parte para que dentro del término de cinco días 
efectúe su reposición; ha jo apercibimiento de multa 
(arts. 92, 116 y 145 de la ley citada). — Bs, Aires, se- 
tiembre 6 de 194ÍK — Carlos O. Bel fino. 

FALA.O DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 de octubre de 194Í*. 

Vistos los autos "Ilcrtz Aldao María Elvira v. San- 
ta Fe la Provincia s.| repetición de pago indebido — 
prueba del actor — "i 

Y considerando: 

Que con la vista acordada a fs. 118 al Sr. Procu- 
rador General se ha cumplido el trámite dispuesto en 
el art. 1ÍÍ8 del decreto 9432|44 — ratificado por la ley 
12.922 — , que no requiere sino que se dé intervención 
respecto del documento observado al representante del 
Fisco y porque el asesoramiento de la Dirección Gene- 
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ral Impositiva «o procede en juicio — art. 109 del de- 
creto 0432 ¡44—. 

Que cualquiera sea la naturaleza jurídica de la con- 
vención contenida en los contratos de fs. 107 y 110, es 
lo cierto que se trata de instrumentos que documentan 
obligaciones a cargo de ambas partes interviuientes en 
ellos. El resultado real de ta administración encomen- 
dada a Do r ronzo r«>, no es óbice para que, por los refe- 
ridos contratos, estuviere obligado a la prestación es- 
pecificada en el art. 8*, lo que basta para acordar valor 
determinado a los documentos en cuestión, punto a que 
es ajena la alegada — y dudosa, art. 6*— falta de esti- 
pulación expresa de sanción para el caso de incumpli- 
miento. 

Que a los efectos de la reposición a practicar se 
aplicará la ley 11.290, por no haberla derogado sino a 
partir de su vigencia el decreto 9432. 

En su mérito se decido; Declarar insuficiente la 
reposición practicada de los contratos de fs. 107 y 110 
y disponer se la complete con arreglo a lo expresado en 
los considerandos. 

Lris K. Longhi — Bodolfo G. 
Valeszuela — Tomás D. 
Casares; 



PAR ASCII IV A DIMITRACHI XICOLAI v. PROVINCIA 

DE BUENOS AIRES 

LEV DE HELIOS: Infracción** \j pena*. 

No resultando do autos la revocación del mandato invoca- 
do y siendo inoneraMi' la renuncia al mismo a los efectos 
iie ía repusk-ión riel napt'l intimada con anterioridad, eo- 
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i-responde imponer fil mandatario la mu Ira correspondiente 
«1 quíntuplo del impuesto Hiteudado y remitir.se los autos 
¡ti juez federal en turno a los efecto* del cobro del im- 
puesto y «V la ni ni tu (*). 



ANA CONSUELO PAREDES DE VALDES V OTROS v. 
PROVINCIA DE SALTA 

i'HCEBA; testigos. 

La facultad de la Corte Suprema de determinar los hechos 
sobre que ha de recaer la prueba de testigos que justifica 
la presentación de los i liten-notorios correspondientes u 
los testigos radicados fuera de Ja jurisdicción del Tribunal, 
no impide autorizar fa ampliación de los mismos ante el 
juez dcíepado. sin perjuicio de la oportuna prescindencia 
de Ihs preguntas que fueren pertinentes. 

FALLO DB LA COTíTK SCPHEMA 

Bs. Airea, (i de octubre de 1ÍM9. 

Vistos los autos: "Vnldéa Ana Consuelo Paredes 
de, Paredes Anacleta, Paredes Virginia y Paredes R. 
<>. ile é; Salta, la Provincia s.| oposición de mensura 
I Prueba del Actor)". 

V considerando: 

Qjjie la la cu liad que incumbe al Tribunal de deter- 
minar los hechos sobre que Ja prueba ba do recaer — 
arl. Ilí» de la ley 50— que ¡justifica la presentación de 
los interrogatorios requerido a f s . 4 —Fallos: 187, 
4;í:í — - »<* impide autorizar la ampliación de los mismos 
ante W Juez delegado. Ello, on efecto, condice con lo 
dispuesto en los nrts. 113 y 1¿íl de la ley 50, con la fa- 



(l) 6 de oetiihro dp 1!)4¡», 



u 
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cuitad de repreguntar que asiste a la contraparte y 
encuentra limitación suficiente en la posibilidad de la 
oportuna prescindencia de las preguntas que fueren im- 
pertinentes —Fallos : 202, 196—, 

En su mérito se decide no hacer lugar a la oposi- 
ción formulada a fs. 8. Sin costas por no encontrar 
mérito el Tribunal para imponerlas. 

Téngase presente la autorización conferida a fs. 
8 y oficíese en la forma pedida. 

Lcis R. Lonohi 

* 

Valenzukla 
Casares. 



MIOUEL HIOINK» ACHOTEOH V. LEDESMA SITUAR 
ESTA TES AXl) REFIXIXG Co. 

fíECVRÜO EXTRAORDINARIO: ÜtqwWoi forma!?*. Intorpa- 
tivitm dtl reí-unto. Fundamento, 

Es improcedente el recurso extraordinario, si en el escrito 
* en que se interpuso se ha omitido la pertinente referencia 
a los hechos de la cansa y a la relación *|iie los mismos 
v las cuestiones en i'lla debatidas jrunrdnii con ta cuestión 
federal que se pretende someter a la deeisión de la Corte 
Suprema, . 

tí Et ' t " RSO EX Tfí.l O H 1)1 S A RIO : Rt<<pthit»* propio*. Cur*Ua*v* 
no fethrah*. hUfrpn Unión df mrmáa tócale* tte procedimiento*. 

Las cuestiones referentes a la oportunidad de la produc- 
ción de la ]>rueba y ¡i las sanciones a que diera Inprar la 
demora producida, no sustentan el recurso extraordinario. 

REt'VRSO E\TRA0RniS.\R{O. Retfuhito» propios. Relación di- 
nétQk S orino* r rtrttña* id juicio, T)ispnminnen ronstititciomilea. 

Las cuestiones referentes a la existencia anterior de la ley 
aplicada como a la imposición de obligaciones no fu lid» - 



— Rodolfo G. 

— Tomás 1). 
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d»H en ley, ae resuelven en definitiva en la interpretación 
«le las norma» en que se funda el pronunciamiento apelado 
—leyes 11.544 y 12.921 y decreto N' 22.212/45— y con- 
forman, de consiguiente, cuestiones de carácter común, de 
por sí insuficientes para la procedencia del recurso extra* 
ordinario, y que carecen de relación directa con los arta. 29 
y 30 de la Constitución Nacional. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 de octubre de 1949. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
la demandada en la causa Achotegui Miguel Higinio 
c.| Lcdesma Sugar Estates and Rcfiniug Company", 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que el escrito en que el recurso extraordinario se 
dedujo — testimoniado a fs. 55 vta. y sgtes.— omite la 
necesaria referencia a los hechos de la causa y a la re- 
lación que guardan con las cuestiones que se desean 
someter al Tribunal FHo basta, con arreglo a la juris- 
prudencia de esta Corte para que la queja deba ser 
desestimada —Fallos: 212, 101 y 547 y muchos otros— 

Que por lo demás es también doctrina admitida 
que las cuestiones referentes a la oportunidad de la 
producción de la prueba y a las sanciones a que diera 
lugar la demora producida, no sustentan el recurso 
extraordinario — Fallos: 210, 489—. A lo que debe agre- 
garse que los arts. 29 y 30 de la Constitución vigente, 
cu que la apelación se funda, no guardan relación di- 
recta con la materia del pronunciamiento. Porque tanto 
lo referente a la existencia anterior de la ley aplicada 
como a la imposición de obligaciones no fundadas en 
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ley, se 'resuelve en definitiva en la interpretado» de las 
normas eñ que se funda el pronunciamiento -ley 
11.544 y — decreto *22.212;45— y no conforman, 

de consiguiente, cuestión federal de por sí suficiente 
NfWra Ui procedencia de la apelación —Fallos: 209, 28 
v los allí citados — . 

Kn mu mérito se desestima la precedente queja. 

Lujs K. LoNtüti — Rodolfo (J. 
Valknzikla — Tomás T). 
Casarks. 



U'JS Allí'E MlflIKL v. AG1ILAI! S. A. Tía. MINERA 

RECURSO ÜE Qt?B¿A. 

SÍ bien la ¡líín'ííHfióii de lo* recaudos usuales puede aul«- 
rizar la simplificación del escrito de queja, no autoriza la 
suUstaih'ial omisión del fundamento de la misma 

HWCttSO A'XI > ¡{AOtíDlSAHtO: mqtiiSÍtW /"r mufi*. Interpnst- 
cián iUi ri'cttr^t. /•'umtuint uto. 

Es improcedente el recurso extraordinario, si en el escrito 
en (pie se interpuso se ha omitido la concreta enunciación 
de l*is herlius de la cansa y la relación míe las mismas y (as 
•■iM'Miirnes en ella debatidas 'guairdáu con la cuestión fede- 
ral que se pretende someter a la decisión dé la Corte Su- 
prema ( 2 L 



(l> th octubre IffMh VuUv*: 2i\), 1&. 
r¿\ K»ltns: 212. 101. V i'47. 



■ 

' - í 

■ ■ I 
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MAKltAt'O HERMANOS v. MINISTERIO DE TRANS- 
PORTES DE LA NACION 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Jui- 
cios en que ta Nación e» parte. 

Aun prescindiendo tle la cuestión referente a la subsisten- 
cia de! recurso ordinario de apelación para ante la Corte 
Suprema, su concesión no procedería sino en los casos con- 
templados por el art. 3 de la ley 4055, a lo que es de 
agregar que el mínimo debatido de mSn. 5.000 es exigióle, 
tanto para el inc. 1* como para el 2*. Siendo improcedente 
el recurso ordinario por faltar dicho requisito, no se da 
el supuesto previsto en Fallos: 213, 310 para acordar el 
recurso extraordinario al cual obsta, por otra parte, la 
falta de fundamento del escrito en que la apelación se de- 
dujo f 1 ). 



■ 

MARIA FILOMENA VIDIRI v, NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propio*. Cufutián fe- 
deral Interpretación de la» leyes federales, tenes federales da ca- 
rácter procesal. 

Procede el recurso extraordinario fundado en la interpre- 
tación de las disposiciones de las leyes 3952 y 11.636, con- 
tra la sentencia que dispone no dar curso a Ta demanda 
por daños y perjuicios entablada contra la Nación, mientras 
no se cumpla el requisito de la reclamación administrativa. 

DEMANDAS CONTRA LA NACION. 

Como consecuencia del decreto n 9 28.211/44, que establece 
una norma general que impone el rechazo de laa reclama- 
ciones administrativas tendientes a responsabilizar al Es* 
tado en los casos que menciona, el reclamo establecido por 
las leyes 3952 y 11.634 resulta, en dichos supuestos im- 
procedente e innecesario, por falta de la razón de ser del 
mismo. 



fl) a de octubre 4o IW9. Fallos: 184, 483; 180, 67; 214, a». 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De acuerdo con la doctrina de V. E. en lo relativo 
a la validez de los decretos leyes, el n* 28.-11 de 24 de 
octubre de 1944 (B. O. nov. 4 de 1944) tiene la misma 
eficacia de la ley. 

Partiendo de este principio toca entonces decidir 
— dados los términos de la cuestión planteada — si el 
sistema de las leyes 3952 y 11.634 para demandar a la 
Nación lia sido modificado, en lo concerniente a la exi- 
gencia de la reclamación administrativa previa, por el 
art. P del referido decreto, en los casos que el mismo 
contempla. 

Dicha disposición prescribe: 

" Declárase que el Poder Ejecutivo no admitirá 
por vía de gestión administrativa, la responsabilidad 
del Estado en las reclamaciones por daños y perjuicios 
que se promuevan con motivo de hechos o accidentes 
en que eean parte sus empleados o agentes, acaecidos 
en circunstancias en que éstos realizan las funciones o 
tareas encomendadas; debiéndose dejar librada a la 
eventual contienda judicial, tanto lo relativo a la res- 
ponsabilidad por las consecuencias de los hechos o acci- 
dentes como lo que se refiera al monto de la compensa- 
ción a que hubiera lugar". 

Alwra bien : el requisito del reclamo administrati- 
vo previo es — de acuerdo con la doctrina de V. E. (200, 
1!K>) — "un privilegio establecido a favor de la admi- 
nistración pública para sustraer a la Nación de la ins- 
tancia judicial en una medida compatible con la inte- 
gridad de todos los derechos". Pero es del caso destacar 
que en los supuestos que contempla el citado art. 1' del 
decreto 26.211 el privilegio no puede ser prácticamente 
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ejercido en miras del propósito que lo ha determinado 
— "sustraer a la Nación de la instancia judicial" — toda 
vez qne la responsabilidad del Estado sólo puede ser 
válidamente declarada en la " contienda judicial", y 
el Poder Ejecutivo está inhabilitado para admitirla por 
vía de gestión administrativa, a diferencia de lo que 
sucede en los demás casos de las leyes 3952 y 11.634. 

En consecuencia, tanto la interpretación lógica co- 
mo la literal de la disposición precedentemente trans- 
cripta (art V del decreto 28.211) llevan a la conclusión 
de que el reclamo administrativo previo no es exigible 
para dar curso a una demanda contra la Nación, cuando 
se pretende hacer efectiva la responsabilidad que se 
atribuye al Estado por daños y perjuicios ocasionados 
a consecuencia de "hechos o accidentes en que sean 
parte sus empleados o agentes, acaecidos en circunstan- 
cias en que éstos realizan las funciones o tareas en- 
comendadas". 

Por ello, y siendo procedente la apelación extraor- 
dinaria por hallarse en juego la inteligencia de normas 
federales, corresponde revocar la sentencia de fs. 40 
en cuanto ha podido ser materia de recurso. — Bs. Ai- 
res, setiembre 6 de 1949. — Carlos G t Dclfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, octubre JrfWle 1949. 

Vistos los autos "Vidiri, María Filomena c.| Go- 
bierno de la Nación s.| daños y perjuicios", en los que 
se ha concedido a fs. 47 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario concedido a fs. 47 
es procedente de acuerdo con la jurisprudencia esta- 
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Mecida por esta Corte Suprema en Fallos: 180, 196; 
204, 183; 210, 1242. 

Que el decreto n ? 28.21 144 establece una norma 
general que impone el rechazo de las reclamaciones ad- 
ministrativas tendientes a responsabilizar por daños 
y perjuicios al Estado en los casos que menciona, entre 
los cnales bailase comprendido el de autos. 

Que como consecuencia de dicho decreto el recla- 
mo establecido por las leyes 3952 y 11.634 resulta, ade- 
más de improcedente, innecesario, como por lo demás 
lo pone de manifiesto la nota del Sr. Subsecretario de 
Aeronáutica agregada a fs. 41, 

Que es así, aplicable al caso de autos la jurispru- 
dencia establecida por este Tribunal en situaciones aná- 
logas eu las cuales resultaba innecesario el cumplimien- 
to del requisito en cuestión, por falta de la razón de 
ser del mismo (Fallos: 210, 1242). 

Por tanto habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
Ucneral revócase la sentencia apelada en lo que ba si- 
tio materia del recurso extraordinario. 

Luis R. Lonoui — Rodolfo G. 
Valeszuela — Tomas D. 
Casabes. 



FLOTA MERCANTE DEL ESTADO 
ADCASA: Importación, En general. 

Las autoridades del buque no son responsables con respec- 
to a la entrega en la Aduana de lo que se halla excluido 

dt 1 l¡t ni an ¡ f estación que se les exige, como ocurre con los 
equipajes de los pasajeros í 1 ). 



<i) 10 de octubre de 1940. Fallo.: S13, 4M. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO; Rcsohtción. Límite* del pronuu- 
i ¡amiento. 

Si de Jas dos cuestiones eu que se funda el recurso extra- 
ordinario interpuesto por el representante del Fisco Na- 
cional, una de ellas debe resolverse, conforme a la juris- 
prudencia de la Corle Suprema, en e! sentido de que las 
autoridades del buque no son responsables de la infracción 
que se les atribuye, no procede dictar pronunciamiento 
sobre Ja segunda cuestión, referente a súber si procede o 
no responsabilizar penalmente a Ib Flota Mercante del 
EBtado por infracciones a Ins leyes de Aduana. 



FISCAL v. ANTONIO NICOLAS TORRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requintos propio*. Relación rlí- 
reria. Normas extraña» ai juicio. Disposiciones eomtttttcionates. 

La solución del punto relativo a saber si tiene o no valor 
presuntivo la declaración prestada ante la autoridad poli- 
cial por el procesado por homicidio, que se presentó a ella 
espontáneamente, y rectificada después parcial aunque 
fundamentalmente ante el juez de la causa, no depende de 
la interpretación del art 29 de la Constitución Nacional 
— 18 de la anterior — sino de las respectivas normas locales 
que rigen el procedimiento en juicio, cuya inteligencia no 
es materia del recurso extraordinario. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Ante la interpretación que V. E. luí dado reitera- 
damente al art. 15 de la ley 48, pienso que el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 105 no está suficiente- 
mente fundado, toda vez que se omite ln pertinente re- 
ferencia a los hechos de la causa y a la vinculación que 
los mismos y las cuestiones debatidas en aquélla guar- 
dan con la cuestión federal que se pretende someter a 
la decisión de la Corte Suprema. 
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Se trata, además, de una cuestión de derecho pro. 
cesa!, relativa al valor de la declaración prestada ante 
las autoridades policiales, cuyo examen escapa por su 
naturaleza a las modalidades del remedio federal; sin 
que, por otra parte, se observe violación o desconocí- 
miento de los principios fundamentales del juicio penal 
referentes a acusación, defensa, prueba y sentencia. 

Procede, en consecuencia, declarar mal concedido 
a fs. 107 dicho recurso. — Bs. Aires, setiembre 5 de 
1D49. — Carlos O. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 10 de octubre de VMih 

Vistos los autos '* Fiscal o,| Torres Antonio Nico- 
lás s.| homicidio", en los que se ha concedido a fs. 107 
el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que, en definitiva, el recurso extraordinario se fun- 
dí) en que, según las normas locales de la Prov. de 
Mendoza, la declaración prestada ante la policía por 
el procesado es nula y no puede ser tomada en consi- 
deración ; por lo que al habérsele reconocido valor pre- 
suntivo por el tribunal de la causa, que se fundó en él 
y en otros elementos de prueba pura condenar al acu- 
bado, se ha violado la garantía constitucional de la dc- 
fensu en juicio (fs. 66, 81 vta., 82, 105 y 115). 

Que la solución del punto relativo a saber si tiene 
o no valor presuntivo la declaración prestada -ante la 
autoridad policial por el procesado que se presentó a 
ella espontáneamente y rectificada después parcial aun- 
que fundamentalmente ante el juez de la causa no de- 
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pende de la interpretación del art. 29 de la Gonst. Na- 
cional (18 de la anterior) sino de las respectivas nor- 
mas locales que rigen el procedimiento en juicio, cuya 
inteligencia no es materia del recurso extraordinario. 

Que, por otra parte, la declaración prestada ante 
la autoridad policial instructora del sumario ha sido 
considerada por esta Corte Suprema, sin que ello im- 
portara violación alguna de la defensa, como un indicio 
cuyo valor ha de apreciarse teniendo en cuenta la cali- 
dad de las personas, los elementos probatorios acumu- 
lados en el proceso, las circunstancias que resultan de 
ellos y su relación con las manifestaciones del acusado 
(Fallos: 210, 671; 213, 417). 

Que en el juicio no aparecen violados los principios 
referentes a la acusación, defensa, prueba y sentencia 
ni, fuera de la cuestión a que se lia hecho referencia, 
tampoco se pretende que lo hayan sido. 

Por tanto y fundamentos concordantes del dicta- 
men del Sr. Procurador General declárase improceden- 
te el recurso extraordinario concedido a fs. 107. 

Luis R. Lonühi — Rodolfo G, 
Valexzuela — Tomás D. Ca- 
sares. 



JASCHA GORRIN 

JURISDICCION Y COMPETK.SCIA: Competencia territorial. Com- 
praventa. 

El juez del lugar en que está situado el inmueble objeto 
de la i-ompraveuta es el competente para conocer del juicio 
de escrituración (*}. 



(i) 10 de octubre de ltt4». Fallos: 211, 1S5. 
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SOCORRO SCHULT55E 

JURISDICCION Y COMPETEXCIA: Competencia federal Canta* 
penales. Delitos en ptrjuictú de los bienes y rentas de la ilación tf de 
nttí reparticiones autárquieas. 

Corresponde a la justicia federal eonoccr de lo* delitos 
tendiente* a menoscabar el patrimonio de la Nación, como 
el cometido al sustraer carbón perteneciente a un ferroca- 
rril de propiedad de la Nación y dependiente del Minis- 
terio de Transportes de la misma. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corto: 

De acuerdo con las constancias de autos, el hecho 
imputado a Socorro Schulzc, que ha dado lugar a la 
contienda negativa de competencia trabada entre el se- 
ñor Juez Federal de Azul y el Juzgado en lo Criminal 
y Correccional N* 2 del Departamento del Sutl de la 
Provincia de Buenos Aires, consiste en la substracción 
de una cantidad de cartón, de propiedad del Ferroca- 
rril Nacional General Roca, consumada en la playa de 
la Estación Norte de la Ciudad de Mar del Plata el día 
*il de mayo ppdo. 

Dicho ferrocarril, que fue adquirido por el Estado 
de la Nación Argentina en virtud del convenio celebra- 
do con las empresas de capital británico el día 13 de fe- 
hrcro de 1ÍM7, forma parte del patrimonio del Ministe- 
rio de Transportes (nrt. 6 de la ley 13.267), a quien está 
confiada también su administración y explotación (art. 
* inc. b], del mismo texto legal y art. 27 de la ley 
13.529). 

El art. 4" de la Constitución Nacional vigente re- 
formó la vieja Carta Fundamental, estableciendo como 
fuentes del Tesoro Nacional, entre otras, el producto* 
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de la propia actividad económica que realice el gobierno 
federal así como el producto de los servicios que preste. 
El primer antecedente de estos agregados conservado» 
sin variantes en el nuevo texto, fué el "Anteproyecto 
de Reforma de la Constitución Nacional" donde se ex- 
presó que su justificación 11 se encuentra en la evolu- 
ción de los conceptos económicos y fiscales. La actividad 
económica de los Estados modernos es múltiple; no se 
reduce simplemente a la función de policía del Estado 
gendarme de principios del siglo XX, sino que realiza 
directamente actividades industriales y comerciales, 
presta servicios públicos, etc., y sus ventas o beneficios 
integran el patrimonio de la Nación formando parte del 
Tesoro Nacional". 

.Frente a tales agregados cuyo significado, de por 
sí claro, expli citan lo» fundamentos transcriptos, no ca- 
be duda, a mi juicio, que el producto de la actividad in- 
dustrial o económica del Estado, así como el de tos ser- 
vicios que preste, constituyen evidentemente rentas del 
tesoro de la Nación dentro del mismo concepto y jerar- 
quía con que antes se consideraba tales, en forma ex- 
clusiva, los productos de los dereclios de importación y 
exportación, de Ja venta o locación de tierras de propie- 
dad nacional, de la reala de Correos, de las demás con- 
tribuciones y de los empréstitos y operaciones de crédi- 
tos decretados por el Congreso para urgencias de la 
Nación o para empresas de utilidad nacional, según re- 
zaba el viejo artículo 4', 

Por ello, y porque los bienes del Ferrocarril damni- 
ficado forman parte del patrimonio del Ministerio de 
Transportes, estimo que el hecho imputado a Socorro 
Schpltzo es uno de aquellos crímenes que, como lo dispo- 
ne el art. 3*, inc. 3', de la ley 48, son del conocimiento de 
la justicia federal porque tienden a la defraudación de 
las rentas de la Nación, representadas en este caso por la 
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que el Estado ejerce a través de la explotación de un 
ferrocarril de su propiedad. 

En consecuencia, opino que corresponde dirimir la 
presente contienda negativa de competencia, declaran- 
do que es el Juzgado Federal de Azul quien debe cono* 
cor en el proceso de que se trata. Buenos Aires, setiem- 
bre 5 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de octubre de 1949. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que esta Corte Suprema lia decidido reiteradamen- 
te, de acuerdo con lo dispuesto por los arts. 3, inc. 3*, 
de la ley 48 y 23 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, que corresponde a los jueces federales cono- 
cer de los delitos que atenten contra las rentas o los 
bienes de la Nación o de sus reparticiones au túrquicas, 
o, en otros términos, de los delitos "tendientes a menos- 
cabar el patrimonio de lu Xación (Fallos: 130, 320; 143, 
29 ; 197, 161 ; 208, fi8; entre otros). Por ello lia declarado 
la competencia de la justicia federal en los casos de 
delitos cometidos en per juicio de los intereses de los 
Ferrocarriles del Estado (Fallos: 143, 29; 159, 131; 
180, 83; 202, 466). 

Que esa jurisprudencia es aplicable con mayor ra- 
zón en el caso de autos, puesto que el art. 4 de la Cons- 
titución Nacional incluye expresamente entre los fon- 
dos del Tesoro Nacional los provenientes de la propia 
actividad económica que el Estado realice y de los ser- 
vicios que presta, como lo afirma y demuestra en su dic- 
tamen el Sr. Procurador General. 
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Que puesto que Ih presente causa se instruye con 
motivo de la substracción de una cantidad de carbón 
perteneciente al Ferrocarril Nacional General Roca, 
de propiedad de la Nación y dependiente del Ministerio 
de Transportes de lu misma con arreglo a lo dispuesto 
por los arts. 2* y 6* de la ley 13.267 y 27 de la ley 13.529, 
corresponde concluir que es de competencia de la jus- 
ticia federal 

Por tonto hsí se «Icela ra, de acuerdo con lo dicta- 
minado por el Sr. Procurador General, En consecuencia 
remítanse los autos al Sr. Juez Federal de Azul y há- 
gase saber en la forma de estilo al Sr. Juez en lo Crimi- 
nal y Correccional del Departamento Sud-Oeste de la 
Provincia de Buenos Aires. 

Luis R. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. Ca- 
sabes. 



PROVINCIA DE JUJÜV v. LEDESMA 8UGAR ESTATE^ 
AND REFIXIXG COMPANY LIMITED 

EXPROPIACION; indemnización, Determinación ñel valor real. 

A efectos dé fijar el precio de Ir tierra expropiada en la 
fecha de su ocupación por ta provincia, corresponde ate- 
nerse al que lia fijado por unanimidad el Tribunal de 
Tasaciones de la ley n 9 13.264. 

EXPROPIACION; Indemnización. Generaliáacte». 

Para que el resarcimiento correspondiente al dueño de la 
cosa expropiada sea justo, no es indispensable que lo 
ponga en condiciones de substituir el bien de que se le priva 
por otro igual. _ .. 
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EXPROPIACION: Indemnización. Otros daño*. 

Tanto con arreglo al raimen tic la ley n? 181) eouto al fie 
Ifi ley 1H.2ÍÍ4. es improcedente acordar a! dueño de nua 
fracción lie tierra expropiada, tudeinn función en concepto 
de hiero cesante por lo (pie deja de producir la plantación 
existente en ella en plena producción. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos u garantía*. Derecho de 
propitdatl. 

La nplieiieinti de la norata de ía ley 1:i.2(¡-t se<rún la cual 
no procede aeordar indemnización por lucro cesante, a los 
juicios por expropiación aun no fallados, no importa la 
privación de un derecho adquirido ni es violatoria del de- 
recho de propiedad. 

EXPROPIACION : Indemnización. Otro* danos. 

Procede incluir cutre los daños ocasionados como conse- 
cuencia directa c inmediata de la expropiación los que, sin 
objeción del Estado, han sido incluidos por los peritos de 
atutía* partes como correspondientes al valor de las plantas 
cítricas vecinas ni monte expropiado, (pie deberán ser aban- 
donadas por la demandada, nsí como los ipie resultan del 
rceanro del Ciato de la producción futura del estableci- 
miento por el menor rendimiento que tendrá con las otras 
frat'fiuiics que no se expropian. 

ÍNTER ESES: Relación jurídica entre la* parte*. Expropiación. 

Corresponde a la provincia expropiante pairar intereses a 
fiartir de la fecha de la ocupación del inmueble expropia- 
do, tan sólo sobre la diferencia entre la ca ü tifiad eonsiir- 
nada y la que deberá salisfacer en concepto de total in- 
demnización, si la demandada omitió gestionar en el juicio 
la entrega de la suma depositada por la provincia. 

COSTAS: Nntittalcitt drí jiiicin. Expropiación. 

Procede imponer las cortas al expropiado)', si el importe (pie 
se manda pagar en concepta de total resarcimiento excede 
al ofrecido más hi mitad de la diferencia entre éste y lo 
reclamado por la parte demandada. 
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Dicta mkx »kl Piioc-viiauoh (¡kxoal 
Suprema Corto; 

Hallándose acreditada <fs. 10, 11 y 04) Ja distinta 
vanidad de la demandada, V. E. es competente para 
conocer en forma originaria del presente juicio de ex- 
propiacidn, por asumir el mismo —conforme a lo re- 
suelto, entre otros, en 178: 85 y 208 : 572— los caracteres 
de una "causa civil" que, en definitiva, tiende a la fi- 
jación del justo precio o alionarse al propietario del 
inmueble expropiado (ver petitorios do los memoriales 
corrientes a fs. 1ÍÍ8 y 200). Buenos Aires, Diciembre '>M 
de 1ÍÍ48. — Vaéw 
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Rueños Aires, octubre 10 de 1ÍHÍ). 

Vistos los autos: ".Jujuy la Provineía e.| Lcdesma 
Nugar Kstates and Rt-liiiiii^ Goiiípañy Limited s.j ex- 
propiación", de Ion que resulta; 

< *! lK ' « íl:- 5 se presenta el Dr. Raúl A. Ortega, en 
representación de la provincia de Jujuy, demandando 
por expropiación a la sociedad "Ledesnia Sugar Sitó- 
les and Refiniiu; Company Limited", basado en lo dis- 
puesto por la íey N' 1097 provincial, cuyo arr. V decla- 
ra de utilidad pública y sujeto a expropiación el terreno 
circundante ;.l actual "Pueblo Xuevo ilc lcdesma", 
dentro de los límites que allí se fijan. 

Acompaña un ejemplar del "Boletín Oficial de la 
Provincia de .íujuy", del de noviembre de 1ÍH6", en 
d epte consta el respetivo decreto del P. R, que lleva 
el X" 5S3, con transcripción de la lev mencionada, v pide 
que diclio decreto forme parte integrante de ja demanda 



so 
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Manifiesta que, notificada la compañía para que 
justipreciara el inmueble, se abstuvo de hacerlo por 
ignorar su valor real, no considerarse obligada a ello 
y estimar que csu turca correspondería a los peritos en 
el juicio a tramitarse ante esta Corte Suprema. 

Agrega que habiendo depositado la provincia, en 
calidad de precio del inmueble, la suma de m|n. 71.991/25 
en el Banco de la Nación Argentina, Agencia Tribuna- 
lea, a la orden de la Corte Suprema de Justicia de la 
X ación, corresponde que se dé a la acto ra la posesión 
inmediata del inmueble expropiado, y solicita que, en 
definitiva, se decrete la expropiación a favor de la pro- 
viñeta, con costas. 

Qiie acreditada la competencia originaria de ta 
Corte Suprema se realizó el juicio verbal a que se refiere 
el acta de fs. 4ti y siguientes. 

El representante de la provincia reprodujo en esa 
oportunidad lo expuesto en la demanda. 

El apoderado de la demandada presentó en esc acto 
un escrito, apresado i f .e fs. 2.7 a fs. 45, en el cual opuso 
excepciones, contestó la demanda y Ofreció pruebas. 
En dicho escrito, después de formular diversas consi- 
deraciones tendientes a demostrar la falta de necesidad 
y de conveniencia 'lo la expropiación con el alcance de- 
cretado, dedujo ]a excepción de defecto legal, que fué 
rechazada por resolución de fs. 88; se ocupó luego de la 
descripción y valor del inmueble expropiado y sus me- 
joras, y a continuación pasó a contestar la demanda. 
Manifestó a] respecto que no se oponía a la expropia- 
ción, aunque los terrenos elegidos por la provincia eran 
los menos indicados para sn destino. Sostuvo que el va* 
lor del bien expropiado era por lo menos treinta y cinco 
veces superior a la simia ofrecida como precio. Se opuso 
a la entrega inmediata de la posesión solicitada por la 
aetora, por entender que no se habían llenado los requi- 
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f¡¡m previ* de razonahilidad do] precio provisional, ni 
dnnostrado la urgencia de la ocupación, desliónos mi. 
lancen fueron decididas por el tribunal a fs. 88 en 
«cutido contrario a las pretensiones de la demandada 
Después de ofrecer prueba de peritos, de información 
y documental planteó la inconstitueionalidad de las re- 
formas de la ley g> 189, sobre expropiación, por enten- 
der q«e los arts. (i y 18 del decreto X* 17.920144 vnlne 
rnu derechos y garantías constitucionales en cuanto es- 
tablecen como elementos de juicio para fijar la indem- 
nización el precio de la última compra v los anteceden- 
tes reunidos para la aplicación del impuesto territorial 
y las tasas municipales y de obras sanitarias, v en cuan- 
to impone un perito único cuya actuación limita. Tam- 
bién <'omo ¡«justa y desigual la norma del 
mencionado decreto referente a las costas del Mw 
después de solicitar la favorable resolución de lús ex- 
cepciones y del incidente promovidos, termina el escri- 
to de fs. 2o con el pedido de que se decrete la prueba 
ofrecida, se tenga planteada la inconstitueionalidad del 
decreto 17.í)20¡44, modificatorio de la lev X» 189; y (¡í . 
(jue, finalmente, se falle la causa condenando ni Supe- 
rior Gobierno de la provincia de Jujuv al pago «fe la 
suma que determinen los peritos por el valor de la ttírra 
y que resulte de las pruebas ofrecidas, de las ineLas 
existentes en el acto de la toma de posesión del inírme- 
ble | de todos los daños y perjuicios que sean consecuen- 
cia forzosa de esta expropiación, con más los intereses, 
costas y costos del juicio. 

Que con motivo del incidente planteado en el juicio 
verbal de referencia en cuanto a la contestación de las 
excepciones y al ofrecimiento de la prueba, se decretó 
uno nuevo a fs. 49, al cual se refiere el acta de fs 68 
en cuya oportunidad las partes precisaron las pruebas 
de que intentaban valerse. Previo otro juicio verbal or- 
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demulo a fs. 71 en el cual la m$ hiz0 umi 

propuesta que en definitiva lité MÍ " !* 80 l» üV 
la m -lnra, esta forte Su|iriMiia dictó la resolución ÚQ ta, 
SH por lu que desestimó hi excepción de defecto legal; 
m¿Só cati^5nf a tu provincia la posesión de la fracción 
expropiada y decretó las medidas do prueba peiti- 

nentea, . 

(¿m-, diligenciada la prueba ofrecida por las par- 
tea, éstas informaron n k, 19$ y 200 sobre su mérito y, 
previo dictamen del Kr, Procurador Uenernl ae rea de 
Lo ,o,i.pete.ieia. agregado a fs. 218, se dictó la providen- 
cia de autos para definitiva n fs. 218 vta. 

l'onsidc raudo: 

Úw W autos no existe cuestión cotí respecto a la 
procedencia de la expropiación puesto que la demanda- 
da -i bien puntualizó en el memorial presentado en el 
luíalo verbal a que se refiere el acta df fe 46 y alega- 
do a fs. 2f> v síítes., la falta de necesidad y la inconve- 
niencia de la medida de referencia, en el Capítulo VTT 
■contesta la demanda", manifestó expresamente que 
"no se ópotie a que se realice la expropiación aunque. 
,.,„„„ se verá más adelante, la Provincia de Jujny lia 
elegido cutre los terrenos eircundantes al Pueblo Nue- 
vo de hedesma, los más valiosos y los menos indicados 
por su destino" (t's. 34 vta.). 

Que tumpoeo hav cuestión acerca del dominio de 
la aemahdada, libre de grávamenos, sobre la fracción 
objeto del inicio que, por lo demás, resulta de los infor- 
mes de fe. 12o v stfW. y fs. 351, ni de la superhcie del 
inmueble, que es de 36U746 ur 3.771) enr según lo dicta- 
minado de eomiin acuerdo pb« los peritos de ambas par- 
tes y por el Tribunal de Tasaciones (fs. 173 vta,, 263 
y 
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Que ou cuanto al valor objetivo del bien expropiado 
en la fecha de su ocupación por la provincia, correspon- 
de atenerse al que a fs. 278 lia fijado por unanimidad 
el Tribunal de la ley 13.264, de acuerdo con la jurispru- 
dencia establecida para esa hipótesis en pronunciamien- 
tos recientes de esta Corte Suprema (fallos del 26 de 
agosto ppdo. en los autos "Dirección General de Inge- 
nieros v. Marcelino Musto" y del 12 de setiembre del 
año en curso en la causa "Gobierno Nacional v. Ernesto 
Ciccarclli y otros"). 

Que respecto de la indemnización de los daños cau- 
sados por la expropiación que la demandada reclama 
en el escrito de fs. 290 corresponde observar, en primer 
término, que el valor de ta avenida Mollmann hállase 
comprendido en la tasación efectuada por el Tribunal 
do la ley 13,264 (fs. 271 in fine). 

Que en lo referente a la suma reclamada en concep- 
to de lucro cesante, la propia demandada reconoce que 
aquél ha sido expresamente excluido por la ley 13.264 
(fs. 281) si bien pretende que ésta no es constitucional - 
mente aplicable porque ello importaría violar derechos 
adquiridos en razón de haber sido sancionada después 
de iniciado este juicio. 

Que aun bajo el régimen de la ley 189, ha sido ju- 
risprudencia de esta Corte Suprema que la indemni- 
zación correspondiente al dueño no tiene por objeto 
reintegrarle a una situación idéntica a la que la expro- 
piación altera o destruye (Palios: 181, 250 y 352 y los 
allí citados). Como ha dicho en un fallo relativamente 
reciente, con fundamentos que son aplicables al caso 
de autos, para ser justa no es indispensable que la in- 
demnización ponga al expropiado en condiciones de 
substituir el bien de que se le priva por otro igual (Fa- 
llos: 208, 164 ; 211, 1641). 

Que, por otra parte, mal puede invocarse la exis- 
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tencia de un derecho adquirido a una determinada in- 
demnización si no lia mediado sentencia que lo haya fi- 
jado incorporándola a) patrimonio de la demandada, 
ratón por la cual el Estado habría podido basta desistir 
de la expropiación (Fallos: 180, 48). Por lo demás, el 
criterio que ha presidido los pronunciamientos del Tri- 
bunal en los casos de Fallos: 200, 180 ¡ 208, 143 y 158; 
212, 178; entre otros, también conduce a desestimar Jas 
pretensiones de la demandada con referencia a la iu- 
demnización del hiero cesante. 

<¿ue entre los daños ocasionados como consecuencia 
directa o inmediata de la expropiación, los peritos de am- 
bas partes incluyen los correspondientes al valor de 
las plantas cítricas vecinas al monte expropiado que 
deberán ser abandonadas por la demandada — m|n. 
ÜT.b'b'U — así como los que resultan del recargo del costu 
de la producción futura del establecimiento por la me- 
nor producción que tendrá con las otras fracciones que 
no se expropian, en las que hay una cantidad mínima 
de pomelos que «lió fama al ingenio en el aspecto fru- 
tíepla, y del retraimiento de la marca del mercado, per- 
juicios «pie estiman en la suma de m$n, 40,000 (fs. 181 
vía. y 1S2). Teniendo en cuenta que el representante 
tle la acto ra no ha hecho cuestión al respecto, sino (pie 
ao ha limitado a manifestar a fs. 198 que no observaba 
el i n forme de referencia por tratarse do una cuestión 
puramente técnica, procede aeordar la indemnización 
fijada por los peritos respecto de la cual el Tribuna) 
de Tasaciones se abstuvo de dictaminar por haberse 
concretado a la determinación del valor objetivo del 
bien expropiado (fs. 278), 

Que corresponde a la acto ra pagar intereses a par- 
tir de ta fecha de la ocupación del inmueble, o sea el 12 
do marzo del corriente año — fs. 232 y fs. 240— si bien 
tan solo sobre la diferencia entre la cantidad consigna- 
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da (fs. 61) y la que deberá satisfacer en concepto de 
total indemnización, puesto que la demandada omitió 
tfestionar en el juicio la entrega de la suma depositada 
por ia provincia (Fallos: 208, 143; 210, 1001). 

(¿ue debe imponerse a la acto ra el pago de las eos- 
las del juicio por ser el importe que deberá abonar en 
concepto de total resarcimiento superior al ofrecido más 
la mitad de la diferencia entre esta y lo reclamado por 
la demandada. 

Por tanto, declárase transferido a la Provincia de 
•Injuy el inmueble a que se refiere la demanda y fíjase 
cu pesos un millón trescientos dieciseis mil ochocientos 
uno con setenta y ocho centavos moneda nacional la su- 
ma! que en concepto do total indemnización deberá pa- 
gar la actora a la demandada en el plazo de noventa 
días, con intereses a estilo de los que cobra el Banco 
de la Nación Argentina, a partir del doce de marzo 
del corriente año sobre la diferencia entre la expresada 
cantidad y la depositada en autos por la provincia, con 
costas a car^fo de esta última. 

Luis R. Longiií — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. Ca- 

SAIÍES. 



MISSAK AINADZIAN v, ONXIK ABADJIAX 
KECURSO DE CASACfOX. 

El recurso de casación para «ate la Corte Suprema es im- 
procedente mientras no entre en videncia la ley especial 
que debe oraran izarlo. 
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RECURSO EX TRA O RDISARI : Requintos propios. rnt*tiaM* no 
federalrs. Interpretación de norma* p actos comunes. 

Ka improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tettcia que no decide cuestiones de naturaleza federal sino 
de derecho común como son. en principio, las relativas a la 
inteligencia y aplicación de las normas lépales det trabajo. 

RECURSO EXTRAORDINARIO , Requisito* formales. Introducción 
de fu cuestión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de 
interposición del recurso extraordinario. 

Es improcedente el recurso extraordinario, fundado en 
que los organismos paritarios de la ley n" 12.713 a Ion 
cuales debió ocurrir el aetor, según la sentencia apelada, 
son viofatorios del art, 2» de la Constitución Nacional, si 
dicha cuestión no fué oportunamente introducida y era pre- 
visible pues dichos organismos estaban legalmente institui- 
dos citando el recurrente dedujo su demanda. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Reglas generales. 

No cabe considerar arbitraria a una sentencia en tanto 
no se prescinda de las pruebas existentes en autos o se 
haga remisión a la* que no consten en ellos o no se trate 
de un pronunciamiento palmariamente "contra legem". 



sentencia deij Juez del Trabajo 



Huenos Aires, ot-tubre ¡10 de 1948. 

Y vistos: Estos autos caratulados "Ainadzian Missafc c./ 
Abadjian Oiinik sobre leyes 10.505, 12.713' ' <Epte. n' 381- 
A-1946) ; de los cuales resulta: 

Que a fs. 1 se presenta D. Missak Aíuadzian promoviendo 
demanda contra Onnik Anadjian, por eobro de la suma de 
$ 40.000, o la que en más o en menos resulte de la prueba. Mani- 
fiesta que fué obrero a domicilio del demandado en el aparado 
de calzado desde 1939 basta 1945 feeba en que fué despedido. 
Que durante el tiempo que trabajó en la casa demandada, no 
se le abonaron los adicionales, previstos en las tarifas de sala- 
rios por el rebajado, picado, serruchado, perforado y aplicacio- 
nes en las capelladas. 
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Que en 11 u expediento instruido a miz de su redamo quedó 
demostrado que el precio correspondiente a la confección del 
calzado era de $ 0,96 por par mientras que el actor mi se le 
abonaba, a lo sumo $ 0.55, por cada par. 

Que durante el tiempo que trabajó para el demandado 
confeccionó unos cien mil pares de cortes, y que el importe 
promedio dejado de abonar es de 0.40 por cada uno de lo que 
hace la «urna pedida. 

Que siendo las leyes 10.503 y 12.713 de orden público, el 
haber recibido suma menor no le impide reclamar el saldo y 
que la suma exacta que le corresponde surgirá de la contabi- 
lidad del principal; invoca en apoyo de su derecho las dispo- 
siciones de las leyes 10.505 y 12.713 sus decretos reglamentarios 
y las correspondientes tarifas de salario, y termina pidiendo se 
baga lugar a Ja demanda con costa». 

A fs. 9 es contentada la demanda, interponiéndose en pri- 
mer termino la inconstitucional idad del Decreto Orgánico y 
falta de jurisdicción del Tribunal del Trabajo para entender 
en el juicio. 

Subsidiariamente se solicita el reehnzo ile ta demanda con 
costas expresando : 

Que el actor trabajó efectivamente como aparador a domi- 
cilio, pero siempre se le abonaron sus remuneraciones en forma 
correcta ajustándose a Jas tarifas de salarios establecidas de 
acuerdo a las leyes 10.505 y 12.713. Acompaña un ejemplar de 
las tarifas de salarios mínimos y dice que se le pagaba al actor 
$ 0,23 por cada par y además 0*15 de adicionales y que uniendo 
a ello el 40 de aumento el total ascendía a $ 0,55 el par. 
suma que se le pagó en todos los casos. 

Agrega que nunca se ha comprobado infracción alguna por 
los inspectores. Que el actor siempre cobró los importes asig- 
nados, sin queja ni reserva alguna, firmando los correspon 
clientes recibos. Que en 1345 el actor se sintió disconforme con 
el precio asignado de $ 0,55 para nuevo modelo y se negó 
a retirar trabajo, y por un reclamo del actor se formó un 
expediente en la Secretaría de Trabajo donde se determinó 
que el artículo no correspondía a ninguno de los tari fados, 
debiendo ponerse las partes de acuerdo sobre el precio a abo- 
narse. No habiéndose logrado acuerdo, el actor promovió un 
expediente ante el Juzgado n» 12 de este Fuero donde recla- 
maba el pago de indemnizaciones por cesantía arbitraria, pleito 
que terminó en un arreglo amigable. Que nada adeuda al actor. 
En subsidio invoca la prescripción de un año que establece el 
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articulo 4069 inciso 5» del Código Civil con respecto a cual- 
quier diferencia que pudiera reconocerse al actor. 

A fs. Oü la parte demnndada desiste de la inconstitucio- 
nal Mari o incompetencia de jurisdicción opuesta, quedando 
estos auttiN en estado de dictarse sentencia. 

Y considerando ¡ 

Que en atención a la forma <<n que ha quedado trabado el 
litigio Ihs cuestiones a considerar so»; 

a) Si es procedente la defensa de prescripción opuesta. 

b) Si al actor se le adeuda suma por diferencias de ta 
r¡ fas. 

e) lin su caso ¡in>n tu de lo adeudado. 

Con referencia a la prescripción, es evidente que lu parte 
demandada al citar el art. 4()fí!l del l'ódiyo Civil lia incurrido 
en un pequeño error, dado que evidentemente quiso referirse 
al el cual eu el inciso citado .sólo menciona a los criados 

ile servicio, jornaleros y oficiales mecánicos. 

La pnwcrípción debe interpretarse siempre en forma res- 
trictiva y no puede ampliarse en perjuicio del acreedor. 

La jurisprudencia de nuestros Tribunales, en forma cons- 
tante lm interpretado que la prescripción de los salarios, suel- 
dos o retribin iones por trabajos realizados para quien inviste 
el carácter de principal, se opera a los cuatro años. (La ley. 
t, 7. t> ólTi; i. ü P- (J . de] Foro L HIT. p. 537; J. A.. 
tn45. U, ¡186, etc.. etc.). 

Kn conseeuenciii. y compartiendo el suscripto dicho crite- 
rio, considera une es do apHcáejón en autos el nrt. 17 . i no. 2' 

del t'óilit'o de Comercio, debiendo así declararse, 

Kn cuanto al fónrto del asuntO; ante la nefrtitiva del de- 
mandado ile tío haber abonado las tarifas, cnrrespomle al acho- 
la prueba del hecho invocado. 

De la prueba rendida en autos ha quedado demostrado 
qué, el demandado abultaba al actor por el apartidó del cal- 
zado una si una inferior a la que correspondía sepón la tarifa 
& 11713; 

Asi: ni enu testarse la demanda expresa el patrono que se 
pajrába * 0.4» al actor por cada aparado, y aumentado lilégo 
9 $ 0,;Vi, en virtud del aumento del 40 '¡ a que se refiere 
la tarifa de Salarios de fs. K in fine, correspondían: a la base 
% 0.20. ai adiciona] para pastos $ O.OÍÍ y 0.1 (i por los adicio- 
nales que enumera a fs. vta. (picado de puntera y talonera, 
vinchas, colocación de punteras sobrepuestas y calados abiertos). 
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En cambio al absolver la cuarta posición a fs, 47 reconoce 
que el actor hacía también el envivado, picado, rebajado y 
colocación de vinchas alrededor del escote. 

Si se tiene presente que los $ 0,16 que el demandado abo- 
naba en concepto de adicionales correspondían a los señalados 
eu el escrito de responde, es de toda evidencia que los otros adi- 
cionales efectuados por el actor, según la propia confesión del 
principal, no le fueron abonados al obrero. £1 testigo de la 
propia parte demandada Carademidjían (fs. 50) señala que 
el actor además de esos adicionales hacía todos las otros que 
enumera en su declaración. 

Al contestar la segunda repregunta indica que al principio 
los trabajos se hacían con !Í0 pedazos pero que «rener ulmén te 
las cortes los efectuaba con 18 ó 20 piezas. 

Este tcstieo que fué capataz de cortadores era el encargado 
de darle al actor el trabajo que éste hacía. La demás prueba 
rendida en autos robustece igualmente las pretensiones del 
actor. 

Así, de la pericia de fs. 79/88 cuyas conclusiones acepta el 
suscripto, resulta que ninguno de los modelos analizados y apa- 
rados por el actor se le pagaba la tarifa que correspondía, sien- 
do de $ 0.45 termino medio lo que se le pagó de menos por 
cada par. 

El expediente n* 73.Ü88 (ilictnineii de fs. 4) y la prueba 
testimonial corroboran las conclusiones a que llega el esperto, 
las que por otra parte no se encuentran desvirtuadas por nin- 
gún otro elemento de convicción; Colósímü ( fs. 47), Rodríguez 
(fs. f>8), Derderían (fs. 59) y Candolfi (fs. i>4) todos obreros 
del gremio que intervinieron en la confección del calzado que 
aparaba el actor, por lo que dan valedera razón de sus dichos, 
deponen en forma concordante señalando que el actor cobraba 
entre § 0,40 y $ O.óo cada par de eortes y que de acuerdo con 
la tarifa correspondía pairar entre § 0,80 y $ 1.00 por cada 
par. Expresan que el número de pedazos que ((imponía cada 
corte variaba entre ocho y treinta. 

Tiene importancia el número de pedazos que componen 
los cortes porque para unirlos deben ser cosidos y cada costura 
que excedo de la base tiene que pagarse como adicional a razón 
.le $ 04 cada par (Tarifa de Salarios Mínimos n* 9, obrante 

a fs. 8). 

A los efectos de computar el monto que corresponde pagar 
al áetor debe tenerse presente ijue durante los últimas cnalro 
años de trabajo aparó más de cien mil pares que multiplicados 
por los $ 0.4"» que se le pairaron de menos por cada par, exee- 
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de la suma reclamada en la demanda, por lo que ésta debe 
prosperar en su totalidad, ya que las demás prueba» no des- 
virtúan las conclusiones a que se arriba. . • 
Resulta innecesario el análisis de las pruebas tendiente* a 
demostrar la existencia de reclamos por parte del actor en 
atención a cine la ley 12.713 de orden público y el art. 2t de 
la m ma n ?«tetfr£o al determinar que las tarifas o salarios 
ftjZs no P <Klrán ser derogados o modificados por convenio. 

particulares.^ ^ ¿¿¿^ v disposiciones legales citadas, defi- 
nitivamente jugando, fallo: Haciendo lugar a la demanday 
condenando ¿ I>. Onnik u Omnik Abadjian para que en el tér- 
mino de cinco días pague a D. Mi*»* Amadzian ta«¿ 
$ 40.000 m/n., con sus intereses al tipo Beo. de la mmjfit 
de la notificación de la demanda y costas. _ AgvW* VUlóv. 

mnmm DE LA CÁMARA DE APELACIONES DE LA JUSTICIA 

del Trabajo 

Bs. Aires, muyo 17 de 1949. 

Vistos y considerando: 

Que atento al estado de autos, corresponde decidir si en 
la especie tiene derecho el actor a reclamar la diferencia de 
.salarios abonados por el empleador con relación a /as tarifas 
vigentes, por todo el tiempo trabajado a sus ordenes o sea des- 
de el año 1939 hasta fines de 1945, 

, Del análisis de las actuaciones, se infiere que la nmm 
trabada entre las partes se encuentra regida por la ley 1-7 1¿ 
v decretos reglamentarios toda vez que el intor revestía para 
I caso et carácter de tallerista que define la norma legal ci- 
tada. Imbi.-udose desenvuelto toda la prestación .le conformi- 
dad cotí el sistema organizado alli al efecto, pura esta clase de 

™ t,V Sentado ello v de acuerdo con la abundante y uniforme 
jurisprudencia del Tribunal del Traba.K salta a la vista que. 
tratándose en la espet-ie de un t-aso de fijación de tañías en el 
'pie no existe acuerdo de partes debió solicitarse la decisión de 
la Comisión Paritaria al respecto. > 

En el raso de trabajo a domicilio con mayor imou que en 
ningún otro, se justifica la existencia de tales organismos toda 
vez que la complejidad y aspecto puramente técnico de las cues- 
tiones que en tal relación se susciten, hacen que la solución 
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de las mismas sé torno poco menos que imposible si no inter- 
vienen las personas capacitadas para ello en ra ion de a ido- 
«eídad alcanzada por la esp^iálizaetóii que significa, dedicar 
su actividad útil » una determinada rama dé la industria. 

En previsión de ello y de las dificultades mgysta ningu- 
na duda Sé presentan en la aplicaeión de la ley 12. t U. e* que 
ésta estableció en forma imperativa y como organismo auxi- 
liar de ejecución en su aplicación las coiListmics pantanas 
(art IG) compuestas por integrantes de los organismos obre- 
ros, patronales y presididos por una péíMMa «3*™ * ^PgJ* 
nismoa profesionales citados, asegurando con ello la impai- 
uialidad de las decisiones. La ley exige qué los miembros ¡pie 
integran esas comisiones deben ser técnicos en la mdustua 
respectiva (art. 22) constituida bajo tal» garantías la comi- 
sión tiene por mandato legal entre otros las «fruientes funciones : 
determinar las tarifas, el salario mínimo del obrero, ayudó- 
te v aprendiz v las comisiones de los intermedíanos y talle- 
ristas debiendo igualmente inspeccionar los locales donde 
se realiza el trabajo, eomo así también si el pago se efectúa en 
las oportumuQes legales y de conformidad con las respeti- 
vas tarifas (art. 26). 

Quiere decir entonces, que en el caso concreto de autos, 
el actor tenía en sus manos todos los resortes legales para 
asegurar el pleno reconocimiento de los derechos que mani- 
fiesta lia sido descouoc id» y para lo cual tan solo bastaba una 
simple presentación ante el organismo constituirlo al efecto. 
De haber procedido de inmediato la Comisión Pantana de 
salarios habría procedido con todos los elementos de juico que 
en ese momento existían a fijar el .salario que correspondía a 
su trabajo, constatándose la lesión patrimonial, que alega a 
t ra ves de seis años de labor. 

Que es indudable que cu el presente no se ha cumplido 
con este requisito, indispensable por lo demás para imposibi- 
litar la decisión del Tribunal en favor del actor. 

Cierto m que por expediente n> 73.688 acumulado por 
cnerda al presente, se promovió inite el Ministerio dé Trabajo 
v Previsión, la formación de una comisión que dictaminara 
éou respecto al salario que correspondía percibir aleccionan- 
te, pero la misma no llegó a expedirse por cuanto la actitud 
de ¿«te al promover la presente demanda por análogos moti- 
vos obligaron a ¿sta a archivar las actuaciones incoadas (ver 
const. de fs. 7 vta. del mencionado expediente). 

Por lo demás cabe apuntar que la decisión «leí organismo 
citado, tampoco hubiere dado la pauta para resolver favora- 
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blemente la cuestión planteada por el actor, atento los térmi- 
nos de su planteo según así resulta de tas constancias acumu- 
ladas toda vez que allí la discusión verse» sobre un solo mo- 
delo de zapato que según resulta de todo lo actuado se liabria 
empezado a eoufcecionar en el año 1945 es decir en las pos- 
trimerías de la aetividad del actor. Pero es el caso que esta 
demanda nuarea tocio el tiempo que duró la prestación de 
servicios del actor v que según sus prnpias afirmaciones y 
así resulta de lu actuado los modelos cuya confección *e le 
encomendó eran de distintos tipos, por todo lo cual el Tribu- 
nal se refirma en mi convicción de que la un iva forma de elu- 
■idar el problema v la duda que suscita su planteamiento 
era promover el reclamo en su oportunidad y ante el organis- 
mo específico creado por la ley al efecto. 

Sentado lo expuesto, se considera a mayor abundamiento 
formular alguna* consideraciones que en opinión del Cuerpo, 
están demostrando la inconsistencia de la presente demanda. 

Como primer punto visible aparece sin ninguna duda el 
lioehn de haber de jai lo transcurrir el demandante nada menos 
que seis años para aceionar por la diferencia de salarios, cir- 
cunstancia que por sí sola crea una fuerte presunción en su 

enntra. „, . , 

Que no es posible admitir por parte del Tribunal que si 
el mismo tuvo la certeza, como sostiene, de que le nirrespon- 
t lía un niavor salario, haya dejado transeurrir lapso tan gran- 
de para hacer valer su derecho, nótese qne durante la prest a - 
,.¡ ni! de sus Kerv icios lia debido suscribir infinidad de recibo» 
de p»"os. sin ipie en ninguno de ellos hiciera oír su protesta 
por hy que él forzosamente tenía que considerar un despojo. 
Kstít pasividad en su aetitnd llama más la Ht< -iicmn mundo 
se reí. ara que la difereneia reclamada insumí' nproximadamen- 
re el -I"» ' ; del sal»» rio. estando n los términos de su propia de- 
manda, tle donde se infiere que n<» es posible suponer aceptara 
de bueii grado y por tan dilatad.» lapso una merma de tal 
magnitud en su reirihueión. 

Que debe igualmente computarse eomó antecédame la- 
vorable al demandado la circunstancia de no haber infringi- 
do nunca desde el año IMO, las leyes HUQr> y 12.iU de tra- 
bajo a dónueilm (ver infnrme de IV, 1 exp. de Trabajo y 
Previsión u g 73,(iSfí). 

Al efecto es conveniente destacar que en tan prolongado 
Uuwo liehieron ser muchas las inspecciones realizadas por as 
autoridades de aplicación las cuales hubieren comprobado g* 
¡.ifraceioues alegadas en caso de haberse ellas prndi 1"- PÍO 
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solamente i 1.1 tu- n it i* Id así. .sino que a fs. 12 del expediente in- 
coado ante el Jugado a cargo del Dr. Itabovicli, corre agre- 
gada un aeta de inspección realizada por personal del Minis- 
terio de Trabajo donde expresamente se consigna que La 
inspección practicada I» lia sido sin novedad acreditándose 
igualmente que la anterior visita se efectuó eon fecha 19/3/44 
y en la cual debe presumirte con toda lógica que tampoeo se 
comprobó infracción alguna, máxime que el citado ministerio 
informa de que el demandado no registra antecedentes de 
infracciones a las leyes de trabajo u domicilio. 

Tampoco podría argumentarse que la conducta del accio- 
nante a silenciar por tanto tiempo su reclamo obedezca al 
hecho ile haber aetmido en las tnitativas eon el empleador 
bajo el temor natural ron que puede actuar quien pacta en 
desigualdad de condiciones económicas por cuanta según in- 
forme del perito a fs. fiíí vta. el salario promedio mensual del 
actor en los últimos ■* años de labor fué de $ 1.845.48 m/n M lo 
«-nal revela por sí solo una independencia económica. 

(¿ue llegando a las conclusiones que antecede el Tribu- 
nal considera innecesario realizar un estudio de la prueba 
producida en autos, toda vez que la misma en nada modifi- 
caría el criterio del Cuerpo .sobre el punto debiendo puntua- 
lizarse no obstante ello, que en último análisis la prueba ren- 
dida carece de eficacia, consistencia y fuerza de convicción 
necesaria como para dar basamento a una demanda de la 
magnitud de la promovida en autos. 

Por estos fundamentos y constancias de autos, se revoca 
el pronunciamiento de fs, í)H/lf)l en cuanto lia sido materia 
de apelación, — Arma nú» DaviH Machera. — II orado Bonft 
Isla. 



Dictamen i>kl PítocciuDOii Gen o al 

Suprema Corte: 

Líi sentencia apelada, en el último de sus conside- 
randos (fs. 122 vtn.). Ilegu n lu conclusión de que la 
prueba rendida en autos no basta para sustentar las 
pretensiones del actor. Tal conclusión, irrevisiblc por su 
nal maleza fii la instancia extraordinaria promovida es 
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suficiente para fu miar el tullo recurrido, lo que hace 
improcedente el recurso én cuanto se refieren las viola- 
ciones constitucionales que se imputan a dicho fallo. 

Kl apelante sostiene también qtía es de aplicación 
ni easo la doctrina de V. K. acerca de las .-nt rucias ar- 
bitrarias qfcfc dan Imínr al recurso extraordinario aun- 
que no lia van decidido cuesl iones de carácter federal, 
ritas resolver tal punto es materia librada por completo 
al prudente arbitrio de la Corte Suprema y, pOX lo Imi- 
to, ajena a mi dictamen. 

Ka consecuencia» y salvo el caso de gúé V. E. con- 
sidere ser de aplicación la doctrina a qUO me refiero en 
el párrafo anterior, corresponderá declarar mal conce- 
dido a fs. 141 el recurso interpuesto a i». \'2\\ Buenos 
Aires. Agosto 22 de 11)49. ~ ('artos (i. Delfhto, 

PALLO PE LA CORTE StTlíEMA 

Buenos Aires, l.'í de octubre de 1049; 

Vistos los autos "Ainadzian Missnk v. Abadjiau (lu- 
nik, leyes 1(>.")Ií;> - 12.713, * áOiOQO** en IÓ8 que se lia con- 
cedido a t's. 141 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que respecto al recurso de casación esta Corte tie- 
ne reiteradamente declarado que es improcedente mien- 
tras la ley especial que debe organ izarlo (nrt, 05 de la 
Constitución Nacional) im entre en vigencia, 

Que la sentencia recurrida no decide cuestiones de 
naturaleza federal sino de derecho común como son, 
un principio, las relativas a la inteligencia y aplicación 
de las nías leudes del trabajo. 
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Que el [mulo relativo n J a incotigtituoionalidad de 
lo* nrsumsmos paritarios a los qu^ según la sentencio, 
dtsbíÓ recurrir el actor, uo fué oportunamente introdu- 
cido — como el mismo |ó roconnee— , y no puedo ser 
considerado imprevisible pues dichos organismos es- 
ialMli legalniBttté instituidos cuando el actor dedujo su 
demanda. 

(Jue do ningún modo puede considerarse arbitra- 
ria o insostenible la sentencia apelada eon el criterio 
que, sobre el partieular tiene expresamente enunciado 
el Tribunal i Fallos ; 211, 1534). 

Por tanto y de acuerdo con lo dieta mi nado por el 
Sr. Procurador General se declara improcedente el 
recurso extraordinario concedido a I*. 141. 

Lns R. Loxmti — Rodolfo ü. 
Valk.vzikla — Tomás D. Ca- 

K.UtRS. 



CAJA NACNiXAL DE ÁfíGttllO POSTAL v. MUNICIPA- 
LIDAD DE LA t'It'DAD Mí IH'RXOS AIRES 

ftWt/JiSQ mmMmWAliW: ñe<yim m cromos. Gmm**- 

Si de lits antecedentes de mitos resulta t(iie Ijt ioltteíéil 
auordatlu ni taso por ta sentencia apifladn se rmula en 
la eircttastainua de une la partí- de Ja ('inen de propiedad 
d*> la Üaja^Xarionítl de Ahorro Postal pur fo «pie se co- 
braren los impuestos imiiiH*ipnliN vny» repetición deman- 
da, era ajena :< los servicios do la actor» cuando dicho* 
(rfavaroenes le fueron Meados — «uno esta misma paité 

«* féepMí apresamente-- y >,i la recurrente no ha 

cUestiüiiado Formalmente la Intciígenciji del pi opto fe- 
deral de cuy n aplicn. iñn se 'ni ta — «rt. 2t¡ del t o del 
dectvto-ley 146S2 '45— nep ,ri el cmd la exención „„ 
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procede ni no se tratti de locales ocupados por dependen- 
cias de ella, que es 1» que se decide en el fallo recurrido 
«•abe concluir que no existe a»ravío que de materia al 
recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRA ORDISA RIO i RrffuhUos fcrmalf*. Introducción 
de h cuentón fnhral. Oportunidad. 1>iüni*amffl0 m él c« ritn de 
interposición del rwttrsa extraordinario, 

U 1 ardía invocación de preceptos de carácter federal 
efectuada en el memorial presentado ante la Corto Su- 
prema, por primera vez en la causa, m> autoriza al Tri- 
bunal a tomarla en considerar iiín. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, julio 2Í> de 1H47. 

Y vistos: Los presentes auto* seguidos p»r la Caja Na- 
cional de Ahorro Postal contra la Municipalidad de la Ciudad 
,1o Buenos Aires, por cobro de pf#t, de los que resulta: 

1* Que a fs. "> comparece el apoderadu de la actnra ini- 
ciando juMo por repetición de la suma do * w " - 
abonados en concepto de impuesto de alumbrad*., barrido y 
limpieza por la propiedad de la calle Vietoria MHi. empuña 
Knlís. eil la parte im destín ai la a idieinas. el ipie cnrrcspomlc 
al 2* semestre del año 1045. . 

Kx presa que su mandante i-fectiió el pajsn bajo protesta, 
en mérito al art. :íl de su Cinta Orcánica, sancionada por 
decreto-lev n? 1081 del 1"> de cuero de 1945 .pie exime a los 
bienes de' la Cuja Nacional de Ahorro l'ostal de todo nnpnes. 
to tasa, contribución, etc.... ya sean nacionales, provinciales 
o municipales; por U que, de conformidad al art íí»'> y con- 
.-onlantes del Cód. Civil, pide se condene a la demandada a 
devolver la suma reclamada, ton más sus intereses y costas. 

2* A fs. 21 contesta la demanda el apoderado de la Mu- 
nicipalidad v expresa: qne las. tasas liquidadas conforme al 
,m-n ¡minado |x»r la aetora, son le-ales y no entran en ki 
cxeiuóón del art. -127 de la Ordenanza Uencral Impositiva por 
corresponder a locales no destinados a oficinas de la actora 

(¿ue la disposición citada de la Curta Orgánica de la 

raía xnnera de tasas a esas propiedades, por cuanto las 

facultades impositivas que las leye* Otorgan a la Municipal i- 
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itad de la Ciudad de Buenos Aires, no pueden ser cercenadas 
sino por una disposición expresa que las derogue, cu el caso 
concreto, ya que en materia impositiva las exenciones deben 
rtcr de interpretación restrictiva. Termina pidiendo el rechazo 
de la acción interpuesta, eon costas. 

Considerando : 

Que habiéndose acreditado el pago que se repite y el con- 
cepto por el que fué efectuado, no existe otra cuestión contro- 
vertida que ta interpretación del art. 31 de la Carta Orgánica 
de la Caja Nacional de Ahorro Postal, en cuanto la exención 
de impuestos que acuerda a esa institución involucra la tota- 
lidad de sus bienes o tan sólo aquéllos destinados a sus ofi- 
cinas. 

(¿ue el punto debatido ha sido resuelto por el suscripto 
en un juicio similar que se encuentra en apelación, a cuyos 
considerandos me remito "brevitatis causa", en el cual se 
estableció que la Cuja Nacional de Ahorro Postal es una 
repartición áütárquica que puede ampararse en la exención 
acordada por la Ordenanza de Impuestos de la Municipali- 
dad al Gobierno de ta Nación. 

O, nc, a mayor abundamiento, debe t cnerse cu cuenta que 
ese criterio lia sitio ratificado por la reforma a la Carta Or- 
gánica de la Caja, sancionada por decreto-ley 1081/4.1 que 
expresamente exime de tuda dase de gravámenes a "!os bie- 
nes de la Caja Nacional de Ahorro Postal". 

No i-abe a este respecto, la, doctrina invocada por la de- 
mandada de que en materia impositiva tas exenciones deben 
ser interpretadas en su sentido mas estricto, por cuanto ta 
exoneración de impuestos ampara a los bienes de la Caja 
como persona jurídica, vale decir, a todo et patrimonio (pie la 
ley le acuerda para el cumplimiento de sus fines específicos. 

tjue no puede ni siipiiera admitirse una interpretación 
contraria de esta franquicia, desde que ella ha sido acordada 
por el mismo poder del cual emanan las facultades impositi- 
vas de la Municipalidad y por consiguiente la disposición que 
exonera a la Caja del pago de gravámenes, limita esas facul- 
tades, privando al pago efectuado de todo fundamento legal. 

Por tanto y de conformidad a lo dispuesto por el art. ^'¿o' 
del Cód. Civil, fallo; Hacicnd" lugar a la demanda' y en con- 
secuencia condeno a la Municipalidad de la Ciudad de Hue- 
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ims Aires u devolver a 1u actor* I» suma de S 365^0 m/n., 

más sus intereses desdo el din de la iiotificntMii de la 

demanda y las instas ücl juiein. — Saturnino F. F t nifx. 



Skntenvu DE U\ CACARA PÉPÉttAt 

lis. Aires, mayo 30 de 1049. 

V \i>i|usr Kshi> autos seguidos pttr la faja Nacional de 
Aliono Pbstáí tra ía Munici|udidad lie lll Ciudad do Hue- 
llos Aires, sobre cobro de pesos, venidos en apelación en vir- 
tud del recurso interpuesto a f.-, 4* contra la sentencia de 
fs. 4(5. .4 tribuna) plMc* la itfgttf&ftjB t'nestión a resolver: 

¡ iCs .iu^tii la sentó» ciu apelada 1 

Sobre dicha .-uesiióu el Sr. Juez Vtr, García Raítíg dijo: 

En la demanda de & r> sé sojieíta la devolución, de grávame- 
nes rmtiucitialé* per alumbrado, barrido y limpieza corres- 
no lidien tes al secundo semestre de 1945, que fueron pagados 
por la adora en su calidad de propietaria del inmueble situado 
osla .-indad. calle Victoria 170b\ 

Kh la snitem-ia recurrida se hace tugar a la acción de- 
ducida en virtud d" Iti exención que otorga a la aetc.ru el 
decreto 1081 b'i. rutitteado por la ley 12.021. 

La demandada ha solicitado que se revoque esa sentencio 
ateniendo que el art. Hi del referido decreto solo exmiM a 
la actera de pairar impuestos, tasas, contribuciones o retri- 
bución de servicios con respecto a sus bienes " relacionados 
L .on rus servíeíoH". <■ *oik donde se encuentren instaladas sus 
..tirinas destinadas al Cumplimiento de sus fnncauies. Invoca 
ademas la interpretación dada l><» <t*& tribunal en ese l sentido 
,d resolver el caso "faja Nacional de Ahorro Postal contra 
la Municipalidad -le la Capital" en 10 de junio de 1ÍM2. 

Que el citado pronunciamiento de esta fumara, si bien 
se- orodujrt «lites de la reforma introducida en la orgatn/a- 
u ,|,. la Taja por los decretos WSl 4~> y 14682/*^ con- 
tiene mía doctrina y una interpretación enteramente aplioa- 

al presente caso, toda vez que esto resulta de los términos 
¡ntergiversables iléJ art. 8ti del texto ordenado de los perti- 
nentes decretos modificatorios, validados por la ley 12 .1-1 
Ku efecto, dicho artículo dice textualmente: Los bienes de la 
Caía v h.s impresos, escritos y actos de toda clase relacionados 
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ion siif> servicios, están exentos tío todo impuesto, tasa, con- 
tribución o retribución de servicias, de cualquier carácter o 
denominación, ya sean nacionales, provinciales o municipales. 
No habiéndose probado en autos que la propiedad de ln calle 
Victoria n* 1706 haya estado relacionada con los servicios de 
la aetora, sino que, contrariamente a ello, era ajena a los 
mismos cuando los gravámenes municipales le fueron cobra- 
dos, corresponde revocar la sentencia apelada de fs. 4G. sin 
eostas, porque la parte actora pudo creerse con razón para 
litigar. Voto en tal sentido. 

Los SSres, Jueces Dres. Consol] e Irusta Cornct adhirie- 
ron por sus fundamentos al voto precedente. 

Por el mérito que ofrece la votación que instruye el acuer- 
do que antecede se revoca la sentencia apelada de fs. 4G y se 
desestima la demanda interpuesta por la faja Nacional' de 
Ahorro Postal contra la Municipalidad de ta Hurtad de Huc- 
imsí Aires sobre cobro de pesos; con las costas de ambas ins- 
I a netas en el orden cansado. — florado (¡tirria fíams. — Jas,' 
H, Ir ¡tai a Corar t. — Mas haitiano Consotk 



Dictamen dkl Procubadoh Gkxkual 
Suprema Corte: 

Ante la interpretación que V. E. ha dado reitera- 
damente ¡il art. 15 de la ley 48, pienso que el recurso ex- 
traordinario interpuesto a fs. tííí no está suficientemen- 
te fundado, toda vez que ge omite la pertinente referen- 
cia a los hechos de la causa y a la vinculación que los - 
mismos y las cuestiones debatidas en aquélla guardan 
con la cuestión federal que se pretende someter a la de- 
fisión de la Corte Suprema. 

Procedería, en consecuencia, declarar mal concedi- 
do a fs. 07 dicho recurso, Buenos Aires, a ¿rosto 26 de 
1940. — Carias O. Del f tito. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de octubre de 1949. 

Vistos los autos "Caja Nacional de Ahorro Postal 
contra Municipalidad de la (Mudad de Buenos Aires 
sobre cobro de pesos; $ 3^25 t 60 mjn.*\ e" los que se ha 
concedido n fs. 67 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que sí'iíúii resulta de loa antecedentes de autos» la 
solución acordada al caso ñor la sentencia en recurso 
se tunda en la circunstancia de que la parte de la pro- 
piedad de la calle Victoria W 1706* por la que se co- 
braron los impuestos municipales en ya repetición se de- 
manda, era ajena a los servicios de la acto ra cuando di- 
chos gravámenes le fueron cobrados. 

Que la demanda contiene el reconocimiento expreso 
de esta circunstancia. La suma a que la misma se re- 
fiere "corresponde — se dice a fs. 5 — a impuestos... 
,1c ln propiedad Victoria ITlKí. . . por la parte de ella no 
destinada a sus oficinas**. ■ 

Que según la propia actora el precepto federal de 
cuya aplicación se trata (art. 8o* del texto ordenado del 
* dcoreto-ley H.(!8*J 4t¡) no acordaba exención mientras 
tenía dados en locación esos locales y por eso pagó en- 
tonces por ellos, sin reservas, los mismos impuestos a 
que este juicio se refiere (fs. 63 del escrito en que se 
interpone el recurso). 

Que de lo precedente se sigue no estar formalmente 
cuestionada por la actora la inteligencia del precepto 
citado según la cual la exención no procede si no se 
traía de bicales ocupados por dependencias de ella. Que 
es lo que se decide en la sentencia recurrida. En eonsc- 
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cuencia no existe agravio que dé materia al recurso. El 
planteamiento hecho en el memorial de fs. 73 ante esta 
Corte se introduce con él por primera vez en la causa, 
por lo que no puedo ser tomado en consideración. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador Genera], se lo 
declara mal concedido a fs. 67, 

fcíris R. Lohohi — Rodolfo G. 
Valexzuela — Tomás D. 
Casares. 



MASLLORENS HERMANOS v. DIRECCION* GENERAL 
DEL [MPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDISARltl: Reqtimtm propio*. Cuestión ft- 
(Utát litti rpretaviñtt de leyes federulei*. Leites federales de carácter 
pratesal 

La cuestión decidida par el fallo apelado en el sentido 
de que atonto lo dispuesto por el urt. 86 de la ley 11.683, 
el pronunciamiento de 1* Instancia ha quedado firme por 
no haber comparecido el ti pelante ante la Cántara den- 
tro término de cinco días, es ile índole exclusivamente 
procesal 

RBCmSÚ EXTfí.Htfihf.XARHf: Requisitos fórmale*. Introducción 
de ta cnr*titíu federal Oportunidad. Plantefimirntn en rl escrito de íh- 
terposk hin del r, t urno eitraordmarh. 

Es i in procedente el recurso extraordinario fundado en 
la inconstitueioiialidad del art, 86 de la ley 11.683 (t. o. 
en Tí)47 > planteada por primera veas en el' escrito de in- 
terposición de dicho recurvo, pues siendo previsible ta 
aplicación de dicha norma por el tribunal apelado la 
cuestión debió ser introducida con anterioridad. 



(i) 13 de «tabre a* 1940. 
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JOSE PINO 

JURISDICCION Y. COMPETENCIA: Competencia federal Varna* 
pénalas. Violación de normas federales. 

La i-ompetenHa dn los jun-cs de policía administrativa 
creados por la ley 12.83? 1 para la Capital Federal, está 
circunscripta a las 1 imiten de ésta. por lo cual carree» tic 
competencia para juzjrar las inf^cjjoiiftg u las normas 
sobre represión del agio cometidas en los partidos pro- 
vi neiales integrantes de la zona del "flraii Bueno» Aires". 

TRIBUNALES DE POLICÍA ADMINISTRATIVA. 

Los jueces de policía administrativa errados por la ley 
12.833, si bien son nacionales eon arreglo a lo dispuesto 
por el art. 94. segundo apartado, de la Constitución Na- 
cional, no son los jueces federales que. sepún el art. 95 
de ta misma, deben conocer en las provincias de las cau- 
sas que versen sobre puntos regidos por las leyes de la 
Nación, como !o son las números 12.830. 12.983 y 13.492. 



Sentencia i»ll Jniz Administrativo 

Bs. Aires, febrero 8 de 1949. 

Autos y vistos: Para resolver sobre la com peten pia de 
este .Juzgado Administrativo de la Capital para intervenir 
en el trámite y resolución de la presente causa y 

Considerando: 

I* Que el nrt. 1" de la ley 12.833. de creación del Tri- 
bunal, dispone que "el juzgamiento de la.s infracciones a la 
ley 12.591 y ley complementaria — 12.830— estará a earsro 
de cinco jueces cu la Capital Federal...". 

2* Que al san ritmarse la ley 12.983. ¿sta en su art. 1* 
facultó al Poder Kjeeutívo a "aplicar directamente las san- 
. iones establecida* en la ley 12.830" las cual s salvo un mí- 
nimo de pena corporal y pecuniaria, eran recurribles, con 
efecto devolutivo y en relación, ante los jueces administrativos 
en la Capital Federal y terril «trios Hacínales y en las pro- 
vincias ante los jueces federales. Además, por al art. 6* de la 
misma ley 12.983, se suspendió la aplicar ion de ta ley 12.833, 
en cuanto se le opusiere. 
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a*'. Que, para el mejor cumplimiento de esa facultad 
imifcrida por la ley 12JK'i y a los fines de la tramitación y 
resolución de las ra usas instruidas a Jos especuladores» el 
Poder Ejecutivo dictó el decreto v? 17.852, de fceha julio 2:i 
do 1947, el cual, con relación a la actuación de la PobVín 
Federal, dispone que ésta interviene en la ''vigilancia, inspec- 
ción, contralor y represión de las infracciones comprobadas 
en la Capital Federal y en los partidos de la Provincia de 
Buenos Aires..." que enumera su art. l v y conocidos pol- 
la denominación de "Gran Buenos Aires". El mismo decreto, 
también, cu forma detallada, dispone el procedimiento a se- 
guir cu las mismas causas, policial y aihn ilustrativo, a cargo 
este del personal de la Secretaria de Industria y Comercio y, 
ademas, el avt. 20 reglamenta el trámite ante el Poder Eje- 
cutivo mismo, con relación a la resolución que en la causa 
dicte el Presidente de la República y, luego cu los casos de 
recursos apelatorios interpuestos, 

4' l¿uc, post cric ir mente, se saueioiió la |ey 14.4U2, cuyo 
art, 2 V faculta al Poder Ejecutivo para "delegar" en los 
jueces administrativos aquellas facultades rpie le confería la 
anterior ley 12.ÍW3, pura el juzgamiento de las infracciones 
leves. 

.'>'. Que, en síntesis, habiendo la ley 12.!)8:¡ facultado al 
Poder Ejecutivo para resolver en las causas por represión 
de la especulación y el agio y cuyo decreto reglamentarlo 
fija normas referentes a las causas instruidas en virtud de 
aquellas facultades por i n fracciones comprobadas no sólo en 
la Capital Federal, sino también en los cércanos partidos de 
la Provincia de Buenas Aires, cpie taxativamente enumera, 
llamados el "tiran Buenos Aires", es del caso considerar que 
al establecer ahora la nueva ley 13.942 que el Poder Ejecuti- 
vo puede "'delegar" aquellas atribuciones en los jueefs ad- 
ministrativos, lo hace en su misma medida, es decir, para que 
tramiten y resuelvan las causas comprobadas, en la Capital 
Federal y vn los u) adidos partidos de la Provincia de Buenos 
Aires, ya que así lo dispone la ley originaria dentro de la 
disereeioiialiilad que el Congreso entendió era necesario otor- 
gar al Poder Ej "cativo, con amplias facultades, indispensable 
por la naturaleza y pravedad de las infracciones que se repri- 
men. I>ebe. también, tenerse en cuenta que han primado ra- 
zones de policía administrativa, que obligan al contralor y 
vigilancia en la forma que el Poder Ejecutivo ln lia dispuesto 
en el citado decreto reglamentario de la ley y, además, pol- 
la naturaleza administrativa y no penal de las sanciones res- 
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iiectivas, como en forma expresa lo dispone el art. 2* de la ley 
13,492 y lo ha entendido la Corte Suprema tío Justicia en 
las causas "Ministerio de Afrrieultnra contra Soler y Cía.", 
—agosto fi ile VMS— y "Otero Antonio; infr. ley 12.591 
—noviembre 24 de 1ÍI4H — al pronunciarse sobre la no pres- 
cripción de pena v de acción penal, respectivamente, en in- 
fraeeiones de la misma natu raleza tute en el sub judwe. 

6*. Que, por otra parte, dentro de esas facultada* de dele- 
gación tmé la lev le ha conferido al Poder Ejecutivo y de que 
luí hecho uso en la presente eausa, dictando el deereto respee- 
tivo, como enlista en autos, eonespotide téher en Cüetttít «pie si 
se tratara de infracciones eom probadas en cualquiera de los 
restantes partidos de la Provincia de Buenos Aire* o en cual- 
quiera <.tra Provincia de la Nación, sería de aplicación en- 
tonces, lo dispuesto por el art. 4" de la misma ley 13-4.1- ; 
es íleeir que coníbrmé las facultades que le confiere expresa- 
im-nte la lev. es el Poder Ejecutivo quien resuelve la delega- 
ción del conocimiento y resolución de las causas, en cada caso, 
v ili la medida que resulta de las propias dis pos le iones legales 
V reglamentarias f leyes 12*30 y 12.ÜSÍ, decreto 1™"> 2 ) ; 

V Que, finalmente, cabe puntualizar que si la ley 
ha creado estos juzgados administrativos para la Capital Fe- 
deral, por una lev posterior la 12.983 y ahora por la 1.1.4.1-, 
se ha modificado* su competencia, "xtendióndola. ya qrtj el 
art. fi» de la ley 12.!íS3 suspendió la aplicación de ar|uella ley 
de creación, respecto de los disposiciones que se le opusieran. 
En definitiva, ni la naturaleza y materia propia de las leyes 
de fondo que se aplican — 12.ñ!U y 12.8110— de precios máxi- 
mos y de represión de la especulación y el agio, pueden ser 
6biep para no admitir esta especulación en razón del lugar 
donde ha sido comprobada la infracción incriminada. 

Por ello, oído el señor Agente Fiscal, resuelvo: declarar 
iu competencia de este Juziíado Administra tivo para intervenir 
en la presante causa. — 'huta u$0>$ Ojum <¡mln\ 



SENTENriA OEtj -ll'EZ PF.L CtllMKN 

Buenos Aires, marzu 28 de 1Í»4Ü. 

Y vistos; Considerando : 

Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado, obran- 
te a f s 12. en el que el Sr. Juez Administrativo Dr. Juan 
Carlos Ójaiii (luche declara la competencia de su Juzgado para 
intervenir en la presente causa. — Etluanh A. Oríií. 
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Dictamen* del Procurador. General 
Suprema Corte : 

A objeto de que V. E. se pronuncie mantengo el re- 
curso extraordinario interpuesto por el Ministerio Pú- 
blico. Buenos Aires, abril 30 de 1949. — Carlos G. Dcl- 

f'titO. 

VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de octubre de lí)4!l. 

Vistos ios autos -'Pino José s.j infracción art. fl lí 
ley 12.830'*, en los que se ha concedido a fs. 17 vta« el 
recu rso ext ra oí di na rio. 

Considerando : 

Que según el art. *J0 de la ley 12.830 -'hasta tanto 
se constituyan los tribunales administrativos ledo rales 
para aplicar las disposiciones de esta ley, conocerán en 
todas las cuestiones regidas por la misma, los tribunales 
de justicio federal'*. 

Que la ley 12,833 atribuyó el juzgamiento de las in- 
fracciones a la ley 12.ÓÍÍ1 y ley complementaria a cinco 
j ucees en la Capital Federal y uno en cada territorio 
nacional con excepción de Tierra del Fuego, (art. V) y 
declaró apelables para ante los jueces del crimen de la 
Capital las sanciones que apliquen los primóos (ar- 
ticulo 7). 

Que el art. 3* de la ley 12.983 estableció que "las 
sanciones aplicadas por el Poder Ejecutivo, excepto las 
de los ines. b) y c) del urt. 1 y las de multas hasta qui- 
nientos pesos, podrán ser recurribles con efecto devolu 
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tivo y i'ii relación, ante los .juicos de la ley 12.833 en la 
Capital Federal y territorios nacionales y unte los 
jueces federales en las provincias". 

Que, eu forma concordante con las mencionadas 
normas legales, el decreto n* 17.832, de fecha 23 de 
junio de 1M47, si bien atribuyó a la Policía Federal ln 
vigilancia, inspección y represión de las itifraeeioiics a 
las leyes 12.830 y 12.983 en la Capital Federal y en los 
partidos de la Prov. de Buenos Aires próximos a aquélla 
que menciona, dispuso expresamente que los sumarios 
respectivos serían elevados a! Poder Ejecutivo Nacio- 
nal para su resolución (arts. 18 y 20) y que los recursos 
contra sus decisiones serían decididos por el juez de la 
ley 12.833 o por el juez federal o letrado que corresponda 
con arreglo a los arts. 3 de la ley 12.983 y 20 de la ley 
12.830 precedentemente transcriptos. 

t¿ue de las normas de referencia resulta claramente 
que la competencia de los jueces creados por la ley 
12.833 para la Capital Federal estaba circunscripta a 
los límites de ésta. 

(¿ue, por otra parte, esta conclusión hállase corro- 
horada por los antecedentes de la ley 12.833. Así, el de- 
creto 9á<>, del 18 de junio de 1946, al establecer los tri- 
bunales para la represión del agio, dispuso que "el juz- 
gamiento de las i id' race iones a la ley 12.501 y decretos 
dictados en su consecuencia, estará a cargo de cinco 
jueces de policía administrativa, sin perjuicio de que es- 
te número pueda ampliarse a medida que las necesida- 
des 1.» requieran/* (art. 1*). Dicho decreto fué ratificado 
por la ley 12.833, con modificaciones tendientes a res- 
tringir la competencia territorial de los mencionados 
jueces, pues se entendió que la creación de cinco jueces 
de policía administrativa para toda la República impe- 
diría en ta práctica la aplicación recta de la ley (Diario 
de Sesiones del II. Senado, año 1946, t. I, p. 263). El 
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nrt. 1 del decreto fué, por ello, substituido por o+ro, en 
apoyo del cual el miembro informante del II. Senado 
bizo la manifestación procedentemente citada y afirmó 
también, que la creación de estos juzgados era función 
del Congreso actuando como legislatura local de la Ca- 
pital y los territorios nacionales (Diario de Sesiones 
citado, p. iH¡2). Kl art. 7 do la ley 12.ía*i t que no figuraba 
en el decreto <>;>(> 4(¡. precisó más aún la competencia te- 
rritorial de los jueces de la Capital al establecer que 
sus sentencias serían apelables para ante los jueces del 
crimen de esa ciudad. 

Que, poco tiempo después, la K'y 1^Í.4!>1* autorizó 
al Poder Kjeeutivo a *' delegar en los jueces administra- 
tivos de la ley ll!.8;iií, para el juzgamiento de las infrac- 
ciones leves", las atribuciones que le confiere el art. 
1* de la ley 12.983 en los ines. e) y b). Dispuso, además, 
que las resoluciones del Poder Kjeeutivo sólo podrán 
ser objeto del recurso administrativo de reconsidera- 
ción y que los gobiernos de provincia y de los territorios 
podrán ejercer bis facultades otorgadas al P. E. Xacio- 
nul, previa autorización de éste, caso en el cual y salvo 
las excepciones que establece, las sanciones tfüo dichos 
gobiernos apliquen serán recurribles al solo efecto de- 
volutivo ante los jueces federales en las provincias y 
los jueces letrados en los territorios. 

Que dieba ley no bn modificado la competencia te- 
rritorial de los jueces tic la ley ll\SMM. Ln delegación 
que autoriza no puede, pues, referirse a ella sino tan 
sólo a las infracciones que se cometan dentro de los 
límites de la Capital, pues con respecto a las cometidas 
en las provincias y territorios nacionales la ley 1'Í,4!>J 
autoriza a sus respectivos gobiernos al ejercicio de las 
atribuciones conferidas por ella al P. K. de la Nación 
con apelación aide los respectivos jueces federales (ar- 
tículo 4') _ 
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Que, a mayor abundamiento cabe agregar en el 
mismo sentido, las inequívocas aclaraciones vertidas 
en el Senado Nacional por el miembro informante de 
la Comisión y las que subsidiariamente agregaron los 
Síes. Senadores intervinientes en el debate. (Diario 
de Sesiones: año 1946, tomo 1*, ps. 262, 263, 266, 267, 
268 y 270). 

(¿ue dicha solución concuerda, además, con el ea- 
rácter de los jueces tic policía administrativa creados 
por la lev l-.W* que, si bien son nacionales con arreglo 
a lo dispuesto por el art. 1*4, segundo apartado, de la 
Constitución Nacional no son los jueces federales que, 
según el art. 9ó de la misma deben conocer en las pro- 
vincias de las causas que versen sobro puntos regidos 
por las leyes de la Nación, como lo son las números 
ÚmlS, 12.98a y 13.492. 

Que, por lo demás, la interpretación sustentada en 
la sentencia de fs. 12, en el sentido de que la delegación 
autorizada por la ley 13.492 es comprensiva de las fa- 
cultades t leí Poder Kjeentivo aun fuera de la ('api tal 
Federal, conduciría a extenderla a todo el territorio 
de la Nación sin limitación alguno en cnanto a las pro- 
vincias, conclusión difícilmente conciliable con el art, 4* 
de la ley 13.492 y de las demás a que se lia lieelm refe- 
rencia en los considerandos anteriores. 

Por tanto, revócase la sentencia de fs. 12 cu lo que 
lia siiio materia del recurso extraordinario. 

Lns K. Loxühi — Rodolfo O. 
YALKX/rELA — Tomás D. 
Casares. 
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S. A. DEL PUERTO DEL ROSARIO v. VICENTE FRAN- 
CISCO BOSCH 

1'UKfíTO iW ROSARIO. 

El decreto N' 118.283/42 110 liberó a los a tren data rios del 
Puerto de Rosario del cumplimiento de las obligaciones de 
la cláusula sobre mínimos de embargues correspondientes 
al año 1941, 111 los privó del derecho correlativo de com- 
pensar cu el siguiente las i nsiifi ciencias rn (pie hubieran 
incurrido, Dicho decreto 110 establece pura los contratos a 
cumplirse en 1942 celebrados en ese año un trato diferente 
de tos que con el mismo ¡ítcance hubieran sido concertados 
durante el uño anterior; de manera (pie no se opone a que 
los embarques hechos en 1942. por haber sido liberados de 
la exigencia del mínimo por el decreto aludido, se apliquen 
a compensar el déficit del año 1941. 



Sentencia oki. Juez Federal 

Rosario, diciembre 27 de 1948. 

Y vistos: Estos nutrís cu ra tu lados : "Sociedad Anónima 
del Puerto de Rosario contra Vicente Francisco Ilosch — cobro 
dé pesos"; oxpte. 7059. del cual resulta: 

a) Que la sociedad Anónima del Puerto de Rosario por 
medio de apoderado, demanda a I). Vicente Francisco iJoseli 
por cobro de la cantidad de £ 22,121.">9 m/n. intereses y costas, 

EJ representante de la aetora dice que el demandado tomó 
cu arrendamiento el Galpón "J" situado e.i el muelle de ex- 
portación dp esta Ciudad, con la su porfíele que indica, cele- 
brando un convenio con su mandante jaira realizur operaciones 
de embarque por ese muelle. 

Dicho contrato, sejrím manifiesta, se celebró el 31 de mar/» 
de 1941 y debía repír desde el l v de abril de ese año hasta 
el lñ de octubre de 1942. 

Después de transcribir las condiciones estipuladas, hace 
referencia u las cláusulas 4» y f>* del convenio, que establecían, 
respectivamente, la obl i «ración de embarcar una cantil huí míni- 
ma de cereales y subproductos y de pagar un recargo sobre 
el precio del arrendamiento en caso de que se cubriese esa 
cantidad mínima. 
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Señala que el Sr. Bosch nú cumplió con m obligación de 
embarcar él mínimo de 61.667 toneladas y que. on consecuencia, 
se lia hecho pasible de las penalidades . resultantes ilet con* 

venio. . , 

Aclara que obligación se refería a las OiecíOCíiO meses 
v medio de duración del contrato, pero que eu el año 1^42. se 
suprimieron oficialmente las garantías para ese ano. por cuyo 
amtivo quedaron en pie los compromisos atinentes a 1341. 

Rxpresa que en el período transcurrido entre el 1 ? de 
abril v el 31 de diciembre de lí>41. correspondía a! arrenda- 
tario efectuar un movimiento de 9(1.000 tonelada*, habiendo em- 
barcado solamente W.M43 de donde resulta una insuficiencia 
de líUiíí"» toneladas, qué origina un recargo de # '22.121. á¡> m/l. 
M'L'ún litpiiilaeióu f|iie su parte practicó de acuerdo con loa 
DecretOR 116.282 y 11S.2S3 del V. £. Nacional. 

Funda la arción en las disposiciones de la ley li8Hñ, decre- 
tal del i*, EL Nacional antes recordados, arts. §52, fi"»4, 6á6. 
11Í17 del Código Civil y demás reglamentaciones existentes. 

b) Acreditado el fuero y corrido traslado. 1" contestó u 
f*. 22 el Dr. Alfonso L. Na tale quien, en representación del 
demandado, pidió el rechazo de la demanda, con costas. 

Kl representante del demandado nejró veracidad a los he- 
chos y a la procedencia del derecho invocado por la aetora 
en cuanto se opusieran a lo que expresamente reconociera; 

Admitió la existencia del contrato de arrendamiento <b?l 
galpón "4" como así también la.s condiciones de precio y 
duración eslipuladas. y, coincidiendo con la aetora. transcribió 
las clausulas 4\ y f>* del convenio celebrado. 

Establecidos esos cxl remos, expuso que el \K E. Nacional, 
por tleereto 118.283, de 2> de abril de 1ÍU2. declaró inapli- 
cable la clausula del mínimo Je embarque el año 11U2 y sostuvo 
que. en mérito n esa disposición ^tbétiíáttya, »« mandan, e 
había quedado liberado de) cumplimiento de la obligación esti- 
•pulada en el contrato. 

Sostuvo (pie la pretensión contraria de la adora era inad- 
misible, porque divide un plazo simple e ininterrumpido cu 
■los plazos mi establecido* e« ''1 contrato, subvirtiendo prin- 
cipios generales de la eóntratacion. 

Subsidiariamente impugnó la valido- del céntralo en rpi" 
se apoyaba la demanda, sosteniendo que el misino no represen* 
taha la auténtica voluntad de l;is partes ya que. como otros 
simüarev. se firmó para dar tuiñipliniiétlto formal a disposicio- 
nes reglamentarias del |\ K.. dictadas para épocas normales y 
no pira situaciones como las que atravesó el mundo a partir 
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ilc 1ÍI3ÍK Sostuvo i|iic lu voluntad de los con traían tes luí dejar 
sin efecto uuh cláusula que, por iiiipusililc, no podía aceptarse 
Ir bízmenle y agregó que l;i aplicación do las clausulas del con- 
trato en lu formé pretendida en .*stos mitos, infringí* ias dis- 
posiciones do Jos arta. 14 y líl de Jn ( Constitución Nacional y 
((lie Ni fijación y redamo de esas multas por incumplimiento, 
violaba las prescripciones do art& !» y Ifi do la Constitu- 
ción. Por último, invocó lu causal do fuerza rnavor emergente 
di* Iíi situación creada por la guerra mundial. 

V considerando t ¡uo: 

Pritmrtt: Esta acción so rumia en til contrato do arren- 
damiento cuya copia nbra a fs, 48. 

La existencia de esto contrato fue reconocida en el escrito 
do responde, donde se transcribieron bis clausulas principales 
que concuerda n oon las que figurita en ta copia de referencia. 

En virtud de ose convenio oí demandado Vicente Francisco 
Hoseh tomó en arrendamiento desdo el 1* de abril do 1941 
liastá el 15 de octubre de VM'l. el Galpón "4" situado en el 
muelle de exportación del Puerto de esta ciudad. 

El arrendatario se comprometió a embarcar, durante la 
vigencia del contrato, una cantidad mínima de 61.667 tonela- 
das de cereales y subproductos, según so estableció en el 
art. 4 V dol convenio. 

Pura el caso do que no se alcanzase esa cantidad mínima 
se convino en que el arrendatario pagaría un recargo del 
20 r; sobre el importe do $ o/a. 13,875, cantidad estipulada 
como precio del arrendamiento, por cada 10 ' o fracción de 
10 r /t que el demandado embarcara de monos, pudiendo. sin 
embargo, compensar hasta el 30 ',' tío ese tonelaje mínimo con 
embarques del año 1ÍH3, en el caso de que el contrato fuera 
renovai lo por quien correspondiera. 

SafHuth: La ¡S. A. Puerto del Rosario señala que en el 
año 1942 .so suprimieron oficialmente, en virtud del decreto 
118*83. de fecba 25 de abril do 1942, las garantías sobre míni- 
mos de embarque para eso nao y expresa que por ese giotivo 
quedaron en pie los compromisos atinentes a 1ÍM1. 

Siguiendo eso orden do ideas, dice que a la obligación de 
embarcar (¡1. fifi 7 toneladas desdo el 1* de abril de 1ÍÍ41 hasta el 
15 de octubre do lí>4* o sea durante los dieciocho meses y medio 
de duración del cont rato* oor responde una obligación correla- 
tiva de 30.000 toneladas para el plazo que corro desde el 1* de 
abril de líHl basta el 31 do diciembre del mismo año. 
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eoncunv |,i c*¡ iisf aiiivii especial de t¡\w se trata de un eon- 
trato concertado en plena guerra, en forma que no parece razo- 
nable qiie é«i sil nación, que debía ser enuncíela por Fus con- 
tratantes, se invoque aliar» romo ra usa I tté EftérasB mayor. 

Cuarto: listableeido lo que anlecrde, corresponde dcela- 
ral' qüíf, mi obstante lu expuesto, el suscripto considera que. 
en este eusn parí ¡rular, el demandado no lia incurrido cu insu- 
ficiencia de embarques que lu ha^a pasible del recargo estable- 
cido eii la rlái imilla ipiiula del contrato de lk 48¿ 

La obligación une contrajo JSosrb fué la di 1 emlmp-nr un 

utfiiii le (il.iíiiT tonelada* "durante la rfgeiteíá úé\ contrato'* 

y esa obligación no ha sido incumplida por t-j demandado. 

Él plazo de vigencia del contrato, negúii están de acuerdo 
ambas pal les, ern-ría desde el 1» do abril de 1ÍM1 basta el X§ de 
octubre de 1íU:t, 

Si se considera que el "plazo"' o "término" es la modali- 
dad jurídicii en enya virtud la exiVibilidad. la extinción o el 
nacimiento de mi derecho están diferidos para un linimento ul- 
terior (CóiiitCt, Obliyüewnm, edición lH*J(t. .V' 2ÍÍÍ), es induda- 
ble (pie. pnr convención expresa ile antbos i tratantes. Üo&ch 

disponía de un plazo etertd» y delennimid". ip'e vencía el V> de 
octubre de 1!I|L'. para ron su obligación de embarcar ííUJíiT 
toneladas por el (¡alpón ".i". 

Ahora bien, antes ipte venciera ese plazo, el í'oder Bjetítiti- 
yp Nacional dinó .-I decreto X" 118.253, de 2."» ¿e abril de 
1 í' í — cuyo «rt. 2" dispuso drrlarar inaplicable la elánsida del 
mínimo de embarque durante el año 1942. 

]*a Sociedad del Puerto no encsl ioun la valide/, de ese de- 
rretí» sino que. por el contrario, uo .sólo lo htvoea para fundar 
la demanda, sino que en el alégalo reconoce que el decreto de 
referencia fué dictado por el Superior (Job i orno de la Noción 
"en uso de sus facultades** (v. lis, ñ*í y v.to.), 

Pero ni el decreto ni el contrato autorizan la división del 
plazo en la forma que lo hace la Sociedad aetoni y lo cierlo 
es que e! *i4 de abril tle l!)4*Jt. I'erlia en que fíe dictó el decreto 
X" 11S.JS:». lífiseb disponía aún de easi seis meses para entupir 
con la obligación que le imponía la cláusula l 1 ' del contrato y 
ipie. romo termino lijado era único e indivisible, esy, obligación 
quedó sin efecto l> n r la recordada disposición gubernativa. 

Es necesario destacar, aunque ello i ni porte una repetí e ion. 
que el contrato celebrado entre las partes, obligatorio para 
ambas de «cuerdo con el nrt. llí'7 del Código Civil, no autofi- 
za la división proporcional di' Ja garantía solo dmin<i de 
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■■uilmrque en la runiui (pie pretende Iti Sociedad del Puerto, 

osu, es los períodos que corre, uno desde el 1* de abril de 

li»41 hasta ej 31 de dScieittbre «!*■! mismo año y otro desde el 
I* de enero de 1U4:! basta el 1» ile octubre del ai ¡sino año. 

A este respecto, es totalmente iuoperanté la prueba ten 
dida spbré la existencia de otros contratos en que. por babero 
estipulad» términos distim**, ñ un ano, se convino W *W 
garantía* »obre wnbawtues en fói*ma proporcional a la que hu- 
biera iwrreapoitdidó áürante use lapso. Es lógico pnswinn\ por 
,1 contrario que en todo* esos contratos, a semejanza del 
scute, bubo muí garantía determinada y mi plazo tinto e indi- 
visible para cumplirla 

MI suscripto, li-nii-mlo ni cuento el régimen de participe. 
Mn cíel litado en la explotación (leí l'uerto de [¡osario, retrt- 
n,r e aitófeába I* intervención del Estado en la aproba- 
ción v aplieaemn «le bis tarifa* y qtléj ni el eaSO parhcnlar de 
los contratos de arrendamiento, aiótM itn decreto del i. fc. 
Uat .\ tiim ) ( |,. iVcba 1 de onuln-c de lítíti. .latinado ii fijar las 
bii.e* que regirmn en lo sucesivo para el arrendamiento de gal- 
pones, terrenos v plazoletas, admite .pie el convenio presentado 
en estos untos constituye un caso de contrato *de adhesión 

,,nc e| i.ue los contratante* debían «justarse a las normas 
de carácter general estableeida* en las disposiciones legal** y 
pp»|ajnentarias referentes á ln explotación del pueril» y a las 
«lJi^ieiones y derechos del poder com-edentr y de la empresa 
.■.in-esionaria. t 

Pero aun admitiendo esto, cube señalar que, a juicio det 
suscripto, las estipulaciones contenidas en el contrato no m- 
rrinaen tas disposiciones del decreto de 4 de octubre de in J> 
va que si bien es Cierto que el mismo se refiere a las cantida- 
des exportables por año, no establece éii ninguna parte la pro- 
I, ¡Lición de emieertar ron ven ios por términos mayores, obser- 
vando prupor.ionalm.nte los límites fijados en el Decreto v. 

en rodo caso, corresponde destacar que en el m no se bu 
invocado fine las cláusulas del contento fueran eóntrar|as a las 
prescripciones dél decretó de 4 de octubre de 1ír2« sino que 
por el eoulnirio. se ha rtCOltOcidO que la mirantia sobre el 
mínimo de embarque Un- calculada en arrejrln ;i la duración 
del convenio y aprobada por el Fisco (V. lis. 82 vto. m inu 
v *V2 vto.. punto El. , 

Kh esia situación, si se consider Cl convenio luc sus- 
cripto de común acuerdo por ambas partes y aprobado por e 

poder i . denle y que no se ba formulado opugnación alguna 

¡■efecto a la valide/, de s„s cláusulas es evidente que el art. 1W} 
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.IH código Civil obliga a imibas partes a respetar las conven- 
ciones pactadas. 

Partiendo de la base de que el plazo íi.jndo en el contrato 
es uno e indivisible, no cabo duda que el 1» de enero de 1!>42, 
líoscli disponía aún tie nueve meses y medio para eni burear as 
61.322 toneladas (pie le faltaban para cumplir la cantidad mí- 
nima estipulada. 

Pero romo el 24 de abril de 1942, el P. E. dictó el decreto 
Xv 118.283, i|i|p declaró inaplicable la cláusula de mínimo de 
embarque durante el año 1ÍÍ42. es indudable (pie esa disposi- 
ción gubernativa, acatada por la actora, liberó ni demandado de 
la obligación de embarcar esas 51.332 toneladas untes del 1ñ de 
octubre de l!t42. 

El informe producido n fs. G;") por la Pirecció.: del Puerto 
y Paraná Inferior, carece de toda trascendencia porque sólo se 
refiere, en opinión del provoyente, a la exactitud del cálculo 
aritmético practicado por la actora en base a los elemento* 
aportados por ésta. De todas maneras, es indudable que la 
interpretación asignada precedentemente a Jas cláusulas del 
contrato, desautoriza cualquier conclusión en sentido contrario 
que pueda extraerse de ese informe. 

A mayor abundamiento cabe señalar, que en juicios ante- 
riores (v. S. A, Puerto de liosa rio c. Van Waveren Argentina 
8. A, Comercial e industrial), la Cámara Federal de esta ciu- 
dad, en sentencia confirmada por la Corte Suprema, hizo lugar 
a la acción en su mayor parte, pero la rechazó en lo ípie se 
refería a los saldos sobre insuficiencia cpie debían pasar el 
año 1ÍÍ42 "en razón de la imposibilidad de renovar el contrato 
para el año 1ÍH2 y por haberse suprimido el mínimo de embar- 
ques relativo al mismo'* (Cámara Federal de Kosario, fallo 
X" 22574). T ni eso ocurrió en esos casos donde había insufi- 
ciencias originadas por plazos ya vencidos, con mayor razón 
debe aplicarse ese criterio en un caso como el presente, donde 
no hay ningún plazo vencido ni saldo definitivo y donde el 
arrendatario disponía aun de un plazo concertado de común 
aiuerdo para dar enmpl i miento a su obligación. 

Quinto-. Es oportuno señalar rpie la actora no ha intentado 
producir prueba alguna tendiente a demostrar que el deman- 
dado, tampoco embarcó, en la fecha del vencimiento del contrato, 
la cantidad mínima estipulada. 

Kl demandado, a su vez, pidió un informe en ese sentido, 
fiero lo hizo fuera de término, por cuyo motivo su pedido fué 
desestimado, según resolución de fs. 82. Cahe señalar, no obs- 
tante, que a fs. 101 el demandado reconoció que la cantidad de 
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(•oréales exportada por el Galpón **J' ■'? — y aun ]>ür otros liijra* 
res — lntstit el 1.1 de octubre de 1942, no alcanzó a cubrir la 
i-anfidad fijada ni rl convenio. 

Kl suscripto tu» ha creído necesario requerir* para mejor 
proveer, un informe aclaratorio sobre ese punto porque, de 
acuerdo con loque ojióla expuesto ese informe no podría variar 
la división id-I pleito cualesquiera fuesen -sus conclusiones. 

Stsfit: De h> expuesto en los considerandos anteriores se 
desprende qué las disposiciones leudes y reglamentaria* refe- 
rentes » la explotación del Puerto, «pie la Sociedad aetora cita 
a fe, 9á vta. y !»4, no se oponen a la interpretación dada en 
esta resolución a bis con vene iones pactadas por ambas parles, 
V Cabe agregar que la interpretación dada al convenio cele- 
brado y a los decretos del Poder Ejecutivo que se mencionan 
tampoco vulneran, a juicio del suscripto, ninguna de las pa- 
ran tías establecidas por loa arts. 14. 17 y 19 de ta Constitución 
Nacional, que en forma general e indeterminada, se invocan en 
el alegato de la artera. 

Por estas consideraciones: Pallo; Rechazando en todas sus 
partes la demanda interpuesta en e>t<>s untos por la Sociedad 
Anónima Puerto del Rosario contra don Vicente Francisco 
Boseh por cobro dé pesos. — Emilio ft. Tfistatht. 
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Rosario, 2* de moyo de 1949. 

Vistió, en acuerdo, lo- ñuto-» "Sociedad Anónima Pu'Tto 
del Rosario contra BoseJi Vicente KraneNeo s. cobro de pe- 
>..s" i Expte. 14.4tl'J de entrada^. 

Kl Dr. T.ubary. dijo; 

Prim/r»: Kl recurso de nulidad interpuesto por la ftctorá. 
contra la sentencia ilel inferíofc no se ha sustentado en la ins- 
tancia y como tío aparecen vicios que l¡i puedan invalidar, esti- 
mo debe ser desestimado, 

Spqundo: En su aspecto sustantivo, las cuestiones funda- 
méntale!) que hacen al pleito, emergen del alcance 'i'te cabe atri- 
buir á la clausula de míninib dé emba^ues y eómpensacñn! d* i 
:10 de lo no realizado en el año HUI. con las exportaciones 
tic 1!H*J: trente a la exoneración de embarques fijos, dispuesta 
¡.ara este último per i. «lo en el decreto del Poder Ejecutivo 
i, 118.283 \% 
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K! señor Vicente Francisco Boseli. arrendó ti la sociedad 
concesionaria del Puerto, el galp6n "J M desde el 1' de abril 
de l'Ml al ló de oclubn» de lí>42. Éste como todos los conve- 
nios de su gónero. contenía la cláusula de mínimo de embarque, 
ron sujeción a compensaciones futuras y hasta un :10 # con 
las exportaciones realizadas en el período subsiguiente, siem- 
pre y cuantío se prorrogara el convenid. 

Trrcno: La cantidad fijada ¡tomo mínimo en l;i especie 
asciende a 61.667 toneladas, que debían de efectuarse en el 
término de dieciocho meses y medio en que se fijó In duración 
del contrato. 

Arguye el Puerto, que, desde el 1" de abril «1 31 de di- 
ciembre d" 1!>41 — í> meses — se debió exportar 3<MXX) tonela- 
das, teniendo en cuenta que en todo período de 1* meses y 
itcdin. i] rompronii-" fin'- -le o*l,ó'li7 tonelada*. Como e] arren- 
ilatario embarcó solamente lQvífciS toneladas y im podía eoin- 
pensar con los que realizan el año VM'l. por liaberse suprimido 
el mínimo di* embarque en virtud del recordado decreto 
118:¿90/42i aquél ilebía pagar la diferencia no cumplida. 

Cmrtoi En los autos " Puerto ile Rosario é. Cía. Argen- 
tina de Elevadores, Recepciones y Embarques" la Cámara re- 
chazó ex prosM mente la pivten>íón de la adora similar a la que 
motiva este juicio y la Corte desglosó esta cuestión del proceso 
¡•enera I, dictando sentencia por separado sobre el tópico. rati- 
f ¡entorta de las de primera y segunda Instancias en sentido 
indicado ÉC. B. N„ t. 211. p. 177:»,. 

Este antecedente, por sí solo, valdría para rechazar la 
demanda, teniendo en cuenta la identidad de las cuestiones de- 
batidas y Ja fecha reciente de los pronunciamientos —el de la 
forte Suprema del '12 de setiembre de 1948 — , 

A mayor abundamiento, mu embargo, cabe tener presente 
«¡De en éStá feeÜtaj b> Cámara dictó sentencia en los autits 
••Puerto de Rosario e. De liiddcr Ltda.". En éste 

juicio >*■ demandaba nu saldo de embarque insuficiente del 
año 1984!, imposible de compensar eh iMo. por no haberse real i- 
gado tampoco en este último período las exportaciones míni- 
mas fijadas para dicho cielo. 

Consecuentemente con su criterio anterior, el Tribunal. 
4-n la causa <le referencia, decidió que los saldo», de embarque 
no i-innp!id*'s cu un a fin. sólo m- podían compensar con los del 
subsiguiente, si en éste a m vez. se cumplió la cantidad cojo- 
tratada. Es decir que la compensación por insuficiencia de un 
¡período úní'-am-Miti' son 1 ransferíbles ¡i] que le sigue, sobre los 
^excedentes'* de este último. Ello es consecuencia de una 
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interpretación armónica, con el propósito de los contratantes, 
día establecer para cada año un mínimo de exportación. Si se 
admitiera la compensación, no sobre los "excedentes" sino 
sobre cualquier cantidad embarcada, se burlaría los límites fijos 
estatuidos para cada período en los contratos, asentados, por 
lo demás» en los antecedentes determinados por el Poder Eje- 
uittvo en el decreto de 1926. 

Quinto: En el sub examen, acontece que lo dispuesto en 
el contrato tiene alisoluta y total vigencia para el año 1941. 
quedando modificado con respecto a 1942. por virtud del decre- 
to 118.283/42 (pie suprimió los mínimos de embarques para 
este año. Sobre el particular la Corte dijo en el fallo citado : 
"<¿ue la supresión del mínimo de embarque para lí>42 en nada 
modificó el régimen vigente en 1041, proyectadas sobre el año 
subsiguiente püea sus disposiciones no privan a los arrendata- 
ria del derecho de compensar en 1042 las insuficiencias de 
embarques del año precedente" y agrega "Que la supresión 
de la exigencia de un mínimo de embarques para el año 1942 
en nada podía obstar a la compensación de las insuficiencias 
de 1041. como se reconoce a fs. 171 y 2(11 vta. del expediente 
administrativo GG.G69. Pues dado que los arrendatarios, no 
tenían obligaeiúu alguna de embarque mínimo, con respeeto 
a 1042, podían en ejercicio del derecho que les acordaba el 
i lee reto del 4 de octubre de 1026, aplicar las exportaciones que 
se realizaron a cubrir el 30 % necesario para efectuar la eonv 
pensac ión pendiente ' \ 

He creído oportuno transcribir los párrafos salientes de 
bi sentencia del alto Tribunal, a! entender que con dichos con- 
ceptos se i resuelve la cuestión debatida en estos autos. 

Sexto: Se establece con facilidad que. aun prescindiendo 
del criterio del a quo que considera indivisible el pla7.o fijado 
para la duración del contrato, en términos generales se arriba 
n Ins mismas conclusiones de la sentencia en recurso. Si el 
decreto 118.283/42 introdujo modificación a lo pactado, obli- 
gando a separar el año 1041 del 1042, así eomo a una distri- 
bución del tonelaje entre amhos períodos, para adecuarse a las 
directivas impuestas ]>or el deereto básico del 4 de octubre 
de 192G. la situación no cambia en el sentido que, tampoco 
razonando de esta manera, la demanda puede prosperar. En 
meses y medio, se bahía comprometido Bosch a exportar 
61.6R7 toneladas. El prorrateo para el año 1041 arroja un total 
de 30.000 toneladas y para 1042 el saldo o sea 31.667 toneladas. 

Suprimidos los mínimos de ciaban pies para el año 1942 
por virtud del decreto 11H.283, el contrato celebrado entre 
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actor y demandado, sufrió osa modificación con respecto a este 
año. En tal situación, únicamente quedaba eti pie la ntvl ilación 
del arrendatario acerca de las ÍÍ0.000 toneladas gjae debió expor- 
tar en 1941, Empero, eonio subsistía a sn favor el derecho de 
compensar la insuficiencia, por no haber alcanzado el total de 
lo convenido eon embarques <lrl período subsiguiente, la misma 
«e podía cumplir con lo exportado en 1ÍÍ42 y no sobre los ^exce- 
dentes" de este año, supuesto que ya no "tenía obligación del 
mínimo embarcablc. 

Las cuestiones de fuerza mayor e inconstitucional idad que 
opone la demandada, no cuadran atento lo dicho por este Tri- 
bunal y la Corte en Ins tintos ya citados "Puerto de Rosario 
e./ Cía, Argentina de Elevadores, Recepciones y Embarques" 
fC. S. N., t. 211, pág. 177.")) y también en razón de la conclusión 
a que se arriba en el sub examen. 

En su mérito, soy de opinión que la sentencia en recurso 
debía ser confirmada en todas sus partes, con costas en ambas 
instancias. 

Los doctores Granados y Saecone, jmr análogas considera- 
ciones, adhieren al voto" precedente. 

En consecuencia, se resuelve: 

Confirmar la sentencia apelada, obrante do fojas lOó a 111, 
que rechaza en todas sus partes la demanda deducida en estos 
autos por la Sociedad Anónima Puerto de Rosario contra 
I). Vicente Francisco Bosch, por cobro de pesos. — Juan Car- 
los Lubartf. — Mauttel Granados. — Sanios ,/, Saccotte, 



Dictamen oel Procurador (¡exeual 



Supremn Cortei: 

Tanto en Yo que se refiere a la procedencia del re- 
curso extraordinario, como en lo que a la cuestión de 
fondo respecta, el presente caso guarda marcada ana- 
logía con el resuelto por V. E* en 211, 1775, 

Be conformidad con dicha doctrina, corresponde de- 
clarar bien crtneedida la apelación, y confirmar por sus 
fundamentos el fallo de fs. 138 en cuanto pudo ser nía- 
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loria del roeui-wo. — Bs. Ai rus, agosto 10 de líWít. --- 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Ks. Aires, 13 do octubre» do líMfl. 

Vistos los autos: "Sociedad Anónima del Puerto 
ile Rosario o. Bosob Vicente Fmnríseo s. cobro de 

peaos*^ en los que se ha cóiitíédidd a fs, 147 e) recurso 

extraordinario, 
f 'onsiderando : 

Que en el memorial presentado ante esln forte Su- 
I trema la adora sostiene que la compensación de los 
d.'IViU do embarque ea el caso de autos sólo puedo ser 
íteelíü ''oii los embarques 0,110 excedieren e| tonelaje 
roiTospomliente al año W2, por tratarse de un con- 
venio que comprendía |>arte del jiñi» líHt y del VM-. 
iXFltffiá, así, que pnra obtener el rechazo de la acción el 
demandado tendría que haber demostrado que cumplió 
«•I tonelaje que íi juicio ele la aetora correspondía a 
VM'2 y qii«- embarcó toneladas suficientes para cubrir 
ul tófoíí que dicha parte atribuye al año 1941 (con I". 

I a rfMiO'i-.-* ri-í-^Tt» — ta I inl.»l„'", qia 

para los contratos concertados (sil cualquier eíli- 
harqtti' podía sor aplicado a cubrir déficils porque Olí 
»sé ano 110 existía mínimo tpie integrar (fs, 170 y fs. 
ITO vtn.). 

Que el decreto en cuestión — cuyo a Ira neo con res- 
poetó a los contratos existentes filó determinado por 
esta Corte Supivina en Fallos: JU, 177"), 011 ol sentido 
*lr que no líbeíd a los arrendatarios del cinapliiniento 
di- las obligaciones enionrcnk»* ele la cláusula Sobre 
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mili i nio de embarques correspondientes al ano l*t41 
ni les privó del derecho de compensar on el siguiente 
las insuficiencias en que hubieren incurrido— nq auto- 
riza, cié niijgtina manera, el criterio discriminatorio 
sostenido por la recurren te, n que se lia hecho referen- 
cia en el considerando precedente. Di el i o decreto filé 
dietado el cíe abril do líU'i; es decir cuando se halla- 
ban vigentes y en vías de cumplimiento las obligacio- 
nes re fe rentes a dicho año — a cuyo efecto la circuns- 
tancia d© haberse suscripto o no tas respectivas solici- 
tudes no modifica la situación en lo más mínimo, como 
se declaró eii Palios: líll, 174Í)— y no contiene dispo- 
sición o excepción que establezca para Jos contratos a 
cumplirse en VM'2 celebrados en dicho año un trato di- 
ferente de los que con el mismo alcance hubieran sido 
concertados durante el año anterior. Eliminada, pues, 
por el citado decreto, la exigencia del mínimo de embar- 
ques paia el año lm% nada se opone a que los efec- 
tuados en él se apliquen n compensar el déficit del año 
1!)4I, emuo acería tía mente lq decide la sentencia recu- 
rrida. 

Qm t por otra parte, aceptar la pretensión de la re- 
currente a que se lia hecho referencia cu el primer con- 
siderando de esie pronunciamiento equivaldría, eviflen? 

L.íe, a Uialjleiier ja (mugacion fiel miuimo de cmhar- 
"luc suprimida por el decreto u« lls.2S:i 4J, dado que» 
CQitto antes se ha dicho, no habría razón para distinguir 
entre los casos en que ha mediado confíalo escrito y 
aquéllos en que no lo hubo. 

Que ante los términos en que el caso lia sido plan- 
teado en el memorial de fe. 1b7 y siguientes, sólo cabe 
limitar la decisión ele esta forte Suprema a la cues- 
tión examinada y maulener la de la íiYmiain de Ape- 
la fió; i. 
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Por tanto, (le acuerdo con lo dicta mi mulo por el Sr. 
Procurador tiene ral, confírmase la sentencia de fs. 138 
en lo que ha podido ser materia del recurso extraordi- 
nario. 

Lris R. LoNtuii — Rodolfo G. 
Valrxzukla — Tomas D. 
Casares. 



EKOS VELANDO 

SERVICIO MtUTAÍL 

El nrt. 41, itte. 6', del décreto n» •29.375/44 —ratificado 
por la lev 12.313- tiene por objeto evitar que dos herma- 
nos de ta misma clase o «le clases sucesivas se encuentren 
prestando el servicio militar con junta méate, siempre que 
se trate e.i ambos supuestos de servicio ordinario y qm' 
sea la consecuencia del hecho natural del nacimiento. Di- 
cha excepción no alcanza, pues, al ciudadano eiiyo hermano 
mavor fué llamado para prostar servicio simultáneamen- 
te con el peticionante, a loa fines de completar el ano que 
le correspondió por sorteo y que había interrumpido a raíz 
de un pedido de excepción. 



Sesti??i cía del Jfez Federal 

Rosario, 19 de julio tío l!Hí» 

Autos v vistos; La presentación que Da. María Teresa IV 
rrizzo Vdu.' de Velando linee a fs. 5, en la que pide sea excep- 
tuado del servicio militar su hijo Eros Velando, WjW/W?> 
matrícula n' 4.íMo.")fi4, D. M, K Aires, con pase al D. M. 
Ih ratificación del interesado a fojas 15. 

■ 

Y considerando, que; 

Primero: La situación que resulta de autos y que ocasiona 
la supuesta coincidencia de la permanencia en las filas de los 
hermanos Velando — que como se verá más adelante, no exis- 
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te — obedece 11 circunstancia» une nu son las derivadas del he- 
dió natural de mi nací miento. 

£11 efecto: el hermano del peticionario tramitó un pedido 
de excepción del servicio militar (expediente agregado por 
euerda) y. por imperio del urt. 4(i del decreto 29.375/44 (ley 
12.913), no fué incorporado ron los de su clase. Al denegarse 
la gestión es llamado a cumplir el servicio reglamentario y así 
se produce la pretendida coincidencia (pie se alega en a puyo 
de lu solicitado. 

Scfliimlo: La Corte .Supremo de Justicia de la Nación tie- 
ne sentada jurisprudencia en el sentido cpie surge de la prime- 
ra parte del considerando anterior, entre otros, en el caso de 
Berrocal (t. 19N, púg. 10:1) ; y más recientemente, y ya en vi- 
dencia la ley 12.913, la Exema. Cámara Federal de esta Sección 
ha dictado 'un pronunciamiento análogo en el fallo m 20,073 
(I temían). 

Tercero: Por otra parte, no están los hermanos Velandn 
incorporados a las filas simultánea mente. En la libreta dé en- 
rolamiento de Eros Velando consta ipie ha sido dado de baja el 
23 de Mayo pasado, por el art. 46 del Dio. 29.ílti4 44 {ley 
12.91ÍÍ). y así también resolta de los informes de rs. 13 14. 

En tales circunstancias, y eomo es ile práctica, el peticio- 
nario, en el supuesto de (pie se niegue la gestión en examen, 
tendrá (pie incorporarse ¡¡ cumplir sus deberes militares en el 
año próximo, para cuya época su hermano habrá cumplido el 
tiempo de servicio legal. 

Por estas consideraciones y con forme al dictamen fiscal 
de fs. H, resuelvo: Declarar que el ciudadano Eros Velando, 
no se encuentra Comprendido en la causal de excepción del in- 
ciso 6'. art. 41. Cap. II del decreto 29.375 44 (ley 12.913), — 

Akjumiru J. Frrraran*. 

— 

Sentencia de i.a Cámara Fedekai. 

Rosario. 20 de agosto de 1949. 

Vistos, en acuerdo, los autos "Velando, Eros — -excepción 
militar"— (expediente tí* 14.859 de entrada). 

Y considerando que : 

Primero i Eros Vela mi», elase 1928. matrícula individual 
4.04d.5íí4, Distrito Militar li. A.. Sección 16, Belgrauo. con 
pase al D. Sí. 33, asentado el 29 de noviembre de 1946. solicita 
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se le devlare rom prendido dentro di* la rousal de excepción 
'prevista en el art. 41. inc. 6? del decreto 12fH:í. por estar in- 
corporado mi hermano mavor Carlos Atilín, Clase t!**J7. ma- 
trícula ¡Aaivídtiai 5.908ÜOÓ, t). M. 33. 

Séffitndo; La coincidencia de la ¡tieorponn-ión de los Ucr- 
Tiianns Velando se debe h que el mayor, Carlos Afilio, inició 
después de haber sido inoorpnrado ron los de su rióse, su pe- 
dido de rxeepeión alegando estar eouiptendido en ln ti impuesto 
en el ine. :i v . del art. 41 de la ley Orgánieo Militar, que le £üí 
resuelt > drsrovorohkmente. (setiembre 10 tMH L Con lid motivo 
obtuvo la baja provisional. Conforme a lo establecido cu el 
a rl. 46 ih' la ley mencionada — el 21 de abril de lí*4S — , Du- 
rante H comente año y iuieiitrsi> el pelíei«narin, Krns — de la 
ríase ¡niíiediam siieesívo — ■ prestaba servicio, mi hermano ma- 
yor. Carlos Alilio. fin'' llamado paro eomplctar el año C|«e le 

correspondió por sorteo y cuyo cumplimiento fué interrumpido 
en virtud de su pedido de excepción ante.s referido. 

tercero: líu tales condiciones, el solicitante no se encuen- 
tro dentro de la situación prevista en la disposición invocada, 
desde que ello prevé ''1 coso dé dos hermanos, que por el heelio 

natural del nai-iniiento, se hallen simo|iáne;unente prestando 
el servicio militar que la ley impone a todos los argentinos y 
en i'f presente raso es evidente que de no haber mediado la 
gestión de Caerlos Aiilio o de haberla hecho i j «»u la debido 
muí ¡.'ipa.-ión— no se huliicra producido la coincidencia que se 
iÜVOeá para sustentar el dereeho de rximii-ión «pie se preten- 
de hacer valer. Admitir lo contrarío, e^ntvnkuHa a dejar o 
voluntad de lus interesólos, i-nando se trate de ciudadanos de 
eloses sucesivas, prpvocar la eau-al de excepción en (pie se 
fundamenta eMe pedido. 

f'u'irt,,- E&M Cáüiaxa >■» UJtf flüjffi mu- suarda estrecha 

analogía mil la presente, ron firma 'a por la Corte Supremo 
(t. 108, pa%. W:¡j, ¡nterpretandb el iric. v) del art. <¡:i de lo 
ley 17117. similar cu la parle pertinente eoli lo preceptuado 
en el i"**- 0" del art. -H de la actual Ley Orgánica -Militar, 
expresó, Q.Úe " : ío Que la ley lia querido con la previsión de 
referencia; es que dos hermano* de lo misma clase o fiases 
Mh-e-ivas. mi se encuentren prestando servicios conjuntamen- 
te, siempre que se trote en ambo* casos de servirlo ordinario 
y (pie sea lo consecuencia del hecho natural del nacimiento. 
Ksto es. ruando la conjunción se upera, por el juego normal 
de las reídas establecidas para el servicio militar obligatorio 
y boti tota) preseindeneio de la voluntad de lo» eiudadanos 
interesados". 
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('■Mi postorioi'iilihl y estando ya en vigencia él decreto 
u' 2!>.:J7-V U este Tribunal tuvo oportunidad de pronunciarse 
nuevamente, reiterando «ti tesis, éii otro pedido de excepción, 
euvas particularidades lu asemejaban al anterior {La Ley. 
t. ÍÍ7, páíí. 824). 

Por ello y de acuerdo eon lo dictaminado por el Sr. Fiscal 
de Cámara, se resuelve: 

Confirmar l.i resolución apelada obrante a fs. Ií> y vi h.. 
i|ite di-elíira tpie el ciudadano Eras Velando, no \u\ compro- 
hado bailarse comprendido en lo causal de excepción del ser- 
vicio militar, prevista en el art. 41. ine. tí" del decreto inuii. 
2!Ut7-V44 y mis complementarios, ratificados por la ley 12.01H. 
eximiéndolo del pajio de sel tildo. — Jmnt ('artos Ltthartj. — 
Manuel Granados. — Santos J. Baceone. 



Dictamen he i. PuocunAnoii (¡knekyl 



Suprema Corte: 

El Proéoradov .(Jcnoral, por la representación que 
me correspondo en los nulos caratulados : "Velando 
Éí'úh s. excepción n til i lar '% ejercitando |u facultad con- 
ferida por el art, 8* de la ley 4l).V>, a V. E. iti^o: 

Para el caso eme Y. E. considere debidamente fun- 
dndn el recurso extraordinario con el escrito en que so 
lo interpone (f¡*. 22), sería aplicable ul ruso lu jurispru- 
dencia sentada por \*. E. cu 1ÍÍS, 103. 

En esa oportunidad la Corte, tal como lo había do- 

cundo Hiirc 'ii .rhi^ i iu' m% \ rm i mu i t mn i 

que el honeftc&dó tic la excepción contemplado en la 
causal p re indicada, corresponde sólo en el caso de dos 
hermanos de la misma clase o de clases sucesivas que 
se encuentren prestando servicios conjuntamente, siem- 
pre que se trate en a tubos supuestos de servicio ordi- 
nario y <pie sea la consecuencia ¿él bocho natural del 
nacimiento. 

Por las razones precedentes y demás fundamentos 
de la sentencia dictada por la Cámara Federal de Ro- 
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surio, solicito ii Y. E. continué t'l fallo de fs. 20 en 
cuanto pudo ser materia dél recurso. — Bs. Aires, se- 
ttcmbrc U de VMll — CWÍ&S O. Dvlfino. 



YWUM DE LA COKTF SUPREMA 

Fís. Aires, 13 (le octubre de lí»4!t. 

Vistos lus autos "Velando, Eros s.| Excepción mi- 
litar", en los ijue se lia concedido a fs. '13 del principal 
el recurso extraordinario. 

Por sn> fundamentos; los del procedente dictamen 
del Sr. Procurador General y de acuerdo con la doctri- 
na sustentada por esta Torte Suprema ¡tt rri Fallos 
ÍÍK'Í, OS; lí»s, 103, ote. se confirma la sentencia de fs. 20 
en cuanto pudo ser materia de recurso. 

Lris R, Loxoin — Rodolfo G, 
Vauexzi"ei.\ — TííMÁs I>. 
Casares. 



lUEÍtfiALU) Y l'.\K¥HHXfr^eTttOS 

JCfíisntrcto.X Y CIWPKTEXVtA ¡ ÜfílápeUmia fi'ilfml. Camto 
fH tuth*. Viohui'ÍH de tuinmts fedérate*. 

El ¡n*t. -~ tlt' la ley 12.h:í:í debe ser entendido con arreglo 
a la, limitación establecida eii el art V de 1» misma ley 
que. 'apartándole del decreto íi'ifi 4(i. redujo la competen- 
cia di* los jueces administra! ¡vos de la Capital Federal 
al territorio á& ésta. 

So resultando de autos (pie ct Poder Ejecutivo de ln 
Xnción pretenda hacer us» do la facultad (pie le acuer- 
dan las leyes V2MH y 13.492 sino entregar la causa a) 
respectivo tribunal de justieia. debe declararse que las 
actuaciones ipie se hallaban en trámite ante la Secretaría 
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de Industria y Comercio referentes a una infracción a 
las normas sobre represión del agio cometida en una pro- 
vincia, no deben pasar a los tribunales de policía admi- 
nistrativa de la Capital, cilio a la justicia federal de la 
provincia en (pie se cometieron los hechos imputados. 



Sentencia del ¿vez Administrativo 

Bs. Aires, setiembre 30 de 1948. 

Autos .v vistos: las presentes actuaciones seguidas contra 
la firma Bergallo y Pastrone y otros por presunta i n fracción 
a la ley 12.591 (expte. 2698, f* 73). 

Y considerando: 

Que según resulta de lo actuado, las infracciones que se 
imputan a la firma Berilio y Pastrone y otras habrían sido 
cometidas en la Ciudad de Córdoba; por "tal motivo, este juz- 
gado es incompetente para intervenir en las mismas, por ra- 
zones de jurisdicción. 

Por ello y de conformidad con ío dictaminado por el Sr. 
Agente Fiscal, resuelvo: declarar la incompetencia del Juzga- 
do para entender en estas actuaciones seguidas contra la firma 
Bergallo y Pastrone y otras, debiendo remitirse al Sr. Juez 
Federal de Córdoba (art. 20 de la lev 12.830) . con nota de 
estilo. Insértese. — Adolfo R. f/abriell¡ 



Sentencia del Ji'E?. Federal 

Córdoba. 19 de abril de 1949. 

Autos y vistos: la cuestión de competencia articulada 
por el Sr. Procurador Fiscal en los presentes autos incoados 
contra "Bergallo y Pastrone y otros - ss. aa. de infracción 
a la ley 12.591", a fs. 86; y 

' í 

Considerando ¡ 

Que segúu el art. í)« de la ley 12.591 y el art. 2* del de- 
creto-ley 16.216/46. corresponde entender en las infracciones 
a la disposición legal primeramente citada, a los Tribunales 



\ 
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de Policía Administrativa, lo que es ratificado por los arts. 
1, 22 y 2!) del decreto-ley 946/46 y arts. 1 y 2 de la ley 
12 833 

Que las disposiciones del Cód. de Procedimientos Penales 
de ta Capital, supletorios del procedimiento federal, que esta- 
tuyen sobre la competencia, no son aplicables en este caso 
por su especial derogación (arts. 20 del decreto-ley 946/46 y 
21 de la ley 12.833). . 

Que, por otra parte, el art. 1" de la ley 13.492. modifica- 
toria dn las Nos. 12.983 y 12.830, establece la jurisdicción ape- 
lada de los Juzgados Federales, por lo que sería contrario a un 
sano principio de economía procesal, atribuir a un mismo 
Tribunal dos gradas en el conocimiento de Ins causas. 

Por ello y oído el Sr. Procurador Fiscal, resuelvo: revo- 
car por contrario imperio el decreto de fecha 14 de octubre 
de 1948, de fs. 88 y en consecuencia, declarar la incompeten- 
cia de este Tribunal para seguir entendiendo en los presentes 
autos. Devuélvanse los mismos al Sr. Juez remitente, con 
atenta nota de estilo. — Francisco Luperi. 

Sentencia del Juez Adminístrativo 

Bs. Aires, mayo 9 de 1949. 
Autos y vistos: Considerando: 

1. Que de acuerdo con lo dispuesto por el art. 20 de la 
ley 12.830, este Juzgado declaró su incompetencia para enten- 
der en estas actuaciones, remitiéndolas al Sr. Juez Federal 
de Córdoba, qqiet», a su vez, las ha devuelto por conceptuar 
que corresponde su substanciación a los Juzgados Adminis- 
trativos, en razón de lo establecido p»r los arts. 1», 22 y 23 
del decreto 956/46 v arts. 1*, 2* de la ley 12,833. 

2. Que esta última ley. que creó los juzgados adminis- 
trativos, estableció en el art. 1» que las infracciones a la ley 
12,591 v lev complementaria {12.830), serían juzgados por 
cinco jueces* de la Capital Federal y uno por cada territorio 
nacional. El carácter local así atribuido a estos tribunales, 
resulta también de otros disposiciones, como la que los hace 
depender de la Cámara del Crimen de la Capital (art. 3*) ; 
la que determina que sus resoluciones serán apelables para 
ante los jueces del Crimen (art. 7*) ; y la que establece que 
en los casos que corresponda aplicar penas corporales deben 
actuar los fiscales de la misma jurisdicción (art. 8«). 
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Los anter-edentes parlamentarios, relai-ioniidns con la san* 
ción de esta ley ilustran aún más sobre su alcance. Después 
de dictada la ley 12.830. el Senador Mol i na r i propuso, en la 
sesión realizada por la Cámara de Senadores de la Nación el 
12 de julio de 1946, que se tratara la ratificación con fuerza 
de ley del decreto 956/46 sobre Tribunales de Policía Admi- 
nistrativa y Procedimiento, y expresó: "votada ayer la ley 
de fondo, ésta corresponde como ley de forma, es decir, que 
está aquí todo el procedimiento con que se aplicará aquélla, 
en la Capital Federal y Territorios Nacionales " (Diario de 
Sesiones, 12 de julio de 1946, pág. 230). £1 despacho de la 
comisión respectiva fué tratado eí día 17 del mismo mes y 
en esa oportunidad el miembro informante senador Bamella, 
dijo: "...las normas de procedimiento, así como la creación 
de juzgados son funciones que competen al Congreso de la 
Nación, actuando en este caso como Legislatura local de la 
Capital Federal y territorios nacionales... Lo que se hace 
por esta ley es atribuir una competencia determinada a un 
núcleo de jueces, como ocurre en las demás materias del dere- 
cho. Así, existe una competencia comercial, otra criminal, otra 
civil. . . ; el hecho de legislar el Honorable Congreso como Le- 
gislatura local para la aplicación de las sanciones en que pu- 
dieran incurrir los infractores a esta ley, no implica que en 
cada provincia los jueces ordinarios no puedan aplicar estas 
sanciones, porque en nuestro concepto, puede decirse que los 
infractores de la ley 12.591, cometen delitos de derecho co- 
mún, y por lo tanto, los jueces ordinarios de las provincias 
están en condiciones de aplicar las sanciones correspondientes, 
fin perjuicio, todo ello, de que en cada provincia, en la me- 
dida que ellas lo consideren conveniente, se oreen los jueces 
especiales o procedimientos determinados para la aplicación 
de esta ley..." (Diario de Sesiones, 17 de julio de 1946. 
pág. 264). Sobre la base de esos conceptos se modificó el 
art. 1* riel dec. 956/46 — que se trataba de ratificar—, porque 
existía "una anomalía, al crear cinco jueces de Policía Admi- 
nistrativa para todo el territorio de la República, pues, en 
nuestro concepto — dijo el miembro informante Dr. Raniell» — 
esto impediría en la práctica la aplicación recta de la ley" 
tlD., pág. 26¡T). Se aprobó, pues, el despacho de ta Comisión, 
quedando redactado dicho artículo, en la jwirte que interesa 
en los siguientes términos: "El juzgamiento de las infraccio- 
nes a la ley 12.591 y ley complementaria, estará a cargo de 
cinco jueces en la Capital Federal, y uno en cada territorio 
nacional con excepción de Tierra del Fuego, sobre cuyo te- 
rritorio ejercerá jurisdicción el juez de Santa Cruz". 



mu 
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Eüte texto que luetfii fué aceptado por la Cámara de 
Diputados, v las antecedentes parlamentarios referidos, ponen 
en evidencia cuál fué Ir voluntad del legislador al sancionar 
la lev 1*' S33 La Corte Suprema de Justicia lia disipado toda 
duda' snhre la interpretación t 4 iif corresponde, al reconocer vi¡- 
ráeter local u los jugados administrativo* ( Fallos: t. 209* 
pág. 272; t. 210. páp. 830). 

't Que la* razones expuestas se estiman fundamentales 
pata sostener la ¡iiuompetencia de este Juzgado para entender 
,n la presente causa, en que lus presuntos infractores a la ley 
I2 5H1 tienen sus domicilios en la (Sudad de l ordoba, y en 
ella habrían ineurrido en las transgresiones ipio se le» atribu- 
veu Lu rompeteiieia del Juzgado Federal deriva: en primer 
tu^ar. por razones de jurisdicción; y en segundo lugar por 
el«ri ''0 dé la lev 12.830 que espri'samente establece: Hasta 
tanto se coustituyán los tribunales administrativos fedérale* 
nata aplicar las disposiciones de esta ley. conocerán en todas 
las cuestiones regida* por la misma los tribunales de justicia 
1-ederal'" El carácter local .pie la ley 12.333 lia asignado, a los 
mzgndos administrativos de la Capital Federal y la eireun* 
tam-m de no haherse constituido osos tribunales en las pro- 
vincias, han hecho que aún se mantenga en vigencia esta 
disposición transitoria. 

4 Que en el supuesto de Que se afirmara (pie las leyes 
v 13 4Í12 han modificado el régimen anterior, tampoco 
en esté caso ¿or respondería intervenir a los juzgados adminis- 
trativos de la Capital Federal. 

Por estas consideraciones y de contomudad con lo dieta- 
minailo pin- el Sr. Fiscal, resuelvo; mantener la incompetencia 
del Juzgado para entender en las ^W^M, 
sv devolverán al Sr. Juez Federal de Córdoba, invitándolo en 
el caso de insistir en lo dispuesto a fs. íH). a elevar los ante- 
vientes a la Corte Suprema de Justicia para resolver la 
cuestión planteada. — Adolfo J?. OahneUu . 

Sentencia del Jüez Federal 

Córdoba. 30 de mayo de 1949. 

Vista: l.n cuestión de competencia planteada por el Sr. 
Juez ádmiuistmtivo de la Capital Federal Dr. Adolfo H. 
Gabriel! i el que por auto de fecha nueve del corriente mes 
v año mantiene la resol u - ¡ó ti de fs. 86; las razones que fun- 
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(lamentan lo dispuesto a f s, 90 y lo aconsejado por el Sr. Pro- 
curador Fiscal, se resuelve: mantener el auto que decreta la 
incompetencia de este Tribunal para entender en esta causa 
y elevar estos obrados a la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación» para que determine el Juzgado competente. — Fran- 
cisco de Virgilio. 

JjlCTAMEST DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

El art. 20 de la ley 12.830 establece que 11 Hasta 
tanto se constituyan los tribunales administrativos fe- 
derales para aplicar las disposiciones de esta ley, co- 
nocerán en todas las cuestiones regidas por la misma 
los tribunales de justicia federal*'. 

No resulta de autos que el Poder Ejecutivo quie- 
ra poner en ejercicio las facultades que le acuerda el 
art. 1* de la ley 1 2.083, ni se halla en discusión la que 
le otorga el art. 2* de la n« 13,492. 

La cuestión a qne da lugar esta contienda debe, 
pues, resolverse por razón del lugar, y por aplicación 
del citado art. 20 de la ley 12.830, en favor de la com- 
petencia del Sr, Juez Federal de la ciudad de Córdo- 
ba. — Bs. Aires, junio 28 de 1940. — Carlos G. Dctfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs* Aires, 13 de octubre de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: * 

Que la presente causa fué iniciada con motivo de 
hechos denunciados al Director de Abastecimiento ¿leí 
Ministerio de Apicultura de la Nación como infraccio- 
nes a la ley 12.591 <fs. 1). 

i 
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Que hallándose las actuaciones en trámite ante la 
Secretaría de Industria y Comercio de la Nación, fue- 
ron remitidas el 18 de mayo de 1948 al juzgado admi- 
nistrativo de la Capital letra II, cuyo titular se declaró 
incompetente |>or entender que el conocí miento de la 
causa corresponde al Juzgado Federal de Córdoba, pro- 
vincia en ta cual habríanse cometido los hechos de refe- 
re nei a. A su vez, el Sr. Juez de Sección afirma carecer 
de competencia, sohre la base de que la tiene el juzgado 
administrativo mencionado, 

(¿ue en el régimen establecido por la ley 12.591 co- 
rrespondía al Poder Ejecutivo de la Nación aplicar las 
sanciones establecidas para las infracciones a sus nor- 
mas, con apelación ante la justicia federal (art. 9* ; Fa- 
ltos: lí>7, 55), 

(Juc dicho procedimiento fué modificado con moti- 
vo de la sanción de la ley 12.833 por la cual se crearon 
los tribunales de policía administrativa en ta Capital 
Federal y los territorios nacionales, y de la ley n* 12.830 
que reformó tas disposiciones de ta n* 12,591. 

Así, por una parte, el art. 20 de la ley 12.830 dis- 
puso que "hasta tanto se constituyan los tribunales 
administrativos federales para aplicar las disposicio- 
nes de esta ley, conocerán en todas las cuestiones regi- 
das por la misma, los tribunales de justicia federales". 

To r otra parte, el art. 22 do la ley 12.833, reprodu- 
ciendo el correlativo del decreto n* 95ÍÍJ46, estableció 
que "las causas que actualmente se encuentren en trá- 
mite ante ta División Salas Sumariales de ta Dirección 
de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Industria y 
Comercio, pasarán en el estado en que se encuentren a 
los jueces creados por esta ley, teniéndose todo lo ac- 
tuado en las mismas por válido» sin necesidad de ulte- 
rior ratificación ante el juez correspondiente. Los jue- 
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ccs imprimí rán las normas de procedimiento dispuestas 
en la presente ley, en la continuación de los trámites. 

Resulta así patente que se substraían a la decisión 
del Poder Ejecutivo de la Nación tanto las causas so- 
bre i n fracción á la ley 12.591 como a la ley 12.830, para 
someterlas ni conocimiento de los tribunales de justicia. 

Que, sin embargo, el art. 22 de la ley 12.833 debe 
ser entendido con arreglo a la limitación establecida en 
el art. l e de la misma ley que, apartándose del decreto 
956 j 46, redujo la rom potencia de los jueces administra- 
tivos de la Capital Federal al territorio de ésta; por lo 
que no incumbo a dichos magistrados conocer de las in- 
fracciones n las normas sobre represión del agio come- 
tidas en las provincias, como lo lia declarado esta Corte 
Suprema en el fallo pronunciado hoy en la causa seguida 
contra José Pino por violación al art. tf> de la ley 12.830. 

(¿uc si bien leyes posteriores (las Nos. 12.983 y 
13.492) lian autorizado nuevamente al Poder Ejecutivo 
de la Nación para aplicar sanciones, no está en cuestión 
el ejercicio do osa facultad, pues no resulta de autos 
que se pretenda hacer uso de ella sino, por el contrario, 
poner la causa en conocimiento del tribunal de justicia 
que corresponda. 

Que con arreglo a ¡os antecedentes expuestos y a 
las disposiciones concordantes de las leyes 12.830 (art. 
20), 12. 9S3 (art. 3°) y 13,492 (art. 4*) debe concluirse 
que ol conocimiento de la presente cansa no corresponde 
a los tribunales de policía administrativa de la Capi- 
tal, sino a la justicia federal de la provincia en que se 
cometieron los hechos imputados {confr, doctrina de 
Palios i 211, 725). 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General, declárase que el Sr. Juez Federal 
de la ciudad do Córdoba es el competente para entender 
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vil este juicio seguido contra Bcrgallo y Pus troné y 
otros sobro infracción a la ley 12.591. Eu consecuencia, 
remítansele los autos y hágase saber en la forma de 
estilo al Sr. Juez Administrativo de la Capital Federal. 

Luis R. Lokohi — Rodolfo 0. 
Valenzuela — Tomás D, 
Casares. 



MU-MU PJiODI'ÍTOS KOCIEDAU I>E REKPOXSABILl- 

DAD LIMITADA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rtqttisitos fórmale*. Interposición 
del tecwr*o. Fundamento. 

El escrito en que se interpone el recurso extraordinario 
debe expresar la cuestión federal que se intenta someter 
a la Corte Suprema de manera clara y precisa y expresar 
las circunstancias de hecho de la causa y la relación que 
guardan con las primeras, de tal modo que su sola lectura 
permita apreciar lo referente a la procedencia del recur- 
so y h los puntos sobre que ha de versar el pronuncia' 
miento del Tribunal. 

BECURSO EXTRAORDINARIO : Requiitito* propio». Cmafííws na 
federales, Inter prttadón de norman lócale* de procedimiento». 

Es improcedente el recurso extraordinario si las cuestio- 
nes federales propuestas no se vinculan con la multa apli- 
cada, sino con la clausura del establecimiento de la so- 
ciedad recurrente, punto sobre el cual el jue* de la causa 
— municipal de faltas — putiende que no le incumbe deci- 
dir, por haberla dispuesto el D. E. Lo referente a la 
falta de jurisdicción, aparte de no revestir carácter fe- 
deral, no puede estimarse decidido en forma incompatible 
con et art, 7* del Código de Faltas y la Ordenanza 12.355. 
pues una cosa es que los jueces de faltas puedan aplicar 
la clausura como sanción a las infracciones cuyo juzga- 
miento les compete y otra que estén habilitados para 
rever las decisiones del l), E.. dictadas en ejercicio del 
poder de policía de su incumbencia. 
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MUNICIPALIDADES. 

La clausura de un local dispuesta por el D. K., en uao 
de lo que considera poder de policía de mi incumbencia, 
puede ser objeto de revisión por Jas Cámaras en lo Civil 
de la Capital. 

CONSTITUCION X ACION AL: Dichos ¡¡ garantía», Defcnm en 
juicio. Procedimiento y sen temía. 

La distinción entre la i-lausura de local aplicable por 
jueces municipales de faltas como sanción a Isa infrac- 
ciones cuyo Juzgamiento les compete y la que puede apli- 
car el D. E. en uao de lo que considere poder de policía 
de su incumbencia, 113 importa desconocimiento de la» 
garantías de los arta. 26 y 29 de la Constitución Nacional, 
porque no impide la revisión judicial de la referida me- 
dida administrativa, en virtud de lo dispuesto en el ine. 3* 
del art 80 de la ley 1893. 

Dictamen t>el Procubador Gkneral 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido a fs. 7 de los 
autos agregados 110 esta fundado en los términos que 
lo exige el art, 15 de la ley 48, según la interpretación 
reiterada que V. E. ha dado a la citada disposición legal 

Siendo ello suficiente para determinar su improce- 
dencia, corresponde desestimar la queja interpuesta por 
su denegatoria. — Bs Aires, octubre 7 de 1í*49. — Car- 
los O. Delfim. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 13 de octubre de 1949. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el recurrente en la causa Mu Mu Productos Sociedad 
de Responsabilidad Limitada — Apela resolución del 
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Sr. Juez Municipal de Faltas", para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia existente so- 
bre la materia —Fallos: 213, 246 y 279 y otros— el es- 
crito en que se deduce el recurso extraordinario debe 
enunciar de manera precisa las cuestiones federales 
(jue se desea someter a esta Corte y expresar además, 
las circunstancias de hecho de la causa y la relación 
que guardan eon las primeras, de tal modo que su sola 
lectura ¡jerinita apreciar lo referente a la procedencia 
del recurso y a los puntos sobre que lia de versar el 
pronunciamiento del Tribunal. 

Que como bien dictamina el Sr. Procurador Gene- 
ral el memorial de fs. 7 no llena los referidos requisitos, 
lo que basta para que la queja deba ser desecharía. 

Que además, las cuesiones federales propuestas a 
t's. 7, no se vinculan con la multa aplicada, sino con la 
clausura del establecimiento de la sociedad recurrente, 
punto sobre el cual el juez de la causa entiende que no 
le incumbe decidir, por habérsela dispuesto por el D. E. 

Que tal cuestión —la ausencia de jurisdicción- 
aparte de no revestir carácter federal, por estar regi- 
ría por preceptos que no tienen tal natutalcza, no puede 
estimarse decidida en forma incompatible con el art. 7 
del Código de Fnltas y la Ordenanza 12.355. Pues una 
cosa es que los jueces de faltas puedan aplicar la clau- 
sura f mío sanción a las infracciones cuyo juzgamiento 
les compete y otra que estén habilitados para rever las 
decisiones del !>. K. dictadas en uso de lo que aquél 
entienda ser el poder de policía de su incumbencia. 

Que a ello cabe aún agregar que la distinción pre- 
eedente no importa desconocimiento de las garantías 
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constitucionales invocadas en los autos, porque no im- 
pide la revisión judicial de las referidas medidas ad- 
ministrativas» que incumbe, por virtud de lo dispuesto 
en el inc. 3? del art. 90 de la ley 1893, a las Cámaras 
üii lo Civil de la Capital —Fallos: 210, 543™. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador Gei.^ral se desestima la precedente 
queja. 

Luis R. Longui — Rodolfo G, 
Valejízubla — Tomás D. 
Casabes. 



ARTURO JOSE GARCÍA v. "CIA GRAL. FABRIL 

FINANCIERA 

IlECUnSQ EXTRAORDINARIO: Requisitos fórmale». Interposición 
drl recurro. Fundamento. 

Hállase debidamente fundado el recurro extraordinario 
. ai el escrito de interposición satisface los fines a que res- 
ponde lu jurisprudencia de la Corte Suprema referente 

a ese 



PAGO: Prittripio* generales. 

La, circunstancia de i|ue, según la jurisprudencia de la 
ttuprema Corte de Justicia de ta Provincia de Buenos 
Aires en la época en que ocurrieron los hechos a que se 
refiere I» causo, los obreros indust rales no estuvieran 
comprendido* entre los beneficiarios de la ley 11.729, 
no basta para eonsi dorar al patrón como titular de un 
dereclio adquirido a la liberación si pudo ser demandado 
por el obrero ante los tribunales de la justicia del trabajo 
de la Capital Federal — euya jurisprudencia no ha invo- 
cado el apelante, ni menos demostrado que coincidiera con 
la imperante en la provincia — y no ha probado eircunstan- 
cía alguna que haga al efectivo cumplimiento del decreto 
n* 32,347/44 y que permita variar la solución del litigio. 



um 
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Sentencia del Juez del Trabajo 

Bs. Aires, mayo 7 de 1949. 

Autos y vistos: 

El presente juicio seguido por José Arturo García contra 
Compañía General Fabril Financiera, Sociedad Anónima" 
por cobro de la suma que resulte de autos por concepto de 
diferencia de salarios por enfermedad de aeuerdo con la lev 
11.729. 

Expresa el actor que actúa a las órdenes de )a demanda- 
da desde el mes de setiembre de 1943; apresa que a partir del 
año 1944 estuvo enfermo en distintas oportunidades abonán- 
dole durante las ausencias la firma empleadora solamente 
"medios jornales". Reclama el cobro de la diferencia hasta 
la integración del jornal . por el monto resultante de las cons- 
tancias de autos. 

En la audiencia de fs. 20 la demandada opone la defensií 
de prescripción y contesta la acción; reconoce et carácter y 
antigüedad del reclamante y que las ausencias por enferme- 
dad fueron liquidadas de conformidad con el interesado de 
acuerdo al respectivo convenio colectivo de trabajo. Sostiene 
no adeudar por el concepto importe alguno y termina soli- 
citando el rechazo de la demanda. 

Y considerando t 

Que, corresponde en primer término referirse a la defen- 
sa de prescripción interpuesta por la demandada; al respecto 
tiene reiteradamente resuelto el suscripto que es de aplicación 
el art. 847. inc. 2* del Cód, de Comercio ("Peana II c, Fane- 
líi y Cía. F. s/ Ley 11.729"). De acuerdo a la fecha de inter- 
posición de la demanda (fs. 1) y período legislado en la refe- 
rida disposición legal, debe declararse proscripta la acción 
por la reclamación de retribución por enfermedad anteriores 
al 26 de agosto de 1944. Así se declara. 

Que en cuanto al fondo cuestionado en autos, tiene tam- 
bién reiteradamente resuelto el suscripto el derecho que le 
asiste al dependiente de reclamar la diferencia de la retri- 
bución ¡»or enfermedad cuando la misma no se efectuó en 
legal forma, aunque existan disposiciones contractuales» que 
establezcan un pago inferior al expresamente determinado 
por el art. 155 del Cód. de Comercio, dado el carácter de 
orden público (art, 158 del Cód. cit.) de la referida disposi- 
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ción legal (-"Bolla v. e. Bycla fcs. Á s./ salarios enfermedad'* 
"Gen i nazíti E. M. E. e. tí rafa S. A. sY/ salarios enfermedad"). 
Sin per juicio de lo expuesto en el caso que nos ocupa, debe 
hacerse resaltar que el convenio invocado por la firma em- 
pleadora (arfe 8* a 38) hace referencia al pago de los medios 
jornales éri los casos de ausencia por enfermedad, con la 
aclaración de que ''Esta cláusula no anula beneficios mayo- 
res ni al derecho que puedan tener los obreros por acnerdo 
de las partes o por lo establecido por la jurisprudencia. . 
vale decir, que deja a salvo- el mayor derechn de los depen- 
dientes en Jos casos de enfermedad, y en la présente actuación 
el interesado persigue precisamente se haga efectivo ese ma- 
yor derecho dispuesto por el art, 155 del Oód. de Comercio 
de aplicación a los efectos pertinentes ("Lagreea O. c, Mann- 
seda S, A. s./ despido''). 

Que, establecida la procedencia de ta reclamación corres- 
ponde determinar el monto a favor del obrero; de acuerdo 
a la Pericia Contable, que no fuera observada por las partes, 
el actor percibió por concepto de medios jornalen por enfer- 
medad a partir de la fecha que se ha declarado prese ripia la 
acción precedentemente, la suma total de $ 232,48 m/n. 
(Pcia. Cont. a fs. 32 vta.). en consecuencia la demanda debe 
prosperar por igual suma basta completar la retribución to- 
tal de los días de ausencia por enfermedad íart. 155 y conc. 
del Cód. de Comercio). 

Por todo lo expuesto y citas legales consignadas, fallo: 
Haciendo Ingar parcialmente a la defensa de prescripción 
interpuesta por la demandada y declarar prescripta !a acción 
por cobro de diferencia de jornales con anterioridad al 26 
de agosto de 1944 ; haciendo lugar parcialmente a la demanda, 
y, condenando a "Compañía General Fabril Financiera, So- 
ciedad Anónima" a pagar dentro del tercer día a «fosé Ar- 
turo García, la suma de $ 232,48 m/n., sus intereses desde ta 
notifieación de fs. í» y costas íart. 92, D. O, ley 12.948). — 
O. M. A. Cattóneo. 



Dictamen* del Procurador General 
Suprema Corte: 

En un easo que ¿ntarda ceñida analogía con el pre- 
sente (Oarbone Roque v. Cía. General Fabril Financie- 
ra — í> de junio t\e 1949), V. E. se pronunció a favor 
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de las pretensiones de la demandada, en lo que a la 
procedencia del recurso se refiere. 

Por tanto, y dejando a salvo mi opinión adversa 
expresada en los citados autos, pienso que corresponde 
hacer lugar a la queja interpuesta abriendo el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 50. — Bs. Aires, setiem- 
bre 5 de 1949. — Carlos O, Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 13 de octubre de 1941». 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
la demandada en la causa García Arturo José c.| Cía. 
Gral. Fabril Financiera", para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Y considerando: 

Que el escrito de fs. 50 en que el recurso extraordi- 
nario fué deducido, satisface los fines a que responde Ir 
jurisprudencia de esta Corte en lo atinente a los re- 
quisitos del fundamento de la mencionada apelación. 
Corresponde, en su mérito, con arreglo a lo decidido 
en el precedente que menciona el Sr. Procurador Ge- 
neral en su dictamen de fs. 4, declarar mal denegado 
el recurso extraordinario a fs. 55 del principal, lo que 
así se decide. 

V considerando en cuanto al fondo por no ser nc- 
ctesarí» más sustanciación : 

Que como lo resolvió esta Corte en los autos " Car- 
bono Koquc v. Cía. Gral. Febril Financiera" — fn lin- 
dos en íl de junio de 1949 — , no basta la circunstancia, 
aun comprobada, de la interpretación de la ley 11.729 
acordad» por la Suprema Corte de la Provincia de 
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Buenos Aires —con arreglo a lo que habría procedido 
la demandada— para sustentar la defensa que en los 
autos se intenta. Es el caso, en efecto, que a la época 
de los pagos no proscriptos, con arreglo a la sentencia 
apelada y a la pericia de fs. 32 del principal, estaba en 
vigencia el decreto 32.347 de 1944, cuyo art. 4» permitía 
ni obrero acudir a los Tribunales del Trabajo de la 
Capital Federal, cuya jurisprudencia no ha invocado 
el apelante, ni menos demostrado que coincidiera con 
la imperante eu la provincia. Tampoco ha alegado el 
recurrente, ni desde luego, probado, circunstancia al- 
guna que haga al efectivo cumplimiento del decreto 
32.347|44 y que permita variar la solución del litigio. 

En su mérito y habiendo dictaminado e! Sr. Pro- 
curador General se confirma la sentencia apelada de 
fs. 48, en lo que ha sido materia del recurso extraordi- 
nario. 

Luis R. Longui — Rodolfo G. 
Valbkzuela — Tomás D. 
Casares. 



INDALECIO MENDIBERRI in re-. EMILIO OARDEV 
v. EDUARDO GARDEY 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cue^t tunes n-, 
federales, Interpretación de normas inertes ríe procedimientos. 

Por lo común, no son susceptibles de recurso extraordi- 
nario las resoluciones del superior tribunal de la causa, 
referentes a la defensa de cosa juzgada, en tanto no apa- 
rezca indudable la modificación arbitraria de derecho» 
acordados por decisiones firmes, ni se trate de la inter- 
pretación de un fallo de la Corte Suprema, con el que 
pueda estar en conflicto el pronunciamiento en recurso. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestione* no 
fedérale?. Interpretación de norma* Incale* de procedimientos. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que decide el punto referente a la improcedencia 
de la excepción de cosa juzgada, opuesta sobre la base de 
un anterior pronunciamiento del mismo, tribunal, por ra- 
zones de derecho común y procesal y de hecho, de manera 
que no admite la calificación de arbitraria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requwiói propio?. Sentencia de- 
finitiva. Rcflohtfione* anterinrr.* a la sentencia definitiva. Varias. 

Aunque el recurso extraordinario se funde en que la 
sentencia apelada invalida derechos reconocidos por fa- 
llos de los tribunales de la Nación, no es dado prescindir 
del requisito de sentencia definitiva, ya en el sentido 
de decisión que ponga fin al pleito, ya de auto qne causa 
gravamen irreparable. A falta de dicho requisito en el 
easo en que el rechazo de la defensa de cosa juzgada no 
termina el juicio, ni produce agravio que no sea subsa- 
nadle en las instancias ordinarias, no procede el recurso 
extraordinario. 



SES'TEXCrA DEL JUEZ EN* LO ClVIL 

Rs. Aires, octubre 20 de 1948. 

Y vistos: Para resolver sobre la excepción opuesta a fs. 
23 y 41 y 

Considerando : 

1» La presente ten-cría de dominio deducida por el Sr. 
Indalecio Mendiberri. en la ejecución seguida por D. Emilio 
Gardey contra D. Eduardo Gardey, los demandados en uso 
del derecho acordado por el art. 9» del Cód. de Proceda., 
oponen como de previo y especial pronunciamiento la excep- 
ción perentoria de cosa juzgada autorizada por el inc. 1* de 
dicha norma legal. 

Fundan sn defensa en las razone» que aducen en los es- 
critos de fs. 23 v 41 v sostienen que en los autos caratulados 
"Mendiberri Indalecio en juicio Gardey Emilio e. Gardey 
Kd nardo s. cobi-o de pesos, incidente sobre levantamiento de 
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embargo" que tramitan ante este mismo J turado y Secreta- 
ría, en expediente n» 27.288, han sido resueltas de manera 
definitiva las cuestiones que pretende reeditar el tercerista 
mediante la nueva acción que intenta en este juicio. 

2* Por su parte el Sr. M< -ndiberri pide el rechazo de la 
excepción afirmando que, si bien en el caso concurren las identi- 
dades de personas y objeto o cosa demandada con respecto al 
incidente anterior, falta uno de los elementos constitutivos de 
la res jnMcata, cual es la causa, por cuanto su reclamación for- 
malizada en el expediente N* 27.288 no fué una tercería sino 
un simple pedido de desembargo que motivó una incidencia 
que debía resolverse por su procedencia o improcedencia, pero 
que de modo alguno enervaba su derecho a, deducir en el mo- 
mento que considerara oportuno la verdadera acción de terce- 
ría con arreglo a las normas de los arts. 529 y siguientes del 
Cód. de Procedimientos. 

3» En estos términos se trabó el incidente y de ello resul- 
ta que no hay discrepancia sobre la existencia de dos de las 
tres identidades clásicas que caracterizan la cosa juzgada; son 
ellas la identidad de partes y la del objeto o cosa que motiva 
la reclamación, en este caso la fracción de campo denominada 
"Las Horquetas''. Se disiente en cambio sobre la existencia 
de la identidad de la causa y por tanto sobre tal punto en dis- 
cusión ha de versar este pronunciamiento. 

Con respecto a los elementos constitutivos de la cosa juz- 
gada no existe en nuestra legislación de fondo una disposición 
que los establezca específicamente. En su nota a los arts. 1102 
y 1103 del C. C. el codificador claramente señala como elemen- 
tos indispensables para la existencia de la cosa juzgada las tren 
identidades clásicas de partes, objeto y causa, pero es indudable 
que su intención al no incluirlas específicamente dentro del 
contenido de los preceptos, a diferencia de la legislación fran- 
cesa, ha sido permitir una mayor elasticidad y libertad de, 
acción al intérprete, dejando librado al criterio del Juez la 
apreciación de las circunstancias especiales que concurren en 
rada caso para determinar si existen o no lo» elementos que la 
configuran. 

4 o En este orden de ideas y sobre la base de esa doctrina 
analizaré ta situación planteada en autos a la luz de los ele- 
mentos de juicio aportados por las partes. La cosa juzgada 
ha de referirse a lo peticionado y resuelto expresamente. Eu 
el incidente, que la Excma. Cámara calificó la tercería, el 
Sr. Mendiberri solicitó que se dejara sin efecto la anotación 
de la parte dispositiva de la sentencia a que se refiere su 
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«acrito de fs. 4, pedido que amplía a fs. 7 reclamando el levan- 
tamiento del embargo. Si bien ambas peticiones ge fundamen- 
tan en que es propietario del inmueble cuya subasta .se ordenó 
en la ejecución, no hay un pronunciamiento expreso sobre ai 
le perteneee o no el dominio del bien que es lo que aquí ahora 
redama medíante la interposición de esta demanda. En con- 
secuencia la cosa juzgada que invocan los demandados no tiene 
el alcance que le atribuyen, sino que debe limitarse a lo que 
ha sido objeto de resolución por la Exenia. Támara o sea a las 
peticione* de fs. 4 y 7. En lo que atañe al dominio, !a referen- 
eia que contiene la resolución del Superior, os al sólo efecto 
de declarar improcedentes tales pedidos; i|c no ser ese el 
proposito que se tuvo en mira, la providencia debió contener 
una expresa d cela ración que desde luego no existe y que no 
pudo hacerse porque el auto apelado tampoco «stablecía solu- 
ción alguna al respecto. En efecto la Excma. Cámara expresa 
en la parte pertinente — último apartado de fs. 57 — que el 
tercerista no ha acreditado su dominio porque a tales electos 
no es suficiente el certificado de fs. 5-fi y agrega que no habién- 
dolo hecho no procede el levantamiento del embargo. Ello in- 
dica que lo at ingente al dominio sólo ha sido tenido cu cuenta 
a efecto de desestimar la petición que contienen los eserítes de 
fs. 4 y 7 y con referencia al momento procesal en que se ha 
dictado la resolución, pero de ello no ha de inferirse que con- 
tenga una solución expresa sobre la propiedad que se atribuye 
Mendiberri y que le desconocen los oponente* de fs. 11 y 18 
expresando que so pretexto de un levantamiento de embargo 
ejercita una verdadera acción de dominio. Por otra parle es 
indudable que la resolución de la Exema. í Vi niara sólo ha puesto 
fin a la controversia relativa al levantamiento del embarco, 
porque si ha calificado la uceión de tercería, la solución sobre 
el fondo del asunto, es decir, sobro ¿1 dominio, sólo pudo dic- 
tarse después de que recayera sentencia en primera instancia 
sobre esa cuestión, ta que naturalmente no era procedente sino 
llenados los requisitos procesales de la prueba y alegato. Hien 
se ve entonces que la cosa juzgada sólo se refiere al levanta- 
miento del embargo, pero no al dominio que ahora se reclama 
en este expediente, cuya tramitación es procedente en razón de 
que no se ha opuesto la excepción de litis pendencia, lo que se 
explica porque según el modo de apreciar la situación por los 
excepeionantes, la cosa juzgada no admitía aquella excepción. 

Como en la demanda de fs. 17 no se insiste sobre las dos 
medidas reclamadas en el expediente N° 27.288. la excepción 
de cosa juzgada opuesta en los presentes auto», es improcedente. 
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Por estas consideraciones» disposiciones legales citadas, Fe- 
suelvo : Desestimar la excepción de eosa juagada opuesta a f» 23 
y 41. Con costas (art. 24 de la ley 4128). — Rafael K. Ruso. 



Sentencia de la CXhara Civil Primera 

Buenos Aires, julio 25 de 1949. 

Y vistos: Considerando; 

I) El Señor Indalecio Mendiberri, rccIamA en estos autos 
y por vía de tercería se reconozea un derecho de dominio sobre 
el campo denominado "Las Horq netas' \ situado en ]a estación 
Gardey, Provincia de Buenos Aires. 

Hace este reclamo por cuanto en el juicio "Gardey Emi- 
lio contra Gardey Eduardo sobre cobro de pesos", se ha decre- 
tado la venta en pública subasta del eitado inmueble, 

Al progreso de esa acción, opone el Señor Emilio Gardey 
la defensa perentoria de eosa juzgada. 

Los herederos del demandado aducen a fs. 41, idéntica 
defensa, por lo eual ambas pueden ser estudiadas v resueltas 
conjuntamente. 

Se funda la excepción en f[ue este Tribunal al resolver en 
definitiva la situación planleuda en e! juicio caratulado "Men- 
diberri Indalecio, ver juicio "Gardey Emilio contra Gardey 
Eduardo sobre cobro de pesos", expediente une lleva el W 27.288 
del año 1946, habría rechazado en forma definitiva idéntica 
petición a la que se formal i ¿a en estos autos. 

E( principio de la cosa juzgada impediría pues rever en 
un caso lo que ya estaría definitivamente resuelto en otro 
similar. 

II) La excepción de eosa juzgada está autorizada expre- 
sa mente por el art, 95 del Código de Procedimientos en su 
inciso 1? y tiene, como es natural carácter perentorio, esto es, 
que en caso de ser aceptada impide la prosecución del juicio. 

Pero la ley se lia limitado a mencionar la excepción sin 
establecer Jos requisitos comunes que deben reunir ambas ac- 
ciones para que la cosa juzgada sea viable. El Código Civil 
tampoco dice nada expreso al respecto, a diferencia del Código 
Francés que establece expresamente en m art. 1351, las condi- 
ciones necesarias para que una sentencia haga cosa juzgada 
respecto a un nuevo pleito. 

La regla que consagra el Código Francés tiene su origen 
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en el derecha romano, y establee que para que exista i coa* 
jnxgada. ambas accionen deben reunir la triple identidad de 
uersonas, objeto y cansa. , t 

l'ero como ha dicbo este Tribunal en -ansa análoga 
[W 1101 lev 16 de 1ÍJ3U) 1 ante la inexistencia en mientra 
legislación de testo que precie el concento de cosa 
magistrado debe resolver en eada itigio con amplio mareen 
( |r apreciación, si existe o no repetición de «« P te| to artetwr. 
,le aeuerdo ern los beehoa y con el auxilio de las reglas de la 

'^'^orotía' parte, "la, tres identidades clásicas constitutivas 
de la ensa iuzgada. han ido perdiendo su eficacia y aplieabili- 
dad en el campo de la doctrina y de la jurisprudencia (causa 

" tfK Este principio qué permite la apreciación de los distintos 
caso* M ue puedan presentarse con amplitud de criterio ha sido 
mantenido por el Tribunal en los juicios en que se trata de 
juzirar la identidad de las aceioneh. 

En resumen, corresponde comparar lo que ha sido materia 
de controversia y juzgamiento en un juicio, eoii lo que se de¡ 
bate en el otro para saber si lo resuelto en definitiva en el 
primero no se intenta debatir nuevamente en el segundo. 

Pero no obstante lo expuesto, al efectuar el análisis «*om- 
p,irativo de ambos juicios, resulta conveniente, por razones me- 
Mlolótricis, referirse a la identidad de personas, de objeto > d* 
musa para concluir, en definitiva con la comparación f.nal 
de la sentciiL-iu con la nueva acción para resolver lo que co- 
rresponde. 

III) Aplicando estos conceptos al caso de autos, tene- 
mos que en ambos juicios intervienen las mismas partes; Inda- 
Kcio Mendiherri como actor y Emilio Gardey y la sucesión de 
Eduardo Gardev como demandados. 

También puede decirse que el objeto final es el nusmo, el 
«■ampo -Las Horquetas" cuya propiedad se atribuye Indalecio 
Mendiberri y cuyo embargo primero y «mate después ha sido 
nrdenado en el juicio seguido por Emilio Gardey contra su 
hermano Eduardo, aí¿ 

Pero la causa por la que se litiga es evidentemente dis- 

,intíl Eii el primero se reclama el levantamiento de un embalo. 

En éste se pide la declaración del dercebo de dominio. 

íax direreneia es sustancial y es sufieieute su sola enun- 
ciación para ponerla de relieve. 

IV) El exeepeionante hace cuestión fundamental de que 
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el primor juicio ero una torcería y por ello la llama primera 
tercería y por lo tanto la sentencia definitiva dictada en esa 
tercería enerva cualquier otra tercería que podría iniciar Men- 
diberri contra loa hermanos Gardey. 

Es exacto que al primer juicio se le dio trámite de terce- 
ría, y es también exacto que este Tribunal tuvo por válido 
esc procedimiento y rechazó en definitiva las peticiones de 
Mendiberri por falta de prueba. 

Pero el hecho que haya iniciado una tercería no impide la 
iniciación de otra fundada en una cansa distinta. La denomi- 
nación de tercería sólo indica la clase de juicio de que se trata 
y el procedimiento que debe imprimírseles, pero no puede alcan- 
zar hasta comprender la materia contenciosa qne se debate. 

Por otra parte, cabe destacar que tratándose de un recia* 
rao que hace un tercero en nn juicio ejecutivo tiene forzosa- 
mente que tramitarse por el procedimiento de la tercería por- 
que es el que la ley indica, pero ello no impide, claro está que, 
ai el tercero debe realizar varios reclamos distintos y que no 
pueden acumularse debe forzosamente iniciar varias tercerías. 

La situación de Mendiberri es similar. Embargado el cam- 
po "Las Horquetas" solicitó que se levantara dicho embargo 
por ser el propietario. Rechazado ese reclamo por falta de 
prueba, se siguió adelante los procedimientos hasta decretarse 
la venta del mencionado inmueble. 

En conocimiento de este hecho, se presenta nuevamente 
Mendiberri y pide se lo declare a él único propietario del cam- 
po "Las Horquetas". 

Ambos juicios son tercerías, porque Mendiberri es un ter- 
cero en el juicio "Gardey Emilio contra Gardey Eduardo" 
pero la declaración que se pidió en el primero, el sólo levanta- 
miento del embargo es distinto de lo pedido en el segundo, el 
reconocimiento de su dominio. La causa, no es la misma, por 
lo cual no es procedente la cosa juzgada. 

En resumen, la sentencia dictada en el primer juicio, que 
no hizo lugar al levantamiento del embargo no puede enervar 
el pedido de declaración de dominio, y por consiguiente dicha 
sentencia no hace cosa juzgada con respecto a este juicio. Por 
ello y sus pertinentes fundamentos, se confirma con costas, la 
resolución de fs. 177. — Rodolfo Mendoza Paz. — Alberto Bal- 
drick. — Agustín M. Atsina. 




1 ta FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

I 

Dicta MhN del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario deducido a fs, 238, por 
cuya denegatoria se interpone la presente queja, fué 
presentado fuera de término, según así resulta de la 
diligencia corriente a fs. 229 rta. y del cargo obrante a 

fs, 250. 

Siendo esta circunstancia suficiente para determi- 
nar la improcedencia de la apelación extraordinaria, co- 
rresponde no hacer lugar al recurso directo intentado. 
— Bs. Aires setiembre 22 de 1949. — Carlos G. Del- 
fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 24 de octubre de 1949. 

Vistos los autos; "Recurso de hecho deducido por 
Gnrdcy Emilio en la causa Mendiberri Indalecio dedu- 
ce tercería de dominio en Gardey Emilio cu] Gardey 
Eduardo", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que el escrito en que el recurso extraordinario se 
dedujo fué presentado en término toda vez que la cé- 
dula de fs. 239 del principal está fechada en 30 de julio 
dé 1949 y su di licénciamiento es de la misma data, se 
gún reza ni dorso el documento en cuestión. Habida 
cuenta «le los feriados del 31 y 2 y 3 do agosto, el cargo 
de fs. 50, de agosto 5, justifica la oportunidad de la 
interposición de la apelación — art 208 de la ley 50—. 

Que es jurisprudencia reiterada de esta Corte que 
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| A k resoluciones del superior tribunal de la causa, refe- 
rentes a la defensa de cosa juzgada, no f,on susceptibles 
por lo común de recurso extraordinario, en tanto no 
upa re zea indudable la modificación arbitraria de dere- 
cbos acordados por decisiones firmes, ni se trate de la 
interpretación de un fallo de esta Corte, con el que pue- 
da estar en conflicto el pronunciamiento en recurso — 
Fallos: 205, 613 ; 208, 394 ; 210, 455; doct. Fallos: 198, 
548 ; 202, 24; 204, 482 ; 209, 598 y otros—. 

Que sea o no acertada la sentencia en recurso de 
fs. 224 del principal, es lo cierto que decide el punto re- 
ferente a la improcedencia de la excepción de cosa juz- 
gada, opuesta sobre la base de un anterior pronuncia- 
miento del mismo tribunal, por razones de derecho co- 
mún y procesal y de hecho, de manera que no admite la 
calificación de arbitraria. 

Que es exacto que la mencionada sentencia nada 
dice del fallo de esta Corte dictado en 19 de noviembre 
de 1945, en el expediente caratulado "Becurso de hecho 
deducido por el actor en los autos Gardey Emilio o.| 
Dithurbide Adriano y Gardey Eduardo" —que se tie- 
nen a la vista— fallo que el recurrente invocó en el curso 
del juicio y de que obran testimonios a fs. 101 y 118 
de los autos principales. Y lo mismo cabe decir de la 
sentencia del ex-juez federal de Bahía Blanca Dr. Telé- 
maco González de 30 de mayo de 1931 e* los autos se- 
guidos por D. Emilio Gardey contra D. Adriano Dithur- 
bide y D. Eduardo Gardey — fs* 125 del principal—. Se 
hace así necesario decidir si es el caso contemplado por 
la jurisprudencia de esta Corte referenti a la resolu- 
ción implícita de cuestiones federales oportuna y correc- 
tamente introducidas en la causa —Fallos: 188, 482 y 

los que allí se citan — . 

Que es cierto que existen precedentes con arreglo 
h los cuales las sentencias "que invalidan derechos re- 
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oonocidoH por fallos de los tribunales de la Nación, au- 
torizan el recurso extraordinario'' — Fallos: 187, 28 — 
mas de ellos no resulta que sea dado prescindir, como 
por otra parte explícitamente lo establece el pronun- 
ciamiento citado, del requisito de sentencia definitiva, 
ya en el sentido de decisión que ponga fin al pleito, ya 
de auto que cause gravamen irreparable. 

Que la resolución en recurso no encuadra en ningu- 
no de estos supuestos, porque el rechazo de la defensa 
de cosa juzgada no termina el juicio, ni produce agravio 
que no sea subsanable en las instancias ordinarias. Ello 
es así, en lo que hace a la sentencia del ex- juez federal 
de Bahía Blanca, Dr. Telémaeo González, porque la de- 
cisión de fs. 224 no invalida los derechos que el recu- 
rrente dice reconocidos por aquél, y en todo caso existe 
la posibilidad de que el fallo ultimo del pleito sea favo- 
rable al recurrente y haga innecesaria la intervención 
de esta Corte que no está así justificada en la oportu- 
nidad actual. 

Que en cuanto al fallo de esta Corte en el recurso 
de hecho — Letra G, n 9 422, Libro IX — es manifiesto 
que sólo trata de la improcedencia de la queja entonces 
traída, que desestima, según lo expresado en los consi- 
derandos, por razones formales y por versar la sen- 
tencia recurrida sobre puntos de derecho común o pro- 
cesal, como son los "referentes a la subsistencia del 
mandato y a la perenclón de instancia Todo ello con 
referencia al fallo de la Cámara Federal de Bahía Blan- 
ca, sobre nulidad de actuaciones y pe rene ion de instan- 
cia en lo principal — v t fs. 37 del expte. principal—. 
Como quiera que a igual conclusión llegaba el dictamen 
fiscal precedente, la referencia a los fundamentos del 
mismo no admite más inteligencia qua la participación 
en lo concordante de la mencionada opinión del Procu- 
rador General y excluye ciertamente la afirmación por 
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el Tribunal de la eficacia e i» tangibilidad del fallo de 
primera instancia a todas luces innecesaria e insuscepti- 
ble de decisión en la oportunidad de ese pronuncia- 
miento. 

Que es así indudable que el derecho que invoca el 
recurrente en lo principal, no ha sido acordado por la 
referida sentencia de esta Corte ni el fallo ahora recu- 
rrido puede importar desconocimiento de aquélla en los 
términos necesarios para constituir cuestión federal lis- 
tante para sustentar el recurso extraordinario con arre- 
glo a la doctrina de los precedentes más arriba men* 
clonados —Fallos: 208, 394; 210, 455 y otros—. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se desestima la precedente queja. Y 
siendo inadmisibles los términos subrayados en azul 
del memorial de fs. 17, tésteselos por Secretaría e ¡m- 
pónese a cada uno de sus firmantes una multa de cien 
pesos m¡n. 

Lfis R. Lonoiii — Rodolfo G. 
Valenzuela — ■ Felipe San- 

S TIACO PÉREZ. 



MATEO B. IJARTZ 
COSTAS: Personas en litigio. 

La condena en costas da derecho, en principio, a haeer 
cargo al vencido del importe de ios Bastos que la defensa 
impone al vencedor, entre los cuales está el costo de la 
representación y el patrocinio de que se haya valido. No 
existe disposición alguna ni principio jurídico que impida 
al Pisco ejercer ese derecho en los juicios en que sea 
parte f 1 ). 



(1) 27 d* oetubré d* 194», F»l)o«¡ 213, 125; 214, 42. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* comun<*. Gravamen. 

Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto con- 
tra el auto que regula honorarios al Procurador Fiscal, 
por entender que «ate carece de derecho para cobrarlos, si 
et recurrente ha consentido antes la aentencia que confirmó 
con costas la resolución administrativa apelada, pues ca- 
rece de interés suficiente con respecto a la cuestión de 
saber si los honorarios deberán ser percibidos por el Pro- 
curador Fiacal o por la Nación. 



JOSE RAMON BAUSA V. BANCO EL HOGAR 

ARGENTINO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requkito* propio». Relación di- 
recto. Sentencia* ton fundamento* no fedérate* o fedérale* con*entidos. 
Fundamentos de orden ¡oral y procesal. 

La sentencia que deniega el fuero federal por entender 
que lia mediado renuncia de cst* en razón de haber eonve- 
nido las partes la competencia de los tribunales ordina- 
rios de una provincia — conclusión que se refiere a la in- 
terpretación del respectivo contrato — no es susceptible de 
recurso extraordinario, por falta de la relación directa 
exigida por el art. 15 de la ley 4« í 1 ). 



MARIO JOSE PONTE v. CU. DE TRANSPORTES 
"C.H.A.P.I.* 

.rrRtsiWCIOX Y COMPETENCIA: Competencia federal. Por lo* 
perdonas. 

Debe continuar t rain ¡tamlu ante 'a justicia provincial una 
cansa seguida contra una empresa de transportes, por in- 
demnización de daños y perjuicios, que ha quedado radi- 
cada ante el magistrado provincial sin que tas partea hayan 
objetado su competencia pese n su distinta vecindad — cir- 
cunstancia que no autoriza ta procedencia del fuero fede- 
ral, con arreglo a lo que dispone el art. 95 de la Constitu- 

(l) 27 de octubre Ae i 94». Fallo»: 178, 333; 195, 383; 20*, «51. 
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ción Nacional — y sin que se haya invocado en el juicio 
la pretendida transferencia ulterior a la Nación de la men- 
cionada empresa, que tampoco autorizaría la invocación 
del fuero de excepción. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

De autos resulta que la litia ha quedado trabada 
por demanda y contestación el 7 de agosto de 1946, en- 
tre José Mario Ponce y "La República" Compañía Ar- 
gentina de Seguros Generales citada de evicción a 
solicitud de "C. H. A. P. I." Sociedad de Responsabili- 
dad Limitada, contra la cual se dirigió la acción (fs. 33), 

Atln en el caso de que la empresa **C. H. A. P. L", 
huya pasado con posterioridad a ser propiedad del Es- 
tado, ni antes, ni después del escrito de responde, la 
X ación lia tenido intervención en el pleito. Ni siquiera 
consta que se lo liaya notificado de la existencia del 
inicio. 

No se hizo cuestión del fuero por la distinta vecin- 
dad de las partes en el momento que la demandada pudo 
oponer esa excepción, la cual, dadas las disposiciones 
de la Constitución vigente (art. 95), no es ahora causal 
para que surta el fuero federal. 

Kn mérito a las razones expuestas, opino que la pre- 
sente contienda debe ser dirimida en favor de la compe- 
tencia del Juzgado en lo Civil, Comercial y Minas de 
San Rafael (Mendoza). — Bs. Aires, setiembre 22 de 
10451. ~- Ctirlnfi O. Deifim. 
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FALLO DE LA COUTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de octubre de 194!*. 
Auto» y vistos: Considerando: 

Que en las resoluciones dictadas a fs. 113 y fs. 
118 vta. por el Sr. Juez en lo Civil, Comercial y Mina * 
de San Rafael, Prov. de Mendoza, no se expresan cuá- 
les son las circunstancias que, con arreglo a lo dispuesto 
por el art. 95 de la Constitución Nacional que aquél" 
invoca, determinarán la competencia de la justicia fede- 
ral en la presente causa. 

Que a este último efecto no bastaría, desde luego* 
la distinta vecindad de las partes, desde que el juicio 
quedó radicado ante el Sr. Juez provincial sin que las 
partes hayan objetado su competencia, a lo cual cabe 
agregar que aquella circunstancia no autoriza la pro- 
cedencia del fuero federal con arreglo a lo que dispone 
el art. 95 de la Constitución Nacional (Fallos : 213, 283). 

Que la pretendida transferencia ulterior a la Na- 
ción de la empresa de transportes C. H. A. P. I. a que 
se refiere el Sr. Procurador Fiscal en el dictamen de 
fs. 116, tampoco ha sido invocada en el juicio, que tra- 
mita contra la compañía de seguros citada de evicción 
por auto de fs. 18 vta., de cuyas actuaciones no resulta 
que la Nación haya pretendido tomar intervención al- 
guna en ellas como lo advierte el Sr. Procurador Gene- 
ral en su dictamen de fs. 132. Por lo demás, conforme 
a lo resuelto por esta Corte Suprema en Fallos: 213, 
4M>, la ulterior transferencia aludida tampoco autoriza- 
ría la invocación del fuero federal. 

Que, por consiguiente, la causa debe continuar tra- 
mitando ante la justicia provincial. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminada por 
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el Sr. Procurador General, declárase que corresponde 
al Sr. Juez en lo Civil, Comercial y Minas de San Ra- 
fael, Provincia de Mendoza, continuar conociendo de la 
presente causa. En consecuencia, remítansele los autos 
y hágase saber al Sr. Juez Federal en la forma de estilo. 

Luis B. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagno. 



WILLIAMS C. LUJAN S. K. L. v. JUAN LELIO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Por te* 
personas. _ 

Conforme a los arts. 68» inc. 11, 95 y 96 de la Constitu- 
ción Nacional, la distinta nac ; onalidad o vecindad de los 
litigantes no determina la procedencia del fuero federal. 
Dichas normas impiden a la justicia federal dar curso tan- 
to a las causas iniciadas con posterioridad al 16 de mam» 
de 1949 — fecha de vigencia de la nueva Constitución- 
como a Isa promovidas con anterioridad que no hubieran 
quedado radicadas ante aquélla por demanda y contesta- 
ción o por pronunciamiento en el cual, por vía de artículo, 
se haya declarado su competencia. 



Dictamen del Procitradqr General 

Suprema Corte : 

Este juicio ordinario por cobro de pesos, fué ini- 
ciado el 1* de octubre de 1948 ante la justicia federal 
de Mendoza, invocándose a los efectos del fuero la dis- 
tinta nacionalidad de las partes (fs, 20 vta.). Con fecha 
4 de mayo último, la demandada en virtud de lo dispnes- 
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to por el art. 95 de la Constitución Nacional opuso con 
éxito la excepción de incompetencia de jurisdicción, co- 
mo cuestión previa a la contestación de la demanda 
(fs. 33 y 35). 

El Juez en lo Civil, Comercial y Minas a quien se 
le pasaron los autos, no aceptó el criterio del Juez de 
Sección (fs. 39 vta.), y ante la insistencia de este ma- 
gistrado en hu resolución anterior (fs. 42), ha quedado 
planteada una cuestión que guarda cierta analogía con 
otras en las cuales la Corte consideró procedente deci- 
dir qué Tribunal debía entender en la causa (211, 1323; 
204, (¡53 y 188, 82, entre otros). 

En el fallo 213, 2íK) reiterado posteriormente en nu- 
merosos caso; , V. E. decidió que la justicia federal de- 
bía seguir conociendo en los pleitos en ella radicados 
por razón de distinta nacionalidad o vecindad de las 
partes, cuando la litis había quedado trabada por de- 
manda y contestación con anterioridad al 16 de mar- 
zo ppdo. 

Como se expresa en la sentencia de fs. 43 la exigen- 
cia de esa doctrina no aparece satisfecha en el caso de 
autos, y por ello considero que el Juez en lo Civil, Co- 
mercial y Minas de Mendoza es el competente para se- 
guir interviniendo en este juicio. — Bs. Aires, octubre 
13 de 1Í>4Í>. — Codos O. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de octubre de 11)49. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que ron arreglo a lo dispuesto en los arts. 68, ine, 
ll t í>5 y Íííj de la Const i t lición Nacional la distinta nacio- 
nalidad o vecindad de los litigantes no determina la 
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procedencia del fuero federal (confr. Fallos: 213, 283). 

Que las norma» de referencia impiden a la justicia 
federal dar curso tanto a las causas iniciadas después 
del 16 de marzo de 1949 como a las promovidas con an- 
terioridad que no hubieran quedado radicadas ante 
aquélla por demanda y contestación o por pronuncia- 
miento en el cual, por vía de artículo, se haya declarado 
su competencia ( Fallos : 213, 290, 421 y 499). 

Que el caso de autos no se halla comprendido en 
ninguna de las situaciones de excepción que, conforme 
a lo expuesto en el considerando precedente, determi- 
narían la competencia de la justicia federal, pues, ade- 
más de haberse deducido la excepción de incompetencia, 
la demandn ha sido contestada con posterioridad a la 
fecha mencionada en ej segundo considerando. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, declárase que el conocimiento 
de este juicio caratulado " Lujan Williams G. Soc. R. L 
contra Juan LcÜo por cobro ordinario", corresponde 
al Cuarto Juzgado en lo Civil, Comercial y Minas, Pri- 
ineru eircunsnripción, de Mendoza, al cual se remitirán 
los autos haciéndose saber al Sr. Juez Federal de Men- 
doza en la forma de estilo. 

Luis R. Loxoiii — Rodolfo Ü. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casahes — Felipe Santiago 
Péhez — Atilio Pessaono. 
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ESTHER F1DELA ORTIZ DE KOCIIAX Y HECTOR 
CRISTOBAL ORTIZ 

IMPVTABIUDAD. 

Consentida por el Ministerio Público la absolución de uno 
de loa procesados, no eabe consideración alguna de la Cor- 
te Suprema sobre la congruencia de aquélla con la condena 
del otro acusado para tlcdiu-ir de ello alimentos en Favor 
de la absolución de este último. 

CUERPO DEL DELITO. 

Resultando de autos que la fractura del cráneo de la ancia- 
na víctima del delito de homicidio, comprobada por la 
"percepción exterior" en el momento de ser hallado su 
cadáver, aparecía como causa "manifiesta e inequívoca de 
su muerte", era innecesaria la autopsia a que se refiere el 
art. 222 del Cód. de Proceda, en lo Criminal, con mayor 
razón si no hav circunstancia alguna que dé pie para pre- 
sumir una causa de la muerte distinta de la indicada ni 
para considerar ¡«verosímil 1h confesión del autor del cri- 
men en la parte relativa a cómo fué ultimada la anciana. 

PRUEBA: Prueba en materia penal. 

No procede tomar en consideración la retractación del pro- 
cesado no abonada por prueba suficiente y forma izada 
más de do» áños después de haber ratificado ante el juez 
de la causa, sin la más mínima rectificación, la indaga- 
toria prestada ante la Policía. 



Sentencia hel Jrez Letrado 
Presidencia Roque Saenz Peña, aposto Irt de 1ÍI47. 

V vistos: 

Estas causas de naturaleza criminal seguidas a Fidfln 
Orth tU Kwhtni. de apelliitn materno López, argentina, casada, 
de 24 años de profesión quehaceres domésticos . con instruc- 
ción, domiciliada en el ¡«te :tn de íi>ris*lu ci.'.n do Castelli y no 
reincidente y contra Uieior Cristóbal Orín, hermano de la 
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precedente, del mismo apellido materno, argentino, de 25 aííim 
de edad, soltero, jornalero, con instrucción, domiciliado en Cas- 
te I ti y no reineideritc por los delitos de homicidio y desacato 
la primera y homicidio el segundo, arte. 79 y 244 del C. Penal 
y de uuyas constancias 

Resulta : 

I. Que el día 21 de diciembre de 1943 a las 9 ha,, com- 
parece ante la Comisaría de Castelli e[ vecino de esa colonia 
Konstantino Kochan manifestando que el día anterior, lunes 
20 su madre, anciana de 80 años, afectada de las piernas y que 
apenas podía andar, había desaparecido de su casa donde hhi- 
taba con el deponente, su esposa, una hijita de ésta y un hijo 
de 61 de 12 años. Que a pesar de la búsqueda practicada con 
la cooperación de sus vecinos y de un agente de policía la 
referida anciana no fue" hallada. 

Que en base a las averiguaciones practicadas se dispone la 
investigación del hecho, interrogándose al respecto al denun- 
ciante a fs. 4 quien expresa que el día lunes 20 a las 12 ha. 
estuvo almorzando en compañía de su esposa, su hijo Konstan- 
tino, su madre, su cuñado — que lo es el prevenido— y do* 
peones, luego de lo eual se ausentaron estos últimos, y el menor, 
quedando en la casa la anciana, su esposa y su cuñado. Que 
alrededor de las 19.30 su mujer T e llevó mate cocido, pues se 
encontraba trabajando a unos 3;>0 ni. de la casa, reprochán- 
dole el deponente porque se Jo llevara tan tarde, advirtiemto 
en esn circunstancia que se alejaba de su domicilio su cuñado 
quien vive en la localidad de Castelli. Que habiendo regresado 
a su casa a las 20 lis., recién media hora después la procesada 
le manifestó que la anciana había desaparecido en momentos 
que le llevara la merienda, noticia que lo desesperó iniciando 
la búsqueda de inmediato ayudado de una linterna y requirien- 
do ademas el auxilio de. sus vecinos, búsqueda que resultó in 
fructuosa. Manifiesta que ignora (ti entre su esposa y su madre 
existían resentimientos, 

£¡as averiguaciones prácticas por el agente de policía Sote- 
ro Martínez, constan a fs, 6; se deja expresado en la misma 
que la anciana víctima padecía de parálisis parcial que la obli- 
gaba a caminar con dificultad y muy lentamente, no habién- 
dose podido alejar mucho si lo hizo por sus propios medios; 
que existía una mareada animosidad por parte de la procesada 
hacia su suegra, y era evidente la escasa preocupación y aflic- 
ción que demostraba durante la búsqueda ; que habiendo inte- 
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rroííHito al imputado M mostró vacilante y como ocultando la 
SSSad habiendo confesado posteriormente ante la Instruí-ion 
SU 5fl hermana y el peón Taborda habían dado muerte a la au- 
e ¡ana a garrotazos, t , . 

\ & 8 el vecino Buenaventura Martines es presa que et 
áfá de altos I S or de las 20 hs. llegó a su casa «1 concluir 

ílt fts^SSS £¿*mw a ponido >■ un ^ 

IteJuiio Martí.,,/ que estaban tomando mate los que dce.die- 
1 " r a un baile invitando a) peón Taborda que se eneon- 
írla desde \m\T horas en el domicilio del deponente quien 
SS^S enfermo. Hace ««¡misino referencia 
TmJ^^^ a menudo por la proceda 

y ^'tSrii» Martínez a fe, 20 corrobora lo manifestado por 

p^etnte'en e, sentido de que lléclnr Ortij 
#l ' i0 i as uüto hs. v que habiendo pasado por el d'uincilm *l ' 
on brado Bucnaveiitura Martínez, el peón Salvador Taborda 
SSS&S enfermo en un catre. Expresa que habiemlo al- 
S&E el día d^ingo en el domicilio de la ¡mputac a os a h*o 
r "rereneia a la* continuas disputas que sostenía tu» su ->poso, 
A fs 11 Pedio Fleekestein manifiesta que sabe que la pro- 
cesada «¡atenía continuas disputas con sU esposo quien *fm 
¿U í™ i en c , v que la misma le habí» propuesto h^r vida en 
porqué "estaba -usada de Kons.antmo que U Imem v> 
ff ¡lur por si madre. t¿ue en una oportunidad ,1a P™«£j * 
Solicitó hiciera saber a sus padres que ideaba la funn, ^ 
buscar i>nes d- lo rontrar o se envenenaba p ir a con otro 
J . U anciana sepún sabe, eareeía de dinero y 
tti/Z 'rimen no piulo ser cometido por ese motim 
Sé deis constancia a fs. 13 de la inspección ocular, en la 
u*é Ta s n ,c ¿ i prevenlora praetiea excavaciones en busca 
e eíd er di la victima, incautándose Wleíaás do un palo 
„ ier instrumento del delito, de acuerdo a una ma- 
fX-ón del imputado: inmediatamente y en forma es o - 
f 1 oro'esadJ expresa que él y su >«™ " ¡ 

¿I hedió, habiendo arrojado el . ucrpo de la ancana a 
n onte cercano; al solicitarle indicara el lujar i— o 
Se no estaba orientado y que había .turado h i su hern «ana 
¿nardar silencio, terminando eU que el cadáver se 
¡T una distancia de 3 kilómetros, negándose a eaininui norqni 
no sabría eneontrar el lugar. i*d*. 

U procesada a fs. U manifiesta en su « «tu rae o. n a 
ÉÉtof a une el día lunes Ü0 notó la dcsapar.e.on de la aueia a 
de donde se encontraba su esposo trabajando y que 
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«e lo comunico a éste cuantío má» larde volvió a la caja y des- 
pués que el mismo desaló míos bueyes y se lavó; que la noticia 
cansó pan angustia en su esposo que salió inmediatamente 
en busca de la anciana; que ésta vigilaba todos sus actos de 
los que imponía de inmediato a su marido; niega haber rendo 
participación alguna en ta desaparición de la anciana Koeban. 

Salvador Taborda a fs. 17 expresa en forma concordante 
con los otros testigos respecto a lo que hiciera en el día de 
autos; nmmt testa que la procesada se lamentaba de haberse 
casado, pues llevaba una vida desgraciada; que la misma en 
una ocasión le dijo que castigaría a la anciana porque conta- 
ba a su hijo todo Jo que hacía, y también manifestó que se 
envenenaría. 1 

Raimundo Giménez, a fs. 20 vta. declara en forma con- 
corde al denunciante respecto al retraso conque la tarde de 

a su esposo V detalles 
posteriores; manifiesta que el día 18 el mediero Fclkestein 
había estado un momento con la procesada, Jo que motivó esa 
noche un incidente con su esposo pues ya estaba enterado 
de la llegada de aquel. 

El día 27 a las 2(1 se presenta ante la Instrucción nna 
persona que manifiesta haber hallado el cadáver de una per- 
sona del sexo femenino, que supone se trata de la anciana 
«lesapii i recula. Constituida la Instrucción, constata la existen- 
era del cadáver do Ja anciana y cu el mismo la existencia de 
un rudo guipe en la pierna derecha y otro en la re-ión tem- 
poral del mismo lado siendo observable además que. a la pre- 
sión de un palo, es notoria una dislocación en la conexión de 
ese hueso con el parietal. 

El prevenido Héctor Cristóbal Ortiz. es ¡miagado a fs. 
-i y en esa ocasión expresa que había prometido a su her- 
mana dar muerte a la anciana y que el día de autos siendo 
aproximadamente las 15.30 lis., habiéndose ausentado su cu- 
nado, su hermana le dió a entender que había llegado el mo- 
mento de ultimar a la anciana y en circunstancias que la mis- 
ma se encaminaba hacia el piquete a espantar unos animales 
se armo de un cuchillo y su hermana de un palo con el que al 
acercarse a la victima el deponente le aplicó un golpe en la 
pierna derecha haciéndola caer, transportándola en seguida 
hasta un monte y a unos 3 km. de distancia la depositaron 
ultimándola de un golpe en el cráneo hacia el lado derecho, 
y una puimlada en Ja espalda: que regresaron a la ca« con 
paso acelerado mientras la prevenida le exigía jurara que no 
revelaría eso a nadie y, una vez en la chacra de Kochan, la 
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misma procedió como relatara este en su declaración, Apresa 
que en mía oportunidad su hermana le manifestó (pie quena 
matar a sn esposo o a la suegra pues por culpa de esta llevaba 
una vida de continuas peleas. Manifiesta asimismo que su 
hermana lo amenazó con matarlo si llegaba a contar. 

A fs. 31 se agrega en testimonio la partida de defunción 
de la víctima, 

Pedro Fleekestein a fs, 39 amplía su declaración expre- 
sando que el día 18 había estado conversando con la procesa- 
da que le manifestó estaba dispuesta a abandonar a su ma- 
rido e irse a vivir con ¿1, pero que le daría una contestación 
definitiva después del 25 de diciembre. 

Se practica la diligencia de reconstrucción del hecho a 
fs 45 • a fs 46 obra el informe del perito designado en auto» 
eme practicara el reconocimiento en el cadáver de la víctima, 
el cual informa que la misma presenta una contusión con apa- 
rfcneia de fractura en la pierna derecha, la unión del hueso 
parietal con el temporal visiblemente separada, una puñalada 
cu el «Mistado izquierdo y además, cortaduras superficiales en 
ambas manos; se consigna a fs. 61 un croquis del escenario de 
los hechos como asi de í*. Í7 a *i0 fotografías tomadas en el 
hallazgo del cadáver y en la reconstrucción del hecho 

Elevadas la* actuaciones del sumario a este Tribunal, 
deponen los procesados a fs. 77 y 82. ratificando sus indaga- 
toria» policiales. A fs. 85 obra el auto de pnsión preventiva 
<pic considera a los procesados ineursos en el delito de homi- 
cidio .simple, . , 

A fs. 115 vta. tiene lugar la clausura del sumario dispo- 
niéndose la vista Fiscal del art. 457 del Cód. de Proeed. Cri- 
minales. .„ 
El Sr Procurador Fiscal formula su requisitoria a ls. lio 
fundado previamente en la declaración del prevenido, la acu- 
sación directa y categórica del mismo hacia su hermana, la 
declarada rivalidad entre la prevenida y su suegra y demás 
circunstancias emergentes del sumario, solicita para *idea 
nrtiz de Kuclian la pena de 18 años de prisión y 15 anos de 
prisión para el coprocesado. con accesorias legales y costas 

Contesta el traslado la defensa a fs. 123. solicitando la 
absolución de culpa y cargo de sus defendidos por considerar 
insuficientes las probanzas sumariales. 

Se forma incidente de retractación por parte del impu- 
tado Héctor Ortiz quien manifiesta confesó hechos no come- 
tidos ante los malos tratos de que lo hacían victima las autori- 
dades policiales de Castetli ¡ solicita ser sometido a un «amen 
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m.'dtcu y otras medidas de prueba para probar lo manifesta- 
do, liándose hipar a las mismas, que se producen de 1 
h 15 del incidente de retractación referido. 

A fs 129 se obre a prueba la causa y se produce la que 
obra de fs. 144 a 157 t llamándose a foja seguida autos para 
sentencia y señalándose la audiencia de informe m voce Ja que 
tiene lugar a fa. 165 en la que el Agente Fiscal se remite al 
dictamen presentado oportunamente, y el Defensor presenta 
el memorial de fs. 159. A fg. 165 vta. y 166 se lleva a cabo 
el examen de tu*» de los procesados. 

II. Cama n» 574 - Fo. 238 - año 1947. — En esta causa 
se procesa a Pídela Ortix de Kochon acusándosela de desacato 
al agente Francisco Damián Marta a quien según manifesta- 
ciones del mismo y del agente Félix Navarro como así de los 
procesados Miguel Lucar Lazarte y Mariano Galarza dirigió 
palabras ofensivas en ocasión de revisar el referido agente 
un paquete que la prevenida pasaba al detenido Jacinto Fifi- 
tas Éste, al deponer en la causa, manifiesta que no oyó dis- 
cusión entre la prevenida y el agente Maita v la testigo* Laura 
Miranda expresa por su parte que escuchó a la Ortiz dé 
Kochan protestar al agente de policía Maita v a éste inti- 
marla a que se callara, pero no oyó palabras injuriantes 

ha procesada declara a fs. 14 ante el Jnoz de la causa 
manifestando que euando pasó un paquete al procesado Ja 
cinto Fleitas el agente Malta al revisarlo expresó que no iba 
a servir de alcahuete de nadie y ni pedirle explicaciones por 
ello el mismo le contestó que en alguna forma tenía que pa- 
garlo, venganza que se tomaba porque la deponente el día 
anterior se había quejado sobre ciertas actitudes de ese agen- 
te, Que cu ningún momento profirió contra el mismo palabras 
ofensivas. 

Se dieta anto de prisión preventiva n fs. 16 calificando 
el delito según el urt. 244 del Cód Penal ¡ declarada la causa 
del fuero correccional se señala audiencia de acusación y de- 
fensa teniendo lugar la misma a fs. 22 vta. en la que el Sr 
I rocurador Fiscal solicita se le aplique Ta pena de 4 meses de 
prisión por el delito de desacato y la Defensa pide la abso- 
lución por no considerar suficientes las pruebas acumuladas 
en autos. 



Considerando: 

I¿ Que en la presente causa se encuentra probada la exis- 
tencia del cuerpo del delito e individualizada la persona de 
su autor en la forma que lo requieren Jos arts. 207 y sgte.s. 
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del (Val de Proeed. en lo Criminal, eon la denuncia de Kons- 
tantino Knchan v diligencias sumariales practicadas por lu 
Instrucción prcveiitora. hallado del cadáver de la. víctima y 
partida de defunción agregad» « ,! * Imitación practi- 

cada' por el fanmu-e utico Dan Vcxelmaii. secuestro de los ins- 
trumentos del delito y demás probanza* acumuladas en autos. 
En cwáiito) al delito rpie se le impula en la éatísa "* :> ~\ 
Ihh deelaraciuncs de Mariano Halaran de fs a vt!L. Miguel 
Lucas Lazarte y del agente de policía Félix Navarro como asi 
(a del damnificado agente Francisco Damián Maita, prueljim 
imfieiettteiiieun- ln existencia del luvlio delictuoso. 

11 t¿ue pava establecer si la responsabilidad erimnial 
del proejado Héctor Ortiz se cao lien ira probada en autos o 
no es menester dilucidar si tas probanzas acumuladas en eJ 
incidente de retractación anexo son bastantes como para con- 
siderarla admisible, conforme con las dispasiciones de los arts, 
v correlativos del (Vid. de Proeed Crimínale*. Los festi- 
na Plantación Ramírez y .'achilo Fleitas si bien aseveran 
haber presenciad- los vejámenes o apremios ilegales de los 
une luciera víctima al provenido, no es menos cierto, que SUS 
declaraciones no reúnen los condiciones exigida» por el art. 
;vm del preeítado texto legal que retiñiere que los test) -ros 
estén conste, en el hecho, lugar y tiempo, y en eminto al 
testigo -1 muí Paredes por ser cuñado del imputado, fmgm ; 
Indo por la inhabilidad prevista por el ine. 4» del ¡>rL 378 del 
Código ritual de la materia. Estas razones unidas a la cir- 
cunstancia de que el reíalo confesorio ennenerda eon las eir- 
eunstaneiás v accidentes del cuerno del delito que aparece Je, 
cimente improbado CU autos y con los demás elementos 
rorróbqraiites aenmitlados en los misnu*. a ulorizan a rechazar 
la desacusaeion articulada por el prevenido en el inciden te 
resoeetivo y tener a su deposición como prestada de acuerdo 
C0I ¡ ,odos íe s requisitos demandados por el art. 3*6* del ante- 
dicho texto legal 

Sentad" lo .pie antecede y examinando el contenido de la 
indagatoria prestada por el proejado, puede apreciarse que 
.imfÜ-ii lisa v llanameiite haber sido el autor material de los 
Kolprá v les)One.s aplicados eou madero de algarrobo y un 
Michillo en las eiroUnstancias de tiempo, lugar y modo que 
nana obrando así no,- instigación de su hermana, la eoproee- 
sada para asegurarle de esa forma tranquilidad en su logar 
p on p,e la víctima era un faetor de perturbación en el mismo 
v a lii que aquélla guardaba un profundo odio. 

Que cotejando la confesión del aeusado ron las distintas 
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declaraciones do autos, es dable observar la completa acor- 
danza existente entro ellas en lo referente a las circunstancias 
do tiempo y hnrar de I» (pie ocurre y hacen los protagonistas 
del hecho y demás moradores de la casa de la imputada como 
animismo de los trabaja dores do Knnstnntino Ruchan. 

Que de la declaración confesuría que haee el inculpado 
en mi tuda era lucia no se evidencia alíiunn circunstancia exi- 
mente do responsabilidad penal por la comisión del delito que 
si- le imputa, lo (pío determina n( proveyente a darle el valor 
de plena prueba do impntahilidnd penal señalado por el art. 

del C&l di* Proced. Criminal, teniéndolo, cotisceuente- 
i tiente, como ¡nitor materia] responsable del hecho $nb judicc. 

Que én atinencia a In situación lojral de la coproepsada, 
nc/ando ella toda partió i pación en rl hecho criminoso, de que 
ininrmaii los autos y no habiendo tcst'pos presencia (os. pnra 
poder dilucidarla, es menester merítuar Ins distintas circuns- 
tancias que Huyen de las constancias sumariales tpie revis- 
ten el carácter de presunciones jira ves, precisas y concordantes 
ion forme i on Ins requisitos lesrales de los ¡irts. H'*" y 3ñ8 del 
<V.d. de Proeed, Criminales. 

Qm* f a ese eJVi'tn. pueden señalarse las siguientes: 

1" | La imputación que le hace su hermano Héctor Ortiz. 
i-o procesado en autos, dé haberlo instigado en In comisión del 
homicidio y do haber participado en forma secundaria en su 
perpetración. 

2?) Lo verosímil ipie rostí (ta esa imputación si se tiene 
cu mienta ijue la directamente interesada en la ejecución del 
hivlio era la nensailn, no advirtténdetse ese móvil ni interés en 
el prevenido, ^alvú el do satisfacer a su hermana en la forma 
que refiero en el curso de su indagatoria. 

£1 estado de animo de la procesada, sejrún el cual, 
tiimntna preocupación demostraba por la desaparición de su 
suegra, en momentas en que tOOos los moradores de su casa 
y vecinos la buscaban por los alrededores. 

4 W ) El haber quedado en la casa después del almuerzo 
únicamente con el enprncesndo y la víctima. 

5 T J La hora en que quedan solos, el momento en que se 
dirigen al Injíar cu que se hallaba la víctima, la distancia 
adonde la conducen y la forma cu que la transportan, son 
circunstancias que justificarían el tiempo que debieron estar 
ausentes del domicilio de la víctima. 

(>*) La ausencia de la inculpada quedaría demostrada 
principalmente por ol hecho de haberle llevado a su esposo 
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en el lugar donde trabajaba, la merienda a una hura desacos- 
tumbrada y tardía.^ d proce sado en momentos que 

su hermana cumplía esa tarea, retrasada. 

8*) El hecho de haberle comunicado tardíamente a su 
esposo la desaparición de su madre. 

q°) El antecdente debidamente acreditado en autos con- 
sistente en el encono y resentimiento que la inculpada guarda- 
ha a la víctima, su suegra. u.kí-i»^ 

10.) Las reyertas y desavenencias conyugales habidas que 
la acusada creía eran fomentadas por la víctima. 

11 ) La declaración de Pedro Flckeste.n que pone de 
manifiesto los desacuerdos matrimoniales y los motivos que 
¡¡abrían hecho general en el ánimo de la acusada una marcada 
adversión hacia su suegra. 

12 ) La personalidad de la procesada puesta de mani- 
fiesto por las constancias de autos como así la del coproceaado. 
permiten admitir como cierto un marcado predominio de aque- 
lla sobre sti hermano. 

Que esas v demás circunstancias que fluyen de las cons- 
tancias sumariales constituyen una congerie de 'fgm&m 
graves, anteriores, concordantes y posteriores al gMi 
llevan al ánimo del proveyente el convencimiento pleno de a 
responsabilidad eriminal de la acusada como participe en la 
perpetración del homicidio de que dan cuenta los autos, por- 
SStStatfltt reúnen las exigencias legales de las dispos.e.o- 
Z precitadas, formando así una prueba ?«''«^«* J"* 
«ie la misma puede atetarse una sentencia condenatoria a la 

PreV LL I< r^ponsabilídad de la misma en la segunda causa que 
le fuera incoada, emerge de la prueba testifical, arts. 30í> a 
:i07 del Cód. de Proced. Criminales, 

111 Respecto al encuadra miento legal del hecho subju- 
dice el* provevente es de opinión que el pertinente es, de 
«cuerdo con sus modalidades y probanzas de autos el del 
« t 79 del Cód. Penal por no existir fW^^f^ 1 ? 
agravante ni tampoco atenuante del homicidio El rol de la 
¡cusada fué el de instigadora y 

qwe habría determinado a su hermano a llevar a cabo el techo 
¿luego cooperado con el yendo juntos y llevando el madero 
empleado paqáél para golpear a ^X^tT^ll' 
tes del cuerpo cayendo su intervención en los arts. 45 y 4b, 
y el del coprneesado Héctor Orti* el de «^E^^fS 
Visto por el art. 45 del Código represivo, en función con el 
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•rt. 79 de dicho texto legal, siendo el de la causa 574 el de 
desacato, art. 244 del Cód. Penal. 

IV. Que a los efectos de la adecuación de la pena aflic- 
tiva que corresponde imponer a los coprocesados por la parti- 
cipación que les cupo en el hecho delictuoso incriminado e! 
proveyente tiene presentes las siguientes circunstancias; fal- 
ta de antecedentes judiciales condenatorios que lo» perjudi- 
quen en su instrucción, naturaleza del medio ambiente en que 
actúan, la premeditación de los agentes del delito, la senectud 
de la victima, la peligrosidad demostrada por ellos en la eje- 
cución del homicidio, el parentesco existente entre la proce- 
sada y el sujeto pasivo del delito, el concurso material de deli- 
tos en la coprocesada y demás modalidades de la causa arts 
40 y 41 del Cód. Penal. 

A mérito de las consideraciones expuestas, disposiciones 
legales citadas y demás constancias de autos, oídos que han 
sido el Ministerio Fiscal y la Defensa, juzgando definitiva- 
mente fallo: condenando a Héctor Cristóbal Ortiz. de filia- 
ción ut mpra como autor responsable del delito de partici- 
pación en homicidio simple. ■ arta. 45 y 79 del Cód. Penal y u 
Fidela Ortiz de Kochan también de filiación ut su pro, por el 
delito de participación como instigadora v adjutora eu homi- 
cidio y el de desacato, arts. 46, 46, 79, 244 y 55 del mismn 
texto legal, a sufrir la pena de dieciocho años de prisión con 
accesorias legales y costas. — Valentín Rambeavd 



Sentencia pe i.a támara Feoekai. 

Paraná. 22 de diciembre de 1948. 

Y vistos estos autos "Kochan Esther Pidela Ortiz de v 
Ort« Héctor Cristóbal s. homicidio", venidos por apelación 
concedida a fs. 175 contra la sentencia de fs. 167 a 174 vta. y 

Considerando ; 

Que la responsabilidad de Héctor Cristóbal Ortiz en el 
delito de homicidio de la anciana María Chiyaneo de Kochan 
se encuentra plenamente demostrada en autos por su confe- 
sión que reúne las condiciones establecidas en los arts. 316. 
318. 321 y concordantes del Cód. de Proceds. en lo Criminal 
para que constituya plena prueba de su responsabilidad pe- 
nal, tal como se establece en la sentencia recurrida. 



1SB I'AU-OS DJ5 tíA VimiZ srl*RKM.\ 

Que la retractación que dicho procesado hace de atj C0|- 
lesión, carecí de valor por la. raxones «P^^.^/C 
S recurrida Y porque ella no reúne evidentemente -os 
SSilí "i" ta IV «Ju Paru que la retraetaeió» sea « Hn- 
sihlc desdeñe .su confesión ante el Juez de la c, , i h ' - 
t m | a espontáneamente y a su respecto no se alego qut iuuulm 

EhÑI»v icia. iuti.nida.i0u o eoaeoi.ni po? lo m^g£* 

tiene el valor de plena prueba con arreglo a lo .pie disponen 
ti«* irtt SÜÍfi v íí'M de lu lev de forma. , . 

no do ? valor que ti.,ic la confesión prestada por el 
,,,, amo ,1 .tupido, para pudor invalidarla 

^ a ¡Ltd ubitkbl£ qué el ivn no pudo oometer el delito 
",e J le imputa, lü qué 110 ha zurrido en autos y muy al leo - 
L n iu su confesión aparece rol-roborada por toda lu prueba 
; -n • el cuerpo*^ delim. así eomo también las deola- 
ríSnea i testi,J ohra.de. en anios. ton los que concuerda 
S.-enr, ],.r ln one la reqon.snbilidad de este proecsado 
ES^-por P-lHida. tal éoiuo lo establece la 

sentencia recurrida* ... n . , K 

Que "-a CüautO a la otra procesad» PideJn OrtW de he. 
,h„„. %¿ ie,ó tuda participad en el debto enmet w |« por 
J H-nmiim v si Lien existen pie* molones que lineen - 

tl ' ,i; t pi „lo ser la instigador, del hecho, estas no pnoden 
rtedrae qilc llenen «mIiis las enndieioues que establece la I > 

Simpar .e constituyan plena prueba, desde , ; pto ■ Ir 

Uaioeo que W I -Toe/, de las presunnones oxéenles en 

,u ! . ,u! pued, establecerse «na M .de ^oraanew 
e estableVc» eoi, (oda evideneh. y sm dejar lu-ar a nn- 
gL dS razonable bi partieipaeión que como —Ion 
Sel Hedí» le impula su nombrado hermano. Ver art W «' 
r,«l. do Proceda. Criminales. , 

Ijue pam qiio pne.l» eoi.M.lerur.e perfecta la ggjj 
indias, 's necesario que el hecho .pie se «¡mere proba re- 
Ste de la -uordinaeinn de los mismos en forma tal que ja 

.",me..ió„ ■ pneda Inrmarse el j.n* no deje ^yjj 1¡ 

L e los miamos se relac'imcn sin «faeno para Hegar a In 
conclusión que se trata de establecer, que se trato de indicios 
SffiS?5 qoe se rumien en hecho» reales y probados y e 
indudable- .pío las circunstancias comprobadas «un respeet< a 
Ueha proeeLla no llenan esas fundiciones. P°rque W tai " 
S Lnenmitan.es oon el heelio de que se trata. , sendo nau- 
fiéientes las que se relacionan por ol Juez a qué, poique 
, ,W llevar'a solneiones eonl notorias vr¿«- 
Ueas e insennras para eslableccr la responsabilidad de la in- 
culpada. 
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Que la inculpación que hace a la acusada su hermano 
Héctor, no tiene el valor que le asigna la sentencia recurrida 
por loft contradicciones en que incurrió, al inculparla en un 
principio como autora directa del hecho y después manifestar 
que Fue la que lo instigó a cometerlo; lo mismo ocurre con la 
tardanza en llevarle la merienda a su esposo, que pudo obede- 
cer a distintas fflti.sns y Ins demás consideraciones que se ha- 
cen, que no so refieren a circunstancias que induzcan a pensar 
necesariamente en su partiei pación en dicho delito, como ocu- 
rre con las consideraciones de orden afectivo referente a ln 
procesada, de las que no puede inducirse sin ninguna duda 
que debieron hacerla reaccionar en el sentido de instigar l¡i 
eliminación de su suegra, como 1c inculpa su hermano. 

Que de uenerdo a ello, las presunciones! existentes no puede 
decirse que reúnan las condiciones de gravedad, precisión y 
concordancia que esíge la ley, la doctrina y la jurispruden- 
cia para tener por comprobada su responsabilidad criminal 
correspondiendo en consecuencia su absolución por dicho de- 
lito como lo solicita la defensa en ambas instancias. 

Que en la causa que se le sigue por desacato, por las 
declaraciones obrantes do fs, 2 a 7 del expediente n* 57, A, 
año 1!)47. agregado por cuerda y propia confesión de la pro- 
cesada se comprueba su responsabilidad en dicho delito, co- 
rrespondiendo se le imponga tres meses de prisión con arreglo 
;i lo (pie dispone el art. Ü44 del (Vid. Penal. Ver arts. ¡ííló. 
:t07. ;il(¡, ;!18 y 321 del Cid. de Proceda. Criminales. 

En mérito a lo expuesto y pnr sus propios fundamentos 
en lo concordante, se resuelve confirmar la sentencia apelada 
en cuanto condena a Héctor Cristóbal Ortiz por delito de 
homicidio a sufrir la pena de dieciocho años de prisión, acce- 
sorias legales y costas, que se le imponen también en esta 
insta liria y revocarla en lo que se refiere a Fidela Estber Ortiz 
de Koclum, a la que «e absuelve de culpa y cargo por el deli- 
to de participación en el cielito de homicidio condenándola 
por el delito de desacato cometido a sufrir la pena de tres 
meses de prisión, que se 1c da por cmn purgada con la prisión 
preventiva sufrida por lo que deberá oficiarse para su inme- 
diata libertad, — Abel Madariarja. — K. Carhó Fvnes. — Ju- 
ii» A. ftínitr?. 



140 i'ALUIM DE U l*OBTK SMMIEM A 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 27 de octubre de 1949. 

Vistos los autos < 'Rochan, Esther Fidela (Miz de 
_ oVttlléetor Cristóbal s.| homicidio» en los que 
ae ha concedido a f .. 186 el recurso ordinario de ape- 
laeión. 

Considerando : 

Que la absolución de la procesada Fidela Ortiz res- 
a. delito de homicidio que dispone la sentencia 
Je fs 184 fué consentida por el Ministerio Publico. No 
11 consideración alguna de este Tribunal sobre 
a »ng"u «cía de dieba absolución con la condena del 
S Héctor Cristóbal Ortiz, -que ta sentencia 
dtTda mantiene-, para deducir de ello, como lo pre- 
tende la defensa, argumentos en favor de la absolución 

de este último. 

Que la fractura del cráneo de la anciana compro- 
bada por la "percepción exterior» en el momento de 
"r hallado su cadáver aparecía como cansa "manifies- 
ta c inequívoca de su muerte» y, en consecuencia hacia 
innecesaria, por disposición del propio precepto legal 
SSSZ invoca m 222 del Cód. de Mta. en 
Telina.) la autopsia a que el mismo 
to más cuanto que no hay circunstancia £ 
pie para presumir «na causa de la «inerte distinta de 
a indicada ni para considerar ***mg* . «¡ 
«un punto de vista, la confesión de Héctor O. Ortiz en 
Tirio de ella relativa a cómo fué ultimada la ancana. 
Que la retractación de esto procesado, hecha des- 
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pués de haber ratificado ante el Juez de Ja causa, sin 
la más mínima rectificación, la indagatoria prestada 
ante la Policía, no puede ser tomada en consideración 
porque Ja prueba con que se la abonó es insuficiente. 
El procesado invocó la fractura de tres costillas y el 
perito médico designado a propuesta de su defensor no 
halló rastro de ello ni de ninguna otra violencia (fs. 13 
del incidente de retractación). De los testigos propues- 
tos sólo Presentación Ramírez (fs. 9 vta. de dicho in- 
cidente) dice haber visto que los policías golpeaban a 
Ürtiz cuando lo condujeran por primera vez al bosque 
para que indican* el lugar del cadáver, golpes debidos, 
según el testigo, a que Ortiz indicó distintos sitios en 
ninguno de los cuales fueron hallados los restos. Juan 
Paredes (fs. 11 vta. del incidente) cufiado de este último, 
declara haber visto que presentaba golpes en la cara, 
pero no víó cómo ni cuándo le fueron aplicados, y en 
cuanto a los signos observados comienza por declarar 
que los notó desde una galería, cuando a las veintitrés 
horas de un día lluvioso víó descender a Ortiz de un 
automóvil y luego aclara que los vio al día siguiente 
"cuando del calabozo lo pasaron al baño". Y por fin 
Fleitas (fs. 15 del citado incidente) manifiesta haber 
visto, hallándose accidentalmente en la Comisaría de 
Castetli, que el Cabo S. Martínez echaba a Ortiz al ca- 
labozo **en estado lastimoso" pateándolo y empuján- 
dolo. 

Que esta prueba, juzgada con sujeción al criterio 
enunciado en los arts. 278, 306 y 307 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, no permite admitir la tar- 
día retractación de fs. 1 del incidente respectivo, for- 
malizada más de dos años después de ]n ratificación 
judicial de la indagatoria, y operado el cambio de de- 
fensor que consta a fs. 84 de los autos principales. 
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Por tanto, se confirma la sentencia apelada de fs. 
184 en cuanto condena a Héctor Cristóbal Ortiz por el 
delito de homicidio o sufrir la pena de diez y ocho anos 
de prisión, accesorias legales y costas. 

Luis R. Loara ni — Kouolfo G. 
Valekzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez. 
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ANTONIO PEDRO ARIAS v. INSTITUTO NACIONAL DE 

PREVISION SOCIAL 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Júbüadoms. 
Clüéts. Extraordinaria. 

El beneficio que contempla el art. 31 de la ley 10.690 no 
debe abonarse desde el día en que fué pedido por el inte* 
resado — que no obstante su incapacidad continuó pres- 
tando servicios en un cargo de menor categoría — , sino 
desde la fecha en que gestionó el otorgamiento de sa jubi- 
lación por invalidez, habiéndose limitado la discusión a esa 
alternativa. 

Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

Huenos Aires, agosto 23 de 1948. 

Y vistos: 

La cuestión debatida en autos radica sobre la fecha en que 
debe hacerse efectivo el beneficio que acuerda el art. 31 de la 
ley 10.650; si desde que se operó la rebaja de categoría y sueldo 
del reclamante —15 de octubre de 1938—, o si desde la fecha 
en que se formuló el pedido —13 de marzo de 1944—, fs. 13. 

De acuerdo a la disposición del citado art. 31. el beneficio 
qne acuerda requiere la existencia de un jubilado por invalidez, 
estado que el interesado en estos autos recién posibilita reco- 
nocer el 19 ile agosto de 1943 — fs. 4—, al solicitar el beneficio 
respectivo. 



U4 
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IJ ii b ¡enrió establecido la jurisprudencia en tesis que esta 
Silla comparte, que el obrero puede recabar el beneficio del 
art. ¡11 de la ley 10.650 siempre one se halle en la* condiciones 
físicas requeridas para tener derecho a la jubilación por invali- 
des!, justo es reconocer — en la interpretación más favorable al 
reclamante— que esta situación nunca puede ser anterior a la 
fecha en que el propio interesado lo impetra. La pérdida del 
período anterior, en este caso desde el 15 de octubre de 1038 
hasta el 18 de aposto de 194ÍÍ. sólo es imputable al propio inte- 
resado y por lo tanto sólo a él debe perjudicar. 

Por ello, se modifica la resolución apelada y se resuelve 
que el Instituto National de Previsión Social, Sec. ley 10.650. 
debe hacer efectivo el beneficio del art. 31 de !a citada ley a 
Don Antonio Pedro Arias desde el día 10 de aposto de 1943. — 
Abrakam E. Vah fariñas. — Junr Pellicciotta. 



Dictamen oel Procueador General 

Suprema Corte: 

Habiéndose puesto en tela de jnieio )a interpretación 
del art. A\ de la ley 10.650, y siendo ln sentencia de fs. 
63 contraria al derecho invocado por el apelante, el re- 
curso extraordinario interpuesto y concedido a fs. 6Í) es 
procedente. 

En cuanto al fondo del asunto, se trata de determi- 
nar la fecha a partir de la cual debe hacerse efectivo el 
beneficio que acuerda la preeitada norma legal, tenien- 
do en consideración los elementos de criterio que pun- 
tualizo a continuación. El 19 de agosto de 1943, don Pe- 
dro Antonio Arias se presentó ante la Caja Ferrovia- 
ria, solicitando su jubilación por invalidez (fs. 4), y en- 
contrándose ésta en trámite, requirió el 13 de marzo de 
1944 la concesión del beneficio a que se refiere el art, 
,'J1 de la ley 10,650 (fs. 13), que en definitiva- le fué acor- 
dado a partir de esta última fecha, según consta a fs. 26. 

Apelada esa resolución por Arias, que entendía de- 
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bra pagársele desde que fué rebujado su sueldo con mo- 
tivo de »u incapacidad (octubre 17 de 1938), fué modifi- 
cada por el I tribunal de alzada, en el sentido de que aque- 
lla prestación debe liquidarse desde la primera presen- 
tación del recurrente (19-8-43), siendo aliora el Institu- 
to el que trae los autos a decisión de V. E., por la vía 
extraordinaria del árt. 14 de la ley 48, 

Kn el caso en examen, mediante las constancias de 
fs. 3, il y 2i) se hallu acreditado que el cansante se en- 
cuentra en Jas condiciones físicas previstas por el art. 
20 de la ley de la materia, así como también que la re- 
baja de sueldo y categoría fué una resultante del acciden- 
te sufrido por Arias quien, sin cesar en el servicio, pre- 
sentó sus solicitudes de fs. 4 y 13. 

Los arts. 30 y 31 de la ley 10.650 contemplan el ré- 
gimen a que se encuentran sometidos los empleados fe- 
rroviarios que bubieran obtenido jubilación ordinaria 
o por invalidez, para volver al servicio ferroviario, es 
decir, prevén la circunstancia de que los mismos liayan 
cesado en sus funciones. 

Resulta, empero, que el propio Instituto, para acor 
dar el beneficio del art. 31 a quienes, como Arias, no de- 
jaron el servicio, reconoce a los mismos la condición de 
jubilados por invalidez, al solo efecto del otorgamiento 
de dicho beneficio (fs. 26). 

Si. el lo es así, y debiendo limitarse el pronunciamien- 
to a dictarse en la presente instancia extraordinaria a 
^decidir sí el haber debe pagarse desde que se lo solicitó 
o a partir de la fecha en que Arias pidió su jubilación 
por invalidez, me parece que la sentencia apelada lia 
resuelto el punto correctamente, toda vez que este úl- 
timo pedido ya puso en conocimiento de la Sección de 
la ley 10,650 la incapacidad parcial del recurrente, co- 
nocimiento que, conforme se expresa a fs. 53 y 60, de- 
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termina el momento a partir del cual se considera equi- 
tativo comenzar a pagar el beneficio del art. 31. 

Procede, en consecuencia, confirmar el fallo ape- 
lado en cuanto pudo ser materia del recurso. Buenos 
Aires, octubre 3 de 1949. — Carlos G, Delfino. 

FALLO DE LA COKTE SUPIÍEMA 

Huenos Aires, 3 de noviembre de 1949. 

Vistos los autos: "Arias, Antonio Pedro c.j Insti- 
tuto Nacional de Previsión Social s«| Ley 10,650", en 
los que se lia concedido a fs. 69 el recurso extraordi- 
mino. 

Considerando: 

Que en el presente caso se trata de establecer si el 
beneficio que contempla el art. 31 de la ley 10.650 debe 
abonarse desde la fecha en que se lo solicitó o desde 
el día en que el interesado gestionó su jubilación por m 
validez, teniéndose en cuenta que el afiliado no obstante 
su incapacidad continuó prestando servicios, aunque en 
un cargo de menor categoría. 

Que cabe consignar que el propio Instituto para 
acordar el beneficio del art. 31 a quienes como Arias, 
no dejaron el servicio, les reconoce y a ese efecto, la con- 
dición de jubilados por invalidez (fs. 26). 

Que en tales condiciones el pedido de jubilación por 
invalidez presentado por Arias puso en conocimiento 
del Instituto su incaimcidad parcial, desde cuya opor- 
tunidad se considera justo acordar el beneficio a quie- 
nes como a A. F. Arias continuaron en servicio. 
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Por ello y de acuerdo con el precedente dictamen del 
Sr. Procurador General se confirma la sentencia de fs. 
63 en cuanto pudo ser materia de recurso. 

tira B. Longui — Tomás D> 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo Pessagno. 



MARTA TERESA XOUGUES Í>E T ABO ADA v DIREC- 
CION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Inter posición 
del recurso. Fundamento. 

Debe considerarse eficientemente fundado el recurso ex- 
troordinario, si el escrito de interposición llena Jos fines n 
que responde la jurisprudencia sobre 1» materia en cuanto 
su lectura permite apreciar tanto lo referente a la proce- 
dencia de la apelación como a las cuestiones cu va decisión 
se requiere al Tribunal. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento jf recursos. 

El secreto de las constancias existentes en la Administra- 
ción, impuesto por el art. 100 del decreto 14.341/46 —ley 
12.022 — , no impide a los jueces requerir informes sobre 
aquellas, con ta! que lo dispongan a solicitud del contri- 
buyente de quien provienen y la información no revele 
datos referentes a terceros. En este último supuesto y 
también cuando las constancias requeridas no correspon- 
dieren al litigante a cuya solicitud se piden, la expresa 
conformidad de los afectados autoriza la producción de 
la prueba. 

HECntSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
«o federal™. Interpretación de normas y actos comunes. 

Es ir re visible por medio del recurso extraordinario la con- 
clusión fundada en rozones de liecbo y de derecho común, 
según la cual determinada sucesión rio puede ser conside- 
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rada como tercera persona extraña al juicio a efecto de la 
exliibieióii de mus dee la rae iones juradas sobre el impuesto 
a los réditos por la Dirección Impositiva. 

HK< TUS tt EXTtt,W/{Ht\AfíÍO: Resol tivirUi. Limiten riel prottmi- 
tiit mirtilo* 

VA pronunciamiento de !a Corte Mupremn debe limitarse 
a las cuestiones com prendidas en la apelación. 



Skntescía nía. juez fkdeual 

Tucuinán, diciembre 27 de 1948. 

Y vistos: El incidente promovido en este cuaderno de prue- 
bit u" 1 de la actora. en jiiici e) "María Teresa Noupuéa de Ta- 
boada vs. Pisen Nacional ( Direc Oral. Impositiva) %f conten- 
eioso por repetición*', y 

Considerando: 

L Que la ¡neideneia a resolver origínase con el pedido 
formulado por la aetora h fs. 1 y consistente en que se requiera 
de la Direei-ióu General Impositiva el envío: a) de unos folios 
ful t¡i ti tes a los antecedentes administrativos ya enviados, que 
corresponden a la aetora —inscripta en la entidad recauda- 
dora bajo el u" Iflf)f»/14— . como asimismo W eor respondientes 
a los períodos fiscales posteriores al año 1944; b) de loa ante- 
cedentes administrativos de ta Sucesión Serafina Romero de 
Notivm's. inscripción n* 17.1/14 y de «aspar Taboada inscripto 
bit jo el ir 4r»37/14. 

(¿ne a dieho pedido la Dirección ba dado cumplimiento en 
forma pareial según se desprende de Lux constancias de fs. 3 
a 44 v ile la nota de fs. 45; y niégase, por las razones dadas 
a fs. 45 y articulación de fs. 49/51. al envío de los expedientes 
administrativas señalados como punto b). 

Que ambas cuestiones merecerán una distinta considera- 
ción, razón por la cual habrán de ser tratadas y resuelta* sepa- 

r adamen te. .... , \ 

II. En manto a los antecedentes indicados en el punto a) 
del escrito de demanda, fs. 7/10 del juicio principal, sur pe que 
Ja aeeión de repetición deducida es comprensiva de los anos 
V.nii y 1944. A raíz del oportuno pedido de antecedentes ban 
sido enviados los referentes ti los años 194*2. 1943 y 1944 que 
mn-Pii aiíiviriidos de fs, 12 a fi'i de los autos principales. 
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Que posteriormente y con motivo de un nuevo pedido de 
la actora, ta Dirección envió los antecedentes que corresponden 
a los aftas 1037, 1938, 1939, 1940. 1941 y 1945, que corren glo- 
sarios rie fs. 3 a 44 del presente cuaderno de prueba. 

Que de lo expuesto, claramente se advierte que los único» 
expedientes administrativos que guardan relación con toa pun- 
tos cuestionados en esta demanda contenciosa son los relativos 
a los años 1943 y 1944; y siendo que en autos están agregados 
esos pedidos, más los relativos a tos años 1937 a 1941 inclusive 
y año 1945, resulta carente de asidero legal y práctico la pre- 
tensión de la actora y consecuentemente no procede exigir nin- 
guna otra agregación sobre estos antecedentes. Así lo declaro. 

TU. En cuanto & los antecedentes referidos en el pun- 
to I») : para la solución del problema planteado bajo este aspec- 
to dehese estudiar el sentido y alcance n atribuir al art. 100 de 
la ley 11.683 (texto actualizado en 1947) desde que este nuevo 
precepto legal tiene una redacción diferente a la que presen- 
taba el art. 09 de la derogada ley 11.683 ft. o.). 

Que la jurisprudencia de la Corte Suprema (Fallos: 193, 
109; 196, 575 y 581; 198. 316) > elahorada en torno al artículo 
últimamente citado, había establecido que el secreto de las de- 
ela raciones juradas no lo eran en beneficio del Pisco sino de 
los contribuyentes o terceros que podrían ser afectados o per* 
jtidicados por la divulgación de los datos amparados por la 
garantía que procuraba el expresado texto legal. 

Que dícba inteligencia interpretativa ba venido a inspirar 
la segunda parte del apartado tercero del actual art. 100, al 
disponer este: "... o que las solicite el interesado, en los juicios 
en que sea parte contraria el Fisco Nacional, Provincial o Mu- 
nicipal, y en cuanto 1a información no revele datos referentes 
a terceros" 

Que conforme a dicha disposición legal, las informaciones 
entregadas a la Dirección del impuesto sólo serán admitidas 
como pruebas en los casos siguientes: a) procesos criminales 
por delitos comunes y siempre que dichas informaciones se ha- 
llen relacionadas directamente con los h eolios que se investi- 
guen; y b) cuando el propio interesado las solicite, en juicio 
que sea parte contraria el Fisco Nacional, Provincial o Muni- 
cipal y siempre que la información no revele datos referentes 
a terceros. 

Que de la redacción del art. 100 y la jurisprudencia men- 
cionada, de acuerdo a las constancias de autos debo tener pre- 
sente que la admisión de la prueba es factible siempre que no 
se oponga el orden público y sin perjuicio de anal izar la mis- 
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ma en definitiva y en el presente caso habiendo dado confor- 
midad el Sr. Gaspar Taboada dada su situación de marido de 
la accionante, creo prudente hacer hipar al pedido formulado 
por la aetora, sin costas, de acuerdo a las constancias del expe- 
diente y haber existido por parte de la Dirección motivos le- 
gales para plantear el incidente. 

Por lo expuesto y dictaminado por el Sr. Procurador Fis- 
cal, resuelvo : No hacer tugar al pedido formulado por In aetora 
en el sentido de que se agreguen los fallos faltantes al expe- 
diente de la accionante y hágase lugar al pedido de agregación 
de los antecedentes de la Sucesión de Serafina Ñongues y de 
Gaspar Taboada solicitado en este cuaderno de prueba n» 1 de 
la actora. — lirnjamín Cossio. 



Sentencia i>e la Cámara Federal 



Tncuraán, julio 2 de 1949, 

Y vistos: Los recursos de apelación y nulidad concedidos 
a la parte nctora a fs. 58 vta. y el de apelación concedido a la 
demandada a fs. jD vta., contra la resolución del I Sr Juez Fe- 
deral de Tncnmán. de fecha didicn^re 27 de 1948, dictada de 
fs fifi a 57 de los autos "María Teresa Ñongues de Taboada 
vs. Diree. Gral. del Impuesto a los Réditos s/ repetición de 
pago (Cuaderno de prueba de la aetora n* 1)". y 

Considerando : 

F,n cuanto a la nulidad : No existen vicios de forma en ja 
resolución recurrida, ni se han violado en la tramitación de 
la incideneia las reglas substanciales del procedimiento. En 
consecuencia, el recurso de nulidad interpuesto es improce- 

eedente, • 

En cuanto a los recursos de apelación: Que como bien lo 
expresa el a-quñ en los considerandos pertinentes de la senten- 
cia recurrida, la Corte Suprema de Justicia de la «ajifijfc in- 
terpretando el alcance del art. 100 de la ley n* 11.6R3 (texto 
actualizado en 1947) ha establecido que la garantía del secreto 
de las declaraciones juradas no tiene por objeto beneficiar al 
Fisco sino a los contribuyentes o terceros que podrían ser afec- 
tados o perjudicados por la divulgación de los datos contenidos 
en ellas í Fallos: 193. 109; 196. 575 y 581 ; 198. 31fi) 

Que en el suh-iudice. el ofrecimiento como prueba de los 
antecedentes relacionados enn el juicio sucesorio de D* Serafina 
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te contraría el Pisco Nacional por la misma contribuyente inte- 
resada, que reviste el carácter de hija y heredera de u* cau- 
sante, de cuya sucesión se trata, cumpliéndose así los requisitos 
exigidos por la última parte del párrafo tercero de la dispo- 
sición legal antea eitada, para justificar, con carácter de ex- 
cepción, el ofrecimiento como prueba en causas judiciales de 
las declaraciones juradas, manifestaciones e informes presen- 
tados ante la Dirección del Impuesto a los Réditos. 

Que no obsta a esa conclusión la exigencia que contiene 
el artículo citado en el sentido de que la información no revele 
datos referentes a terceros toda vez que la sucesión de IV Se- 
rafina Romero de Ñongues, madre de la accionante, no puede 
ser considerada como tercera persona extraña a este juíeio, 
desde que, en virtud de lo dispuesto por el nrt. 3410 del Código 
Civil, el heredero, en este caso la mtora. no es sino la conti- 
nuación de la persona de la causante, porque, como dice 
Machado, "la continuación de la persona del difunto toma 
con este artículo los caracteres de una especie de inmortalidad, 
porque reaparece, por decirlo así. en la persona de su descen- 
diente o ascendiente legítimo, sin que haya un momento de 
intervalo" (Código Civil Comentado, t. VIH. pág. 507). 

Por ello y demás fundamentos de la sentencia recurrida, 
desestimando la nulidad invocada, se resuelve confirmarla en 
todas sus partes, con las costas de ambas instancias en el or- 
den cansado. — Norhcrto Antom. — Manuel S, BhÜP (En disi- 
dencia parcial). — Jorge M. Tenhu 



Dmdtnaa ¡torda! del gfc vocal primera, Dr. Manuel S. Rniz. 
Y considerando: 

En cuanto a la nulidad : Por las razones aducidas en el 
voto de la mayoría, opino que el recurso respectivo es impro- 
cedente. 

En lo relativo al recurso de apelación estimo que la pri- 
mera parte de la resolución recurrida es ajustada a derecho 
v debe por clin confirmarse, no así la segunda, en cuanto hace 
imrar al pedido de agregación de los antecedentes administra* 
ti vos de la sucesión de D* Serafina Homero de Nougués y de 
Pon Cí aspar Taboada y. ello, por las razones aducidas por el 
representante de la Dirección de Réditos en mi escrito de fs. 50 
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de este cuaderno de prueba, lo aconsejado por el Sr. Procu- 
rador Fiscal a Fs. 53 y lo dispuesto pnr el art. 100 de la ley 
ii* 11.683 (texto actualizado en 1947). tanto más cuanto en el 
Sttb-Ute la sucesión mencionada no ha dado su conformidad 
ni es parte directa en el presente. 

Por ello, se resuelve: Desestimar el recurso de nulidad 
deducido y confirmar la primera parte de la resolución recu- 
rrida, revocándola en cuanto hace linrar a la agregación 
de tus antecedentes administrativos referentes h la sucesión de 
l>* Si 1 ra Tina Romero de N'oufíués y de D. Gaspar Taimada, 
«'oslas de ambas instancias a carpí de la actora. — Manuel 

Dictamen ukl Procurador General 

Suprema ('cute: 

Ante la interpretación que V. E. ha dado reiterada- 
monte al art. 15 de la ley 48, pienso que el recurso extra- 
ordinario interpuesto a fs. 71 no está suficientemente 
fundado, toda vez que se omite la pertinente referencia 
a los hechos de la causa y a la vinculación que los mis- 
inos y las cuestiones debatidas en aquélla guardan con 
la cuestión federal que se pretende someter a la decisión 
de la (lurte Suprema. 

Procedería, en consecuencia, declarar mal concedi- 
do a fs. 73 dicho recurso. Buenos Aires, septiembre 27 
de 1040. — Carlos O. Del fino. 

¥ M A/y DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de noviembre de 1949. 

Vistos los autos: "María Teresa Nougnés de Ta- 
hoada eJ Dirección General del Impuesto a los Réditos 
s.| demanda sentenciosa", en los que se ha concedido 
a fs. 7íí el recurso extraordinario. 
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Y conside raudo: 

Que el escrito eu que se dedujo el recurso extraor- 
dinario — fs. 71 — está suficientemente fundado porque 
llena los fines a que responde la jurisprudencia estable- 
cida sobre la materia, en cuanto su lectura permite apre- 
ciar tanto lo referente a la procedencia de ta apelación» 
cuanto lo que hace a las cuestiones cuya decisión se re- 
quiere al Tribunal, — confr. causa "Cantor F. (sucesión) 
v. Tmp. Internos*' fallada en 6 de octubre del cte. año 
y los que allí se citan — , 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
— Fallos: 212, 229 — el secreto de las constancias exis- 
tentes en la Administración, impuesto por el art. 100 
del decreto 14.341 {46 — ley 12.922 — no impide a los jue- 
ces requerir informes sobre aquellas, en tanto lo dis- 
pongan a solicitud del contribuyente de que las mismas 
provienen y siempre que la información no revele dalos 
referentes a terceros. En este último supuesto y también 
cuando las constancias requeridas no correspondieren 
al litigante a cuya solicitud se piden, la expresa confor- 
midad de los afectados autoriza ta producción de la 
prueba. 

Que esto es así porque, como se expresó en el pro- 
cedente citado, el secreto establecido por la ley asegura 
a los contribuyentes la reserva de los datos reunidos a 
su respecto, con lo que se procura facilitar las declara- 
ciones a que están obligados y los requerimientos do 
que puedan ser objeto para el correcto pago y el nece- 
sario contralor de la Administración, Mas esta reserva 
carece de razón de ser si los mismos interesados, con 
miras a facilitar la acción de la justicia, la dispensan. 

Que con arreglo a lo expresado en el escrito de fs. 
71, —en que el recurso extraordinario se dedujo y que 
precisa las cuestiones a decidir— la Dirección General 
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Impositiva objeta la agregación del legajo correspon- 
diente a D. (Jaspar Tabeada por entender que tratán- 
dose de un tercero su conformidad no basta para hacer- 
la procedente; y se opone también a la agregación de 
los antecedentes relativos n la sucesión de Dn. Serafina 
Romero de Ñongues, que estima también comprendida 
en la prohibición del art. 100 de la ley 11.683 — T. O. 
en 1947— . 

Que la primera observación debe descebarse por 
aplicación de la doctrina de los considerandos que an- 
teeeden. 

Que en cnanto a la segunda, la sentencia apelada — 
fs. (i8 — establece que la sucesión de la Sra. de Nougués 
•'no puede ser considerada como tercera persona ex- 
traña a este juicio" eonelusión fundada en razones de 
derecho común y de hecho, irrevisibles por vía de re- 
eurso extraordinario. — Fallos: 2V2, 229 — . 

Que en tules condicionéis correspondo confirmar 
también en esta parte la resolución recurrida. 

Que debieiulo limitarse el pronunciamiento del Tri- 
bunal a las cuestiones comprendidas en la apelación — 
Fallos: 213, 19o y 364 y otros— no procede decisión al- 
guna respecto de los demás puntos a que hace referencia 
el memorial de fs. 83. 

Kn su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General se confirma !a sentencia apelada de fs. 
i\$ en lo que lia sido objeto de recurso extraordinario. 

LuiS R. Loxr.ni — Tomás T>. 
Casares — Felipe Santiago 
Pkhez — Atujo Pessacno. 
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FRANCISCA BARBIERI DE SANCUICA v. ALFONSO 

DOMINGUEZ 

V0\'8TITUC!0\ XACWXAl: ConstitucionaUdad ñ inconstitacio- 
tialidad, Let/ts nacionales. Con/Hiñes, 

El art. 1* de la ley 13,5:18 que manda suspender los des- 
alojos hasta el 30 de septiembre de 1949, aunque exista 
sentencia firme que los ordene, no es violatoria de la 
Constitución Nacional ('). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Relación di- 
recta. Sor mas extraña* al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en ta 
garantía constitucional de la igualdad si no se demuestra 
ta vinculación existente entre ella y el caso de autos — 
suspensión de los desalojos por el art. 1* de la ley 13538. 



XOHBERTO EMILIO PALMAN! v. W. M. JACKSON 

REVVRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestione* ttn 
federales. BxdwtUin de las cuestiones de hecho. Reglas generales. 

La paran* ia del art. 30 de la Constitución Nacional con 
arreglo a la cual ningún habitante será obligado a hacer 
lo que no manda la ley ni privado de lo que ella no prohi- 
be, no sustenta el recurso extraordinario respecto de sen- 
teneias fundadas en preceptos no federales y en circuns- 
tancias de hecho. Ello, porque, la cuestión en que la ape- 
lación se basa remite a la interpretación de las referidas 
normas y a la apreciación de loa hechos de la causa, p'in- 
tos ajenos a la jurisdicción extraordinaria de la Corte 
Suprema ( 3 ). 



(l) 3 ilo noviembre ñv Íft4£». Fnllos: 20B, 405. 

m 3 de noviemort? de 1949. Fítlloi: 200, 28 ¡ SU, 1534. 



156 FALLOS DE LA COttTE SUPREMA 



, RODOLFO FEDERICO GRETHEK v. SUSANA 
DOMINGUEZ MUIÍHAY 

RECURSO E S T RA URDIS ARI O : RerprnUos limpio*. Relación di- 
recta. Sumía* extraña* al juicio. Í)ispo»irionett constitucionales. 

Las disposiciones de ln Constitución Nacional atinentes a 
la familia — art. :I7, Núm. II— un sustentan el recurso 
extraordinario respecto de sentencias dictada* con arre- 
jilo a la ley común vi (rente y a los hechas ile la causa. 
Exceptúase el supuesto en que se tachara de inconstitu- 
cionales los preceptos en cuestión, nías la impugnación 
debe ser concreta y expresa, a cuyo efecto no basta la afir- 
mación <te une la ley 23!i:i pilona abiertamente con el 
espíritu de la nueva Constitución y de une no se ajusta 
a esta el fallo recurrido ('>■ 



RECURSO HE QUEJA. 

El recurso de hecho ha de ser fundado en la misma forma 
que el extraordinario, expresándose eoncret amenté en el 
memorial de la queja en que consisten loa hechos de la 
causa y los t eruditos de la solución acordada a la misma 
por el tribunal apelado. A falta de ello, corresponde des- 
estimar la queja. 



TEODORO PEREZ Y ALBINO FLORENCIO ESPINOSA 

RECURSO E X TRA O R OIS A RIO: Rrqui*i(n* propio*. Relación di- 
rteiit, Sarma* extraña* al juicio. T)i» posiciones constitucionales. 

La rebeldía declarada en la alzada aun en causas crimi- 
nales no autoriza la deducción del recurso extraordinario 
sobre la base de la garantía de la defensa en juicio ( 2 ). 



(1) 3 iU> noviembre de 1040. Fullov: 2H, 423. 

(2) 3 de ngvicmlire do 1G49. Falloi: 205, 92. 
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C0XSTITUC10X NACIONAL: Derechos 1/ garantía?, fhfenm en 
* juicio. Procedimiento tj sentencia. 

La fíarantía de la defensa en juicio no requiero la doble 
instancia judicial (')■ 

RECURSO EXT RAOR OIS ARIO: Requisitos propio*. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

La eiiestión referente a la declaración de rebeldía en ae- 
¡í nnda i lista tic ia es de orden procesal y a juna al recurso 
extraordinario f a ). 



EDUARDO A. SANCHEZ C ESC III v. PIÍOVIXCIA DE 

BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDI XA RIO: Ret¡nisitos comunes. Cuestión jus- 
ticiable, 

Xu puede sustentar el recurso extraordinario, por tra- 
tarse de una cuestión polítíea cuya solución no incumbe 
a los jueces nacionales; la invocación de los arte. 5 y 106 
de la Constitución Nacional derogada, en cuanto dispo- 
nían que las constituciones provincia lea serían dictadas 
con forme a lo proscripto en la primera. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes, Cuestión jus- 
ticiable. 

No puede sustentar el recurso extraordinario, por tratarse 
de una cuestión política, la pretensión de que la i inmovi- 
lidad dispuesta para los jueces nacionales por el art. 96 
de la Constitución Nacional derogada, alcanza también a 
los magistrados de provincia en virtud de lo establecido 
en los arts. 5 y 106 de la referida Carta. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión jus- 
ticiable. 

Ni el art. 18 ni el 19 de la Constitución Nacional dero- 
gada permiten que la Corte Suprema conozca respecto de 
cuestiones no justiciables» como son las de índole política. 



(1) Folio* ; 212, IOS. 

(2) Fallón: 213, 387. 



1S8 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



FALLO LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de noviembre de 1949. 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
e] actor en la causa "Sánchez Ceschi Eduardo A. c.| P. 
É. de la Provincia de Buenos Aires", para decidir sobro 
su procedencia. 

Y considerando: 

Que lu invocación de los arts. 5 y 106 de la Consti- 
tución Nacional derogada en cuanto disponen que las 
constituciones provinciales serán dictadas conforme a lo 
proscripto en la primera, hace referencia a las condi- 
ciones en que "el Gobierno Nacional, garante a cada 
provincia el goce y ejercicio de sus instituciones'* y 
plantea una cuestión política cuya solución no incumbe 
i\ los jueces nacionales ni puede sustentar el recurso ex- 
traordinario -Fallos: 187» 79; 193, 138; 206, 21; 213, 
196 y otros — . 

Que igual naturaleza ha de reconocerse a la pretcn- 
sión de que la inamovilidad dispuesta por el art. 96 de 
la Constitución Nacional derogada para los jueces na- 
cionales alcanza también a los magistrados de provincia 
por virtud de lo dispuesto en los arts. 5 y 106 de la re- 
ferida Carta, pues ello necesariamente ocurriría por ser 
tal garantía requisito de la exigencia de asegurar la 
administración de justicia, es decir uno de los extremos 
a que se supedita el goce y ejercicio de las instituciones 
locales. 

Que ni el art. 18 ni el 19 de la misma Constitución 
y las garantías consagradas en los mismos, permití n a 
esta ('orto conocer respecto de cuestiones no justicia- 
bíeSj cora» son las planteadas en autos, cuya definitiva 
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decisión en el orden local ha establecido también la ju- 
risprudencia —Fallos: 206, 312 j 208 t 20 y los allí ci- 
tados — . 

En sn mérito se desestima la precedente queja. 

Tomás D, Casabes — Felipe San- 
tiago Pérez — Atilio Pes- 
sagno. 



MANUEL ARMENGOL w be: ALFREDO MARTIN 
l'EDRO VARELA Y OTROS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* commm. Subsistida 
di* tos requisitos.- 

Es improcedente el recurso extraordinario respeeto de la 
sentencia confirmatoria de la sanción de treinta días de 
prisión no redimible» por multa, aplicada por infracción al 
edicto policial sobre reaniones públicas v desorden, si el 
pronunciamiento de lo Corte Suprema "resultaría inofi- 
cioso en razón del tiempo transcurrido desde la aplica- 
ción de aquélla. 

Ln anulación de las actuaciones del proceso constituye 
materia ajena al recurso extraordinario en tanto la deci- 
sión de la Corte Suprema no contemple la efectiva tutela 
actual de un derecho del recurrente ('). 



RICHARD CONANT HARRIS 

E X // ORTO : Reqn ¡sito*. 

Las comunicaciones a los asentes diplomático? extranjeros 
acreditados en el país deben hacerse por oficio dirigido al 
Ministerio de Relaciones Exteriores de la Nación 



m 3 «le ««vimbre de 194!). Pollo* ¡ 188, 419; 297, 145; 299, 337; 
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160 fallos de la corte suprema 

Dictamen pel. Procurador General 

Suprema Corte: 

La cuestión suscitada con posterioridad a la declara- 
ción de incompetencia formulada por V. E. a f s. 38, guar- 
da analogía con la que V. E. tuviera oportunidad de re- 
solver en 213: 280, de conformidad con la opinión del 
suscripto. 

Ed consecuencia, procede devolver esta causa al 
Juzgado de origen a fin de que se ajuste el procedimien- 
to a las indicaciones formuladas en la nota de fs. 51, 
coincidentes con el criterio sustentado por V. E. en el 
fallo ritado. Buenos Aires, octubre 10 de 1949. — Car- 
los O. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 3 de 1949. 

Autos y vistos*. Considerando: 

Que romo lo ponen de manifiesto las constancias de 
los autos —fojas 48 y 51— las objeciones formuladas a 
la citación del mayor Richard Conant Harris dispuesta 
por el Sr. Juez a cargo del Juzgado N* 5 de Instrucción 
en lo Criminal de la Capital, no lian consistí lo en la im- 
pugnación de su competencia, sino en el requerimiento 
de que la referida citación se tramite por intermedio 
del Ministerio de Relaciones Exteriores, como así co- 
rresponde con arreglo a lo decidido por esta Corte 'en 

Fallos : 213, 280. 

Que habiéndose resuelto a fs. 38 por esta Corte que 
la causa principal no es de su jurisdicción originaria, 
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la observación hecha a fs. 52 a la competencia del juca 
exhortado, fundada en el art. 21 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal y la subsiguiente resolución de 
fs. 52 vta. f sólo expli cable por el desconocimiento de la 
primera, no constituyen obstáculo a la debida tramita- 
ción de la rogatoria, por el referido juez de la Capital. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del 8r. Procurador General se decide devolver 
los autos ni funcionario de origen a fin do que se proce- 
da con arreglo a lo expresado en los considerandos. 

Luis R. Longhi — Tomás D. 
Casahes — Ffxipt: Santiago 
Péiif.z — Atimo Pkssagno. 



NICOLAS OR1MNANZ 

EXPULSION DE EXTRANJEROS. 

El art. :t!, última parte. de \n Constitución Nacional vi- 
dente no importa la derogación de la ley 4144 í 1 ). 

CONSTITUCION NACIONAL; Principios gr aérales. 

El art 16 de la Constitución Nacional no impone nece- 
sariamente la caducidad de las leyes vigentes que no sean 
incompatibles con aquélla. 

EXPULSION DE EXTRANJEROS. 

La constitucionatidad de Ta ley 4144, reconocida anterior- 
mente por la Corte Suprema, no es susceptible de ser 
discutida en presencia del art. 31 de la Constitución Na- 
cional que expresamente autoriza la expulsión de extran- 
jeros. 



(! ) En la misma tvehn dictase idéntica resol ur ton en los anión cara- 
tulado» "FrnnkoTic, Andrís y otros ■/ babea* corpui". 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y yarwtUxs. fltffHta 

juieío. Prmtdimknto .■/ sentencia. 

So es violatorin del derogo de defensa 4 procedimiento 
mm para tóetir la «pulsión de un extranjero M 
Se fué oportuna y debidamente informado y oído, j no 
Salado en "el jmeio sobre habeas * 
le nava impedido ofrecer y producir con anterior . Ud al 
¡Ureto de e M uilsión, las medidas de prueba y defensa 
que tuviera. 

Sentencia uel JrKK Fedehai. 

liuenos Aires, agosto 11 de lí>49. 

Autos v vistos: Para resolver en «jte reeurso de hateas 
,orpus ¡nteYpueslo por Kva Moros»* de Onl.nai». e„ favor . 
de su esposo Nicolás Ordinana a f*. I ; y 

Considerando: 

One sepún comunicación de fs. H Nicolás Ordinani. se 
encuentra detenido en la Guardia de 

tiiraeiones. a disposición de la Sección Embai*adCTos en vir 
u de ludias 'comprendido en el ^ereto del l od er í JSCtt- 
' V«c irmai n' 12 0lf> del 21 de mayo de 104!» (fs. 10). que 

Üor .^2Sn "leí ¿rt. V de la ley 4144, ordena su «pulan. 

& ^ q',c la inconstitucionalidad aleada de la 

1 la renirrente estima violatoria de los urts. 17, 26. ¿», 
^fv V r estitución Nacional, debe deses ¡tnarse en 
,ll } id oe i« rAnst ¡ tll áiAñ vítente no ha modificado en 

■icf^r Z» » ¡nWifiemlu. .i « atiende » que el 

Saca «u*»*»^ 
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prestó una declaración en los mismos términos que la que 
presta ante este Juzgado", con lo que se le ha dado oportu- 
nidad de formular sus descarpos, que a mayor abundamiento . 
han sido considerados por el Poder Ejecutivo en el decreto 
de expulsión, dictado en ejercicio de la facultad conferida 
por el ürt. 2* de la ley 4144. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Pro- 
curador Fiscal y disposiciones lépales citadas, resuelvo no 
hacer lugar al recurso de habeas corpus interpuesto por Eva 
Zadorozna de Ordinaz en favor de Nicolás Ordinanz y des- 
estimar las alegaciones de inconstitucional idad pedidas a fs. 
1/5. — Miguel J. Rivas Argúcllo. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, setiembre 7 dn 3949. 

T vistos: 

Por sus fundamentos y de acuerdo con lo resuelto por 
este Tribunal en pasos am'ilopos. entre otros en el de Barwins 
Paivet, fallado en aposto 5 de 1948, se confirma el auto ape- 
lado de fs, 31 que no hace hipar al recurso de haheas corpus 
interpuesto en favor de Nicolás Ordinanz. — José R. Int&ta 
Carnet. — Juan César Romero Ibarra. — Agustín Ñores Mar- 
tines. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de noviembre de 1949. 

Vistos los autos "Eva Z, de Ordinanz, Habeas Cor 
pus en favor de Nicolás Ordinanz", en los que se ba 
concedido ti fs. 51 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario ha sido debidamente 
fundado, pues contiene las enunciaciones necesarias pa- 
ra apreciar lo referente a la procedencia de aquel y a los 
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puntos sobro los cuales debe versar el pronunciamiento 
de esta Corte Suprema. 

Que el art. 31, última parte, de la Constitución Na- 
cional vidente no importa la derogación de la ley 4144, 
del mismo modo que, como lo lia declarado este Tribu- 
nal, el art. lfi de la misma Constitución no impone ne- 
cesariamente la caducidad de las leyes vigentes que no 
sean incompatibles con aquélla (confr. Fallos: 213, 185 
y -Wl). 

<¿ue la constitucionalidad de la ley 4144, reconocida 
por h Corte Suprema en Fallos : 208, 409 no es suscep- 
tible de ser discutida aliora, en presencia de un texto 
constitucional (art. 31) que expresamente autoriza la 
expulsión de extranjeros. 

(¿uc tle autos no resulta que el procedimiento se- 
¿ruido para decretar la expulsión baya sido viola torio 
del derecho de defensa que asegura el art. 29 de la Cons. 
ütueión Nacional. Consta en aquéllos que, como lo ha 
reconocido el recurrente (fs, 28 y 47), antes de orde- 
narle la expulsión la Policía Federal hizo saber al in- 
teresado que, con motivo de los hechos que se le hicie- 
ron conocer, solicitaría del Poder Ejecutivo Nacional la 
adopción de dicha medida, y que como consecuencia de 
ello la Unión Eslava dirigió, en mayo ppdo., dos notas 
al Sr. Presidente de la Nación rebatiendo las imputado- 
nes de referencia. 

Que el recurrente lia sido, pues, oportuna y debida- 
mente informado y oído y no lia demostrado en el juicio 
que de alguna manera y contrariamente a lo que resulta 
de los eo as i de ra míos del decreto agregado en copia a fs. 
10, se le haya impedido ofrecer y producir con anterio- 
ridad al decreto de expulsión las medidas de prueba y 
defensa que tuviera. 

Que, por consiguiente, el fundamento referente a 
la pretendido violación del derecho de defensa debe ser 
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también desestimado de acuerdo con lo resuelto por es- 
ta Corte Suprema en Fallos: 212, 101. 

Por tanto, confírmase la sentencia apelada en lo que 
lia sido materia del recurso extraordinario. 

Luis B. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessaono. 



EDUARDO EUSTAQUIO LEZCAXO 
JURISDICCION Y COMPETENCIA: Conflicto* «nfr* jmten. 

Fallada definitivamente por la justicia provincial la cau- 
sa referente a un delito cometido en su jurisdicción y no 
existiendo óbice para que el procesado sea puesto a la 
disposición de los tribunales de la Capital Federal para 
la prosecución y fallo de la causa que tramitaba ante 
ellos por otro delito, carece de objeto pronunciarse sobre 
la cuestión de prelación planteada por estos últimos sobre 
la base de lo dispuesto en el art. 39 del respectivo código 
de procedimientos en materia criminal. 



Sentencia de la C.Ímara Segunda de Apelaciones 
en lo Criminal 

Rosario, 27 de setiembre de 1949. 

Visto el presente exhorto librado por et Sr. Juez de Ins- 
trucción de la Capital Federal Dr. Oscar V. J. Berlingeri 
solicitando la extradición de Eustaquio Eduardo Lezcano. 

Y considerando i 

Que este Tribunal —con fecha 24 del corriente mes y 
año— ha confirmado la sentencia del Sr. Juez del Crimen de 
la 2* nominación Dr. Ivaticich, por la cual se ha condenado 
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en forma definitiva al procesado Eduardo Eustaquio Lezeano, 
a la pena de un aíw de prisión y costas. 

Que encontrándose en consecuencia dicho procesado cum- 
pliendo una condena definitiva y no invocándose en el pedido 
de extradición precedente <|tie el mismo lo sea en carácter 
transitorio o a los efectos de una adecuada aplicación del 
art. 58 del Código Penal, no corresponde hacer lugar por el 
momento a la extradición pedida. 

Devuélvase el exhorto con todas las actuaciones realiza- 
das. _ Carlos E Catre. — Pedro Sánchez Celad. 



¡Sentencia del Juez i>k ÍNSTRUCCIÓN 

Buenos Aires, octubre 5 de 1949, 

Autos y vistos: este sumario seguido contra Eduardo 
Eustaquio Lezeano, para resolver averea de la cuestión de com- 
petencia planteada. 

Y considerando: 

Que ei art. 39 del Código de Procedimiento en lo Criminal 
de la Capital, sancionado por el II. Congreso de la Nación 
dispone, que cuando una persona ha cometido 'dos o más delitos 
y uno perteneciere a la jurisdicción ordinaria de la Capital 
y otro a la jurisdicción provincial, juzgarán primeramente los 
Tribunales de la Capital, 

Que planteada en el caso de autos una situación que 
encuadra en la disposición legal citada, el 6 de junio del 
corriente año ae libró exhorto al 8r, Juez de Instrucción de 
la ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, solicitando la 
extradición del procesado Lezeano. rogatoria «pie se reiteró 
por dos veces — el 8 de agosto y el 9 de setiembre últimos — , 
contestando la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de dicha 
ciudad, a fs. 84, no poder hacer lugar a la extradición pedida 
por cuanto el prevenido nombrado se encuentra cumpliendo 
una condena penal que le fué impuesta el día 24 del mes de 
setiembre, siendo así que se desprende de lo actuado y par- 
ticularmente del informe obrante a fs. 82, que ese Tribunal, 
untes de dictar sentencia, tuvo conocimiento formal de la exis- 
tencia del proceso a cargo del suscripto que ha determinado el 
requerimiento de extradición, denegado por el motivo expuesto, 
aunque en éste se bacía expresa mención del art. 39 citado. 

Que la Corte Suprema, pronunciándose en un caso similar 
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al de autos (Frederking G, y otros v. Botana Natalio, i. A., 
t. 47, p, 752) tiene declarado que no se concibe que puedan 
sustanciarse simultáneamente dos o más procesos contra una 
misma persona en jurisdicciones distintas, y concluyó revo- 
cando la sentencia definitiva dictada por h justicia ordinaria 
condenando al acusado cou preseindeneia del oficio emanado 
del Juez Federal comunicando que unte el se tramitaba otra 
causa contra el mismo acusado, pues se trataba de la ínter- 
prefación del art. 38 del Cód, de Procedimientos en lo Crimi- 
nal, semejante en sus previsiones al invocado art. 3». 

Que por las razones antes expuestas el suscripto entiende 
que debe mantener el pedido de extradición formulado en 
autos y atento la cuestión de competencia trabada, corres- 
ponde elevar estas actuaciones a la Corte Suprema de Justi- 
cia, a los efectos previstos por el inc. d) del art. 9 de la 
ley 4055. 

Por estos fundamentos, resuelvo elevar este sumario a la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, para que dirima la 
cuestión planteada. — Oscar V. J, Bcrt ingerí. 

Dictamen del procurador (¡exeral 
Suprema Corte; 

El señor Juez de Instrucción de la Capital eleva a 
V. E. las presentes actuaciones expresando que, a pesar 
de sus requerimientos, la justicia de Rosario no puso 
a su disposición a Eduardo Eustaquio Lezcano, proce- 
sado por distintos delitos en ambas jurisdicciones y al 
que le correspondía juzgar con prioridad de acuerdo 
con la norma del art. 39 de la ley procesal. 

Según resulta del auto obrante a fs« 74, el proceso 
de Rosario terminó por sentencia definitiva de segunda 
instancia, que condenó a Lezcano a la pena de un año 
de prisión y costas. 

Trátase, pues, de un juicio terminado, al que no 
pueden referirse las cuestiones de competencia, según 
lo tiene resuelto V. E/en forma reiterada. 
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La doctrina de la Corte que cita el señor Juez de 
Instrucción a fs. 77 vta. t no es aplicable al caso de autos. 
So refiere al fallo registrado en el tomo 171, pág. 221, 
oportunidad en la cual V. E. entendió en el juicio por vía 
del recurso extraordinario deducido por el procesado 
contra una sentencia dictada por la Cámara de Apela- 
ciones en lo Criminal y Correccional de esta Capital, 
a pesar de lialwr pretendido el Juez Federal ejercitar 
el de recito de prelación que consagra el art. 38 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal. 

En el estado actual de la causa, nada obsta a que el 
procesado sea requerido para recibirle indagatoria, y 
llegado el momento de dictar sentencia, observar la 
regla del art. 58 de la ley pemil. 

Procede por lo tauto devolver estos autos al Juz- 
gado de origen a sus efectos. Buenos Aires, octubre 25 
de 1949. — Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de noviembre de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que dictada sentencia definitiva eu el juicio respec- 
tivo por la justicia de Santa Fe, el pronunciamiento soli- 
citado a esta Corte Suprema por el Sr. Juez de la Ca- 
pital carece ya de objeto* 

Que, en efecto, nada se opone a que en el estado 
actual de las causas sea puesto el procesado a la dispo- 
sición de la justicia de la Capital Federal para la prose- 
cución y fallo del juicio que tramite ante ésta. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, devuélvanse las actuaciones al Sr. Juez de Ins- 
trucción de la Capital Federal, a fin de que requiera la 
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entrega del procesado a efectos de proseguir la causa 
y dictar el fallo que corresponda. Hágase saber a la 
( Ymiara de Apelaciones de Rosario en la forma de estilo. 

Luis B. Loxghi — Rodolfo G, 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉREZ — ATILIO PeSSAONO. 



LUCIA LAPLACETTE 1)13 LADOUX v. JORGE 
LUIS ESPETXE 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia friera!. Prin- 
cipios gmtraha. 

La reparación del error en que se finida la nulidad de 
las actuaciones invocada debe .ser solicitada ante el mismo 
tribunal federal que conoció del pleito en el cual se pre- 
tende habérselo cometido y no ante los tribunales provin- 
ciales, que carecen de facultades para rever, modificar o 
anular las resoluciones de aquél. 

No obsta a ello la exclusión lieeba por el art. 96 de la 
Constitución Nacional, de la distinta nacionalidad o ve- 
cindad de las partes como causales del fuero federal. 



Dictamen del procurado*! general 
Suprema Corte: 

La presente causa es similar a la que motivó mi dic- 
tamen de feclia 33 del corriente, in re : "Lujan Williams 
S. R. L. v. Lclio Juan s.¡ cobro de pesos " (exp. C. 167, 
L t XI), actualmente a resolución de V. E. 

Por los fundamentos del preindicado dictamen, que 
doy por reproducidos brevttatis cattsa, opino que el se- 
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üor Juez 011 lo Civil Comercial y de Minas de Mendoza, 
es el competente pflfa intervenir en el presante juicio. 
Buenos Aires, octubre 25 de 1£HÍ>. — Cartas G. Drlfhto. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de noviembre tic lí>4*í. 

Autos y vistos; considerando: 

Que la demanda promovida a fs, 10 tiene por objeto 
obtener que "se declaren nulas y sin írinpún valor 
toilas las actuaciones judiciales, corrientes de fs. 7.Í 
inclusive en adelante de los autos W* 48.737 caratulados 
".Jorge Luis Kspetxe c.| Lucía Laplacette de Ladowx 
por cobro de dinero, vía ejecutiva" originarios de este 
Juzgado Federal de itendosa", ante el cual se deduce 
la acción. 

Que la decisión de la presente causa impone, pues, 
lu revisión de lo actuado en ejercicio de facultades pro- 
pias de la justicia federal que conoció del juicio anterior. 

Que de acuerdo con lo resuelto reiteradamente por 
ta jurisprudencia de esta Corte Suprema, la reparación 
del error en que se funda la nulidad invocada del* ser 
solicitada ante el mismo trimmal federal que conoció 
del pleito en el cual se pretende habérselo cometido y 
no un' 1 * los tribunales provinciales, que carecen de fa- 
cultades para rever, modificar o anular las resolucio- 
nes de aquél (Fallos: 112, 212; 14Ó, 89; 175, 72; 20ÍÍ, 437). 

Que es verdad que en la sentencia dictada por esta 
Corte Suprema el 27 de octubre del corriente año en 
la causa que menciona el Sr. Procurador General, se 
declaró, de acuerdo con los precedentes en elln citados, 
que en razón de haberse excluido por el art. ffi de la 
Constitución Nacional la distinta nacionalidad o veein- 
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dad de las partes eomo causales del fuero federal, no 
procede dar curso a los juicios fundados en ellas inicia- 
dos después del Mi de marzo de 1949 ni a los promovi- 
dos con anterioridad que no hubieran quedado radicados 
por demanda y contestación o por pronunciamiento dic- 
tado por vía de artículo. 

Qne, sin embarco, osa jurisprudencia no obsta a 
la competencia de la justicia federal en el presente caso, 
porque no ¡¡^ llalla determinada por la distinta nacio- 
nalidad o vecindad de las partes, sino por los principios 
enunciados en el considerando segundo de este pro- 
nunciamiento. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, declá- 
rase que el Sr. Juez Federal de Mendoza es el compe- 
tente fiara conocer del presente juicio caratulado "La- 
placette de Ludoux Lucía c.| Jorge Luis Espetxe por 
nulidad procesal", 

En consecuencia, remítansele los autos y hágase 
saber al Sr. Juez en lo Civil, Comercial y Minas en la 
forma de estilo. 

Luis R. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉREZ — ATILIO PESSAGNO. 



ESTANISLAO RODSEVICH v. BANCO POLACO 
POLSKA KASA OlMEKl S. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formal™. Introducción 
de la entfitiÓH federal. 0¡iortumdad. 

Xo procede pronunciarse en el recurso extraordinario 
sobre la cuestión federal une no fué oportunamente intro- 
ducida ni tratada en la sentencia recurrida, 
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HECVHSO E X TRAO li I> I XA R/O: Requisito* propio*. Cuestión f¿- 
tiertiL i'uent iones federales com pfrjíin. lucoMtituciomilidad de normas 
fl arto* navioiude*. 

Procede el reí-tirso extraordinario fundado en la incons- 
titueíonalidad del art. 18 del decreto 89.024/41 del Poder 
Ejecutivo Nacional, planteada oportunamente por consi- 
derarlo violatorin de la lev 12.637, contra la sentencia 
«me desestimó dicha impugnación. 

CltXSTITmOX XACIOXAL: r t ,nxtituchnalidml e i»c>»*iit„cÍo- 
naíidaá, brevet»* náciowttm 

Para juzgar la constitucional id ad do una norma regla- 
mentaria dictada por el Poder Ejecutivo Nacional es pre- 
ciso discernir el espíritu de la ley reglamentada, en el 
cual está el límite y la razón de ser de la facultad pre- 
vista cu el art. 83, inc, 2\ de la Constitución Nacional. 
Km- espíritu o finalidad, (pie se trata de alcanzar me- 
diante la efectiva y concreta vigencia de la ley, justifica 
ta atribución de dicha facultad al Poder Ejecutivo e im- 
pone a éste el deber tío ejercerla siempre que lo requiera 
la ejecución de las leyes, que no es otra cosa que la obten- 
ción de su finalidad. 

E31PLEA DOS ti AXC ARIOS. 

I*n ley 12.637 asegura a los empleados banca ríos el dere- 
cho a la estabilidad. Correlativamente, las instituciones 
de que dependan no tienen derecho a separarlos de sus 
cargos sino por las causas graves que dicha ley en amera 
taxativamente en el art. 3'. 

COXfiTtTt'CWX XAr/OXAL; Coñutitutionalidad e inconstittmo- 
ntdidad, beereton Mu inmU*. Varitm. 

El art, 18 del decreto 8Í» .624/41. en cuanto dispone que 
la eesanlía por la causa prevista en el art. 3. inc. c) de la 
ley 12.637 podrá ser impuesta exclusivamente dentro del 
término de tres meses contados desde la fecha en que se 
produjo el hecho o el último de los hechos que la motiven, 
o desde rjne el lianeo tuvo noticias de ellos, es congruente 
con el espíritu o propósito de la mencionada norma lepal, 
pues tiende a afianzar la estabilidad que este sanciona, 
y no es violatorio del art. 83 t inc. 2» de la Constitución 
Nacional. 
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Sentencia del Thiiiuxal Bancário 

Buenos Aires, junio 23 de 1048. 

Vistos estos autos caratulados "Rodsevieb Estanislao e/. 
Banco Polaco l'olska Kasa Opickí S. A., »J cesantía injusti- 
ficada M , teniendo agregadas tas actuaciones 2-11-43, también 
iniciadas por el actor contra el mismo Banco "sobre reincor- 
poración al servicio bancário y cobro de sueldos*' y resultando 
de tas mismas que el actor se presenta por apoderado a fs. 12 
y manifiesta que era Jefe en el Banco demandado y que a 
consecuencia de una falla de caja, fue suspendido dos veces 
en forma consecutiva entre los meses de febrero y marzo tic 
1944, y con el objeto de anular caos sanciones, inició juicio 
ante este Tribunal. Que al vencer el término de las dos sus- 
pensiones aplicadas, el Banco no le permitió desempeñar nue- 
vamente su puesto, por lo cual demandó al mismo por el pago 
de los sueldos de abril y mayo de 11)44, manifestando el banco 
al contestar la demanda que se había deducido una querella 
por defraudación contra el actor, por cuya razón estaba sus- 
pendido. 

Que la querella mencionada fué rechazada con costas, y 
el actor absuelto de culpa y carpo presentóse al Banco a tra- 
bajar, no podiendo hacerlo por la oposición del gerente se- 
ñor Nowinski; demandó entonces al Banco nuevamente por 
ante este Tribunal para que se le condenase a permitirse 
desempeñar «u cargo en el empleo y a pagarle los sueldos de- 
vengados desde junio de 1944 a julio de 1945, ambos inclusive. 
Que el 2 de agosto de 1945 recibió un telegrama det deman- 
dado invitándole a concurrir para declarar en un sumario 
que so le instruía, pero como haeía 18 meses que no había 
estado en lu institución contestó por otro telegrama que se 
negaba a declarar, poniendo de relieve esa inasistencia en 
forma muy respetuosa y rechazando cualquier imputación 
que se le hiciera. 

Que por telegrama del 10 de agosto ele 1944 se le citó 
otra vez, y habiendo acudido le notificaron la resolución re- 
caída en el sumario, que consistió en exonerarle con efecto 
retroactivo al V de abril de 1944; como no le permitían 
defenderse y sí solamente notificarse de lo resuelto, se negó 
a esto, siendo después notificado por telegrama. 

Que posteriormente a su solicitud, el demandad» le entre- 
gó una copia del acta N» 300 conteniendo la resolución recaída 



174 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

y sus fundamento*. A continuación analiza el acta mencionada 
v rebate sus fundamento». 

Pide se condene al Banco a dejar sin efecto la exoneraron 
v «ue Be le condene al pago de los sueldos correspondientes 
a los meses que transcurran desde agosto de 194a hasta ser re- 
puesto en el empleo, con intereses y costas. 

A fs 74 contesta el Banco la demanda y pide sn rechazo; 
manifiesta que at notifiear al actor de la segunda suspensión 
mencionada en la demanda, «ate se comporto en g¡¡»9]"& 
tuusa v amenazante, negándose h restituir los $ 2.000 m/n de 
la faifa de caja; que se dejó en suspenso el procedimiento dis- 
ciplinario porque la justicia del crimen que intervino en ese 
momento, había cerrado la* instancias administrativas, quedan- 
do pendientes la reanudación del susodicho procedimiento y 
one al dictarse la absolución en el juicio criminal, se ordeno 
f a formación de un sumario. Niepa lo expresado por el actor 
con respectn a la notificación de la resolución recaída en el 
sumario, donde se le dió oportunidad de defenderse y que se 
puso a su disposición el acta X* 300 cuya eopm acompaño con 
la demanda. 

Que el actor estando a cargo de la sección ' ' Descuentos 
realizó operaciones perjudiciales o irregulares con las firmas 
Raúl Di Liafc v Alberto Issazadeh: que carecía de conocimien- 
tos contables; que tuvo una falla de caja de * 2.000 m/n. que 
motivó una suspensión ¡ y que al serle notificada procede con 
violencia, dirige telegramas imperativos a sos superiores que 
motivan otra suspensión de 15 días; que al notificarle esas 
suspensión™, injuria y amenaza a sus s»P?™>res ¡ que la de- 
manda iniciada contra el Banco ante el Tribunal Bancar o la 
efectúa en términos que implican Taita de respeto y cons.dera- 
—^^hi4m j^^fiitipjeado^que el actor se ha negado siem- 
pre a devolver los $ 2.000 m/n. de la falla de caja v no ha 
hecho la menor referencia al respecto ; que se ha negado a no i- 
ficarse de las resoluciones y a tomar conocimiento del J«"iario, 
hizo caso omiso de la instancia del art. 8' de la ley 12.637 ^ 
ha aducido que reclamó privadamente tos sueldos y se le negó 
el texto de la resolución de cesantía; que en jumo de 19W 
el Banco se enteró que loa libros de Caja y Diario a cargo del 
actor en 104° v lí'43. presentaban numerosos e importantes 
errores; que en junio y agosto de 1045 el actor injurio gro- 
seramente al Directorio, criticó malévolamente la forma de ad- 
ministrar el Banco y amenazó al presidente y otros altos em- 
pleados con represalias. _^ 

Impugna de inconstitucional el art. 18 del decreto 29.380/ 
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44, que reglamentaba la ley 12.637, porque al establecer las 
limitaciones y caducidades que contiene y que no están en la 
ley que reglamentaba, infringe el art 86, inc 2* de la Cons- 
titución Nacional, y si se considerase decreto-ley sería también 
inconstitucional por las razones expuestas por la Corte Supre- 
ma en su acuerdo del 2/4/1945 que el demandado no espe- 
cifica. 

Invoca las leyes 12.637 y 11.729 y pide el rechazo de la 
demanda con costas. 

Considerando: 

V) La demandada alegó la inconstitucionalidad del art. 
18 (actualmente modificado por el 17) del decreto reglamen- 
tario de la ley 12.637, por considerar "que establece limita- 
ciones y caducidades que no están en la ley que reglamenta, 
infringiendo asi el art. 86, inc. 2*, de la Constitución Nacional", 
SÍ fuese decreto-ley también lo impugna de inconstitucional 
aludiendo a los fundamentos del fallo de la Suprema Corte 
de la Nación del 2/4/45. 

Como la demandada no ha especificado a qué limitaciones 
y caducidades se refiere, ni los fundamentos, su pretensión 
debe ser rechazada y asi se resuelve. Además el decreto 
29.830/44 fué convertido en ley por la ley 12.921 y la Suprema 
Corte ha rectificado su doctrina al establecer que el Poder 
Ejecutivo de facto tiene las atribuciones del Poder Legislativo 
de la Constitución. 

Por otra parte el P. E. en el referido artículo no ha hecho 
más que reglamentar la ley 12.637, de acuerdo con lo que dis- 
ponía en sus arts, 8* y 12* y prescriben los arts. 1* y 2* del 
decreto 15.355/46^ 

Si la demandada se jj que J'Ummtfn pm de^c-be- 

díencia y reiterada conducta desordenada sólo puede ser im- 
puesta en el término de 3 meses desde que ocurrió el último 
hecho o desde que el Banco lo conoció, su pretensión tendría 
que rechazarse pues al disponerlo el P. E. se ha limitado a 
reglamentar la ley sin excederse en sus atribuciones ya que 
sería absurdo suponer que el empleado permaneciese amena- 
zado toda su vida con una sanción tan grave como et despido, 
sobre todo teniendo en cuenta que el Banco al conocerlo no le 
consideró pasible de ella. Lo mismo debe decirse respecto a la 
posibilidad de invocar la reiteración. 

2*) Para una acertada resolución de este juicio es nece- 
sario records r sus antecedentes. 
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En febrero y mar ¿o tie 1944, se aplicaron ni actor dos 
suspensiones consecutivas de 15 días cada una; al vencer ias 
mismas el actor se presentó a reoeiipar su puesto en el Banco 
y al no serle permitido, intentó cobrar altamos sueldos pero el 
ltaiifo se negó a ello debido a la existencia del juicio criminal 
(pie inieió por defraudación en su contra, en el Juzgado de 
Instrucción del Dr. Méndez. 

A raíz de ello se tramitan ante este Tribunal das juicios 
además del presente, uno de los cuales, el iniciado en segundo 
término y que lleva el N" 2-K-4.1, se encuentra agrepado a estas 
actuaciones solicitando en el mismo "reincorporación al servi- 
cio bancario y cobro de sueldos". 

El art. 18 del decreto 29.8:10/44. reglamentario de la ley 
en vigencia al deducirse la demanda, y el 17 del vigente, esta- 
blecen que la desobediencia grave y reiterada y conducta des- 
ordenada, única causal invocada por la demandada, sólo pue- 
den alegarse en el término de tres meses contados desde la 
fecha en (pie se produje» el último de los hechos que la motivan 
o desde que e! Raneo tuvo noticias de ello, y que para estable- 
cer la reiteración sólo se tendrán en cuenta, hecbos producidos 
en los últimos dos años, según el decreto anterior, y en el 
último año según el actual. Tratándose de una ley social en 
que está interesado el orden público, debe aplicarse la que 
«>stá en vigencia al dictarse sentencia, o sea, el decreto regla- 
mentario actual. 

T) So habiéndose instruido jw -rí Banco Vo! acó en for- 
ma legal el sumario prae-npto por el art. 15 del decreto regla- 
w.'ííftTÍí» de la ley. según se expone en el considerando 4». 
ine. g), de esta sentencia y se lia estimad" por la jurispru- 
dencia de este Tribunal «catada en los casos "Roberto Guerre- 
ro y Del Valle García c,/ Banco Español", donde se declara 
que la cesantía es ilegal Sin perjuicio de ello, el examen de 
los cargos hechos contra el actor conducen a la conclusión de 
que la cesantía es injustificada, como se verá seguidamente. 

4*) Cargo* anteriores a junio de 1945. 

Estos cargos se rechazan pues se invocaron más de un año 
después de la fecha en que habrían ocurrido (art. 17 decreto 
reglamentario). El Banco expresa haber decretado la cesantía 
con efecto retroactivo, porque todo trámite estaba paralizado 
mientras proseguía el juicio criminal, pero nada hay en la ley 
que autorice esa paralización, por el contrario, establece el 
plazo de tres meses sin excepción alguna; además es evidente 
que nada impedía que la sanción disciplinaria se aplicase inde- 
pe.ndieuteuie.ute de) juicio criminal, eu coutra de lo que el de- 
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mandado sostiene. Pero aun cuando se prescindiera de e*n dis- 
posición, tales imputaciones son inconsistentes y carentes de 
eficacia para justificar la cesantía, según se desprende r!?1 exa- 
men i0é sigue. 

a) Asuntos Di Listo y Al turto Issazadeh: deben dese- 
charse las imputaciones del Banco, núes se refieren a hechos 
ocurridos más de un año antes de las primeras sanciones apli- 
cadas, y <pie un fueron objeto de n minma sanción oportuna 
por parte del Banco. Por lo demás no se han probado las alc- 
liadas irregularidades ( ver punto 4<\ inc. a, de la pericia con- 
table de fs, 106 y el informe de fs. ]!>5 ; ver declaración deí 
testigo Sánchez de fs. 185; la del contador Bossi a fs. 174 del 
juicio criminal y a fs. :Í6 de las actuaciones 2-R-45. agregadas 
a autos) ni habrían producido perjuicio imputable a Rodsevich. 

b) La falta de conocimientos después de haber permane- 
cido mucho tiempo el actor al frente de las secciones ríe Conta- 
duría y de Ja de Descuentos, aunque se hubiese probado lo que 
no ha sucedido y la cuestión de la falla de caja de $ 2.000 m/n. 
de febrero de 1344. ventilada en Ja Justicia del Vrimca. no 
pueden ser motivo de Ja cesantía. 

c) La conducta vípMUb de Rodsevich al ser notificado de 
l¿i primer* ^pensión no ha sido probada v los términos del 
segundo telegrama son explicables, atenta *la oportuna falta 
de contestación del Banco al primero. Además tales hechos ocu- 
rridos en febrero o marzo de 1944, motivaron la secunda sus- 
pensión, según dice el Banco, y no podrían ser objeto de dos 
sanciones j filialmente fueron invocadas en el juicio sobre "sus- 
peiLMones injustificadas, etc." y en él ha recaído sentencia. 

d) Los términos de la demanda contra el Banco son ade- 
cuados a la defensa de sus derechos ; por otra parte la demanda 
ha sido preparada y firmada por un letrado y éste sería res- 
ponsable de sus términos y no el Sr. Rodsevich. 

e) Conducta de Rodsevieh al ser notificado de fa segunda 
suspensión. 

Según el acta 300, citado para notificarse Rodsevieh com- 
pareció el 6 de marzo de 1944, se negó a notificarse, increpó 
violentamente al Directorio, califica de injusta la sanción, se 
niepa siquiera a hablar de devolver los $ 2.000 m/n. de la falla 
y profiere amenazas contra el gerente Sr. Nowinski. 

Las constancias de autos no revelan la existencia de estos 
carpos sin duda los más graves del grupo en examen, 

Al contestar la demanda en los juíeios «obre "Suspensio- 
nes injustificadas, etc." y sobre "reincorporación al servicio 
banearro y cobro de sueldos" el Banco no menciona para nad'a 
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esa conducto no obstante <pie dichas contestaciones se verifi- 
caron mucho tiempo después del ti de marzo de lí»44. Tal 
auxeneia de cargos en esos documentos hacen presumir su in- 
existencia- 

Por otra parte la inísmH prueba producida al respecto por 
el demandado lleva a la concliwión contraria a sus pretensiones. 

En efecto en el sumario labrado por el Banco declararon^ 
al respecto los Dres. García l'riburu y Bavio. jíííí^íííí vicepre- 
sidente el primero^Y attdji^-^^ secundo, afir- 
mttiiilo-Ja^^W»eTa'ÍÍe la conducta alegada. 

Tales declaraciones formuladas ante un civil sin autori- 
dad carecen de fuerza probatoria por Jo eual es necesario rati- 
f icarias ante este Tribunal con la garantía del juramento. 

Al declarar el l>r. García l'riburu a fs. 144 del juicio sobre 
"Suspensiones injustificadas, etc." a preguntas de la actora, 
afirma «pie se encontraban presentes en la entrevista, el deda- 
runtr, et Dr. Harto y 1»* se flore* Sowimki 1/ Rodsevich, úni~ 
camente, 

Pero este testigo al contestar la demanda del juicio sobre 
"suspensiones injustificadas, etc." manifestó una cosa dife- 
rente asegurando (pie se encontraban presentes el declarante, 
los señores Nowinski y Hodsevich y et Dr. Barran. 

Por su parte el Dr. Bavio en el sumario levantado por 
el Raneo expreso haber presenciado la entrevista pero al decla- 
rar ante el Tribunal y bajo juramento a fs. 185 del juicio 
sobre 11 suspensiones injustificadas, etc.", se desdijo pues ese 
día se encontraba en Mar del Plata. 

Posteriormente a fs. 120 de autos, declara otra vez el 
Dr. (¡arcía Trilium y desdice su anterior declaración al reco- 
nocer que el Dr. Bavio no presenció la entrevista. 

N'o existe pues más «pie un testigo, el Dr. García Uriburn, 
( pie afirma el mal comportamiento del Sr. Rodsevieh en la 
entrevista pues el otro testigo del sumario, el Dr. Bavio, presto 
en él una declaración de favor según ha confesado. Como el 
Dr. rriburu ha confesado eu autos «pie declaró falsamente, 
sus dichos deben rechazarse haciendo lugar a la taclia dé fal- 
sedad deducida en su contra por la parte actora; asimismo se 
tiene en cuenta para privar de valor a sus dichos el ser vice- 
presidente y abobado del Banco y haber intervenido en diver- 
sas audiencias representando a la demandada. 

Existiendo en autos elementos suficientes une acreditan la 
per p.- (ración de un delito deberán pasarse estos autos a la jus- 
ticia del crimen. 
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f) Negativa de Radscuick a proponer la devolución oV- 
1 2.000 de la falla de caja. ______^J_~ — — 

La prueba es contraria j. J^^^aViones de la demandada 
pues el «ctor-^ííisptnür pilcar en forma que no le fué aceptada 
— firgróí declara el Dr. Ha vio auditor del Banco a fs. 185 vta 
del juicio sobre "suapens iones injustificadas, etc.". 

Por lo demás esa negativa puede ser objeto de un juicio 
mil pero no eausa de eesantía. 

p) Negativa del actor a notificarse de resoluciones del 
Banco en qne se le imponían las suspensiones- y cesantías; a 
tomar conocimiento del sumario que se le instruyó; alegación 
de que se le negó el texto de ta resolución de cesantía. 

El heeho de neparse el Sr. Rodsevich a notificarse de san- 
ciones que se le apireaban, ni es una obligación de la función 
banca ria ni podría en ningún caso hacerle pasible de la cesan- 
tía, cuando el Banco puede suplir tan fácilmente la notifica- 
pión con un telegrama colacionado. 

En cuanto a no tomar conocimiento del sumario, no podría 
acarrearle ningún perjuicio, pues lo único que dice el art. 15 
es que el Banco está obligado a darle mnoeimiento de la* actua- 
ciones y a darle la oportunidad de d fenderse; no se impone 
ninguna obligación de defenderse. Por otra parte la prueba 
producida es desfavorable al Banco y justifica por sí sol» el 
rechazo de sus pretensiones. 

El 2 de agosto de 1945 (telegrama de fe. 2) el Banco in- 
vita al Sr. RodKevich a "declarar'" en un sumario y éste se 
negó a ello por telegrama del 3 de agosto (fs. 7); el 10 de 
agosto (fs. 8) el Banco le comunica que debe pasar a notifi- 
carse de la resolución recaída en el sumario, y habiendo acu- 
dido el actor acompañado del Sr, Antonio Carbón ni I, fueron 
atendidos por el Dr. García Uriburu, se le leyó el acta N* 300 
y el actor prepuntó cómo se había tomado esa medida sin 
haberle dado intervención en el sumario y pidió se le mostrase, 
pero el Dr. García ITriburu no accedió expresando que todo ln 
(pie podía sacar de» sumario estaba en los considerandos del 
acta N* 300; tampoco le permitió en esa entrevista sacar siquie- 
ra copia del acta (Carbonell fs. 115). Del relato precedente, 
que se acepta, pnes lo manifestado al respecto por el Dr. Gar- 
cía Tribu™ se rechaza en mérito de la falsedad en que incu- 
rrió, resulta que el demandado no cumplió con una obligación 
primordial, la de dar al actor conocimiento de las actuaciones 
y oportunidad con ello de defenderse, pues no puede estimarse 
cumplida, con toda evidencia, con llamarlo a declarar al tenor 
de nn interrogatorio preparado por el Banco; en consecuencia 
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la institución demandada omitid dar vista dé las ^u»'!™" 
al empleado y de permitirle la defensa* lo cual es suficiente 
justificativo del rechaM de la cesantía que dispuso y con mas 
razón, de la negativa de líndsevieh a notificarse. 

Do la prueba resulta tambiín demostrado (pie primera- 
mente 86 le impidió «arar copia de la resolución de cesantía. 

n \ El Sr RiHlwvk-h no hizo easo omiso de lo dispuesto 
en el iiri 8 de la lev puesto que habiéndose presentado en el 
Banco ron .'1 esi-ribano Valiente a retomar su puesto después 
«le haber sitio absuelto. el percute se opuso hasta une no reca- 
ven resolución definitiva en el asunto pendiente entre las 
'.untes en el Tribunal Baneariu (Escritura corriente a fs. - 
¡leí jun io sobré " Reincorporación al servicio banca™ y cobro 
de aneldos", que i-elata los hecho» reconocidos por el hr No- 
winski al ahwlvér posiciones a fs »3 del mismo r 
el Banco en la Menuda posición riel pliego de ts 04 
Tal decisión terminante reveh, con precisión el pensain » nt» 
del Banco al mmtoi además está documentada por ln escri- 
tura susodicha. ¿ 

i) Los errores en tos libras ocurrieron scfíuu dice el Han- 
pm > y HM:l, v no pueden invocarse tic acuerdo con 1» 
p«ra fundar una cuantía en agosto de 1045; t mío hace suponer 
tu falta de pravedad de tales errores y que el. Banco no les 
■lió importancia; pues es inadmisible la explicación de que no 
fueron ennocidos hasta esa fecha, aunque no sea más q^por 




•■suspensiones hijhmmi.,....», - - « - , , . 

toes son necesarias para miinteiior en buen estado de s dud al 
sistema nervioso y como no se dieron oportunamente al actor, 
n ello deben atribuirse eso* errores, 

Cart¡m pontrriores a muyo <if 1945. 

Consisten en «pie el actor injurió al Directorio, amena»'» 
al Presidente y altos empleados y criticó malinamente la for- 
ma de administrar el Banco. 

«) Kl actor habría realizado estos actos fuera del Banco 
casi siempre en su .asa particular departiendo con B»jn,la>: 
K»rw¡n v RomUzowski personas que. salvo Bujv.das. de mi 
une .Tan* sus amibos. I*is pretendidas injurias, aunque hubie- 
sen sido proferidas en la intimidad y ante antuvia, carecen de 
venialidad para decretar la cesantía pues pueden muy bien 
ser el resultado de un momento de nial X ™ W « T ^?*^Z 
t rascender dada la amistad que le l.paba con sus interlocutores. 
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Pero el examen de la prueba de auto» conduce a la conclusión 
de que tales injurias no existieron. 

Bnj vidas, Director del Bañe», a fs. 81 afirma que exis- 
tieron las injurias las cuales se profirieron una sola vez en casa 
de Rodsevich. donde el testigo estuvo desde las 19 a la 1 horas; 
pero el arquitecto Lamber t a fs. 114, que vió a Bujvidas una 
sola vez en casa del actor adonde había ido a pedido del mis- 
mo, diee que llegó a la easa antes que Bujvidas y salió de la 
misma con ¿1, sin separarse ni un momento; afirma termi- 
nantemente que Rodsevich ni injurió ni amenazó a nadie, salvo 
al cajero Adamski. que según él, había falseado los hechos 
al declarar en la causa criminal seguida contra el actor; según 
este testigo, el que amenazaba perjudicar a Rodsevich según 
Bujvidas era Xowinski, pues aseguraba que le haría la vida im- 
posible en el Banco si volviese. En consecuencia, el testimonio de 
Bujvidas cuyos dichos por ser Director del Banco y tachado 
como tal, siempre deberían apreciarse con reservas» no prue- 
ban nada. 

A fs. 129 declara Romiszowski que en 1944 oyó cuatro o 
cinco veces a Rodsevich insultar a Nowinski ; después dice que 
cree que han sido más de cuatro o cinco y que todas se hicie- 
ron en el domicilio de Rodsevich y se sostuvieron amistosamente 
habiendo presenciado algunas de las entrevistas y oído todo lo 
conversado, en familia. 

A fs, 115 declara el contador público nacional Sr. Antonio 
Carbonell y manifiesta que conoce a Romiszowski por haberlo 
visto dos veces en noviembre de Í944 en casa del actor, donde 
había ido el testigo con su familia y que durante esas entre» 
vistas en las que asistían también los Sres. Rodsevich y Romis- 
zowski, el actor no amenazó a Nowinski ni a ningún otro fun- 
cionario del Banco ni lo insultó, por el contrario ante la tenta- 
tiva de Romiszowski de hablar del Banco, Rodsevich se lo 
impidió. 

A fs. 103 declara la señora de Carhonell, esposa del tes- 
tigo anterior y que acompañada de su esposo concurrió a casa 
de Rodsevich, donde en dos oportunidades vió a Romiszowski 
estando presente, éste, la familia Rodsevich y la del declarante; 
que Rodsevich no insultó, ni amenazó, ni menoscabó a No- 
winski. ni habló contra los empleados del Banco y ante una 
tentativa de Romiszowski de criticar a Nowinski, el actor le 
impidió seguir hablando de ese asunto. 

Del examen de las declaraciones resulta que la familia 
presente durante las visitas de Romiszowski. era la de Carbo- 
nell, pues según aquél solamente en una o dos veces de las 
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entrevistas que tuvo con Hodscvieh, estaba presente una fami- 
lia, y lo* esposos Carbol t el 1 (liten que encontraron y conocieron 
ii Uomiszowski en tíos visitas hechas a la casa tlet actor. 

Las «leda raciones sobre la misma cuestión, son contradic- 
torias, pues los esposo* Carboncll niegan terminantemente qué 
en esas entrevistas, Kodsevich haya insultado ni amenazado 
a natlie. En esas condiciones la declaración de Itomiszovski 
earece de eficacia para probar la inconducta del aetor. 

A fs, 138 vta. declara Korwin. amigo de Rodsevicli desde 
3(1 liños atrás y compañero de estudios en la Escuela Naval 
de Sun iVtershurgo (ver fs. 261 del juicio criminal) diee que 
no le comprenden las generales de la ley; <pie en con versa e io- 
nes amistosas cotí llodscvicli. éste insultó e Xowinski y a la 
señor ¡tfi Zawndska. Este testigo fué tachado por su enemistad 
con el actor y sobre la tacha declara a fs. 138 el Sr. Altlia- 
pnrro, el cual dice que a fines de 1044 más o menos. Korwin 
pusó al Indo de liodsevieh y lo saludó, ñero que éste no le 
contestó el saludo e interpelado por el testigo sobre ello, con- 
testó que consideraba que no debía saludar a Korwin, Ade- 
máfl este testigo lia falseado los hechos pues al contestar sobre 
las generales de la ley manifiesta que no le comprenden, mien- 
tras de la pericia de contabilidad corriente a fs. 144 se deduce 
que era deudor del Banco. Tal falsedad en un punto esencial 
pnra poder valorar con exactitud una declaración testimonial, 
priva de todo valor a sus dichos y por ello así como por la 
enemistad que también se considera probada se declara que sus 
dichos carecen de valor. El Tribunal ha tomado también en 
cuenta al apreciar el testimonio de los testigos precitados las 
circunstancias de que según ello eon versaron eou Rodsevieh 
como amigos, en su easa algunas veces y después fueron al 
Banco voluntariamente a manifestarle el tenor de las conversa- 
ciones: tal proceder no puede menos de restar fe a su testi- 
monio. En el juicio sobre ''Suspensiones injustificadas, etc.", 
declara ta señorita Helena Zawadska pero como dicha señori- 
ta incurre en falsedad al decir que no le comprenden las gene- 
rales de la ley cuando según la pericia a fs, 144 era deudora 
del Banco, sus dichos, en los que por otra parte nada hay que 
pueda justificar el despido del acto, se rechazan. De lo expues- 
to resulta en forma eoncluyente que la conducta del Sr. Rodse- 
vich desde mayo de 104"» en adelante no justifica su cesantía 
y así se declara. 

5') Siendo injustificada la cesantía de conformidad eon 
los arts. 1. 2. ine, a>. di decreto 15.355/46, y arts. 5 y 6 de 
su decreto reglamentario. líodsevieh debe ser repuesto en el 
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empleo con la categoría que tenía anteriormente, o sea como 
jefe de sección, carpo que desempeñaba en el Banco Polaco, 
según se lia establecido en la sentencia dictada en el juicio 
seguido entre las mismas partes sobre suspensiones injustifi- 
cadas, etc,, por los fundamentos que se dan por reproducidos; 
asimismo se le deben los sueldos dnrante el lapso comprendido 
entre el 10 de agosto de 19-15 y la fecha actual, de acuerdo 
con su categoría, y tiene derecbo a los sueldos que se deven- 
guen desde abora en adelante. 

Los sueldos (pie se deben al actor son los siguientes: des- 
de el 10 de agosto de 11145 hasta el 31 de mayo de 1946 a 
razón de 8 355 m/n. que ganaba mensual mente, según se ha 
declarado en lu sentencia dictada en el juicio sobre "suspen- 
siones injustificadas, etc.". entre las mismas partes; desde el 
I 9 de junio de 1946 hasta el 31 de diciembre del mismo año 
a razón de $ 800 m/n., en razón de lo dispuesto por et decreto- 
ley n v 15.35"» 4í ¡ ya que el actor era jefe en la cosa central 
del Haiicn Polaco; desde el 1* de enero de 1947 hasta el 1* de 
marzo de 1948 a razón de $ 1.200 m/n. mensuales y a partir del 
1" de marzo de 1948 en adelante a razón de k 1.300 m/n, 
mensuales, de acuerdo con el escalafón vigente. 

El actor debe cobrar también los sueldos anuales comple- 
mentarios proscriptos por el decreto n* 33.302, desde el 10 de 
agosto de 1945 hasta el 31 de diciembre de 1947 y además Ja 
cantidad de $ 155 m/n. abonados por el actor al escribano 
Vahante por la escritura cuyo testimonio corre a fs. 2 del expe- 
diente 2-R-46, agregado a estas actuaciones. También se íe 
deben los intereses de las sumas adeudadas desde la fecha en 
que debieron abonarse, pues desde entonces el Banco Polaco 
lia disfrutado de ese capital perteneciente al actor, el cual se 
ba visto privado injustamente de él. 

Por los fundamentos expresados precedentemente el Tribu- 
nal Bancario de la Ciudad de Buenos Aires, falta ; 

V) Condenando al Banco Polaco Potska Kasa Opieki 
S. A. a dejar sin efecto la cesantía del señor Estanislao Rod- 
sevich quien deberá ser reincorporado en el empleo en la cate- 
goría de jefe y el sueldo correspondiente de $ 1.300 m/n. 

2°) A abonar al actor la cantidad de $ 31.031.66 m/n. en 
concepto de sueldos devengados desde el 10 de agosto de 1945 
al 30 de junto de 1948. 

3 f ) A abonar al actor la suma de $ 2.307.65 m/n. en 
concepto de sueldos anuales complementarios correspondientes 
a la parte proporcional del año 1945 contad» a partir del 
10 de agosto, y a los años 1946 y 1947. 
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4*) A papar al actor los interese» de las su mus adeudadas 
al 6 % anual desde la fecha en que debieron abonarse. 

5*) A papar al actor la suma de $ 155 m/n. en concepto 
de pastos y honorarios abonados al escribano Valíante. 

6 W ) Á papar las costas del juicio que se declaran a carpo 
de la parte demandada. — Osvaldo H. Van rfr VéM«. — Angel 
Y. Halague. — Jorgt Migonc 



Skntf,n*< ia de i.a Sal* TU de la amara de Apelaciones de 

la Justicia del Tkabajo 

Buenos Aires, mayo 31 de 194!). 

Vistos y considerando : 

Que Ih demandada impugna el pronunciamiento de fs. 242 
ex pasando agravios de cuyo análisis en relación directa con la 
prueba de autos se imponen las siguientes conchiaiones. 

Que en primer término corresponde dejar establecido que 
la competencia del Tribunal liancario para intervenir en cues- 
tiones como las examinadas, es incuestionable. En efecto, el 
art. 8 de la ley 12.fi3T no admite otra interpretación al acordar 
competencia «obre cualquier controversia vinculada al cumpli- 
miento del Estatuto Bancario y así ya lo tiene resuelto este 
Tribunal en los autos "Bravo Francisco e./ S.r.O.A." (Juris- 
prudencia del Trabajo 9/8/48), 

En consecuencia corresponde declarar improcedente el 
agravio, por lo (jue se procede a su desestimación. 

Que la demandada pretende también invalidar el proce- 
dimiento ante la ausencia de "resolución escrita o motivada" 
del Banco, que el interesado debió presentar para abrir legal- 
mente la instancia y hacer factible el ejercicio de *u jurisdic- 
ción. Este requisito que emerge del art. 8 de la ley 12.637, 
aparece satisfactoriamente cumplido en autos y en el supuesto 
de que no lo estuviere, no alcanzaría con su incumplimiento a 
i uval ido r las actuaciones ya que el mismo art. 8 autoriza en su 
segunda parte la vocación del Tribunal Baneario con conoci- 
miento de esa resolución o sin ella, surgiendo de ello que la 
exigencia anotada y esgrimida como defensa es inconsistente 
por no responder a un presupuesto esencial a la viabilidad de 
la acción, correspondiendo el rechazo de la impugnación ana- 
lizada. 

Que entrando a resolver el fondo de la cuestión planteada 
en autos, encontramos que la misma fué sometida a la conside- 
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tas 



ración del Tribunal Bancario en don demandan (fs. 16 y 175), 
respondiendo ambas a presupuestos diferentes y que si bien 
con su acumulación este tribunal está de acuerdo, su resolu 
eión debe ser ordenada en atención a la fecha de su presenta- 
ción y al ordenamiento de tos liechos que originaron la contro- 
versia, estimándose que el procedimiento enunciado permitirá 
un pronunciamiento concreto sobre todas tas cuestiones ventila- 
das en la alzada en contra de la sentencia recurrida. 

Que en la primer demanda (fs. 175} se persigue la rein- 
corporación del accionante at servicio bancario en virtud de 
la absolución obtenida en el proceso criminal incoado por una 
falla de caja. Igualmente se reclaman las sueldos dejados de 
percibir durante su suspensión originada a su sometimiento a 
proceso y aguinaldo correspondiente, intereses y costas. 

Que existen elementos de juicio incuestionables en las pre- 
sentes actuaciones de (pie Rodsevieh se hallaba suspendido en 
sus funciones desde abril de 1U44 hasta que la Justicia del 
Crimen resolviera sobre la querella que por defraudación le 
inició el Banco (contestación de demanda fs. 74 vta). Ahora 
bien, absuelto de culpa y cargo el accionante por la Excma. 
Cámara de Apelaciones en lo Criminal y teniendo la suspen- 
sión impuesta al actor como única causal la existencia de ese 
proceso, corresponde determinar en primer término si él tiene 
derecho a reclamar los haberes dejados de percibir durante el 
período de suspensión y en segundo lugar si corresponde orde- 
nar la reincorporación. 

Ambas situaciones encuentran solución en la ley 12.637 y 
en su decreto reglamentario N» 89.624/41. Así, el art. 3*, ine. 
a), de la ley citada, hace lugar a la reposición del empleado 
en su cargo" cuando fuere absuelto o sobreseído definitiva- 
mente, y el art. ¡)* del decreto citado reafirma este derecho 
del empleado bancario, reglamentando su ejercicio, imponien- 
do a cargo del Banco el pago de los sueldos durante el período 
que el empleado no pudo prestar servicios si el procesamiento 
se inició por denuncia o querella del Banco. 

Que en consecuencia el derecho de Rodsevieh a los sueldos 
por el período de suspensión y su reincorporación aparecen 
incuestionables a la luz de tos principios legales expuestos, 
resultando por consiguiente inoperantes los agravios que se 
oponen a su pago y reincorporación. 

Que conexo a la reincorporación resulta el pago de suel- 
dos dejados de percibir y el derecho del empleado a los agui- 
naldos correspondientes a dicho período, ya que tratándose de 
un verdadero sueldo, tal retribución le es adeudada en mé- 
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rito que la reincorporación retrotrae al empleado a la situación 
de ser acreedor a cuanto beneficio hubiere merecido su cargo 
de haber realLjido efectiva prestación de servicios. 

Sostiene la demandada, que la reclamación por aguinaldo 
no fué formulada oportunamente y que el Tribunal Bancario 
sentenció nltr<t~pctita en este sentido v al condenar a papar 
intereses. 

Tales agravios resultan infundados desde que los intereses 
fueron solicitados, como así los sueldos adeudados en los que 
lógicamente el Trihunal incluye el aguinaldo, que reviste tal 
categoría, siendo por otra parte improcedente la impugnación, 
desde el momento que este tribunal se encuentra facultado a 
fallar itUra~pct¡ttt supliendo cualquier omisión del demandan- 
te (art. 90 de la ley 12.948). 

Tjos intereses que el Banco demandado debe abonar en 
cuanto a los sueldos que se ordenan pagar deben practicarse a 
partir de la fecha en que la demandada fué puesta legalmente 
Cn mora y ella es la de la intimación de reincorporación por 
escritura pública, ya que desde ese momento incurre en mora 
el principal al no abonar los sueldos que se hicieron exigibles 
por la absolución del actor. De allí surgió su derecho a la rcin- 
furporación y u sus sueldos y habiéndose invocado causa para 
negar ta reincorporación, no existe acreditación que autor iec 
a negar los sueldos del período de suspensión. 

Que en lo referente a los tipos de retribución que deben 
ser tenidos en cuenta para practicar la liquidación pertinente, 
el Cuerpo se encuentra conforme con la obtenida por el Tri- 
bunal Bancario, no permitiendo las alegaciones de la deman- 
dada lleíiiir n solución distinta, por lo que se rechazan sus 
impugnaciones al respecto. 

La segunda demanda se origina a raí?, de la cesantía dis- 
puesta, fundada ésta en los resultados de un sumario adminis- 
trativo incoado con posterioridad a la absolución recaída en 
la querella por defraudación. Se persigue la anulación de la 
medida impuesta y la consiguiente inmediata reincorporación. 
Se fundamenta la sanción impuesta, en faltas graves en que 
aparecería incurso el accionante. 

El Tribunal Bancario al resolver el entredicho deja sin 
efecto la cesantía y ordena la reincorporación, solución ésta 
que causa agravios a la demandada. 

Que para arribar a una solución correcta se estima con- 
veniente establecer si la cesantía de Ttodsevieh responde en 
cuanto a las motivaciones que le dieron orinen, a las causales 
previstas por el Estatuto Bancario para autorizar la cesantía 
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y a sus decretos reglamentario* en cuanto a la satisfacción de 
requisitos establecidos al ejercicio del derecho enunciado. 

Que al respecto las causales invocadas para resolver la 
exoneración encuadran en lu* autorizadas por la ley 12.637 
(art. 3*), pero en la forma de hacerlas efectivas la demandada 
no lia ajustado su conducta a la norma reglamentaria del 
art. 18 det decreto N!üi24/41 en cuanto establece un término 
de tres meses para sancionar ion cesantía fundada en desobe- 
diencia grave o reiterada conducta desordenada, corriendo di- 
cho término desde la fecha en que se produjeron los hechos 
que la motivaron o desde que el Banco tuvo noticias de ellos. 

En efecto, d L I estudio del acta de fs. 19 surge con toda 
evidencia que lo hechos tenidos en cuenta para disponer la 
cesantía fueron realizados con anterioridad al 6 de marzo de 
1944, y que a la fecha indicada el Banco demandado tenía 
cabal conocimiento de los mismos. 

Que en las condiciones expuestas, la demandada debió ajus- 
far su proceder a las previsiones del decreto precedentemente 
citado, no autorizando su incumplimiento a prevalecerse de 
causales; que el transe nrao 'de tres meses impide su juzgamien- 
to y por consiguiente su sanción. ' ' 

Que el descargo del Banco, de que tales hechos los igno- 
raba hasta su constatación por el sumario ordenado, resulta 
infundado y carente de toda lógica, ya que teniendo en cuenta 
el sistema en que reposa ta organización bancaria, tales hechos 
no pueden pata desapercibidos sin riesgo de evidenciarse nna 
responsabilida , ,r parte de las autoridades superiores de la 
institución aera .ndada. 

Igualmente se reputa inconsistente su pretensión de que 
la existencia del proceso criminal la determinó a no iniciar el 
sumario administrativo hasta el fallo definitivo del mismo. De 
la demora anotada, que permitió al actor ampararse en el art. 
9 del decreto 89.624. sólo es culpable el Banco y sus autorida- 
des. Abona la tesitura expuesta la circunstancia de que los 
hechos investigados en el sumario det Banco no guardan rela- 
ción alguna con tos que se ventilaron en la Justicia del Crimen 
y aunque guardaran relación no puede olvidarse que la justi- 
cia en la emergencia sólo resolvería sobre ta existencia del 
delito imputado (defraudación) y no sobre la negligencia o 
descuido en que pudo haber incurrido el empleado en el cum- 
plimiento de sus funciones. Tales extremos debieron ventilarse 
y acreditarse de inmediato, lo contrario vulneraría la disposi- 
ción del art. 9 ya reiteradamente citado. 

La demandada impugna de inconstitucional la disposición 
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rador General» no es admisible modificar el fallo apelado en 
cuanto hace lugar al papo de los Bastos de protesto eon inte- 
reses desde la feeha de interposición de la demanda de fs. 175, 
Igualmente comparte el tribunal fu* conclusiones del Sr. Pro- 
curador General en euauto sostiene la procedencia del reinte- 
gro por parte de la demandada y a cargo del actor de la suma 
de S 2.000 m/n. provenientes de la falla de caja y que se en- 
cuentra expresamente admitida en autos, por lo que no puede 
ser eludido su pago, resolviéndose en consecuencia hacer lugar 
a ta misma. 

Que la sanción en los términos del art. 7 de la ley 12.637, 
solicitada por el Sr. Procurador General se juzga inaplicable 
al caso especial de autos, por lo que no se hace lugar a lo im- 
petrado. 

Que las costas del juicio deberán ser soportadas en ambas 
instancias por la institución demandada, estimándose equitati- 
vos los honorarios regulados por el Tribunal Bancario, no 
siendo por consiguiente susceptibles de modificación. 

Que a los efectos de un mejor ordenamiento se practica 
la siguiente liquidación : ■ ..' - : <» 

1») Corresponde abonar al actor la cantidad de « 5.3¿o % 
en concepto de sueldos devengados desde el 1» de abril de 
1944 hasta el 31 de julio de 1945, con intereses desde el 22 de 
junio de P t45 fecha del protesto de fs. 173. 

2') Corresponde abonar al actor la cantidad de $ 55.705 % 
correspondientes al actor desde el 31 de junio de 1945 hasta 
el 31 de mavo de 1940, incluidas las mejoras introducidas por 
el decreto 15.355/46 e intereses desde la feeha de interposición 
de la demanda de fs. 175. 

3*) Corresponde abonar al actor la suma de $ 3.7!)u\fiU X\ 
en concepto de aguinaldo por los períodos de 1945, 1946, 1947 
v 1948 con intereses los de 1945 desde el 22 de junio de 194o y 
él resto desde la fecha de interposición de la demanda de 
fs. 175. 

4*) Corresponde abonar al actor la suma de $ 155 % en 
concepto de gastos y honorarios abonados al escribano Vahan- 
te con intereses desde la fecha de interposición de la demanda 
de fs. 175. 

5*) Corresponde abonar a la demandada por el actor la 
suma de # 2.000 % en concepto de reintegro por falla de caja 
con intereses desde la fecha de la contestación de la deman- 
da de fs. 179. , rt 

Por tales consideraciones y oído el Sr. Procurador General 
y fundamentos concordantes del pronunciamiento recurrido, 
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se confirma I» resolución apelada en euanto condena al Banco 
Polaco Kasa Opieki S. A. a dejar «hi efecto la cesantía del 
Sr. Estanislao Rmtsevieh. quien deberá ser reincorporado en 
el empleo *n la categoría de jefe y el sueldo correspondiente 
tic $ 1.300. - condenando dentro del término de 5 días a pagar 
a don Estanislao Rodsevich la cantidad de * 64.984.60 % con 
deducción de * 2.000 % en concepto de reintegro, con costas.— 
títnracio fíonct lata. — Armando David Machera. 

Aclaratoria 

Buenos Aires, junio 8 de 19411. 

Autos y vistos: 

Atento lo solicitado, aclárase el pronunciamiento de fs. 
314, estableciéndose que procede el pago de los intereses co- 
rrespondió u tes por el monto de la condena en la forma y sen- 
tido que se estipula en los rubros 1» 2\ 3*. 4* y 5 del último 
considerando do la sentencia de fs, 314. Así se resuelvo, — 
llorad» Hmn t Isla, — Armando David Machera. 

Aclaratoria 

Buenos Aires, junio 17 de 1949. 

Vistos y considerando: 

Habiéndose deslizado un error material en el apartado 2* 
de la sentencia de fs. 314/319, aclárase el mismo en el sentido 
de que los sueldos que se ordenan pagar en ese apartado pon 
a partir do! t" tic aposto de 1945 y no desde el 31 de junio 
como allí se emisisma. Así se declara. — Horacio Borní isla. 
— Armando David Machera, 

Dictamen del procurado!* general 

Suprema Corto: 

De las dos cuestiones que se traen a conocimiento 
<lc V, E, mediante el recurso extraordinario interpues- 
to a fs. 328, y concedido a fs. 332, sólo corresponde dic- 
tar pronunciamiento» a mi juicio, en la referente a la 
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tacha de inconstitucional ¡dad opuesta contra el art 18 
del decreto n* 89.624)41, pues la que se imputa al art. 9" 
de ese decreto, no fué planteada oportunamente, ni apa- 
rece realmente tratada, como tal, en el fallo recurrido. 

Ello sentado, delio manifestar a V. E. que, en mi 
opinión, ol apelante está en lo cierto en cnanto afirma 
que el art. 18 del decreto 89.624¡41, al disponer que la 
cesantía de un empleado bancario fundada en la causal 
prevista en el art. 3', inc. e) de la ley 12.637, sólo puede 
ser impuesta dentro de un plazo de tres meses contados 
desde la fecha en que se produjo ol hecho que la mo- 
tiva o desde que el Banco tuvo noticias del mismo, limi- 
ta en tal forma el derecho acordado por la ley —que 
no fija plazo alguno— que resulta violatorio del art 
83, inc. 2*. de la Constitución Nacional. 

No se trata aquí de un verdadero precepto regla- 
mentario que si bien puede apartarse de la letra de la 
ley es válido mientras se ajusta a su espíritu, sino de 
una disposición que hace a la sustancia misma del de- 
recho reconocido por la ley, y que por lo tanto, sólo 
puede ser adoptada por el H. Congreso. 

A mérito de lo expuesto, y con la limitación expre- 
sada más arriba, estimo que corresponde revocar la 
sentencia apelada obrante a fs. 314 en cuanto pudo ser 
materia de recurso. — Bs. Aires, setiembre 28 de 1949. 
— Carlos O. Delfiuo. 
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T ,1. 

Bs. Aires, 10 de noviembre de 1949. 

Vistos los autos: "Rodsevich Estanislao e.l Banco 
Polaco Polska Kasa Opieki S. A. s.f cesantía injustifi- 
cada» \ en tos que se ha concedido a fs. 332 el recurso 
extraordinario. 
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Considerando : 

Que como bien lo observa el Sr. Procurador Gene- 
ral, eu la contestación de fs. 74 no se cuestiona la cons- 
titueíonnlidad del art. í) del decreto reglamentario 
8í>.tiJ4j41, por lo cual el punto debe considerarse tar- 
díamente introducido, e improcedente, en consecuencia, 
el recurso extraordinario a su respecto. , 

Que de la inconstitueionalidad del art. 18 del mis- 
mo decreto se hizo capítulo en la contestación citada, 
y como el pronunciamiento de fs. 314 es contrarío a la 
garantía que el recurrente invoca, se trata de una senten- 
cia definitiva y la interposición de fs. 328 contiene el 
fundamento exigido por el art. 15 de ta ley 48, el recurso 
extraordinario es procedente en esta parte. 

Que según el iuc, e) del art. 3* de la ley 12.637 es 
causa de cesantía de los empleados bancarioa: "la des- 
obediencia grave o reiterada a las órdenes e instruc- 
ciones que reciban en el ejercicio de las funciones ban- 
cadas respectivas, o conducta desordenada". Y el art. 
18 del decreto reglamentario dispone que la cesantía 
por dicha causa "podrá ser impuesta exclusivamente 
dentro del termino de tres meses contados desde la fe- 
cha en que se produjo el hecho o el ultimo de los hechos 
que la motiven, o desde que el banco tuvo noticia de 
ellos". 

Que el Banco recurrente considera a este precepto 
vi ola torio del límite impuesto por el iric. 2* del art. 63 
do la Constitución a la facultad reglamentaria del P. E., 
pues establece nn plazo de caducidad que no está en la 
ley, en la cual tampoco se asigna al P. E., ni explícita 
ni implícitamente, la función de regular el plazo de que 
se trata. 

Que para juzgar la constUueionalidad de la nor- 
ma reglamentaria en cuestión es preciso discernir el 
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"espíritu" de Ja ley reglamentada, pues en el está no 
sólo el límite sino también la razón de ser de la atribu- 
ción ejecutiva de "expedir las instrucciones y regla- 
montos que sean necesarios para la ejecución de las le- 
yes de ja Nación" (Const Nacional, art 83, iiic. 2). Atii- 
bución qne, según el mismo inciso, deberá ejercerse 
"cuidando de no alterar el espíritu de las leyes con 
excepciones reglamentarias". Lo de que la facultad 
regla nicnta ría ha de ceñirse al espíritu de la ley es 
lo negativo del precepto. Ese mismo espíritu o finali- 
dad que mediante la efectiva y concreta vigencia de la 
ley se trata de alcanzar, justifica la atribución de fa- 
cultades reglamentarias al P. E. e impone a esto último 
el del>er de ejercerlas siempre que, como se dice en el 
precepto constitucional citado, lo requiera la ejecución 
de las leyes, que no es otra cosa que la obtención de su 
finalidad, precisamente. 

Que respecto a la ley 12.637 el propósito de ella 
que interesa considerar aquí está expresado en el art. 1* 
que dice así: "Los empicados de Bancos particulares 
del país . . .tienen derecho a la estabilidad. . . ". El art. 2* 
reafirma la intención agregando que "son Iwses esen- 
ciales del estatuto del servicio bancario: a) la estabili- 
dad de los empleados cualquiera sea su denominación 
o jerarquía. . . salvo las causas graves imputables a los 
mismos previstas en esta ley". 

Que según resulta de los textos transcriptos, los 
empleados banca rios a que los misinos se refieren tie- 
nen derecho a la estabilidad y, correlativamente, las 
instituciones de que son empleados no lo tienen a se- 
pararlos de sus cargos sino por las causas graves que 
la ley enumera de modo taxativo en el art. 3*. 

Que el "espíritu" de la ley está en lo que se pro- 
pone; se identifica con su finalidad; es lo que lia deter- 
minado esencialmente su sanción. Por consiguiente, y 
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por de pronto, el ejercicio de la facultad reglamentaría 
pop parte del P. E. con respecto a la ley 12.637 ha de- 
bido contribuir al afianzamiento de ta estabilidad san- 
cionada por ella. Hs obvio que no ha podido ampliar 
ni restringir los límites con que dicha estabilidad fué 
establecida por la ley, ampliando o restringiendo las 
causales de cesantía enumeradas por ella en forma ex- 
presa. Pero en la medida en que la ejecución de la ley 
lo lio *-ía necesario, esto es, en que era requerido para 
que su finalidad no se malograse, el P. E. no sólo podía 
agregar las especificaciones y precisiones reglamenta- 
rias indispensables, sino que estaba obligado a hacerlo. 

Que respecto a la causal de cesantía mencionada 
en el ine. e) del art. 3' — "desobediencia grave o reite- 
rada a las órdenes e instrucciones que (los empleados) 
reciban en el ejercicio de las funciones banca rías res- 
pectivas, o conducta desordenada" — el art. 18 del de- 
creto reglamentario impone al ejercicio del derecho que 
los Bancos tienen de separar de su personal a los em- 
picados ineursos de esu desotedicucia o ese desorden 
de conducta, una condición, — la de que se lo ejercite 
"dentro del término de tres meses contados desde la 
focha en que se produjo el hecho o el último de los he- 
chos que la motiven o desde que el Banco tuvo noticias 
de ellos" — de lo cnal cabe decir, 1') que es rigurosa- 
mente congruente con el espíritu o propósito esencial 
de la ley, pues es bien claro el propósito de afianzar 
con ello la estabilidad sancionada por el precepto que 
es objeto de reglamentación ; 2*) que se trata de un modo 
fie afianzarla con el cual no se agravia el derecho de 
los Bancos, pues el plazo tiene una duración razonable 
y no comienza a correr mientras la institución no ha 
tenido noticia de los hechos que autorizan la cesantía; 
y ¡fe) que es una especificación reglamentaría necesa- 
ria para la recta ejecución de la ley, esfo e s, para la 
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salvaguarda de su finalidad, pues si el derecho del Ban- 
co a disponer la cesantía proviene de la comisión de los 
hechos que el precepto indica, no se concibe su regular 
ejercicio sino al tiempo en que el Banco pudo enterarse 
de que se habían cometido. Fuera de que cuanto más se 
tarde en ejercer ese derecho se hará más difícil la prue- 
}>a respectiva y por ende la comprobación de la justicia 
de la medida en cuestión, que es lo que primordialmente 
importa a las partes y a la comunidad que ha estable- 
cido el ordenamiento de que se trata, el ejercicio tardío 
carece de sentido pues no se explica qué es lo que un 
Banco se propone resguardar con la cesantía si la dis- 
pone luego de haber consentido durante más de tres 
meses, con conocimiento de causa, la permanencia del 
empleado que lia incurrido en los netos irregulares que 
el inciso menciona. 

Que Jo decidido por esta Corte en los fallos que 
invoca el recurrente —181, 436; 204, 30; 200, 274— no 
es de aplicación en este caso. En el primero se declaró 
inconstitucional una disposición reglamentaria que su- 
peditaba el pago de la pensión otorgada por la lev res- 
pectiva a partir de su vigencia, a que los beneficiarios 
lo hubiesen reclamado en el plazo de seis meses, con lo 
cual la violación del espíritu de la ley era patente pues 
Ja reglamentación reducía el beneficio acordado por la 
misma, sin que desde ningún punto de vista apareciera 
impuesto por la regular ejecución de ella el estableci- 
miento de dicha restricción. Los otros dos no se refie- 
ren a las facultades reglamentarias del P. E. sino a las 
facultades legislativas de los gobiernos de facto. El 
criterio enunciado en los considerandos precedentes no 
innova en la jurisprudencia de esta Corte sobre las fa- 
cultades cu cuestión sintetizada en Fallos: 200, 194 en 
los siguientes términos: "El P. E. no excede Ja facul- 
tad reglamentaria que le acuerda el art. 8fi t inc 2*. de 
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la Constitución Nacional, por la circunstancia tic que 
uo so ajuste en su ejercicio a los términos de la ley t 
siempre cjue las disposiciones del reglamento no sean 
incompatibles con los preceptos legales: propendan al 
mejor cumplimiento del fin de aquélla o constituyan 
medios razonables para evitar su violación y se ajus- 
ten así en definitiva, a su espíritu —Fallos: 182, 244 
y 249; 197, 362 y los allí citados entre otros—". 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se con- 
firma la sentencia apelada en lo que Ira sido materia 
d&í recurso. 

Luis R. Loxnm — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Péiiez — Atilio Fessagno. 



JOROE EDUART>0 SICAROI 
v. S. A. MAQUINAS Y AFINES 

1t Ki ' l ' KSO E X THAORDISA RÍO: Renubitos fórmale*. Introducción 
de la cWÜÓ* federal. Oportunidad, Planteamiento en el escrito de 
inttrpoaiciÓn del m urto extraordinario. 

Es improcedente el recurso extraordinario si la cuestión 
en «uc se funda —violación de la defensa en juiao por ha- 
berse «Wlarado desierto el recurso de apelación en razón de no 
haberse dado cumplí m iento en la expresión de agravios al re- 
unisito de indicarse el ttomieitio lepal impuesto por una acor- 
dada de la cámara respectiva bajo apercibimiento de no ser 
aceptado el escrito— ha sido planteada después de haberse 
impuesto dicha saneinn al recurrente que no obstante haber 
podido prever v plañí car la cuestión con anterioridad lo hizo 
por primera ve?, al deducir ei recurso extraordinario. 
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Dictamen del PnocuitADOB Genebal 
Suprema Corte: 

• 

El recurso extraordinario interpuesto por la de- 
mandada a fs. 99, no se encuentra fundado en los térmi- 
nos del art. 15 de la ley 48, de acuerdo a la interpreta- 
ción que de dicha norma legal ha dado V. E. en reitera- 
dos fallos. Por otra parte, es doctrina uniformé de V. E. 
que las cuestiones de índole procesal, como las que se 
plantean en el caso a examen, sólo dan lugar al remedio 
federal intentado, cuando se trata de sentencias arbi- 
trarias, desprovistas de todo fundamento legal. Ante 
la Corte sostiene el apelante que la dictada a fs. 96 se 
encuentra on ese caso, mas tal planteamiento, por lo 
tardío, no habilita a V. E. a pronunciarse sobre el punto. 

Corresponde, en consecuencia, declarar mal con- 
cedido el recurso a fs. 104. — Bs. Aires, octubre 19 de 
1949. — Carlos G. Detfiuo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 10 de noviembre de 1949. 

Y vistos los autos "Sicardi Jorge Eduardo c.| So* 
ciedad Anónima Máquinas y Afines s.| salarios", en 
los que se lia concedido a fs. 104 el recurso extraordi- 
nario. 

Considerando ; 

Que cuando en el memorial de fs. 108 se sostiene 
que falta todo fundamento legal a la resolución que 
declaró desierto el recurso so alude a la invalidez —ale- 
gada al interponer la apelación extraordinaria a fs. 
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09 — i de la sanción dispuesta en la Acordada del 29 de 
abril de 1947 para el caso de que un escrito no mencione 
el domicilio legal oportunamente constituido. Esta es r 
pues, en realidad la cuestión que está en el núcleo del 
recurso, sea que se considere el escrito con que se le 
interpuso o el memorial con que se lo mantiene ante 
esta Corte. 

Que esta cuestión pudo ser prevista antes de que 
se impusiera el recurrente la sanción de fs. 96 pues la 
Acordada es de fecha anterior no sólo a la presenta- 
ción del escrito en que se omitió mencionar el domicilio 
constituido» sino a la iniciación del juicio. No se trata, 
pues, de una cuestión federal que haya surgido con el 
pronunciamiento de que se recurre. Su alegación fué, 
pues, extemporánea por lo cual corresponde declarar 
mal concedido el recurso extraordinario. 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General se decidía mal concedido a fs. 104 el re- 
curso extraordinario. 

Luis B, Loncihi — Rodolfo CK 
Valbszuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessaono. 
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ANDRES M. CUSI Y MIGUEL A..BERCAITZ IN RE: 
ELISA M. CORTI MADERNA DE FORTABAT 
v. ALFREDO FORTABAT {') 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio». Cuestiones no 
federales. Inter 'prefación de normas focales de procedimientos. 

La Corte Suprema caree* de atribuciones para revisar las 
conclusiones de la sentencia apelada por medio del recurso 
extraordinario, en lo referente a la interpretación de las nor- 
mas procesales, como lo es el art. 3H del decreto N* 30.439/44, 

No es arbitraria la sentencia que interpreta el art. 38 del 
decreto 30,439/44 (ley 12,997) en el sentido de que sólo se 
refiere a lo» bienes pertenecientes al actor y al demandado y 
no alcanza a los de la sociedad eftya intervención fué decretada 
a pedido del primero y dejada después sin efecto por haber 
reconocido éste que era extraña al demandado y al iuicio. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestionen no 
federales. 

La jurisprudencia referentr a las sentencias arbitrarias 
e insostenibles a los efectos del recurso extraordinario, debe 
reducirse a loa casos de resoluciones evidente y explícitamente 
carentes de fundamento lepal o de apoyo en los hechos com- 
probados en la causa, pues la Corte Suprema no podría fundar 
en dicha doctrina la posibilidad de su intervención en los jui- 
cios cuya decisión no le corresponde, sobre la base de su dis- 
crepancia con la solución que se les hubiera dado. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Exclusión de las cuestione» de hecho. Vario*. 

No es arbitrario ni irrevisible por medio del recurso ex- 
traordinario la conclusión de la sentencia apelada sobre el 
carácter de tercero en el juicio que atribuye a la sociedad res- 
pecto de la cual ordena el levantamiento de la intervención, 
fundada en el reconocimiento de ese carácter hecho posterior- 
mente por la parte que la había solicitado. 



(i) En idéntico icntido *e resolvió, en la miimn fecha, el "Recorto 
de hecho deducid» por Rodolfo E. Trono en La causa Elisa M. Corti Ma- 
dero» de Porta bat T . Alfredo Fortabat". 
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RECVl W EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. 

Incumbe exclUsi va mente a la Corte Suprema decidir acer- 
ca de ia calificación de arbitraria» e insostenible» de las sen 
teneias recurrida» ante ella por medio del recurso extraor- 
dinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, u'etación di- 
resta. Xortmts extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Es improcedente el recurso extraordinario fnndado en los 
arta. 26, 37 y 38 de la Constitución Nacional que carecen de 
relación directa e inmediata can las cuestiones discutidas en 
el pleito, pues la solución de éstas no depende de la interpre- 
tación de arpióllos sino de las leyes que rigen las relaciones 
respectivas, a las cuales se remiten aquéllas. 



Sentencia del Juez en lo Civil 

Buenos Aires, 22 de junio de 1949. 
Autos y Vistos: Considerando: 

1. Que la concurrencia del actuario a verificar todos los 
actos de cotejos, verificaciones de cuentas, asientos y balan- 
ces, es manifiestamente imposible de cumplir dado que ello lo 
tendría alejado de sus funciones específicas en el Juagado, con 
evidente perjuicio para las tareas que en él debe cumplir. 

2. Que atento las reservas que el apoderado letrado de 
Cocif. Ha dejado atadas en el acta de referencia y siendo mi- 
sión del Juez, gaiantizar con el mayor celo posible, el cuidado 
de los intereses en juego, dejando a salvo los derechos que a 
cada uno pudieran corresponder, deberá tenerse presente lo 
expuesto, lo que así se declara. 

3. Que estando de acuerdo las partes en que —a los efec- 
tos de cumplimentar la regla establecida en el art. 38 de la 
ley 12.997— el Juzgado fije el monto que estime necesario para 
afrontar los pagos de honorarios correspondientes a las per- 
sonan designada» ií<* oficio. 

4. Qne habiendo manif estado la actora y ratificado lue- 
go por el demandado a fs. 196/97 que tiene por cierto cual es 
la cuota parte de su haber ganancial en la sociedad conyugal 
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y que la reputa suficientemente garantizada en forma priva- 
da lo que obliga a buscar en los expedientes la base económica 
que pueda dar asidero a una regulación justa por los trabajos 
efectuados, resuelvo hacer lugar a la intervención del actuario 
en los trámites y medidas previas para el levantamiento de la 
administración judicial en Cocif S, A. y designar al Escribano 
Público don José Julio Melchiori para certificar, levantar ac- 
tas y realizar los inventarios que correspondan. A los efectos 
de la fijación del monto para responder a los honorarios adeu- 
dados (art. 38, ley 12.997) de todas las personas designadas 
en autos y demás profesionales interviníentes y cuyo honora- 
rio consta haber sido pagado o haber expresado por escrito 
su conformidad de haberlo cobrado, fijar el término de cua- 
renta v ocho horas para que los mismos se sirvan estimarlos, 
bajo apercibimiento de efectuarlos por el Juzgado y cumplido 
el punto precedente vuelvan los autos para resolver el levan- 
tamiento de la Administración Judicial en COCYF S. A. — 
Roberto V. Palmúri. 

Sentencia de la Cámara Civil Segunda 

Buenos Aires, julio 7 de 1949. 

Y vistos para resolver los recursos interpuestos contra la 
resolución de fa, 21. 

Y considerando: 

Que el Tribunal no encuentra en la resolución recurrida 
vicios o defectos que puedan invalidarla. 

Por ello y porque los agravios de ser exacto* tendrían su 
remedio dentro del recurso de apelación, también interpuesto, 
corresponde desestimar la nulidad. 

Entrando a considerar el de apelación cabe ante todo 
declarar, que los profesionales que se han presentado en esta 
incidencia, son parte en la misma, en la medida de su interés, 
regulación de sus honorarios y garantía para el cobro de 
acuerdo a lo que dispone el art. 38 de la ley de arancel. 

Que la Soc. C.O.C.Y.F.. según manifiestan ambas partes 
en su escrito de fs. 196. es un tercero contra quien por error 
se habrían solicitado y obtenido medidas precautorias. 

Que no es el caso de entrar a considerar si la afirmación 
precedente de las partes es o no exacta, desde que en virtud 
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de dicha conformidad ha terminado toda controversia al res- 
pecto. 

Que en consecuencia, corresponde se levante la medida 
cautelar decretada sin mas trámite, debiendo realizarse la 
entregra de CVO.C.Y.F., a sus autoridades, en la forma con- 
venida en el acta de fs. 219 T y por intermedio del oficial de 
Justicia que por «una corresponda. 

Que no es óbice a dicha entrepa, el que no se baya afian- 
zado a los efectos del art. 38 de la ley de Arancel, puesto que 
el citado artículo, se refiere a las partes en el juicio y no a los 
terceros sobre quienes se hubiera beebo recaer, por error, la 
medida de seguridad, sepún lo confiesa la parte actora a 
fs. 196. 

Por los fundamentos que preceden, rechazándose la nuli- 
dad aducida, se revisra en parte la resolución apelada de 
f ». 221 y en consecuencia, se levanta sin mas trámite las medi- 
das precautorias decretadas contra la sociedad C.O.C.Y.F., 
debiendo realizarse su entrepa por el Sr. Interventor con habi- 
litación de días y horas en la forma convenida en el acta de 
fn. 219 y por intermedio del Oficial de Justicia que corresponda 
por zona. 

Se ta confirma en las medidas que ordena en lo que se 
refiere al art. 38 de la ley de Arancel mencionado, con la 
salvedad de que ella comprende únicamente a actora y deman- 
dado. Costas por su orden atento al resultado del pronun- 
ciamiento y naturaleza de la cuestión debatida. — César de 
Tezanos Pinto. — R. Ptrrnzo Saón. — Roberto B. Chute. 



Sentencia de la Cámara Csvil Segunda 

Buenos Aires, julio 11 de 1949. 

Y vistos para resolver la nulidad interpuesta contra la 
resolución de este Tribunal a fs. 298. 

Y considerando: 

Que la participación que se ha reconocido a los profesiona- 
les que se presentaron en la incidencia, fué limitada, como clara- 
mente lo establece la resolución recurrida a los efectos del 
nrt, 38 de la ley de arancel y con el fin de que pudieran hacer 
valer las garantías que les acuerda dicho artículo con respecto 
a las partes en el juicio. De modo que en lo que se refiere a 
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terceros como es la C.O.C.Y.F. ninguna vinculación de 
derecho tienen ni se les ha reconocido a los profesionales ac- 
tuantes. 

La falta de personería del recurrente, resulta todavía más 
categórica, si se la contempla desde el punto de vista en que 
este se coloca, como ** Asesor contable de la Administración 
Judicial de C.O.C.Y.F."; pnes en tal carácter, ea un simple 
asesor del interventor, aunque ha.va sido designado con auto- 
rización judicial, y en consecuencia es este último quien tenía 
personería para actuar en la incidencia, la que ejercitó al pre- 
sentar su memorial de fs. 281. 

Por otra parte, y a mayor abundamiento, tampoco sena 
procedente la nulidad aducida, desde que se la fundamenta 
en que el recurrente no presentó memorial ante este Tri- 
bunal. jm . ; 

Es cierto que el art. 14 de la ley 4128, autoriza a las 
partes a presentar dentro de tercero día del llamamiento de 
autos, un escrito, cuando no se haya interpuesto el recurso de 
reposición en primera instancia, pero no se trata de un requi- 
sito imprescindible, desde que el Tribunal puede y debe resol- 
ver aunque no se presente el memorial y en base a lo discutido 
y aprobado en primera instancia, siendo justamente esto lo 
que caracteriza la apelación en relación y la diferencia de la 
apelación libre, la que necesariamente deberá sustanciarse en 
la alzada. 

Como la nulidad por defectos de procedimiento, sólo co- . 
rresponde según lo establece el art. 237 del Código, cuando 
se hayan omitido las formas substanciales del juicio o incu- 
rrido' en algún defecto de los que por expresa disposición de 
derechos anulen las actuaciones, fácilmente se alcanza, el que 
la omisión en que aquí se habría incurrido, no es substancial 
v por ende no puede ser causa suficiente para anular la reso- 
lución, máxime cuando esta es de carácter interlocutorio. 

Cabe por último agregar, que laa nulidades son de ínter- 
prefación restrictiva, y que el recurrente carece de ínteres 
legítimo at solicitarla, desde que la resolución recurrida al con- 
firmar la de primera instancia en cuanto a las garantías exi- 
gidas a las partes respecto al pago de los honorarios, deja, 
completamente respaldado el legítimo derecho que pudiera 
corresponderé al recurrente. 

Por los fundamentos que preceden, se declara que el re- 
currente carece de personería para recusar por la causal invo- 
cada y para recurrir de nulidad en la forma que lo ha hecho, 
y se resuelve no hacer lugar al recurso extraordinario ínter* 
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puesto por no encuadrar el caso en ningún» de los que con- 
templa el art. 14 de la ley 4$, ni conculcar la resolución recu- 
rrid íi derecho al ¡runo de Jos que acuerda la Constitución, de- 
biendo remitirse a 1" instancia el expediente sin más trámite, 
para (pie se cumpla la resolución de fs. 2ÍÍ8. — César de Táza- 
nos Pinto. — R, Penuzo Naón. — Roberto E. Chute. 

Dictamen del procurador oeneral suplente 

Suprema Corto: 

I. La señora Elisa Manuela Corti Madernn de For- 
tuita* promovió demanda de divorcio y separación de 
bienes contra su esposo D. Alfredo Fortahat y estando 
el juicio en plena tramitación, las partes se presentan 
h fs. 1!M! de los autos principales manifestando que, 
han aclurudo algunos aspectos relativos a la situación 
patrimonial de la sociedad conyugal, que dieron motivo 
a cuestiones planteadas en autos, por lo que, tic común 
acuerdo solicitan se dejen sin efecto todas las medidas 
precautorias decretadas eu el juicio y sus incidentes y el 
levantamiento de la intervención y administración de 
ta sociedad anónima C.O.C.Y.F. que fuera decretada 
en virtud de existir gravea presunciones de que bajo 
esa denominación se encubría parte del patrimonio del 
demandado P. Alfredo Fortabat. 

El Sr. Juez en lo Civil por auto de fs, 221 del ex- 
pediente principal, dispone (pie previo a la resolución 
que se reclama sobre el levantamiento de la administra- 
ción judicial de C.O.CY.F., S. A., deben los profesio- 
nales intervinicntes estimar sus respectivos honorarios, 
**n los efectos do la fijación del monto para responder 
a los honorarios adeudados (art. 38, ley 12.99*0". 

Contra el auto cpie así lo disponía, deduce recurso 
do apelación el representante de dicha sociedad y la 
< '¡'miara Civil segunda en pronunciamiento de fs, 298, 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



305 



resuelve levantar sin más trámites las medidas pre- 
cautorias decretadas contra la sociedad C.O.C.Y.P. por- 
que según lo reconocen las partes, ella reviste el ca- 
rácter de tercero en la causa, contra quién por error 
Re liabrían solicitado aquellas medidas. 

II. £1 administrador judicial de C.O.C.Y.F. D. An- 
drés M. Cusí y su Asesor Letrado Dr. Miguel Angel 
Bcrenitz interponen recurso extraordinario de apela- 
ción el que les fué denegado por la Excma. Cámara Ci- 
vil Segunda de la Capital. 

Vienen ahora los mismos de hecho ante V. E. sos- 
teniendo que procede el recurso extraordinario que 
autoriza el art 14 de la ley 48 f por las siguientes ra- 
zones : 

V Porque al dejar sin efecto la administración 
judicial de C.O.C.Y.F. desaparece la única garantía se- 
ria que para el cobro de sus honorarios confiere a los 
profesionales el art 38 del dec, 30.439/44 hoy ley 
12.997. Esta garantía, sostienen los recurrentes, u am- 
para a todos los profesionales que actúan en los pleitos, 
prohibiendo a los jueces darlos por concluidos, ordenar 
su arehivo, aprobar transacciones, levantar embargos 
o dejar sin efecto cualquier clase de medidas precauto- 
rias, sin qtte previamente se <U fwnza real que sirva 
para responder por los honorarios devengados e* im- 
pagos". Se habrían así violado los derechos a una retri- 
bución justa por el trabajo profesional realizado y el 
de propiedad, garantizados por los arts. 37, ap. 1*, 
ines. 1 v 2; 26 y 38 de la Constitución Nacional. Los 
recurrentes expresan haber cuestionado la inteligencia 
de los referidos artículos de la Constitución y la deci- 
sión del tribunal superior de la causa habría sido con- 
traria al derecho pretendido por ellos. El recurso pro- 
cedería así de acuerdo con lo dispuesto en el art. 14 
de la ley 48. 
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2° So sostiene que procede también el recurso ex- 
traordinario porque la resolución apelada es de las que 
V. E. lia calificado de "arbitrarias o desprovistas de 
apoyo legal y fundada tan solo en la voluntad de los 
jueces". 

La arbitrariedad consistiría en primer lugar en 
que la resolución Ha establecido que el art. 38 de la 
ley 12.997, sólo se refiere a las partes en juicio y no a 
terceros sobre los que por error se hubiera hecho re- 
caer la medida, cuando, según lo entienden los recu- 
rrentes, edla en su amplia generalidad comprende a 
todos lo» bienes objeto de la medida precautoria cual- 
quiera sea el que la soporte. Habría también arbitra- 
riedad en atribuir a la sociedad C.O.C.Y.F. el carácter 
de tercero, cuando en autos estaría prolwido todo lo 
contrario; y por las graves irregularidades que dicen 
halie r se producido en el trámite de segunda instancia, 
especia luiente al dictar pronunciamiento la Bxcma. 
Cámara Civil sin dar oportunidad al contador señor 
Bniichi de presentar el memorial autorizado por la ley 
—art. 14, ley 4,128—. 

III. Considero que para llegar a una solución acer- 
tada de las cuestiones que plantean los recurrentes, es 
indispensable en primer término saber cuál es el reeto 
sentido y debido alcance del art. 38 de la ley 12.997, 
del cual |»arten las argumentaciones empleadas para 
demostrar la pretendida procedencia del recurso. 

"Los jueces no podrán dar por terminado ningún 
juicio. . . aprobar transacciones, admitir desistimien- 
tos. . . ordenar el levantamiento de embargos o inhibí- 
orones o cualquier otra i medida de seguridad", eflo. 
— dice el aludido artículo — "¿írt previa citación de los 
profesionales euyos honorarios no resulte de autos ha- 
lier sido pagados, salvo la conformidad de éstos, pres- 
tada por escrito, o que se debite judicialmente lo que 
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el juez fije para responder de lo» honorarios acordados 
o que se afiance su pago con garantía real suficiente". 

El texto legal transcripto es claro y no admite du- 
das en su interpretación. El no establece la prohibición 
de levantar las medidas que enuncia sin que antes se pa- 
guen o afiancen los respectivos honorarios. La tutela 
legal de los intereses profesionales sólo consiste en ha- 
cer saber a los interesados que se ha solicitado la en- 
trega de fondos, el levantamiento del embargo n otras 
medidas semejantes, etc. para que hagan valer eficien- 
temente su derecho y tomen en su caso sobre los bienes 
afectados a esas medidas las quei por su parte pudie- 
ran convenirles. El art. 38 permite empero levantar 
los embargos, etc. aun sin citación de los profesionales, 
cuando medie conformidad de éstos o se deposite la 
suma fijada para el pago de los honorarios o éste sea 
convenientemente afianzado. 

La ley 12.997 concuerda en su texto con el dec 
30.439/44 al cual sólo so le hicieron pequeños agregados 
y éste a su vez es una reproducción casi literal de un 
proyecto aprobado por la Cámara de Diputados el 18 
de agosto de 1942 —Diario de Sesiones de esa fecha, 
p. 2438 y sigtes.— que no fué tratado por el Senado. 

En el respectivo despacho originario de la Comisión 
de Legislación General, se estableció qne ninguna de 
las medidas ahora enunciadas en el actual art» 38 de 
la ley, podía levantarse 4 'mientras no resulta de autos 
haber sido pagados los honorarios de los profesionales 
respectivos o se preste la conformidad de éstos", etc. 
—Diario de Sesiones de la H. Cámara de Diputados, 
13 de agosto de 1942, p. 2302— pero al no ser tratado 
el proyecto el año de su presentación, dicha Comisión 
de Legislación General le introdujo modificaciones (ver 
el mismo diario, p. 2312), sancionándose con otros ar- 
tículos en. dicha Cámara, sin disensión alguna, en la 



208 FALLOS DE LA COUTE SUPREMA 

forma que luego fué adoptada por el decreto-ley 
30,439/44 y por la ley vigente n* 12.997, o sea estable- 
ciendo únicamente la previa citación de los profesionales 
antes de disponer el levantamiento de las medidas que 
se enumeran. 

Ese antecedente de la actual ley n* 12.997 confirma 
la interpretación gramatical y lógica dada a su texto, 
en o! sentido de que la protección a los intereses profe- 
sionales acordada por ella no consiste en dejar su1>sis- 
tente las medidas enumeradas en el art. 38 hasta tanto 
se paguen los honorarios o se aseguren con fianza su- 
ficiente, sino tan sólo en prohibir el levantamiento de 
las mismas sin previa citación de los interesados, o a 
falta de ella, — "salvo" dice la ley — depositando ju- 
dicialmente lo que el juez fije para responder a los 
honorarios adeudados o afianzando suficientemente su 
pago. 

IV. La cuestión federal planteada en base a con- 
siderar que el levantamiento de la administración ju- 
dicial de aO.C.Y.F.^S, A., sin previa fianza para res- 
ponder al pago de honorarios sería contraria a lo dis- 
puesto en el art. 38 de la ley 1*2.997 y viohttoria de los 
derechos a una justa retribución por el trabajo profe- 
sional y de propiedad garantizados por la Constitución 
Nacional (arta. 37, ap. 1% ines. 1 y 2; 2ÍÍ y 38), a|mrece 
fundada en supuestos legales sólo prohibe el levanta- 
miento de las medidas que él menciona sin la previa 
citación de los profesionales interesados, pero no exige 
fianza, depósito ni otra medida análoga, salvo el caso 
de que se prescinda de esa citación a quienes tengan 
derecho a cobrar honorarios. 

Los recur rentos aJ plantear la cuestión federal 
sosteniendo vulnerados los derechos a una justa retri- 
bución y de propiedad, parten pues de un supuesto 
teórico o inexistente, cual es el de que la expresada 
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norma prohibe levantar lus medidas precautorias mien- 
tras no sea afianzado el pago de los honorarias y V. E. 
tiene resuelto en reiterados pronunciamientos que "la 
impugnación de iiiconstitucionalidad de las normas apli- 
cadas en él juicio, debe tener, a los efectos de sustentar 
el recurso extraordinario contra la sentencia que de- 
clara su validez un mínimo de fundamento (Fallos: 
188, 120; 100, 392; 191, 85; 192,, 240). De manera que, 
los que carezcan de toda ba&e, tampoco permitirían la 
apertura de la tercera instancia extraordinaria, cayo 
objeto es el mantenimiento de la supremacía constitu- 
cional, y no la sumisión a esta Corte de cualquier causa 
en que pueda existir agravio o injusticia a juicio del 
recurrente (Fallos: 148, 62; 186, 432)". S. C. 194, 220. 

Análogas consideraciones pueden hacerse para des- 
estimar el recurso extraordinario fundado en la su- 
puesta arbitrariedad de la sentencia apelada, porqué 
para ello los recurrentes parten de igual concepto erró- 
neo acerca del sentido y alcance del art. 38 de la ley 
32,997; pero al respecto concurren además otras ra- 
zones para llegar a la misma conclusión. Se trataría 
en efecto, de la mera interpretación del texto legal 
que no puede dar lugar al recurso extraordinario, se- 
gún lo lia establecido V. E. en reiterados pronuncia- 
mientos, porque ni ba habido '* apartamiento volunta- 
rio'* de la norma que ba sido debidamente observada 
al cumplirse la única exigencia impuesta por ella de 
citar a lo* profesionales interesados, antes de levantar 
las medidas precautorias (fs. 212, 213, 215, 219, 227, 
228, 229, 231, 233, 241, 244, 246, 248, etc.) ni, como con- 
secuencia, se ba vulnerado derecho fundamental algu- 
no. S. C. 211, 958 y los fallos allí citados. 

. V\ Por último, el levantamiento de la interven- 
ción que pesaba sobre la sociedad C.O.C.Y.F. no priva- 
ba a los recurrentes de todo medio legal para reclamar 
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su pretendido derecho a cobrar los honorarios hacién- 
dolos efectivos sobre los bienes que aparecen a nombre 
de aquélla, pu' < al hacérseles saber el pedido de levan- 
tamiento de la medida y la decisión que así lo disponía, 
pudieron sin riesgo alguno de ser burlados en sus dere- 
chos, promover en tiempo lus acciones ¡4él caso y proba- 
blemVnte pedir a su nombre medidas precautorias sobre 
los bienes de la sociedad que consideran simulada. 

Por Lo demás, estuvieron en condiciones de dirigir 
su acción contra la parte que propuso la medida, no 
resultando de autos la insolvencia de ésta, ni que sus 
bienes fueran insuficientes para el pago ue los hono- 
rarios. 

En cuanto a la supuesta anomalía anotada por los 
recurrentes, que consideran no haberse dado oportu- 
nidad ul asesor técnico contable del Administrador Sr, 
Banclii de presentar en segunda instancia el memorial 
autorizado por la ley, no puede servir de fundamento 
a ios recurrentes para deducir el recurso extraordina- 
rio por falta de interés ya que la omisión en nada podía 
perjudicarles a ellos particularmente. 

Jjí resolución recurrida no reviste pues el carácter 
de sentencia definitiva. Art. 14 de la ley 48. 

Por las expresadas consideraciones soy de opinión 
de que corresponde desestimar el recurso extraordina- 
rio interpuesto. Ftscidía, 30 de setiembre de 1949. — 
Nemesio González. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 10 de noviembre de 1949. 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
Andrés M. Cusí ^Miguel Angel Bercaitz en la causa 
Korhibat Elisa Manuela Corti Maderna de c.| Fortabat 
Alfredo'*, para decidir sobre su procedencia. 
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Considerando : 

Que, en síntesis, el recurso extraordinario se fun- 
da cu las siguientes cuestiones: a) el levantamiento de 
la intervención de la Oía. Comercial y Financiera *'CO- 
CYF", S. A. y la consiguiente devolución de los bienes 
a ella, importa violación do los arts. 26, 37 ap. I, ines. 
1 y 2 y 38 de la Constitución Nacional, por haliorse 
decretado sin In exigencia del previo cumplimiento de 
lo dispuesto en el art. 38 del decreto 30.439144 (ley 
13.997 ); b) la sentencia apelada, en cuanto interpreta 
el art. 38 del decreto mencionado en el sentido que sólo 
se refiero a los bienes pertenecientes a las partes y no 
de terceros, como COCVF, es insostenible y arbitraria 
y viola el debido proceso legal asegurado por el art. 29 
de la Constitución Nacional; e) también es arbitrario 
el fallo recurrido en cuanto considera a COCVF como 
un tercero. 

Que por regla general, esta Corte Suprema ca- 
rece de atribuciones para revisar las conclusiones do 
las sentencias apeladas por medio del recurso extraor- 
dinario en lo referente a la interpretación de las normas 
procesales, como lo es el art. 38 del dec. 30.439|44 (Fa- 
llos: 212, 432 y los citados en la nota 1) y a las 
cuestiones de becho y prueba, como la mencionada en 
el considerando precedente bajo la letra c). 

Que, como lo ba declarado esta Corte Suprema en 
casos recientes (sentencias del 3 de marzo ppdo. t« re 
"Baveglia y Jaeggi v. Sucesión Juan Fuentes", y del 
13 de junio* ppdo. en los autos "Cía. de Luz y Fuerza 
Motriz de Córdoba v. Gobierno de la Provincia") la 
jurisprudencia establecida en materia de. sentencias 
arbitrarias e insostenibles debe reducirse a los casos 
de resoluciones evidente y explícitamente carentes de 
fundamento legal o de apoyo en los hechos comproba- 
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üos en la causa, pxm el Tribunal no podría fundar en 
dicha doctrina la posibilidad de su intervención en los 
juicios cuya decisión no Le corresponde, solire la base 
de su discrepancia con la resolución que se les hubiera 
daiio. 

Que la interpretación atribuida por la (Vanara de 
Apelaciones al urt. ;?H del dec. 30.439144 podrá ser o no 
errónea, lo mismo que la conclusión que, a los efectos 
de la aplicación de dicha norma, extrae de las declara- 
ciones formuladas en el juicio por la parte aetora y 
ia afirmación de que la decisión apelada "deja coniplc- 
tamente respaldado' * el legítimo derecho de los recu- 
rrentes, pero no procede calificarlas de arbitrarias e 
insostenibles, a juicio de esta Corte Suprema, a la que 
incumbe exclusivamente decidir acerea de esa califica- 
ción (Fallos: VMK 3<>8). 

Que, por otra parte, las normas constitucionales 
invocadas como fundamento del recurso extraordinario 
caiecen de relación directa e inmediata con las cues- 
tiones discutidas en el pleito, puesto que su solución 
no depende de la interpretación do las mismas sino de 
las leyes que rigen las relaciones respectivas, a las cua- 
les sf remiten iiquéllns. 

Por estos fundamentos y ios concordantes del dic- 
tamen del Si*. Procurador General suplente, se resuelve 
deses limar la [Mésente queja. 

+ 

Lrts R. Tjoxuhi — Rooolfo G. 
Valexzufxa — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiaiío 

PÉREZ — A TIMO PESSAGXO. 
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JIAN CARLOS B ANCHI i» RE: 
E. M. CORTI MADERNA DE FORTABAT v. ALFREDO 

FORTABAT (*) 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
violación de la defensa en juicio por Haberse dictado la 
sentencia apelada antes de vencido el plazo que el recu- 
rrente entendía tener para presentar memorial ante la 
Cámara, si de autos resulta que aquél se limitó a repro- 
ducir en dicho memorial, presentado después del fallo, los 
fundamentos expuestos en el escrito que en la misma 
cansa y con anterioridad al pronunciamiento impugnado 
presentó por derecho propio el letrado que lo patrocina. 

Dictamen del PitocuRAnon General Suplente 

Suprema Corte: 

En cuanto a las razones aducidas para fundar es- 
te recurso coinciden con las expuestas por los Bree. An- 
drés M, Cusí y Miguel Angel Bercaitz en ei interpuesto 
por ellos y en el cual me expido en la fecha, solicito a 
V. E. tenga a bien tener por reproducidas en este dic- 
tamen las consideraciones allí expuestas, desestimando 
el recurso extraordinario de apelación deducido* Agre- 
go, sin cmfotrgo, por ser parcialmente distinta la situa- 
ción del recurrente Sr, Banchi, que la circunstancia de 
no habérsele dado la oportunidad de presentar memo- 
rial en segunda instancia no puede Hervir de fundamen- 
to al recurso extraordinario interpuesto tanto porque, 
con sus presentaciones de fs. 215, 210, 241, 244 y 246, etc. 
se tía cumplido con lo dispuesto por el arfc. 38 de la 
ley 12.907, como porque habiendo sido oído sufícien- 

(i) Por los mismo* fundamento* fue desestimado en !s misma fe- 
clin, il recurso de ueclio deducido por FY mando Estrada, .losé A. Castclli 
v José K. Mensa, <-n la musa Elisa M. Cor ti Moderna de Fortnbat v. Al- 
fredu Forlahat, lwisnd» en la omisión de audiencia en 2s instancia. 
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tomento para el fin específico perseguido por la ley, 
no hay privación o restricción sustancial del derecho 
de defensa, según lo lia establecido reiteradamente 
V. E, Fallos: 189, 306; 192, 240; 193, 487, etc. — Bs. 
Aires, :í0 de setiembre de 1949. — Nemesio González. 

FALLO de la corte suprema 

Bs. Aires, 10 de noviembre do 1949. 

Vistos los autos "Recurso de heclto deducido por 
Banchi Juan Carlos en la eausa Fortabat Elisa Ma- 
nuela Corti Maderna de c.| Fortabat Alfredo", para 
decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

Que la queja se funda en haberse violado la defen- 
sa en juicio al dictarse la resolución apelada antes de 
vencido el plazo que el recurrente entendía tener para 
presentar memorial ante la Cámara de Apelaciones. 

Que de los recaudos acompañados por el recurren- 
te resulta que éste reprodujo en dicho memorial los fun- 
damentos expuestos en el qne en la misma causa y con 
anterioridad al fallo apelado presentó por derecho pro- 
pio el letrado que lo patrocina, del cual este último 
acompañó la copia agregada a fs. 2 y sigtes. del recur- 
so de hecho letra F. ü* 29, libro XI, resuelto por esta 
Corto Suprema en el día de la feelia, 

Que, por consiguiente, no obstante halierse dicta- 
do el fallo de la Cámara sin haber oído al recurrente, 
es indudable que esa omisión, por sí sola, no le ocasionó 
(arravamen, desde que las razones invocadas por él son 
las mismas que por sí alcffó su letrado en la oportuni- 
dad anteriormente mencionada. En esas condiciones, 
y atenta la jurisprudencia de esta Corte Suprema so- 
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bre las consecuencias de la omisión de audiencia en se- 
gunda instancia —Fallos; 206, 340— corresponde con- 
cluir que no ha mediado en el caso privación o restric- 
ción sustancial de la defensa, como se requiere para la 
procedencia del recurso extraordinario fundado en la 
violación de dicha garantía (Fallos: 108, 458; 204, 396 
y la doctrina de Fallos: 212, 456). 

Que, por lo demás, el recurso fundado en la viola- 
ción de las cláusulas constitucionales referentes a los de- 
rechos del Irahajador y al derecho de propiedad y en 
el carácter arbitrario que se atribuye a la sentencia de 
la Cámara revocatoria de la dictada por el Sr. Juez de 
1* instancia, tampoco sería procedente con arreglo a lo 
decidido en el día de la ferlia cu el recurso de queja 
mencionado en el considerando segundo de este fallo. 

su mérito, se resuelve desestimar la preceden- 
te queja. 

Luis R. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessaono. 



SADOT FERNANDEZ HEUO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cnt*tb*e* no federad Interpe- 
lación de norma* locales de procedimientos 

No os cuestión federal la referente al proeediniiento co- 
rrespondiente uara sepnrar de su carjí« ni albaeea, ni 
hasta para darle tal -aráeter la invocación de las «aran- 
tías de la igualdad y la defensa en juicio en tanto el esco- 
cido no fuera inconducente para la decisión del punto ni 
trajera impedimento a la participación útil del interesado 
en su trámite 



(I) 14 de noviembre <lc 11*40. 
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HEÜUtiSO EX TIL ! OW&Í XARÍO: Requinte» propina. Relación di- 
rtctot \ttrmttit extraño* al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Lti mera ¡m'oeacum de principios y jraratitías constitueio- 
UaleS u<> per mili' someter a la Corte Suprema loa punios 
de clara competencia local. 



FRANCISCO [«NACIO AGUIRRE Y OTRA 

JURtSDlCClOX Y COMPETENCIA: Competencia territorial Le- 
•tititmicidu, 

Wi tratándose de la rectificación de errores n omisiones 
i- ii la partida de nacimiento sino de la legitimación de 
lina hija natural con posterioridad a los plazo» fijados 
por el art. 317 det Código Civil, es aplicable la regla de 
competencia que establece el nrt. 100 del mismo. Por lo 
tanto, el juez del domicilio de los pudres de la menor es 
♦'1 competente para conocer de las actuaciones sobre legi- 
timación y. aprobada esta, debe darse cumplimiento al 
exhorto dirigido por aquél para obtener la correspondiente 
anotación en \a partida de nacimiento. 

Dictamen del Proci'raijou General 
Suprema Corto: 

Ante Ui justicio de primera Instancia en lo civil 
do La Plata los esposos Francisco Ignacio Aguí r re y 
Josefa Klides Carreras (<ue habían contraído enlace eu 
la misma capital en setiembre de 1941, produjeron in 
formación n objeto de legitimar una bija de amitos na- 
cida en ta ciudad do Córdoba el 5 de setiembre de 1937, 
e inscripta como hija natural de la madre (fs. 7). 

Llenados los recaudos exigidos por el Ministerio 
Fiscal en el dictamen de fs. 4 vta„ y previo consentí - 
miento expreso del Asesor de Menores (fs. 15 vta.). el 



4 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 217 

Juez, de conformidad cou lo dispuesto por el art. 318 
del Código Civil liizo lugar a lo solicitado. En el mismo 
auto dispuso se librase el exhorto pertinente para la 
anotación marginal respectiva en la partida de naci- 
miento (fs. ló vta.). 

Ke niega a diligenciar esa rogatoria el Juca de Cór- 
doba, sosteniendo que se trata de una rectificación de 
partida que debe tramitarse ante el Juez del lugar don- 
de la misma está asentada, (fs. 19 vta. y 20). Ante la 
insistencia del magistrado exhortante (fs. 24 vta.) t se 
ha planteado un conflicto jurisdiccional que correspon- 
de dirimir a V. E (art. 9*, ley 4055). 

A mi juicio, no se trata aquí de enmendar o recti- 
ficar la atestación beclia en la partida por el funciona- 
rio a carg* 1 del registro. Para que ello ocurriera, liabría 
sido necesario que la información producida tuviese l>or 
finalidad corregí r un error de nombre, fecha, lugar u 
otro detalle cometido en el momento de efectuarse la 
inscripción del nacimiento, supuestos en los cuales la 
información —excepción liecba de las producidas cu los 
juicios sucesorios—, del* tramitarse ante los jueces de 
la respectiva oficina del Registro Civil. 

Kl art. 318 de la ley de fondo al legislar sobre el 
reconocimiento formal, dispone que puede hacerse en 
la partida de nacimiento por los dos padres; ante el 
juez del lugar levantándose acta; por escritura pública 
otorgada por los padres en los plazos legales, o en pre- 
sencia del encargado del Registro Civil cuando se lu- 
ciere al celebrar el matrimonio. Resulta así evidente 
que no es indispensable realizar el acto de legitimación 
ante el juez del lugar donde se registró el nacimiento. 

Cuando, como en el caso de autos, media un recono- 
cimiento voluntario, liecbo después de haber transcu- 
rrido mas de dos meses de la celebración del matrimo- 
nio, es decir fuera del plazo que fija el art. 317 del Có- 
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digo Civil, la doctrina para evitar los inconvenientes 
ilc la omisión del reconocimiento en los términos lega- 
les, acepta que no es necesario el reconocimiento expre- 
sa si media posesión de estado por parte del hijo natu- 
ral (.Busso, Vwt. Civ. anotado, T. II, pág. 706), 

Si en el momento de celebrarse en La Plata el ma- 
trimonio de los padres pudieron éstos legitimar al hijo 
natural con sólo expresar sus deseos de así hacerlo, va 
de suyo que la omisión de entonces, y el transcurso del 
plazo de dos meses que fija el art. 317 después, no son 
motivos valederos (Mira modificar la jurisprudencia en 
la cual el reconocimiento pudo realizarse. 

A todo lo expuesto cabe agregar que la opinión qute 
sostengo contempla la situación de quienes no están en 
condiciones de salvar los inconvenientes y los gastos 
croe les ocasionaría la exigencia de realizar los trámi- 
tes pertinentes ante los tribu na les del lugar donde se 
«sentó el nacimiento; imposición que, como lo tiene di- 
cho V. E. en 210, 1123, conduciría a mantener ta irre- 
gularidad que ne procura subsanar. 

En mérito a las consideraciones precedentes opino 
que la justicia en lo civil de la ciudad de Córdoba está 
obligada a diligenciar el exhorto que lia dado origen a 
la presente contienda. — Bs. Aires, octubre 20 de 1949. 
— Carlos % Mfim. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Ifi de noviembre de 
Autos y vistos: Considerando; 

Que las actuaciones promovidas por D. Fruncí seo 
Ignacio Aguirre y Da. Josefa Ktides Carreras de Agui- 
rre no tienen por objeto la rectificación de errores u 
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omisiones cu Jn purtída de nacimiento de la menor Ma- 
ría llaydée Caín 1 ras, sino la legitimación de ésta en 
una de las formas permitidas por el Código Civil en el 
título respectivo. 

Que no se trata, pues, de los supuestos previstos 
por el art. 87 de la ley de Registro Civil de la Provincia 
de Córdoba, disposición en la cual funda su pronuncia- 
miento el Sr. Juez exhortado, ni tampoco de alguno de 
los casos a que se refiere el art, 318 del Código Civil, 
sino de una legitimación posterior a las oportunidades 
mencionadas por el art. 317 de dicho Código; siendo por 
consiguiente, aplicable la norma general del art. 100 
del mismo, según la cual el domicilio real y el de dere- 
cho determinan la competencia de las autoridades pú- 
blicas para el conocimiento de los derechos y cumpli- 
miento de las obligaciones. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se declara que el Sr. Juez en 
lo Civil y Comercial de Córdoba debe dar cumplimiento 
al exhorto que le ha dirigido el Sr. Juez en lo Civil y 
Comercial de I>a Plata —Provincia de Buenos Aires — , 
En consecuencia, remítanse a este último los autos a fin 
de que reitere el exhorto y hágase saber al Sr. Juez de 
Córdoba en la forma de estilo. 

Luis R. Lgnohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉREZ — ATILIO PeSSAOKO. 
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FRANCO BASILIO ESTEBAN v. CARLOS 
AI ELLO Y CIA 

JURISDWi ÍO\ Y COMPETENCIA: Prúrronn. Convenio rfr )»trtr*. 

Convenido por las partea un domicilio especial para los 
efectos del boleto de compraventa en el cual se estipuló 
la jurisdicción arbitral de la Comisión Directiva d*- la 
Cámara Gremial ele Cereales de la Bolsa de Buenos Ai- 
res. !u negativa de esta a' intervenir como tribunal arbi- 
tral, un obsta a la subsiste neia de la prórroga de la juris- 
dicción territorial. 



Dictamen del Procuraixjii General 

Suprema Corte: 

Kl Violeto obrante a l's. «¡0 del expediento X" 4T4 qttíi 
forre agregado por cuerda separada, acredita que la 
firma Carlos Aiello y i'ía. vendió a Basilio Esteban 
Fl aneo la mercadería que en dicho doen monto se expre- 
sa, fijando las partes, domicilio especial para los efec- 
tos del contrato en la Secretaría de la Cámara Gremial 
de Cereales «lo la Bolsa de Comercio de la Capital Fe- 
deral, calle Sarmiento X* 209. 

Alegando mcamplitniento de lo pactado, lia deman- 
dado el comprador a la vendedora por daños y perjui- 
cios ante el Jnez Letrado de Toay {Territorio Xacional 
do la Pumpa), lugar donde debió entregarse la mercan- 
cía. Al ser notificado Aiello y Cía de la acción por medio 
de exhorto, promovió ante el Juez de Comercio de la 
Capital cuestión de competencia por inhibitoria por ra- 
zón del domicilio pactado. Logró resolución favorable 
{fs. 20, exp. ;j*i.i:i:t)f más la Cámara Federal de Babia 
Blanca revocando el fallo del inferior, decidió que el 
Juez de La Pampa era competente para intervenir en 
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el juicio (fs. '20, cxp. 630). Quedó así trabada la presen- 
te contienda que compete dirimir a V. E. en virtud de 
lo dispuesto por la ley 4.055 en su art 9», vigente para 
los casos como el presente, no obstante lo dispuesto por 
el art. 94 ht fine {le 1» Constitución Nacional, según lo 
tiene resuelto la Corte en :Í13:461. Dejo a salvo a ese 
respecto mi opinión adversa contenida en el dictamen 
que emití entonces. 

Ks doctrina reiterada de V. FJ. que habiéndose fi- 
jado explícitamente un lugar a los efectos del cumpli- 
miento de las obligaciones convenidas, es al Juez de ese 
lugar a quien corresponde el conocimiento de la respec- 
tiva acción personal. 

De conformidad con la referida doctrina, corres- 
ponde dirimir el presente conflicto en favor de la com- 
petencia del Juez de Comercio de la Capital Federal. 
Buenos Aires, octubre 25 de 1Í14!). — Carfas O, Delfino, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
Buenos Aires, 14 de noviembre de 1D49. 
Autos y vistos; Considerando í 

Que el domicilio especial convenido por las partes 
lo lia sido "para los efectos de este boleto" — el de com- 
pra y venta agregado a fs. 60 del expediente principal — 
los cuates no se hallan limitados, por cierto, a la estipu- 
lación de la jurisdicción arbitral que menciona una de 
sus cláusulas, sino que son todos los que surjan del con- 
trato a que se refiere. 

Que, por consiguiente, la sola negativa de la Comi- 
sión Directiva de la Cámara Gremial de Cereales de la 
Bolsa de Buenos Aires a intervenir como tribunal ar- 
bitral no obstaría a la subsistencia de la prórroga de 
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la jurisdicción territorial conven ¡<1n por las partos para 
todos lo» efectos del contrato. 

(¿uc, por otra parte, las cláusulas del mencionado 
baloto por ins cuales se someten a la decisión de la Co- 
misión Directiva do la Cámara Gremial de Cereales, co- 
mo tribunal arbitral, las cuestiones que surjan entre las 
partos y so fija el domicilio especial de éstas en la Ca- 
pital Federal» importan, al mismo tiemtio, aceptar la 
intervención do los tribunales de justicia de dicha ciudad 
en cnanto ella pudiera proceder con arreglo a las normas 
del Código dé Procedimientos en lo Civil y Comercial. 

Que por olio y lo dispuesto por el arL 102 del Código 
Civil, on el supuesto de ser exacta la negativa de la Cá- 
mara Gremial a intervenir en el asunto como arbitro, 
corresponde a los tribunales de justicia de la Capital 
Federal conocer de las aceioues que se promuevan como 
consecuencia de dielia actitud. 

En su mérito, de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr, Procurador General, declárase que corresponde al 
Sr. Juez de Comercio de la Capital Federal conocer de 
la demanda promovida por Franco Basilio Esteban con- 
tra Carlos Aiello y Cía. sobre daños y perjuicios. En 
consecuencia, remítansele los autos y hágase saber al 
Sr. Juez Letrado de Santa Rosa, Territorio Nacional de 
La Pampa, en la forma de estilo. 



Luis R. Lonohi — Rodolfo G. 
Valen zuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiacio 

PÉREZ — ATILIO PeSSAUNO. 
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JCIilStHCClOX Y t'OMl'KTEXCIA: Cuestiones de eomitetenvia. 
fíenrralidatíi*». 

Declarada l¡i iné^rfleteneía fle la justicia letrada de lo» 
territorios por la Cúninra Federal rispc-etiva y la do la 
.lustiein Militar por el rol-respondiente juez (te histriic* 
eión, y no resaltando ¡je Il » t(,s *1 l1p - **" pungimiento de 
la resol neión <!•» este último, la meneiomida Cámara haya 
insistido en su pronuncia miento, corresponde remitirle 1«im 
autos u efecto de qm> decida si insiste c no en la decla- 
ración de incompetencia de la justicia letrada. 



Suprema Corto: 

Por tas razones dadas al dictaminar iu re "Aquiles 
Ledesnm", (pie en lo pertinente doy por reproducidas 
en hamGilaje a la 1 n ovedad, estimo que la presente con- 
tienda debe resolverse en favor de la competencia do la 
justicín letrada de los territorios, Buenos Aires, octubre 
-20 do VMU. — €$rloé O. fírtfhio. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de noviembre do 1049. 



traila de los territorios por la ('amara Federal de Ape- 
lación tic Paraná y la de la Justicia Militar por el res- 
pectivo Juez de instrucción, no resulta de autos que, 
en conocimiento de la resolución de osle último, la men- 
cionada Cámara liaya insistido en su declaración de bl- 
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competencia, conforme a lo previsto por el art. 61 y con- 
cordantes áe\ Código de Procedimientos en lo Criminal 
(Fallos: 114, 285). 

Por tanto, remítanse los autos a la Cámara Federal 
de Apelación de Paraná a efecto de que, en presencia 
de la resolución del Sr. Juez do Instrucción Militar, de- 
cida si insiste o no en la declaración de incompetencia 
de la Justicia letrada efectuada por el auto del 11 de 
mayo de 1949 a^rcRado a fs. 83 y 84 del expediente tra- 
mitado ante el Sr. Juez Letrado de Posadas (Territorio 
Nacional de Misiones). 

Ll-is R. Lokghi — Rodolfo G. 
Valexzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessaono. 



OSVALDO M. IMSERO ( si -cesión) v. PROVINCIA !>E 

PI ENOS AIRES 

EXTRACCION DE FONDOS. 

No procediendo ordenar entrega de fondos mando |>neda 
ser previa a la anaína la decisión de cuestione» sobre dis- 
ponibilidad v distribución de bienes sucesorios, y habién- 
dose promovido el juicio sobre repetición a nombre de 
una sucesión, no corresponde acordar la extracción soli- 
citada por eí maiulatari» de ella sobre la base de que los 
pajíns tuya devolución se reclama fueron li echen con 
fondos *\w no eran de la sucesión sino de los herederos 
del causante, circunstancia fu> acreditada en autos 0). 



(l) 14 de noviembre de 1940, Fallo»: 104, 85. 
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IR ENEO NICOLAS MATTKO 

RECURSO DE REVISION. 

En materia ]M»iinl el recurso de revisión ¡inte la C^rte 
Suprema giSlo procede Spntra sik sentencias o las dictadas 
por Ins cámaras federales eomp tiesta* de tres miembros 
cuando hubieran pedido ser recurridas en tercera ins- 
tancia ('). 



FERMIN FERNANDEZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reo» hitos propias. Cuestión fe- 
deral. Ctmffancs fedérate* complejas* InronstUncionalidml de nortmis 
tt actos provinciales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en ser viola- 
torio de la igualdad y da la defensa en juicio el nrt. 3 de 
la ley ;ii:i."> de la l*rm*. de Buenos Aire» en cuanto impone 
el depósito previo de la multa aplicada por la autoridad 
administrativa para recurrir de ella ante los tribunales 
de justicia. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» formal™. Introducción 
tic la cuestión ftdrraf. Oportunidad, Manteamiento en 2* instancia. 

Si la meonstitneionalidad a letrada se refiere a un requi- 
sito del recurso de apelación — como lo es el previo depó- 
sito de la multa aplicada— no procede exijrir que el recu- 
rrente baya debido hacer cuestión de ello antes de dictarse 
el pronunciamiento contra el que interpuso apelación, 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* u Garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento r/ sentencia. 

El recaudo procesal de la oblación previa de la multa 
impuesta por la autoridad administrativa para la conce- 
sión del recurso ante el superior, no implica por sí sólo 
desconocimiento de la inviolabilidad de la defensa en 
.inicio, que podra 1 ejercerse libremente una vez cumplida 
dicha exipencia. » 



fi) 14 do noviembre di 1049. Fnllo»: 201 , ££. 
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U imnnaifaiUdad. material de disponer del impofte de 1u 
multa en el plaza fijado par la autoridad administrativa, 
míe pudo ser suplida momentáneamente mediante el ofre- 
cimiento de bienes en uarantía, no es admisible eomo 
fundamento racional de la inconstitucionahdad alegada. 

COSSTHUCIOX XAClOSAL: Qmekos tf tjnrttntla*. hjmihhtd. 

Tuesto une las medidas tendientes a detener y reprimir 
el agía no reposan sobre la capacidad pecuniaria de os 
infractores sino en la violación de las normas dictadas 
en amparo del consumidor, corresponde desestimar la 
alimentación que se pretende fundaren el principio de la 
igualdad v en la diferenciación entre comerciantes de con - 
siderable v de reducido giro P«™ beneficiar a los mfrac; 
tores epmprendiáóa e:i esta última categoría. 

COXSTtTtClOX S ACWS AL: TiertvHmt y pira itrio*. Defama en 
juicio. Ptoefidw tentó y *ent enría. 

Son .-onstítiicionalmente válidas las leyes que facultan al 
.HHler administrailor para Aplicar sánenme* tendientes a 
-nnstrrñir el cumplimiento de las mismas, siempre que 
,|cen ,-xpe.lita la instancia judicial. Esta última no se 
cci funde con la secunda instancia del orden judicial; por 
1„ (t „e no procede rechazar las impugnaciones ^ s *í"; 
fonales formuladas contra el régimen de la apelación j oti 
el ar-i-incto de que la doble histuiriH n» es garantía 
constftH.'imial (Ifotó del Ministro Dr. Tomas D. Casares). 

rossTtm '10 XAnoXAL: Derecho* y pira «fin*. Defensa ™ 
jtñrw. Prúmdimiént0 ¡f nrntrneia* 

YA requisito del pago previo .le la multa aplieada por la 
autoridad administrativa para que la apelación sea c»n- 
cedida. importa violar la defensa en juico cuando las eir- 
cunstaneias de hecho colocan al condenado en la imposi- 
bilidad de liacer efectiva la pena en n| plazo breve y pc- 
mmo en que el recurso tiene que deducirse. Puesto 
tito sólo por excepiión y aeeidentalinente tienen los tri- 
bunales los elementa de j.iieio n;^Mf»:.g2 
«i existió o no la, imposibilidad aludida, debe bastar que 
el requiatto pue.la m en lo* heehos de cumplimiento jm- 
para ,on>iderarlo i,i,ompatibb eo„ la naturaleza 
I,;! „u nlurso del ,,ne nadie puede ser constitucional mente 
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privado. La apelación al solo efecto devolutivo, cuya cons- 
titueionalidad no es discutible, constituye suficiente res- 
guardo del instrumento legal dado al poder administra- 
dor (Voto del Miuistro Dr. Tomás D. Casares). 

Resolución del Dihector de Abastecimiento 

La Plata, diciembre 16 de 1ÍM8. 

Vistas; 

Estas actuaciones seguidas contra el comerciante Fermín 
Fernández, propietario del comercio de almacén por mayor 
y menor instalado en las calles Tueumán y Koi-a de ta ciudad 
de Trenque I ¿ampien, y 

Considerando ; 

(¿de el mencionado comerciante ha infringido el art. 6* 
de la lev nacional 12.830 al pretender obtener mayores bene- 
ficia en la venta de aceite del tipo denominado económico, 
realizando maniobras tendientes a burlar la buena fe de Jos 
comerciantes minoristas adqu ¡rentes y la vigilancia de las 
autoridades respectivas. 

Que tal heeho. plenamente probado, no solo no ha sido 
desvirtuado por el imputado, sino que el mismo aduce des- 
cargos que por su falta de veraeidad resultan innocuos. 

Que por ello, en uso de las facultades conferidas en el 
arl. 2" de la lev provincial 5347, modificatoria.de la ley 5135; 
de acuerdo con el art. 6* de la ley nacional 12.830, y de con- 
formidad con lo dictaminado por Asesoría Jurídica, el 
Director «Y Abastecimiento 

Itesiielve : 

Art. 1" — Imponer al comerciante Fermín Fernández, 
una umita de eineo mil pesos moneda nacional, 

Art. 2* — Dicha .nulta deberá ser alionada dentro de los 
cinco días de su notificación, depositando su importe en el 
Banco de la Provincia a la orden del Contador y Tesorero 
General de la Provincia, en la cuenta especial Multas, 
Lev ;">13í> 

* Art. V — Imponer Ires días hábiles de clausura al local 
de ventas. — líamelo Pestaña. 
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DlCTAMBN DEL PhOCL'RADOR fíKSEUAL 

Suprema Corte: 

El comerciante Fermín Fernández fué sancionado 
por la Dirección de Abastecimiento del Ministerio de 
Hacienda, Economía y Previsión de la Provincia de 
Buenos Aires con una multa de $ 5.000 m'n. por infrac- 
ción al art. 6* de la ley 12.830 (fs. 23 del expediente 
agregado). 

Contra esa decisión dedujo recurso de apelación 
para ante el Juzgado del Crimen correspondiente» pero 
esto, invocando o] art, 3 o de la ley local 5.135, resolvió 
denegarlo por no haberse depositado el importe de la 
multa aplicada (fs. 5). 

So cuestiona ahora, por la vía del remedio federal, 
dicha denegatoria, so pretexto que la exigencia del de- 
pósito previo del monto do la multa, a los efectos de la 
procedencia de la apelación, es violatoria do las garan- 
tías fie la igualdad ante la ley y de la defensa en juicio. 

La cuestión planteada ha sido ya resuelta por V. E. 
en sentido contrario a las pretensiones del recurrente» 
enn unitivo de disposiciones análogas a ta que se im- 
pugna (155: íífi; líi2: 363 y 195: 22). Sin embargo, te- 
niendo en cuenta que los tíos primeros de tales pronun- 
ciamientos consideraron, entre otras circunstancias, el 
monto de las multas, estimo que queda librado al pru- 
dente arbitrio de V. E. el determinar si el depósito pre- 
vio del importe de la que se aplica en autos, relacionado 
con el capital anual de * 215.915 injn. con que gira el re- 
currente (fs. í$ de] expto, agregado), constituye o no 
agravie» a la garantía de defensa en juicio que establece 
e| artículo 29 de la Constitución Xacionnl vigente. Bue- 
nos Aires, abril 20 «le 1949. — Carlos O. Dvlfiuo. 
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Buenos Airea, 17 de noviembre de 1949, 

Vistos los autos ¡ "Fernández Fermín — Interpone 
recurso de apelación — Trenque Lauquen", en los que 
se ha concedido a fs. 8 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario se funda en qne es 
inconstitucional — por violatorío del derecho de de- 
fensa—, el requisito del depósito previo de una multa 
impuesta por la autoridad administrativa para que se 
conceda apelación al juez instituido por la ley 5135 de 
la Provincia de Buenos Aires (art. 3 y 11). En conse- 
cuencia, no obstante tratarse de una ley provincial y 
de una cuestión procesal, el recurso es procedente pues- 
to que está en tela de juicio la constitncionalidad del 
procedimiento de que se trata y el punto fué oportuna- 
mente introducido (escrito de fs. 2 interponiendo re- 
curso ante el Juez del Crimen), puesto que refiriéndose 
la inconstitucionalidad alegada a un requisito del re- 
curso, no se puede pretender que el recurrente haya 
debido hacer cuestión de ello antes de dictarse el pro- 
nunciamiento contra el que interpuso apelación. 

Que en cuanto al fondo de la cuestión planteada y 
como acertadamente lo señala el señor Procurador Ge- 
neral cu su vista de fs. 18, es doctrina reiterada de esta 
Corte Suprema, que el recaudo procesal de la oblación 
previa de la multa impuesta por la autoridad adminis- 
trativa para la concesión del recurso ante el superior, 
no implica por si sólo desconocimiento de la garantía 
de la inviolabilidad de la defensa en juicio, cuyo fun- 
cionamiento por lo demás, podía ejercitarse libremente 
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tina vez cumplida tal exigencia reglamentaria (Fallos: 
155, 96; 162, 363; 195, 22, etc.). 

Que no habiéndose impugnado expresamente el 
monto de la multa a que hipotéticamente alude el señor 
Procurador General y mucho menos su carácter confis- 
ca torio, supuestos que en cierta medida pudieran dar 
origen a la cuestión federal que se pretende introducir 
(Fallos : 179, 54; 183, 464; 192, 191, etc.), no corresponde 
t ni tu ríos en el presente recurso. 

Que en lo que respecta a la imposibilidad material 
de disponer del importe de la multa en el plazo fijado 
por la resolución administrativa — según la vaga expli- 
rnción del recurrente para no dar cumplimiento de la 
misma— tampoco es admisible como fundamento ra- 
cional de la inconstitucional ¡dad alegada, por cuanto 
de ser totalmente exacta esa causal que empero ni si- 
quiera se intentó probar, podía ser suplida momentá- 
neamente por el ofrecimiento de bienes en garantía 
(Fallos: 155, 101), solución perfectamente factible si se 
tiene en enea ta el giro comercial de $ 215.915 denuncia- 
do por el propio recurrente a fs. 13 del expediente ad- 
ministrativo. 

Que es notoriamente improcedente la cuestión sub- 
sidiaria interpuesta por el actor acerca de la presunta 
violación de la igualdad ante la ley fundada en la d¡- 
feronoiación entre comerciantes de considerable y de 
reducido giro para el pago previo de la multa, diferen- 
ciación que no tiene asidero legal alguno, en razón de 
que las medidas arbitradas por el poder público para 
detener y reprimir los estragos económico-sociales del 
agio no reposan sobre la mayor o menor capacidad pe- 
cuniaria de los infractores —ecuación de valor relativo 
según los términos de comparación que se expongan en- 
tre sí— sino en la infracción de las leyes dictadas en 
amparo de la población consumidora. Esa es la regla 
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común, aplicable a todos en igual. latí agiotista. De no 
entenderse así y so color de que los comerciantes o in- 
dustriales "pobres", según su propia calificación, pu- 
dieran estar exentos de la represión a que su inconducta 
social los conduce, fuera lo misino que destruir los me- 
dios pre vistos por el poder público para prevenir ma- 
niobras peí turbadoras, a la par que crear, prc .samen- 
te, un odioso privilegio en favor de los comerciantes de 
reducido giro. 

En su mérito se confirma la resolución recurrida en 
cuanto bu sido materia del recurso. 

Luis R. Loxohi — Rodolfo O. 

Valejízuela — Tomás D. 

Casares (en disidencia) — 

Felipe Santiago Pérez — 
Atilio Pessagno. 

DiSTDEireiA del Señor Minmstuo Doctor Dox Tomás D. 

Casares 

i 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario se funda en que es 
inconstitucional —por viola torio del derecho de defen- 
sa—, el requisito del depósito previo de unn multa im- 
puesta por la autoridad administrativa para que se con- 
ceda a|»elncióii al Juez instituido por la ley 5135 de la 
provincia de Buenos Aires (arta. 3 y 11). Kn consecuen- 
cia, no obstante tratarse de una ley provincial y de una 
cuestión procesal, el recurso es procedente puesto que 
está en tela de juicio la constitucionalidad del procedi- 
miento de que se trata y el punto fué oportunamente in- 
troducido (escrito de fs. 2 interponiendo recurso ante 
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el Juez del Crimen), puesto que ref i riéndose la incons- 
titucional ¡dad nlegadu a un requisito del recurso, no 
se puede pretender que el recurrente liaya debido hacer 
cuestión de ello untes de dictarse el pronunciamiento 
contra el que interpuso apelación. 

Que esta Corte ha reconocido reiteradamente la 
eonsthueioiiaüdad de las leyes que facultan al Poder 
Administrador para aplicar sanciones. cuyo objeto es 
constreñir eficazmente al cumplimiento de las mismas, 
siempre que se deje expedita la instancia judicial, como 
ocurre cuando de la resolución administrativa se acuer- 
da apelación a un órgano de la justicia (Fallos: 171, 
:HH¡; 408; 201, 428; 307, í)0 y 165; 210, 65 y 475). 

Que si bien esta Corte lia considerado la existencia 
de posibles excepciones al principio que se acal -a de 
enunciar (Fallos: 193, 408; 211, 1056) este caso no pue- 
de equiparárseles puesto que la propia ley que acuerda 
facultad represiva a la Administración subordina el 
ejercicio de ella a una instancia judicial. 

Que si la validez constitucional del régimen aludido 
se funda en la intervención final acordada a la justicia 
dicha intervención no puede confundirse con la segunda 
instancia del orden judicial. Tanto más cuanto que, co- 
mo lo tiene reiteradamente declarado esta Corte no cabe 
repetición de lo que se ha pagado en concepto de multas 
represivas impuestas por decisiones qno tienen por la 
ley fuerza definitiva (Fallos: 184, 162; 210, 65 y 475 
y los allí citados). Kn consecuencia, no caite desechar 
en esta causa las impugnaciones constitucionales lie- 
chas al régimen de la apelación, con el argumento de 
que la dohle instancia judicial no es garantía constitu- 
cional. Y por lo misino tampoco hay analogía entre este 
i-aso y los de otras leyes en las que la apelación esté 
dispuesta de este mismo modo, pero se refiera a lo de- 
cidido por u u organismo judicial. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



233 



t¿ue el requisito del pago previo de la multa para 
que la apelación sea concedida no os tampoco .equipa- 
rable a los regímenes procesales que autorizan la eje- 
cución de las sentencias que no lian pasado en autoridad 
de cosa juzgada — como cuando el recurso se concede 
al solo efecto devolutivo, y en los casos de las sentencias 
de los juicios ejecutivos y de los interdictos—, porque 
una cosa es autorizar la ejecución, no obstante haberse 
deducido y acordado recurso del fallo respectivo, y otra 
supeditar el otorgamiento del recurso al cumplimiento 
de la sentencia. Puede haber circunstancias de hecho en 
las que le sea imposible al condenado hacer efectiva la 
condena en el plazo breve y perentorio en que el recurso 
tiene que dedil*: irse, en cuyo caso la exigencia de que se 
trata tanto importa como privarlo del recurso que la 
ley acuerda. 

Que sólo por excepción y accidentalmente tiene el 
Tribunal los elementos de juicio necesarios para dis- 
cernir a ciencia cierta si la imposibilidad aludida exis- 
tió o no, puesto que se requiere para ello referir el 
monto de la multa no sólo a la capacidad económica del 
multado, sino también a su real y concreta situación en 
el momento del pago; y por lo general no hay ni tiene 
por qué haber en autos constancias fehacientes sobre 
lo uno ni sobre lo otro, Si el amparo constitucional ha 
de acordarse sin riesgo de incurrir en discriminaciones 
arbitrarias no se lo puede supeditar a comprobaciones 
meramente accidentales y que por lo general sólo con- 
sisten en inseguras presunciones. Al Tribunal debe bas- 
tarle en este punto la innegable posibilidad de que el 
requisito sea en los hechos de cumplimiendo imposible, 
para que se lo juzgue incompatible con la naturaleza de 
un recurso del cual, en las circunstancias explicadas en 
los considerandos precedentes, nadie puede ser privado 
sin violación del orden constitucional. 
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f¿ue lo resuelto en Fallos: 188, 120 en el sentido 
de que el sellado de actuación no puede comportar res- 
tricción substancial del derecho de defensa no es aplica- 
ble en e$ta causa porque i-cspceto al pago del sellado la 
ley acuerda el recurso de la carta de pobreza. 

Que si bien para la equitativa determinación del al- 
cance de las garantías constitucionales cuando se trata 
de la conformidad que deben guardar con ellas los pre- 
ceptos legales han de tomarse en consideración las cir- 
cunstancias a que la ley responde y In finalidad que se 
lia propuesto alcanzar, y en este caso la ley tiene en 
vista interés público que requiere la más enérgica pro- 
tección no sólo por su naturaleza sino también por la 
proteica disimulación con que se lo ataca, hasta obser- 
va i- en favor del alcance utribuído precedentemente a la 
garantía constitucional en tela de juicio que la ni «elación 
ni solo efecto devolutivo, cuya eonstitucioimlidad no es 
discutible, resguarda plenamente la necesaria eficiencia 
del instrumento legal dado al poder administrador, sin 
menoscabar el derecho de defensa de los administrado, , 
derecho cuya tutela debe ser proporcionada al creci- 
miento de las atribuciones del Poder Administrador 
impuesto por las circunstancias. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se re- 
voca la resolución apelada de fs. 23 del expediente F. 
lí-l !>4:i agregado, en cnanto ha sido materia del re- 
cluso. 



Tomas D. Casarks. 
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CLARA ItASTERREJX Y OTROS v. PROVINCIA 
DE RI ENOS AIRES 

PBUEBA : Instrumento*. 

Omitida |ior la provincia demandada por repetición del 
impuesto inmobiliario, la oportuna demostración feha- 
ciente de haberse consumad» por l«s condominos la trans- 
ferencia de dominio a (pie se refieren las notas puestas 
por el escribano en los respectivos testimonios y atento 
la negativa de los actores, ha de estarse a la constancia 
oficial del Registro de la Propiedad según la cual no se 
operó la transferencia al Adida. 

COSTAS: Retaliado dél Uthjio. 

Si bien lu imposición ele costas a la demandada sería proce- 
dente por no reunir su allanamiento los requisitos exigi- 
dos por la jurisprudencia para cpie corresponda relevarla 
de las mismas, es de equidad cpie sean pagadas en el orden 
causado si la aeeión prospera sólo en parte. 



Dictamen del Phocitradok Gesehal 

Suprema Corte: 

De acuerdo con lo resuelto por V. E. ei 31 de marzo 
ppdo. til rv "Buenos Airea la Provincia v.| Polledo Ca- 
simiro S. A. Comercial y Ganadera", Imitándose esto 
causa radicada ante el Tribunal por demanda y contes- 
tación, con anterioridad al 16 de marzo ppdo. — fecha 
de la entrada en vigencia de la nueva Constitución Na- 
cional—, corresponde, a los efectos de la competencia 
de l» Corte Suprema, nnnlizar el caso conforme a los 
preceptos de los arts. 100 y 101 del antiguo Estatuto 
Fundamental. Según estas disposiciones procede la ju- 
risdicción originaria de V, E. para conocer en este jui- 
cio, por ser la demandada una Provincia y versar el II- 
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titfio sobre la ineonstitucionolidnd de una ley impositiva 
local. 

Kn lo que hace al fondo del asunto, nada íctico que 
opinar pues, producido por la demandada y en cuanto 
al aspecto constitucional del caso el allanamiento de 
■ me fia cuenta su alegato de fs. llíl, la litis lia quedado 
reducida a la consideración de cuestiones de hecho y 
derecho común cuyo examen escapa por su naturaleza a 
mi dictamen, hueiios Aires, agosto 2 de 1ÍHÍÍ. — Carlos 

C, Ihlfnw. 

FALLO HE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de noviembre de 1040. 

Vistos los autos "Basterreix Clara, Basterreix Isa- 
M llulty de, Basteneix .forge Luis, Basteneix Merce- 
des, y otros v.¡ Buenos Aires la Provincia s.j ineonsü- 
tucionalidad de lu ley M0% de loa que resulta: 

Que a fa¿ 2$ se presenta D. Luis Alfonso Ceruti, en 
nombro y representación de Da. Ola ra Basterreix, Da. 
Merecí les Basterreix, Da. Isabel Halty de Basterreix, 

D. .lor^e Luis Basteneix, Da. María Isabel Basterreix, 
Da. Marta Nelly Basten eix de Dani, D. Julio Pedro Bas- 
teneix y D. Francisco Basterreix, demandando a la 
Provincia de Buenos Aires por repetición de la suma 
ile | 17,K44,80 m'u. que sus mandantes lian pagado bajo, 
protesta por concepto del impuesto inmobiliario de la 
ley 41:27 (año lít47). A fs, 30 se amplía cu otro tanto 
que corresponde a lo abonado en idéntico concepto por 
el año 1948. 

Funda la acción en los hechos y el derecho que, en 
síntesis, son los siguientes: 

Los citados señores Basterreix son propietarios, 
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en condominio por partes tamiles, de un inmueble situa- 
do en el Piulido de Leandro X. Alcm (Provincia de Bue- 
nos Aires) compuesto de una superficie de 2.698 lis., íU 
As., y 16 Cs. A dicho fundo se le ha valuado en 1ÍW7 por 
el Fisco en 4 OT.'JOO m[m y se le Ha liquidado por con- 
cepto de contribución territorial — por aplicación de 
los arts. 1 y 2 de la ley 4127 — el 20 por mil de la tasa- 
ción, vale decir 1 17.844,80 m¡n., que los interesados pa- 
garon lia jo protesta estimando a dicho gravamen vio- 
la torio de los arts. 4 f 16, 67, inc, 11 y concordantes de 
la Constitución Nacional vigente en ese momento. En 
ello radien, precisamente, el derecho que invocan los ac- 
tores. Kstos arguyen que el principio de igualdad, que 
es* la base del impuesto, exige considerar la condición 
de las personas que soportan el gravamen, en función 
del carácter y magnitud de la riqueza tenida en vista 
por aquél, En consecuencia, la vinculación del impuesto 
con el inmueble está gola» ruada por los mismos princi- 
pios que rigen su relación con el contribuyente, a los 
cuales no se acomoda el art. 2* de la ley provincial 4127 
cuando manda "que el impuesto... se aplicará de 
acuerdo al valor de cada inmueble sin tener en. cuenta vt 
n muero de titulares del dominio o de quienes aleguen 
< le l echos al mismo". 

Sostiene se, además, que la ley impugnada asigna 
al condómino un trato diferencial injustificado respecto 
del propietario individual, no obstante ser sus derechos 
de idéntica naturaleza, y no poder alegarse para justi- 
ficarlo una tentativa ordenada a modificar la concep- 
ción civilista del condominio, sin violentar lo establecido 
en el art. 67, inc, 11 (hoy 68) de la Constitución Nacional. 

Después de referirse a la jurisdicción originaria 
del Tribunal e invocar su jurisprudencia, termina soli- 
citando se condene a la Provincia de Buenos Aires al 
pago de la suma reclamada, con intereses y costas. 
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Corrido traslado de la demanda la contesta a fs, 
"i:! el í)r. Kanión Poli, por la Provincia demandada, ne- 
Kando los hechos y éj derecho que fundamentan la ac- 
ción. Su argumentación sostiene como premisa la auto- 
nomía del derecho fiscal respecto del privado, afirma el 
condominio como una unidnd económica en cuanto fuente 
de riqueza imponible y pretende que una subdivisión 
que no se exterioriza por hecho físico no lo es tal para 
la ley. Tonel uve, así, que impuesta esa exigencia a los 
contribuyentes, nuda obliga al Fisco a fraccionar 16 que 
es voluntad de los interesados mantener indiviso. Co- 
menta la jurisprudencia que sobre el particular regis- 
tran los Fallos de la Corte Suprema y termina solici- 
ta ndo el rechazo de la demanda, a la cual se allana más 
tarde en el alegato de fs. 110. 

Abierta la causa a prueba se produce la que el ac- 
tuario certifica a fs, 110, sobre cuyo mérito las partes 
alegan a fs. 114 y 11!». Kl Sr. Procurador General dic- 
tamina a fs? Ip y a fs. 123 vía. se llaman autos para 
definitiva, y 

Considerando; 

Que el representante de la Provincia demandada se 
(diana a la demanda en la oportunidad de la expresión 
de agravios (fs. 119) con dos salvedades: la primera se 
refiere al cálculo hecho por los actores en el escrito ini- 
cial donde no se tuvo en cuenta que una de las cinco par- 
tes integra ntes del condominio se subdividió luego en 
cuatro con motivo de ta muerte de su titular, y a que la 
devolución no debe comprender la totalidad de lo que se 
abonó sino la diferencia entre ello y lo que se debió pa- 
gar; la segunda se funda en las notas del escribano lí. 
.1. Meliáu que figuran en los testimonios de fs. .11 y 35 
y según la cual en líHíi los condominos Julio Pedro» 
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Francisco, (Mará y Mercedes Basterreix habrían vendido 
sus partes a Da. Isabel Halty de Basterreix. 

Que corrido traslado de estas alegaciones los acto- 
res aceptan la primera salvedad, pero a propósito de la 
segunda sostienen que no es admisible: X* porque no se 
litzo cuestión de ello al contestar la demandada no obs- 
tante que los testimonios en que figuran las notas cita- 
das estaban agregadas a los autos, y 2* porque no se 
ha efectuado tal transferencia, como resulta del informo 
del Registro de la Propiedad a fs. 95 según el cual, en 
la fecha de su expedición —17 de diciembre de 1948— el 
dominio estaba anotado a nombre de los actores, con la 
sola diferencia, precedentemente recordada, de que una 
de las partes no pertenece exclusivamente a Da. Isabel 
liatty de Baste rreix sino a ella y sus tres hijos por par- 
tes iguales. 

Que omitida \\ov la demandada la oportuna demos- 
tración fehaciente de que la transferencia aludida se 
consuma ra y atento la negativa de los actores a fs. 128, 
lia de estarse a la autoridad de la constancia oficial que 
se acaba de citar expedida casi dos años después de la 
venta a que se refieren las notas del escribano Melián. 

Que cuando fué contestada la demanda, en agosto 
de 1948 (fs. 52) existían reiterados y recientes pronun- 
ciamientos de esta corte sobre la cuestión debatida en 
la causa (Fallos 207, 270; 210, 284 y 322) por lo cual 
la imposición de costas pedida a fs. 128 sería procedente 
por el motivo que allí se alega, port* prosperando sólo 
en parte la demanda es de equidad que sean pagadas 
en el orden causado. 

Por tanto se declara que la Provincia de Buenos Ai- 
res del>e abonar a los actores en el plazo de noventa 
días la cantidad de diez y nueve mil quinientos treinta 
y cinco pesos con treinta y seis centavos moneda na- 
cional con intereses a estilo de los que cobra el Banco 
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de la X ación, desde la fecha do la notificación de la de- 
manda. \m* costas se pagarán en el orden causado. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Fklipe Santiago 
Pérez — Atilio Pes&aOSO. 



MUNICIPALIDAD DE VILLAR1NO v. CIA. UNION 
TELEFONICA DEL RIO DE LA PLATA LTDA. 

jrntsiíicrfúy y cowetesciá: romp^mia f*&*m i' r *"- 

Cipiú» itruerulr*. 

No habiendo quedado radicado el jjttfeío en los tribunales 
provinciales por haberse opuesto oportunamente la excep- 
ción de incompetencia fundada en la procedencia del fue- 
ro federal, corresponde considerar la situación oue a ese 
efecto sp plantea por I» adquisición tío los bienes de la 
demandada por el Estado Nacional. 

JVHlSinrVlÓS ¥ V Olí VETES CIA: Compfttnci» federal. Por hi* 

Siendo parte la Nación, como consecuencia del convenio 
de taicinWción de la Cía. Cnión Telefónica del Río de ta 
Plata Ltda. e» el juicio de apremio por cobro de impues- 
tos promovido con mi dieba compañía por una munici- 
palidad provincial, corresponde minutar dicho juicio ante 
la justicia federal. 

Dictamen i»et. PnocniAmm General 

Suprema (Yuto : 

Ha recordado V. K. al resolver el caso de 21.3: 66 
que, de arncrtlo a la jurisprudencia de la Corte Supre- 
ma, es principio general, a los efectos de la jurisdicción, 
atender al oslado di cosas existente en el momento de 
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ia demanda y de la contestación, aludiendo con olio a la 
circunstancia de que una vez concluida la relación pro- 
cesal por voluntad de las partes no es posible sustraer 
la causa al conocimiento del tribunal ante quien se trabó 
la lttís, aunque se nieguen hechos nuevos. 

Sin duda, no es tal la situación planteada en autos, 
pues justamente la cuestión sometida a decisión de V. 
K., median le el recurso extraordinario que se declaró 
mal denegado a fs. !líi, es la relativa a la procedencia o no 
del fuero federal, lo que indica que no se ha operado 
radicación definitiva de las presentes actuaciones ante 
los tribunales locales de la Provincia de Buenos Aires, 
cuya competencia fué por lo demás discutida de entra- 
da por la demandada. 

Nada obsta, por tan (o, a mi juicio, para que se tome 
en consideración, a los fines de resolver la cuestión plan* 
teada, la nueva situación legal existente y que resultó 
de las firmas del convenio de adquisición celebrado en- 
tre el Gobierno Nacional y la "Compañía Unión Tele- 
fónica del Río dé la Rata Ltda.", situación ésta que se 
menciona como fundamento del remedio federal en el 
punto III de la queja de fs. 84 y en el punto II del re- 
curso de fs. (Í8. 

El convenio de referencia — ratificado por la ley 
V2.HÍ54 — dispone que el Gobierno Nacional toma a su 
cargo todas las reclamaciones, demandas, etc., por im- 
puestos, tasas o contribuciones que estén en curso con- 
tra la demandada {art. 1*, inc. <>'■', y art. .V), de modo que 
el presente juicio habrá de tramitarse en lo sucesivo 
con la Nación y así lo demuestra la presentación en 
autos en nombre del Estado Nacional del representante 
de la entonces Administración General de Correos y 
Telecomunicaciones (ahora Ministerio de Comunicacio- 
nes) y la aceptación de su personería por parte de V. 
E. (fs. 107 y 108). 
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Planteado el asunto en estos nuevos términos re- 
sumí evidente la procedencia del fuero federal, sin que 
para dio sea óbice la naturaleza de la aerión deducida 
puesto que, como Lo tiene resuelto V. K. en causas se- 
cuidas no va contra la Nación misma como ocurre en 
este caso, sino contra Ferrocarriles del Estado, Banco 
de la Nación, etc.» la jurisdicción nacional ampara hasta 
a aquellas instituciones creadas por el Congreso en ejer- 
cicio ilc atribuciones constitucionales, aunque se persistí 
el cobro di* impuestos o tasas locales ,1*1: 343; 18<>: 
120; 201:497). 

En consecuencia, opino que procede revocar el tallo 
apelado, declarando la comi>eteiieia de la justicia fede- 
ral para conocer en estas actuaciones. Buenos Aires, 
octubre 27 do 1M4Í*. — Curtos O. Ddfim. 

FALLO DE LA CORTE Rl'PliEM A 

Buenos Aires, 21 de noviembre de 1ÍUÍ». 

Vistos los autos -Municipalidad de Villarino v. 
Compañía Wón Telefónica del Río de la Plata Ltda. 
s : ejecución - - Ley de Apremio 487t¡'\ en los que a ts. 
99 esta Corle Suprema declaró procedente el recurso 
extraordinario. 

m- 

Considerando: 

(¿ue el recurso extraordinario interpuesto a fs, 118 
y el de queja deducido a fs. 84 por no haberse otorgado 
aquél a t's. 71 vta., sólo se fundan en la denegatoria de la 
competencia federa! por la sentencia de fs. 65, limen 
causal por la que esta Corte Suprema declaró a fs. °-í> 
procedente el mencionado recurso. Por lo tanto, incuml»e 
al Tribunal pronunciarse tan sólo respecto de la ex- 
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presada cuestión de competencia, con exclusión de los 
otros pinitos desarrollados en el memorial presentado 
a fs. 118 y sietes, por el representante de Teléfonos del 
Estado* 

Que el presente juicio no ha quedado radicado ante 
los tribunales provinciales por demanda y contestación 
ui, mücho monos, por pronunciamiento dictado por vía 
de artículo; pues en la oportunidad y forma previstas 
por las leyes respectivas la parte demandada opuso la 
excepción de incompetencia fundada en la procedencia 
del fuero federal que, por haber sido negativamente de- 
cidida por la sentencia de fs. 65, ha originado el recurso 
extraordinario declarado procedente n fs. 90 por esta 

í'orte Suprema. 

Que en esas condiciones, no hallándose aún defini- 
tivamente fijada la jurisdicción, corresponde considerar 
la situación que plantea la adquisición de los bienes de la 
demandada por el Estado Nacional, conforme a la ju- 
risprudencia establecida en Fallos: 125, 136; 180, 238; 
£t$! ík> y y en la sentencia dictada el 27 de octubre 
ppdo. en la causa "Lujan Williams G. Soc. de Resp. 
Ltda. vs. .luán Lo! ¡o". 

Que |K>r el decreto n" !U80'4f>, ratificado por la ley 
\±Si'4 f fué aprobado el convenio de adquisición de la 
United Kiver ÍHate Telephone í'ompany Limited por 
parte del Gobierno Nacional. 

Que según el art. P, inc. 6*, de dicho convenio, "El 
Gobierno Nacional, o la entidad que se formara para 
ese propósito, se hará cargo de todas las obligaciones 
de ta T. K. P. T., existentes y contingentes, o que se 
produzcan en adelante. Asimismo, se hará cargo de to- 
das las reclamaciones, demandas, procedí mientos, ac- 
ciones y cargos de cualquier naturaleza, a cuyo efecto 
la U. R. P. T. cede todos los derechos y acciones que le 
corresponda, ya sea por concepto de impuestos, tnsas 
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o contribuciones, que eafcgn en curso, con o sin acción 
administrativa o judicial, oque se inicien aiás adelante 
conira la W. B. I*. T., o por cualquier otro concepto, ya 
sen de orden particular, nacional, provincial o muuici- 
pal. quedando a su exclusivo cargo, si a ello ha lacre lu- 
gar, el pago o cumplimiento de los cargos por resolu- 
ciones administrativas o judiciales a qtíe den lugar di- 
chas i il >t i g aciones, cargos, demandas y procedimientos. 
La l\ H. P. T., así como la I. T. T., quedaran exentas, 
con la excepción estipulada, de cualquier obligación 
emergente de las causas mencionadas o de cualquier 
til ra, ya sea existente o que pueda emanar de cualquiera 
de los acti.s, leyes generales o fiscales o reglamentacio- 
nes a que se lia hecho referencia ti otras cualquiera. Sólo 
so exceptúan de las obligaciones estipuladas que toma 
a su cargo el (¡ohierno Nacional los pleitos judiciales ya 
iniciados por particulares en o untes del primer día Hábil 
anterior a la fecha de la firma del presente convenio, 
tuya responsabilidad asumirá la I. T. T.'\ V conforme 
al nrt. ó" del convenio de referencia "no se deducirán 
(leí precio tntal convenido, ni del saldo a pagarse a la 
I. '\\ T. ninguna suma que tenga que pagar o consignar 
la T\ R. 1*. T., o que se pretenda cobrar a la misma, des- 
de la fecha de la firma tic este convenio hasta el día 
de la toma de posesión, por concepto de cualquier reso- 
lución, reclamo, demanda, procedimieuto o acción de 
origen parlM-ular o que se tomara por las autoridades 
nacionales, provinciales o municipales del país o por re- 
particiones o entidades autónomas del Estado" 

q ] decreto n" 1S.SS."» 4t¡ por el cual se creó como 

persona jurídica la Km presa Mixta Telefónica Argen- 
tina, fué dejado sin efecto por el decreto á* 8104 4S. 
ratificado por la ley I.TJlo (nrt, 12), que puso a cargo 
(je la Administración General de Correos y Telecomuni- 
caciones ta administración y explotación del servicio de 
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teléfonos, su activo y pasivo y los contratos complemen- 
tarios aprobados por la ley 12.8G4. Posteriormente, por 
el decreto l7.0H¡>4S t so declaró expresamente que la 
mencionada repartición había estado y estaba facultada 
para realizar todos los actos jurídicos y administrativos 
necesarios para el guiñe rno, explotación y prestación 
del servicio telefónico en igual medida y con el mismo 
alcance en (pie podía hacerlo el directorio de la extingui- 
da Kmpresa Mixta Telefónica Argentina. 

(¿lie en virtud de las disposiciones precedentemente 
mencionadas y del poder otorgado por el Sr. Director 
General de Correos y Telecomunicaciones de la Nación 
(fs> 111» y sigtes.}, compareció a fs. 107 uno de los man- 
datarios designados en ese acto y fué tenido por parte 
en representación del Kstado Nacional por auto de fs. 
ÍOS t sin objeción de la parte contraria. 

Qüó de los antecedentes expuestos resulta que en 
el juicio es parte la Nación; por lo que incumbe exclusi- 
vamente a la justicia federal conocer del mismo, con- 
tó ni ie a io dispuesto por el art. 95 de la Constitución 
Nacional ; 2* inc. (5% de la ley 48, y 27 de la ley 4055 (Fa- 
llos: lí¡S, 20*2; 178, 218), ya que a ello no obsta la cir- 
cunstancia de tratarse del cobro de contribuciones loca- 
les por vía de apremio (Fallos; 181, 34.*; 186, 120; 201, 

4!)7; 203, ;S3íí). 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador Genera!, revócase la sentencia apelada 
en lo que ha sido materia del recurso extraordinario, 
y declárase la competencia de la ju. tieia federal para 
conocer de la presente causa, 

Luis ft. Lonoiu — Rodolfo G. 
Valenzcela — Tomás D. 
Casares — Fkmpk Santiago 
Pkrez — Atujo P buhad no. 
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FERROCARRIL MIDLAND DE RI ENOS AIRES Ltda. 

v. ADUANA 

RECURSO EXTRAORDIXARIO; Rf<¡HÍ#itrts comunes. Snh*t*tencia 
de lo» reijttiititot* 

El ejercicio de la jurisdicción extraordinaria por la Corte 
Suprema requiere la subsistencia, de los requisitos juris- 
diccionales necesarios para la proaedencía del recurso ex- 
traordinario» cuya inexistencia puede ser verificada de 
oficio. Esta verificación es innecesaria cuando el recu- 
rente reconoce que no subsisten los requisitos de referen- 
cia; como sucede en el caso en que el representante de 
la empresa ferroviaria recurrente expresa a la Corte Su- 
prema que las eventuales consecuencias del juicio no in- 
cumbirán a aquí'lla sino at Estado Nacional que la ad- 
quirió. 

Dicta mkx del PrmrniAnon Gkxeral 

Suprema Corte: 

Kl recurso extraordinario interpuesto a fs. 106 no 
está fundado según lo exi>?c el art. 15 de la ley 48, y la 
reiterada doctrina de V. E. 

Correspondo pues declararlo improcedente y que 
lia s'nlo mal concedido a fs. 115. 

Kn cuanto al fondjMel asunto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio desapoderado especial, el que ya 
lia asumido ante V. B. la intervención que le correspon- 
de (fs. 120 y 124). — Bs. Aires, octubre 25 de 1949. — 
Carlos (¡ r Mf 'tMK 

FALLÍ) DK LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, '21 de noviembre de 1949. 

Vistos los autos '* Ferrocarril Midland de Buenos 
Aires Ltda. Aduana 4-N-1945", en los que se ha con- 
cedidu a fs. 115 el recurso extraordinario. 
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Cousidc raudo: 

Que esta Corte Supremo ha establecido en diver- 
sas oport unidades que es requisito indispensable para 
el ejercicio de la jurisdicción extraordinaria, la subsis- 
tencia de los recaudos necesarios para la procedencia 
del recurso, entre los que desde luego figura el grava- 
men que la sentencia apelada causa al recurrente. Fa- 
llos: 20!), 341 y los allí citados. 

Que por otra parte el Tribunal ba decidido que la 
comproliación de la inexistencia de los referidos requi- 
sitos jurisdiccionales puede verificarse de oficio —cau- 
sa "Carlos H. Perette" fallada en 10 de mayo de 1942—, 
pero que tal averiguamiento sería injustificado para 
establecer la subsistencia de aquéllos, en presencia de 
una manifestación del recurrente que la niegue, porque 
éste es dueño de desistir do la apelación, y puede ha- 
cerlo por la vía indirecta mencionada. Causa "Perro- 
carril Oeste — Aduana — U19U" fallada en 1° de 
setiembre dql año 1ÍW8. 

Que en el memorial presentado a fs. 121 punto 3» 
el recurrente expresa que las eventuales consecuencias 
pecuniarias de este juicio incumbirán en definitiva y pa- 
ra el caso hipotético de que la sentencia apelada no fuera 
revocada, al Estado Nacional. 

Que esta sola manifestación importa el dosest i mien- 
to n que se alude en considerandos anteriores. 

En su mérito se declara en la especie improcedente 
el recurso extraordinario. 

Luis R, Losohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás 
Casares — Felipe Santiago 

PÉREZ — AtILIO PeSSAUNO. 
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intentado: la sentencia do fs. 53 sería de aquéllas <iuc, 
por ser arbitrarias, desprovistas de todo apoyo legal 
y fundada ta a solo en la voluntad de los jueces, dan lu- 
gar a recurso extraordinario aunque decidan cuestiones 
de derecho común. Según lo tengo reiteradamente ma- 
nifestado, decidir si tal es efectivamente el caso de au- 
tos, es cuestión ajena a mi dictamen y librada por com- 
pleto al prudente arbitrio de V. E. — Bs. Aires, octu- 
bre ií de 194!). — Carlos G. Dclfina. 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 21 de noviembre de 1049. 

é 

Vistos los autos: "Pereyrn Kat'er José el Gnrone 
.losé y demás ocupantes s.¡ desalojo", en los que se ha 
concedido a fs. ±í vta. el recurso extraordinario, 

Considerando: 

Quo respecto de la cuestión que se pretende some- 
te i- a la decisión de esta Corte Suprema lo único resuel- 
to hasta ahora definitivamente por los tribunales de la 
causa es que no corresponde seguir el procedimiento 
establecido en la parte dispositiva del auto dictado a 
fs, gbjl por el Sr. Juez de Paz, por el cual no se bacía 
'Mugar por ahora al lanzamiento, debiendo previamen- 
te practicarse la pericia aceptada por las- partes y dis- 
puesta por el Juzgado". 

Que por auto de fs. 62, interpretando la resolución 
dol juez de alzada de fs. 53, el Sr. Juez de Paz decidió 
decretar el lanzamiento de los recurrentes debiendo en 
ese acto procede r«e al inventario, avalúo y afianza- 
miento de las mejoras introducidas por aquéllos en el 
inmueble uno ncmmn v IfljÉÉEBfi EÚ »et« coiTesnnmliriite 
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(¿ue este último pronunciamiento se halla pendiente 
del remi so de reconsideración, deducido por ol actor a 
fs. 74 t quien se opone u la imposición del levantamiento 
del inventario y avalúo en el acto del lanzamiento, por 
entender que el auto de fs. 53 no establece esa ola" ila- 
ción, no obstante lo enal ofrece como fianza el inmueble 
que intenta desalojar ífs. 75 vta.). 

Que en esas circunstancias no procede pronuncia- 
miento alguno de esta Corte Suprema respecto de ese 
punto, por hallarse pendiente de la resolución que debe 
dietiM' el tribuna] de la causa. 

Que el recurso extraordinario también resulta pre- 
maturo respecto de la cuestión referente a sulwr si el 
inventario, avalúo y afianzamiento de las mejoras de- 
ben hacerse en el aeto del lanzamiento o si éste no debe 
ser decretado hasta que se realicen aquellas diligencias, 
pues lo contrario importaría, si no anticipar la solución 
'ue debe recaer sobre la cuestión pendiente a que se lia- 
v0 referencia en los considerandos anteriores, fallar la 
en usa por partes apartándose de la jurisprudencia de 
esta Curte Suprema (Fallos: ¿Ü!>, 540). 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General declárase improcedente el recurso extraor- 
dinario concedido a fs. 8*2 vta. 

Xotifíquese y devuélvanse al tribunal de su proce- 
dencia donde se repondrá el papel. 

Lris Tí. Loxoiu — RniHM.Fn (í. 
Valknzi'ela — Tomás I>. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pékkz — Atujo Pessagno. 
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JltAN M. SEMOX 
JlfítXDlCCIóX Y VOMPE TEXVI A : Competencia penal. Pturali- 

tltiil tic ttetitti». 

El Hit. 39 del Cód. de Proeed. en lo Criminal pura la 
Capital Federal y Territorios Nacionales nebc ser apli- 
cado COQ preferencia a lo que dispongan las leyes pro- 
vinciales, por tratarse de mm norma dietada por el Con- 
greso para solucionar etiest iones que surgen de la eoexis- 
1 encía de jurisdicciones distintas y autónomas admitidas 
por la Constitución Nacional. Correspondiendo, pues, a 
los tribunales de la Capital Federal juzgar primero a la 
persona procesada ante ellos y ante los tribunales de 
una provincia por dos delitos distintos deben los últimos 
dur cumplimiento al pedido de extradición del reo formu- 
lado por los primeros, mediante el correspondiente 
. exhorto (')• 



SILVIO O. LAZAUETTl Y XASCUrEXTO SILVA 

WILSOX 

VOHTK SUPREMA. 

-¿ Los pronunciamientos teóricos son ajenos a la competen- 
cia de la Corte Suprema 

JltttSDH'CIÓX Y COMPETEXCIA. Competencia penal. Plurali- 

ilwt <u- déütot). 

Decretada y hecha efectiva la libertad del condenado, por 
haber transcurrido el máximo de tiempo que podía estar 
detenido por las penas que le fueron impuestas, carece de 
objeto que la Corte Suprema decida la cuestión surgida 
entre los jueces de los respectivos procesos para determi- 
nar a cuál de ellos corresponde aplicar la pena única pre- 
vista en el art. 58 del C. Penal. 



(1) 21 de noviembre de 1049, Fnllos: 173, 39; 204, 432; 213, 39;". 
C¿) 21 de noviembre de 1949. Fnlloa, £11, 322 y 1162. 
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MURIEL QLGA TOWNSIIEND DE LUilOCIIETTO v. OFI- 
CINA DEPARTAMENTO COMERCIAL DEL CANADA 



JVmS&tCCmft Y COMPEtWCTA; Competencia federal, (om- 
petencm originaria ti? la V»rte tiititrt'mti. Crneraliilntirs. 

La Curtí- Suprema rnrm*e do cótnpeteiicia originaria para 
entender en una demanda contra mi Estad» extranjero, si 
éste expresa en Hiitus mi ligativa a someterse 11 la jnris- 
ilicrinu del Tribunal. 



Suprema forte : 

De agüérelo con lo dispuesto eii él art.íKi de la Cons- 
titución Nacional vigente, tas demandas eontra estados 
extranjeros son de competencia originaria de V, K. 

Corresponde, en consecuencia, librar oficio al Mi- 
nisterio de K elaciones Exteriores, a objeto di» poner en 
conocimiento de la Embajada del Canadá la iniciada a 
t's. :í, solicitándole manifieste si su país se somete a la 
jurisdicción argentina. — Bs. Aires, junio 13 de l°4¡>. 
— C itrios U. liflfhiti. 



Suprema Corte: 

Corresponde reiterar el oficio librado por V. K. al 
Ministerio de Kelacioncs Exteriores a objeto de cono- 
cer el íes altado de la diligencia que en el mismo se so 
- tirií«il.ii. — Anf>,M-t¡i'»ilnv 29 de W¡t. ^Uarto$ ti. 
Ihftiito. 



Dictamen hkl PrcnrraAnou Gkxeual 



DlCTAMKX DEL PllOCI!UAlM>U GEXKItAL 
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Dictamen del Phocuhadoii Gexehal 

Suprema Corte: 

Vista ta negativa a someterse a la jurisdicción de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina 
que formula el Gobierno del Canadá, por intermedio de 
su Embajada, procede ordenar el arebivo de estas ac- 
tuaciones. — Bs. Aires, octubre 25 de 194ÍI. — Corlas fl. 
Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

4- 

Bs. Aires, 21 de noviembre de 1!>4ÍÍ. 
Autos y vistos: considerando: 

Que la presente demanda como la que por la misma 
causa se interpuso ante los tribunales del fuero del 
trabajo de la Capital — iiutos abijados por cuerda flo- 
ja — lia sido dirigida contra la Oficina Departamento 
Comercial del Canadá. Según expresa la representa- 
ción diplomática de diebo Estado, trátase de la Sección 
Comercial de la Embajada — fs. 11 de los presentes y 
15¡1f¡ de tos agregados — t y, en todo caso, surge de las 
propias manifestaciones del actor que et demandado 
lo serín el Estado del Canadá — fs. 36 vta. y .*Í8 vta. del 
memorial obrante en los autos agregados — . 

Que siendo ello así, no procede, atenta la determi- 
nación del Gobierno de dicho Estado de no someterse 
-a — l it jttmdtcet&n Uii Tíi buimi — comunicación de fs. 
11— dar curso a la demanda (Fallos: 178, 173 ; 190. 
415; ->0¡», 365). 

En su mérito y conforme a lo dictaminado por el 
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Sr. Procurador General se declara que esta Corte Su- 
prema eareee de jurisdicción originaria para conocer 
en la presen te den muda. 

huís R. Lo no ni — Rodolfo G. 
Valknzukla — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiaoo 
PÉliEZ — Atilto Pessaqno. 



Ll'IK SANTIAGO MALEHBA v, HAll) T. EL IUB1U 

JURISMCVIÓX Y ÜOM PM TKSV ÍA : Competenntt federal Cam- 
peteneia de la Corte A'n/irrm». Agente* diplóMiítíeo» n eomttUtre*. 
KinhajHtltut" ii ministros i'jtrunjero». 

Itemiuciado por Ujs diplomáticos acreditados unte nuestro 
gobierno el privilegio de exención de jurisdicción, se halla 
instituida én la República la jurisdicción especial que 
establece el art. í)6 de la Constitución vigente. 
Aunque el alegado de una legación extranjera en el país* 
liaya aceptado cu un contrato de locación la jurisdicción 
de los tribunales ordinarios de la Capital Federal, el jui- 
cio sobre desalojo es de competencia originaria de la Corte 
Suprema si el representante diplomático ha hecho saber 
que el agregado no requirió autorización para renunciar a 
todo fue ni indicia] une no sea el de dichos tribunales y 
expresa conformidad para (pie sea demandado ante la 
forte. 



DtCTAMES DEL PltncrilADOR GkXEHAL 

Suprema Corte: 

Del expediente agregado por euerda separada re- 
sulta <|uo el Sr, Said % Kl Hibri reviste la calidad 
di' diplomático en su eanicter de Agregado de la Le- 
gación del Líbano acreditada ante nuestro gobierno. 
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1 

Además dicha Legación ha manifestado conformidad 
.para qiie el nombrado El Hibri sea demandado por el 
Sr. Luis Santiago Malerba ante V. E. (fs* 43, expediente 
n v 818). Esta última circanstancía invalida el someti- 
miento a la justicia ordinaria a que se refiere el art. 
11 ht futí 1 del contrato de t's. 2, 

Considero, en mérito a lo expuesto, que correspon- 
de conocer a la Suprema Corte con jurisdicción origi- 
naria en el presento juicio (art. í>6, Constitución Na- 
cional). — Bs. Aires, noviembre 8 de 194Í). — Carlos O. 
Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 21 de noviembre do 1949. 
Aiítos y vistos; considerando: 

%w la comunicación obrante a fs. 43 de los autos 
agregndos, resulta: a) que el demandado Sr. Said T. 
101 Hibri reviste calidad de diplomático en su carácter 
de Agregado deja Legación del Líbano; 1») que respec- 
to de la cláusula inserta en el art. 11 del contrato de lo- 
cación — fs. 2 de ios autos agregados— la citada Re- 
presentación Diplomática ha comunicado que "el Sr. 
El Hibri no requirió autorización para renunciar a to- 
do fuero judicial que no sea la justicia ordinaria o la 
de Paz Letrada de la Capital Federal"; c) que dicha 
Legación lia manifestado que presta su conformidad 
para que el Sr. Said T. El Hibri sea demandado por 
el Sr. Luis Santiago Malerba por interdicto de recobrar 
el departamento que ocupa en virtud del contrato de 
locación en cuestión ante la Corto Suprema de Justicia. 

(¿ne esta Corte tiene declarado —Fallos: 194, 415 
entre otros—, que renunciado por los diplomáticos acre- 
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ditados tinto nuestro gobierno el privilegio fté exención 
de jurisdicción, se baila instituida en ]a República una 
jurisdicción especial: la que establece el art. 96 de la 
Constitución vigente. 

Que por lo demás, atenta la doctrino de Fallos: 
2ÍM>, 30*5, y en presencia de la manifestación a que se 
hace referencia en el punto h) del considerando prime- 
ro, resulta inoperante ln cláusula del art. 11 del men- 
cionado contrato. 

En su nicrito y conforme a lo dictaminado por el 
Sr, Procurador (ienerul, se declara que la precedente 
demanda es de la competencia originaria de estn Corte 
Suprema. Y señálase la audiencia del día 2 de diciembre 
a las 10 horas, a los efectos del art. 586 del Código Su- 
pletorio en materia procesal. 

Lns R. Lonohi — Rodolfo G. 
Vale nz tela — Tomás 0, 
Casares — Felipe Santiago 
PÉitEZ — Atilio Pessagxo. 



JÍNDtlES MAKCHIS Y OTTIOS 

RECURSO EXTRA ROI XA RÍO: Retpiisitn* propia*. Relariñn tli- 
revta, Seutewiu* mti fttitfhimeutos no federales o federales eottseutí- 
ríos. F andamento* de orden local o procesal. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra reso- 
Im-iones ((in 1 flnflnrim bien denegados recursos deducidos 
en el orden local 

RECORSO EXTRAORDIXARIO: Requisitos propios. Cuestione* 
no fedérale*. Interpretación de uvnno* tf netos lócale* en general, 

Las cuestiones referentes a saber si la clausura de locales 
conuv sanción de infraictones es o no procedente con arre- 

(!) 21 do npTkrobn: de 1F>4£». Fallos; SU, 15 f 1013. 
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irla 11 hi ley orgánica cío municipios de hi Provincia <1 e 
Buenos Aires N* 4"íH7 y a la ordenanza del Municipio de 
Morón \ T,J 118;i y si las municipalidades de dicha provin- 
cia tienen n no facultades para legislar sobre Faltas y apli- 
car sanciones atento lo dispuesto j>or el Código de Paltas 
y la nueva Constitución de dicho Estado no revisten ca- 
rácter federal y son ajenas al recurso extraordinario. 



A. VARELA Y OTKOS 

HECVHSO EXTtt AOfílHX A RÍO : Kft t uMlot ctiHHtHe* SlihsisUnda 
lie toé requisitos. 

Porque el pronunciamiento de la Corte Suprema sería 
¡imperante para la tutela del derecho de Jos recurrentes 
y por ende inoficioso, no procede la queja si ya se lia cum- 
plido ta sanción aplicada por la resolución respecto de la 
cual se ha interpuesto el recurso extraordinario. 
El pronunciamiento de la Corte no dejaría de ser abstrac- 
to por el hecho incierto y continente que importan >ns 
posibles consecuencias de la sanción de referencia en caso 
de nueva infracción. h\f dificultades qw pudieran surgir 
para obtener certificado de buena conducta o los previsi- 
bles inconvenientes que dicha sanción creara a los intere- 
sados en sus empleos. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 21 de noviembre de 1Í149. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido en 
la cu usa Várela Alfredo y otros s.| infracción al edicto 
de reuniones públicas", para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando: o 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
la circunstancia de haberse cumplido la sanción apli- 
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cada por Iti resolución respeto do la emd se ha inter- 
puosto el recurso extraordinario denegado, qué motiva 
la queja, obsta a la procedencia de la misma en cuanto 
el pronunciamiento del Tribunal sería inoperante puta 
la tutela del derecho de los recurrentes y por ende, 
inoficioso — eont'r. causa "Várela A. 51. fe y otros, 
contravención al edicto sobre reuniones públicas y des- 
órdenes % R. tic II. fallado el :í del corriente y los allí 
citados — . 

Que en el memorial tic t's. 11 se reconoce expresa- 
mente que "todos los* acusados en esta causn ya han 
cumplido a la fecha la pena de prisión que les fué im- 
puesta" —t's. 24 vta.— . 

Que no basta para sustentar el recurso la alega- 
ción de los efectos que la sanción cumplida ha de tener 
cu caso de nueva infracción, hecho éste contingente e 
incierto, cuya posibilidad no impide que el pronuncia- 
miento de esta forte, en el momento actual fuera abs- 
tracto. — Fallos: -JOÍ>, 2:t7 y los allí citados—, 

(¿ue por la misma razón, y además por tratarse de 
cuestiones distintas a las que motivan la causa, no cabe 
decisión aípna soto la base de posibles dificultades 
jiara la obtención de certificados de buena conducta, o 
ea razón de inconvenientes previsibles respecto de los 
empleos de parte de los interesados, por lo demás, no 
mencionados ni menos individualizados en el escrito 

que antecede. 

Ka su mérito se desestima la precedente queja. 

Li'is R. IíONoiii — Rodolfo O. 
Valexzi'ela — Tomás D. 
Casares — Felipe Sastiaüo 
PÉnez. 
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C'LEMEXTIX/. CECI1ETT0 DE ZARATE 

LEY DE SELLOS; Exencionen, 

Xo tftvoéftado !a peticionante que le huya sido expodida 
carta de pobreza cumio lo requiere el art. 103, ine. 4, de 
la ley de sellos a los efectos de la exención del impuesto 
correspondiente, no procede autorizarla a a e Miar en papel 
simple en el recurso de queja deducido por aquélla en la 
causa criminal que ae le sijrue y desestimado por la Corte 
Suprema, y corresponde ordenar la reposición de sellado 
hajo iipcrcihimieiito de inulta. 

Dictamen* del pRori'HAixm General 

Suprema Coito: 

La declaratoria tic pobreza que se solicita prece- 
dentemente para actuar en este recurso de hecho sin 
reponer el sellado que V. E. ordenara a fs. 3 vta. y 9 
lia debido substanciarse en la causa principal a que el 
mismo se refiere. Xo consta que así se haya hecho, 

Kn las presentes actuaciones, atento su natu raleza, 
no puede suplirse esa omisión. 

Corresponde, por ello, desestimar el pedido formu- 
lado en el escrito de fs. 11. 

De acuerdo al estado de autos procede se practique 
por Secretaría la respectiva liquidación de sellado adeu- 
dado y se la bujía conocer a la interesada. 

Así lo pido a V. E. — Bs. Aires, octubre '27 de 1ÍHÍJ. 
— Carlos Ci. Dfílfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 21 <lo noviembre de 1H4ÍL 
Autos y vistos; considero mío : 

Que fit peticionante 110 ha invocado que le lia y 11 
sido "expedida " carta de pobreza como lo requiere el 
art Ktf, i no. 4 V de la ley de sellos a los efectos de la 
exención del impuesto correspondiente. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
dineral no ha lujrnr a lo solicitado a fs. 11, o intímese 
a la rertir rente para que reponga el papel, en el término 
de cinco días y bajo apercibimiento de multa. 

Lns R. Loxohi — Rodolfo G. 
Valbxzi-ela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Péhez — Atilío Pessaoso. 



SERVICIOS AEREOS ClíCZElKO DO Stfú Ltda. v. PRO- 
VINCIA l)E WENOS AIRES (') 

HBC&HSQ K\Tt{AfUWIXAltIO: RrqumtoK propia*. Cuntió» ft>- 
démii CHfiStitméa féHitraleá < ■» m plijai. fgco Ntfrt ir rio wrfí'tfirf de nor- 
»m\ *t tu l prnt'im-httrs. 

Procede i 1 ! hvup*ii extraordinario fundado en el art. 67. 
¡dc. 27, de la Cotífttítución Nacional anterior (68. ate. 2fi 
de !ti actual), enntrn la sentencia de la Suprema Corte do 
JustÍPÍfi «I** la l*rov. <te Buenos Aires que reelmza tti de- 
imiinht *'(nueut*i(vi ¡nliuinistrativa pnmiuvi'da p«r una eui- 



(1 , En \:t misma UvUn fu*'* nwlt» ™ ipnnl soutida el .itiiein segui- 
da ('(Piitrít l:i I'niv. <h» HiM-iniji Aire* yut Pilii American Airwuvs Inc. J* 
I'mii .VnicruTiti fírmv Airn;iys lúe. 
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presa de transportes aíreos sobre repetición del impuesto 
a la nafta adquirida por aquélla en un aeródromo nacio- 
nal establecido en la mencionada provincia, cobrado en 
virtud de la ley 4117 de la misma. 

ESTABLECIMIENTOS DE UTIL/ DAD NACIONAL. 

El Aeródromo establecido por el Gobierno Nacional en el 
territorio de una provincia como estación terminal de 
transporte aereo internacional e interprovineial, es un es- 
tablecimiento destinado a un servicio público de utilidad 
nacional. 

ES TA BLEV IM I EX TOS DE UTILIDAD NACIONAL, 

El dominio privado de la Nación sobre bienes ubicados 
en las provincias, en los que no ha fundado obras o esta- 
blecimientos de utilidad nacional o para servicios públi- 
cos, no comporta la facultad de ejercer en ellos legislación 
exclusiva. Es el destino de esos lugares lo que determina 
y justifica el ejercicio de la legislación exclusiva por el 
Congreso, sea que la Nación los tenga por compra, cestón, 
arriendo, permiso gratuito de uso, etc. La instalación, por 
el Gobierno Nacional, de un establecimiento de la especie 
mencionada en una provincia, hace cesar la jurisdicción 
de esta a su respecto. 

ESTABLECIMIENTOS DE UTILIDAD NACIONAL. 

La preeminencia de los fines nacionales debe alcanzarse 
del modo que cercene menos las atribuciones provinciales 
que han debido ceder ante aquélla. 

Tratándose de la facultad prevista en el art. 67, ine. 27, 
de la anterior Constitución Nacional —68, inc. 26, de la 
actual — debe evitarse una interpretación extensiva que 
incluya en esa facultad lo que no está directa y precisa- 
mente comprendido en la rasión de ser de ella. Las atri- 
buciones de las provincias en tal coso, no quedan excluidas 
sino en tanto en cuanto su ejercicio interfiera en la reali- 
zación de la finalidad de la obra nacional y la obste o 
pueda obstarla directa o indirectamente. 

CONSTITUCIÓN NACIONAL: ComtÍt»em»»lidad i inconslitmlo- 
tittti(Utrt T Impuestos ti wntribtivioneK provinciales. Vario*. 

El gravamen provincial — como lo es el establecido por la 
lev 4117, art. Í\ inc. d) de la Prov. de Buenos Aires— 
a la nafta adquirida en un aeródromo de la Nación con 
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destino u los aviones de las líneas autorizadas por esta últi- 
ma para utilizarlo y realizar desde o hasta cí transportes 
aireos interprovinciales o internacionales» exclusivamente 
sujetos a la jurisdicción de ella, interfiere en la finalidad 
de servicio público y utilidad naeional que define a dicho 
establecimiento. Por consiguiente, a falta de ley nacional 
que establezca la compatibilidad del ejercicio de la potestad 
fiscal de !a provincia con las atribuciones exclusivas de la 
Nación, debe concluirse que aquel ha comportado violación 
de lo dispuesto por el art. 67. inc. 27, de la anterior Cons- 
titución Nacional (68, inc. 26, de la actual). 

Sentencia de i.a Suprema Corte de Justicia de i. a Provincia 

DE Buenos Aires 

En la Ciudad de La Plata, a 31 de diciembre de 1948, reu- 
nida la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para 
pron iniciar sentencia definitiva »n la causa B, ÍÍ2.122, cara- 
tulada: "Compañía Servicios Aéreos Cnizcim do Sul Ltda. 
contra Poder Ejecutivo Demanda Contencioso-administrativo" ; 
se procedió a practicar la desinsaeulación de ley. resultando que 
en la votación debía observarse por los Señores Jueces el orden 
«ipil ¡ente : I>res. Moreno Iliieyo. Ilamírez Oronda. Giardulli, 
Iltescas. Rrimel, Escobar Sáenz. Dentaría Massey. 



Antecedentes 

El letrado D. llenó llodrípué, en su carácter de apoderado 
de la Cía. "Servicios At'reos Cruzeiro do Sul Ltda." se pre- 
sentó a esta Corte el 26 de marzo de 1047 (carpo de fs. 17 v.) 
deduciendo demanda contencioso-adm ilustrativa a fin de que 
se revocara el decreto u* 23.ÍÍ61 del 8 de abril de 1047 dictado 
a fs. 33 del expte. S. 541|í»46 y ap. de Obras Públicas, que 
mantiene el impuesto cobrado a su representada en virtud del 
art. V inc. d) de la ley 4117; y que en su consecuencia se 
condene al Fisco a devolverle la suma de $ KWTi.DO y de pesos 
!». 163 20, a que hace alcanzar la acción, en la ampliación de 
demanda de fs. 28. 

La Fiscalía de Estad*» al cu testar la acción el 13 de febre- 
ro de 11*48 f carpo de fs. 34) solicitó su rechazo, con costas. 

Abierto el juicio a prueba, apresada la producida, se lla- 
mó autos v encontrándose la cansa en estado de dictar senten- 
cia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente: 
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Cuestión 
¿ Es f ululada la demanda í 

Yotaoión 

A la cuestión planteada, el Señor Juez doctor .Moreno Hue- 
vo dijo: 

El Dr. René Rodripué por la compañía "Servicios Aíreos 
Cruzeiro Do Sut" deduce la presente demanda contoncioso- 
adroinistrativa a fin de que se deje sin efecto el decreto dic- 
tado por el P. E. el 8 de abri! de 1947. por el que se desestima 
el pedid» de devolución de las sumas abonadas en concepto 
de sobretasa a la nafta de aviación, de acuerdo eon el art, V 
ine. d) de la ley n v 4117 y se haga hipar a esa devolución basta 
la cantidad de § 8.005,90 más intereses y costas. 

Manifiesta que el impuesto de referencia no puede ser 
aplicado a su mandante, desde que la nafta que consume para 
el abastecimiento de los aviones utilizad*"- en el servicio de 
aeronavegación actualmente a su carpo, se provee en e! aero- 
puerto "Presidente Rivadavia" que si bku se encuentra en 
el territorio de la Provincia está afectado al tráfico aéreo in- 
ternacional e interprovincial y es. en consecuencia un establo- 
cimiento de utilidad nacional sometido a la exclusiva jurisdic- 
ción, federal en orden a lo dispuesto por el art. 67 ine. 27 de la 
Constitución respectiva. 

Sostiene lnepo que tiun cuando el artículo citado habla de 
"hipares adquiridos por compra o cesión 1 ', su aplicación no 
supone una cesión permanente, pues concurriendo el requisito 
del destino dado al inmueble, poco importa que éste sea de 
propiedad del gobierno central o que le haya sido cedido en 
arrendamiento o por otro título temporario. Cita al respecto 
la opinión de un autor y diversos faltos de la Corte Suprema 
que confirmarían su tesis y agrega que ésta ha sido consagrada 
por diversos decretos del ejecutivo federal y se ajusta, por lo 
demás, a las exipeiicias de la política aérea nacional e inter- 
naetona] en «u aclual orientación. 

Resulta, pues, fácil comprender — dice a continuación — , 
que la naturaleza del establecimiento y su destino, obstan de 
modo insalvable para que la provincia ejerza en el una juris- 
dicción concurrente, como serÍH menester para que pudiera 
creerse con derecho a extender el campo de acción de sus leyes 
fisi-iiles. haciéndolas recaer sobre personas cosas o actos com- 
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prendidos dentro ib Il:í límite* tli-I terreno cedido. Cita ul rw- 
pecto un fallo de esta Corte en el <|iie se consagró la tesis es- 
¿reunida por su parte y plantea pura e! supuesto de una deci- 
sión adversa, el correspondiente caso federal. 

A Ph. 2s amplía la adora mi demanda por la .suma de 
$ 9Jti3.20 abonados eoii posterioridad en el mismo concepto 
y cuya devolución habría denegado el P. E. por deereto de 
14 de noviembre de 1947. 

El Sr. Fiscal de Estado contesta a fs. .14 pidiendo el re- 
chazo de la redamación y remitiéndose a los fundamentos (pie 
en tal sentido expusiera en su dictamen obrante a fs, 31/32 
del expte. S. n* 541/946 agregado a esta causa. 

Tales fundamentos serían en síntesis loa siguientes: 1* La 
Nación no lia adiptirido la zona en que se encuentra el aero- 
puerto; sólo la lia arrendado y esto no basta para nej;ar a la 
Provincia sus facultades jurisdiccionales dentro de dicha zona. 
2* Esas facultades jurisdiccionales no son, por lo demás, in- 
compatibles con las que, por su parte, tiene el Gobierno Na- 
cional para realizar los fines a que esta destinado el estable- 
cimiento. En este sentido debería intepretarse el concepto de 
exclusividad empleado en el texto constitucional a que se refie- 
re el recurrente. 3 T La protección reservada por dicho texto a 
los establecimientos de utilidad nacional, no puede hacerse ex- 
tensiva a las empresas extranjeras, que, como la actora, persi- 
guen propósitos de lucro privado. 4* La jurisprudencia de esta 
Corte debe ser modificada a fin de armonizarla con la consa- 
grada en un reciente fallo de la rVn-te Federal (T. 201, p. 537). 

Los dos primero» argumentos han --sido -considerado^ *-jr 
desechado* por esta Corte con mi voto, en la causa a que se 
refieren actor y demandado (S. 19, VII. 121). Se dijo en esc 
fallo que la circunstancia de que los terrenos del aeródromo 
"Presidente Rivadavia" pertenezcan en propiedad a la Pro- 
vincia y hayan sido cedidos a la Nación a simple título de 
arrendamiento y por un tiempo limitado, mi excluye la apli- 
cación del art. fi< inc. 27 de la Constitución, ya que lo funda- 
mental para determinar si un lugar se encuentra o no some- 
tido a la jurisdicción federal en orden a lo establecido en dicho 
precepto, es *su afectación a alguno de los fines allí expresados, 
¿sí lo enseña la doctrina y así lo consagra la jurisprudencia 
ile la Corte Suprema al declarar que "la facultad de legislar 
exclusivamente que se estudia, no significa la de hacerlo res- 
pecio de torios |ns inmuebles adquiridos por el Oobiemo Na- 
cional, sino sólo cu aquellos destinados a objeto de bien jrene- 
ral. tft múm nt que dominio }t jurisdicción no mn conceptos 
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equivalentes ni correlativos, pues bien puede crisiir uno sin 
la titra y viceversa". 

Se airregú que siendo en consecuencia equiparables la hi- 
pótesis de compra y la de ees ion témpora ría, en caso (le con- 
eurrir el requisito de la afectación y dado que el aeródromo 
Presidente Rivadaviu era un establecimiento de utilidad ge- 
neral sometido en ese carácter a la jurisdicción federal no era 
posible admitir sobre el mismo una jurisdicción concurrente 
de la provincia, desde que tal posibilidad babía sido reiterada- 
mente descartada por el más alto tribunal de la República 
como contraria a la naturaleza misma del principio invocado, 
que ha querido expresamente que el Congreso legisle con ex- 
clusión de todo otro poder legislativo sobre los terrenos cedi- 
dos a la Nación. 

Tampoco sería óbice para la aplicación del art. 67 ine. 27 
la falta de consentimiento previo de la Legislatura, puesto 
que tal consentimiento sólo se requiere en los casos que impor- 
ten una desmembración política farts. 3 y 13), bastando en los 
demás la renuncia, implícita en el traspaso del mismo. 

Terminaba el voto que hizo la mayoría recordando (pie si 
bien un fallo anterior de esta Corte había consagrado la solu- 
ción opuesta (S. 18 V. 515) no era prudente insistir en ella, 
contrariando decisiones de la Corte Federal a quien, como 
supremo intérprete de la Constitución respectiva, correspondía 
decir la última palabra, como lo había hecho en fecha reciente 
y por unanimidad. 

Mantengo, por mi parte, lo que allí se dijera y estimo que 
el presente caso debe ser resuelto en idéntico sentido. 

El hecho de que la actora sea una empresa extranjera 
que persigue fines de lucro, es absolutamente indiferente para 
la decisión a dictar. Excluida la jurisdicción local por tratarse 
de terrenos cedidos a la Nación, es obvio que todas las personas 
o entidades radicadas en la zona cedida escapan también a la 
esfera de acción de la Provincia, sean cuales fueren sn nacio- 
nalidad y los fines más o menos interesados (pie se propugnan 
realizar. 

En cuanto al nuevo criterio que, según el señoi Fiscal de 
Estado se insinúa en un fallo de la Corte Nacional (T, 201. 
p. 537) y al cual debería sujetarse el tribunal a (pie perte- 
nezco, estimo que el argumento responde a un error de apre- 
ciación, porque lejos de apartarse de la jurisprudencia esta- 
blecida, la sentencia citada la confirma implícitamente al de- 
clararla inaplicable al caso en rozón, principalmente, de que 
se tratabo de un camino, es decir, de una obra (pie por su 
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naturaleza no admite la jurisdicción nacional excluycnlc. 
**Y también se lia lie tener presente — agregó— el alto Tribu- 
nal— que según el art. 18 de Iti ley nacional de vialidad 11.658, 
él derecho de propiedad de la Xaeión sobre los caminos nacio- 
nales, "no afeitará el derecho de las provincias y municipali- 
dades dentro de sus respectivas jurisdicciones''. 

Aclaro por último, a fin de despejar toda duda que pu- 
diera suscitarse acerca de la procedencia *U la vía elegida, que 
aquí no se trata de declarar la inconstitiicionalidad de ninguna 
lev provincial, sitio simplemente de fijar el alcance ele la nor- 
ma administrativa invocada (art. 1* de la ley n* 4117) y los 
límites de los derechos que ella establece en favor del Fisco 
y de los particulares. 

Voto por la afirmativa. 

A la euestión planteada, el señor Juez l)r, Ramímz (¡ron- 
da, elijo: 

Si bien ionio destaca el señor .Juez Dr. Moreno lluevo, 
no se trata en la especíenle pronunciarse sobre la validez cons- 
titucional de tas normas actuadas (ley n* 4117). lo cual sería 
extraño a la vía elejíida. es lo eiert» que la controversia se 
vincula cotí el alcalice de una ley impositiva de este estado, 
en su relación con la doctrina del art. 67, inc. 27 de la Carta 
Básica de la Nación. 

A mi juicio la demanda carece de fundamento. 

Como lo ha señalado el Sr. Fiscal de Estado (v. fs. 31, 32 
del expediente administrativo S. 541/46 agregado) la Nación 
un ha fiflquiníh la zona donde se encuentra el aeropuerto; 
solamente lo ha arrendado por intermedio de la Dirección de 
Aeronáutica Civil, "y no es posible admitir que por una sim- 
ple locación se niegue a la provincia sus propias facultades 
ilc imperio en cuanto no estorben los fines perseguidos por el 
Gobierno Federal". Más adelante ha dicho d señor represen- 
tante del Fisco bnnacrensc: "Desde luego ipte rige la jurisdic- 
ción federal en el aeródromo pero al exclusivo fin del cumpli- 
miento de las funciones de aduana y desenvolvimiento de las 
rm'stiniie* propias de la Dirección (¡eneral de Aeronáutica 
Civil arrendataria del campo. De manera que no escapan a la 
jurisdicción provincial las aetiridmks conurciairu ilc las tnti- 
tlndes privada*, aeroclubs, compañías de aeronavegación co- 
mercial y talleres particulares de reparación ip'c actúan en el 
mi- mo. Admitir ta tesis contraria equivaldría a desvirtuar el 
texto cf.ustitucinnal atribuyéndole una interpretación amplí- 
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sima, y sabida es que los poderes de) gobierno federal, que 
son siempre de excepción, deben apreciarse con criterio estric- 
to" Participo de esta manera dé pensar, que por otra parte, 
lia sido enunciada en sus aspectos generales por este mismo 
tribunal en causas sensiblemente análogas, como la publicada 
en lu Serie 1S. t. V. p. 51f> de sus "Acuerdos y Sentencias" y . 
por algunos tle sus magistrados en la que se incluye en la Se- 
rie 10. t. VII, p. 121. En la primera de diehas causas 
ín T 27.050) luego de una amplia y documentada exposición 
de! señor magistrado Dr. Moreno, este Tribunal concluyó sen- 
tenciando (por unanimidad) ipie la provincia de Buenos Aires 
tenía jurisdíeei('n impositiva sobre establecimientos comer- 
ciales ubicadas en la zona adyacente al Puerto de La Plata, 
pudiendo destacar que la doctrina expuesto en aquella opor- 
tunidad sería tanto más aplicable al caso presente, puesto que 
aquí ni supliera se trata de venta, sino de un mero arrenda- 
miento. 

En la segunda de ías referidas causas (tí* 2S.S75), el señor 
magistrado que llevó la palabra en el acuerdo, decía (refirién- 
dose precisamente al Aeropuerto Presidente Rivadavia) : 

"La Nación no lia adquirido la fracción de tierra donde 
sp encuentra el Aeropuerto; solamente lo ba arrendado... 
Siendo así. si no Ua existido romera ni cesión, si no ba me- 
diado adquisición por uno de esos dos títulos, la Nación no 
puede, en este caso, ampliar su jurisdicción más allá de lo que 
sea necesario a los fines del Establecimiento de utilidad na- 
cional instalado en esa fracción de tierra de la Provincia; la 
jurisdicción nacional no puede ser exclusiva, precisamente por 
faltar el requisito de la adquisición por compra o cesión que 
exige el precepto constitucional. En ese sentido, la concurren- 
cia de las dos jurisdicciones —la nacional y la provincial— se 
muestran legítimas, delimitadas como está en forma tal que 
hace imposible su choque. 

"La fracción de tierra sigue siendo de la Provincia pues- 
to que no se lia desprendido de ella; continua formando parte 
de su territorio y no se concibe que ejerciendo en esa fracción 
su derecho de propietaria, carena de las facultades que ese 
derecho comporta en todo aquello que no roce el derecho de 
la Nación en lo que atañe al fin, funcionamiento y actividades 
del Establecimiento de utilidad nacional allí levantado. 

"Bien se sabe que los poderes del Gobierno Federal, que 
son siempre de excepción deben apreciarse con criterio estric- 
to; v puesto que en este caso. la Constitución señala enmo cou- 
dien'u para que proceda ta legislación exclusiva del Congreso 
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— y Ih jurisdicción nacional, por tanto— que el hipar en que 
se levanté el Establecimiento haya sitio "adquirido por eom- 
pru o cesión", sería apartarse de Ih condición expresada y 
aplicar un criterio amplísimo que no cuadra, interpretar que 
están comprendidos en Ih cláusula constitucional no sólo los 
hipare* adquiridos por aquellos medios, sino también los 
arrendados a una Provincia. Ello importaría desvirtuar el 
precepto y despreciar su texto para interpretarlo. 

14 En esos tugares no comprados ni cedidos y simplemente 
arrendados para la instalación de una obra de utilidad nacio- 
nal, el destino de la obra, impone, desde luego, la jurisdicción 
nacional, pero la impone no en la forma exclusiva que se pre- 
tende en la demanda, sino únicamente — repito— on lo atinente 
a lns fines que debe cumplir el establecimiento que ha provo- 
cado la locación, es decir : sin quitar, ni anular, ni destruir 
facultades que competen a la Provincia locadora y que. como 
las impositivas, constituyen un derecho inherente a su vida 
misma que no estorba en lo más mínimo el ejercicio de sus 
poderes al Gobierno Nacional. "A las limitaciones o prohibi- 
ciones implícitas establecidas en la Constitución no debe darse 
una extensión que destruya los poderes necesarios de los Esta- 
dos o trabe su ejercicio eficaz", i De Vkoia, Comtitución Ar- 
(jt ufnut. pág, '28). 

En mi caso, por tratarse de materia sometida por primera 
vez a mi juzgamiento, no me considero oblipado por la respe- 
table y anterior doctrina del alto Tribunal de la Nación, cuya 
composición —por otra parte — ha variado. Y tengo en cuenta 
la nueva jurisprudencia, cuyos términos comparto, según Ea 
cual: "la legislación exclusivamente propia del Congreso Fe- 
deral en los hipares adquiridos en las provincias para estable- 
cimientos de utilidad nacional es la concerniente a la reali- 
zación de la finalidad del establecimiento de que se trata it ta* 
facultades legislativas u administrativa* de la. Provincia, en 
(¡tu la oh ni dr utilidad nacional se establee? ron ta adquisición 
dd lugar indispensable, no ifueehin excluidas de este último 
¡ no en tanto rn cnanto su ejercicio interfiera ron h eral na- 
ción de la finalidad dr la obra nacional t/ la obste directa o 
indirectamente" i Fallos. 201, p. "i37). 

Ahora bien: estimo por mi parte — compartiendo también 
en este aspecto . l criterio del Sr. Fiscal del Estado Dr. Sam- 
pay — que no se advierte la cansa en cuya virtud, la Provincia 
de Hucuos Aires pudiera entorpecer las finalidades del referido 
Aeropuerto por el simple hecho de gravar con una sobretasa- la 
nafta que se expende en territorio de su jurisdicción (Ley 
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n 9 4T17> sej;ún los principios tic una lev del Congrio 
(ir* n.«S8). 

Por las anteriores consideraciones, entiendo que debe des- 
estimarse la presente demanda, sin costas, pcn* no .ser el caso 
fiel h i*I . 17 del endino en lo contencioso-administrativo. 

Voto por la negativa: 

Kl señor Juez Dr. (Üardulli. votó la cuestión planteada 
por Tu negativa, por los fundamentos del voto del Nr. Juez 
Dr. Ramírez Oronda. 

A la cuestión planteada, el Sr. Juez !>r, Illescas, dijo: 

Estimo que el Aeropuerto Presidente líivadavia es de los 
tunares previstos en el urt. R7 un-. 27 de la Con *tit lición Na- 
cional, sometido a la legislación exclusiva de orden nacional, 

Esta causa es análoga a la n* 28.S7"i donde ya se han de- 
hatido los principales imntos que aquí interesan, coincidiendo 
por ini parte con lo dicho allí por la mayoría, como con lo 
ampliado en el sub-litt por el Sr. Juez Dr. Moreno Huevo, 

Por razones obvias la Constitución no pudo prever los 
aeropuertos, menos aún los de características tan modernas y 
tan complejas como el de que aquí se trata, con virtual valor 
pura tienmos de guerra: entran de cualquier modo, dentro del 
carácter de establecimientos de utilidad nacional previstos en 
e! ñi". 27 mencionado, sometidos a legislación exclusiva nacio- 
nal, tal como se estableciera en la causa 28.875. 

Ta> resuelto por nuestra Corte Nacional en la causa tomo 
201 páfr iíH7 de sus fallos, no contraría, a mi juicio, lo deci- 
dido aquí (Serie lí>, tomo 7 t pág. 121) como lo señala prece- 
dentemente el Sr. Juez Dr. Moreno Huevo a cuyos funda- 
mentos adinero. 

Si bien en el fallo de la Serie 18, t. f>, páf?. f»l;>, se llegó 
a una conclusión distinta, entiendo en definitiva que debe pre- 
valecer la de la serie 10 mencionada, votando en consecuencia 
por la afirmativa, 

A la cuestión planteada, el Sr. Juez Dr. Itrnnet. dijo: 

Atento lo resuelto, con mi voto, en el, fallo de la Serie lí), 
lomo VÍI, pájr. 121 y por Jas razones que expusiera por mi 
parte en esa oportunidad reproduzco las que han desenvuelto 
en este acuerdo los señores jneces Dres. Moreno Hueyo e II les- 
ea 1 - y voto por la afirmativa. 

Los señores jueces Dres. Escobar Sáenz y Demarra Mas- 
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sey, votaron la cuestión plantearla por la negativa, por Fas 
fundamentos del voto del señor Juez Dr. Ramírez Oronda. 

Con lo que terminó el acto firmando los señores jueces 
tle la Suprema Corte de Justicia. — Francisca Rrnnet (hijo). 
— Fernando Dcmaría Massey. — Eduardo A. I líeseos. — Julio 
SI. Encubar Üá*-nt. — Julia Moreno Ifuet/a. — Juan D. Ra- 
mire: (i ronda. — Cayetano Giardulti (h.)- 

Sentencia 

La Plata, :il de diciembre de 1!U8. 
Visltw y considerando: 
Por mayoría: 

Que eomo lo ha señalado el Señor Fiscal de Estado, en 
las actuaciones administrativas, la Nación no ha adquirido la 
zona donde se encuentra el aeropuerto; habiéndolo arrendado 
por intermedio de la Dirección General de Aeronáutica; no 
¿deudo admisible (pie en esas condicione» se niegue a la pro- 
vincia sus condicione* de imperio en cuanto no estorben los 
fines perseguidos por el Gobierno Federal. 

Que en causa* sensiblemente análogas, al ¡tub-jiídicc, este 
Tribunal luí declarado que la Provincia tenía jurisdicción im- 
positiva sobre establecimientos comerciales sitos en la zona 
adyacente a! Puerto de La Plata (B. 27.!>50, 18», V. 515, y 
en la B. W 28.875. 1«J", VII. 121) refiriéndose precisamente 
al Aeropuerto Pte. Rivadavia, que la jurisdicción nacional no 
puede ser exclusiva por faltar el requisito de adquisición por 
compra o cesión ; y que la concurrencia de tas dos jurisdiccio- 
nes nacional y provincial son legítimas; 

Que debe tenerse en cuenta la nneva jurisprudencia dé la 
Corte Suprema de la Xaeión, según la enal "la legislación 
exclusivamente propia del Congreso Federal en los lugares ad- 
quiridos en las. provincias para establecimientos de utilidad 
nacional es la con cerniente a la realización de la finalidad del 
establecimiento de qne se trata y la* facultadas legislativa* 
o administrativas de la provincia; en qne la obra de utilidad 
nacional se establece can la adquisición del tugar indi*pensa- 
ble, na quedan excluida* de este idtimo vino en cuanto su 
ejercicio interfiera con ta realización de la finalidad de la 
obra nacional >¡ la obste directa o indirectamente** l Fa- 
llos: 201. 337) i 
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t¿.ie un se advierte ta causa en cuya virtud, la Provincia 
de Buenas Aires pudiera entorpecer las finalidades del aero- 
puerto Píe. Kivadavta. por el simple hecho de gravar con una 
sobretasa la nafta míe se expende en territorio de su jurisdic- 
ción {lev -1117) según tos principios de una ley del Congre- 
so (n T 11.658). 

Por ello y demás expuesto en el Acuerdo rpie antecede, 
se desestima la demanda: sin eustus, por n» ser de aplicación 
el art. 17 del (\ C. A. — Francktca Brunct (hijo). — Fer- 
nando Dentaría Maxscif. — Eduardo A. ¡Heneas. — Julio 31. 
Encabar Sáetu. — Julio Moreno Hucyo. — Jnati D, Ramírez 
(Irvndti, — Cayetano Oiardulli (n.)« 

Díctame* del PitocunAü n General 

Suprema Corte: 

Procede el recurso extraordinario, deducido por la 
parte aetora a fs. 65 de estas actuaciones contencioso- 
udministrativas, contra la sentencia definitiva de fs. 60, 
por haberse tratado y decidido en forma contraria a 
las pretensiones del recurrente el alcance del art, 67, 
i nc. 27, de la antigua Constitución Nacional (urt. 68, 
ine. 26, de la nueva Carta Fundamental). 

Se trata, en efecto, en el caso, de determinar, fren- 
te a dicha cláusula y otras que con ella se vinculan, la 
validez del ejcr< * \ por parte de la Provincia de Bue- 
nos Aires, de m$ facultades impositivas en un lugar 
que, como el aeropuerto de Morón, lia sido arrendado 
a la Nación y que ésta afecta a fines de utilidad nacional. 

Por lo pronto, la entrada en vigencia de la nueva 
Constitución Nacional, que impone la aplicación en el 
mtb-judice de la reforma introducida al art. 67, ftíc. 27 
de la vieja Carta, es decir del nrt. 68, ine. 26, si no so- 
luciona de raíz el problema contribuye, en cierto modo, 
n aclararlo. En efecto, esta nueva disposición, aun cuan- 
do mantiene la expresión "lugares adquiridos por com- 
pra o cesión '% agrega en cambio de modo expreso a la 
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enumeración ejeniRlificativa do éit^aiiífente i*! "ti- 
íiílttd nácional los fe *a^óatroinos^ y menciona además 
a los "establecimientos de servicios públicos". Ningu- 
na duda, pues, ppáé caber respeto » «H»»' d aeropuerto 
civil ¡ulenineiomil de Morón, el más importante en uso 
ile la República, constituye mi establecimiento do utili- 
dad nacional. 

Kilo sentado, resta Nfa$»T el sentido que informa 
la debatida expresión "bisares adquiridos por compra 
o cesión" y decidir si ella debe ser interpretada en 
forma literal y estricta o bien si su armonía con el resto 
de las disposiciones constitucionales, lo mismo i|tn- el 
cumplimiento de los fines perseguido» al conferir en 
tales casos el poder de legislación exclusiva al Congre- 
so, exigen una interpretad uní* amplia. 

A tal efecto, una primera consideración se impone: 
es la que indudablemente el fundamento tlel poder de 
legislación exclusiva atribuido al Congreso se encuentra 
en el fin de utilidad nacional a que está afectado el lugar 
de que se trate, y no en la circunstancia del mero dere- 
clio de dominio que pueda corresponder a la Nación, 
puesto que la simple concurrencia de ésto sin aquella 
finalidad no dan origen al poder excepcional do que se 
habla. 

Ahora bien, en tales condiciones, admitido que el 
establecimiento es de utilidad nacional —lo que en el 
■•aso ocurrente no podría ser válidamente puesto en te- 
la de juicio— y que por tanto se impone la necesi. 
dad de una legislación , del mismo carácter que no sen 
interferida por la acción de otros poderes locales, cuyas 
vistas naturalmente son d« carácter particular y no 
general, podría atribuirse al órgano constituyente la 
intención de fijar un requisito absolutamente formal, 
romo si ria el de que el lugar en cuestión fuese adqui- 
rido por compra o cesión, sin otra alternativa pozole? 
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Admitirlo mí redundaría ni desmedro de las mismas 
autonomías provinciales, que se verían condenadas a 
perder en forma definitiva el dominio en talos rasos, 
cuando hubiera bastado tupa simple cesión provisoria 
o ana locación —según ocurre en autos — jmra dar cum- 
plida satisfacción a las necesidades de carácter nacional 

Todo ello demuestra que se compadece más con una 
interpretación finalista, admitir la posibilidad de una 
cesión temporaria, sea por vía de locación o por cual- 
quier otra, en tales casos, que restringir la posibilidad 
del ejercicio de la facultad conferida po) el art. b'8, me, 
26, a la única hipótesis de adquisición definitiva. 

Por lo demás, ya se luí pronunciado V. E. en tal 
orden de ideas, al afirmar M que la facultad de legislar 
exclusivamente, que se estudia, no significa la de ha- 
cerlo respecto de todos los inmuebles adquiridos por el 
gobierno nacional, sino sólo de aquéllos destinados a 
objetos de bien general, de manera que dominio y juris- 
dicción no son conceptos equivalentes, ni correlativos, 
pues bien puede existir tino sin la otra o viceversa. Así, 
la jurisdicción sobre las playas y ritieras, que no impor- 
ta el dominio nacional sobre ellas, así la que se ejerce 
sobre establecí 11 den tos nacionales ubicados en inmue- 
bles no adquiridos, y así el dominio privado del Estado 
general en bienes simados en las Provincias y sobre 
los cuales no ha fundado obras O establecimientos de 
utilidad nacional: en éstos hay dominio y no jurisdic- 
ción. La jurisdicción nace del destino de orden nacional 
que se dn a los terrenos obtenidos por compra o cesión" 
(154, 312), 

En fin, lo que ya resulta decisivo: "Tampoco es 
indispensable ese derecho de propiedad — ha dicho V. E. 
aceptando la opinión sustentada por el entonces Pro- 
curador General de la Nación Dr. Eduardo Costa en 21, 
4ÍI1— , cuando En cosa exige la jurisdicción nacional. Y 
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la tazón es obvia: es la clesthmrión de los lugares, la 
ctmst Micción en ellos, de fortalezas, arsenales, almace- 
nes h otros establecimientos de utilidad nacional, lo 
que determina y justifica el ejercicio de la jefeisláctóíí 
i-xcliisiva del (V «res'*, o sea, la jurisdicción de las 
autoridades federales M (10$, 4u;í). 

Las razones expuestas son suficientes por sí solas 
para decidir el problema^ pero parece oportuno éii esta 
ocasión abarcar ótíOs asuetos del caso sometido a de- 
cisión de Y, K., directamente vi neniados con las fina- 
lidades específicas que se Cumplen en el aeropuerto in- 
ternacional de Morón y ia naturaleza de la actividad 
que desarrolla la 'MVanpnñía Servicios Aéreos Cruzei- 
ro Do Sul Ltda." parte actora en este juicio. 

Por una parte, en efecto, o| art. <i8, ine. 13, de la 
nueva < Ymst i t lición Nacional confiere al Congreso la 
facultad de "i, tercer una legislación exclusiva sobre los 
servicios públicos. ... que liguen... un punto cualquie- 
ra del territorio de la Nación con un Kstado extranje- 
ro". Ks la situación de la actora que realiza su servicio 
de Irmisporte aéreo — indudablemente un servicio pú- 
blico— entre Morón (punto del territorio argentino) y 
Efcío de Janeiro (Capital de los Estados raidos del Bra- 
sil). 

Por la «tra, incide en la actividad que desarrolla 
ta Compañía en cuestión — en su carácter de medio de 
transporte internacional — el inc. V* del mismo art. (>8, 
qUé cobra aplicación al easp por ser función del Con- 
greso ^reglar el comercio con las naciones extranjeras", 
Kl transporte es, en efecto, una forma de ejercer el 
comercio que* cuntido se realiza de modo internacional, 
no puede dejar de estar sujeto a In legislación exclu- 
siva del Congreso so pena de violación del art. 101 de 
la Constitución en cuanto establece que *'las provincias 
no ejercen el poder delegado a la Nación 
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De este modo, se ve como no sólo bajo el aspecto 
del lugar carece la Provincia de Buenos Aires del po- 
der impositivo que lia ejercido en el caso, sino además 
desde el punto de vista de la materia imponible, puesto 
que siendo el combustible elemento indispensable para 
la realización del transporte aéreo, la interferencia pro- 
vincial en este sentido afecta la prestación de un servi- 
cio de carácter internacional. 

Por fin, observo que la situación planteada en au- 
tos difiere de la resuelta en 201, 536, mencionada en la 
sentencia de fs. 60. 

Allí, se trataba del derecho de propiedad sohre un 
camino nacional, el cual por expresa disposición del art. 
18 de la ley 11.658 "no afectará el derecho de las pro- 
vincias y municipalidades dentro de sus respectivas 
.jurisdicciones", con lo que se distinguía, como dijo 
V. E. en el mismo caso (considerando 4' in fine), domi- 
nio y jurisdicción. Por lo demás, era admisible en ese 
caso el ejercicio de jurisdicciones concurrentes desde 
que justamente el origen de la construcción del camino 
("obra" y no "establecimiento") se hallaba en las 
facultades de ese tipo que el iuc. 16 del art. 68 (antes 
inc. 16 del art. 67) otorga al Congreso. 

En cambio, aquí se trata de un verdadero y propio 
"establecimiento" de utilidad nacional, como tal espe- 
cialmente señalado, en el que no es posible el ejercicio 
de facultades concurrentes porque, en forma expresa, 
la Constih. "n ha atribuido de modo exclusivo el poder 
de legislación sobre tales lugares al Congreso. 

Kn consecuencia, soy de opinión que corresponde re- 
vocar el fallo arlado, declarando inconstitucional el 
impuesto cobrado a la actora, por violatorio del art. 68» 
ines. 12, 1.1 y 26 de la Constitución Nacional. — Bs. Ai- 
res, juíip 27 de 1ÍWÍI. — Carlos íl. Dclfhio. 
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Hs, Aires, *J4 de noviembre de li)4í». 

Vistos los autos "Compañía Servicios Aéreos Cru- 
zeiro Do Sul l„tda. c. Poder Ejecutivo — demanda vmi- 
tencioso-ndmiuistrativa", en los que m luí concedido a 
fs. íiS el recurso extraordinario: 

Considerando: 

Qug el recurso extraordinario deducido por la ue* 
tora fundase un que la sentencia de la Suprema Corte 
de ta Provincia de Buenos Aires, contra la cual es in- 
terpuesto, viola el art. 67, ine. 27, de la Constitución 
Nacional, vigente al tiempo de cobrársele el impuesto 
cuya repetición demanda, disposición constitucional que 
mantiene la nueva Ley Suprema en el art. 68, inc -ti- 

(¿ue por disposición del texto citado de la Consti- 
tución anterior corresponde al Congreso Nacional "ejer- 
cer una legislación exclusiva en. . . los lugares adqui- 
ridos por compra o cesión en cualquiera de las provi li- 
rias para establecer fortalezas, arscunW, almacenes u 
otros establecimientos de utilidad nacional". El nuevo 
texto (art. fi8, inc. lít») reproduce el transcripto con el 
agrega ilo de los aeródromos en la enunciación de los 
establecimientos, y el de la expresión *'de servicios pú- 
blicos" como expresión de la finalidad de aquéllos. 

(¿ue la Provincia de Buenos Aires lia cobrado a la 
netora un impuesto de $0,02 por litro de natía adquirido 
para los fines de su actividad — el funcionamiento de 
una línea aérea internacional — , en oi aeródromo "Presi- 
dente Uivadavia" establecido por el Gobierno Nacional 
en la localidad de Morón, Prov. de Buenos Aires, me- 
f lia lite arriendo a esta última del terreno que dicho esta- 
blecimiento ocupa. 
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Que no es discutible el carácter del aeródromo men- 
eionado : trátase de un estableció liento del Gobierno de 
la Nación, destinado a un "servicio público" de "utili- 
dad nacional" puedes una estación terminal de trans- 
porto aéreo interprovincial e internacional. 

Que como el Gobierno Xacional no ha "adquirido" 
esc ligat si»o que lo arrienda a la Provincia demanda- 
da, lo primero es sal>er si la razón de ser de ta facultad 
de legislar con exclusividad está en el hecho de la adqui- 
sición o en la finalidad de los establecimientos a que el 
precepto se refiere, pues de estar en lo primero, cuan- 
do el establecimiento es instalado en un lugar cuyo 
dominio sigue siendo provincial, el Congreso Nacional 
no podría ejercer en él legislación exclusiva aunque no 
cupiera iluda alguna sobre el carííeter de "servicio pú- 
blico" y la "utilidad nacional" de lo instalado. 

Que esta Corte lia tenido oportunidad de pronun- 
ciarse sobre el particular y lo lia hecho sentando cate- 
góricamente las siguientes conclusiones, que reitera en 
esta oportunidad: 1' "es la destinación de los lugares, . 
* lo que determina y justifica el ejercicio de la legisla- 
ción exclusiva del Congreso" (Fallos: 103, 403) ¡ 2' el 
dominio privado del Estado Xacional sobre bienes si- 
tuados en las provincias en los que no ha fundado obras 
o establecimientos de utilidad nacional —y ahora ca- 
bría agregar: o para servicios públicos—, no comporta 
la facultad de ejercer en ellos legislación exclusiva (Fa- 
llos: 154, ;H2), Ka efecto, a la expresión "lugares ad- 
quiridos por compra o cesión" empleada en un texto 
relativo a la facultad del Congreso Nacional de ejercer 
legislación exclusiva sobre ellos en rosón de su destino, 
no se le puede atribuir una inteligencia «pie importe en 
algún easo la imposibilidad de salvaguardar la regula- 
ción exclusivamente nacional de ese destino. Kl precep- 
to obedece y responde a un principio esencial del orden 
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federal: los establecí m Le utos con que la Nación atiende 
"servicios públicos" o, en general, fines de "utilidad 
nacional", deben poder hallarse Itajo su jurisdicción 
exclusiva porque del cumplimiento de los fines del Es- 
tado Nacional sólo él debe responder, v para ello es 
indispensable que pueda colocarlos b«j*( esa exclusivi- 
dad jurisdiccional, que tanto se refiere a la legislación 
como a la admití ist ración y el gobierno inmediato de 
ellos. La instalación de un establecimiento de esta es- 
pecie en jurisdicción de una provincia hace cesar dicha 
jurisdicción a su respecto. Y no se ve qué razón puede 
invocarse para hacer depender el alcance de esta con- 
secuencia de la naturaleza del derecho del Estado Na- 
cional sobre el lugar en que asentó el establecimiento 
—compra, cesión, arriendo, permiso gratuito de uso, 
etcétera — , como no sea la letra del pasaje en cuestión. 
Cabe, sin duda, atenerse a ella cerradamente, pero no 
por cierto sin sacrificar el espíritu del texto a que el. 
pasaje pertenece, esto es, sin admitir la posibilidad de 
que establecimientos nacionales de la especie de los 
que en el se mencionan estén sometidos a una jurisdic- 
ción provincial. 

Que ello sentado, corresponde determinar el sentido 
de la exclusividad. Para lo cual deben considerarse con 
rigor equivalente tanto el resguardo de la responsabili- 
dad de la Nación respecto al destino de los estableci- 
mientos en cuestión, cuanto ta salvaguarda de la juris- 
dicción provincial en toda la medida compatible con 
dicha responsabilidad. Porque también es un principio 
del orden federal que la preeminencia de los fines nu- 
cionnles debe alcanzarse del modo que cercene menos 
las atribuciones provinciales (pie han debido ceder ante 
aquella preeminencia. En este entendimiento ba dicho 
la Corte que "la facultad a que se refiere el art. ÍJ7, inc. 
27, de la Constitución Nacional es sólo la de someter a 
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su legislación exclusiva "los lugares" que dicho texto 
menciona, debiéndose evitar escrupulosamente una in- 
terpretación extensiva que incluya en esa facultad lo 
que no está directa y precisamente comprendido en la 
razón de ser de ella". Las facultades de las provincias 
en donde la ohra de utilidad nacional se establece, no 
quedan excluidas sino en tanto en cuanto su ejercicio 
interfiera en la realización de la finalidad de la obra 
nacional y la obste o pueda obstarla directa o indirec- 
tamente (Fallos: 201, 536). 

Que en el caso de este juicio se trata de un impues- 
to que recae directamente sobre la actividad con la cual 
se presta el servicio público y se realiza la finalidad o 
destino del establecimiento nacional donde la empresa 
actora hace la adquisición que determinó su cobro. Un 
gravamen provincial a la nafta adquirida en un aeró- 
dromo de la Nación con destino a los aviones de las lí- 
neas autorizadas por esta última pura utilizarlo y rea- 
lizar desde él o hasta él transportes aéreos interpro- 
vínciales o internacionales, exclusivamente sujetos a la 
jurisdicción de ella (art. 68, íne. 13, de la Constit lición), 
interfiere sin duda en la finalidad de servicio público y 
utilidad nacional que define al establecimiento men- 
cionado. 

Que en tales circunstancias el principio de la le- 
gislación exclusiva del Congreso Nacional (ines. 13 y 
26 del art. 68 de la Constitución) adquiere una preemi- 
nencia extrema. Sólo la legislación nacional menciona- 
da podría establecer y' delimitar la compatibilidad de 
dicho ejercicio con las atribuciones excluyentes de la 
Nación en todo cuanto concierne a las condiciones bajo 
las cuales lian de desenvolverse las actividades con las 
que se preste el servicio público de carácter nacional 
para el cual se estableció el aeródromo. Y en este caso, 
a diferencia de lo que ocurría en el que dió lugar a la 
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litada 'semencia del romo 2^1 t pág. 536 de los Fallos 
do esta Corte (ley ll.(ia8, art. no hay ley nacio- 
nal $m establezca osa compatibilidad. Kn dbíiSééUeitólá, 
puesta 011 cuestión judioinlmeiite por la vía del recurso 
extraordinario, cuyo objeto es asegurar la precia inon- 
cin (lo la Constitución Nacional, el alcance con que la 
Provincia do Buenos Aires lia ejercido en este easo su 
potestad fiscal, corresponde declarar que comportó vio- 
lación del art. o7, tnc. 27 de la Constitución vigente al 
tiempo do díclio ejercicio (art. 6Sj iuc. *2(>, de la actual). 

Por lauto, y de acuerdo "coa lo dictaminado por el 
Sr. Procurador (leñera 1 se revoca la sentencia apelada 
en cuánto ha sido tu aterí» del recurso. 

Rodolfo O, Valkszikla — To- 
más D. Casakks — Kkuck 
Saxtiaoo Péhkk — Atii.u> 
Pessaoxo. 



sot IICI>A1> m KI.KrTlíH'lOAl) DE IIOSAIÍU» 
v DMiKi ( ION (¡ENKKAL IMPOSITIVA 

RECURSO KXTRAORIHXARIO: tfcí /M í*íí<w pmpif^ Cuentón Fe* 
¿emí, CttfhióHfS fedérale* simple». fnhr¡trrt,irián fie h';ten ftdéralfx, 

Pnwedi* <-l rwursm ínmliulo en la ¡nfrprotación do los 
termino* '*Í!oneM«n ■ificuir' y "tiirh'as aprobadas" *un- 
Iil^ndiiH cu «*l art. !J. im\ íí). do la ley federal n* 12:143, 
en t'l jui.-i" en i|iit> se disi-i^* si mini'-llfvs eum prenden « no 
iiis easo» en que ¿Jo lia mediado ima autorización del 
poder admití Unidor. ¡Ébi láá i*(H'in:il¡dades corrientes «le 

!ns cesiones v a título pm-ari». para la prosfm-í'Hi de 

nu servicio público. 
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SKM' ICIOS PÚBLICOS. 

Un servicio público pilóle estar suministrado por par- 
ticulares o por empresas privadas sin (pie exista concesión 
alguna. 

SKltltCWS PÚBLICOS. 

Sin la fiara y expresa voluntad cié otorgar la concesión 
por pai'te de hi autoridad respectiva, no corresponde con- 
siderar que los serviéióa públicos han sido enajenados o 
renunciados en favor de cpiien les está prestando. 

CíJ.Vr KSfÓS: Pfínéipfoé ameraU .-. 

La circunstancia de que. declarada judicialmente nula 
lina confesión de servicios públicos, la municipalidad ros- 
pcetivn, en ejercicio de su poder de policía, ante la impo- 
sibilidad de hacer un contrato con tas formal idades exíffi- 
blcs v dada la situación de emerge""* planteada, baya 
autorizado a la compañía que los prestaba a continuar 
efectuándolos con carácter precario y le baya solicitado 
una rebaja de tarifas, a lo que accedió la empresa, no 
importa una concesión de dichos servicios. 

lUH KSTO A LAS VK.XTAS.' 

La exención establecida por el art. i), iuc. g). de la ley 
n' 12.14Ü no comprende a los casos en que sólo lia mediado 
una autorización del poder administrador, sin las forma- 
lidades de las concesiones y a título precario, para la 
prestación tle un servicio público. 



Sentencia hel Juez Federal 

Rosario, diciembre 13 de 1348. 

Y vistos: Estos autos caratulados "Sociedad tle Electri- 
cidad de liosa rio c/ Dirección General Impositiva — Repeti- 
ción de pairo", expediente 873 del cual resultar 

a) (¿uc la Sociedad de Electricidad de Rosario, por me- 
dio de su apoderado, demanda a la Dirección General Imposi- 
tiva por repetición de la suma de é 16.fi3fi.74 m u., más los 
int cresos y costas. 
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La suma reclamada corresponde, según la actorn, al pajro 
efectuado en concepto de inipu^sto a las vt litas sobre sumi- 
nistro de energía eléctrica a la Comuna ele Villa ( lobernador 
ííálve/., durante el período comprendido entre el l ,f de octubre 
de 1ÍKÍ7 y t'l :J1 de diciembre de lí>42. 

El representante de la netora liare referencia al recurso 
administrativo de repetición tramitado con el minino motivo 
y acompaña copia de Vis escritos presentados y de las resolu- 
ciones retraídas en ese recurso para remitirse, a continuación, 
a tos fiuulaiiientos expuestos durante la tramitación adminis- 
trativa — (pie da por reproducidos — tendientes a demostrar 
ipu el pago, que efectuó bajo protesta, es iinproeedente porque 
el servicio prestado se hulla comprendí (lo dentro de bi excep- 
ción impositiva establecida por el art. íí, inc. (?) de la ley 
n* 12.143. 

b) El traslado de la demanda fui contestado a fs. ¡II por 
el E>r. Manuel de Jliano, quien en representación de la Direc- 
ción Uencrnl Impositiva, pidió tpie la demanda fuera recha- 
zada, con costas, 

líl representante de la demandada se remitió también a 
los términos de las resoluciones dictadas en el expediente ad- 
niinistr ,tivo reproduciendo los fundamentos expuestos en las 
mismas para desestimar el recurso de repetición por conside- 
rarse (pie en la situación traída al juicio no habían concurrido 
los dos requisitos exigidos por el art. !>. inc. (?) de la ley 12,143, 
o sea: a) concesión oficial del suministro de un servicio pú- 
blico y h) aprobación de las tarifas por los estados nacionales 
o pr^'iiu'iales o por las municipalidades. 

c) Tomo ninguna de las partes pidió la apertura a prueba 
se corrió a ambas un nuevo traslado (pie fué contentado eon 
lo* escritos (pie se auregan a fs. :ífi/39 y 40/42. en los (pie 



Y considerando (pie: 

Y) De acuerdo con la forma como ba sido trabada la 
lfti«. ésta ba quedado reducida a una cuestión de puro dere- 
cho, sobre si los actos que motivaron el pago del impuesto 
en va devolución se redama están o no amparados por la exen- 
(ÁH . leí art % inc. ft) de la ley 12.143. 

La cuestión se promueve con motivo de los servicios de 
enenría eléctrica prestada por la actora en jurisdicción de 
la Comuna de Villa Ootiernatlor ílálvez. 
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La Sociedad de Electricidad de Rosario prestaba servi- 
cios de alumbrado pública y privado en esa jurisdicción en 
virtud de un contrato-concesión celebrado el 31 de diciembre 
de 1fl26 y que fué declarado nulo por una resolución judicial 
de fecha* 2ó de setiembre de 1936. 

El V de diciembre de 1Í136 e! comisionado de la ínter- 
vriu'M'i-i naetflitiol en la Omuna de VÜla Gobernador Gálvez. 
remitió f» la Sociedad de Electricidad de Rosario la nota cuya 
eoniaohrjl a fs. del evnediente julmiirstratívo adianto, en la 
que, haciendo referencia a conversaciones sostenidas expre- 
sahe. nue c<m el deseo *1e evitar al vecindario los trastornos que 
le oca* 'ruarían eventuales entorpecimientos en el suministro 
de 1n energía eléctrica como consecuencia de la nulidad del 
Hni't'-atn se autorizaba a la Sociedad de Electricidad para 
continuar prestando el servicio une había tenido n so carpo 
WistH enrouees. Se deiaba constancia míe esc permiso era de 
carácter precario y podía ser dejado sin efecto pnr la Comuna 
r r"-in"i>ci)Kln por la Sociedad con un aviso de tres meses y. 
>» c^ntMioat'íón. se manifestaba míe se apreciaría mucho nne 
lsi Sociedad de Electricidad acordara una reducción sobre las 
tai ¡fas consignadas en el contrato anulado. 

Esta nota fué contestada por ta comunicación del 12 de 
iiVíMobrc dr» Iflíífi ír. fu 1f> del rxnpfliente fldiunfcO medíante 
la i-nal la Sociedad de Electricidad hacía seber al comisionado 
i'» Villa Gobernador Gálvez (pie haría usn del permiso acor- 
dado, que juzgaba referido, en cnanto a las condiciones de 
detalle, a las cláusulas de la concesión anulada y ratificaba 
que dicho permiso precario podía ser dejado sin efecto por 
ambas partes con un preavíso de tres meses. A continuación, 
accediendo al pedido de rebaja, consignaba los precios a que 
serían facturados los consumos futuros. 

Estos hechos, que surgen de las actuaciones administra- 
tivas v fueron invocados por la actora en la demanda, no lian 
sido cuestionados por el representante de la Dirección Gene- 
ral Immtsítiva, quien tampoco ha cuestionado en forma espe- 
cial el monto del impuesto a las ventas abonado por esos 
servicios durante el periodo comprendido entre el V de octubre 
de 1!W7 y el :il de tliciembre de 1342. 

Esc monto, que asciende a la suma de $ 16.635.74 m/n.. 
es el (pie reclama en la demanda. 

2 T ) La demandada sostiene que esos servicios no se ha- 
llaban comprendidos en la previsión del art. íí. ine. g) de la 
lev 12,143. que exime del ptign ele impuesto a las ventas al 
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'suministro de servicios públicos que sean materia de conce- 
*¡r'n oficial y cuyas tarifa* estén aprobada* por los estados 
nacionales o provinciales « por las municipalidades*'. 

Planteadas así las rusas la cuestión se concreta a déttltlir 
sí ni el caso concurre» los dos ext remos necesarios 

para la exención i^ipositiva ; a) concesión oficial del sumi- 
irstro de sítv icios públicos y bl existencia de tarifas aprobadas 
por el estado nacional, provincial o municipal. 

•i v ) \m demandada sostiene que la aetora no puede invo- 
eajF en su favor la existencia dé una concesión oficial pimple 
sólo dispnne de mta autorización » permiso precario y, abun- 
dando en argumentos y eítas leales, sostiene (¡ue la concesión 
y la autorización precaria son actos administrar i vut cuyos 
distintos varárteles impiden su equiparación. 

1.a adora. )M>r su parte, abundando también en arruínen- 
los y citas doctrinarias y jurisprudenciales, sostiene que el 
permiso acordado con interioridad a la aun lar ton del con- 
trato primitivo, es. con toda claridad, una concesión de servi- 
cio público. 

4"* Para la decisión del pleito debe, en consecuencia, em- 
pezar |mr determinarse si el acto en virtud del cual la Socie- 
dad de Electricidad de liosa rio, siguió suministrando servicios 
•le elertr icidad en el distrito de Villa Gobernador (Jálvez, consti- 
tuye u no una concesión de servicio público. 

Desde lueyo ipie, para resolver este punto, debe prescin- 
dí r*e del contrato anulado por la justicia siempre que el mis- 
mo mi haya sido restablecido por actos posteriores. 

Establecido lo que antecede, corresponde determinar qué 
es lo ((ni- debe entenderse por concesión de servicios públicos. 

El I>k. .h\\N 1* Ramos, en su ehra "Enrayo jurídico tí 
..tiriftl srthn* fn ckhcvsió» ríe sm'ivios fnthtwtis'\ considera que 
la definición más usual en los pauses latinos, cu virtud de la 
edición francesa de su ohra. es la de Otto Mayer. quien define 
a la comes'ón corno "el acto administrativo por medio del 
cual se transfiere a un particular un poder sobre una parte 
dcla administración publica' 1 i*).. I*. RÁM08, obra ritwli. ftli- 
riñh tn.i?, fnhj. t'*:t; Mavkk. tl M Herreho administrativo ah^ 
wíit", (tuna IV. /ai*/. /5#). 

VA misino autor destaca que esta definición lia sido sc- 
» ti ida casi a la letra por nuestra Corte Suprema de Justicia 
de la Nación i Iíamos, nbnt vittuio, ¡mu. 27$), y la verdad es 
• pie no puede ser otra la conclusión a que se arribe si se consi- 
dera que la Corle Suprema ha considerado reiteradamente a 
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la concesión ('«mu "o! arto jurídico (le derecho publico que 
tiene por fin esencial organizar un servicio de utilidad gjénér 
ral, cuyo ras^tí característico consiste en delegar en un par- 
ticular aquella parte de la autoridad del Estado o de sus 
ruerpi-s administrativos reputada indispensable para hacer 
efectiva dentro de ciertas bases establecidas por la misma 
concesión ti por low principios ilel derecho administrativo, la 
remuneración di- les capitales empleadas en la realización del 
servicio'' íS; C. N.. Palios; t 141. páir. !!i0 ; t. £59 púit. 12: 
t. 1S3, |ih)t. lili-, r. 201. páy. ."MíM, o i-riim "el acto !cí.-'slat : v« 
o municipal en virtud del dial el Estitdu haré delegación cii 
una fin presa para la debida realización deí servicio público 
dentro de íes límites prefijados, determinándose Us condieiu- 
nes de tiempo, forma v etementos de la realización" (Palios, 
t. 1%, páff. ¿95). 

Esto sentado, cahe señalar «pie. a juicio del ¡iuscripto. el 
Hctf» por el cual el comisionado tute "ventor de la Comuna de 
Villa Gobernador «íálvejs autorizó a la .Suciedad de Electri- 
cidad de Rcsario para que s aliera prestando el servicio des- 
l»n<'s qtie la juslicia anuló el contrato de concesión celebrado 
rutee ttiubes, reúne los caracteres típicos de una concesión. 

La autorización otorgada ha tenido ñor fin esencial «riia- 
nh.íi- un servicio de indiscutible utilidad general, como lo es 
c' somhrstro de electricidad neccmrn para a'urnbrado público 
v privado v no puede desconocerse que lia mediado a t:» 1 efec- 
to la dele¿ai-ión de poder oue la Corte, siüirendo a Mayer. 
con "deró como el ruano carueteríst : co de ta concesión. 

Sin dejar de reconocer ta gran importúnela "U- la 4 for- 
maliilades tienen en dereclio publico, iminrt uicia destacada 
en el fa"o de la Cámara Federal de c ta ciudad une 'a «lemán - 
d-.ijt fa : i* ti colar V-n en su infirme de fs. 40/42 cabe señalar 
• "o no existe una forma sacranientnl establecida para el otor- 
«Ktnrentn ile ceniees : ons, Ihk que sólo requieren pura existir 
*■■'% ittemión indudable de constituirla y una expresión clara 
ijlie exieriorce esa intención" (S. C. X.. Palios, t. 183. p. lOá), 

IVjando a un ludo los término? emp'eados por las partes, 
une tío pueden cambiar la naturaleza jurídica del acto, esa 
intención se advierte ela rameo te en las re mniiieaeiones cam- 
biadas entre la demandada y la Comuna de Villa Gobernador 
(¡'■'vez ipie obran a fe. f» y 10 del expediente administrativo 
adjunto. La segunda de esas netaSi emanada cié la Sociedad 
de Electricidad, contiene la areptaeión o acuerdo de voluntad 
necesario para el perfeccionamiento del acto. 



2*6 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

La falta de un plazo determinado y la estipulación de 
Ojttt el permiso podía ser de jado sin efecto por cualquiera de 
las partes con mi proaviso do tros meses, no modifica esa 
situación porque, i juicio del pmveyento, I» fijación de plazo 
de tina concesión y, en último caso, siempre habría que admitir 
que. como sostiene la actora, no puede negarse la existencia 
ile un término mínimo constituido por el plazo de tres meses 
necesario para el pn'iiviso de revocación <> renuncia. 

5 T ) También Ocurre en este easo el otro requisito exigido 
l>ara la exención dispuesta por el art 0, ine. g) de la ley 
ir l*2.14ít. 11 sea la existencia de tarifas aprobadas por tu 

Comuna, 

La comunicación remitida a la Sociedad dé Electrici- 
dad por el comisionado de la intervención nacional en la 
Comuna de Villa Gobernador (láhejt el 1* de diciembre de 
l!):t(i uer fs, «l ilc! expediente adjunto), acuerda la autoriza- 
ción para sejiuir prestando e] servicio lisa y llanamente y, con 
relación a las tarifas, sólo manifiesta, entendiendo interpretar 
hw, deseos del vecindario^ que se apreciaría mucho que la ¡So- 
ciedad acedara una reducción sobre las tarifas consignadas 
en el contrato anulado. 

La contestación de la Sociedad de Electricidad acordando 
rebajá sobre las tarifas aceptadas, uo constituye, en conse- 
cuencia, una fijación unilateral. eoiu> pretende la demandada, 
sino nua modificación voluntariamente acordada en beneficio 
de los consumidores cuyo otorgamiento había sido librado por 
el poder público a la voluntad de la empresa concesionaria. 

H"l De lo expuesto se desprende i|iie>, a juicio del prove- 
vente, la ¡mi mi/ación acordada por la Comuna de Villa Go- 
bernador Uálvcz a la Sociedad de Electricidad para continuar 
suministrando energía eléctrica después de la anidación del 
contrato de concesión celebrado en lííííti. constituye una ver- 
dadera concesión de servicios públicos con tarifas aprobadas. 

Si a lo dicho se agrega ¡ue es indudable que los motivos 
que inspiraron ta exención impositiva del art. H. ine. «í) de 

la lev 12.1 4H. i cunen ampliamente en este caso donde no 

se advierte la concurrencia de ninguna razón especial para 
que. pro* simples cuestiones formales, se obligue a la empresa 
demandada a pairar nn impuesto (pie, evidentemente, ha que- 
rido ser suprimido por el legislador para todos aquellos que 
presten servicios públit-os en las condiciones en que lo bacía 
la actora, se impone la conclusión que el pago efectuado — so- 
bre royo importo no so han fOFittiilado reparos — i*s improce- 
dente y dohi' »er reintegrado. 
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Por estas consideraciones, fallo: Haciendo lugar a la de- 
manda «obro repetición do pago interpuesta en estos autos 
por la Sociedad de Elctricidad de Rosario contra la Dirección 
General Impositiva y. en consecuencia, declarando que la 
demandada deberá abonar a I» actora la suma de $ 16.635,74 
m/ nacional, con i n ten-sos al tipo percibido por el Banco de 
la Naejnn. los que se abonarán desde la fecha de la reclama- 
ción administrativa. Las costas por su orden en mérito de la 
naturaleza de la cuestión debatida. — Emilio R. Tasatla. 



SENTENCIA DK LA CÁM MCA FeDEUAI. 

Rosario. 30 de julio de lí>40. 

Vistos, en acuerdo, tos autos * 4 Sociedad de Electricidad de 
Rosario o./ Dirección Oeneral Impositiva — repetición de pa- 
iro" fexpte. n T 14.4b"2 de entrada). 

El doctor Saccone dijo: 

1* La controversia suscitada se concreta a determinar el 
sentido exacto que corresponde atribuir al art. 9, ine. g), 
ley 12.143; y. do eon.í¡jruicnte. si este precepto os de aplica- 
c f ón al suministro de! sorvioio público de alumbrado efectua- 
do por la compañía actora en jurisdicción de la comuna do 
Villa (¡ohernador íiálvez. durante el período comprendido 
entre octubre 1 /Í>:í7 y marzo 22/941. 

2^ Las exigencias de la ley para consagrar la exención 
rmnoaitva en el caso d" referencia se hallan expresadas con 
perfecta claridad; ha de tratarse del suministro de servicios 
públicos qrc sean materia tic concesión oficial y cuyas tarifas 
estén aprobadas por los estados nacional o provinciales o por 
las mimicinaTidaries. Aparece evidente, a mi juicio, que no 
se lia querido eximir cnal(|ii¡er prestación de servicio público, 
mediante retribución convenida o autorizada, sino tan sólo las 
fine se realicen en condiciones bien determinadas. De ahí la 
limitación o especificación precisas de la cláusula legal, para 
cuya inteligencia debe ocurrirse a Ida eomeptos usuales de la 
rama jurídica administrativa, lógicamente tenidos en vista 
por el legislador. Sin necesidad rio mayor desarrollo, resulta 
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indudahlc lo que se entiende por concesión de servicios pú- 
blicos, acto bien definido en cuanto a formalidades, derechos, 
obligaciones plazo*, etc. No basta la mera delegación de 
poder, ((iie en rigor siempre está, explícita o implícitamente 
comprendida en tmla prestación de mi servicio público por 
un particular; es menester que ella se efectúe mediante re- 
q ínsitos adecuados, para la debida certeza y garantía del inte- 
rés público implicado, sin que esto quiera decir «pie han de 
existir fórmulas sacramentales. De otro modo, carecería de 
sentido la previsión lejíal al circunscribir el ámbito de aplica- 
ción, pues habría sido suficiente la simple mención del servicio 
público» como fundamento de la desgravaeión, sin el distingo 
concreto que descubre el verdadero proposito del legislador. 

En este orden de ideas, pueden relacionarse las expresio- 
nes vertidas |>or Mario* Haiíinovh ir {impuesto a las hutas. 
p. ü"») v por ENBiqn: Jokoe Heui ( El impuesto a las ventas, 
pégs 166-67). 

Señala el primero que las empresas privadas (pie suminis- 
tran iras atrua corriente sin tener concesión oficial y mis 
tarifa* aprobadas un pueden beneficiarse con la exención, de- 
biendo pagar el impuesto: habiéndose expresado en el mismo 
sentido la comisión honoraria del impuesto a las transar iones 
en resolución de mayo 10/033. Y recuerda el segundo que la 
Dir de Réditos se ha pronunciado declarando la improceden- 
cia de la I i lie ración en el cus** cu que vencido el término de 
una concesión se continúe prestando el servicio en las mismas 
condiciones pactadas en el contrato fenecido, pero sin haber 
sido éste renovado (consulta m'irn. 1010. de oct. Í11/ÍM4). 
Aunque revelen criterios de orijren administrativo y rió judi- 
cial, no cabe prescindir, por razones obvias, del significado de 
tales antecedentes. 

W Considero inoficioso examinar en detalle las particu- 
laridades de esa prestación de servicios, que se hallan reitera- 
damente puntualizadas en la causa. Sólo he de decir qne 
confrontadas con los principios generales antes expuestos, pa- 
réecme insostenible la pretensión de que con las notas, cuya 
copia figura glosada, entre la entidad demandante y el ¡nter- . 
ventor de la Comuna de Villa Gobernador Gálvez. se ha perfec- 
eionado una verdadera concesión de servicio público; como 
también de que con la sola expresión de deseos del funciona- 
rio, acogida por la compañía, se ha cumplido uu acto de 
aprobación de tarifas. Repito que no juügo indispensable adop- 
tar fórmulas únicas o sacramentales, pero éstas están lejos de 
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satisfacer las condiciones intrínsecas y extrínsecas cxigihlcs. Ha 
hahido. todo jo más. un permiso do carácter preeáriO; ]K>rc|tie 
en realidad sin él tío habría podido prestarse el servicio. 

Coiuwrdantemente, es preciso destacar que en ta forma 
que se obró, no era legalmente posible, otorgar una concesión. 
Hl interven tur comunal, aun reconociéndole facultades amplias 
de emergencia, no podía tenerlas más extensas que las autori- 
dades normales de la Comuna, y estas mismas estallan im- 
pedidas de conceder el servicio sin licitacióu pública. Preci- 
samente por haberse prescindido fie esa formalidad, no del to- 
do sino Yirtualmeute porque el contrato no coincidió con el 
pliego de condiciones — y aunque la adjudicación había sido 
aprobada por el I*. E, provincial — , la justicia había declara- 
do la nulidad de la concesión. I>e ahí, para no interrumpir 
el servicio, la simple autorización y en condición precaria 
porque la autoridad comunal no podía hacer otra cosa, pues ' 
si no se reincidía, con mayor gravedad, en la situación que con- 
templó ta justicia al expedir su fallo. A este respecto, debe ad- 
vertirse también que es inadmisible el argumento invocado de 
hi necesidad de la subasta por las razones ponderadas a fs. 14, 
argumento que este tribunal ya desestimara en su fallo núm. 
22.328, "Empresa Municipal de Transportes v. Soe. de Eleetri- 
dad de Rosario, nulidad de contrato de concesión", cuando fue- 
ra esgrimida, en dirección análoga, por la misma compañía. 

4 V No ha de olvidarle que la regla general de tributación 
tic las ventas" establecida en la ley, sufre, entre otras, la ex- 
cepción que motiva el conflicto- y siendo así, el deber del 
intérprete es valorar con justeza el precepto que consagra la 
excepción, absteniéndose de ensanchar su radio fie acción y de 
extenderlo a otros supuestos, aunque puedan parecer más o 
menos similares a los específica mente previstos. 

Bu suma, pienso que es errónea la conclusión a que arri- 
ba el fallo en recorso, sintetizada en el consid. fi\ cuyo pá- 
rrafo final envuelve, en rigor, una petición de principio al 
adjudicar por anticipado una finalidad y una inteligencia 
determinadas a Ja ley, que sólo son exactas mediante ciertas 
condiciones precisas, no concui fute» en el caso, a mi criterio, 
y que justamente constituyen e) nudo de la cuestión origina- 
da. Voto, en contenencia, por la revocación del mismo, recha- 
zándose la demanda promovida; siendo justo mantener la 
distribución de costas, atenta la naturaleza y novedad de la 
curstión debatida. 
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El l>r. Lubary dijo: 

l" La Sue. de Electricidad de Rosario promueve de- 
manda contra la í>ir. Oral. Impositiva por repetición de la 
Mima de * 16.635,74. papada en concepto de impuesto a las 
ventas. 

La aetora suministraba energía eléctrica a la Comuna 
de Villa Gobernador üálvez desde el año 1926 hasta setiem- 
bre de 1936, en que el contrato de concesión fué declarado 
mili) por la justicia. 

En tal situación, el comisionado interventor de dicha Co- 
muna en diciembre 1/936. a fin de evitar los trastornos que 
ttarrían aparejado» la falta de suministro de electricidad, 
decide autorizar a la mencionada empresa para que continúe 
prestando el servicio que tenía n su carpo basta esc entonces. 
Y *e aprepa: "Este permiso ea de carácter precario y podrá 
ser dejado s : n efecto por esta formina o renunciado por esa 
sociedad, con aviso previo de 3 nieges, por escrito" (fe. 1 del 
cxp. agregado por cuerda). Él servicio se prestó en tales con- 
diciones desde octubre 1/37 hasta maneo 22/941. 

2* La actera se considera encuadrada en la exención del 
Hit. 9. ine. g). ley 12143. al paso que la demandada sostiene 
une en el caso snb examen no se hallan reunidos lo» requisitos 
que hacen procedente ta exención del papo del impuesto a las 
venias. 

El arf. 9* ine. g). t o., dispone: "El suministro de ser- 
vicios público? (pie sean materia de concesión oficial y cuyas 
tarifas ch'n aprobadas por les estada nacional, provincial ci 
por las miiiiicipafidades' 1 . 

De lo expuesto se desprende que la exención de referen- 
cia exige el concurso de dos extremos: a) que se trate de la 
prestación de un servicio público por medio de concesión ofi- 
cial: b) que las tarifas estén aprobadas por la autoridad 
correspondiente. 

La Corte Suprema tiene dicho qne "la concesión" es un 
acto de soberanía que atribuye derechos e impone obligacio- 
nes al concesionario y que reviste la forma de ley" ("Fa- 
llos". 211, 83). Complementando el concepto expone: "La 
concesión constituye un contrato de derecho público supedi- 
tado al repinten lepa!, comprensivo de los poderes de policía 
del Estado, que ripe lo concerniente a la organización y pro- 
cedimiento del servicio, aunque en su aspecto económico el equi- 
librio de la situación del concesionario deba en principio ser 
respetado" '"Fallos". 211. 1162). 
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Los autores definen en términos semejantes a ta conce- 
sión, Bielka (t. 1, p. 308, ed, 1938), citando a llouRiou, diee: 
"Tu acto administrativo por el cual se atribuye a una perso- 
na, con el fin de que ella gestione o realice el servicio público 
conexo a la construcción de una obra pública, un poder jurí- 
dico sobre una manifestación de la Adm. Pública*'. T agre- 
ga "Es decir, que la Administración defiere a otra persona 
(concesionario) la facultad de ejercer cierta parte de ta acti- 
vidad de ella (gestión del servicio) ". 

Otto Mayer, citado por Ramos en Ensayo jurídico y 
xociat sobre la c<mce**4» de nervinos público», p, 123, expresa: 
"En el acto administrativo por medio del cual se trasfiere 
a un particular un poder sobre una parte de la administra- 
ción pública ". 

\m dicho basta aquí pone en clare» el concepto jurídico 
acerca de lo que es la "concesión". 

3* Para el mejor planteamiento de las cuestiones cu de- 
bate, cuadra establecer ahora lo que en derecho administrativo 
se entiende por "permiso". 

Diee BieIjSa que la Administración puede afectar una 
dependencia del dominio público para un uso especial, ha jo la 
condición de que el mismo no modifique el "ti*o habitud" 
de la colectividad. A<í. por ejemplo, se justifica el "permiso^" 
¡Mira la instalación de " kioscos'* paro venta de revistas y ci- 
garrillos, ferias francas, "te.. p**ro en la inteligencia de que 
ellos puedan reportar comodidades y ventajas al público (t 3. 
P- 27). 

Señala el mismo autor que la diferencia entre "concesión" 
y "permiso", más que externa, es de carácter jurídico. En el 
"permiso" la ocupación es "accidental" o "momentánea" 
en la vía pública. Esto se otorga en interés casi exclusivo 
del que la obtiene y al menos priva el interés individual. 
También se diferencian en que éste se otorga por lo general 
en virtud de un acto ** unilateral", dado oue en "el fondo 
el permiso es una tolerancia" (t. 3, ps. 28 y 29). 

En análogos conceptos se expide Rodolfo Pktirilm en 
su obra Él privilegio e» Im roncesionex dt servicios públicos. 
p. 107. 

I>e acuerdo a lo reseñado, el contrato público de emer- 
gencia celebrado eutre la Comuna y la sociedad actora. acerca 
de la provisión de energía eléctrica a Villa Gobernador flál- 
vck, que rigió desde octubre 1/937 hasta marzo 22/941. en 
las condiciones conocidas, aun cuando adolece de faltas for- 
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malí**, en esencia contiene los rasgos característicos que defi- 
nen mm ''concesión oficial"- 

Por el contrario, no participa de las característica*! del 
"permiso de usn precario", con el que difiere fundauiental- 
mente. 

Ya w ha vifíto que el "permiso" se otorga en interés espe- 
eial del " ivermisiouario". cuino ser la instalación en la vía pn- 
hijea *le "kiosi'ns". circos, paradas íle taxis, etc. En tocios 
iwtos supuestos, si bien la Administración tiene eii cuenta Itis 
facilidades y comodidades (pie ello reporta a la colectividad. 
I» autorización se funda en el |»edidn que forinuln el i nt ere- 
nado, de poder ejercer determinada actividad en 1 upares com- 
prendidos en el dominio público. 

De consiguiente, aun cuantío en la nota dirigida por el 
comisionado interventor de la Comuna de Villa Gobernador 
frálvejc *r diga: "Este permiso es precario y podrá ser de- 
ifitlíi sin efecto por esta Comuna o renunciado pnr esa soeie- 
dad, tioii un aviso previo de ¡I meses por escrito' '. Ello de ■ 
po? sí no puede convertir en un "permiso de uso precario", 
un actO qué por su naturaleza no encuadra en dicha figura 
del di^tho administrativo, y. por el contrario, aun cuando 
en la propuesta del comisionado comunal no se usa el término 
"concesión", en sus resultados se trataba en efecto de la 
misimi cosa. 

4 V El otro requisito exigido pnr el art. fl. inc. g). es que 
las t¡i ritas estén aprobadas por los estados tiHcional, provincial 
■i mnnieipali 

Este ex r reino, en la provisión de energía eléctrica en 
Vil ü Gobernador Calvez, también ofrece reparos de forma, 
toda vez que no se cumplieron los recaudos de rigor en el 
otorgamiento de emires ion es. pero la verdad es. que se csta- 
bbcio contractualmeiite una tarifa y (pie ella rigió igualitaria- 
mente. 

Lo expuesto nos conduce a la conclusión que sí bien 
rxisten nbjecir'iieti que hacer dentro del formalismo estricto, 
por carecer el acto de referencia de algunos requisitos, sustnn- 
eialmentc «e trataba de una concesión. 

Si no fuera asi la autora no tendría el privilegio de ser 
la fínica proveedora de energía eléctrica en dicho lapso, care- 
cería del derecho de acceso para ocupar el dominio público 
bou sus instalaciones y hubiera estado en sus manos modificar 
ii sn sólo n rio i trio las tarifas. 

Es que eii In emergencia no se trataba de proteger el 
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interés de la empresa, que es b que caracteriza al "permiso", 
si un de velar por las comodidades y conveniencias del vecin- 
dario, para no privarlo de un elemento indispensable para la 
vittH del pueblo, como es la energía eléctrica. Por tal razón, el 
comisionado interventor requirió de la actora siguiera pres- 
tando ese servicio público, que lo había tenido hasta entonces, 
por virtud de una concesión que fué anulada por la justicia. 
De tal numera que. cu los hechos, no se había producido solu- 
ción de continuidad. 

En mi entender, la exención legal tiene un sentido más 
hito de! que sur^re aparentemente de su letra. Hemos visto 
que la concesión para la explotación de un servicio público, 
significa que el poder administrador so desprende de parte de 
su poder para cederlo a una entidad física o moral con fines 
de su ejercicio. Natural mente que en ello va involucrado el 
interés público y sus propósitos no son «tros que los de satis- 
fneer necesidades de orden general, cuando la administración 
nn puede realizar directamente esa actividad, A tal punto 
qne. cuando el Estado, ya sea nacional, provincial o comunal. 

se considera en ( liciones de prestar ellos mismos el servicio, 

por contar con elementos ef ¡enees a ta! fin, se revoca la con- 
cesión y esa parte del poder delegada y vuelve a la adminis- 
tración. 

La liberación impositivo va dirigida entonces a la protec- 
ción del orden público general. El impuesto a las ventas hay 
(pie entender (pie no debe incidir sobre el desenvolvimiento 
industrial cuando está sometido a la prestación de un servicio 
público. Sin duda ese es el alcance de los términos "concesión 
oficial 

El requisito de que las tari fus deben ser aprobadas por 
las autoridades respectivas, como el anterior, tiene por fin 
tutelar el interés colectivo. La aprobación do los precios tien- 
de a evitar que se beneficien con la exención impositiva enti- 
dades que, por carecer de esa condición, están facultadas a 
establecer tarifas diferenciales o a aumentar arbitrariamente 
las existentes. 

En síntesis, las fallas formales adx*ertidas jugarán en 
otro orden do relaciones jurídica*; pero no en cuanto a sus 
consecuencias con relación al impuesto. Considero (pie en ese 
terreno es donde debe encuadrarse la cuestión para decidir sí 
le alcanza o no la exención legal. 

En otras palabras, en mi entender, el régimen legal para 
la provisión <le energía eléctrica do servicio general y alum- 
brado público de un pueblo o ciudad, — si no se ejerce direc- 
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fílmente por admtnistraetón — . fiólo puede delegarse en una 
entidad extraña, mediante un contrato público de "concesión 
oficial". 

Y hasta cabría afirmar que no existe en el derecho admi- 
nistrativo un instituto jurídico que reemplace a aquélla —aun- 
que se tratare de autorizaciones provisionales y carentes de 
ciertas formalidades! — , atenta la naturaleza del servicio qne 
debe prestarse, su importancia p'ira los usuarios, la forma en 
qne debe organizarse y los medios y elementos que demanda 
su provisión. Esto mismo cabe decir acerca de las "tarifa* 
aprobadas por lo» estados nacional, provincial o por las mu- 
nicipalidades". 

Repito que el espíritu de esta franquicia no puede ser 
otro que el de asegurar el beneficio que la colectividad pueda 
obtener de un servicio público, por virtud de una "concesión 
oficial" y de "tarifas aprobadas". En la especie, dicha exi- 
gencia se ha cumplido. 

En mérito a lo expuesto, opino que debe confirmarse en 
todas sus partes la sentencia en recurso, cuyas consideraciones 
comparto. 

El Dr. Fcrrarons dijo: 

1* Nuestra Corte Suprema de Justicia ha expresado en 
varias oportunidades, definiendo y determinando los atribu- 
tos peculiares de ta concesión, que "es un acto jurídico de 
derecho público que tiene por fin esencial organizar un ser- 
vicio de utilidad general", agregando que "au rasgo caracte- 
rístico consiste en delegar en un concesionario aquella parte 
de la autoridad del Estado o de sus cuerpos administrativos 
reputada indispensable para hacer efectiva, dentro de ciertas 
has** establecidas por la misma concesión o por los principios 
del derecho administrativo, la remuneración de los capitales 
puestos a contribución en la realización de la empresa pública" 
("Faltos": 141, 1!K); 183, llí¡¡ 201, 509). 

Hamos, en su recordada obra (ps. 277 y «*.). pone de 
relieve que así también pien«:m todo* los autores de derecho 
administrativo y que la Corte indudablemente ha exteriori- 
zado en «lis fallos "un coucept > ronstitncional del régimen 
jurídico de las concesiones y que se inspira en Otto Maykr 
en cnanto al fundamento de lus derechos públicos del conee- 
sinnartn". I'or cierto que para el eminente autor alemán, el 
objeto de la misma "es crear un derecho subjetivo público. 
Este derecho tiene por objeto \a posesión de la porción de 
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la cosa pública determinada por la conexión y para hacer 
uso de ella conforme ft la concesión" (le droit admmitttratif 
atlcmand, Parí*. 1903, p. 262). ¿Cómo actúa el concesionario! 
Subrogando a la Administración, ya que "administra por 
cuenta del Estado un bien que depende del dominio publico y 
percibe las tasas en calidad de reemplazante de! gobierno" 
(CiiRlHTOPtlFLe y JruER. cit. por Aixides Greca. Derecho tf 
ciencia de la administración tfianiVipaJ, 1937, p. 212). 

2' Otra cosa muy distinta ocurre con la figura jurídica 
denominada "permiso de uso precario**: A tales actos, que 
las autoridades administrativas suelen conceder tan frecuen- 
temente, Bertiiélemy tos designa "permisos de ocupación 
temporaria del dominio público'', señalando a su respecto 
(ps. 414 y *s., ed. 1910) : "Debe tenerse bien en cuenta para 
revolver las delicadas cuestiones a (pie da lugar esta práctica, 
que solamente se trata de tolerancia. De ahí resultan iiupnr- 
tantes consecuencias i Poder discrecional de la Administra- 
ción... Contra la denegación de permiso no hay ningún re- 
curso posible. . . Estas disposiciones son. por otra parte, excep- 
cionales. . . No confiere ningún derecho real. . . Precariedad. . . 
una tolerancia administrativa es neeesaridamente revocable y 
precaria aun cuando reviste la forma de una autorización ex- 
presa. . . 

ftit;t*A. al referirse al último de tales caracteres, puntua- 
liza claramente cuan distinta es la situación en las concesiones 
conl Tactuales, une si bien pueden ser revocadas, la revjicaeión 
no es discrecional en la forma en que lo es un permiso, sin 
expresión de causa, agregando finalmente (pie en el caso de una 
verdadera concesión de 1-aráeter contractual se crea "un de- 
recho subjetivo no revocable ad tibiitttn" iob, cit„ 3» ed.. 
p. 32 y su nota cit. a Sabría). 

3* l>e lo expnesto acerca de ambas figuras jurídicas se 
desprende, a mi juicio, que cuando el comisionado interventor 
de la Comuna de Villa (lobernador (lálv -z, luejio de la anula- 
ción por la justicia del contrato de concesión —para llenar un 
servicio público que dicha Comuna, por sí sola, no podía cum- 
plir—, resolvió (dic. 1./93B) autorizar a la &>e. de Electricidad 
de llt vario para que primita sumiuist raudo la energía eléctrica 
que requería el alumbrado público y privado de la zona, tal 
autorización v su correspondiente aceptación (die. 12/936), pe- 
se a las notorias deficiencias de carácter formal que presenta 
y a que no emplea el vocablo "concesión" 1 , reúne todas las 
características propias de una real concesión de servicios pú- 
blicos, con todos sus efectos y consecuencias jurídicas, ya que 
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resulta incontestable <jiie ¡>or medio de ese acto se trasfirio a un 
particular "un poder sobre una liarte de la Ad mi nist ración 
pública ". tal como requiere Maveü en sn definición. 

Es qué dicho intercambio de notas entre el comisionado 
interventor de la Comuna de Villa íiobernador (¡álvest y la 
fioeiedatl aelora, traduce un acto bilateral tendiente a la pres- 
tación del servicio de alumbrado público y privado en esa 
Idealidad; significa que el acuerdo quedó formalizado contrac* 
tUaUuettté. Es evidente que ron criterio riguroso adviértese 
i|tie uo quedaron cumplidas todas las reírla* y prácticas esta- 
blecidas para i «loa rasos, pero estimo, sin etnbarpo, que tales 
■ ■misiones no pueden desvirtuar qué existe en esencia una con- 
cesión, ya que los efectos jurídicos inberentcs a ese acto admi- 
nistrativo se perciben a poco que se examine la cuestión. 

Comidero, pnr lo Jemas, que cuando la ley emplea los tér- 
minos i( concesión oficial" no establece diferencias entre con- 
fesión "precaria" y "a determinado plazo", **de emergen* in" 
y "normal o corriente"; y (pie en esta materia lo que i¡ehe 
tenerse especialmente en cuenta es que se encuentren reunidas 
Uis características de esa figura jurídica. 

En cuanto a lo que lia de entenderse por "tarifas aproba- 
das por los estados nacional o provincial o por las municipali- 
dades" para hacer jugar la disposición del art. !), íuc, g). 
ley IJ.14Ü. estimo, en concordancia Con las razones explanadas 
en el voló i|iie antecede, que tal concepto implica dar por «en- 
fado que loa precios fueron fijados eon la debida intervención 
de la autoridad otorgante de la concesión — aquéllos estaban 
referidos a los d<- nna concesión anterior, habitándose consentido 
una rebaja, tal como lo solicitara el comisionado comunal — y 
que el concesionario está obligado a su cumplimiento. 

En resumen adhiero al voto <|iic antecede en las restantes 
consideraciones sobre las que juzL r o innecesario detenerme y 
a la decisión a (pie art iha, estimando, en consecuencia, que debe 
confirmarse en todas sus partea la sentencia recurrida, de cuyas 
apreciaciones participo. 

En Su mérito se resuelve: Confirmar la sentencia apelada 
obrante a fs. -I-i 47 haciéndose lugar a la presente demanda 
de repetición de pairo promovida por la Soe. de Electricidad 
de liosa rio contra (a l>ir. (¡ral. Impositiva, y declarando (pie 
ésta deberá abonar a la aetora la -suma de $ Hi,ti:í"».74. con 
intereses al tipo del Banco de la Nación Argentina, desde la 
fecha del reclamo administrativo. 1 "agüense por su orden las 
costas de ambas instancias. — &ai*tm ./. Sofcone (en disiden- 
cia". — Juna i'arhis Ltthttrtf. — Al' jtnulro J. Pirraran*. 
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Dictamen del PitoctitAooii General 

Suprema Corte: 

Siendo lii decisión apelada contraria a la preten- 
sión que el interesado funda en la inteligencia que atri- 
buye n normas federales, eU'ecurso extraordinario es 
procedente (art. 14 ine. 3* de* la ley 48). 

Kti cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional ac- 
túa por representante especial, el que ya ha. asumido 
ante V. & la intervención (jue le corresponde (fs. 90 
v 105). Huenos Aires, octubre 4 de 1949. — Carlos O. 
IhiftuO. 

FALLÍ) Di: LA CORTE SUPItKMA 

Huenos Aires, 24 de noviembre de 1949. 

Vistos los autos: "Sociedad de Electricidad de Ro- 
sario e.j Dirección General Impositiva s;| repetición de 
pago", en los que se ha concedido a fs. 85 el recurso 
extraordinario, 

Con si de raudo: 

Que en autos se discute si los términos "concesión 
oficiuP' del art. 9, inc. k), de la ley 12.143, comprenden 
o no los casos como el presente, en que sólo lia mediado 
vina auto r i nación del poder administrador, sin las for- 
malidades corrientes de las concesiones y a título pre- 
cario, para la prestación de un determinado servicio 
público. Xo se trata, pues, de una mera cuestión de he- 
cho sino de derecho, cuya solución dependerá de la in- 
terpretación que se atribuya a la norma mencionada, 
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resuelta por lit sentencia apelada en sentido contrarío 
al que sostiene el reeur rente. 

(¿nc i;:unl conclusión es aplicable al punto referente 
al sentido y alcance de los términos "tarifas aproba- 
das'*, pues ac trata do saber si los hechos acreditados 
en autos, según la sentencia recurrida, encuadran den- 
tro de la exigencia que la ley establece a los efectos de 
la exención impositiva en Cuestión, 

Que, además, en el escrito de fs. 31, última parte, 
la demanda manifiesta qnc, no habiendo solicitado la 
actora la apertura de la causa a prueba, que resultaría 
innecesaria —dice— dada la naturaleza de las cuestio- 
nes debatidas, pide se llame autos para sentencia previo 
traslado por su orden. Corrido el traslado, la deman- 
dante solicita, a sn vez, se dicte sentencia (fs, M). \m 
causa es fallada :i fs. 4:t sin haberse abierto a prueba. 

(Jue el reeuiso extraordinario, es, pues, procedente, 
y así se declara dt* acuerdo con el dictamen del Sr. Pro- 
curador tiene ral. 

(¿iie la Sociedad de Electricidad de Rosario obtuvo 
en el año V.^Iti una concesión con el fin de suministrar 
energía eléctrica para el alumbrado público y privado 
en el territorio -de jurisdicción de la comuna de Villa 
Gobernador (ífilvez, Provincia de Santa Pe. El contrato 
de concesión fué declarado viciado de nulidad absoluta 
mediante sentencia del año VXUi de los tribunales ordi- 
narios de la Provincia. En virtud de que esa declaración 
de nulidad implicaba el término de las obligaciones en- 
tre el poder eojieedentc y la concesionaria, el Comisio- 
nado de la Intervención Federal en la Comuna notificó 
¡i la Sociedad de Electricidad que, en el deseo de evitar 
al vecindario tos trastornos que le ocasionarían even- 
tuales entorpecimientos en la provisión de la energía 
eléctrica como consecuencia del fallo judicial, y refi- 
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riéndose a conversaciones mantenidas ron el gerente, ge 
autorizaba a dicha sociedad para contiuunr efectuando 
el servicio que había tenido a su cargo, liaeiendu constar 
expresamente que ese pe ri ti i so era de carácter precario 
y qué podría ser dejado sin efecto por la Comuna o re- 
nunciado por la sociedad con un aviso previo de tres me- 
ses, por escrito. Kn la misma nota se expresa que, inter- 
preta ndo los deseos del vecindario se apreciaría mu- 
cho <fiic la sociedad acordase una reducción sobre tas 
tu litas consignadas en el contrato anulado; (nota de 
fecha 1* de diciembre de 19:tí>, a fs. 9 del expediente ad- 
ministrativo agregado). 

Que la actora contestó con techa Vi del mismo mes 
y uño (jnc haría uso del permiso acordado, el que jua- 
ga ha referido en sus condiciones de detalle a las cláu- 
sulas de la concesión anulada por sentencia de 25 de 
septiembre de ese año, y mantendría los suministros 
que estaba realizando; agrega que "es por cierto enten- 
dido que este permiso precario podrá ser dejado sin 
efecto; tanto por la Comuna como por esta Sociedad, 
con un prca vi so de tres meses**. En el mismo comuni- 
cado se hace conocer las rebajas consentidas en el precio 
de la energía eléctrica para motores, alumbrado público 
y privado, de acuerdo con lo que solicitara el Comisio- 
nado Municipal; (fs. 10 del expediente administrativo 
agregado). 

Que esta situación quedó terminada a raíz de haber 
notificado a la Sociedad el presidente de la Comisión 
de Fomento de Villa Gobernador Oálvez, el 7 de febrero 
de 1941, que se había resuelto no utilizar más la ener- 
gía eléctrica de la empresa, tanto para el alumbrado 
público como para el privado. 

Que se demanda la repetición da la cantidad de 
ruin. 16.fi:tó,74 pagados en concepto de impuesto a las 
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ventas por el suministro do energía eléctrica en la Co- 
muna Villa tiobernndor (iálvcz, sosteniendo l« adora 
■ ¡no tales consuntos no estaban sujetos al pairo de dicho 
impuesto t'ii razón de encontrarse doniprendidos den- 
tro de la exención establecida en el art. !), iue. g) «i» la 
ley nacional X" 12,143, por haber existido una verda- 
dera concesión de servicios pú bl icos con tarifas aproba- 
das ppr la autoridad correspondiente, pues ral es la 
interpretación i|iic la accionante da a las notas cambia- 
das con el representante de la Comuna y que lian sido 
relacionadas en los precedentes considerandos. Estima, 
además, que esas comunicaciones al involucrar un acuer- 
do sobre tarifas asegurando el redimen de precios, han 
permitido la existencia de un requisito indispensable en 
toda concesión de un servicio público. Sobre esta argu- 
mentación llega a concluir oje|£ en el presente caso no 
exista diferencia alguna entre concesión y permiso pre- 
cario, como se le denomina en las comunicaciones arriba 
mencionadas, pues si el permiso — dice — tuvo por ob- 
jeto la nuil ¡Hilarión de un servicio público y si se delegó 
en la Compañía la parte de autoridad del Kstado o co- 
muna en la medida precisa para hacer efectivo el sor- 
vicio, es evidente que nos encontramos frente a una 
concesión de servicios públicos pues aún cuando apa- 
rezca otorgada fuera de) régimen ordinario a que está 
sujeta la delegación de facultades es un acto administra- 
tivo válido como acto de concesión. 

Que la sentencia recurrida liare lugar a la den tanda 
sosteniendo la tesis de que el régimen legal para- la pro- 
visión de energía eléctrica tic servicio general y alum- 
brado público de un pueblo o ciudad — si no es ejercido 
por administración — sólo puede delegarse en una en- 
tidad extraña mediante un contrato público de conce- 
sión oficial íconf. votos ile fs, 73 y 77 vta.). 
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Que la ley 12.14:í, en el art. í>, frié) «r) ( exime del 
pago de impuesto u las ventas al suministro de .servi- 
cios públicos que sean materia de concesión oficial y 
cuyas tarifas estén aprobadas por (os estados nacional 

provinciales o por las municipalidades. Ks decir que, 
para ser procedente la exención son necesario* tres re- 
quisitos: l v ) que se trate del suministro de servicios 
públicos; 2 V ) (pie ellos sean materia di- una concesión 
oficial y 3") que las tarifas estén aprobadas. El racioci- 
nio por el cual se llega a sostener que se encuentran, en 
el caso, totalmente cumplidas las exigencias legales 
comprende el sígnente plan tea miento silogístico : A, 
puesto que un servicio público para poder ser ejecutado 
por particulares necesita, siempre una concesión; B, 
y la provisión de energía eléctrica es un servicio públi- 
co; i\ quien suministra electricidad purn alumbrado es- 
tá actuando mediante una concesión. 

Pero un servicio público puede oslar suministrado 
pOl' particulares o empresas privadas sin que exista con- 
cesión alguna. Ksta Corte Suprema resolvió una causa 
en que era parte la Compañía de Alumbrado Eléctrico 
de Río Gallegos (pie proveía de luz a la población sin 
que existiera confesión municipal tú nacional en favor 
de la empresa» pues tto había ley ni ordenanza que fi- 
jara siquiera fuese condiciones generales a que dicha 
compañía u otra similar debía sujetarse al instalar, ha- 
cer funcionar y contratar el suministro de luz o ener- 
aría eléctrica. El Tribunal dejó establecido en esa opor- 
tunidad "que aun no existiendo concesión por parte del 
Estado, éste puede contralorear y regular la propiedad, 
la industria y el comercio privados con el propósito de 

1 nielar los intereses públicos que puedan resultar com- 
prometidos, y que "la medida del interés pública inhe- 
rente a una industria determina la medida de la re^n- 
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lucióii necesaria para tutela rloV', no siendo discutible 
"que tmn empresa de lux y energía eléctrica para el ser- 
vicio cié una población'' afecta graves intereses de esa 
sociedad "lo que no puede ser extraño nunea al poder de 
policía del Kstndo" (Fallos: 170, 65). En la causa re- 
gistrada en 1KÍ, 10:>, "T. C. de ¿osario a Puerto Bel 
grano v. la Nación'*, la empresa inició demanda a causa 
de un decreto del I*. Y*, por el eual le bahía sido prohi- 
bido continuar prestando, con las líneas afectadas al 
ferrocarril, el servicio público de telégrafo salvo un los 
lugares donde no existiera oficina de la Nación con tal 
fin. Hoslenía la adora, que, al otorgársele la concesión 
para las líneas Terreas también lo había sido concedida 
pata las lineas telegráficas las que estaban sirviendo 
al publico igual (pie al ferrocarril; la sentencia de la 
Corte resolvió que la empresa carecía de derechos para 
explotar el servicio público de telégrafos y sólo se tra- 
taba de obligaciones o deberes impuestos por las leyes 
en vigor a los concesionarios de ferrocarriles para el 
uso y seguridad dé éstos, y, además, de una mera auto- 
rización revocable, también impuesta en mira del ser- 
vicio público, pero en manera alguna de una concesión 
«pie requiere para existir, la intención indudable do eons- 
tituirla y una expresión clara que autorice esa inten- 
ción. Kn consecuencia se negó lu indemnización qne la 
empresa solicitaba por los perjuicios que le hubiera oca- 
sionado la revocatoria de la autorización. 

Que la comuna de filia Gobernador Gálvez procedió 
en uso de facultades de regulación económica emergentes 
de su poder de policía al gestionar rebajas tarifarias 
sin necesidad de invocar para ello, ni dejar suponer 
siquiera (pie existiera una concesión en favor de la em- 
presa que prestaba el servicio publico de electricidad. 
Kl contralor permanente en el servicio y en las tarifas, 
ha dirhii este Tribunal, se justifica tanto por el hecho 
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de la automación acordada para ejercer funciones que 
en principio corresponden al Estado o dependen de una 
concesión del misino, cuanto porque importando el pri- 
vilegio de un monopolio real o virtual, la absoluta li- 
bertad de contratar o de fijar precios o de clasificar 
los servicios para escapar al contralor, sometería al pú- 
blico que no puede prescindir de tales servicios a la 
opresión económica de los concesionarios, Fallos: 184, 
280. Además, do he siempre tenerse en cuenta que en 
materia de interpretación de concesiones no existen, en 
(Cene ral, derechos implícitos, Fallos : 155, 12. 

Que corresponde hacer notar que en el memorial 
presentado ante esta Corte por el representante de la 
acto ra se declara que existía la imposibilidad de hacer 
un contrato con las formalidades exigióles y que habría 
sido absurdo pararse en formalidades legales ante una 
situación de emergencia cuando no existía sino un único 
proveedor posible en condiciones de mantener el ser- 
vicio que se prestaba; fs. 101. Esta argumentación sólo 
justifica el permiso precario otorgado por la comuna 
para que so continuara prestando los servicios, así co- 
mo la imposibilidad de otorgar una concesión. 

Que habiendo sido declarada nula la concesión re- 
sultaba necesario un nuevo acto jurídico para dar na- 
cimiento a otra concesión. El permiso acordado lo era 
solamente para que la empresa pudiera continuar ven- 
diendo energía eléctrica pero no puede sostenerse que 
él significabu convalidar la concesión anulada. Es ver- 
dad que nadie afirma categóricamente este supuesto, 
mas es evidente que a tal fin responden los argumentos 
de la actora cuando sostiene que el permiso equivale a 
otorgar la concusión, desde luego en los términos de la 
anulada concesión con la sola modificación en los pre- 
cios. 

Que ambas partes quedaron libres del contrato una 
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voz pronuw iatla la nulidad. La comuna podía impedir 
que se continuara usando las calles con columnas y ca- 
Mph y (llenar el r. tiro de todos los efectos de la Com- 
pañía pero antes <le usar de este derecho le permitió 
siguiera en el uso de tales elementos con el fin de que 
pudiese proporcionar luz y energía con carácter de pre- 
cariedad hasta tanto la comuna organizara de otra ma- 
nera esos servicios públicos. En momento alguno dis- 
puso nada que implicara hacer revivir la concesión. La 
empresa no necesitaba de una nueva concesión para 
proveer de luz puesto que ya tenía instaladas maquina- 
rias y ocupaba determinados bienes públicos; lo único 
que precisalia era un permiso para continuar distribu- 
yendo electricidad con elementos ya existentes en vir- 
tud de una situación de hecho. La circunstancia de que, 
en defensa del vecindario, se solicitara y obtuviera una 
rebaja en el precio de la corriente, a lo sumo podrá im- 
portar un contrato sohre venta de energía eléctrica po- 
ro jamás un antecedente que, por sí solo, justifique la 
existencia de una concesión. La propia ley 12143 admi- 
te la existencia de servicios públicos sin que medie con- 
cesión oficial cuando dispone que está exento del im- 
puesto a las ventas el suministro de esos servicios siem- 
pre que sean materia de concesión oficial, lo que a con- 
tnirin sensu implica que según la ley puede existir el 
servicio público aun sin concesión. 

t¿uc toda concesión nace de un atributo de la sobe- 
ranía por cuanto debe necesariamente referirse a bienes 
sometido» al dominio público y, como el concesionario 
va a ejercitar —en determinada medida— Ja autoridad 
del Estado o de órganos del gobierno, np es posible 
consentir que los servicios públicos se consideren ena- 
jenados o renunciados en favor de quien esté prestán- 
dolos sin una clara y expresa voluntad de otorgar la 
concesión por parte de la autoridad, dado que se trata 
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de un acto de imperio que exij^e determinadas formas y 
condiciones fiara ser tal. Ksta Corte Suprema en Fallos i : 
U% 218 ha hecho suya la doctrina de la Corte Suprema 
de los Kstndos Unidos en 97 U. S. 659, donde establece 
qné "toda duda razonable tratándose de concesiones, 
debe ser resuelta en forma adversa. Nada ha de tomarse 
como concedido sino cuando es dado en términos inc- 
quívocos o por una implicancia igualmente clara. Ím 
afirmación necesita ser demostrada, el silencio es ne- 
gación y la duda es fatal para el derecho del concesiona- 
rio". 

De los precedentes considerandos resulta que, no 
habiéndose otorgado una concesión para el suministro 
de corriente eléctrica a la Comuna de Villa Gobernador 
(¡álvcz, falta un requisito indispensable para que pro- 
ceda la exención del pago del impuesto a las ventas, es- 
tablecida en el art. 9, inc. g), de la ley 12.143. 

Por tanto, y los fundamentos del voto en disidencia 
de fs. 71, se revoca el fallo apelado en lo que lia sido 
materia del recurso extraordinario. 

Luis H. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pkssaoso. 



8. A. JIARUODH BUENOS AIRES Ltda. v. ADUANA (') 

A&UAXA: Importación* Aforo. 

La determinación de los pormenores que señala la Tarifa 
de Avalúos fijando la calidad de una especie de mercade- 
ría en sus grados de fina, rejrular y ordinaria, es facultad 

{') En la misma fecha fué rcnuHto en Igual sentido el juicio se- 
guido entre lai miMimt \mrU-» eoti motivo del sumario 1B5-C-1Q45. 
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ciiit- incumbe a la administración adnnnrin y. con mayor 
razón, ul Mjniaterio de hacienda de la Nación; cuyas re- 
sohieiones podrán provocar la controversia judicial y el 
eormpondieuíe pronunciamiento si resoltaran claramente 
arbitrarias. 

COXSTiTn h'tS SACHhXAL: (¡o&tfivewwiifáód <* ikéánaiüvéiih 
nali'hlfl. Itwlitt'innr* m1mÍHÍ*tralivat¡ 

La resolución II. F. n w ól del Ministerio de II atienda de la 
Winn de Péehá 27 de febrero de 1¡>42. que fija los carac- 
teres específicos que deben presentar los artículos de metal 
plateado o de electro plata para ser encuadrados en cada 
una de las diferentes calidades de las partidas 408b, 408 1 
v 4088 del arancel aduanero, no importa exceso de sitó atri- 
buciones por (Mirle del Ministerio ni modificación del con- 
r-eptn de las mencionadas partidas ni reforma de los aforos 
de la tarifa. 



Sentencia é¡él' .He?. Federal 

Rueños Aires, abril 6 de 1948. 

Vistos y t *< tris idera rulo: 

Que pnr despacho directo N T 2§¡áM de 1942 se manifesta- 
ron artículos de métal plateado de calidad ordinaria —Par- 
tida 4088—. v la Aduana de la Capital, considerando .une los 
mismos unían más del 2 7' de plata y que la R. F. V al del 
Ministerio de Hacienda de fecha 27 de febrero de ese mismo 
año sienta norma de despacho t-st a Meciendo <|tie cuando dichos 
artículos tuvieran más del 2 % de plata deben ser aforados 
como de calidad rejmlar -partida 4087-. comisó la wk«1<n 
ría de referencia tic conformidad con lo proscripto en el art, t>J 
fie la Lev de Aduana. 

Que este Jugado v la Cámara Federal de Apelación en 
los «.otos caratulados: "Tolomei Enrique y Cía, Ad. loM - 
'►4*'" que corren agregados por cuerda separada, resolvió un 
«aso semejante al presente, estableciendo que la R. R N' ol del 
Ministerio de Hacienda de fecha 27 de febrero de 1IU2 (pu- 
blicada en el Boletín de la Dirección Oral, de Aduanas — T. \ — 
X'J :i piltr. 2o7) eleva los aforos de los artículos comprendidos 
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en las partida» 4086, 4087 y 4088 de la Tarifa de Avalúo» y 
contraviniendo lo dispuesto en la convención, protocolo y con- 
venio con el Reino Unido de la Gran Bretaña que fueron apro- 
bado» por el Congreso Argentino por medio de las leyes 11.608 
y 11.823. 

Que por esta razón y teniéndose en cuenta que la Suprema 
Corte de la Nación lia "dicho que la facultad de reglamentar 
las leyes es atribución exclusiva del Poder Ejecutivo y que 
esta reglamentación no puede ser suplida por una resolución 
ministerial (É.i t 184, pág. 660), en dichos autos se absolvió 
a la recurrente por considerarse que carecía de todo apoyo 
legal por imposición de una pena resucita por la Aduana cu 
base a la R. P. K* 51 del Ministerio de Hacienda. 

Que ese caso de jurisprudencia {cuyo fallo de 2" instancia 
tiene fecha de 5 de junio de 1944) es en todo aplicable en esta 
causa, no habiéndose traído a colación ningún nuevo argumento 
que desvirtúe sus conclusiones, pues el decreto N* 182 del 21» de 
agosto de 1946 (que figura en la página 822 del Vo!. IX del 
Boletín de la Dirección Oral, de Aduanas) no reviste el carác- 
ter general que le asigna el representante del Fisco, consistien- 
do tan sólo en una resolución particular para e! caso determi- 
nado de artículos de clectroplata de calidad fina del que se tra- 
taba, resolución que, por otra parte, fué de fecha posterior al 
hecho que motivó la multa impuesta a la recurrente. 

Por ello, Me revoca la resolución administrativa de f*. 21 
y se absuelve de culpa y cargo a la firma Harrmls Buenos 
Aires Uda. Costas por su orden atenía la naturaleza de la 
cuestión debatida, de acuerdo con lo dispuesto en la ley 12.91*7. 
— Oscar D. Palma BeUrán. 



Sentencia de i.a Camaba Federal 

Buenos Aires. 10 de junio de 1040. 

Considerando: 

F) Que la cuestión planteada en nulos gira en torno del 
alcance que c»rres|K)iide atribuir a M partidas 4086 y 4088 
de la Tarifa de Avalóos. 

ha referida tarifa del r.fio 1906 en sus partidas 22 f0, 2280 
y 22H1 —edición ofu-ial, ano 1011— enunciaba, bajo el subtí- 
tulo de " Artít'ulos dn mí*tal" 2270 —plateados « de electro- 
plata, validad fina (Cliristofle o FJkington). 2280— coino 1<* 
anteriora, calidad regular (Red y Bortón. Meridcn, Alphenide 



308 



PAIAÁ» fíV. LA TORTF SUPREMA 



y Cía.. Frouis, Lo WVifut y otros semejantes). 2281 plateados, 
■n'idad ordinaria y los llamados de composición. 

Por el convenio suscripto entre la Itepública Argentina y 
el Reino Cuido de (irán Bretaña, en focha 23 de setiembre 
como partí- inteirrante de la Convención de Londres del 
1* de mayo de dicho ano. la Nación por imperio di- la ley 11.823, 
introdujo modificaciones substanciales al Arancel de impor- 
tación. 

La ley 11 H2.Í. suprimió las enumeraciones de marca, de 
mancia que las partidas 227!) y 2280, quedaron redactada» 
bajo el mismo subtítulo "artículos de metal** — 227ÍI — , ^pla- 
teados i» de clectroplata. calidad fina", aforo: kilo $ 8 más 
t¡0 7r al 5C¡ % y adicional do 7 * í - -2280— "como los ante- 
riores, calidad recular"; aforo: kilo $ 5 más 60 r /, al f»0 % 
y adicional de 7 %. La partida 2281 no fue modificada. 

Humiliadas las marcas de fábrica, que determinaban cada 
11X10 di' his categorías arancelarias det rubro correspondiente a 
iirtíciiles de metal. sólo fjuedó subsistente en forma general c 
imprecisa —la calificación de fina, regular y ordinaria — . 
Esta variante introducida par ta ley n* 11,82't creé serías difi- 
cultades a bis autoridades aduaneras, bus ipie se esforzaron en 
arbitrar el medio que justificara cada una de las tres ealifi- 
(•aciunes en su triple graduación de fina, recular y ordinaria. 

A tal fin dictóse pnr el Ministerio de Hacienda de la 
Nación Ta tí. F. n M .'il, en fecha febrero 27 de t942. , 

II?) Como la lí, F. n° íil aclaraba el alcance de las par- 
titlas 4ÍISU, 4087 y 4088, la disensión entre las parle» se ha 
tmiefcntrado en la valoración y efectos leíalo- de dicha resol u- 
ción fallo. 

l'ara delimitar las tres calidades con que se diferenciaban 
las partidas 4.006, 40H7 y 4 088. el Ministerio de Hacienda 
expresó cu min de tos considerandos de la H, F. n* M **r/a* 
Itt ¡iHfirrsifíii dil nomht'r dr marcas como india- <te calidades, 
adoptada por el Couvtnm con Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte, de lít:¡:{, ohliga a determinar éstas teniendo en cuen- 
ta la riqueza do los materiales constitutivos, prescindiendo por 
cnnip!cto dé la marca det articulo*' y en base a una opinión 
científica —la de la Oficina de Química Nacional — clasificó 
como do calidad fina — partida 4.086 los artículos plateado* 
con 10 r '< o más de níquel; de calidad regular — partida 
4.UH7— los artíeuhw plateados, con 4 hasta 10 % de níquel 
y ta ni bien aquellos con menos do 4 % níquel, los de bronce, 
latón, cobre, etc.. todos plateados con 2 */! o más de plata; y 
de calidftd ordinaria — partida 4.083 — los de composición sin 
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platear y los de bronca, latón, hierro, cobre, etc.. plateados con 

menos d'c 2 % dé plata'*. „ „ , ¿ „ , . 

La premíente clasificación (le la R. P. n* »1 ron*/ líWa 
norma «V despacha por un doble orden de razones: Una de 
carácter general, pues ante la indeterminación de las partidas, 
resultaba del punto de vista arancelario y jurídico un inacep- 
table contrasentido el hecho de diferir al arbitrio del docu- 
mentante la clasificación del artículo dentro de la tnpte cali- 
fica*- ion de fino, regular y ordinario. 

En particular, milita, en el caso ocurrente, una razón que 
obligaba a la firma sumariada a aceptar la clasificación esta- 
blecida por la R, P. n» 51. En efecto, dicha resolución fallo 
fué dictada en el expediente n* 20.917/41, a raíz de una con- 
sulta presentada por la misma recurrente respecto del des- 
pacho por la partida 4.086 del Arancel de cuchar itas de metal 
electro-plata, constituidas por una aleación de cobre, níquel, 

plata, hierro y zinc. , , . 

ICn la fecha en que m pidió a plaza la mercadería, que mo- 
tiva la presente causa, estaba, en vigencia, la R. F. n* 51 como 
norma de despacho; y, en consecuencia, debió sujetarse al régi- 
men legal establecido, originado en la consulta que formulara 
la firma recurrente. . _ . 

III") Refiriéndose al Convenio celebrado entre la Repú- 
blica Argentina y Gran Bretaña, sostiene la actnra qne todas 
las partidas tratadas y consideradas en la negociación, lo fue- 
ron con el fin de rebajar los derechos vigentes o estabilizarlos 
para que no sufrieran variación durante la vigencia del con- 
venio, no piidiendo, por eonsí guíente, elevarse los aforos y 
derechos a la importación de productos británicos, especial- 
mente con relación a los artículos de metal plateados, 

A su vez el representante del Fisco Nacional arguye que 
la 11. F. n' ól } se ajusta estrictamente al régimen arancelario 
contemplado con el convenio celebrado con Gran Bretaña. 
Puntualiza qne el anexo 1, Nota A, fija dos distintas fechas 
para la videncia de las innovaciones que introduce en el Aran- 
cl de importación. 4f» días para unas y 30 días para otras. 
La primera dice textualmente *' entrarán en vigor a los cua- 
renta v cinco días «le la promulgación de la ley que «l*"*™ 1 
este Convenio de la Convención del V de Mayo de 1933 las 
modificaciones que importen »w« nueva clasificación, desdo- 
blamientos de partidas, alteración de porcentaje en las mezcliis 
o en la composición de los artículos, normas, tolerancias y 
nuera* normas en el despacha* comprendidas en las siguientes 

partidas 2279, 2280, etc.'*. . 

lie malicia que el Convenio prevé nuevas clasificaciones 
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y nuevas normas cu el Despacho con referencia a las partidas 
a que se reporta la R. F. n' ? 51. Cuando el Convenio en el 
párrafo primero de la Nota A, del Anexo 1, expresa que los 
impuesto» aduaneros deben sujetarse a las normas vigente* 
rtel despacho, nu importan una prohibición de modificar di- 
chos impuestos, sino tan .sólo una refirniación en el sentimien- 
to de que ellos deberán cobrarse de acuerdo con las normas 
que se implanten. 

Por Ir» demás, la lí. P. u v 51 de 1042 tío eleva los aforox 
de los artículos comprendidos en \»s partidas 4086. 4087 y 
I0H*. Por el hecho de que la documentante pretenda clasificar 
la mercadería, como artículo de metal plateado calidad "Ordi- 
nario", k. 4 al 23 7i valor, partida 4086. en Hipar de clasi- 
ficarla dentro de la partida 4087, calidad "Regular", k, 8 al 
50 7<". la diferencia del mayor aforo resultante no proviene 
de la clasificación, que según los elementos constitutivos del 
artículo, cstahlece la lí. F. n* 51, sino que dicha diferencia 
de valores arancela rio* proeitne cjrci tísicamente del arbitrio 
del documentante, que pretende colocar el articulo en una 
partida, de menores derechos t que no corresponde. 

Es de advertir que en esta distinción entre la clasifica- 
ción que hace la R. F. n ¥ 51 y la que "motu propio" efectúa 
el despachante, radica el error fundamental de la sentencia 
dictada en la causa "Tolomei Enrique y Cía. Aduana 156-C- 
1 ÍM2 cuyo pronunciamiento de primera instancia, por sus 
fundamentos, confirmó esta Cámara en junb 5 de 1044. 

Ef*) La sentencia del señor Juez a quo revoca la reso- 
lui'ión administraba de fs. 21, en cuanto ésta comisa la mer- 
cadería en iufración basándose en el antecedente jurispruden- 
cial del cuso Tolomei, que erróneamente entendió que ta R. F. 
a* Si ¿levaba loa aforos de los artículos comprendidos en las 
partidas 408ÍÍ, 40*7 y 4088, cuando, en realidad, dicha norma 
de despacho, al determinar la clase de loa elementos integran- 
tes ile loa artículos de electro-plata, la distinta calidad —fino, 
regular y ordinario — en que correspondía colocar los mismos, 
no ha hedió sino adorar o precisar el contenido de los par- 
tida* t08R t iOST y iOS» dei Ara nect Aduanero. 

En tales condiciones, resulta inadmisible epte se pueda 
afirmar que la li. F. n* 51 modifique o desnaturalice de nin- 
gún modo las disposiciones lépales respectivas, como lo sefia- 
lara esta Cámara al referirse a hi [{. F. n* 5:10 de diciembre 
J:t ile Mi.il. en el juicio "Vipo Juan c Gobierno Nacional s/ 
Aíluana". fallo de diciembre 22 de 1037. especificando ipre 
la resolución fallo, se limita a determinar, a los efectos de ta 
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clasificación correspondiente, fo cgue debe entenderse romo 
hierro "sin trabajar" y "hierro trabajado". 

Con posterioridad a los falto» recordado**, esta Cámara ha 
destacado la gravitación de las resoluciones del Ministerio de 
Hacienda de la Nación, como norma de despacho en materia 
de clasificación de los productos, según las partidas en que 
deben ser incluidas. 

Asimismo, este Tribunal ha insistido en la necesidad de 
que el doemnentánte manifieste todas las características de la 
mercadería » los fines de cumplir con Ins requisitos ex infidos 
en el art. 104 de las O. O, de Aduana. Precisamente la decla- 
ración del documentante se limita a manifestar "artículos de 
metal plateados, calidad ortlinaria" y sólo después de los análi- 
sis constando la cantidad de plata (pie entra en la aleación 
del Mamado metal plateado, la firma en causa reconoce que 
lü&piemg importadas "contienen un 3 % ó más dfi plata en su 
composición" ffs. 1 vta.) s 

Con referencia a los conceptos precedentes de la Cámara, 
con fecha lí> de noviembre de l!*47 t en el juicio "Campbell 
t'ulin M, —Aduana 2H-I I-11M5 ' \ ha dejado sentado que "| m- 
resol lición ti. V. *.Hi del 7 de abril de 1ÍÍ42. publicada en el 
líoletín de la Dirección de Aduana — volumen V, pág. 341 — 
el Ministerio de Hacienda de la Nación clasificó dicho pro- 
duelo, excluyéndolo de la partida 4462 y disponiendo su des- 
pacho de valor declarado al 25 *'< . Dicha resolución mi mate- 
rial es norma de despacho en virtud de lo dispuesto en tos 
arts. 147. 150, lo2 y 154 de la Reglamentación de la Ley de 
Aduana (T. O.) ¡ y, en consecuencia, rige, para todos los im- 
portadores, que quedan colocados en un pie de igualdad en el 
tratamiento arancelario. Esta Cámara tiene indicado, en reite- 
rados fallos, que para que puedan considerarse cumplidos los 
requisitos exigidos por el art. 104 de Ins Ordenanzas de Adua- 
na, es menester que el documentante, haya man i (estado tudas 
tas características de la mercadería que influyan en su aforo, 
en razón de que la declaración hecha por el documentante 
en e> manifiesto, es la liase sobre la (pie reposa todo el despacho 
aduanero, de tal numera que tupidla declaración debe ser tan 
exacta y precisa que el Vista, con su sola lectura pueda aforar 
la mercadería con Ih misma exactitud (pie después de verifi- 
cada. A su vez el art. 1(¡() de la Reglamentación de la Ley de 
Aduana expresa que en la aplicación de las partidas del 
Arancel no se harán distingos, ni se procede a juzgar los casos 
por analogía. De manera (file ritre en el presente caso la norma 
de despacho fijada cu la resolución ministerial Tí. F. flfi de 
abril de IÍÍ42", 
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En su mérito, se revoca la sentencia recurrida de fs. 124 
a 1*25. y se confirma la resolución administrativa de fs. 21, 
decretando el comiso de la mercadería en infracción. — Hora- 
cio t larda ttams. — Jo&é Irmta Corad. — Majnniham Can- 
sol i. 

Rütidencia 

i 'mis id eran do : 

t¿ue la cuestión traída a conocimiento del tribunal no es 
novedosa y ya ha sido resuelta en el caso Tolomei (junio 5 de 
1!M4> citado por el señor Juez a-qno en su sentencia. 

Se trata de la aplicación de la norma de despacho que 
rijíe para los articulo* de electro-plata, la cmd establece que 
cuando en la composición de éstos la proporción de níquel 
«xceda de 10 'I, esos artículos deberán ser clasificados como 
de "validad fina". 

En el caso antes ak.dido se declaró <pie mediante una 
resolución ni inist erial (la R. F 51) se pretende suplir la 
falta de disposiciones reglamentarias emanadas del Poder Eje- 
CUtivOí "pie precisen el concepto de cuando los artículos son 
de calidad fina a recular; agregándose <pie la facultad de 
reglamentar las leyes es atribución exclusiva del Poder Ejecu- 
tivo, y que clin no puede ser suplido con una resolución minis- 
terial por medio di' la cual se estabilicen normas para el des- 
pacho aduanen» de una mercadería, expresando finalmente, 
fpie en tal situación no procedía la imposición de péna. pues 
ello carecería de todo apoyo legal. 

En su mérito y los fundamentos dados en la sentencia 
apeladii de fs. J4."m* la confirma y se absuelve de culpa y 
cargo, a la firma Ilurrods Buenos Aires Limitad». — Horado 
(farda llams. 



Dicta mes Pbl PnorrnAiM>n (JekeiuTj 

Suprema Corte: 

V. E„ do conformidad con mi dictamen, lia declara- 
do procedente el recurso c%t mordí na rio deducido en 
nulos, por cuya denegatoria se presentara oportuna- 
mente on queja el interesado. 
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Kn cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional ac- 
túa por i lite i* medio de apoderado especial» el que ya 
lia asumido ante la Corte la intervención que le corres- 
donde. Buenos Aires, octubre 13 de 1949. — Carlos O. 
Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. M de noviembre de 104!». 

Vistos los autos "línrrods Buenos Aires Limitada 
v. Aduana 91 -T-1942", en los que se lia declarado pro- 
cedente a fs. 181 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que la Sor. Anón. "Hnrrods Buenos Aires Ltd.", 
recurre de la sentencia de fs. 147 insistiendo en que el 
Ministerio de Hacienda al dictar la Kcsoluoión R. P- 
n» 51 del '27 de febrero de 1942, por la que se fijan los 
caracteres específicos que deben presentar los artículos 
de metal pinteado o de electro plata, para ser encuadra- 
dos cji cada una de las diferentes calidades de las parti- 
das 408(1, 4087 y 4088 del arancel aduanero, se ha exce- 
dido en sus facultades y, modificando así el concepto 
de dichas partidas, reforma los aforos de la tarifa, pre- 
cisamente en artículos que, con arpegio al Tratado de 
Comercio con Inglaterra, aprobado por las leyes núme- 
ros 11.693 y 11.923, no podían ser alterados. 

Que las referidas alegaciones carecen de fundamen- 
to, ti ii efeelo; la determinación de los pormenores que 
señala I;» tarifa de avalúos fijando la calidad de una es- 
pecie de mercadería en sus distintos y posibles írrndoR 
de fina, regular y ordinaria, os una facultad que incum- 
be legítimamente y en primer término, a la administra- 
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éán aduanera y jerárquicamente en consecuencia, ron 
mayor evidencié al Ministerio de Hacienda. Ks obvio 
que la acepción ilc aquellas expresiones, dada su notoria 
relatividad, reclama, cuando se trata de aplicarlas a de- 
terminada mercadería, la indicación concreta de los fac- 
tores que concurren a su diferenciación o individuali- 
zación calificativas, lo que se realiza sea por existir con- 
senso en prácticas comerciales corrientes y repetidas, 
tales como el uso y la costumbre inveterados, sea me- 
diante normas generales administrativas que estable- 
cen puntualmente «Helias particularidades en resolucio- 
nes escritas, evitando así las disidencias de apreciación 
cutre el introductor y la Aduana, respecto de esos ex- 
tremos, en ocasión del despacho. 

Pero tanto en uno como en otro caso, vale decir, sea 
que el encuadramicuto responda a pormenores tácitos 
indicadores de lo que delie entenderse por determinada 
calidad sea (pie ellos se consignen en resoluciones pre- 
vias y escritas (pie los detallen, es evidente que la cues- 
tión se reduce siempre y en definitiva, a un proceso de 
calificación correcta, cuya diferencia es meramente pro- 
cesal, pues nside en admitir, que en ciertos casos, para 
determinar la debida calidad de una especie de merca- 
dería, la concurrencia implícita o sobreentendida de tos 
factores determinantes de la misma o en otros su pu- 
blicada exigencia, con idéntico propósito, en prolijas 
resoluciones, » 

La atribución que sobre tales cuestiones se asijíiie 
¡i bis autoridades aduaneras y al Ministerio del cual de- 
penden, aparece establéenla en los arls. 135 a 138 de 
bis OO, A A. (ley S10> y arts. 147 a 154 del decreto re- 
glamentario <T." O.) ri* kí.708, de la ley 11.281. Disposi- 
ciones semejantes consignaban tos arts. 5Í> a 71 del de- 
creto reglamentario de la misma ley, dictado en febrero 
1S de lftU4. es decir que la materia concerniente a los 
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problemas aludidos son del resorte de las autoridades 
aduaneras, organizadas precisamente para conocer y 
decidir en ellos, cou especial competencia; autorizán- 
dose, asimismo la intervención del Ministerio de liu- 
cicnda por vía de aprobación de los pronunciamientos 
previos, adoptados de oficio o por consulta, o de recur- 
so* acordados contra resoluciones oh casos particulares. 

La vigencia de estas normas de despacho, en la 
lecha de la promulgación de las leyes Xros. 11.693 y 
Ík8É (julio 3Í de 1933 y 4 de octubre de 1933, respec- 
tivamente) no ofrece así duda alguna, revelando de igual 
modo, que no existe en la aplicación de la Resolución 
R. F. últ4¿ ai reclamo que motiva este recurso, violación 
de preceptos constitucionales ni legales, correspondien- 
do añadir que esa Resolución luí sido aplicada por de- 
creto del Poder Ejecutivo de agosto 2íi de 1946* (fs, 73) 
en el reclamo administrativo que dedujera la actora. 
Que cabe aun destacar que, el referido procedimien- 
v to y sus consecuencias, no importa tampoco alteración 
de nomenclatura ni de aforo, los cuales se mantienen 
intactos, ya que lo único que se aclara y determina es el 
concepto preciso, el sentido exacto y el alcance de la ex- 
presión legal de genérica acepción y ello con el claro 
projwsito de individualizar determinada calidad en con- 
cordancia pe rf ceta con el enunciado de la ley. Casi su- 
perfluo resulta advertir que, una resolución administra- 
tiva de la naturaleza de la examinada, podrá provocar 
la controversia judicial y su correlativo pronunciamiento 
reparador, si resultare claramente arbitraria, lo que en 
el caso no se lia invocado, ya que la pretcnsión en sí 
misma aparece apoyada en un error respecto de las fa- 
cultades expresamente conferidas al Ministerio de Ha- 
cienda por la ley y disposiciones reglamentarias en vigor 
id tiempo ile hallarse en ejercicio el Tratado con Ingla- 
terra. 
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Que por último, la imperiosa obligatoriedad de la 
exactitud en los enunciados ele la declaración previa 
formulada en ocasión del despacho, reclamo de ijrual 
modo, la verdad que defina el artículo en todos sus ca- 
racteres esenciales y particulares, «le manera (pie su 
clasificación al coincidir sin esfuerzo e inequívocamente 
con la correspondiente partida del a ranee!, |»crmita el 
ajuste de los derechos debidos, aun cuando se prescin- 
diera del acto de la verificación, lo que en el en so, tam- 
poco resulta. 

Por estos fundamentos y la doctrina que informa la 
decisión de esta Corte Suprema (Fallos: '210, 1027), 
se eonfiriua la sentencia apelada de fs. 147 en lo que ha 
sido materia del recurso extraordinario. 

Ll'tS K. LoNtUll — fíoitOLR) (i. 

Valejíztela — Tomás D, 
Cakaiiks — Felice ¡Santiu.o 
Pkkez — Atujo Pkssa^xo. 



anunciación criscione de corigliano v. 
administracion (jkneual de obras 
sanitarias de la nacion 

kKCÍjnSÚ EXTHAORIHSAltlO: fírqukiln* farmatr*. Úportum- 
tltui. l'hmtmtnu'Htu m *fa. itn*tttHritt. 

Xo procede el recurso exí mordí nario fiindarfu en la in- 
constitucional idad del arf. 2" de la ley %H8 ipie no i tos- 
tante haberse pedido plantear en primera instancia fue 
tardíamente introducida en la expresión de agravios y 
no tomada ea consideración por el tribunal de segunda 
instaueia. 
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Dictamen »kl Phocuuadoh Genehal 
Suprema Corte: 

Xo encuentro fundadas his taclias <le inconstitucio- 
imlidad que el recurrente opone a la aplicación del art. 
i* de la ley 9.688. Sea cual fuere la conveniencia actual 
del límite que dicho artículo fija para la procedencia 
de la acción especial fie indemnización creada por la ley 
— no debe perderstí de vista el liecho de que los damnifi- 
cados o sus en usa habientes pueden utilizar siempre la 
acción coman de daños y perjuicios- lo cierto es que su 
modificación es de coinpetenpta exclusiva del H* Con- 
greso, est ¡índole vedado n los jueces apartarse del mis- 
mo en tanto ello no ocurra. 

Corresponde, en consecuencia, desestimar el recur- 
so extraordinario interpuesto a fs. 75 y concedido a fs. 
77. Buenos Aires, setiembre 23 de 1949. — Carlos G. 
Del fmo. 

PALIX) 1>E la corte suprema 

Buenos Aires, 24 de noviembre de 1949. 

Vistos los autos "Corigliano Criseiouc Anunciación 
de c! Adm. Oral, de O. Sanitarias de la Nación s.| acci- 
dente de trabajo", en los que se ha concedido a fs, 77 el 
recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario es improcedente por- 
que la cuestión constitucional fué introducida fuera de 
oportunidad. En efecto, el impedimento legal que de- 
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terminó el rechazo de la demanda en las do» instancias 
ordinarias existía cuando se promovió la acción y el 
herí io de que el cansante ganara más de m$n. 3.000 du- 
rante el año anterior al accidente no podía ser ¡¿morado 
por la adora, Y si lo ignoraba, la mención de él en la 
contestación de la demanda a fs. 10 ponía a la actora 
en la obligación i le alegar la inconstitucional idad antes 
de la sentencia de la. instancia, disponiendo como dis- 
pimía de la oportunidad procesal del alegato (conf. fs, 
53 y v.), Kilo no obstante, el punto no es introducido has- 
ta la ex presión de agravios de fs. til. 

Que la i hopo rt un idad del planteamiento no está 
purgada en esté caso por la decisión de ta cuestión cons- 
titución;! I en la sentencia recurrida. Ni en ella ni en la 
de primera instancia, cuyos fundamentos hace suyos, 
se ha considerado la constitueiouutidud de la restricción 
establecida en el art. 2 V de la ley 0o8S; una y otra se li- 
mitan a interpretar y aplicar dicho precepto, lo cual es 
ajeno al recurso extraordinario. 

Por tanto, y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General se tícela ra mal concedido a fs. 77 el recurso 
extraordinario. 

Luis R. Loso h i — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás 1). 
Casares — Felice Saxtiaoo 
Péiiez — Atilio Pessauno. 
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MARÍA TERESA JANSA DE PENSEL (*) 
REGISTRO CIVIL. 

Kl carácter loca] de los registros públicos del estado civil 
ile las personas — sea que provenga de lo dispuesto por 
el Código Civil i» por la Constitución Nacional — no debe 
alterar la uniformidad do ta legislación común y ta misión 
ariuonizadora do mis normas básica*. 

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA: Competencia territorial. Ele* 
mentó* determinante*. Lugar del domicilio de la» partes. 

El principio establecido por el urt, 100 del Cód. Civil es 
mía de las normas básicas de la legislación común, que 
no puede ser validamente al tenida por las legislaciones 
locales aunque se trate de las referentes al registro civil. 

jmiSBffiÜiÓX 1 COMPETENCIA: Competencia territorial. Re- 
tftstroH Cirilt-s. 

\*is disposiciones de las leyes locales que establecen la 
competencia de los jueces del lugar de ta respectiva ofi- 
cina del registro civil para las inserí pciones y rectifica- 
ciones- a efectuarse en él, no pueden tener alcance sino 
respecto de quienes tienen su domicilio fuera de la juris- 
dicción judicial en que el registro de que se trata esté 
situado, pero dentro de la provincia a (pie el mismo per- 
tenece. 

El Juez del lugar de ta oficina del Registro Civil donde 
se llalla registrada la partida de nacimiento que se pre- 
tende rectificar debe dar curso al exhorto que con ese objeto 
le lia dirigido el juez del domicilio de la interesada, ante 
el cual tramitó la correspondiente información, siempre 
que aparezcan cumplido» los requisitos esenciales que 
establezca la ley orgánica del mencionado registro y esté 
fehacientemente acreditado que el solicitante tiene su 
domicilio cu el tugar donde produjo la información. 



(t) Fin la ni tanta feclin j ea igiiíil Hrntldo fm*> n'.iuelto el juicio 
'•Martillee Sirria Irene «./ ¡nMrJpCÍfin de nacimiento". 
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DlCTAMBN DEL PKOí'L'HAlMtLl tiKSKHAL 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado en lo (Vil, Gpnler$aJ y Minas do 
Ui ciudad de Mendoza, produjo información Ja señolea 
Marín Teresa JaUBH ele Pense! a fin de rectificar sus 
apellidos en la partida de nacimiento (fs. 2), Previos los 
trámites correspondientes, por auto del 30 de Mayo 
ppdo., se resolvió favorablemente el pedido, y se ordenó 
librar exhorto al Juez en lo Civil de Río IV {Provincia 
ib- Córdoba), lugar del nacimiento y asiento del Registro 
Civil donde fué registrado (fs. 8 y 10). 

Rl Juez de Río IV, de acuerdo ron el dictamen del 
Agente Fiscal, so opone a diligenciar el exhorto por Ins 
razones que abonan la resolución de fs, 13 y el dictamen 
di> fs, 12. Ks ante la tácita insistencia del Juez de Men- 
doza (fs. 15 vtn.K qué ha quedado trabado el conflicto 
jurisdiccional que, de conformidad con lo que establece 
el art. 1* v de h\ ley 4.05"), correspondo dirimir a V. K.. 

El fallo de la Corte que cita en apoyo de su tesis 
el magistrado exhortante a fs. 8 vta., no es aplicable 
al cus., de untos, t ncstioiiáhasc allí la inscripción de 
un naciiniento, y V. & tiene decidido al respei'to en 
forma reiterada que los jueces del domicilio de las per- 
sonas pueden tramitar las informaciones para la ins- 
cripción de nacimiento, aunque éstos hubiesen ocurrido 

en otra jurisdicción. 

Con fecha 25 do julio último, la Corte resolvió, —de 
m uerdo con mi dictamen— que correspondía diligen- 
ciar Ún exhorto para hacer rectificaciones similares a 
las que mol iva esta contienda, porque tratábase enton- 
ces de una incidencia en un juicio sucesorio, que no pue- 
de estar subordinado en su tramitación y finalidad al 
especio] que se seguiría en otra jurisdicción para la rec- 
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tifieaeióu de las partidas (Exp. C. lo."!, U XI). Pero mi 
mediando en el presente raso esta circunstancia, tal doc- 
trina no Ir es de aplicación. 

Por último, la ley cic Registro Civil de Córdoba es- 
ta Meco que el jnefc competente para entender en las ree-* 
1 ideaciones es el qtie corresponde a la rireuiiscripeióTi 
del lugar donde está situada la oficina cu que conste la 
partida que lia ya de rectificarse, disposición que con- 
cuerda con la establecida en el art. 87 de la ley de Re- 
gistro Civil para la Capital y Terri torios Nacionales. 

Frente a esos preceptos legales, y teniendo en cuenta 
además que es provincial el registro civil de las perso- 
nas, opino que no está obligado el Juez de Río IV n 
cumplir la rogatoria cpie lia dado origen a esta contienda. 
Buenos Aires, septiembre t> de 1949. — Vario* (i. />W- 

IWIXO OK LA CORTE SITlíEMA 

Buenos Aires, noviembre J4 de VM'X 

■ i 

Autos y Vistos; Considerando: 

Que la organización y funcionamiento de los regis- 
tros públicos del estado civil de lías personas correspon- 
de a las autoridades nacionales o provinciales, conforme 
a sus respectivas jurisdicciones (Art. fifl, 0. Civil). 

ÍJnc el carácter bical de dichos organismos, estre- 
chamente relacionados, por lo demás, con una institu- 
ción de 4 ie recito civil coi no es la familia, no debe alterar 
Ja uniformidad de ta legislación común y la misión ar- 
moni/adora de sus normas básicas, sea que a dicho ca- 
rácter local se lo con sillera proveniente de lo dispuesto 
por el Código Civil o fundado en la Constitución Xaeio- 
ual (Faltos; 138, 1f>4; Mi >">; ÍÉ¡, 20; 184, £>:t y 490; 
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ÜUÍ», 4H7; 587 y. habida cuenta de ello que debe 
considerarse la cuestión relativa a la competencia pura 
disponer judicialmente la inscripoión o rectificación 
de las partidas cuando los interesados están domicilia- 
dos hiera de la jurisdicción provincial a la que corres- 
ponde el respectivo registro. 

Que el principio según el cual el domicilio determi- 
na la competencia de las autoridades publicas para el 
eonoeiniiento de los derechos y cumplimiento de las ohh 
gneiones de las personas <ort. 100, (\ Civil), es una de 
aquellas normas básicas y así se lo ha reconocido —con 
referencia a las inscripciones y rectificaciones en re- 
gistros locales— cuando las mismas son dispuestas en 
un juicio sucesorio. Por \u misma razón que la compe- 
tencia del juez del domicilio tiene el alcance en ese caso, 
debe tenerlo en el de medidas análogas dispuestas fue- 
ra de aquellos juicios universales, pues el fuero de atrac- 
ción del juicio sucesorio no es sino uno de los efectos 
m\ principio del domicilio (Fallos: 214, *2fi3). 

Que, en consecuencia, y puesto que la facultad de 
los gobiernos provinciales para organizar los registros 
civiles en sus respectivas jurisdicciones debe ser cjer- 
eilada con sujeción al principio sancionado por el art. 
lili) del i\ Civil, las disposiciones de las leyes locales 
qup establecen la competencia de los jueces del lugar 
del registro pura las inscripciones y rectificaciones a 
efectuar en él, no pueden tener alcance sino respecto 
a quienes tienen su domicilio fuera de la jurisdicción 
judicial en que el registro de que se trate esté situado, 
pero dentro de la provincia a que el mismo pertenece. 

Que ello no importa allanamiento de las facultades 
que ejercen sobre el particular los gobiernos locales 
mientras las inserí liciones, rectificaciones o adiciones 
dispuestas por los jaece dol domicilio lo sean cumplien- 
do con los requisitos esenciales que para ello estable/.- 
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ra tu ley orgánica del registro donde la inscripción, rec- 
tificación o edición ha de efectuarse y esté fehaciente- 
mente acreditado que el solicitante tiene su domicilio 
en el lugar donde produce la información. 

Que no mediando en los casos de Fallos : 201, 596 y 
214, 265 ; disposiciones expresns de las leyes locales so- 
bre la competencia del juez de la circunsciaión en que 
estaba situada la oficina donde la inscripción, —pues 
se trataba de ello y no de rectificaciones—, habría de 
anotarse, lo decidido allí no constituye precedente con 
respecto a la cuestión de que se trata en esta causa, 
que no pudo ser objeto de consideración formal entonces, 
Kn su mérito, oído el Sr. Procurador General, se 
declara (pie el Sr. Juez en lo Civil, Segunda Nominación 
de Hío Cuarto — Prov. de Córdoba— debe dar curso al 
exhorto que le ha dirigido el Sr. Juez en lo Civil, Comer- 
cial y Minas de Mendoza a fs. 10 de estos autos caratu- 
lados; "Penscl María Teresa Jansa de, por rectifica- 
ción de partida f% siempre que se hayan cumplido los re 
quisitos enunciados en el penúltimo considerando de 
este pronunciamiento. En consecuencia devuélvanse es- 
tos autos al Sr. Juez de Mendoza, a fin de que reitere 
el exhorto, y hágase saber en la forma de estilo al Sr. 
Juez de Río Cuarto, 

Rodolfo G. Valenzi'ela — To- 
m\s D. Casares — Felipe 
Santiago Pémez — Atilio 
Pessaono. 
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JOSEFINA IWNKI.ATT1 DE POMPEE Y OTIÍOS 

Corresponde absolver ile culpa y iNinro a la acusada de 
luiVr instifrudo el Koittlcidip dé *n esposo si sólo existen 
étimo prueba de su éulpibüidaá el testimonio sospechoso 
v eontmdietorio de l«s eopmeesados y presunciones o in- 
dicia (¡uc, si bien revisten innegable seriedad, nu sun lo 
spfVieiitcmeute directos, inequívoco* y necesariamente 
concordantes entre sí como pnra qué se relacionen sin 
esfuerzo con lo voluntad instigadora del delito y alejen 
U>l ánimo del piez toda duda sobre la responsabilidad de 
aipiólln. en cuyo rus,, deheni éstitsé al supueslo «pie mjs 
le favorezea, 

tytifKRA: PfMrftá >n in-iífTíií penal. 

í,oj iitíiorea fetos de ta esposo di- la victima con el insti- 
trudor di-I crtmeri y sn Ocultación, por aquélla un pri- 
mer indagatorirti e^nü^abje cu quien llevalm una vida de 
f uní ¡li:i aparentemente n-pular y era madre de un íimu, 
nn tienen valor decisivo para considerarla romo instigu* 
cinra del deliio éii la eomisiói) del éital su cñmpliee ™ el 
adulterio podía tem-r tanto interés romo ella. 

PíiriHí.l: ¡'tm)„t rn Mtttrrfa petiüh 

Ül principio, lus ¡it-nsitcioiH's <lé los eo procedidos son siem- 
pre sospechosas aunque quienes la* formulen no hayan 
de conseguir ron ellas eséusftr p aminorar su respoiisu- 
hiiidad peual, por lo rual para que susciten convicción 
lian de tener particular firmexa y estricta coherencia. 

I> \¡;l H U M tú\ ( ItlMlS.M.. 

lm iulerveUCWil de quien se encarga de distraer la aten- 
c .'ni ilc la víctima v. a requerimiento del autor material 
del homicidio, le alennzn a éste el urina que utiliza para 

tteter el crimen, es la de un copartícipe necesario. 

Ks también copartícipe el gendarme que si bien no actuó 
en i-I moinenti. culminante del homícidii, elaboró primero 
dislinli's planes pura la eliminación de la victima, platico 
(a nn.-lte del i-rimen v allí es de consumarlo acerca del 
plan de acción a desarrollar. lacilité el arma qúp después 
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se utilizó, euiwgó la pal» l»a™ la inhumación del cadáver 
y tuvo a su earglí 1» custodia personal y clandestina de 
la víctima sin eonoei miento de sus superiores. 

PA RTICIVACIÓS CRIMtXAL. 

Aunque no actuara en el momento del crimen y sí sola- 
mente en la exhumación del cadáver y su posterior hundi- 
miento en una laguna, lia sido copartícipe moral absolu- 
tamente indispensable pnra la realización del crimen, el 
instigador nue mediante promesas de recompensa en di- 
nero v utilizando su ascendiente e íntima amistad con 
los autores mu feriales del hecho, los indujo a dar muerte 
a la víctima poniendo de relieve su depravación moral y 
consiguiente peligrosidad. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

lis. A i ros, 24 tle noviembre de 1049. 

Vistos los nulos: "Domper Josefina A. Pnnelatti 
de, Sníiez Tomás León, Scndón José Adolfo s.] homici- 
dio", en los (pío se ha concedido a fs. SOI el recurso or- 
dinario de a potación. 

Considerando ; 

Que está plenamente comprobado que en la madru- 
gada del día '22 de diciembre de 1040, el ex-gendarme 
H cruel i o X. Kafiez, a pocas horas de haber arbitraria- 
mente detenido on su domicilio al comerciante de 3a- 
rranqneraa en el territorio nacional del Chaco, D, Ma- 
uncl Domper, so pretexto de conducirlo a la localidad 
de SáeiiK Peña a fin de proseguir ta iu tracción por un 
supuesto contrabando de armas y municiones que pri- 
vadamente se le imputaba y cuyas diligencias deman- 
darían naos quince días de alejamiento del bogar, co- 
mo así lo hiciera presento a la esposa de T>omper, lo 
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ultimó u tiros de pistola después dé hacerlo de cender 
del vehículo en que lo transportaba. 

Que está igualmente demostrado que el hecho tuvo 
lugar en un punto intermedio del camino real que con- 
duce a la localidad denominada Viecntini y fué prece- 
dido de un fuerte golpe aplicado de atrás en la cabeza 
de la víctima con un trozo de hierro que Heraclio lle- 
vaba oculto entre las herramientas del automóvil Asi- 
mismo ha sido suficientemente prohado que el hermano 
del homicida, Tomás L. Sañez, acompañante de los dos 
hombres en el trayecto tendiente a simular un tras- 
bordo en el vehículo que los debía transportar a Sácnz 
Peña, fué el encargado de distraer la atención de Dom- 
per y quien a requerimiento de Heraclio alcanzó la pis- 
tola facilitada por otro gendarme complicado en el he 
eho, Sciidón, con cuya arma se perpetró el crimen con- 
sumado únicamente por Heraclio N, ííañez. 

Que, por otra parte, resulta perfec* miente esclare- 
cido que producido el deceso de Domp r y luego de un 
brevísimo intervalo de tiempo para precaverse del 
tránsito de un camión y con el auxilio de unas palas 
que de exprofeso llevaban en el automóvil — las que 
les fueron entregadas por el gendarme Sendóu — pro- 
cedieron a cavar una fosa en adyacencias del lugar, 
en la cual depositaron provisoriamente el cadáver. Rea- 
lizado lo que antecede, decidieron regresar al local de 
la Gendarmería Nacional con el propósito de reunirse 
con Roherto Somozn — instigador interpuesto del cri- 
men, según ellos — a fin de ajusfar cuentas y recabar 
su ayuda para descaí errar el cadáver de Domper y 
hundirlo en la laguna Fforiani, lo que en definitiva así 
se hizo, mediante el empleo de una cadena y un pesado 
lilock de emento que llevaron a esos efectos. Tales un 
síntesis, tos hechos materiales, abundantemente pro- 
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batios en la causa por piapía y amplia confesión de los 
participantes. 

Que, proseguido el suma rio y a tenor de las suce- 
sivas declaraciones ratificadas y rectificadas de con- 
tinuo por los cuatro individuos precitados, surgió pri- 
ma facír tanto la posibilidad de la participación moral 
de la esposa de Dompor en carácter de instigadora di- 
recta del crimen, como la de la extrema culpabilidad 
del gendarme José Adolfo Sendón en el papel de direc- 
lor o planificado!- del mejor medio para lograr la des- 
aparición de Domper, como así también, su interven- 
ción personal para coadyuvar en la acción crimi- 
nosa. 

Que, en resumen de las voluminosas aet unciones 
producidas y a estar al dicho de los cuatro imputados, 
la esposa de Domper habría pedido a Roberto Somozn 
—con quien mantenía relaciones amorosas desde un 
año atrás— la muerte de Domper al precio de $ 20.000 
cobrado que fuera el importe de un seguro de vida con- 
certado por esa suma a favor de la víctima, más la de 
* :MXM> de inmediato para cada uno de los hermanos 
Sañez y el gemía™ 1 * 1 Sendón. La raaón del siniestro 
plan, radicaría en el hecho de que la señora de Domper 
vivía atormentnda por ta grosería, suciedad y ebriedad 
tle aquel y, además, atemorizada por los golpes propina- 
dos por el marido en la incidencia del 14 de agosto de 
ese mismo año, cuando la víctima tuvo o creyó te- 
ner la certidumbre de los amores ilícitos de su 
esposa, 

Que, sin embargo, es de observar cine antes del 
crimen tanto los hermanos Ñafíese como Sendón, no tu- 
vieron conocimiento o trato alguno con la señora de 
Domper y que todo cnanto se habría convenido según 
las declara ñones de los cuatro hombres procesados, 
se basaba exclusivamente en la información de Somoza, 
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en trance de solicitar a sus íntimos amigos ta partici- 
pación (jtn i le era requerida por la Dompor. A ese mis- 
mo respecto conviene dejar también establecido, que en 
Indo el cursi» de este prolongado proceso, ya en sus 
declaraciones, yn en los continuos careos a que volun- 
tariamente se sometió, la señora de Dompor lia negado 
categórÍC4imente In instigación atribuida por los res- 
umí es co-procesados, negativa mantenida basta ijue el 
(H icrsii quedó radicado ante es' i forte Suprema (vean 
se SIS. 830 y H;íó). Sn desmentido fué siempre ro- 
tundo. 

(¿ue t a ¡Mérito: de todo lo relatado basta aquí y de- 
más elementos de prueba acumulados en autos que se- 
ría inoficioso reproducir en esta instancia, tanto más 
cuanto que la eiieoiniublc labor del Sr. Juez Letrado 
los Lía expuesto y analizado detenidamente en la exten- 
sa sentencia de Ys. fifí!* a fs. 730, se desprende que la 
presunta culpabilidad de la esposa de Doruper debiera 
encuadrarse en lo dispuesto por 'tos arts. 43 y 80 ines. 
y, y -y» riel Código Penal y que tal culpabilidad ante la 
ausencia de confesión judicial o extra-judicial y la 
inexistencia de cualquier otra clase de prueba directa, 
resultaría de la prueba indirecta de presunciones y es- 
pet mímente de la acusación conjunta de los eo-procesn- 
dos. En cnanto a éstos, su responsabilidad criminal, 
sucííc di- sus respectivas confesiones. Es decir, que la 
culpabilidad de la señora de Dompor estaría acre. litada 
por prueba supletoria y el testimonio sospechoso de bis 
restantes eo- procesados. Siendo así, es evidente la ne- 
cesidad de examinar una ve/, miís tales probanzas, a 
fin tb' apreciar con forme a los principios fijados pol- 
la ley, la doctrina y la jurisprudencia, el grado de cer- 
tidumbre i|(a son capuces de suscitar en "ste proceso 
qtie fué preciso substanciar en un ambiente herido por 
el horror de un crimen abominable y a través de una 
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intrincada maraña de embustes y contradicciones ten* 
(li^lites o aminorar la responsabilidad criminal tic ca- 
da uno. 

IJne a tales efectos y tomando en consideración las 
diversas circunstancias de hecho registradas en el pro- 
ceso y Iíi eslreclia conexión de los elementos de juicio 
elevados por la sentencia recurrida a la categoría de 
graves presunciones en lo principal, cabe señalar pre- 
viamente en cuanto a la intervención de la señora de 
Domper y contrariamente a lo sostenido por el tt-qtto, 
«ine tedas acuellas circunstancias invocadas en los fa- 
llos de 1" y w instancias no se apoyan en indicios abso 
lulamente reales o debidamente comprobados, directos, 
inemuvoeos y necesariamente concordantes entre sí, en 
modo tal que se relacionen sin esfuerzo e indubitable- 
mente con la voluntad ¡aductora de instigación al 
delito. 

Que, por tie pronto, está terminantemente demos- 
trado ipic excepto Somoza, el cual no tuvo intervención 
aparente en el secuestro de la víctima y no actuó en el 
momento del crimen, sino posteriormente, ninguno de 
los implicados conocía ni tenía trato con la señora de 
DompOr y jamás habían conversado con ella con ante- 
rioridad al homicidio. 

QÜO* además y en lo concerniente a la actuación 
t pie le cupo a la señora de Domper en la pretendida con- 
cert ación del plan criminal denunciado por los co-prn- 
ecsados, es de señalar que excepto los dos borrascosos 
encuentros entre atpiélla y Hoinoza en el roes de setiem- 
bre y ¿orno emi secuencia del propósito qtlé la Domper 
dice haber tenido de negarse a nuevas entrevistas, es- 
tas personas no tuvieron ninguna otra oportunidad pa- 
ra comunicarse ve iba 1 mente entre sí, con anterioridad 
al homicidio. Y, en cuanto a la supuesta corresponden- 
cia clandestina, mediante hi cual pudieran haber con- 
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venido la muerte ele Domper — posibilidad bien remota 
por el peligro a que ambos se exponían — debe recordar- 
se que no sólo nunea fué bailada ni ofrecida por So- 
moza no obstante haberle manifestado a Heraclio Sa- 
ñez que la tenía en su poder (fs. 638), sino que la mujer 
Isabel Rojas encargada tic recibirla según aquél de 
manos de su amante para entregarla personalmente a 
Somoza en el domicilió particular de la presunta con- 
fidente, lo lia negado reiterada y categóricamente tanto 
en las declaraciones como en los careos, lo mismo que 
su concubino Cándido Castillo. Más todavía, de acuer- 
do con las deeln raciones de la» vecinas Angela Torres 
(fs. :tH4), Dominga Balmaceda (fs, 384 vía.) y Paulina 
Saya (fs. 380)) jaiíiás conocieron y mucho menos vieron 
a Su n loza en la casa de ta Rojas, que por ser un con- 
ventillo en un pueblo extremadamente chico, no pudo 
haber pasado desapercibido. No se explica, pues, sa- 
tisfactoriamente cómo pudo instigarse el crimen y ha- 
cerse las determinaciones de precio y condiciones que 
Somoza indicó a los autores materiales habiendo exis- 
tido la incomunicación a que se acaba de aludir. 

Que, tic ¡a misma manera, tampoco corresponde 
asignarle valor decisivo al hecho de los amores ilícitos 
con Somoza y menos todavía a la ocultación de ellos en 
la misma indagatoria de la Domper. De la relación 
adúltera no se ég\i& necesariamente la existencia de 
voluulad criminal en la Domper tratándose de un delito 
en cuya comisión podía tener tanto interés como ella 
su cómplice eii el adulterio, que fué quien instigó direc- 
tamente a los autores materiales. Y en cuanto a la ocul- 
tación del vínculo ilícito ante el instructor policial, en 
los primeros pasos de tit investigación cuando la proce- 
dida no estaba en condiciones de apreciar la gravedad 
de las circunstancias, es razonablemente explicable co- 
mo defensa de la propia fama, sin relacionarla con el 
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propósito tío ocultar su participación en el crimen ins- 
ligado por Somozu, tratándose de una persona que lle- 
vaba una villa de familia a paren temen te regular y era 
madre de un hijo, a la sarán de doce años. 

Que respecto u la imputación de los co-procesndos 
delK' observarse (pie las acusaciones de esta especie son 
siempre, en principio, sospechosas, aunque quienes las 
formulen no hayan de conseguir con ellas excusar o ami- 
norar su responsabilidad penal, por lo cual para que 
constituyan prueba, es decir, para que susciten convic- 
ción en quien juzga lian de tener particular firmeza y 
estricta coherencia. Y las de los eo-procesados tic este 
juicio no tienen esas cualidades pues llegan a desdecir- 
se de ellas espontáneamente ante el propio juez (fs. 
(«6, 6:16 vta., 6:ií> vta., 640 y 642), y lo alegado después 
pafa retirar este desmentido y volver a la imputación 
originaria no se funda en ninguna constancia fehacien- 
te. Tan es así que en razón de dichas rectificaciones y 
contradicciones el Sr. Defensor Oficial consideróse en 
el deber de renunciar a la defensa de Soinozn (fs. 764). 
Ks, pues, de aplicación, lo expresado por esta Corte en 
circunstancias semejantes: cuando las declaraciones de 
los procesados son contradictorias o contienen versio- 
nes distintas o cuando han mediado retractaciones, por 
más sospechosas que sean las circunstancias —como 
lo son en este caso — sólo queda como saldo la duda y 
la perplejidad (Fallos: 186, ÍÍG2 y 305). 

Que, en suma, los elementos de juicio en que se fun- 
da la imputación hecha a la Sra. de Dompcr, con ser 
en buena parte innegablemente serios, no son suficien- 
, tes como para poner a su cul|»ibilidad fuera de duda. 
No importa cuál sea el grado de esta última; su pre- 
sencia en el ánimo del juez es incompatible con la con- 
vicción sin la cual no puede ser pronunciada una eon- 
dena penal, pues "en caso de duda deberá estarse siem- 
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prc ii lo íuús favorable ni procesado" (Constitución Xa- 
einiinl, mt. :íí»; Código dé l'roced. en lo Criminal, nrt. 

tay: 

Que en cuanto a Hfcraclio Natividad Ñañcz, su mu- 
püu y reiterada confesión eo« más las declaraciones no 
rectificados en ningún momento sea por su heniuino 
Tomás como por Sendón y Somoza en lo que respecta 
a la comisión material del homicidio, acreditan suñeieü- 
te y lejía luiente su exclusiva culpabilidad y la alevosía 
ron que procedió. En lo (pie atañen Tomás León Sañez 
es visible que su inter ve lición en el crimen fué la de un 
copartícipe necesario en la consumación del mismo, ex- 
cluyéndose así la actitud expectante reclamada en su 
beneficio y de la cual hace mérito el Sr. Defensor Ofi- 
cial en esta instancia. Corresponde, no obstante, com- 
putarle su minoridad al tiempo de los hechos y el ca- 
rácter de delincuente primario, atenuante este último 
c|ue alcanza a los demás partícipes cu la clase de la pena 
que en definitiva corresponde imponer. 

Que para juzgar la intervención que cupo al eo- 
proeesado, ex gendarme José Adolfo Sendón, es menes- 
ter señalar previamente sus diversos planes anteriores 
para la eliminación de Domper c incluso los instrumen- 
tos de ti ue se proveyó para tales fines, que por causas 
fortín tas no lograron realizarse en las oportunidades 
elegidas* a todo lo cüfd debe agregársele su actitud en 
jñ noche del < rimen que comienza con una prolongada 
con fe reacia criminal en el Jacal de la gendarmería pa- 
ra concrelar definitivamente el plan de acción a desairo- 
IJar y se inn ni fiesta más expresamente en la entrega 
de sn arma de ordenan/a al menor de los hermanos 
Saín*/ enn la advertencia de que debía utilizarse el 
proyectil de cobre que no correspondía a mu pistola re- 
glamentaria, la custodia personal y clandestino de Dom- 
per en un galpón destinado a herramientas y sin inter- 
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vención o conocimiento de su* superiores — todo ello 
aprovechando la circunstancia tic su guardia esa no* 
c| K . — < |ji entrega de las palns pdttk la inhumación 
cadáver una vez que fuera muerto Domper, etc., todo 
lo cual aparece perfectamente esclarecido a través ile 
sus üiultiples derla raciones y careos (fs, 230, 299» ££9 
vta., J(í(¡, ;í:í", 4:>í¡, IÍ4Ü, 69$ etc.). Se infiero fácilmente- 
de todo cllo + que si bien no actuó e» ]a escena culmi- 
na me del drama, su intervención configura palmaria- 
mente la eficiencia y el decid i tío propósito de preparar 
y facilitar la consumación del hecho criminoso, condi- 
ciones indispensables de acuerdo con la doctrina de es- 
ta Corte Suprema, para considerarlo ineurso en un acto 
de manifiesta coparticipación delictuosa. 

Que en cuanto a Ttoberto Komnza, tocias las piezas 
sumariales llevan a la conclusión de haber sido el eje 
central del crimen. Ks el único «pie ha tratado con Sen- 
den y los hermanos Ñañez, el «pie los ha elegido para 
lograr sus propósitos y el que ha ofrecido precio para 
el delito, tin ese triple sentido hay estrecha concordan- 
cia cutre los dichos de los cuatro co- procesados. Xin- 
Mima aLCt nació n le es favorable y por el contrario a Ira- 
vés del laberinto de rectificaciones y contradicciones en 
<juC repetidamente incurre en el proceso, queda de ma- 
nifiesto su culpabilidad y su peligrosidad «pie es la 
consecuencia de la depravación moral en míe había 
caído. 

Que todo el esfuerzo de la defensa se ha limitado 
a señalar en las sucesivas instancias, el hecho tic no 
haber actuado en el momento del crimen y sí solamente 
en la cxb limación del cada ve r y su posterior hundimien- 
to en la laguna Florín ni. Pero es que, si bien ello es 
exacto en ese aspecto, lauto la prueba directa como la 
indi recta permiten demostrar que las promesas do di- 
nero formuladas por Somoza y el grado de íntima amis- 
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liul aue los unía ¡i Sendóu y los hermanos Xañoz, le per- 
mitieron ejerúfet" una verdadera arción tic suficiente 
nal ura le /,a psicológica capaz tic influir moralmevite so- 
hre E6s demás suplicados, esto es, convertirlo en el co- 
partícipe moral absolutamente indispensable para <utc 
GOll sil instigación por precio — real o ficticio — el he- 
dió fuera cometido. De no entenderse así, la justicia 
estaría frente a un horrendo crimen perpetrado por 
varias personas en grado do cooperación distinta y sin 
motivo alguno, lo o,ne os realmente absurdo, Fimihnon- 
te, si como lo enseña la doctrina nacional y extranjera, 
la apreciación de ese elemento moral de juicio es una 
cuestión de lieclm librada a las piezas de convicción 
oluaules en la causa, en el presente caso, mediante el 
minucioso examen de todas las constancias del suma- 
rio y su meritoria valoración en la sentencia de i*s. 669 
a T'jti, es dable admitir la directa participación moral 
del prevenido Roberto Sotnoza en función de causal 
determinante del homicidio de Domper. 

Que, en otro orden de ideas, es perfectamente aten 
di ble la observación del Sr, Procurador General en lo 
■ |iie concierne a la extremada demora en que ha incu- 
rrido el tribunal de secunda instancia en la substancia- 
eión de los recursos entablados contra la sentencia de 
níriincra instancia — dos años y ocho meses — por lo 
que en principio estaría justificada la adopción de las 
medidas disciplinarias que solicita. Sin embargo, ta pos- 
terior desintegración de ucpiel Iribunal, impiden a esta 
Corte la adopción de las pertinentes medidas. 

¡fot estos fundamentos se reforma la sentencia ¡me 

lada de fs, 7!H\ en razón de lo cual se absuelve de culpa 
y cargo a .lose fina Alfonsina Panelattt de Domper — 
arts. '2U de la Constitución Nacional y i:i (Vid. de Proc. 
Pemil - a quien se la pondrá en inmediata libertad; y 
se condena a ÍLeraelio Natividad Sañez, Tomás León 
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Sniiez, Roberto Somoza f José Adolfo Scndón a cumplir- 
la pona ile prisión perpetua (art. 80, ine. 2*, y 45 del 
Código Pcnnl), todos con accesorias legales y costas. 

Luis R. Lokohi — Rodolfo G. 
Valexzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Saxtiago 
Pe hez — Anuo Pkssaoso. 



ANTO NIETA ALVAREZ DE TOLEDO Y OTRAS 
v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

tCMWOf'fAcróX; Indemnización. I>* terminación del valar rrah 

Accptndo por el actor — dueño tlel inmueble expropia- 
do — y no objetado por la provincia demandada el valor 
establecido por el perito único designado de oficio y por 
el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, correspondo 
fijarlo como precio del bien mencionado. 

KXl'fíOl't.tClÓX: Itulrmnhmimi. Otro* litios. 

No tratándose de una cansa I invocada por el dueño del 
inmueble expropiado al trabarse la litis y siendo materia 
de Otro juicio anterior en el que se ha opuesto la peren- 
ción de instancia, aun no resuelta, es improcedente la 
pretensión de aquel en el sentido de que en el juicio sobre 
expropiación se Fe acuerde el resarcimiento de los daños 
y perjuicios provenientes de las inundaciones producidas 
por la rotura de las paredes del canal construido en la 
fracción expropiada. 



EXPlHWIM'lóX : Ináemnitación. Otros danos. 

En e! resarcimiento de los perjuicios sufridos en el patri- 
monio ilel expropiado como consecuencia directa e inme- 
diata di' la expropiación, no caben los qne pudieran deri- 
var del emplazamiento de la obra pública construida «obre 
ta tierra expropiada. 
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EXPROPIACIÓN: Indemnización. Dañen cautmto* por la txftro- 
piacit'm parcial. 

A falta de prueba» que demuestren la real y positiva exis- 
tencia ile dimos derivado» del hecho concreto del fraccio- 
namiento del inmueble expropiado, no procede acordar 
indemnización alpuna por ese concepto, 

INTERESES: Relación jurídica culrr la* parir*. Expropiación. 

La provincia demandada por expropiación indirecta qne 
"se declara procedente, debe lo» interese» aobre el precio 
del inmueble a partir de la f celia en que lo ocupó. 

COSTAS; Naturaleza Ok juicitn Expropiación, 

Atento la diferencia existente entre el precio solicitado 
por la aetnra en el juicio «obre expropiación indirecta y 
el que aceptó después de los informen presentados por 
toa perito», y lo que resulta dn l«» pretensiones deducida» 
y ile la medida en qne prosperan, corresponde que la» 
cosías del juicio sean picadas en el orden causado y las 
comunes por mitad. 



Dictamen- oel Phociíiuwh General 
Suprema Corto: 

Estando limitado el litigio a ta determinación del 
justo precio o i ndoiii ni '¿aciones ti a liona ruó por el inmue- 
ble materia del juicio, procede la jurisdicción orÍKÍnn- 
ria ile \'. K. pnrn conocer en estns actuaciones, por i ra- 
ta rao de una causa civil, sar ln demandada ana Provin- 
cia v bailarse acreditada ta distinta vecindad de los 
actores (cnlrc otros 182, 15 y 20; 18o\ 167; 208, .572). 
— Bs. Aires, octubre 25 de VMH. — Carlos á. Dclfmo. 
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Bs. Airee» 24 do noviembre de 1949, 

Vistos los autos "Al va reí tic Toledo Antonieta y 
otras v. Buenos Aires la Provincia s.| expropiación";" 
de los que resulta : 

Que a fs. 1G, Víctor G. Zemborain y Héctor Cárdc 
ima en nombre y representación do Ion herederos de D. 
Federico Alvarcz de Toledo demandan o la Provincia 
de Buenos Aires por expropiación do una fracción de 
llá hects., 30 as. 50 ea., ubicadas en ol Partido do Snln- 
di lio y que fuera ocupadu por la Provincia demandada 
para la construcción del canal de desagüe n v 10; piden 
se condene a la Provincia de Buenos Aires al pago del 
precio de la tierra, las iiulcmnixacioiirs consiguientes 
y los ¡n leí-eses como compensación do los frutos deja- 
dos de percibir desde la fecha de la despososión, con 
costas. Fijan en * íí(K) el precio por hectárea do aquella 
supreficic y en mi 25 % del valor total de tn superficie 
de L'5.150 hectáreas, el monto de la indemnización. 

Corrido traslado de la demanda, la oontosta n fe. 
*!4 e] Dr. Ismael Casaux Ais i na por la Provincia de 
Buenos Aires, negando en general los hechos, así como 
el valor asignado a la tierra e improcedente la indemni- 
zación, toda vez que, dice, ésta se halla su (editada a las 
ventajas que ha percibido el propietario, por la obra 
pública que ha beneficiado al rosto do la propiedad que 
queda en poder de aquél. Niega asi til I sino que la obra 
piíhlicu haya producido perjuicios y pido se rechace ta 
demanda en Jos términos que pie toado, con especial 
condenación en costas. 

Que abierta la causa a prueba so produce la que 
certifica el actuario a fs. 152, alegando las partos sobro 
su mérito a fs. 156 y fs. 158; expidiéndose el Sr. Pro- 
curador General a fs. 165; y 
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rons i Jorando: 

tjuc las constancias del expediente administrativo 
tíf '2, tetra A, año 1 íílí>, agregado como prueba y que 
corre por cuerda separada (fa. 87 vta.); la irritación 
do fs. 1Í3 y conformidad de partes sobre el punto, acre- 
ditan legalmente que, en efecto, la Provincia de Buenos 
Aire*, tomó posesión en febrero de 1ÍM3 de las 142 lías., 
30 as., 50 cas., de propiedad de ia adora, ubicadas en 
el Partido de Saladillo, con destino a la construcción 
del canal do desagüe n' ltí, en ol tramo respectivo, dán- 
dose término n esas obras en octubre del mismo año 
(fs. 58 expíe, administrativo citado). 

íjlie tanto el perito único designado de oficio (fs. 
(Í8 vta.), por haberlo así solicitado las partes (fs. <>7), 
ln<r. Civil Rafael Ayerza, en su peritación do fs. 113, 
como .-I Tribunal de Tasaciones de la ley WÜíU, a fs. 
lí) del expediento respectivo, coinciden en que el precio 
de Ifl superficie tío tierra ocupada os de * 12.807,45 m|n. 
Ku consecuencia, aceptado ese valor por la actora en 
ferina expresa a fs. ItiO y no habiendo deducido la «lo- 
ma miada observación alguna al respecto, el Tribunal 
fija en la mencionada suma el precio del área expro- 
piada. . 

(¿tfe en cuanto a la indemnización que se pretende 

eabfi señalar que el criterio con (pie la actora lia expues- 
to los conceptos a que aquélla habría de responder, lia 
«nfrido modificaciones durante la tramitación del ,jui 
cío, acaldo MÍn tte ai^t# > j^ t ^gia coa los 
termines de la demanda. Así, en el escrito inicial, se 
establece que la indemnización "nace como resultado 
del fraccionamiento de la propiedad, ya que el ancho 
del canal impide la comunicación entre las dos fraccio- 
nes y descentraliza 1» explotación y la administración , 
ufe-lando la subdivisión. Más tardo, al fijarse las liases 
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con arreglo a las cuales habría de expedirse el perito 
Ayer xa, estableció en el punto 5* del acta de fs. 67, que 
también habría de comprender los perjuicios sufridos 
por el campo, como consecuencia de las inundaciones 
producidas por la rotura de las paredes del canal; a 
cuya pretensión correspondería la agregación, como 
prueba (fs. fifí), del juicio que por daños y pe ríu icios 
promoviera el 23 de julio de 1915 (fs. 18 del mismo) 
D. Federico Alvares de Toledo contra la Provincia de 
Buenos Aires, y en el cual, ésta ha deducido la perón - 
ción de instancia, de la que se corrió traslado al actor 
en í) de agosto de 19:26 (fs. 65 a 67) en la persona de 
su mandatario, quien no lo contestó alegando la caduci- 
dad del poder por fallecimiento de su mandante (fs. 
69) permaneciendo en tal estado las actuaciones hasta 
la fecha, sin que los actores hayan tomado intervención, 
no obstante las peticiones que renovando la defensa de 
percncíón se formulan a fs. 70 y 73 de dicho juicio. 
Finalmente a fs. U¡0, alegando sobre el mérito de ta 
prueba producida, la uctora expresa que se ha recla- 
mado en autos, "el resarcimiento de los perjuicios su- 
fridos en el patrimonio del expropiado y que son con- 
secuencia directa e inmediata de tu expropiación". Sin 
embargo, en el cuerpo de es t » mismo escrito se alude 
*'a la división del campo en dos fracciones a consecuen- 
cia de la construcción del canal; al ancho de éste; a los 
inconvenientes que ello presenta para la explotación 
del campo ; a la desvalor i ga ción del mismo; aja deseen - 
Irñlizncion de fa administración, terminando por ex- 
presar que no puede sostenerse que los perjuicios rea- 
les y ciertos ocasionados por la obra publica en la pro- 
piedad, puedan o hayan sido compensados con e! be- 
neficio <| uc para ésta, ha representado la realización 
de aquella, para lo cual se remite a las constancias del 
inicio "Alvares de Toledo, Federico vs. Provincia de 
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Buenos Aires por daños y perjuicios", on cimillo las 
aguas i lluviales caídos y las venidas de otros campos 
se detendrán mayor tiempo en el del actor, como con* 
semencia de la construcción del canal" y por lo demás 
a la peritación de U. tt ampliada a fs. H% 

l¿ue, desde lúe*", corresponde advertir la impro- 
cedencia de la pretensión vinculada coa los daños y 
per juícioa «pie pudieran lia he r provocado las inunda- 
ciones sphrc tas rjufe versara la prueba glosada al jui- 
cio Él* I fe letra A, año lí»15 t agregado por cuanto y cu 
t .| se dedujera la perdición de la instancia, toda 
ve/, .pe* la causal aludida no fné invocada al trabarse ta 
litis y no ellhé en este juicio decidir acerca de lo que 
pudo ser materia de aquel otro. 

Que asimismo smi inadmisibles las pretensiones ex- 
temporal as iutrodmid«s para ser valoradas como in* 
tarante* de la indemnización de daños o perjuicios y 
fundadas ctt eventuales consecuencias de la eoustruc- 
nnn del email de desagüe 11* 115, pnes. resulta evidente 
eme, en "el resarcimiento de los perjuicios sufridos en 
el palrirnoni.» del expropiado y <pie son consecuencia 
din da e inmediata de la expropiación que es la ma- 
laria de esta causa como se expresa a fs. 1$), no caben 
los .huios v perjuicios que pudieran derivarse del em- 
plazamiento fie ¡a obra pública construida sobre la tie- 
rra expropiada. 

(¿„e ron tal alcance el Tribunal tampoco encuentra 
en ñutos p»-üeba alguna «pie acred ite la efe ctiva produe- 
ción de daños o perjuirnos quedan consecuencia direc- 
tn e iumi'diaia de la desposesión de las U'J lias,. :«» as., 
50 .-as., de .pie se trata, La división del campo en dos 
fracciones producida por la interposición de la super- 
ficie .pie en forma de franja longitudinal y de ancho 
variable, configura el área expropiada, no sólo no ha 
shlo debidamente determinada en sus respectivas su- 
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perficies, atonto )n diferencia que se advierte entre el 
croquis de fs. 114 y su correlativo plano de fs. 135 (im- 
pugnado de falta de autenticidad a fs. 157) y el de fs. 
í>7 del expediente administrativo 2- A e informe de fs. 
(¡8; síno que no se Im traído a los autos la prueba que 
demuestre que, oro efeeto, una única administración 
anterior lia deludo ser ampliada a dos como consecuen- 
eia de la inu-i posición del área expropiada, ni se lia 
aportado elemento alguno de juicio que autorice a fun- 
dar, fuera del terreno meramente hipotético, la real y 
positiva existencia de daños y perjuicios derivados del 
hecho concreto de la división o separación del campo 
de la actora, en dos fraeeioncs. 

La apreciación que el perito Ayerza» hace a 
fs. llíi jror el concepto expresado, no sólo no responde 
a prueba eierta y correlativa agregada a los uutos que 
le dé base sino que, por una parte la refiere, expresa- 
mente, a la existencia de la obra pública' (canal 16) y 
además queda desvirtundu categóricamente cuando afir- 
ma que "estos campos lian reeibido más beneficio que 
perjuicio por la constriiL'eión del canal", sin que esta 
conclusión pericial prceisa y definitiva vinculada al 
hecho cierto indicado y a sus consecuencias reales, ob- 
servadas por el perito que ha visitado el campo en ve- 
nino y en invierno (fs. 101) ceda en su positiva impor- 
tancia, ante el ají regado que aquél hace cuando expresa 
que "no creo que el beneficio sea va lúa ble en dinero por 
ser muy discutible y teórico su mayor valor", toda vez 
-rpru^c^i.; .iptevuuunv ai ptrede ¿ci te órica se enfrenta eir 
cambio con una afirmación eoncreta y definitiva de la 
existencia indiscutible de "más beneficios que perjui- 
eios*\ 

Que en cuanto a los intereses solicitados a fs. 17 
y !b\'i, integrantes del justo resarcimiento debido, corres- 
ponde imponerlos computándolos desde el momento en 
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que la demandada ocupo la tierra cuya expropiación se 
dispone, privando así a la actora de su uso. I^a cons- 
tancia de fs. 58 del expediente administrativo 2-A se- 
ñala él mes do febrero do 1913 como fecha de tal acae- 
cimiento, omitiendo la especificación (lol día en que aque- 
lla ocupación comenzó, por lo que corresponde admitir 
que lo fué desde el primero de dicho mes y año. 

Que finalmente, teniendo en cuenta la diferencia 
que se advierte nn sólo en el elevado precio que a la 
fracción que se expropia fijara la actora en el escrito 
de demanda y el que luego aceptara expresamente a fs. 
HK), sino también la que resulta de las pretensiones de- 
ducidas y la medida en que prosperan, las costas del 
juicio deberán ser soportadas en el orden causado y las 
que fueren comunes por mitad, conforme, asimismo, 
con lo que dispone el art. 28 de la ley 13.264. 

Por estos fundamentos, se hace lugar en parte a la 
demanda, condenando a la Provincia de Buenos Aires 
a pagar a la acto ra, don ti o del plazo de noventa días, 
la suma de doce mil ochocientos siet P pesos con cuaren- 
ta y cinco centavos moneda nacional de curso legal en 
concepto de total indemnización por la expropiación de 
las ciento cuarenta y dos hectáreas, treinta áreas y cin- 
cuenta centiárens de propiedad de aquella, ubicadas en 
el partido do Saladillo, con intereses a estilo de los que 
cobra el Banco de la Nación desde el primero de febrero 
de mil novecientos trece; debiendo las costas ser sopor- 
tadas por las partes en el orden causado y las comunes 
por mitad. 

Lims R. Loxuiu — Rouolfo G. 
ValenzcklaJ — Tomás D, 
Casahes — Fkwpk Santiago 
Pkkez — Atujo Pessaono. 
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CENTRO DE IMPORTADORES 

.tritlSlHCCH't.X V COMI'ETESCiA : Cotapetenria federal. I J r¡n- 
úipios genérale*. 

No incumbe » la justicia federal decidir cuestiones abs- 
tracta» ni hacer interpretaciones de la» leyes sino en los 
easos contencioso», por ser de la esencia del poder judicial 
decidir colisiones efectivas de deredios y no formular 
declaraciones generales une fijen normas para el futuro, 
to eual es propio del poder legislativo ('). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comiéitii, Cuestión 
justíáiabfa 

No pmede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que, a pedido del Centro de Importadores de Buenos Ai- 
res, y sin decidir situación eoncreta efectivamente acae- 
cida Ve limita a dictar una resolución declaratoria y gene- 
ral estableciendo que en el régimen del decreto 31.665 
(ley 12.921) no existe límite mínimo ni máximo en las 
remuneraciones sobre el cual deban efectuarse los aportes 
y contribuciones que establece el art. 8 de aquél. 



MANTEL G. YR1TKTA c/ JUAN B. Y ANGEL 
C. GR1PPA (=) 

RECURSO EX T RAO HUIS A RIO : Requinto* fórmate*. lnt*tf>osÍ~ 
eión tirl revnrw, 

Pnrn la procedencia del recurso extraordinario no basta 
el planteamiento de una cuestión federal ni la reserva de 
interponerlo ni aun su interposición prematura : es inelu- 
dible que se lo deduzca después de dictada la sentencia 
de que se apela, dentro del tírmino legal y por escrito 
fundado en la forma reiteradamente exigida por la juris- 
prudencia de la Corte Suprema conforme a lo dispuesto 
en el art, 15 de la ley 48. Corresponde, pues, declarar im- 



(1) 28 di' nciviemliri' do lí»4». KhIIuh: 124, 39; 130, 157; 184, 358. 
(ü> 28 de noviembre de 1949. Fallos: Ift», 87; ÍSW, 54; ütl, 364; 
208, 77 y 305; 200. 378 y 582. 
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procedente el recurso concedido en la misma sentencia que 
í¡c pretende someter a ]¡i revisión de la Corte Suprema sin 
que se haya deducido en ellii el recurso extraordinario. 



PEDRO PEliEZ Y MANTEL 1ÍODKIGUE5! 

jnUSltimúX Y COMI'KTKXriA: CtteMione» ¿fe competencia. 

],» índole especial del juicio autorizado por l«tf¡ arts. C71 
y siguientes del Todito de Procedimientos en lo Civii y 
l'omct-rial de la Provine ia de Buenos Aires, no impide 
fpU' puedan pía mearse a su respecto cuestiones de com- 
petencia. 

JVlitSMCVlÓS t COMl'hlTKSVlA: Competencia territorial. Cam- 
praveHta* 

El juca del hipar • de debía efectuarse el papo del 
precio de la ce veijftí 'a es el competente para conocer 
de las actuaciones referentes al depósito de arpiélla por 
el comprador dispon forme con la calidad de la misma. 



Dictamkx del Pítocuiunoii Gkxkral 



Suprema Corte: 

Ton el escrito de fu. 1*2 (exp, X v 50) los señores 
Pedro IV-iVií y Manuel Rodríguez se presentan ante el 
Juez do Paz de Bragado solicitando inventario por el 
actuario de las inoren ciervas cuyo depósito efectúan, de 
conformidad con lo dispuesto en los arts. 871 y sig;uien- 
tes del Código de Procedimientos de la Provincia de 
Hítenos Aires. Kn el punto f>°) del petitorio solicitan se 
notifique el depósito por medio de exhorto a In firma 
que les vendió dicha mercadería, por estar domiciliada 
en la Capital Federal. 

Xo se luí deducido con osa gestión nn juicio derivado 
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de I» compra-venta, supuesto que pudo dar motivo ni 
conflicto de competencia, sino que se ha ejercitado por 
parte de los compradores, en el (ligar donde bc encuen- 
tran los efectos dados en custodia, un derecho expresa- 
mente reglado por la ley procesal local. 

Considero por lo expuesto que no hay litis trabada 
y cu consecuencia ha sido mal planteada la contienda 
que se eleva a V. E. para ser dirimida. Tíñenos Aires, 
noviembre 4 de 1ÍÍ49. — Carlos O. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 28 de 1Í>4Í>. 
Autos y Vistos: Considerando: 

(¿ue la índole especial del juicio autorizado por los 
nrts. S71 y sietes, del Código de Proceds. en lo Civil y 
Comercial de la Pro?, de Buenos Aires, «pie ciertamente 
afecta los derechos de las partes a que se refiere, no 
impide que puedan plantearse a su respecto cuestiones 
de competencia, dada la naturaleza de éstas, en las que 
se discute la jurisdicción de magistrados de diferentes 
provincias, conforme a lo previsto en los arts. «¡8, ínc. 
11, i»7 y siguientes do la Constitución Nacional, y de los 
cuides depende la validez de las actuaciones respectivas 
(confr. doctrina de Fallos: 66, 278; 150, 227; 181, 270), 

(¿uc de la carta de fs. 5 de este incidente presentada 
por los compradores Pérez y Rodríguez como expedida 
por el vendedor P. Elorza y Cía. resulta que el pago 
del precio debía ser efectuado en el domicilio de la fir- 
ma mencionada en último término, mediante el envío de 
un giro o del correspondiente documento. 

Que, según reiterada jurisprudencia de esta Corte 
Suprema, el lugar convenido expresa o implícitamente 
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para el cura pl i miento de las obligaciones determina la 
competencia de los tribunales de justicia en liis acciones 
personales (Falló*: 210, 4G4) debiendo entenderse que 
respecto tle los contratos de compraventa dicho lujrar 
es aquél en que debía efectuarse el pago del precio (Fa- 
llos : 1í>r>. 25; 1!>Í», Zíó ; ítt). 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, declá- 
rase ijue el conocí miento de la presente causa corres- 
ponde al magistrado a cargo del JwEgádo «le Paz Le- 
trado X w Hí de la Capital Federal, a quien se remitirán 
los autos haciéndose saber al Sr. Juez de Paz de Bra- 
gado en la forma de estilo. 

hms R. Loaron i — Tomás D. 
Casaiies — Fklipe Santiauo 

PÉHEZ — ATILIO PrSSAOXO. 



Jl'AN DURAN ACOSTA v. IMiOVINriA 
1>K BUENOS AIRES 

JlWlSDÍCi ¡úS Y eOMPÜTE&CtA; Cnmpvtetuia friera!. c»m- 
pttmeia orít/iHaria de la Curte Suprema* Cunta* en rpu' en parle una 
ptóvincia. Causas ri rilen. Distinta vecindad. 

Es de la competencia originaría de la í'or.c Suprema la 
causa Civil sobre mdcraniwicióli «le daños y perjuicios sc- 
fruiila enrii-a ana provincia por el vecino de otra, radi- 
cada ante dioho tribunal con anterioridad a la sanción 
de la actüal Gonétiíúeifin Nacional. 

PJtEÜi mWCtéN: C»m iento. 

VA plazo le la prescripción prevista en el art. 40SÍ7 del 
C, Civil lu líomieitóa a correr, en ni cuso do una acción 
sobre itid-unnización de dañes y perjuicios provenientes 
de un ¡norme errdneo expedido por el Registro tle la 
Propiedad, desde la fecha de dielio informe sino desde 
aquélla en 'pie el error fué conocido. 
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1)A$(ís Y PEMU ICIOS; Rttponsabilídad ,M Estafa RegtHtra rfe 
la ¡*ru¡)tr<Uttl. 

t 

Si el actor reconoce que la cesión de derechos y acciones 
hereditarios efectuada u su favor no se realizó sobre la 
baso i)c certificado alfnmn del Registro de la Propiedad 
sobre el dominio del inmueble en cuestión —el cual no 
fué sol ¡rilado— sino teniendo en cuenta solamente averi- 
guaciones particu lares de las rutiles resultaba que el 
dora i 11 iu se hallaba registrado a nombre del causante 
— ramo efectivamente lo estaba por haberse omitido li' 
anotación de una transferencia realizada por arpie) — 
corresponde rechazar la demanda sobre indemnización de 
daños y perjuicios promovida contra la provincia de la 
(pie depende »"| Registro y f mulada' en la existencia de 
la mencionada anotación errónea. 

Dictamen »kl PnorniAtM>u Gbnkral 

Suprema Corte: 

De ncuenlo ron lo resuelto m ríe "Buenos Aires, la 
Provincia vs. Polledó Casimiro S, A. Comercial y Gana- 
dera " (marzo 31 ppdo.), habiendo quedado trabada la 
litis con anterioridad al 11» de marzo ppdo., procede te- 
ner en cuenta a los efectos de la jurisdicción originaria 
Ion preceptos de la antigua Constitución Nacional. 

Conforme, pues, a los arts, 100 y 101 de la misma, 
opino (pjc V. E. es competente para conocer de esta» 
actuaciones por tratarse de una causa civil por indem- 
nizacióu de daños y perjuicios seguida contra una Pro- 
vincia y hallarse acreditada la distinta vecindad de la 
parte n'ctora (testimonio de fs. 6 y declaraciones de fs, 
19 y vta.). 

En cuanto al fondo del asunto, nada tengo que dic- 
taminar, atenta su naturalesía. Buenos Aires, septiembre 
16 de 1949. — Carlos G. Delfiuo. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 28 de 1949. 

\'islos los autos; "Duran Acosta Juan C.| Buenos 
Aires la Provincia b.| daños y perjuicios", de los que 
resulta : 

Que a fs. 9 comparece D. Juan Durán Acosta ini- 
ciando demanda contra la Provincia de Buenos Aires 
por indemnización de daños y perjuicios que lia sufrido 
—dic-i. — por i'ulpn y negligencia de los empleados del 
Registro ile la Propiedad y que estima en m|n. 2,000.000. 
Manifiesta que en el juicio sucesorio de Isidoro Tello 
qn« tramitó ante el Juzgado de esta Capital a cargo 
del Dr. Eduardo Rojas, secretaría del escribano ICmiLio 
Parodi, fué denunciado como único bien hereditario una 
fracción de campo sita en el partido de Adolfo Atsinn, 
que afecta la forma de un rectángulo que mide dos le- 
guas de cinco kilómetros cada una, en sus costados y 
con igual extensión en su fondo, lo que lince una super- 
ficie de 10.000 hectáreas; habiéndose justificado el do- 
minio sobre este inmueble con un testimonio de escri- 
tura pública otorgada el V de abril de 1S8Ú por Carlos 
Boíl a favor de Isidoro Tello y mediante un certificado 
del Registro tle la Propiedad de Ja ciudad de La Plata 
emitido con fecha 3 de febrero de 1937 en el que consta 
que el bien se encontraba inscripto a nombre del cau- 
sante con fecha 10 de enero de 1889, bajo el número 
1714, Serie B, En dicho juicio fué declarado único y 
universal heredero Justo Raúl Tello en su condición 
de hijo legítimo sin perjuicio de los derechos de la cón- 
yuge supérstite Da. Isidora Klías de Tello, habiendo 
ambos otorgado a favor del actor cesión de sus derechos 
y acciones hereditarios el 30 de septiembre de 1937 y 
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por otros actos ulteriores que importan el 90 % del cau- 
dal de la sucesión, conforme con escrituras agregadas 
a esas actuaciones. 

Que habiendo sido designadc administrador de ta 
sucesión, en su carácter de cesionario, tuvo noticias que 
el campo de la misma se encontraba ocupado por per- 
sonas que se decían dueñas de él en virtud de títulos 
suficientes, lo que le decidió a iniciar un juicio de reivin- 
dicación y nulidad en su contra ante los tribunales de 
la ciudad de Bahía Blanca, juzgado del Dr. Díaz Zunico, 
secretaría del Dr. G. García Medina. Esta acción resultó 
rechazada por haber prosperado las excepciones de fal- 
ta de personería y arraigo opuestas por los demandados. 

Que otro de los cesionarios de los herederos Tello, 
1>. Federico A. Ondicol, promovió, con posterioridad, 
querella criminal contra los presuntos dueños del campo 
unte los tribunales de Bahía Blanca, juzgado a cargo 
del Dr. L. Vnlenzueln, secretaría del Dr. C. Iribar Pi- 
lotto, y con tal motivo se tuvo conocimiento en forma 
auténtica que el Registro de la Propiedad había expe- 
dido erróneamente el certificado en el (pie constaba el 
dominio de Isidoro Tello sobre dicho bien, pues en con- 
testación a un oficio del juez instructor la misma re- 
partición pública hace saber — con fecha 21 de mayo de 
VM2 — que el inmueble de referencia había sido vendido 
por Isidoro Tello, en 5 de mayo de 1889, a Arturo Oyue- 
la ; dejando a la vez constancia que en la inscripción a 
favor de Tello, o sea la X" 1714, B, del año 1869, ge omi- 
tió poner nota de venta al margen de la misma a fin de 
correlacionar esta inscripción con la de O vuela, motivo 
por el cual figuraba vigente la de Tello, y haciendo pre- 
sente que, en la fecha, el Registro había procedido a 
anotar esa inscripción. Fuudado en tal informe fueron 
sobreseídos definitivamente los inculpados. 



t'AMiOft DE M rOKTK KCCREMA 



(¿ue luí desistido det propósito de aceionni' contra 
los herederos ceden tea por devolución de lo pagado en 
11 tención n que le consta que ellos y la sucesión carecen 
de lúenes pura responder, 

Que el error proveniente del Registro de Propie- 
dad le lia causado perjuicios que ta Provincia está eñ 
la obligación de resarcir, en virtud de los arts. 1112 y 
llirí del Cód. Civil y de la Jurisprudencia de esta Corte 
Suprema, los que en uniera t rutando de precisarlos en 
cifras. 

Pínula la jurisdicción originaria de la Corte en el 
art, 101 de !a anterior Constitución Nacional y en el 
art. l\ inc. V\ de la ley 48 por tratarse de una acción 
civil contra una provincia, promovida por un vecino de 
la Capital Federal, Solicita intereses y costas. 

Que la demandada contesta a fs. 21 negando todos 
los hechos y circunstancias invocados por el actor, ha- 
ciendo notar la posibilidad de que el primer informo 
mencionado del Registro de la Propiedud sea la oonsc- 
cuencia de una colu sió n entre a l gún empleado del Re- 
gistro y los interesados en hacer aparecer el campo 
aludido como bien de Isidoro Tollo, pues esta hipótesis 
aparece sugerida por el propio actor en escrito presen- 
tado al juicio que contra el mismo sigue el heredero de 
la sucesión. Niega que el accionante haya adquirido los 
derechos que invoca sobre ta base del informe del Re- 
gistro de la Propiedad (pie obra en el juicio sucesorio 
afirmando, a la vez, que las cesiones — en su mayor 
parte — le fueron otorgadas con anterioridad a la fecha 
de ese informe; niega, también, la existencia de los per- 
juicios que pretende babor sufrido y, en todo caso, la 
extensión de ios mismos. 

Que opone como defensa do fondo la falta de ac- 
ción, dio lo que el actor carece de derecho y, en conse- 
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cuencia, de acción para reclamar daños y perjuicios 
contra la Provincia fundado en la expedición por parte 
del Registro de la Propiedad de un informe erróneo, 
dado que D. Juan Duran Acosta ejercita pretendidos 
derechos que dimanan do cesiones efectuadas a su fa- 
vor por diversas personas quienes, a su vez, las habrían 
adquirido por cesión que a su favor efectuaran los here- 
deros Tello, resultando de esto ser sucesor a título 
singular de terceras personas que, a su turno, lo eran 
de los herederos de Tello, todo lo cual importaría dejar 
establecido que el actor no tiene ni ha podido tener so- 
bre la herencia dejada por el causante un derecho mejor 
o más extenso que el que tenían aquéllos de quienes 
los adquirió, pues las cesiones efectuadas originaria- 
mente por los herederos Tello lo fueron antes de la 
fecha en que el Registro de la Propiedad otorgara el 
informe del 3 de febrero de 1937 que afirmaba el do- 
minio a favor del causante de la sucesión. Esto evinden- 
ciaría que la compra de los derechos hereditarios se 
efectuó por los antecesores del actor sin verificar pre- 
viamente *n el Rc^isUo si eLdominio .sohr e e l camp o„fi-- 
guraba o no inscripto a nombre de Isidoro Tello, lo que 
importa haber tomado sobre sí el riesgo de que dicho 
bien no correspondiera a éste y sus sucesores. Si los 
primeros cesionarios no tenían ni tienen acción alguna 
contra la Provincia —dice— como consecuencia del he- 
cho referido, no puede pretender tenerla el actor. 

La demandad;* sostiene que, fundándose la acción 
de daños y perjuicios en la ejecución de nn hecho ilícito 
que *ería el certificado expedido por el Registro de la 
Propiedad y a la vez en la existencia de un daño que 
consistiría en el caso en la compra del campo por cesión 
de los derechos hereditarios de los Tello, es de notar 
que el daño se había consumado con anterioridad a la 
ejecución del hecho ilícito por lo que no podría afirmar- 
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se que aquél se haya originado íi causa dé éste. Que el 
art. 1HM» establece lu obligación tic reparar los perjui- 
cios a quien ejecuta un hecho, que, por su culpa o ne- 
gl i pericia, ocasiona un daño a otro, y el art. 1111, también 
del Cód. Civil, dispone *\uv el hecho que no causa daño a 
la persona que lo sufre sino por una falta imputable a 
ella no impone responsabilidad alguna; agrega que las 
cesiones invocadas por el actor como título para inten- 
tar esta acción no le han conferido un derecho sobre el 
campo, pues mediante ellas no se trasmite ni enajena 
cosa alguna determinada, siendo así que todo queda su- 
jeto al resultado de la partición conforme con los arts. 
iíü!)5 y :U. r )Odel (VhI. Civil. 

Que, finalmente, y para el caso que no prosperase 
la defensa de falta de acción, opone ta defensa de pres- 
cripción de acuerdo con lo dispuesto en el art, 4037 del 
CocL Civil que, fija el término de un año para ejercitar 
la acción tendiente a reparar los daños causados por 
Cuasi delitos, término que habría transcurrido con ex- 
ceso desde el momento en que se hubiere cometido el 
hecho ilícito en que la acción se funda, dado que el in- 
forme del Registro de la Propiedad es de fecha 3 de 
febrero de 1ÍÍ37. Solicita el rechazo de la demanda en 
todas sus partes, con costas. 

Que abierta la causa a prueba, se produjo la que 
informa el certificado de Secretaría fecha 25 de junio 
de 1949* corriente a fs. 322, del que resulta que la del 
ador corre agregada de fs. 4íi a 136 y la aportada por 
la Provincia de fs. ÍB7 a fs. 3É>¿ habiendo presentado 
su alegato el accionante el 2b" de julio, la demandada el 
13 de agosto, últimos, y oído el Sr. Procurador General 
de la Nación con fecha 16 de septiembre, quedando re- 
puesto el sellado el día 7 de octubre de 1949. 



HE .nwririA TtV, VA HA€IÓS 



Considerando : 

(¿110, do acuerdó con lo dictaminado por ol Sr. Pro- 
curudor General, correspondo declarar que el presento 
juicio es do la competencia originaria de esta Corte Su- 
prema, por 1 labor quedado radicado ante ella con ante- 
rioridad a la sanción de la actual Constitución Nacio- 
nal y traía rae do una causa civil por indemnización de 
daños v perjuicios seguida contra una provincia por un 
vecino de otra (Palios: 211, 727; 213, 2ÍX>). 

Que corresponde ahora, en primer término, que él 
Tribunal se pronuncio sobre la exección de prescrip- 
ción formalizada eú e! escrito do contestación a la de- 
manda, fiara lo cual es preciso determinar desde cuando 
empezó a correr el plazo de un año establecido en el nrt. 
40.17 del Cód. Civil. La demandada entiende que ose 
término debe eompu tarso desde el 3 de febrero de 1H37, 
techa on que el Registro de la Propiedad expidió el in- 
formo en que constaba la inscripción del dominio a fa- 
vor de Isidoro Tollo. Pero es do tener en cuenta que en 
ese momento el actor ignoraba que el certificado era 
equivocado. Kl Hegistro de la Propiedad informó sobre 
el error cometido recién el 31 de mayo de 1942, habién- 
dose iniciado la demanda el 18 de mayo de 1943, o sea 
antes de cumplirse el año para que pudiera operarse la 
prescrijicióu. La acción para reparar el daño causado 
por un cuasi delito, ba resuelto esta Corte, prescribe 
al uño contado desde que el damnificado tuvo conoci- 
miento del hecho o de log hechos generadores del daño 
y no se interrumpe por las actuaciones administrativas 
i Fallos: 18Í), 256). En consecuencia no puede prosperar 
esta defonsn y así se declara. 

Que para resolver el fondo de la cuestión es indis- 
pensable correlacionar el escrito de demanda con el ale- 
galo presentado por el actor en uso del derecho que le 
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acuerda < i l art. 177 de la ley nacional ele procedimientos 
N» 50. ('orno se ha expuesto en los resultandos de este 
pronunciamiento, la demanda aparece fundada en el 
informe equivocado del Registro de la Propiedad que» 
según se afirma a fs. 12, habría inducido al actor en 
error en cuanto al derecho de dominio de la sucesión 
Tello, siendo tal equ ¡vocación del Registro la que le 
ocasionara perjuicios. Sin embargo de ello en el alegato 
corriente de fs. 326 a fs. 333, punto III, se aclara ex- 
presamente que no fué ese certificado del Registro sino 
"la verdadera vigencia de la inscripción del dominio 
del bien a nombre del causante lo. que provocó las ad- 
quisiciones de derechos que perjudicaron al actor". Y, 
haciendo mérito de la prueba rendida, dice la misma 
parte, en el acápite b) del punto II del mismo alegato, 
fílate "acreditado que —en contra de lo que parece ha- 
ber entendido la contraria— el Sr. Duran Acosta pro- 
cedió a la adquisición de los derechos hereditarios en 
razón le constar inscripto en el Registro de la Propie- 
dad el dominio dol Iti en a nombre del cansante". Final- 
mente recalca su posición jurídica a fs. 332 del mismo 
escrito sosteniendo que **el mal del Registro de la Pro- 
piedad motivo de este pleito no ha estado en la expedi- 
ción de los certificados que consignaban el error de que 
figurase el dominio de! campo a nombre de Isidoro 
Te lio, sino en el error mismo, o sea en In vigencia de la 
inscripción cuya cancelación no se hizo en el momento 
oportuno. De no haber mediado ese error u omisión, na- 
da hubieran podido ceder los herederos de Tello y nada 
— de-4o-qu" ocurre hubiera ocurrido''. 

Que aclarada en esta forma la intención del actor 
y el fin que se propuso con la demanda, corresponde 
verificar si es de aplicación al caso ta jurisprudencia 
establecida por esta Corte Suprema sobre la responsa- 
bilidad del Kstadocomo consecuencia necesaria del prin- 
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ripio según el cnnl quien contrae la obligación de pres- 
tar un servicio lo debe realizar en condiciones adecua- 
das pura llenar el fin para el que ha sido establecido, 
siendo responsable de los perjuicios que causare su in- 
cumplimiento o su irregular ejecución (Fallos: 211, 
342); estando, por consiguiente, el Estado obligado a 
indemnizar los daños y perjuicios sufridos a consecuen- 
cia de un informe erróneo del Registro de la Propiednd 
que permitió se realizara una operación teniendo en 
cuenta el certifiendo expedido, (Fallos: 210, 346). En 
los casos mencionados y en los que en ellos se citan, se 
realizaron las operaciones de venta y de cesión sobre la 
base del certificado que fuera solicitado al Registro de 
la Propiedad como antecedente indispensable para que 
Ins mismas pudieran efectuarse. En el sub-jüdicé resulta 
que no fueron pedidos los informes respecto a las con- 
diciones en que se encontraba el dominio del inmueble 
motivo de las cesiones a que se refieren las escrituras 
agregadas a fs. 127, 528, 129, 133, 134, 288 y 200, en los 
autos sucesorios de Isidoro Tello, traídos como prueba 
a este juicio. Sólo consta en esos testimonios haberse 
solicitado informes sobre si se encontraban o no inhi- 
bidos los ceden tes, nada más, No hay fundamento, por 
lo tanto, para pretender sea de aplicación la jurispru- 
dencia de este Tribunal que se ha mencionado, dado 
que las pertinentes operaciones no se realizaron teniendo 
como antecedente informe alguno del Registro de la 
Propiedad relacionado con el dominio del bien. Las ave- 
riguaciones que personalmente sostiene haber realizado 
en el Registro el nctor, son Hctos particulares del mismo 
que no pueden crear ninguna responsabilidad al Estado 
desde el momento que nada informó. La falta de ano- 
tación de haber sido transferido el bien es un error o 
falla de trámite interno que no puede ocasionar per- 
juicios n terceros mientras el mismo no adquiera la for- 
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nía do un certificado expedido por el Estado que ejerce 
el monopolio de ese servicio público. 

Que ¿él pía idean liento jurídico a que hacen referen- 
cia los precedentes consideran los resulta inoficioso dis- 
criminar cuáles operaciones sobre cesión de derechos 
hereditarios fueron realizadas antes y rindes después 
del informe del Registro de la Propiedad existente a fs. 
150 dé los autos sucesorios, puesto que se demanda da- 
ños y perjuicios por n notaciones erróneas existentes en 
un registro público y no en virtud de informes expedi- 
dos por el mismo. Además, el actor .manifiesta a fs. SÍU 
o, ac relia ja el monto de sus pretensiones del 90 % al 
((I % y sólo pide como hulemnizaeión ahora pesos m¡n. 
:un.71.V>K cotuo consecuencia del juicio que sobre nu- 
lidad de cesión le siguió Justo Rnúi Tello, que corre 
agregado sin acumular, y cuyo resultado le fué desfa- 
vorable; siendo de notar (pie esta cesión, anulada judi- 
cialmente, se realizó después de haber sido librado el 
certificado erróneo. 

Que, en con secuencia de todo lo expuesto, resulta 
que los daños que haya podido sufrir el actor no son 
imputables a la Provincia demandada yj en todo caso, 
estarían comprendidos en la disposición del art. 1111 del 

cód., civil. 

Por tanto se rechaza la demanda; costas en el or- 
den causado a inórito de la naturaleza de las cuestiones 
debatidas. 



Luis R. Lonoih 
Valenzukla 



Rodolfo fl. 
Tomás D. 



Casares — Felipe Saxtiaoo 
Pérez — Anuo Pessaono, 
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LUIS CESAR ROJO 

RECURSO EX TRA O RDIXA RIO : Requisito* propios. Relación di- 
recta. S orinas cstraña* al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en la violación 
de la defensa en juieio si las constancias de autos impi- 
den «firmar que no lia existido restricción. 

COXSTITUCIÓX XACÍOXAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Principio» ycuerate*. 

La garantía constitucional de ta defensa en. juicio requiere 
que. en el orden normal de las instituciones, los derechos 
de los hahitiintes no sean definitivamente dilucidados «in 
que se oiga a sus titulares y se les permita invocar y 
mostrar los hechos que consideren conducentes a su de- 
fensa. La audiencia del interesado supone la leal infor- 
mación al mismo de la existencia de la cuestión que le 
incumbe. 

COXSTITVVlfiX XACIOXAL: Derecho* y garantías. Defensa en 
juicio, Procedimiento » sentencia. 

Habiendo quedado eliminada del juicio sobre guarda de 
un menor, por resolución judicial consentida, la cuestión 
referente a la pérdida de la patria potestad correspon- 
diente a la madre por muerte de su esposo, la sentencia 
de segunda instancia dictada después en esas aetiw» "iones 
por la cual, a requerimiento del Ministerio de Menor -me 
no se hizo conocer a la madre, se priva a ésta de 'u , «tria 
potestad, es violatoria de la defensa en juicio. 

PATRIA POTESTAD, 

La patria potestad es un derecho natural reconocido por 
la Constitución Nacional cuya razón de ser hállase en el 
deber de los padres respecto del destino de loa hijos. El 
patronato del Estado sobre los menores es siempre suple- 
torio, para afianzar y no para suplantar los víncnlos de 
esa naturaleza, 



358 



FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto : 

El recurso extraordinario deducido en los autos 
principales» por cuya denegatoria se interpone esta que- 
ja, se basa en que el tribunal superior de la causa al 
dictar In sentencia definitiva ha tratado y resuelto una 
cuestión que estaba excluida de la litis, vulnerando así t 
en perjuicio de la recurrente, la garantía constitucional 
de la defensa en juicio. 

Como el caso federal, según lo plantea la interesa- 
da, resultaría del fallo de segunda instancia y con mo- 
tivo del mismo, y ta apelación ha sido presentada en 
término y estú cu ini opinión suficientemente fundada, 
pienso que el recurso extraordinario fué mal denegado 
y que corresponde hacer lugar a esta presentación de 
hecho declarándolo procedente. 

En cuanto al fondo del asunto no creo que sea ne- 
cesaria mayor substanciación, toda vez que el examen 
de los autos permite constatar la evidencia de la preten- 
sión invocada por la apelante. 

Kn efecto : Doña Corina Fourcade de Rojo reclamó 
y obtuvo, sin oposición alguna, la tutela de su nieto 
Luis César Rojo, lujo legítimo de Valentín Rojo, falle- 
cido, y de doña Elba Angela De Lillo de Rojo (fs. 10 
y 11). 

El menor, que se hallaba al cuidado de una hija 
de la peticionante, fué entregado por intermedio del 
Oficial do Justicia a la tutora (fs, 14), y ésta solicitó 
entonces (fs. 15) que se decretara la pérdida de la pa- 
tria potestad que su nuera, madre del niño, tenía sobre 
el mismo. A esto proveyó el juez de la causa: "Ocurra 
ante quien corresponda" (fs. 15 vta.). 
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Pocos días después la madre de Luis César se pre- 
sentó (fs. 17) pidiendo se dejara sin efecto el discerni- 
miento de la tutela, y que se ordenara restitución de su 
hijo. 

Los autos pasaron en vista al Sr. Asesor de Meno- 
res quien se expidió a fs. 25 y vta. en los siguientes tér- 
minos: M Señor Juez: Atenta la presentación en autos 
de la madre del menor —cuya patria potestad ejerce por 
muerte del padre — y siendo incompatible esta institu- 
ción con la de la tutela, corresponde revocar esta última, 
dejando sin efecto el nombramiento de fs. 10. Y, ha- 
biéndose formulado contra la madre graves acusaciones, 
solicito de S. S. la fijación de un juicio verbal para es- 
cuchar a aquélla y a los guardadores del menor y re- 
solver sobre el cuidado inmediato del mismo". 

Como, de resultas del auto de fs. 15 vta., la cuestión 
relativa a la pérdida de la patria potestad había queda- 
do terminantemente eliminada de los puntos a discutir 
y resolver en la presente contienda, (sin perjuicio de que 
se debatiera oportunamente "ante quien correspon- 
da"), sólo podía recaer pronunciamiento judicial acerca 
de lo que correctamente indicaba el Asesor de Menores, 
es decir: 

a) revocación de la tutela como consecuencia de 
la incompatibilidad señalada entre dicha institución y 
la patria potestad; y 

b) lo concerniente al cuidado inmediato del me- 
twr, pero sin que lo decidido al respecto pudiera tener 
efecto alguno sobre las pretensiones opuestas de suegra 
y nuera acerca de la pérdida o conservación de la patria 
potestad de la madre sobre el hijo, por no ser tal cues, 
tión materia de la litis y haber quedado, como ya lo des- 
taqué, excluida de la misma por imperio del auto de 
fs. 15 vta. 

El incidente se substanció con la finalidad de deter- 
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minar la exactitud de las imputaciones que la t atora 
formulaba contra la madre del menor, y resolver si, 
en su consecuencia, debía quitarse a ésta, provisoria- 
mente, la guarda del mismo. 

Ante la negligencia L ie ] a denunciante para destruir 
la prueba de descargo aportada por la afectada, el Juez 
resolvió a IV. :¡8 vtn., de conformidad con lo dictaminado 
por el Asesor de Menores n fs, 38, revocar la tutela e 
intimar a Doña Carina Fourcade de Rojo la entrega del 
menor Luis Cesar Rojo a su madre Doña Elba Angela 
De Lillo de Rojo. 

Recurrida esta sentencia, la Clamara Segunda de 
Apelaciones en lo Civil de la Capital, la lia revocado, 
declarando que la madre del menor lia perdido la pa- 
tria potestad sobre su hijo. 

Lo precedentemente expuesto es suficiente, en mi 
opinión, para que V. K. Eiaga lugar a la cuestión fede- 
ral planteada, revocando la sentencia en cuanto lia 
podido ser materia de recurso, Buenos Aires, octubre 
20 de VM*X — Carlos O. Velfino, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 28 de 1949. 

■ 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
Rojo Elba Lillo de, en la causa Rojo Luis César sj adop- 
ción", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

Que como lo pone de manifiesto el precedente dic- 
tamen del Sr. Procurador General, las constancias de 
los autos principales impiden afirmar que no haya exis- 
tido restricción de la defensa en juicio como para dése- 
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cliflr ti*" plano con arreglo a la jurisprudencia de esta 
Corte —Fallos: 213, 3Í»7 y otros— la queja traída a raíz 
del recurso denegado a fs. 78 de la causa. 

En su mérito se declara mal denegado el recurso 
extraordinario deducido a fs. 76 del principal. 

Y considerando en cnanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más susumeiación: 

Que esta causa fué llevada en apelación ante el res- 
pectivo tribunal de alzada porgue la recurrente consi- 
deró que la decisión de fs. 38 vta., en la cual se deja sin 
efecto la tutela que se le había acordado, la agraviaba 
feonf. expresión de agravios de fs. 57). 

Que la decisión de fs. 38 v. revoca el auto de fs. 
10, cu el cual se nombraba tutora legítima de Luis César 
Uojo a su abuela paterna, e intima a esta última la en- 
trega del menor. 

Que desde la presentación de la abuela paterna a 
fs. 15 solicitando se declarara que la madre del menor 
había perdido la patria potestad, petición a la que se 
proveyó: "ocurra ante quien corresponda '\ dicha pér- 
dida dejó de estar cu tela de juicio en estos autos. Quién 
había requerido la declaración no recurrió del proveído 
transcripto y no volvió a hacer cuestión de ello en nin- 
guna de sus presentaciones, tu en primera ni en segun- 
da instancia. Nada de esto es negado por la abuela del 
menor en su presentación ante la Cámara ni por este 
Tribunal en la sentencia recurrida de fs. 70, por lo cual 
el caso difiere de aquéllos en que lo alegado es el apar- 
tamiento de la sentencia de los términos de la litis, punto 
cuya dilucidación requiere el examen de cuestiones de 
hecho y de derecho procesal ajenas al recurso extraor- 
dinario (Fallos: 204, 63). 

Que, por consiguiente, la pérdida de la patria po- 
testad de que era en principio titular la recurrente a 
raíz de la muerte de su marido, declarada en la sentencia 
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de fs. 70 a pedido del Sr. Asesor de Menores de Cá- 
mara, — primera oportunidad en que, después del auto 
citado de fs. 15 vta, se introducía la cuestión en el juí 
cío — lo fué sin que lu madre conociese siquiera este re- 
querimiento. 

Que de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte 
la garantía constitucional de la defensa en juicio requiere 
que, en el orden normal de las instituciones, los dere- 
chos de tos habitantes no sean definitivamente dilucida- 
dos sin que se oiga a sus titulares y se les permita in- 
vncar los hechos que consideren conducentes a su de- 
fensa y demostrarlos de alguna manera. Fallos: 211, 
1054>; 212, 447 y los allí citados. 

Que, desde luego, la audiencia del interesado su- 
pone la lea] información del mismo de la existencia de 
la cuestión que le incumbe —Fallos: 193, 4D5; 198, 83— 
porque lo que la garantía constitucional tutela no es la 
mera formalidad de la citación de los litigantes sino la 
posibilidad de su efectiva participación útil en el litigio. 

Que siendo en principio y por su naturaleza irre- 
vocable durante el plazo del art. 12 de la ley 10.903, la 
perdida de la patria potestad, la imposición de ella por 
el tribunal de última instancia de la causa en la forma 
explicada, importa una violación flagrante del derecho 
tle defensa que sólo por la vía del recurso extraordina- 
rio puede tener remedio. 

Que la violación tiene en el caso, especial trascen- 
dencia, porque concierne al amparo de un derecho na- 
tural, — el de la patria potestad — , expresamente reco- 
nocido por la Constitución Nacional (art. 37, sec. TI, 
apart, 1). Sin duda, la razón de ser de este derecho, há- 
llase en el deber de los padres respecto al destino de los 
hijos. Pero, precisamente, porque cuando se considera 
el ejercicio de la patria potestad se juzga el cumplimien- 
to de tan grave y esencial deber por parte de los padres 
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y la decisión concierne al destino de los hijos, el juicio 
no se ha de pronunciar sin que haya existido plena ga- 
rantía de defensa, tanto por el respeto debido a ta res- 
ponsabilidad paterna, cuanto por el interés moral de 
los hijos, pues la natural dependencia de ellos con res- 
pecto a los padres, condiciona, en principio, esencialmen- 
te, su recta formación. El patronato del Estado sobre 
los menores (ley 10,903, art 3% penúltimo apartado), 
es siempre supletorio, para afianzar y no para suplan- 
tar los vínculos de la naturaleza. 

Que si bien el recurso extraordinario sólo conside- 
ra la violación del derecho de defensa en orden a la pér- 
dida de la patria potestad dispuesta en la sentencia 
recurrida, y es ajeno a lo que en la misma se decide res- 
pecto a ta tutela dejada sin efecto en la resolución de 
primera instancia de fs. 38 vta. que revoca la Cámara, 
como lo resuelto sobre la tutela está subordinado en la 
sentencia de fs. 70, a lo que <m la misma se decide sobre 
la patria potestad, la causa debe volver al Tribunal de 
origen para que se dicte nueva sentencia en vista de 
esta revocatoria. 

Por tanto y los fundamentos del dictamen del Sr. 
Procurador General se revoca la resolución apelada 
de fs. 70 en lo que ha sido materia del recurso, que es 
lo decidido sobre la patria potestad. Y vuelvan los autos 
al Tribunal de bu procedencia para que dicte nueva sen- 
tencia sobre el objeto de la apelación, habida cuenta de 
esta revocatoria. 

Lüib B. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo Pessagno, 
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ACORDADA SOBRE CONSTITUCION' DE LOS TRIBU- 
NALES DE ENJUICIAMIENTO DE LOS MAGISTRADOS 
DE LA JUSTICIA NACIONAL 

ft - fnB«en°s Aires a los 9 día» del mes de diciembre del 
| a : r ? ,1(lM en su Saía de Acuerdos el Sr. Presidente 
Je la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Dr. D Luis R 
Wgi 1 " Sres. ministros Dres. D. Rodolfo G. Valen^ela! 

Pessa^í* P<> SantÍag ° P¿reZ 7 D Ati,i0 

V considerando: 

*\ ^ ue n ía M reglamentaria del art. 91, última 

parte, de la Constitución Nacional, impone a esta Corte Su- 
prcma la constitución de los tribunales de enjuiciamiento de 
los magistrados de la justicia nacional. 

2') Que, con arreglo a lo dispuesto por los arts. 4* y 19 
de la ley mencionada, se hace necesario designar los Sres." Mi- 
nistros que en numero de tres formarán la Sala que conocerá 
de refere¡¡"m C,aS f ° rmW,en rWj " )ect(> <<e '<* magistrados 

mnA 3 7, tñ } ta , ú f disposición legal que establezca el 

modo de efectuar ta designación correspondiente, el Tribunal 
considera que en razón de la naturaleza e importancia de las 
funciones que incumban a di. ba Sala, debe presidirla el Sr. 
Presidente de la Corte Suprema. 

4*) Que para la designación de los Ministros que bnn 
(le integrar la Sala mencionada, los que presidirán Jos trilui- 
enju^jamiento y sus sustitutos, «obre lo cual tnm- 
poco existe disposición legal, esta Corte adopta el procedimien- 
to del sorteo excluyéndose ne | fl dcsiiisaculacióii al Sr. Pre- 
sidente de la Corte Suprema. 

&>Jñ Que e l- rt * f ,a le - v 13644 ? ac »W a ! ' «*■ éorte 

Suprema para fijar la jurisdicción de loa tribunales de en- 
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juieiamiento de los magistrados del interior, a cuyo efecto, 
eon arreglo a los términos del precepto, cor responde atribuir- 
les competencia en función de la distancia. 

6*) Que esta facultad lleva implícita la de establecer 
el n nniero de organismos que deben constituirse y la zona en 
(pie cada mío habrá de actuar, como única manera posible de 
determinar erm antelación su competencia en la forma que 
lo requiere la ley. * , 

V) Que a ese fin es de imperiosa conveniencia la adop- 
ción de un procedimiento que reduzca en la medida de lo 
posible la desintegración de las cámaras respectivas y facili- 
te el funcionamiento de los tribunales de enjuiciamiento refe- 

8*) Que se Isace así patente la ventaja de la división 
del país en dos grandes zonas ¿orresnónd lentes, la primera, a 
los magistrados integrantes y dependientes d 4 las cámaras fe- 
derales de Córdoba, Paraná. Rosario, Tueumán y de la Cá- 
mara de Apelaciones de los territorios del Xorte, y la segunda, 
a los magistrados integrantes y dependientes de las Cámaras 
Federales de Bahía Blanca. \m Plata. Mendoza y de la Cá- 
mara de Apelaciones de los territorios del Sur. Se procederá 
por sorteo a la designación de los cuatro presidentes de las 
cámaras de apelación de la primera zona que integraran el 
respectivo tribunal de enjuiciamiento. 

ttesol vieron: 

V) La Sala del art. lí> de la ley 13.6*44 se eonstit-iirá 
eon el'Sr. Presidente de la Corte Suprema y los Srcs. Mi- 
nistros de ésta que si- designen por sorteo. 

T) El Tribunal de Enjuiciamiento de los magistrados 
de la Capital Federal será presidido por el Ministro de la 
Corte Suprema, o su sustituto, e integrado por los presidentes 
de las támaras de apelación, que se sorteen con arreglo a lo 
expuesto en el considerando 4'. 

JP) Funcionarán los tribu nales de enjuiciamiento de mfl- ^ 
figurados del interior, eon la jurisdicción determinada en el 
considerando 8*. Estos tribunales serán presididos por el mi- 
nistro de la Corte Suprema o su sustituto, designados con 
arre»! o a lo dispuesto en el considerando 4* e integrados por 
los Presidentes de las Cámaras de apelación en la forma in- 
dicada en el considerando 8*. 

4*) Designar la audiencia pública del día 15 del ejo- 
rriente mes a las VI horas para proceder al sorteo de los Mi- 
nistros v demás magistrados a que se refiere esta Acordada. 
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Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro corrcspoiu tiente, por ante mí de 
que doy fe. — Luis R. I^nghi. — Rodolfo O. Valemuela — 
Toma* D. Camres. — Felipe Santiago Pñrz — i filio S 
Pessagtto. 



SORTEO DE MAGISTRADOS PARA INTEGRAR LOS 
TRIBUNALES DE ENJUICIAMIENTO 

En Buenos Aires, a 35 de diciembre de 194ÍÍ. reunido» en 
audiencia pública el Sr. Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación. Dr. D. Luis II. Lotiglii v los Xres Mi- 
nistros Dren. D, Rodolfo G. Valeusuela ; D. Tomás D Casares- 
D Felipe Santiago -Pere/ y D. Atilio Pessuguo, con asistencia 
del Sr. Procurador General, Dr. D. Carlos Gabriel Delfíno a 
los efectos de dar entupí ¡miento a lo dispuesto por la artilla- 
da de feclia í) del mes en curso, y abierto el acto por el Sr. 
I residente, se procedió a efectuar los ¿sorteos ordenados en 
acuella con el siguiente resultado: 

r Ministros Dres. D. Tomás D. Casares v D. Rodolfo G 
\alenzuela para intefírar con el Sr. Presidente de la Corte 
Suprema la sala del art. ]!) de la ley U644. 

2' Ministros Dres. D. Atilio Pensado y D. Felipe San- 
tiago lerez como substitutos de los anteriores en el orden 
expresado. 

,1 i í'lí'í™ Dr V D ^ ™ ipe Sant '«íí» ™mo Presi- 

dente del Tribunal de Enjuiciamiento de los magistrados de 
la f api tal Federal 

i »¡* Ministro Dr. D. Atilio Pessagnn, como presidente de 
los Iribunnles de Enjuiciamiento pura lo* magistrados del 
interior. 

5* Ministros Dres. D. Rodolfo G. Valeiizuela v D. Tomtis 
D. Casares como substitutos del Presiden tn del tribuna) de 
Enjuiciamiento de los magistrado* de la Capital Federal, en 
el orden expresado. 

6' Ministros Dres, D. Rodolfo G, Viilcnnieta y D To- 
mas D. ('asares, como substitutos del Presidente de los Tri- 
bunales de Enjuiciamiento para los magistrados del interior, 
en el orden expresado, 

7* Presidentes de las Cámaras de A pela piones de la 
• iisti.-ia de Paz Letrada, de Apelaciones en To Civil Primera 
de Anefociones en lo Civil Segunda, de Apelaciones de la 
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Justá-ia del Trabajo de !¡i Capital como integrantes del Tri 
bunal ilc Ettju:tóm»iiñto de magistrados de lu Capital Fe- 
dera). 

8* Presidentes de las Cámaras federal de Aclamen de 
Qarnuá Federal de Apelación de Rosario, Federal de Apela- 
ción de Tucumán, Federal de Apelación de Córdoba, WP 
intcgrantea del Tribima) de Enjuiciamiento para las magis- 
trados de la zona primera del interior. 

Con lu ipie terminó el aeto firmando los Sres. Ministros y 
el Mr. Prooüradór General después del Sr. Presidente, por 
ante mí. de (pie doy fe. — Lvt* R. h*m<¡hi. — ItmlolfaU. \ 
lr turnia. — TtnmU D. Catare*. — Felipe Santiago Pérez. — 
Atii i» Pessagno, — Carlos Oahriel Del fino. 



ACORDADA REFERENTE A LA INTEGRACION DE LOS 
TRUM* NALES DE ENJC1C1AM1ENT0 

En Unenos Aires, a 19 de diciembre de 1!>4ÍI, reunidos 
en audiencia pública el Sr. Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación Dr. D. Luis R. Longhi y los Sres. 
Ministros Dres. D. Rodolfo G. Valensuela, D, Toma» D. Casa- 
res. D Felipe Santiago Pérez y D. Atilio Vesaagno con asis- 
tencia del Sr. Procurador General. Dr. Carlos Gabriel Del- 
fíno. a lo» efectos de llar cumplimiento a lo dispuesto por la 
Acordada de fecha !> del mes en curso, 

Considerando : 

Que en presencia de los resultados q. lL * arrojan los sorteos 
míe da euenta él Acta < t uc antecede, lo dispuesto por la ley 
KIG44 v por la Acordada del Tribunal de fecha í> del co- 
rriente 'mes v año. eorresponde dejar integrados los tribuna- 
les de enjuiciamiento de las magistrados nacionales de Ja ley 
1H.ÍU4 para el año VXtO y hacer las comunicaciones perti- 
nentes. 

Resf >1 vieron: 

1* *La Sala del art. ID de la ley 13.644 estará presidida 
por el Sr Presidente de la Corte Suprema de Justicia como 
ti hilar, v por el Sr. Ministro Decano o su reemplazante re- 
el amentarlo como substituto, e integrada por los Sres. Mi- 
niaros Dres 1). Tomás D. Casares y D. Rodolfo «. A al 
. jsuela eomo titulares, y D. Atilio pettsagno y D. Felipe San 
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tiaga I't'ivz. cpmo substitutos <lu los tíos anteriores cu el orden 

L'XIH'í'SÍUIo. 

j- hi Tribunal de Eiijuiciaimeiilíi de Ministrados de la 
Capital Federal será presidido por el Sr. Ministro Dr. T>. 
Felipe Santiago IVrez. como titular, y por lixs Sres. Ministros 
Drés. 1). Hoilnjt'o (J. Valcuziicbi y 1). Tomás D, Casares, enaio 
su list ¡tutos en el orden expresólo e integrada por los Sros, 
Presidentes de las Cámaras de Apelación «le la Justicia de 
Paz Letrada, ile Apelación en lo Civil Primera, de Apelación 
en lo ('¡vil Segunda y do Apelación de la Justicia del Traba- 
jo de la Capital.' 

3' Los Tribunales de Enjuiciamiento de los Magistrados 
del interior serán presididos por el Sr, Ministro Dr. D. Atilio 
Pcssagno. como titular, y por Jos Sres, Ministros Dres. I>. Ro- 
dolfo G. Valenstuela y D. Tomás 1>. Casares como substitutos 
en el orden expresado e integrados en la siguiente forma : 

tt) El Tribunal de Enjute ¡amiento de Magistrados del 
interior de la zona primera, por los Presidentes de las Cáma- 
ras Federal de Apelación de Paraná, Federal de Apelación 
de Rosario, Federal de Apelación de Tucumán y Federal de 
Apelación tle Córdoba. 

h) El Tribunal de Enjuiciamiento de Magistrados del 
interior de la zona segunda, por los Presidentes de las Cáma- 
ras Federales de Bahía Blanca, La Plata. Mendoza y la Cá- 
mara de Apelación de los Territorios del Sur. 

4* Comunicar esta Acordada al Poder Ejecutivo de la 
Nación, a las Cámaras de Diputados y Senadores del IT. Con- 
greso, al Sr. Ministro de Justicia y a las cámaras nacionales 
de Apelaciones, las que a su vez la comunicarán n los jueces 
que dependan de ellas. 

Con lo cual terminó el acto firmando los Sres. Ministros 
y el Sr. Procurador Úeneral después del Sr. Presidente, por 
ante mí de que doy fe. — Luh ¡t. Utnghi. — fíndolfo O. Va- 
le muela, — Tomás />. Casares. — Feli¡te Santiago Pérez. — 
Atilio Pessayno. — Carlos Gabriel Delfín o. 
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RAUL RODRIGUEZ DE LA TORRE v. JOSÉ GONZALEZ 

HEVIA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones posteriores a la sentencia definitiva. 

No proeede el recurso extraordinario contra el auto del 
Juez que se limita a paralizar la tramitación de la causa 
sobre desalojo hasta el término de Ja vigencia de la ley 
13.198, subordinando así la ejecución del pronunciamien- 
to anterior del mismo Juez a las peticiones que se formu- 
len en esa fecha —ya transcurrida— porque aquél no es 
la sentencia definitiva a que se refiere el art. 14 de la 
ley 48. 

RECURSO EXT RAO RVINA RIO : Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones posteriores a la sentencia definitiva. 

Procede el recurso extraordinario contra el auto del Juez 
que manda paralizar la tramitación de la causa sobre des- 
alojo hasta el término de la vigencia de la ley 13.198. 
subordinando así la ejecución del pronunciamiento ante- 
rior del mismo juez a las peticiones que se formulen en 
esa fecha —ya transcurrida— si el agravio no resulta de 
esa paralización sino de una interpretación del caso y 
una aplicación de la citada ley contradictorias con las que 
se hicieron en el pronunciamiento anterior. (Disidencia 
del Dr. Casares). 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho da 
propiedad. 

Es violatorio del derecho de propiedad el auto del Juez 
que, después de haberse decretado el desalojo sobre la 
base de qne la situación del demandado no estaba ampa- 
rada por lev 13.198, por no ser éste locatario, manda parali- 
zar la cansa hasta un plazo dado "en que se oirán peti- 
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ciunes'\ sosteaiendo fuie contra la suspensión de des- 
alojos dispuesta por la ley 13.19S no eabe invocar los 
beneficios de la cosa juzgada. (DiSideiicia del Dr. Ca- 
sares). 

Dictamen del Phocchadoh General 

Suprema Corte: 

De las manifestaciones formuladas por el tierna n- 
dndo y por el actor a f 8. 285 y fs. 329 así como de las re- 
soluciones agregadas en copia a fs. 339 y fs. 357 —esta 
última mencionada en el considerando V de la sentencia 
apelada (fs. 361)— resulta que, a iniciativa del actor, 
se han realizado actuaciones administrativas tendien- 
tes a solucionar hi misma situación discutida en el pre- 
sente juicio, {expte. 52.1 62 ¡47 del Ministerio de Agri- 
cultura), las cuales se habrían prolongado incluso con 
posterioridad a la fecha del fallo de fs. 361 cuya autori- 
dad de cosa juzgada se invoca en el recurso de fa. 368. 

Por ello, y ante la posible incidencia de esas actua- 
ciones en la solución del caso federal planteado, conside- 
ro oportuno tenerlas a la vista. 

Quiera V. E. disponer lo pertinente a tal fin como 
medida previn a mi dictamen. Buenos Aires, mayo 21 
de 1949. — Carlos O. Delfino* 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

En el fallo apelado de fs. 361 se decidió "paralizar 
este juicio en el estado en que se halla hasta el día 31 
de mayo de 1949 en que se oirán peticiones". Esta fecha 
señalaba el término de la vigencia de la ley 13.198 (art. 
3*), cuyos efectos suspensivos se aplicaron a la situación 
procesal existente entre las partes. 

Vencido, como se halla, en la actualidad dicho pía* 
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zo «lo suspensión, la cuestión federal que se pretendía 
someter a resolución de V. E. con respecto al referido 
fallo, se ha tornado insustancial. 

Procede, por tanto, declarar que en el presente es- 
tado de las actuaciones no cabe pronunciamiento de la 
Corte Suprema con relación a la cuestión planteada en 
el recurso extraordiua río de fs. 368, ya que lo contrario 
importaría la decisión de una cuestión abstracta, vedada 
como tal a la justicia federal (nrt. 2* de la ley 27). Bue- 
nos Aires, junio 28 de 1949. — Carlos G. Del finí). 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1» de diciembre de 1949. 

Vistos los autos fi Rodríguez de la Torre, Raúl v. 
González Hevia, José sobre desalojo", en los que se ha 
concedido a fs. 395 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la Corte Suprema, en reiterados pronuncia- 
mientos ha determinado conforme a lo preceptuado en 
el art. 14 de la ley 48 que, * 'sentencia definitiva, a los 
efectos del recurso extraordinario, es aquélla que da a 
la demanda principal fin, quitando o condenando al de- 
mandado" (Fallos: 187, 628). 

Que este carácter fundamental del pronunciamiento 
recurrido, para que la Corte Suprema pueda conocer del 
recurso, es ineludible desde que si la sentencia no es 
definitiva en el concepto que acaba de señalarse, falta 
uno de los extremos decisivos que determinan su com- 
petencia. 

Que el auto icl cual se recurre es el de fs. 361 que 
se limita a paralizar la tramitación de la causa basta el 
31 de mayo de 1949, vale decir a un momento ya pasado 
con exceso, subordinando así la ejecución del pronun- 
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ciamieiito anterior del mismo Sr. Juez, de fs. 273, a las 
peticiones que se formulen en esa fecha. Basta lo que 
se deja consignado para advertir que el auto de fs. 361 
que motiva el recurso extraordinario que se pretende 
no es, de ninguna manera, una sentencia definitiva que 
ponga fin a cuestión fundamental alguna. La parte dis- 
positiva del referido auto se limita a disponer aquella 
momentánea paralización, con precindeneia de todo 
pronunciamiento concreto o efecto ulterior tanto nega- 
tivo como afirmativo sobre el alcance jurídico del fallo 
dictado a fs. 273. 

Que también ha dicho esta Corte Suprema en Fa- 
llos : 177, 84 ; 190, 301 ; 194, 493; que "no procede el re- 
curso extraordinario contra la resolución por la cual 
un tribunal de provincia interpreta el alcance de un pro- 
pió fallo o fija el que a su entender tiene, pues aquélla 
no es la sentencia definitiva a que se refiere la ley, sino 
una incidencia ulterior de carácter procesal y de dere- 
cho común, pues no pone fin al pleito, tal como fué en- 
tablado, desde que ese efecto ya lo había producido la 
sentencia anterior pasada en autoridad de cosa juzga- 
da Tt . La doctrina precedente concuerda con lo ocurrido 
en este caso, pues es el propio Juez que dictó el auto de 
fs 273 quien ha subordinado «n forma temporal su eje- 
cución por el de fs. 361, sin dejarlo sin efecto, como se 
ha dicho, va que la parte dispositiva y de la que se ape- 
la, constituyendo exclusivamente la materia revisible 
del recurso extraordinario, no decide concretamente en 
forma inversa a lo que ya fuera resuelto, ni neutraliza 
totalmente su alcance. 

Que basta advertir la posibilidad de que al llegar 
estos autos al tribunal que corresponda, éste decida, 
conforme a una petición que se formula, disponer lo que 
en derecho procede respecto de la resolución de fs. 273, 
ya que en el momento en que esta Corte Suprema se pro- 
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n uncía, el término de la transitoria paralización ha ven- 
cido con exceso, para evidenciar que no se ha vuelto a 
conocer y resolver sohre aquello y que cualquier deci- 
sión sería extemporánea por prematura. 

Por estos fundamentos y los concordantes del dic- 
tamen del Sr. Procurador General, se declara improce- 
dente el recurso extraordinario concedido a fs. 396. 

Luis B* Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás IX Ca- 
SAiiESf (en disidencia) — Fe- 
lipe Santiago Pérez — Ati- 
lio Pessacino. 

Disidencia del Señor Ministro Doctor Don Tomás 

D. Casabes 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario se funda en que la 
decisión de fs. 361 por la cual el Juez de la causa manda 
paralizarla hasta el 31 de mayo de 1ÍH9, —en cuya fe- 
cha "se oirán peticiones"—, por entender que contra la 
suspensión de desalojos dispuesta en la ley 13.198 no 
cabe invocar los beneficios de la cosa juzgada, vulnera 
el derecho del recurrente reconocido en la resolución 
de fs. 273 que, ya en vigencia la ley citada, ordenó el 
desalojo del inmueble a que se refiere este juicio. 

Que el plazo de la paralización ha vencido, pero el 
agravio alegado no se refiere a él sino a la causa cu 
virtud de la cual se lo dispuso. 

Que la causa es una interpretación del caso de autos 
y una aplicación a él de la ley 13.198 contradictorias de 
las que se hicieron en el pronunciamiento de fs. 273. 

Que si así fuera, lo esencial del agravio subsistiría 
no obstante haber vencido el plazo de la paralización, 
puesto que no por ello recuperaría su virtualidad la de- 
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cisión citada do fs. '21 1\. pues la que es objeto del recurso 
la lia liria dejado sin efecto radicalmente. 

(¿nc esto es lo ocurrido, pues a fs. 27;i se decretó el 
desalojo por entender el Juez de la causa que la situa- 
ción del demandado no estaba amparada por la ley 
13.iíí8,pucs éste no era locatario, y en el pronunciamien- 
to recurrido se llega sobre lo uno y lo otro, — la condi- 
ción del demandado y la aplicaliilidad de la ley citada— 
a una conclusión diamet raímente opuesta. 

Que, siendo así es de estricta aplicación lo expre- 
sado por esta Corte en Fallos: 20ÍÍ, 405; "Para one el 
acto judicial de la sentencia firme. . . consume su misión 
propia* que es afianzar la justicia discerniendo de modo 
concreto particularizado lo propio de cada uno, tiene 
que ser en lo esencial de él intangible". "Esta autoridad 
de la sentencia debe ser inviolable, tanto con respecto 
a la determinación imperativa del dereclio sobre el cual 
se requirió pronunciamiento judicial, cuanto en orden 
a la eficacia ejecutiva de este último". "Lo juzgado por 
ellas (las sentencias) no lia de volver a juzgarse". Esto 
es lo que se lia hecho en este juicio; y esto — no la para- 
lización decretada como un mero efecto — , es lo que cons- 
tituye la raíz misma del agravio que se alega consistente 
no en dilatar ta efectividad de un derecho que integra 
el patrimonio del actor, esto es, su derecho de propie- 
dad (art. '26* de la Constitución Nacional) sino en des- 
conocerlo, pues la sentencia recurrida al juzgar lo con- 
trario de lo que se juzgó en la de fs. -7'1, desvirtúa a 
ésta tan esencialmente que comporta en sustancia una 
abrogación de ella. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se re- 
voca con el alcance que resulta de los considerandos 
precedentes la sentencia de fs. íííil en cuanto ha sitio 
materia del recurso. 

Tomás I). Casahbs. 
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COMPAÑÍA AíííiENTlXA DE ELECTRICIDAD v, 
l'ttOVINVFA DE BUENOS AIItES 

RECURSO DE QUEJA. 

Si bien la agregación de los reca lulos asnales 110 autoriza 
a omitir en el escrito <ie queja todo fundamento, esa cir- 
cunstancia permite simplificar el memorial respectivo 
limitándolo a la suficiente referencia a los heelios de la 
causa y tas cuestiones federales que se plantean. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución 
contraria. 

En las causas eontencioso-admimstrativas seguidas ante 
la Corte Suprema de la Provincia de Buenos Aires, en 
instancia única, puede invocarse el derecho federal y fun- 
dar en sus preceptos el recurso extraordinario, sin que 
sea óbice para su procedencia la circunstancia de que el 
referido tribunal omita su consideración fundado en la 
limitación legal de su competencia. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Cuestión fpderat. Cuestiones fe- 
derales simples. Interpretación de leyes fedérales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en la inter- 
pretación de las leyes federales 11.585 y 12.345 y en cues- 
tiones constitucionales. 



Dictamen dfx Piiocuraiíok Obxeral 

Suprema Corto: 

El recurso de hecho deducido por la actora en este 
juicio está defieien temen te fundado, toda vez que en 
él se omite la pertinente referencia a los hechos de la 
causa y a la cuestión federal que se pretende someter 
a la decisión de la Corte Suprema. IjU agregación de 
copia simple del escrito <le recurso extraordinario no 
puede suplir, conforme a la doctrina de V. E. (Sánchez 
Idelrao Ifrain v. Cía. Svift de La Plata S. A.), la 
ausencia de tales formalidades en el texto mismo de la 
queja. 
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Estimo, por ello, que procede el rechazo del pre- 
sente recurso. — Bs. Aires, junio 1* de 1949, — Garlos 
G. Delfbio, 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Bs. Aires, V de diciembre de 1949. 

Vistos los autos "Recurso de heclio deducido por 
la actora en los autos Cía. Argentina de Electricidad 
c.| Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires", 
para decidir sobre su procedencia. 

Y Considerando: 

Que si lúea la agregación de los recaudos usuales 
no autoriza a omitir en la queja todo fundamento, esta 
Corte lia reconocido que esa circunstancia permite la 
simplificación del memorial respectivo — Fallos: 210, 
729 y otros — . 

Que el escrito de fs. 117 hace referencia a los he- 
cho* de la causa y menciona las cuestiones federales 
que en él se sustentan. Y como «miera que amitos extre- 
mos son tratados con extensión en la copia que corre 
de fs. 1 a 41 y que, por otra parte, la queja contiene las 
enunciaciones suficientes requeridas por la jurispru- 
dencia del Tribunal —Fallos: 214, 15, y otros — no cabe 
desechar la misma por falta del debido fundamento. 

Que e.s también jurisprudencia de esta Corte que 
cu las cansas contencioso-adniinistrativas seguidas en 
instancia única ante la Suprema Corte de la Provincia 
de Buenos Aires, puede invocarse el derecho federal 
de que los inleresndos se creyeran asistidos, sin que 
sen óbice pura el otorgamiento del recurso extraordina- 
rio la omisión do su consideración por el referido tri- 
bunal, sobre la base de la limitación legal de su compe- 
tencia —Pililos : 176, 330 ; 191, 125 ; 209, 437 y otros—. 
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Que el art. 48 de la ley 12.345 reviste carácter fe- 
deral — doct. Fallos : 182, 134^- e igual naturaleza tie- 
ne la ley 11.585 —Fallos: 212, 64 y 315, y otros— a lo 
que cal>c agregar que se lian planteado cuestiones de 
constitucionalidad, de que prescinde el pronunciamiento 
upelado. 

En su mérito y oído el Sr. Procurador General se 
deelara mal denegado el recurso extraordinario a fs. 
1033 de los autos principales. En consecuencia, A titos 
y a la oficina a los efectos del art. 8* de la ley -H)55. Se- 
ñálense los lunes y jueves o el siguiente día hábil* si al- 
guno de aquéllos no lo fuere para notificaciones en 
Secretaría. 

Rodolfo G. Valexziela — To- 
sías D. Casahes — Felipe 
Santiauo Péuez — A TIL 10 
Pessaojso, 



AGrSTIX RUTA v. EMILIO MAGGARJ 

RECURSO KXTRAORDiXARlO: Re^imitas eotMinea. (¡ntvamen. 
Quien invocó a su favor )n ley 13.246 ante o! tribunal 
aprlmlo sin formular reserva alguna vtm respodo a su 
valide?, constitucional, ni a la proeedeneia del conocimien- 
to de la cámara, ni a la nplicabilidad de la nono» mencio- 
nada ni supuesto de auto», no puede fundar el recurso 
estí'Hnrd illa rio en la ineniistitueíuimlidad de la ley tal 
cimio la interpretó y Hplieó el tribunal de ta causa. 

Dictamen del PnocwtADon Gekehal 

Suprema Corte: 

A través de la lectura del escrito corriente a fs. 
107 «114 de los autos principales, en el que el interesado 
interpuso subsidiariamente el recurso extraordinario 
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por cuya denegatoria recurre en queja, no se advierte 
que existan cuestiones federales susceptibles de ser re- 
sueltas por V. E. en la instancia del art. 14 de la ley 48. 

Procede pues no hacer lugar al presente recurso 
directo. — Bs, Aires, noviembre 18 de 1940. — Carlos 
G, Jh-lfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 1* de diciembre de 1949, 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
el demandado en la causa Ricca Agustín c.| Maecari 
Emilio", para decidir sobre su procedencia. 

Y Considerando ; 

Que aun cuando fuera dudoso que sea aplicable al 
caso la jurisprudencia con arreglo a la cual el recurso 
extraordinario no se deduce válidamente en forma sub- 
sidiaria — fs. 107, petitorio de los autos principales; 
Fallos: 211, 1534; 213, 440 y otros — no lo es que, como 
bien dictamina el Sr. Procurador General, las cuestiones 
propuestas en el mencionado escrito, no sustentan la 
apelación. 

Que por otra parte fué el mismo recurrente quien 
ante el Tribunal apelado invocó en su favor la ley 
13.246 — memorial de fs. 91, a fs. 94 — sin formular re- 
serva alguna respecto a su validez constitucional, ni a 
la procedencia del Conocimiento de la Cámara, ni a la 
api i cubil i dad de la norma mencionada al supuesto de 
autos. 

Que los narra vi os constitucionales fundados en la 
inteligencia y alcance atribuidos a los preceptos de la ley 
citada por el Tribunal do la causa no sustentan así el 
recurso deducido, 

Que por último el Tribunal no encuentra que medie 
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en la especie agravio suficiente a la defensa en juicio, 
como para fundar en la garantía constitucional de la 
misma la apelación, — doct. de Fallos: 213, 397 y los 
allí citados — . 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 4 
del Sr. Procurador General se desestima la precedente 
queja. 

Luis B. Loxghi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tom¿9 D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagno. 



BERNARDO PASTOR Y OTROS v. & A. IMPORTADORA 
Y EXPORTADORA DE LA PAT AGONIA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resumios formales. Interposi- 
ción del recurso. Quienes pueden interponerlo. 

Procede el recurso extraordinario deducido por el pro- 
curador fiscal de una cámara federal contra la sentencia 
denegatoria de la competencia de los tribunales federales 
que el ministerio público sustentó en ambas instancias por 
razón de la materia. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Principios generales. 

Son tribunales competentes para entender en un litigio 
los que lo eran conforme a la jurisprudencia imperante 
en el momento de trabarse la litis contestación. Siendo, 
pues, anterior a ésta la jurisprudencia de la Corte Supre- 
ma que declaró la competencia de los tribunales del tra- 
bajo de la Capital para conocer en juicios que antes co- 
rrespondían a la justicia federal pnr razón de la materia, 
procede confirmar la resolución por la cual se declara la 
incompetencia de esta última. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Prin- 
cipios gene rafes. 

La determinación de la competencia federal no depende 
de la solfi apreciación de Ins preceptos invocadus pnr las 
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potf cuya denegatoria recurre en queja, no se advierte 
que existan cuestiones federales susceptibles de ser re- 
sucitas por V. K. en la instancia del art. 14 de la )cy 48. 

Procede pues no hacer lugar al presente recurso 
directo. — Bs. Aires, noviembre 18 de 1949. — 
G. Wclfino. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Bs. Aires, 1* de diciembre de 1ÍHÍ). 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
el demandado en la causa Hicca Agustín c,¡ Macear i 
Emilio '% para decidir sobre su procedencia. 

Y Considerando: 

Que aun cuando fuera dudoso que sea aplicable al 
caso la jurisprudencia con arreglo a la cual i l recurso 
extraordinario no se deduce válidamente en forma sub- 
sidiaria — fs. 107, petitorio de los autos principales; 
Fallos: lÜVlífcU; 213, 440 y otros — no lo es que, como 
bien dirtnm rnVul -Sr, Procurador General, las cuestiones 
propuestas en el mencionado escrito, no sustentan la 
apelación. 

Que por otra parte fue el mismo recurrente quien 
ante el Tribunal apelado invocó en su favor la lcy 
IX 24 ti —memorial de fs. 91, a fs. 94 — sin formular re- 
serva alguna respecto a su validez constitucional, ni a 
ta procedencia del conocimiento de la Cámara, ni a la 
apUoábilidad de la norma mencionada al supuesto de 
autos. 

Que loa fegraviós constitucionales fundados en ln 
inletigencia y alcance atribuidos a les preceptos de la ley 
citada por el Tribunal de la causa no sustentan así el 
recurso deducid». 

Que por último el Tribunal no encuentra que medie 
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oh la especie agravio snfieh nte a la defensa en juicio, 
como para fundar en la garantía constitucional de la 
misma la apelación, — doct. de Fallos: 213, 397 y loa 
allí citados — 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se desestima la precedente 
queja. 

Luis R. Lo no tu — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagxo. 



BERNARDO PASTOR Y OTROS v. S. A. IMPORTADORA 
Y EXPORTADORA DE LA PATAGONIA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposi- 
ción rfrf recurso. Quienes pueden interponerlo. 

Procede el recurso extraordinario deducido por él pro- 
curador fiscal de una cámara federal contra la sentencia 
denegatoria de la competencia de los tribunales federales 
que el ministerio público sustentó en ambas instancias por 
razón de la materia. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Principios generales. 

Son tribunales competentes para entender en un litigio 
los (pie lo eran conforme a la jurisprudencia imperante 
en el momento de trabarse Ir litis contestación. Siendo, 
pues, anterior a esta la jurisprudencia de Ta Corte Supre- 
ma que declaró ta competencia de los tribu nnles del tra- 
bajo de la Capital para conocer en juicios rpie antes co- 
rrespondían ji la justicia federal por razón de la materia, 
procede confirmar la resolución por la cual se declara la 
incompetencia d ■ esta última. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competen* ia federal /*«,. 
cipios generales. 

La determinación de la competencia federal no depende 
de la sola apreciación de lns preceptos invocados por las 
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partes, ni del resultado do la prueba a producirse. Para 
ello corresponde examinar los hechos en que se funda la 
demanda, lo pedido en ella y el derecho aplicable al caso 
asi configurado. 
JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la 
materia, t urna» excluidas de la pomprt rucia federal. 

Corresponde a los tribuna les del trabajo el conocimiento 
e la causa sobre cobro de indemnizaciones por salvamen- 
to, asistencia y trabajos extraordinarios prestados por los 
tripulantes de* un buque con motivo del accidente sufrido 
por éste, "si la solución del pleito requiere la previa deci- 
sión de cuestiones que, como las referentes a la pretendida 
rescisión del contrato de ajuste y a las obligaciones, que 
esta impone, son de competencia de dichos tribunales con 
ar repto al art. T del decreto 11' 32.347 44 y a la juris- 
prudencia de la Corte Suprema. 



DlCTAMEX DEL PltOCTUADOU OeNEIíAL 

Suprema Corto: . 

A objeto tic que V. E. se pronuncie, mantengo el re- 
curso ex t ni ordinario deducido a fs. 40 por el Ministerio 



Fiscal. Buenos Aires, noviembre 24 de 
G t Dclfitio. 



1949. — GtírUs 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de diciembre de 1949. 

Vistos los autos *' Pastor Bernardo y otros v. So- 
ciedad Anónima Importadora y Exportadora de la Pa- 
tagonin sJ cobro de pesos por indemnización por el 
salva monto, asistencia y trabajos extraordinarios pres- 
tados al vapor José Menéndez", en 



los (pie se lia 



concedido a fs. 53 el re urso ext rao rd mirto. 

Considerando : 
Que el recurso extraordinario deducido por el Mi- 
nisterio Fiscal es procedente por haberse denegado la 
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competencia do la justicia federal sustentada por aquél 
por razón de la materia en los dictámenes de fs. Í3 vta. 
y 38 (Ley 1893*. arts. 117, inc. 5 v j 1 10, ine. 4'; doctrina 
de Fallos: 190, 389; Fallos: 213, 103). 

Que de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte 
Suprema, (Fallos:* 213, 93), son tribunales competentes 
para entender en un litigio, los que lo eran conforme a 
la jurisprudencia imperante en el momento de trabarse 
la litis contestación; por lo que siendo anterior a ella 
— como sucede en el presente caso — la jurisprudencia 
que declaró la competencia de los tribunales del trabajo 
para conocer de juicios que antes correspondían a la 
justicia federal por razón de la materia, procede exa- 
minar si la presente es ana de esas causas. 

Que la detenn i nación del fuero federal no depende 
de la sola apreciación de las normas que según el actor 
rigen el caso ni de tas que invoque el demandado ni del 
resultado de la prueba a producirse. Para ello corres- 
ponde examinar los hechos en que se funda la demanda, 
lo pedido en ella y el derecho aplicable al caso así con- 
figurado (Fallos: 213, 103 y los allí citados). 

Que la demanda versa sobre el "cobro de las indem- 
nizaciones que adeudan... por el salvamento, asisten- 
cia y trabajos extraordinarios prestados al buque José 
Mcnéndez, del cual es propietario-armador la deman- 
dada y enyo monto será fijado oportunamente, . . parn 
cada uno de los actores en atención n la naturaleza de 
los sen-icios prestados, el riesgo corrido, a la impor- 
tancia de los trabajos efectuados y ni valor del buque, 
de la carga y demás bienes salvados 1 '. Los actores fun- 
dan el derecho a las indemnizaciones de referencia en 
los arts. 1303 a 1307 del Código de Comercio —título 
XIII, de los naufragios — y subsid inri a mente invocan 
la aplicabilidad de los arts. 1008 y 1009 —título. VI, de 
la contrata y de los sueldos de los oficiales y gentes de 
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mar: fus derechos y obligaciones— del misino cuerpo 
de leyes* La eompet encía federal túe fundada a fs. 13 
en la circunstancia de plantearse la demanda en virtud 
del salvamento y asistencia prestados y tratarse así un 
en so fie almirantazgo y jurisdicción marítima. 

<¿ue la demandada niega que se trate de un caso de 
salvamento y asistencia, tanto porque éstos sólo se pres- 
tan por un navio n otro, como porque con arreglo a 1*> 
dispuesto por el urt. !>Kí), ine. 5* del Código de Comer- 
cio, es obligación de los tripulantes del buque auxiliar 
ni capitán en caso de desasiré que sobrevenga al buque 
o a la carga, so pena de perder sus sueldos vencidos. 
Agrega, además, que la circunstancia do que por orden 
del capitán la tripulación hubiera abandonado momen- 
tánea mente el navio por hallarse éste en relativo i>oli- 
gro, no modifica la situación ni transforma a tos tripu- 
lantes en terceros, pues para que el contrato de afuste 
quede rescindido requiérese que el viaje haya terminado 
efectivamente por regreso al puerto de la matrícula 
o pérdida total del buque. También niega derecho a los 
actores a exigir el pago de los trabajos extraordinarios 
que re Jaman subsidiariamente. 

Que, por el contrario, los actores sostienen (fs. 34) 
que el abandono del navio ordenado por el capitán con 
motivo del accidente determinó la rescisión del contrato 
de aj nste y la disolución del vínculo jurídico que obliga- 
ba a las parles, por lo que la reclamación principal que 
deducen es procedente. 

Que lo* antecedentes expuestos ponen de manifies- 
to que la solución del pleito habrá de requerir, necesa- 
riamente, la dilucidación de los puntos referentes a la 
pretendida rescisión del cíntralo de ajuste y a las obli- 
gaciones que i''ste impone a los tripulantes, cuestión ga- 
yo conocimiento, con arreglo a lo dispuesto en el art, " 
del decreto 44 y a la jurisprudencia de esta Corte 
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Suprema (Palios: 210, 4<)4; 211, 12) corresponde a los 
tribunales de la justieia del trutajo, porque su solución 
dependerá del examen de los hechos frente a las dispo- 
siciones legales y convencionales que rigen el respectivo 
contrato de trabajo. 

Por tanto, confírmase la sentencia apelada en lo 
que lia sido materia del recurso extraordinario. 

Luis R. Lox«iii — Roihílfo O. 
Valen^vkla — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Péheü — Anuo Pessaono. 



X ACION ARGENTINA v. CORPORACION AMERICANA 
DE FOMENTO RURAL 

EXPfíOHAClOX: Indemniiacifa Dtttermitmñún del valor real 

Corresponde fijar como límite mínimo de la suma a pa- 
irarse por la expropiueióu ta determinada por el Tribunal 
de Tasaciones de la ley 13.264, aunque el representante 
del Estado ante él huya insistido en sostener Como justo 
precio el ofrecido en la demanda, si no lia objetado los 
procedimientos y criterios en que se taasa la conclusión 
de dicho Tribunal, no se trata de bienes pertenecientes a 
iii.. i concesión, y no hay motivo alguno para exceptuar el 
caso de la aplicación de la disposición de la ley 13.264 
hecha por la jurisprudencia de la Corte Suprema en los 
casos de conformidad con la actuación regular del Tri- 
bu nal de Tasaciones. 

KXPUOPÍAC/OX: Indemnización, Determinación de! talar real. 

Siendo atendibles las razones por bis cuales la mayoría 
del Tribunal de Tasaciones, con la discrepnncia del re- 
presentante del dueño del bien expropiado, procedió a 
lijar el precio del hierro redondo en barras en los eleva- 
dores de cemento eonf orine a los precios más bajos indi- 
cados por firmas comerciales responsables; el del hierro 
perfilado en los silos de construcción metálica sobre la 
base de informes mejor fundados que Jos invocados por el 
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dueño, y el de las maquinarias mediante el procedimiento 
analítico de establecer en eaila cano el valor de las mis- 
mas realmente instaladas corregido merliante n limeros ín- 
dices para el año en que se realizó la desposesión, con las 
reducciones consiguientes por depreciación por edad y 
conservación; procede atenerse al dictamen de referencia 
que fija la indemnización correspondiente. 

KXríiOPIACIOS: Ití'Umntmciún. Otro* f hi»os t 

So procede tomnr en dienta, a los efectos del resarcimien- 
to por expropiación, el importe abonado por el dueño 
con motivo del despido de su persona) 11 raíz de aquélla, 
que no formó parte de la litis. 



Y vísíiis: para resolver estos autos caratulados " Pisco 
Nacional contra Corporación Americana do Fomento Rural 
S. A., sobre expropiación", de los que resolta: 

1* Que a te; 4 se presenta el Sr. Procurador del Tesoro 
de la Nación deduciendo formal demanda contra la Corpora- 
ción Americana de Fomento Rural S. A. por expropiación, 
en mérito de las siguientes consideraciones: 

Dice que el Pt E. en uno de las facultades que le acuerda 
la ley 11.742 tart. 4*)* ha dictado el decreto n' 50.329 de fe- 
cha 15 de diciembre de 1930, por el que se dispone la expro- 
piación de la red «lo elevadores de granos de propiedad de la 
demandada que se individualizan en el referido escrito {fs. 4), 
v a esos efectos ofrece en nombre de su mandante como precio 
de los mismos la suma de $ 4.991,465.81 m/n. Agrega que en 
el caso de que esa suma no fuera aceptada, el Juzgado deter- 
minará oportunamente la que corresponde. 

Hace en este sentido algunas otras consideraciones más 
y pide en definitiva que se haga lugar a la demanda, con 
costas en caso de oposición. 

2* Declarada la competencia del juzgado y corrido el 
traslado de la demanda, previa la articulación promovida en- 
tre los representantes lépales de la Empresa demandada y sus 
fideicomisarios a fs. 2H/71 y fs. 116. fué contestada la acción. 

Los términos del escrito de responde i fs. l|9) que de 
acuerdo a lo manifestado a fs. 1370 es el que debe tomarse 
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como contestación de demanda, concreta las pretensiones de 
la demandada en la siguiente forma: 

Se hace una referencia preliminar de la forma en que ha 
actuado la empresa frente a los decretos del P. E. de fechas 7 
de noviembre de 1931 y 13 de abril de 1932. Seguidamente, se 
hace referencia al precio ofrecido. Sin entrar a cuestionar la 
procedencia de la acción deducida y haciendo las reservas del 
caso, se rechaza como justa indemnización la que Be ofrece a 
fs, 4. Sobre el particular se hacen una serie de manifesta- 
ciones respecto al estado económico de la empresa, así como 
a su capacidad laborativa, elementos que considera deben te- 
nerse en cuenta a los efectos de la indemnización debida, lo 
que debe tenerse en cuenta es el "valor actual" y no de costo 
de los bienes sujetos a expropiación. Se haeeu a continuación 
una serie de consideraciones más en este mismo sentido y se 
pide en definitiva que se haga lugar a ta acción en la forma 
expresada, con intereses y costas. 

Considerando ; 

1*) Que de los términos en que ha quedado trabada la 
litis, surpe claramente que no existe contestación de partes 
en lo relativo a la procedencia de la acción entablada. Las 
objeciones y reparos formuladas en el escrito de responde 
(fs. 116) radican sobre el precio ofrecido. Kilo exime al sus- 
cripto todo pronunciamiento respecto al primer punto indi- 
cado, debiendo limitar en consecuencia su decisión a la parte 
referente al segundo. A esos efectos el Juzgado tomará como 
base fundamental para ello el informe pericial practicado 
por el Tng. Mugica, sin perjuicio de considerar asimismo las 
objeciones que sobre el particular han formulado las partes en 
defensa de sita derechos; también todos los demás elementos de 
juicio aportados durante el término de prueba. 

2*) Que como se ha indicado precedentemente, el infor- 
me pericial (ver fs. 935 a fs. 1325, 6' cuerpo de los autos prin- 
cipales) es para el caso dado el elemento fundamental que 
deberá servir de base a los efectos de la determinación del 
precio discutido. 

Ahora bien; antea de entrar a analizar sus conclusiones, 
corresponde previamente estudiar las impugnaciones que las 
partes han formulado al respecto y en orden de mérito se 
considerará en primer término las objeciones hechas por la 
parte actora en su escrito de fs, 1365. 

En esa presentación se sostiene en definitiva qne el precio 
a abonar debe limitarse al ofrecido en el escrito de demanda 
{fs. 4), es deeir la suma de m$n. 4.901.465,81. Y se arguye 
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en este sentido que el precio de costo eon la depredación apli- 
cada de acuerdo al tiempo de vida de los bienes afectados por 
la expropiación es el que corresponde abonar y no otro. 

De los términos del expresado escrito de fs, 1365, se ad- 
vierte fácilmente que la actora no acepta bis conclusiones a que 
arriba en la pericia practicada en ñutos — no obstante que el 
precio designado lo fué de común acuerdo de partes, como se 
verá más adelante — debido a que no comparte el criterio 
adoptado por el perito a los efectos de la determinación del 
valí ir atribuido a los elevadores tasados. 

X) Que entrando a analizar la impugnación indicada, 
debe en primer término señalarse que el criterio propugnado 
por la parte actora no cabe ni encuadra dentro del que racio- 
nal y legítimamente debe regir en materia de expropiación. 

Es un principio harto conocido que el criterio de la in- 
demnización en materia de expropiación debe ser amplia- 
mente paran t ido, por lo mismo que tal implic a una limitación 
al dereebo de propiedad expresamente amparado por la Cons- 
titución Xaeional y que sólo en caso de excepción, como el 
ocurrente, se admite, previo cumplimiento de ciertas condi- 
ciones también expresamente determinadas, la forma en que 
un habitante de la Xación puede ser privado del mismo (arta. 
17 y 1S de la Const. Xaeional). 

Es por ello que la ley de fondo cuando legisla la parte 
relativa a ello, dice: "nadie puede ser privado de su propie- 
dad sino por catira de utilidad pública, previa desposesión y 
jmta indrmnhaevM. Se entiende por justa indemnipaeión en 
este caso, no sólo el pago real de la cosa, sino también el 
perjuicio directo qut venan de la privación de xa propiedad*' 
Wirt. 2511 del C. C). 

Ello demuestra acabadamente que de acuerdo al criterio 
le^al la indemnización debe ser integral, involucrando dentro 
de ese concepto no solamente el valor real de la cosa, sino los 
perjuicios que directamente provengan de la privación de la 
cosa. Tal no ocurriría si se pretendiera, como se sostiene a 
f*. 13ÍÍ5 indemnizar al dueño ele la cosa mediante el papo de 
la suma que por ella se abonó cuando ese valor no representa 
el qué la cosa tiene a la fecha de la expropiación. La indem- 
nización así no llegaría a cubrir el concepto integra! expresa- 
mente consagrado por la ley (art, 2511. Cód. Civil) y ampa- 
rado como una de las garantías fundamentales por nuestra 
Constitución (art. 17). 

Ks en presencia de tan expresos mandatos de la ley, que 
la jurisprudencia, interpretando fielmente su letra y su espí- 
ritu, luí consagrado invariablemente (pie la indemnización en 
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t (tilos los casos de expropiación debe hacerse sobre la base del 
valor real de la cosa a la fecha del juicio. La uniformidad de 
criterio en este sentido ha creado un precedente con carácter 
de doctrina y bastaría confrontar ligeramente los anales ju- 
risprudenciales para reconocer la verdad de lo expuesto. (Ver 
C. S.. Fallos, t. 181, pág. 30 1 t. 130, pág. 124; C. Fed., ver 
J, A., t. 61. pág. 592; t. 02. pág. 39: ('. rivil de la Cap., ver 
J. A., t. 73; pág. 1018; t. fió, pág 82H; t. 60, pág. 448; t. 04, 
pág. 384, etc.). 

Las razones expuestas demuestran acabadamente la impro- 
cedencia de ta impugnación formulada a fs. 1365, así como de 
que carece de todo asidero legal y razonable el criterio allí 
sustentado. 

5 9 ) Que sin perjuicio de lo anteriormente expuesto existen 
también otras razones cpie autorizan seriamente al Juzgado 
para desestimar el argumento que se hace sobre el "valor de 
costo", a los efectos de la determinación del precio. Ella reside 
particularmente en el hecho que se hizo notar anteriormente 
en el sentido de que el perito tasador — Ing. Adolfo Mugirá—, 
fué designado de común acuerdo de partes (ver fs. 458/9) y 
que dentro del cuestionario que se le formuló, también de eo- 
' mún aeucrdo, se le requirió la determinación del valor de los 
elevadores a ía fecha de la toma de posesión (ver. fs. 144, 2' pá- 
rrafo). La inconsecuencia de la defensa resulta así inadmisible 
y la impugnación en ta forma que se ha planteado es desde 
luego improcedente, ya que no es dable aceptar que después 
de producido el informe se pretenda desconocer el criterio de 
tasación, sobre el que anteriormente se había prestado su ex- 
presa conformidad. 

Que tampoco es aceptable el criterio sostenido en el referido 
escrito de fs. 1365, en el sentido de que la sentencia debe limitar 
el precio cuestionado al ofrecido a fs. 4 (m$n. 4.901.465,81) 
porque aquí también se repite otra inconsecuencia. En el refe- 
rido escrito de demanda se dejó claramente expresado (2* apar- 
tado, fs. 4 vta.) que en el supuesto caso de que la parte deman- 
dada no aceptara el precio ofrecido, el Juzgado debería decidir 
oportunamente la suma que debía abonar. 

Producida esa situación, no puede ahora pretenderse que el 
Juzgado limite la indemnización a nna suma que anteriormente 
dejó librada a su eriterio, ya que ello implicaría una modifi- 
cación de la litis. 

Cree innecesario el Juzgado insistir sobre el particular para 
desestimar definitivamente las impugnaciones formuladas por 
la actora a la pericia practicada en autos y así se declara. 
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5 f ) Que entrando ahora a analizar las objeciones que con 
más precisión ha formulado la demandada y que consigna ex- 
presamente en el pedido de aclaración de pericia presentado a 
fs. 133i> y 1342, excepción hecha al punto 7* que el Ingeniero 
acepta (ver fs. 1357), el suscripto entiende que ellas tampoco 
deben admitirse. 

Ante todo debe claramente pstablecerse que las observa- 
ciones allí formuladas no discrepan con el perito en cuanto al 
criterio seguido a ios efectos de ta determinación del precio 
( valor de la cosa a la fecha de ta desposesión). Ellas se refieren 
' a los precios obtenidos. 

Al evacuar esas declaraciones el Ing. Mágica — excepción 
hecha del punto T' como se ha señalado — rechaza todas las 
demás, explicando en cada caso las razones que ha tenido en 
cuenta para ello (ver inf. de fs. 1353/64). 

En el informe producido en autos (ver fs. 93.1/1325, 4 f 
cuerpo de los autos principales) se hace una exposición preli- 
minar donde et perito da las razones que lo han impulsado para 
descartar los libros llevados por la demandada a los efectos de 
su cometido. Se advierte que ello obedece al hecho de que ta 
contabilidad llevada por ta demandada no condigna en forma 
individual los gastos que han demandado la construcción de 
cada unidad motivo de esta litis; tal circunstancia hace que 
ta discriminación de loa datos consignados en forma global hace 
poco menos que imposible la determinación unitaria a los efec- 
tos perseguidos (ver inf. de fs. 978 vta.. fs. 980 vta. f Cap. III). 

Debe a ello agregarse que el logro de ese propósito tampoco 
habría servido mayormente a la determinación del precio, ya 
que como Re ha señalado anteriormente ese valor de costo aún 
cuando hubiera sido de valor indiscutible como antecedente, 
no llegaría a constituir un elemento decisivo para establecer 
el valor de la fecha de la posesión que es el que se trata de 
determinar. 

Siguiendo así las explicaciones dadas en el referido informe, 
en el que se ponen de manifiesto los diversos procedimientos 
que pudieron haberse adoptado para el cumplimiento de su 
cometido, el perito opta por el sistema de computar como ele- 
mento básico el precio de cotización de los diversos materiales 
que intervienen en la construcción (hierro, cemento, arena y 
pedregullo) a la fecha 31 de diciembre de 1941 y mano de 
1942. Con ello ha llegado al precio de reposición a nuevo de 
la unidad métrica de construcción a esa fecha, hecho lo cual 
procede a calcular la capacidad de cada elevador y obtiene 
en esa forma los valores consignados en el informe. Desde 
luego, de ese valor resta la depreciación producida por el 
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tiempo teniendo en cuenta para ello la antigüedad de curia 
construcción y la vida probable y resta asimismo un porcen- 
taje (entre 10% y el 3%) en razón del estado de conser- 
vación (criterio que aplica de acuerdo a la inspección de visu 
practicada) . 

La base de ese informe ha sirio lomada de las cotizaciones 
sum ilustradas por reparticiones oficiales del Estado y diver- 
sas firmas particulares de reconocida capacidad y autoridad 
sobre ta materia (ver inf. de fs. 14/38; Fábrica dp Materiales 
Militares; fs. 39/44, Ministerio de Obras Públicas de la Na- 
ción; 45/47, Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires; 
64/68, ídyj 71, Ministerio de Obras Públicas de la Nación y 
demás informes obrantes a fs. 73/75, 76/77, 116). Ello des- 
carta de por sí toda duda sobre la seriedad de Ins cálculos 
hechos y hace que el Juzgado acepte sus eonclusiones como 
elemento de juicio a los efectos de la determinación del pre- 
cio, máxime si se tiene en cuenta que no existen razones pon- 
rierables para apartarse del mismo. En definitiva y tic aguer- 
rió a las conclusiones consignadas a fs. 1334 (y aclaración de 
fs. 1357) el precio total establecido por el perito llega a la 
suma de $ 9.671.601.86 m/n.. a la que debe sumarse la canti- 
dad de m$ln 140.206,55, lo que hace un total de $ 9.811.808,41 
moneda nacional. 

6') Que los intereses reclamados deben correr desde la 
fecha de la desposesión, a cuyos efeetna deberá tenerse en 
cuenta la fecha de cada mía de las actas agregadas en autos 
(ver fs. 474, fecha 26-12-41, fecha 15-12-41; fs. 263. fecha 
9-12-41 ; fs. 647, fecha 9-12-41 ; fs. 666, fecha 20-12-41 ¡ fs. 680, 
fecha 12-12-41 ; fs. 720. fecha 12-12-11 1 fs. 744. fecha 14-12-41 ; 
fs. 772, fecha 13-12-41 ; fs. 793. fecha 23-12-41) ; el tipo a li- 
quidar es el que establece el Banco de la XaciÓn Argentina. 

V) Que por último en lo que se refiere a la articulación 
de orden constitucional promovida por la demandada en el 
otrosí del escrito de fs. 1371, no cabe pronunciamiento alguno. 

El art. 18 del decreto n f 17920. modificatorio de la ley 
n* 189 en cuanto a las costas se refiere, no tiene aplicación 
en estos autos por dos razones: 

En primer lugar porque como la demandada no expresó 
en el escrito de responde sus pretensiones respecto al precio, 
la i impecabilidad es indudable, ya que faltaría en el caso 
el elemento básico para resolver la cuestión y en el segundo 
término porque afín cuando admitiera que las cantidades con- 
signadas en el referido escrito de responde (fs. ^116) implican 
el reclamo de determinada suma, la diferencia del 50 % a que 
se refiere el recordado art. 18 nunca podría aplica me y por 
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lo tanto la falta do acra vio por parí» tío quien ha invocado 
la ineonstitueionalidad carece de interés. 

Por las precedientes consideraciones fatln lutcicndo lugar 
a la demanda y declarando que el Gobie'Mlu de la Nación debe 
abonar a la Corporación Americana de Fomento Rural S. A. 
la snmn de m$n. U.8U.S(K41, previa deducción ile la suma 
depositada y abonada en autos a Cs. 13:1, más sus intereses al 
estilo de los que percibe el Banco de la Nación Argentina 
desde la fecha de las respectivas des posesiones, — Relivario 
(i oche Pirón. 



Sextkscia i>e la C A mará Federal 

Buenos Aires, Julio 3 de 1940. 

Considerando i 

En cuanto al recurso de nulidad, interpuesto por la ac- 
tora : 

Xo habiéndose fundado, ni mediando causal alguna capaz 
de determinarlo! se lo desestima. 

Kn cuanto a los recursos de apelación: 

I. En la expresión de agravios de la demandada, se hace 
notar que la sentencia en recurso examina los puntos que 
fueron objeto de las explicaciones requeridas al perito a raíz 
de la presentación de su informe, pero no tiene en cuenta las 
objeciones formuladas en su alefato; y concreta en los puu- 
tos a "i. h), e) y d) de fs. 141» las impugnaciones que le sugiere 
et fallo, en cuanto al monto de la indemnización que estima 
corresponde ríe por todo concepto en las expropiaciones dis- 
puestas, reclamándose un total de $ 11.ít71.315.í)9, en lugar 
de los S 9.811.80841, fijados en la sentencia. 

El. Se impugna el criterio adoptado por el perito, como 
principal base de la fijación del precio — que et ¿tiez ti qua acep- 
ta— . sosteniéndose (pie la fijación del valor del Elevador Ter- 
minal de i infrio, no debió limitarse al precio de reposición, 
sino que debió contemplarse también su valor de rentabilidad 
y lo qué al Estado cuesta la habilitación de elevadores similares 
o adquiridos por expropiación. 

El estudio de la pericia del Inpr. Mugirá corriente a fs. 935 
a Vi'l'-i, pone de manifiesto que se limi examinado en todos sus 
aspectos las cuestiones propuestas por las partes, consist entes 
en la determinación del precio de cotización de los materiales 
y maquinarias empleadas en la construcción a la fecha de la 
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toma de posesión; el resultado tic las 1 ¡citaciones oficiales de 
construcción a la fecha de la toma de posesión; el resultado 
ile las licitaciones oficiales do construcción do los elevadores 
de granos por el Gobierno Xaeional. actualizando sus valores 
en base al precio de cotización de los materiales y maquinarias 
a la fecha de la toma de posesión de los elevadores expropiado*; 
y la capacidad de almacenamiento de cada uno. En los puntos 
a), b). e) ye) del Cap. I del informe (fs. 341 a 944), se sumi- 
nistran sintéticamente todos los datos relacionados con el cues- 
tionario de las partes, señalándose los distintos capítulos en 
que se lian desar rol latió con máxima amplitud los puntos ob- 
jeto de la diligencia encomendada, y entre ellos los que moti- 
van los agravios de la demandada, bastando observar que a 
fs. 997 se analiza el método de tasación partiendo de la renta- 
bílidad anual de los elevadores de campaña. Y a fs. 9ÍW v. se 
exponen las razones de la adopción de los métodos seguidos 
en el peritaje para efectuar la tasación, a fin de establecer 
el valor real o de expropiación de los elevadores motivo del 
juicio, prescindiéndose del costo de oripen y asimismo de las 
licitaciones oficiales de otros elevadores, por las bien atendi- 
bles razones que da el perito, sin perjuicio de la utilización 
de ciertos datos de las licitaciones, para fijar el valor de las 
maquinarias del elevador terminal de Rosario. El técnico no 
lia descartado el valor d* rentabilidad, como se expresa en 
los agravios de la demanda: lo tiene en cuenta para formar 
criterio como un antecedente apreciable, sin perjuicio de 
adoptar los métodos de tasación que considera más ajustados 
a la finalidad perseguida (fs. 909 v.. punto IV y Cap. VI. 
fs. 1001 y siguientes), todo lo cual, el tribunal comparte. 

IN, En cuanto a la estimación fijada a los materiales 
al establecer el valor de reposición del Elevador Terminal de 
Rosario, de (pie también se agravia la demandada y que 
comprende los precios unitarios del hierro redondo en barras 
del cemento portland. de la piedra partida granítica, y de la 
nrena prnesa oriental, las observaciones hechas deben deses- 
timarse, pues las explicaciones (pie al respecto formula el pe- 
rito de fs. 11 32 a 1143. son plenamente satisfactorias, lo mis- 
mo que en lo referente a los precins nnita riña de estructuras 
en hormigón armado comprendidos los esqueletos de edificios, 
cimientos de eeldas, túneles, tolvas y silos; y de las estruc- 
turas metálicas, de los dolfines de atraque y demás que se 
informa de fs. 1143 en adelante. 

Lo arjrüído en contrario por la demandada en cuanto 
pretende, que esos precios unitarios deben elevarse un es con- 
vincente, ni desvirtúa en forma ni su na lo aseverado por el 
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perito con acopio de antecedentes, que ponen de relieve que 
sus apreciaciones son juiciosas y aceptables. 

IV. El porcentaje de depreciación determinado en la 
diligencia pericial, constituye otro capítulo de agravios. 

El perito ha explicado razonablemente el motivo de haber 
ajustado el criterio de depreciación de las construcciones de 
hormigón armado, de albnñilería de ladrillo» y afinca y de 
estructura metálica al señalado por la Comisión Nacional de 
Granos y Elevadores (fs. 1165 y siguientes). Se trata de cons- 
trucciones típicas, para los casos análogos por la Dirección 
de Construcciones de Elevadores de Granos. 

Asimismo, desecha el criterio de dicha comisión en lo 
que se refiere a la depreciación de las maquinarias, por los 
fundados motivos en que apoya sus conclusiones, dejando 
constancia que el cálculo de depreciación responde n las nor- 
mas generales adoptadas. A fs. 1174 v., 1175. 1182 y 1183 el 
perito pone de manifiesto la absoluta iuadmisibilidad del cri- 
terio de depreciación de la maquinaria pretendido por la de- 
mandada en base a lo informado a i's. 1166. Declara, que lia 
preferido adoptar el término corriente usado por los diversos 
autores que se ocupan de la materia, estableciendo una dura- 
ción de vida aproximativa de años para las maquinarias 
y equipos de elevador terminal. Pero sin tener en cuenta la 
cantidad de trabajo que han desarrollado. 

Análoga observación cabe liacer, en lo relativo a la de- 
preciación tótal que admite una vez transcurrido el término 
de vida establecido para las construcciones y maquinarias con 
preseindencia del valor residual, que es prácticamente^ dcs- 
precíüble en í pocas normales, en atención a la característica 
especial tic estas construec iones. 

Reconoce el perito que, efectivamente, la fórmula de 
depreciación de KüenUle, de que se hace mérito en la expre- 
sión de agravios, es la comúnmente usada para calcular la 
depreciación de maquinarias, pero aclara que so decide por 
la fórmula del profesor F. V. Iíoss, en rasión de que los resul- 
tados (pie se oh tienen con la aplicación de la primera, son in- 
feriores n lu depreciación real sufrida por las- maquinarias y 
equipas del elevador. La fórmula de lloss —dice el experto— 
establece una depreciación "más de acuerdo con la reali- 
dad del caso examinado", 

El tribunal no encuentra motivo para apartarse del cri- 
terio de apreciación qne ha inspirado la diligencia pericial 
practicada en estos a Utos, y por ende acepta como razonables 
v justos los valores que sé fijan cu la pericia ífs, 1324 v.) 
y por un total de $ 9.671.601.86 m u., con la ampliación 
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de fs 1337 a 1360, en que se reajustaron los valores cíe Job 
elevadores de Alejo Ledcsma, Cabrera, Monte, Maíz y San 
Marcos, lo ([lie importó un aumento de S 140.206.^:» sobre la 
tasación primitiva, y que se formuló eu razón de hallarse jus- 
tificadas las observaciones hechas al respecto. 

V. Otro capítulo de agravios de la demandada, se refie- 
re a la 110 inclusión en la indemnización pertinente de las 
sumas papadas o a pagarse por despido y preaviso al personal. 
Los respectivos importes se fijan por los contadores eii 
$ 33.707,70 v $ 26.623,01 ó sea en $ 60.330,71, en total al 
contestar la pregunta 9* del respectivo cuestionario. 

Sobre este punto, cabe advertir ante todo, que no ha sitio 
materia de la litis trabada, pues ni en el escrito de contesta- 
ción a la demanda suscripto por el entóneos Presidente de la 
Corporación Americana de Fomento Rural D. Alberto Njiu- 
berrv Berectclie (fs. 24), ni en el del fideicomisario D. Fer- 
nando de Lezica (fs. 28); ni en el del fideicomisario D. Ar- 
turo (Joveneche y Luis Fiore ffs. 71). ni en el del repre- 
sentante definitivo de la demandada 1). Manuel Bronstem. de 
fs. 117, se formuló reclamo alguno al respecto. 

Independientemente de ello, es de hacer notar nuc a fs. 
915 w, los contadores transcriben el acta social n* 6- de fecha 
28 de enero de 1942. en la que los fideicomisarios conside- 
raron la situación del personal en los siguientes términos: 
3» A continuación el Gerente plantea la situación del 
personal del elevador terminal. Los fideicomisarios resuelven 
declararlos cesantes, debiendo quedar un solo empicado en 
Rosario, para atender los asuntos pendientes. El Sr. Irfjtiea 
deja constancia de su opinión de que la Comisión Nacional de 
GrltíoB v Elevadores, al tomar posesión del. terminal y cíe 
los elevadores locales, debió tomar a su servicio al personal 
de la Corporación que estaba en funciones en los mismos y 
m,e esta en los casos en que no lo hubiera hecho, deberá tomar 
a su cargo el resarcimiento de la indemnización que la í or- 
poración deba pagar". 

En esa misma acta, el Gerente de la Corporación perica- 
ña de Fomento Rural, declaró que el 28 de diciembre de 1941, 
comunicó la cesantía al personal de Rosario, que a cpn^wa- 
eión enumeró, es decir, con anterioridad 
de 1941. hasta cuva fecha la Corporación siguió disponiendo 
del Elevador "para cumplir con los contratos que tema pen- 
dientes*', según espresa reserva hecha en el acta de toma cíe 
posesión (fs. 474). 

Si, pues, la demanda no formuló reclamo alguno al con- 
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tostar 1n demanda, sobro el punto de que ahora so agravia, y 
sí despidió sil personal por su voluntad, sibi ¡mputct, no püede 
pretender que la justicia lo maride resairir presuntos per- 
juicios (pie por su propia culpa no fueron contemplados en su 
hora. 

IV. En cunnto a los agravios que la actnra formula a 
fs, 1340, es innecesario mayor examen, pues aparecen amplia- 
mente considerados en el eonaiderando tercero del fallo de 
t's. 1 :i!>.\ habiéndose decidido por la jurisprudencia reiterada, 
que la indemnización que corresponde en los casos de expro- 
piación, debe c mi prender, de acuerdo con lo dispuesto cu el 
art. 2511. del Cód. Civil, el valor real del bien expropiado, en 
la fecha do la despnsesión, tal como lo admite y decide 
la Sentencia en recurso. 

En el juicio Fisco Nacional v. Kchnlzo sobre expropiación, 
este Tribunal, en sentencia de fecha 12 de mayo de 1044. eon- 
firmada por la Corte Suprema el 8 de agosto de 1945, dejó 
establecido que aun el extraordinario ocreeentainiento netual 
del valor de la propiedad debe computarse para fijar la in- 
demnización a pa^ar al propietario, porque si el Estado élitro 
■ni momento de valorización para efectuar expropiaciones, no 
puedo pretender indemnizar solamente con el precio de épocas 
normales porque ello sería un privilegio ilegal e injusto y 
porque constituiría en cierta manera un despojo de los pro- 
pietarios que en eso momento podrían obtener por mis bienes 
un valor mayor que el que se les ofrece. 

l\»r ello y sus funda montos, se confirma con costas la 
scnterie'n dé Ts. 1395. que declara que ol Gobierno de la Na- 
ción deberá abonar a la Corporación Americana do Fomento 
Rural S. A., la suma de | 9.311.808,41 m n, previa deduc- 
ción de la suma consignada y abonada, e«n intereses legales 
desde las fechas de las respectivas dosposesiones. — Alfonso 
K. Porr/rrtf, — Carlas riel Campillo. — Ricardo Tillar Pala- 
cio. — Carlos lífnrra. 



Dictamen del PnnruiiAuoi: O en En al 



Suprcmn Corte» 



VA monto disentido en la presento cansa justifica 
la intcryenelón ríe V. K. en instancia ordinaria, de acuer- 
do a lo dispuesto por el nrt. % inc, 2*, de la ley 4055. 
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Corresponde, pues, declarar bien concedidos a fs. 
1450 vtn. los recursos interpuestos para ante la Corte 
Suprema. Buenos Aires, agosto 23 de 1946. — J m u 
Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de diciembre de ir49. 

Vistos los autos "Fisco Nacional (P. del Tesoro) 
contra Corporación American» de Fomento Rural so- 
bre expropiación", en los que se ban concedido a fs. 
1450 vta. los recursos ordinarios de apelación. 

Considerando: 

Que el dictamen del Tribunal de Tasaciones (ley 
13.264, art. 14) por el cual se fija en m*n. 7.654.264,74. 
el valor objetivo de lo que se expropia en esto juicio, 
expresa, con la sola excepción del representante del 
expropiado, la opinión de todos los miembros que lo 
constituyen, inclusive la del Sr. Representante del Mi- 
nisterio de Obras Públicas, quien por la mención espe- 
cial que se bace de él en el art 14 y la forma de designa- 
ción dispuesta allí mismo, — a efectuar en cada caso, 
como el representante del expropiado — , desempeña, 
con respecto al Gobierno Xncional expropiante una fun- 
ción análoga a la de quien representa al propietario, cuyo 
carácter puntualizó esta Corte en el fallo de la cansa 
"Dircc. Oral, de Ingen ieros v, Marcelino Musto" el 25 
de agosto ppdo. Por ello, y puesto que en la presenta- 
ción de fs. íffiL a raíz de haberse bcclio saber a las 
partes el dictamen aludido, el apoderado de la aetora, 
si bien insiste en sostener como justo precio el ofrecido 
cuando se interpuso la demanda, no baco objeción espe- 
cial a los procedimientos y criterios con los cuales el 
Tribunal establece su conelnsión, consecuente esta Corle 



398 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



cóñ lo expresado en aquella sentencia, no tratándose 
aquí de 1 nenes pertenecientes a una concesión, tenien- 
do además en cuenta que el régimen establecido en el 
decreto del 18 de julio de 1931, fué dejado sin efecto por 
decreto del 13 do abril de 1932, y no babieudo ningún 
otro motivo para liacer excepción en el caso de este jui- 
cio a la aplicación que de las disposiciones legales per- 
tinentes de la ley i:V2t»4 se hizo entonces, juzga esta 
Corle que debe considerarse a la suma fijada en el dic- 
tamen como un límite mínimo de la indemnización, de- 
terminado con la conformidad de ambas partes mediante 
la actuación regular ¿el Tribunal de Tasaciones, pues 
1» disidencia del representante del expropiado, sólo con- 
siste en la adopción de criterios y precios luísicos de es- 
timación, que conducen a fijar en una cantidad mayor 
el valor de lo expropiado. 

!¿ue corresponde, en consecuencia, examinar sobre 
qué puntos de la estimación recae la discordia y en qué 
razones se funda cada una de las dos posiciones. Según 
resulta de lo actuado en el Tribunal de Tasaciones 
(expte. 221.15!)) y especialmente de las exposiciones de 
IV. S4 y 105. la mayoría discrepa ion el representante 
del expropiado, en punto al valor de las construcciones, 
respecto al precio del hierro redondo en barras en los 
elevadores de cemento, y el del hierro perfilado en los 
silos de construcción metálica, y en punto a maquinarias, 
respecto a la aplicación del criterio general, adoptado 
por el lug. Mugica, consistente en determinar la re- 
lación de dicho valor con la capacidad del silo y multi- 
plicar luego la cifra con que se expresa la relación por 
c| n imiero de toneladas que podía recibir cada uno de 
Ins >iIos ex p re piados. 

Que esta Corte considera atendibles las razones 
por las cuales para fijar el valor del li ierro en barras 
el Tribunal de Tasaciones se ha atenido a los más bajos 
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precios indicados por las firmas comerciales responsa- 
bles a las que requirió informes, por más que no se trate 
de preeios indicados con el compromiso anexo de un su- 
ministro efectivo. Y juzga que la determinación del 
precio del B ierro perfilado tiene en el dictamen de la 
mayoría, mayor fundamento — consistente cu los infor- 
mes de Tamct y Deseours y Cabaud — que en el del re- 
presentante de la expropiada, Y en cuanto a las maqui- 
narias, también acepta Ja estimación de la mayoría que 
se atuvo, para hacerlo, al procedimiento analítico de de- 
terminar en cada caso el valor de las mismas realmente 
instaladas, corregido mediante números índicos para 
el año 1941, fecha de la des posesión; —a la cual se re- . 
miten sin discrepancias la totalidad de los miembros 
del Tribunal, inclusive los representantes de ambas par- 
tes — , con las reducciones correspondientes a la depre- 
ciación por edad y conservación. Júzgase más rigurosa 
la estimación hecha de ese modo que la consistente cu 
multiplicar e! precio unitario de las máquinas que los 
elevadores debían tener, unidad ésta correspondiente a 
cada tonelada de capacidad, por el número de las que 
podía almacenar cada uno de los elevadores expropia- 
dos y considerar que las insuficiencias o deficiencias de 
las instalaciones existentes en algunos de los silos es- 
tán compensadas en la determinación de los valores, por 
el hecho de que el precio unitario adoptado por el re- 
presentante de la expropiada, corresponda a los a ñon 
l!)3ti, lí>37 y se trate de fijar los valores de 1941 (conf. 
fs. 93 rta. del expte. citado). Es de observar a este res- 
pecto que, ello no obstante, el procedimiento conduce 
a un importe muy superior al que se determina con la 
rectificación de los precios de tíKMi '37 mediante nú- 
meros índices que los refieren al nfm tíM-1, pero toman- 
do como base el costo de las maquinarias realmente exis- 
tentes en cada elevador. 
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Que, cu consecuencia, acéptase como importe de la 
indemnización debida jjot la expropiación de las cons- 
trucciones y maquinarias correspondientes a los eleva- 
dores de que se traía, el de pesos 7.<¡ó4, 21.4,74 íulii. 

(¿tic ei importe alionado por la expropiada con mo- 
tivo del despido de su personal a raíz de la expropiación, 
no formó paite de la litis, como se observa en las sen- 
tencias de las dos instancias anteriores y resulta del es- 
crito de fs. 1 1 G (conf. manifestación de fs 1370). 

Que atento lo dispuesto en el art. 28 de la ley 13.2U4 
las costas de todas las instancias deben pagarse en el 
un leu causado. 

Por tanto, se reforma la sentencia apelada en cuan- 
to al monto de la indemnización que se fija en siete nú 
Honcs seiscientos cincuenta y cuatro mil doscientos se- 
senta y cuatro pesos con setenta y cuatro centavos mo- 
neda nacional y a lo que decide sobre las costas que de- 
deberán pagarse en el orden causado, en todas las ins- 
tancias y se la confirma en lo demás. 

Lus R. Loxom — Rodolfo G. 
Valbjszuela — Tomás P. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉREZ AtILKI l'ESSAOXO. 



ELISA LUCIA OASAIiES v. DI AMO "HOY " 

COXSTl TL'CIOX X . 1 1 IOXA L ; Con*tit mhmliUnd c imn ,¡.<t ¡t tuto , 
unlidntl. Tr/ics wu ioH'tli ('matine?. 

El nrt. ¡W del deercto 13,839/46. por el Güal se ileterniin.-m 
los sueldos <[\w se teaiarfit) como base para ¡ndeinüiXar 
las despidos n «pío so refiere, Dt> es vinliitonn <li> 1¡i- •! i^- 
potsicíones de ta 1 'unsi ¡tur ion Nacional sobre igualdad y 
«It'Vi'i-lin ilo prnpteilíid. 
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Dicta ¡u kn del PuocrHAnois (íkskhal 

Suprema Corte: 

Las cuestiones federales sometidas a V. E. medían- 
te el recurso extraordinario interpuesto a fs. 56, son 
substancial mente iguales a las ¿nc contempló V. E. en 
214: 104. 

Por cito y de conformidad con lo resuelto en ese 
caso de acuerdo con mi dictamen, soy tic opinión, que co- 
rresponde confirmar el fallo apelado obrante a fs. 4C, 
en cnanto pudo ser materia de recurso. Buenos Aires, 
octubre 27 de 1ÍI4Í». — Carlos O. Ih lfiiw. 
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Buenos Aires, 9 de diciembre de 1!>49. 

Vistos los autos: "Casares, Elisa Lucía c.l Diario 
"Hoy" s.] despido'*, en los que se lia concedido a fs. 
01 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario ha sido fundado a 
fs. 5(¡ y siguientes en que la aplicación del art. 33 del 
decreto 13.839 ai caso «le autos lesiona el derecho de 
propiedad al establecer con motivo del despido indem- 
nizaciones de carácter eonfiseatorio y sin relación con el 
valor económico del vínculo contractual existente entre 
las partes; afecta el principio de la irretroactividad de 
las leyes al tomar como base para el cómputo de las in- 
demnizaciones salarios arbitrarios y superiores a los 
que convinieron las partes o establecían las normas vi- 
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gentes, y en cuanto crea situaciones do excepción en 
perjuicio de determi nudos empresarios, con violación 
del principio de la igualdad constitucional. 

(¿ue en un reciente pronunciamiento (Fallos: 214 t 
104), esta Corte Suprema ha examinado esas mismas 
cuestiones con relación al art. 83 de la ley ÍÍÍ.ÍKJS que, 
como lo reconoce la recurrente a fs. ü(i vta., es similar 
al art. 33 del decreto 13.839|4(S impugnado por ella en 
el caso de autos. 

Que las razones expuestas en esa oportunidad son 
de estricta aplicación en ésta y conducen al rechazo de 
las pretensiones de la parte demandada. 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General, confírmase la sentencia apelada en 
1» (pie ha sido materia del recurso extraordinario. 

fcum R. Loso ni — Rodolfo G. 
VaIíENZUela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiaoo 

PÉREZ — ATILIO PeSSAOXO. 



MARIO .H AN CARLOS JEREZ 

JCltlSfticaOX Y COMPETENCIA; Comprenda federal. Camas 
ltr»tilt>9, I*tir rt lutjar. 

Corresponde » la justicia federal eonoeer del sumario 
insimulo ecm motivo de na delito cometido en el easino 
ile Mar del Plata —Jhúv. de Buenos Aires — si los decre- 
ta H1.0ÍM) 44. :i4.1S!t'44, 35.716/44. 7865/46 y 7867/46 es- 
tablecían en ese lujrar. en el momento de cometerse el hecho, 
la jurisdicción exclusiva del Gobierno Nacional. 



de justicia de la nación 403 
Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

En los considerandos del decreto 31.090 144 que na- 
cionalizó los casinos, salas y centros de esparcimiento, 
etc., sustrayendo las respectivas actividades a la acción 
de los gobiernos provinciales, se indicó claramente los 
fines de policía general así como de asistencia social 
que informaban tal medida por parte del Gobierno Na- 
cional, reivindicándose expresamente las facultades del 
mismo para actuar en lo atinente a la materia de jue- 
gos de azar. 

Del texto del decreto X» 7.867 de marzo 18 de 1946 
que dió nueva estructura y organización a la Lotería 
de Beneficencia Nacional y Casinos, a cuyo cargo se 
encuentra la administración de los Casinos y Salas de 
Juegos de Azar, surge que la actividad de esta institu- 
ción se extiende a todo el Territorio de la República 
(art. 1*) y también que el producido de los beneficios 
líquidos de la explotación de esta actividad se destina 
a establecimientos de asistencia social, fomento de turis- 
mo, saneamiento, etc.. . en todo el país (art 8?). 

Basta la enumeración de estas circunstancias para 
percibir que la Lotería de Beneficencia Nacional y Ca- 
sinos es una institución de carácter federal y no local. 

Esto sentado, es evidente que los lugares por ella 
ocupados están sometidos a la jurisdicción absoluta y 
exclusiva del Gobierno Nacional, como no podría admi- 
tirse la intervención en ellos de los gobiernos provin- 
ciales, so pena de interferir y bacer peligrar la conse- 
cución de los fines de beneficio general que se le han 



En consecuencia, de acuerdo con la doctrina que 
informa lo resuelto, entre otros, en 184 : 70; 195: 132 y 
teniendo en cuenta que el edificio ocupado por el Casino 
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ele Mar del Plata — dependiente de dicha repartición 
( Decreto 35.716 44) — es uno de los lugares que acabo 
de mencionar, opino que es el Juez Federal de Azul a 
quien corresponde conocer y juzgar del hecho delictuoso 
que motiva este proceso (art. 3*, inc. 4% de ta ley 48). — 
Hucnos Aires, octubre 20 do 1040. — Carlos G. fteffino. 

m 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 do diciembre de 1949. 

Autos y vistos; considerando: 

Q«e la contienda negativa de competencia entre el 
Sr. Juez Federal del Azul y el Sr. Juez del Crimen del 
Departamento del Sud de la Provincia de Buenos Aires, 
sometida a la decisión de esta Corte Suprema, se ha tra- 
bado con motivo de imputarse a Mario Juan Carlos Je- 
rez la comisión de] delito de hurto en el local del casino 
de Mar del Plata, Prow de Buenos Aires. 

Que por decreto n* 31. 090 ¡44, fundado en el poder 
de policía de la Nación, en las consecuencias y proyec- 
ciones sociales del juego, en la necesidad de modificar 
en forma substancial el régimen vigente hasta entonces, 
y cu que los propósitos perseguidos sólo podrían ser 
logrados por el Gobierno Federal, se declinó V) la 
caducidad de todas las concesiones otorgadas, basta en- 
tonces, por los gobiernos provinciales, a favor de cual- 
quier empresa o persona jurídica privada para la explo- 
tación de casinos o de salas de juego; *2 9 ) de utilidad 
pública y sujetos a expropiación los inmuebles, muebles 
y útiles afectados al servicio de las concesiones cuya 
caducidad se decretaba. Se dispuso, además, que hasta 
tanto se creara el organismo que dependiendo del Mi- 
nisterio del Interior correría con todo lo referente a la 
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adm ilustración y explotación de los casinos en todo el 
territorio de la República, quedaba encargado dicho de- 
partamento de Estado de todo lo relativo a la ocupación, 
custodia y administración de los bienes y efectos men- 
cionados precedentemente (urts. 1, 2 y 3). 

Que por decreto n» 34.189 1 44 so dispuso que basta 
tanto se creara ol organismo a que se refiere el art. 
3 del decreto 31.090 '44, la Lotería de Beneficencia Na- 
cional quedaría encnrgnda de todo lo referente a la ad- 
ministración y explotación de los casinos que en todo el 
territorio de la Nación tomara a su cargo el Gobierno 
Nacional, disposición o,uc concretamente fué referida 
poco después, por el decreto n° 35.716144, al casino de 
Mar del Plata, además de otros de la Provincia de Bue- 
nos Aires. 

Que el decreto n» 31 .090 i 44 fué ratificado por el 
decreto n° 7865 146 que, además dispuso que los gobier- 
nos provinciales no podrán explotar por sí, ni autorizar 
o permitirá particulares la explotación de casinos o salas 
de juego de azar dentro de sus respectivas jurisdiccio- 
nes (art. 5'). En la misma fecha —18 de marzo de 1946— 
el decreto n° 7867 dispuso que la Lotería de Beneficen- 
cia Nacional se denominará en lo sucesivo Lotería de 
Beneficencia Nacional y Casinos y, bajo la dependencia 
del Ministerio del Interior, tendrá a su cargo la admi- 
nistración de la Lotería creada por la ley n° 3313 y de 
los casinos y salas de jnegos de azar que el Estado ex- 
plote en todo el territorio de la República (art. 1') con 
arreglo a la organización y estructura que a continuación 
estableció, derogando el decreto 35.716 ;44 y cualquier 
otra disposición que se opusiera a las que estableció 
<art,9*). 

Que las disposiciones precedentemente menciona- 
das establecían en el lugar ocupado por el casino de Mar 
fiel Plata, y en el momento de producirse los hechos 
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originarios de la presente causa, la jurisdicción exclu- 
siva del gobierno nacional y, por consiguiente, confor- 
me a Jo dispuesto por el art. 3, inc 4* de la ley 48, y la 
jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos: 53, 
254; 103; 403; 116, 235; 211, 1249) corresponde a la jus- 
ticia federal conocer en estos autos. 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se declara que el Sr. Juez Fe- 
deral del Azul —Provincia de Buenos Aires — es el com- 
petente para conocer en la presente causa. Remítanse- 
le los autos, y hágase saber al Sr. Juez del Crimen del 
Departamento del Sud de la mencionada provincia en 
la forma de estilo. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagxo. 



JUAN* B. H ARMA YE R v. QllMICA BAYER S. A. 

REÍ URSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
neta. Sentencias con fundamentos no fedérate* o federales consen- 
tidas. Fundamentos de orden común. 

No procede el recurso extraordinario fundado en que la 
condenación recaída en un juicio sobre despido impor- 
taría desconocer validez a un acto del P. E., en uso de 
facultades legales, cual es la deportación decretada en 
virtud de la ley 4144, si el punto no lia sido objeto de 
pronunciamiento en el fallo recurrido, y éste se funda 
en disposiciones de derecho común y procesal y circuns- 
tancias de heclio suficientes para sustentarlo (')■ 



(t) 9 do diciembre de 1940. 
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JUAN ANGEL ALDANA in re: JUAN A. PERALTA 
MANDATO, 

La condición de prófnpo de la justicia obsta a que por 
intermedio de mandatario especial, que no es defensor 
que haya aceptado el cargo con tas formalidades legales, 
intervenga en el juicio criminal y formule peticiones sin 
hallarse sometido n la potestad judicial. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y ¿arantíaí. Defensa en 

juicio. 

Ei procesado que voluntariamente se substrae a la acción 
de los jueces en la cansa criminal que se le sifjue. vio- 
lando Jas normas fundamentales del proceso y constitu- 
yéndose en fugitivo de la justicia, i-arece de derecho para 
invocar garantías que el ha desconocido y el cunipHmicn- 
to de preceptos cuya observancia elude impidiendo por 
actos propios su puntual satisfacción. 



Dictamen del Procvkadok General 

Suprema Corte: 

Corre a fs, 1562/1503 de los autos principales la 
sentencia que declaró a Juan Angel Aldana absuelto de 
culpa y cargo del delito de homicidio que se le imputaba; 
obra a fs. 1.596 "in fine'* la diligencia mediante la 
cual se acredita que dicho pronunciamiento judicial lo 
fué debidamente notificarlo; y resulta del auto de fs. 
1601 (pie se dispuso la libertad del nombrado —de lo 
que fué notificado por diligencia inserta a fs. 1601 
vta— , quedando así cumplimentada la decisión del 
tribunal. 

Frente a estas constancias considero que la sen- 
tencia posterior (fs. 1668/1672), que declara nula la 
primera y ordena retrotraer la causa a su estado ante- 
rior, es susceptible de configurar para el recurrente el 
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caso federal que invoca y tornar procedente, mediante 
la vía extraordinaria del artículo 14 de la ley 48, el 
pronunciamiento de V. E. respecto de las defensas cons- 
titucionales que se articulan. 

Pienso, pues, que el recurso extraordinario ha sitio 
nial denegado y que corresponde liaeer lugar a la pre- 
sente queja. Buenos Aires, noviembre 24 de 1¡)4!Í. — 
Caí-ion O. Del fino. 



FALLO DE LA CORTE St'PlíEMA 

Buenos Aires, 9 de diciembre de VM9. 

Victos los autos: M Recurso de liccho deducido por 
AUlana .Juan Angel en la causa Peralta Juan A. s. ; lio- 
nüeidio en su persona", para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando: - 

Que del informe corriente a fs. 23 y nota del señor 
Pies i den te del Superior Tribunal de Jujuy de fs. 28, 
resulta que Juan A. Aldaun, otorgante del poder espe- 
cial tle fs. 1 que invoca el letrado recurrente pjira de- 
ducir este recurso de queja, reviste, en ei proceso que 
por homicidio en la persona de Juan A. Peralta se tra- 
mita ante aquel Tribunal, la condición de prófugo, 
constando además en los autos principales que, citado 
Alda na por edictos a fin de que nombrara defensor, uó 
lo lia Lecho; ) las diligencias practicadas por la Poli- 
cía para aprehenderlo, en cumplimiento de la captura 
ordenada en los mencionados autos, no lian dado re- 
sultado ífs. IMS punto 3»; 1077: 1718; 1721 pun- 
to 2" y 172(i del principal). 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



IC9 



Que esa condición de prófugo de la justicia que lo 
sustrae, por tanto a la jurisdicción de sus jueces natu- 
rales, obsta a que por intermedio de mandatario espe- 
cial, que así no es tampoco su defensor que baya acep- 
tado el cargo con las formalidades de ley, intervenga 
en el juicio donde, sin embargo, permanece ausente y 
formule peticiones, sin liallarse sometido a la potestad 
judicial. (Fallos: 33, 83; 33, 74). 

Que como lo enseña la doctrina y lo exige la ley, 
el procesado que voluntariamente se sustrae a la juris- 
dicción de sus jueces, en el juicio que se le sigue, vio- 
lando las normas fundamentales del proceso y constitu- 
yéndose en fugitivo de la justicia que reclama, en cam- 
ino, su presencia, carece de derecho para impetrar ante 
ella en demanda de garantías que éi lia desconocido y el 
cumplimiento de preceptos cuya observancia elude, im- 
pidiendo por acto propio, su puntual satisfacción. (Fa- 
llos: 185, GO; 187, 682), 

Por estos fundamentos y oído el Sr. Procurador 
General, no se lu e lugar al presente recurso de queja. 

Lris R. LoNOBi — Rodolfo G, 
Valexzcela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Péiiez — Atilio Pkssagno. 



AXTOXIO PEREZ DOIiliEüO v. AXTOXIO HUMBERTO 

(¡rEUKTXA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Sentmeía de- 
finitiva. Voncrpto tf gene ral úttides. 

Procede t'l remido extraordinario fundado en la viola- 
ción de la defensa en juicio «Kt'jrui'iiiUi por el art 29 de 



-tlO FALLOS DE LA OJOTE ¿U/HtEMA 

la 0. X. contra la sentencia que ordeno el desalojo del 
recurrente sin haberle dado oportunidad para probar 
que tenía la posesión por haberla recibido del dueño, y 
que jamás la tuvo el actor. 

MXSTITVCiOX NACIONAL: Derechos ¡t garantios. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

El procedimiento por el cual se llega a ordenar el desalo- 
jo de un inmueble sin dar a su ocupante oportunidad de 
probar sus alegaciones de no ser inquilino, tenedor preca- 
rio ni intruso, de haber recibido ta posesión de quien era 
propietario y le vendió el bien, y de no haber recibido 
nunca el acta de posesión, es vomitorio de la defensa en 
juicio asegurada por el art. 2íí de la C. X. 



Sentencia olí, «Jnat en lo Ovil y Comercial 

La Plata, marzo 11 de 1D40. 
Autos y vistos: Considerando: 

1*) (¿ue I). Antonio Pérez DorrV^o. promueve demanda 
contra 1). Antonio Humberto íiuerrina, por desalojo runda- 
fin en lo circunstancia de adeudarle |5 meses de alquiler. Kl 
demandado por su parte en la audiencia que prescribo el 
art. MI."» del ('. de l*roc, niega el carácter de inquilino que se 
le ¿tribuye y ''I de propietario que invoca el actor soslenieudo 

• l ntn'pró la finia a la Sra. Avelina Nuárez de Alvaros 

mi-dinnte un boleto de compraventa firmado el 3 de julio ele 
VMC> aun cuando todavía no se perfeccionó el contrato fir- 
mándose la respectiva escritura. 

2*) Que el Sr. Pérez Dorrego ha justificado con el tes- 
limouio fie escritura agregado a fe. 4:1. que compró a la Sra. 
Su.irc/ dé Al vare/, el mismo inmueble materia de este juicio, 
contrate que se celebró el 4 de junio de Esta. pues. acre, 

ditado, ipie el aetvial titular del dominio es el demandante y 
por supuesto, frente a él» el demandado carece de todos los 
derct-lios ojie el ejercicio del ihnuitiio implica, sin perjuicio de 
que hmro valer ios que tenga contra su vendedora (orts. ¡2^0(5 
y si-tes. y 1185 y 1187 del Cód. Civil), 

Por lo tanto la situación del Sr. fluerrina o es la do un 
tenedor precario con lu obligación de 'restituir o es la del 
locutorio no sostiene el actor, en cuyo caso la acción es pro- 

■ 
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miente por haber reconocido implícitamente nue los arrenda- 
mientos estaban impagos, al negar ese carácter. 

Por estas consideraciones se confirma la sentencia de 
f s 40. _ ,/, Enrique Martínez Sana. 



Dictamen del Pnoci-RAOoit Gknehal 

Suprema Corto: 

Él demandado en el presente juicio de desalojo — 
Antonio Huberto Guerrilla— impugnó In procedencia de 
la medida solicitada por el actor —Antonio Pérez Do- 
n-ego— , sosteniendo que su condición no era la de lo- 
catario, tenedor precario o intruso, etc. (art. (502 del 
Código de Procedimientos Civiles de la Provincia de 
Buenos Aires), sino la de poseedor anual con '* animas 
domini", ya que la posesión del inmueble que se pre- 
tende desalojar le habría sido dada a raíz de haber 
suscripto el 3 de julio de 1946 un boleto de compraventa 
con doña Avelina Suárez de Alvarez, propietaria de la 
finca; además, invocó, por una parte, que el 10 de octu- 
bre de lí>47 habría iniciado un juicio de escrituración 
contra la vendedora, posteriormente transado, y, por 
la otra, que el actor —cuyo título lleva fecha 4 de junio 
de 1948— no entró jamás en posesión del inmueble. 

A efectos de probar tales extremos, Gucrrina soli- 
citó diversas medidas de prueba, cuya nómina consta 
en el capítulo VII del escrito de fs. 3»; entre ellas fi- 
guran el pedido de certificación respecto a la existen- 
cia del juicio de escrituración antes mencionado, solici- 
tud de testimonio del boleto de compraventa y de la 
transacción a que so arribó, así como la declaración de 
varios testigos. 

Bicho pedido de prueba no fué, sin embargo, pro- 
veído y a fs. 4!l so decretó el desalojo, confirmado a su 
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vez por el fallo de fs. r>3. Contra este último se lia inter- 
puesto el recurso extraordinario de fs. 57, fundado en 
la violación de la garantía de defensa en juicio, el que 
fué concedido a fs. 5Í) vta. 

Pues bien: no obstante la condición sumaria del 
juicio de desalojo, estimo que la naturaleza de las cues- 
tiones planteadas por el demandado imponía la recep- 
ción de la prueba ofrecida, so pena de coartar a su res- 
pecto el legítimo ejercicio del derecho de defensa en 
juicio que asegura el art. 29 de la Constitución Nacio- 
nal. Ks preciso tener en cuenta que Guerrilla ha afir- 
mado que él es legítimo poseedor y, al mismo tiempo, 
que el aetor no goza del derecho de dominio sobre la 
cosa por falta de tradición (art. 577 y 20*09 del Código 
Civil). 

En consecuencia, soy de opinión que corresponde 
revocar la sentencia de fs. 53. Buenos Aires, julio V2 
de lí>4!>. — Cartas O. Dvlftno. 

TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de VM9. 

Vistos los autos "Pérez Borrego Antonio c / An- 
tonio Humberto Gnerrina sobre desalojo", en los que 
se ha concedido a fs. 7)9 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la parte recurrente ha fundado el recurso de- 
d acido contra la sentencia apelada de fs, ií3, eu la vio- 
lación do la garantía de defensa en juicio consagrada 
por el art. 29 de la Constitución Nacional. Planteado 
así el recurso y uo obstante la naturaleza sumaria del 
juicio principal» su procedencia es evidente, pues en 
orden al desalojo la sentencia es definitiva y ha sido 
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dictada por el tribunal superior en la materia. Así se 
declara. 

Que un cuanto al fondo de !a cuestión debatida en 
el recurso, el demandado lo funda dentro de las exigen- 
cias del art 15 de la ley federal n* 48 en la circunstan- 
cia de haber sido condenado a desalojar el inmueble 
que ocupa, sin haberse proveído al ofrecimiento de 
prueba tendiente a demostrar que no era inquilino, te- 
nedor precario ni intruso pues había suscripto con la 
entonces propietaria, D* Avelina Suárez de Alvarez, 
boleto de compraventa el 3 de julio de 1946 y había 
recibido de ella la posesión, por todo lo enal y no ha- 
bérsele otorgado la escritura pertinente promovió antes 
de este juicio demanda de escrituración y que el actor, 
que invoca una adquisición efectuada el 4 de junio de 
1948, no entró nunca en posesión del inmueble ocupado 
por el recurrente a título de dueño. 

Que de lo expuesto y las constancias de autos re- 
sulta que el recurrente ha sido condenado sin ser oído 
debidamente con arreglo a las pertinentes disposiciones 
legales y por tanto con violación de la garantía reco- 
nocida por el art. 29 de la Constitución Nacional, pues 
el litigante debe ser oído y encontrarse en condiciones 
de ejercitar sus derechos en la forma y con las solem- 
nidades establecidas por las leyes comunes de procedi- 
miento (Fallos: 121, 285; 128, 417). Cabe repetir en 
este caso, por la especial relación de lo expresado en- 
tonces con las circunstancias de la presente causa, "que 
es así patente que se ha privado al recurrente de la 
oportunidad necesaria para probar los hechos en que 
funda un derecho que invoca, con violación de la de- 
fensa en juicio asegurada por !a actual Constitución 
Nacional en el art. 29 y por el 18 de la anterior" (Fa- 
llos; 183, 296; 187, f»27; 191, B-'j; 193, 408; 211, 807 y 
105G). 
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Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General se revoca la 
sentencia apelada cu cnanto ha sido materia del recurso 
y vuelvan loa autos al juzgado de origen a fin de que 
se tramite y resuelva el juicio de desalojo con arreglo 
a las prescripciones legales correspondientes. 

Luís Tí. Loxghi — Rodolfo G. 
Valexzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessaoxo. 



FRANCISCO MEDINA LOZANO v. CARLOS LANZA NO 

Y CIA. 

HBCVRSO EXTRA OfíPIS'A RIO: Rtqnbiio* comunes. Cuestión jit*- 
th itible. 

Es inoficioso primum-iarsc sobre la pereiiei.íii de instan- 
cia (dedada respecto del recurso extraordinario mal con- 
cedido por el tribunal de Ir <an*a. por no haber sido 
debidamente fnndadn ni interponerlo, pues esta circnna- 
taneia bn»ta pura declararlo improcedente, y asi corres- 
poudc hacerlo. . 



Dictamen* i»el PnoertunoH Geneilu, 

Suprema Corte : 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 103 no 
está fundado en la forma preseripta por el art. l.i de 
la ley 48. Corresponde, en consecuencia, declararlo nial 
concedido a fs. 104. Ello hace innecesario cualquier 
pronunciamiento de V. E. en la cuestión relativa a la 
perención de instancia a míe se refiere el auto de fs. 
113 y la anta de elevación obrante a fs. llí>. Buenos 
Aires, octubre lt de 1949. — Carlos O. Del fino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre ile 1ÍM9. 

Vistos Ion autos "Medina Lozano, Francisco v. Car- 
los Lanzano y Cía. s.j indemnización por despido*', en los 
que se ha concedido a fs. 104 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

a 

Que admitida, en hipótesis, la competencia de esta 
Corte para pronunciarse sobre la perdición de la ins- 
tancia alegada a fs. 107 respecto al recurso extraordi- 
nario concedido a fs. 104, como al interponer este ulti- 
mo se ha omitido por completo la mención de los hechos 
de la causa (conf. escrito de fs. 103), por lo cual no 
debió ser concedido, dicho pronunciamiento sería inofi- 
cioso. Como lo sería también el de la Suprema Corto 
de Tuciinuin en el supuesto do que correspondiera a 
dicho tribunal y no a esta Corte, la decisión del punto. 
V como no hay razón de fondo al •runa para no declarar 
ahora la improcedencia del recurso evitando con ello 
un pronunciamiento patentemente inútil así correspon- 
de hacerlo. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se declara muí concedido a fs. 
104 el recurso extraordinario. 

Luis R. Loxüui — Rodolfo G. 
ValekZüela — Tosías I). 
Casabes — Felipe Santiaoo 
Pkrkz — A timo Pessaoso, 
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,1. 'C\rm® ZAPATA in RE; M, A. (HJllEílOX 

HMÜÜmO K XTL'A't RJ)IN A R I O ; RequUUot propios. Tribunal *a- 

pttipr. 

Es improcedente el recurso extraordinario uontra el /¡tillo 
dio Tribu mil Superior de Justicia de t'órdnba «pi.\ til 
desestimar el intuí-so de revisión, dolara no bailarse com- 
prendidas entre las causales de éste último las del reeur. 

extrtiordhiari»: pues ello prueba (jue un a el superior 
tribunal de lu cansa a «pie se refiere el urt, 14 de la 

ttF.crftso FXTRAOfíDtXARlO: Requisito* propio*. Relación *li- 
,,,.,„. SrutniriiH* COU f mitin mentó* no fedeuden o federales t'onnen- 
tiths. Funda*** nt»>* tfe orden tocal y procesal 

Es insiiHce|>tible ile revisión por vía del recurro extraor- 
dinario la r.-solu.¡ón (|iie declara improcedente un recurso 
interpuesto unto un tribunal provincial, pues se trata de 
una cuestión procesal ror'da por la respectiva ley local {-). 



MARIA ELOISA BI'STOS DE JI'NO 

JCRi<IH< * IOX Y ( OMPKTEXC1A: Cotnpeteueia federa!. Canta» 

ptmtltt. Por rl lutjttr. 

\o corresponde n la justicia federal sino tt la urdiría ría 
conoce* en la causa instruida con motiva <k buberse gra- 
vado como propia la cosa ajena recogida en el piso de un 
varán de ferroéawrií nacional, tuda vez une dieba eir- 
eon*taneia no es bastante para determinar la competen- 
cia federal ni por ra/.ón del burar ni de la materia. 



Dictamen del É¿G£tm*PíKi íJkxkiial 



Suprema forte: 

Tinilo el .ln.7, l-Vderal do 1M1 Vtllo (fs. 14 y 1S), 
,.,„„„ . ' ae liislrueeióu y Menores cié Villa María (fs. 



3) Paito»; Sil, Ifl v 21 1, 303. 



on .rrsTiciA de i.a xacióx 
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17), so han declarado i neom pétenles para conocer en la 
presente causa, lia quedado trabado así un conflicto 
jurisdiccional que compete dirimir a V, E. (art. í)*, 
ley 4.0.V)). 

Según manifestaciones de la procesada María Kloí- 
«a Bustos de Juno, en eircutistancias que viajaba cu (ron 
desde la Capital Federal a Villa María, encontró en el 
piso de un vagón un alfiler de corbata, que mandó f af- 
ilorar qii la sucursal Villa María del Ha neo de Présta- 
mos de la Provincia con otros objetos de su pertenen- 
cia (fs. 3 vta. y 7). 

Resulta de todo lo expuesto que el liedlo cometido 
debe ser encuadrado, por lo menos provisoriamente 
para dirimir esta cuestión, en el inc. !>\ art. 173 del 
Código Penal (gravar como propios bienes ajenos). 
Tal actividad constituye un delito de carácter común, 
cuya consumación se lia producido en el momento y 
lugar en que la cosa ajena fué gravada como propia, 
lo cual aconteció en la pre indicada institución banca l ia. 

Considero por todo ello que es la justicia de ins- 
traeción de Villa María la competente para seguir en- 
tendí ei alo en la causa. Buenos Aires, diciembre 2 de 
1ÍHÍ). — (Bríos O. Bétf&fy 

FALLO DE LA C01ITK StTliEMA 

Buenos Aires, 1'2 de diciembre de 1ÍU!>. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que sea cual fuere la ealificaeióa correspondiente 
a los hechos acriminados, es indudable que la circuns- 
tancia de que la cosa ajena baya sido recogida por la 
procesada del piso del vagón de un ferrocarril nacional 
no bastaría ]>nra determinar la competencia de la jus- 
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tifia federa! ni por razón tlcl lugar (Fallos: 211, .~>45 y 
1249) ni de la materia (Fallos i 208, 108). 

Por tanto, habiendo diHnmhuulo el Seño- Prnru- 
rador (íenorul, declárase «|ue éofcrespoude al Sr, Juez 
de li^trum<*in di» Villa María — Provincia do Córdo- 
ba— cnnoeer tic* la presente musa. En consecuencia, re- 
mítansele los autos y bá^as*- saber al Sr. Juez Pé%j?al 
de BM1 Vi He i-a la forma fie estilo. 

Lns R Loncíti — Rodolfo fi. 
VALENSttTELA — Tomás D. 
Gasa n es — Felipe Santiago 
Pérez — Atllio Pkssaono. 



EXZn MAUJKRI 

JUMSDH T/O.V Y COMPETEXCIA; Competencia Federal. Com- 
petencia orí f tintina de la Corte Suprrmn. Agentes tliplomáticot y 
conmUtres. Emhti}a*tor* * u Mi ni* tro* Ext ra n }*- ros. 

Si birii la dispon fnrmidad ilel ODsejem de una Emba- 
jada extranjera en Ih República es indiferente a lns efec- 
tos de la eompeteneia de la Corte Suprema, obsta a ésta, 
la ••imiUí-tudfia de r¡uc aipiéllu se huya formulado por 
ínterniedio de la Embajada respectiva, lo qoc implica la 
inexistencia de aceptación expresa de la jurisilieción del 
Tribunal. 

Dictamen uel Procuhadob íi ex eral 

Supreme Corte: 

El presente sumario que se instruye con motivo 
de un accidente de tránsito ocasionado por un eboque 
entro un automóvil de la Embajada de Italia — patente 
diplomática n* 47-"> — <me conduela el Consejero Comer- 
cial de la misma Dr. Enzo Malgeri y una motocicleta 
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ocupada por tíos personas, concierne al citado diplo- 
mático a quien puede afectarle la sentencia que se dicte. 

Dado que ol carácter que se atribuye al expresado 
Consejero aparece acreditado con ol informe de fs. 7 
expedido por el Ministerio de Relaciones Exteriores, 
corresponde poner en conocimiento del Jefe de la alu- 
dida representación diplomática la iniciación de este 
proceso, a sus efectos; ejercitando a tal fin V. E. la 
jurisdicción originaria y exclusiva que le compete en 
estas actuaciones. Buenos Aires, agosto 27 de" 1949. — 
C tríos G. Dé fino. 

Dictamen del Piior ni a i K)it General 
Suprema Corte: 

El Ministerio de Relaciones Exteriores informa 
con la nota de fs. 12, que la Embajada de Italia acre- 
ditada ante nuestro gobierno, ha manifestado que el 
doctor Enzo Malgerí, Consejero Comercial de esa re- 
presentación diplomática, no cree del caso someterse 
a la jurisdicción de V. E. 

Atento esa manifestación expresa, y de conformi- 
dad con la reiterada doctrina del Tribunal, opino que 
no corresponde la jurisdicción originaria de la Corte 
para conocer en el presente sumario, Buenos Aires, 
noviembre 22 de 1949. — Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

Buenos Aires, 12 de diciembre de 1949. 

Autos y vistos; considerando: 
Que si bien —atento lo resuelto en Fallos: 209, 
365— ia decisión del sumariado Dr. Enzo Malgeri, Con- 
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sejero Comercial d© la Embajada do Italia, de no so- 
niCtcrsc a ]¡i jurisdicción dt: esta i 'orto, c* indiferente 
a los efectos do la competencia del Tribunal, obsta a 
ella la circunstancia de haberse formulado la respecti- 
va mn infestación por intermedio de la Embajada de 
Italia — fs. 1S — , lo cual implica la inexistencia do acep- 
tación expresa, por quien corresponde — Fallos: 1!H T 
41."> y otros—, de la jurisdicción del Tribunal. 

En su mérito y conforme n lo solicitado por el 
Sr. Procurador General se declara que esta Corte Su- 
prema carece de jurisdicción originaria para conocer 
ni la precedente causa. 

Lris R. Lonohi — Rodolfo G, 
Valknzi'ela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo Pbssagno. 



.If ídn I. ARIÍASCAETA Y OTROS v, CIA. PRIMITIVA 

hk cías ok iirKNOS aires ltda. 

G X TliA TO DE TítA HA JO. 

Todo enante es legalmente debido por el empleador a can- 
sa del trabajo cuya prestación ha contratado, constituye 
una unidad formal, a naque sn monto esté integrado por 
partes distiníniibles. 

t'Afüt: í'rimiitíoí genérate*. 

La Liquidación (le un ne^m-Ui o relación jurídica confor- 
me a Ta interpretación judicial de la ley aplicable que en 
ese momento prevalece, tiene fuerza liberatoria. 

I.a recepción sin reservas por el empleado u obrero, al 
término de su vím-ul» laboral, de todo cuanto !■ es debi- 
do a causa del trabajo, eon excepción de las indemnizacio- 
nes excluidas por la jurisprudencia imperante en ese 
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umnieiito. importa acatamiento de esta última que impide 
exigir después el pngn de «Ik-luis indemnizae iones sobro 
la base del cambio de la jurisprudencia. Ello no importa 
validar renuncias prohibidas en esta especie de relaciones 
.jurídicas ni equiparar Lisa y nanamente la jurispruden- 
eia a la ley. 



Sentencia oel Juez oel Trabajo 

Bs. Aires, diciembre 2 de 1ÍH8. 



Y «istos: estos mitos de los que resulta: 

a) Julio Inocencio Arraseaeta, Alfonso Cayetano Enri- 
que t'andilena. Carlos Santiago Gandulfo. Adolfo Enrique 
Mnnusla, Angel José PurkeÜi, Orlando Viviano, Víctor Bc- 
nito Vodopiviz, Osvaldo Falcone, Clemente Przybyez, Rafael 
Vicente Alfonso, Angel Vicente Ara u jo, José Auletta. Mareos 
Bono Juan Camilo Luis Balguer, Francisco Reutivoglfc, Juan 
Cittadino, Enrique Cutone. Pedro Cebri. Antonio Coronado, 
Juan Carbone, Francisco E rundí no Cashñeiras, Runl Oano 
Comas, Luciano Caeciasui-o, Rosario Failla, Amoldo Teodoro 
Funes Manuel Horacio Fernández, Rosario Federico, Salva- 
dor Jos** Grillo. Juan Garbarino. Humberto Diez Giordano, 
Alberto Enrique Grizzi, Eduardo Manuel José María Iglesias. 
Pascual Messina, Hilario Muhuruca, Ernesto Gigante, Damián 
Minici José Antonia Montesaiio, Antonio Martino, Camilo 
Gerónimo Porta, Genaro Palermo. Norberto Alfredo Pedro, 
Alberto Rolando Perrotta, José Piacquadio. Andrés Roselli, 
Antonio Rposaro. Antonino Staropoli. Lorenzo Simonet ti An- 
tonio Spadeno. José Test ai, Irineo Reggiani, Alberto Juan 
Bautista Gaudolfo. Juan Seopa, León Pumoeertier, Arturo 
Troneoso. Maximino García. Vicente Antonio dantos Esposi- 
to Víctor Rustamante. Adolfo Castellano. Adolfo Dnmery, 
Juan Bacs, Melitón Ayesa, Bartolomé Borrego. Manuel Ber- 
nardo Camota. Italo Caporalini, Nicolás Ferro, Nicolás Mana 
Greeco Felipe Lindolfo Lamartine, Francisco Marone. Joafi 
Andrés Otero, Miguel Passaro, Carlos Félix Rivero, Andrés 
Seioscia. Manuel Torres Pcñuela. Héctor González y Juan 
Huesa (a fs. 4) v Roque Deluca. Xunziato Longliitano, *ran- 
eiseo Botrán. Viento Scalise, José Antonio Cioeiano, Fran- 
cisco Saverio Pepe. Nicolás Miozza. Santiago Izzo. Nazareno 
Ruffa. Antonio Divcuuto. Félix Borgonovo, Donato vu:ent« 
Perillo, Juan Moutalto, Angel Zacean, Elíseo Apóstol], Ma- 
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noel GfespO, Luis Pedro Iíomeo, Antonio Mossiui, Ensebio 
Sainz. FraiicÍNto Egea, Domingo Curiali. Manuel Ma fio, Ari- 
tonto Cerro, Antonio Kaszozyszyn, Francisco Murtino. Andrés 
de Luna. Juan Mattioni. Manuel Tarrio, Francisco Mantelta. 
Antonio Camino. Fram-isi-u Loschiavo. Carmine Ferraro. Ma- 
Mcrradaiite. Antonio Julio Ai-eohaga, Andrés Melle, Fran- 
cisco Mustiriica. Miguel Kimuifli. Ricardo Osear Cíiippnrclli. 
Miirui'l Anjfel Matula. nrestc Vei-gili. Boque Bmvlo, Crwin' 
Gf'rvusi. .José Paséale. Fernando Benítez, Armando Celestino 
llave rio. Armando "Fresen. Vicente Barhuto. Camilo Pérez. 
Francisco Sipnoretta. José Kuppa, Juan Paséale, Salvador lii- 
bns Osvaldo Jorge Villarboito, José María Corral, Vicente 
Raschilla. Pnscuaí Piiiznto. Antonio Scoceimaro. José Pizzuto. 
AiiToMio Alfonso T.uzzi. Miguel Pizzuto. Domingo Ansedc, Do- 
mingo Bersampteri. Miguel Deleto. y Antonio Federico a (fe. 

promueven demanda contra "La Compañía Primitiva 
de íí'üs de Buenos Aires Limitada" por cobro de Ins indemni- 
zaciones emergentes, de la ley 11.7*29. Manifiestan que han tra- 
bajado a las órdenes de la demandada, con distintas antigüe- 
dades y salarios, basta el cinco de marzo de 1945. fecha en 
que quedaron despedidos al pasar a poder del Estado, todo 
el activo físico de la mencionada empresa. Explican que. 
mediante dee. 9.146. dictado en ñ año 1944. el Poder Ejecuti- 
vo Nacional, declaró de utilidad pública los bienes de la de- 
mandada, a pesar de lo cual ésta no contempló en manera 
alguna ta situación de su personal, al que ni siquiera preavisó, 
quedando la suerte de los deííftmdantes librada a la voluntad 
de terceros. En virtud de tales liechos. solicitan el resarcimien- 
to que estiman les corresponde de acuerdo a lo dispuesto en 
el art. 157 del Cód. de Comercio. 

b) Corrido traslado, comparece por la Cía, Primitiva 
do Gas de Buenos Aires Limitada, su apoderado Dr. Tristón 
M. Avellaneda, quien, por los fundamentos que formula en 
sn exposición de fs, 10 y siguientes, solicita el rechazo de los 
reclamos. Niega, en primer lugar, el despido que invocan los 
actores, porque éstos — dice— espresaron con anterioridad al 
5 de marzo de 1945, fecha en que el Estado tomó posesión de 
todos los bienes de la empresa, su voluntad de renunciar a 
ésta, ya que con bastante tiempo antes todos ellos se inscri- 
bieron en un registro abierto el 14 de julio de 1941 por la 
Dirección General de yacimientos Petrolíferos Fiscales ponien- 
. do así de manifiesto su inequívoca voluntad de pasar a depen- 
" der de esta entidad cuando se hiciera cargo del servicio pú- 
blico que prestaba la compañía, propósito que se hizo efectivo 
va que casi todo el personal pasó automáticamente y sin so- 
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lueión de continuidad a desempeñarse a las órdenes de la 
nombrada entidad, trabajando ]>ara ella, eada uno, en sus 
mismas tareas v en las mismas condiciones de labor. De* \e 
ese momento, arguyo, el personal de que so trata se retiro de 
1» compañía, dejando voluntariamente H servicio de la de- 
mandada. Arlara .pie la empresa, eomo entidad ¿urálica, no 
desaparéelo eon la ocupación de sus bienes* y que parte de! 
personal optó por eontinuar lia jo su dependencia, ¡Ñ» perjui- 
cio de la defensa anterior, sostiene (pie de ninguna manera, la 
demandada se encuentra obligada a pagar el i^arenmeiito que 
s*. le reclama, porque jugaría el eximente de responsabilidad 
previsto en el art. 1*7, tac. I*, apar*. 2*. del Cód. de Comercio, 
tuda vez que la cesación de las actividades industriales de la 
compañía, se lia debido no a un hecbo suyo, sino a un hecho 
imposible de evitar; la expropiación de la totalidad de sus 
bienes por el Gobierno Nacional, a fin de nacionalizar el ser- 
vicio del gas. configurándose así el supuesto de fuerza mayor. 
Aduee, en otro orden de ideas que la ley 11.72Í» no es aplica- 
ble a los actores, porque la disolución del vínculo se produjo 
en f eolia en que aún imperaba el criterio impuesto por deei- 
síón del más alto tribunal del país en el sentido de que los 
benefieiarios de la lev 11.110, estaban excluidos del raimen 
instituido por aquella ley ya que no era admisible la aplica- 
ción promiscua de ambas leyes y sólo posteriormente camba» 
su punto de vista al resolver el caso caratulado "tornillo e. 
C. I. A. E. M , enva doctrina, n su juicio, no proyecta sus con- 
secuencias bacía el pasado. Finalmente y a todo evento impug- 
na la demandada las liquidaciones practicadas por los actores, 
quienes de ninguna manera tendrían derecho a la indemni- 
zación por falta de prca viso ya que la inscripción de os mis- 
mos en el registro antes aludido demuestra irrefutablemente 
que tenían conocimiento de la terminación de sus tareas en 
aquélla. 

Considerando : 

I. Trabada la litis en los términos precedentemente 
enunciados, las cuestiones fundamentales a decidir se concre- 
tan a las tres siguientes: a) Existencia o no del despido - in- 
vocado; b) fuerza mayor eomo eximente de responsabilidad 
patronal v c) presunta incompatibilidad entre las leyes 11.110 
y 11.729/ 

II. El despido. — Aduee el empleador que no ha des- 
pedido a los actores, ya que éstos, al inscribirse por propia 
determinación en un registra de empleados abierto por la Dtr, 
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Oral, de Yacimientos Petrolíferos Piscóles, renunciaron vo- 
luntariamente a sus puestos, para pasar a ser empleados del 
Estado. 

El argumento aparentemente resulta ser exacto. En efecto 
se lia demostrado inedia uto la confesión de Arturo Troiit*oso 
(fs. 117 vta.) que todos los actores se inscribieron en un rc- 
gi*tm abierto en las oticinns de Yacimientos Petrolíferos Fis- 
cales para el personal de la demandada que quisiera pasar a 
trabajar a las órdenes de iticba repartición una vez que ella se 
hiciera cargo del servicio público que prestaba la Compañía 
Primitiva de Gas. I>ebe tenerse también por cierto, en el 
misino orden de ideas, que en ningún momento escucharon 
los reclamantes el vocablo despido. 

Pero «omo se expresó precedentemente, el argumenta es 
aparentemente exacto, o mejor dicho, sólo aparentemente exac- 
to. Y a tal conclusión se arriba porque: 

o) Tiene poea importancia que no se haya pronunciado 
la expresión despido o que los actores no hayan acreditado la 
exístniieifl de una cesantía expresa, conocida como es la cir- 
cunstancia de que la ley 11,720 couteinpla igualmente sitúa- 
ciones equivalentes al despido indemnizablc. Vemos por cjem- 
plo que en caso de falencia del principal, el empleado tiene 
derecho a las indemnizaciones por despido, según antigüedad 
en el servicio (art. 157. íno. 5 ? . Cotí, de Comercio). En tal 
supuesto, la clausura del comercio por orden del juez de la 
quiebra sorprende casi siempre al empleado cu su puesto, sin 
que el patrono haya dispuesto su cesantía y sin que ni siquie- 
ra hubiera tenido el propósito de despedirlo. Frecuentemente la 
falencia es un acaecer que no ha sido provocado por el fallido 
y que a veces se produce a pesar de todas las previsiones adop- 
tadas para evitarlo. Y aún así, el empleado, conserva su derecho 
a la indemnización. Es que la ley garantiza al trabajador la 
estabilidad en su empleo y lo indemniza cuando la disolución 
del vínculo se produce sin cansa a él imputable. Por consi- 
guiente, la falta de una declaración expresa de despido no 
es inequívoca demostración de la inexistencia del despido n de 
situación equiparable al despido. 

b) En segundo termino «o puede afirmarse que los ac- 
tores renunciaron a continuar trabajando pata la demandada 
por el hecho de su inscripción en el registro antes aludido, 

lia concesión otorgada a la Compañía Primitiva de flas 
había expirado por vencimiento del término. Ese servicio 
bahía de prestarlo en lo sucesivo ta Dir. Oral, do Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales, en virtud de autorización acordada por 



DE Jl-STiriA DE DA X ACIÓN 



425 



la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. Era, pues, 
lógico, razonable y humano que los reclamantes procuraran 
tener empleo aserrado para el momento en que la demanda- 
rla por la fuerza de loa acontecimientos se viera precisada a 
prescindir de sus servicios. Habría sido posible hablar de re- 
nuncia en la hipótesis de aquél o aquellos trabajadores que se 
hubieran alejado de la empresa demandada antes de cesar 
ésta en la prestación de servicio de suministro de gas. pero no 
lo es en el caso de autos, demostrado como está que permane- 
cieron bajo la dependencia de la empresa basta el instante 
mismo cu que el Estada tomó posesión de) activo físico de la 
misma. A partir de ese momento la Cía. Primitiva de Gas. no 
se hallaba ya en condiciones de dar trabajo a los actores, 
porque, al cesar en su actividad específica, debía necesaria- 
mente, como sucedió, entrar en liquidaeióu, estado cuyas ope- 
raciones reclama la colaboración de escaso personal (utiliza la 
demandada únicamente cinco empleados según expresan los 
testigw propuestos por la misma). Se advierte, pues, que el 
ee.se de los actores en sus puestos a las órdenes de la demanda- 
da, fué una imposición de los hechos y, en consecuencia, to- 
talmente ajeno a la voluntad de los mismos. 

No hubo entonces renuncia expresa ni tácita por parte 
de los reclamantes. 

c) En tercer hipar debe hacerse notar que el caso (pie 
se examina cao bajo la disposición del art. 157, ¡nc. 1* del 
Cód. de Comercio, toda vez que no se trata de la situación 
prevista en el inc. 4* del mismo artíeiuo. 

Y ello es así, porque la adquisición de un establecimiento 
fabril o mercantil por parte del Estado, significa la cesación 
del negocio para su propietario y, cu consecuencia, la disolu- 
ción del contrato de empleo para c) trabajador, no obstante 
•continuar a las órdenes del nuevo patrón. 

Hay más. aunque se admitiera que en tal supuesto se ha 
operado una transferenria. ese cambio no es el previsto en el 
art. 157. inc. 4* del Cód. de Comereio, toda vez que esta dis- 
posición se refiere a la cesión o eambio de dueño operada entre 
wniw-airícs, P>ro sí el a&jííirénÉé es el Estado, el empleado 
u obrero pierde su anterior estatuto o régimen legal de pro- 
tección, paar pasar a ser un empleado de la Nación sometido 
a disposiciones distintas, que tienen su origen en el Derecho 
Administrativo y no podrá en lo sucesivo invocar tos henefi- 
cios de la ley 11.73. de*de que las normas de ésta juegan 
única mente para el eontnito de empleo privado. 
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Por consiguiente, con arreglo a los fundamentos expues- 
tos cabe considerar a los actores cu situación de despido con 
respecto al anterior empleador. 

III. Fuerza mayor : Arguye la demandada, que en todo 
caso, el art. 157, inc. P, 2* apartado del Cód. de Comercio, la 
exime de toda responsabilidad frente a su personal, por cuanto 
la cesación en su actividad industrial, se Ha debido no a un 
hecho suyo sino a un hecho imposible de evitar, cual es la 
expropiación de todos los bienes deeretada por el Gobierno 
Nacional. 

A juicio del proveyente, una medida administrativa, aun 
extraordinaria, dispuesta por et Estado, no puede alegarse 
como causal de exoneración de responsabilidad por la ineje- 
e nción de la obligación. 

Es (pie, si bien el caso fortuito, eqtiipurado por nuestro 
codificador a la fuerza mayor, en doctrina hace referencia al 
hecho del principio o fuerza del soberano, en nuestro país los 
excesos del gobernante o fuerza del príncipe no son conce- 
bibles, según lo ha declarado la Suprema forte de Justicia 
Nacional (Puebla c. Provincia de Mendoza. J, A., t. 31, p. 747). 

IV. la incompatibilidad entre las leyes 11.110 y 11.7*9. 
El arl. 3h de la ley 11.110, única disposición que en cuanto 
a h>s empleados y obreros ec ni prendidos en el régimen de la 
misma establece incompatibilidades en el gore de los benefi- 
cios, se re riere incuestionablemente a los concedidos por Ips 
Cajas de Jubilaciones y Pensiones. Tal precepto se opone a 
la acumulación en una misma persona de jubilaciones, pen- 
siones, devolución de aportes e indemnizaciones acordadas por 
instituciones de retiro regidas por leyes de la Nación, porque 
se trata de benrf icios sucedáneos y exeluyentefc El propósito 
de e.sta incompatibilidad es defender la estabilidad económica 
■de loa institutos de previsión social. 

En este orden de ideas, la exigencia de la opción de que 
habla el recordado artículo, debe partir de las autoridades de 
estas entidades. Ese es el criterio (pie inspira la sentencia 
registrada en ln.piig. 9.Í4. del t. (¡4. de Jurisp. Arg.. en tn cual 
el Dr. Tomó* D. Casares putañera .fuer, cu li Civil, «i referir- 
se a ln presunta incompatibilidad de las leyes 1 1.110 y D688. 
antes de que la ley 12.647. resolviera la cuestión afirmaba: 
"Que el hecho de haber obtenido el actor la jubilación del 
art. 21, íne. 2*, de la ley 11.110, no obstaba al progreso de esta 
acción. Aquí se trata de una responsabilidad presente, directa 
e inmediata del patrón sancionada sin ninguna salvedad por 
la ley 0(i£$. El patrón, no puede eximirse de ella de otro 



UE JUSTICIA DE LA NACIÓN 4 " 7 

mculo que abonando la indemnización que dicha ley acuerda 
al obrero, v ñor consiguiente no puede invocar otra cosa en 
m descargo íne .1 popo hecho por él. Aqm '¡¡^ 
Logar toda disensión referente a la procedencia o mproceden 
o ia W de acuerdo al régimen de la ley 11.110. de acumiil ? r 
Sa Idemnización por accidente de trabajo o una jubilaron 
ñor invalide/,, provenientes del miaron accidente. 

Está fnera de lugar porque en estos autos no esta en 
tela de juicio Ja lev 11.110, y la improcedencia de la acumula- 
ción alegada por 'el demandado provendría c e 
de dicha ley. Es a los órganos creados por a ley 11.110 a los 
que les corresponde pronunciarse sobre el alcance de sus pres- 
cripciones en el orden de las jubilaciones por invalidez. 

La lev 11.729 no contiene ninguna disposición que impi- 
da acumular los beneficios de ella con los de la ley 11 110. La 
oposición del empleador al pago de los beneficios calecidos 
por aquélla careee entonces de todo fundamento legal. 
P Pür que -como lo dice el Dr. Casares en el t^fS* 
eionado- la improcedencia de la acumulación no puede ha- 
2Sw¡V sino al amparo de un precepto legal que expresa o 

ScUamente la incida. D. «úngnn ^1™^°*^- 
mentaciones que se refieren a la conveniencia teórica de pro 

hibir esas acumulaciones*'. AtfSmÉ 
Debe, por tanto, ser también rechazada esta tletensa. 

V. Sentado lo anterior, esto es r que tos actores tienen 
derecho a ser indemnizados, debe establecerse s. les corres- 
ponde únicamente resarcimiento por su 

percibir también el que se paga cuando no se ™£ 
Iciwho nuo les niepa la accionada en virtud del emiocimienTn 
¡¡no ellos' tenían d? la terminación de bus tareas al servicio 



^ 1 í En Í taTseutido, si bien es cierto que los actores tuvieron 
conocimiento con suficiente anticipación que habna* id^ cesar 
en sus oueatosi la demandada no ha justificado la notifieacion 
Zl ta oue prescribe la lev, ni haber acordado la licencia día- 
r^osCas V corresponde al trabajador d^ rf 
éim no del preavii. & i¡« justificado la a^P^ff^| 
Íes halW en condiciones de liberarse del pago del resarcí- 
miento cu cuestión. 

,VL Los peritos contadores Juan Manuel Sastre y Man- 
-icio Yanov. en sus respectivos informes de fs. 173 
« v fs 202 v siguientes, han determinado, en Uq,.Klac.on« 
.Je * • «íwtan a derecho, las importes que corresponda, a 
cada uno de los actores. 
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Todos esos créditos arrojan ta suma total tío m$u. 182.4t¡li,72 
por la cual cu con junto se declaran procedentes las acciones. 

Por tales fundamentos y lo dispuesto en el art. 157 ñé\ 
(Vul. de Comercio, fallo: condonando & "¿a Compañía Pri- 
mitiva de Gas de lineaos Aires Limitada" a pagar dentro 
del plinto de cinco días a don Julio Inocencio Arrnscaeta y 
otros, la cantidad de ciento ochenta y dos mil cuatrocientos 
sesenta y seis pesos con setenta y dos centavos moneda naeio- 
nal. pon interese» y costas. — Itibrrio Raborirh. 



Sentkn* i \ i>e la Cámaka he Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

Bs. Aires, marzo 24 de 1Í>4Í>, 

Vistos y considerando: 

Que los agravios articulados por la demandada ante esta 
¡■Izada, constituyen una reiteración ampliada de las defensas 
tpie interpusiera al formular su responde, las cuales fueron a 
su vez, también, objeto de oportuno estudio, consideración y 
mérito por parte del juzgador al dictar sentencia, sin que los 
mismas obstaran .suficientemente al progreso de la acción, re- 
sultando en definitiva rechazadas; no pudiendo en consecuen- 
cia correr mejor suerte en esta instancia toda vez que el Tri- 
bunal participa las conclusiones en que el a ano apoya sn de- 
cisión y no se lian traído por otra parte tal como so lia expre- 
sado, nuevas razones que fundamenten una reforma de la sen- 
tencin del inferior. Así se declara. 

^íctiíiíf A\y> así. ajustándose el caso de autos a la situa- 
ción contemplada por la norma del art. 357, inc. 1* del Cód. 
de Comercio, reformado por la ley 11.720, y a la reiterada 
doctrina ile esta Sala sobre la materia en casor* análogos al 
sub -examen i» Mi if €atim José Xiroláx c, Sema Sor, K. -V. 
Ara. #. ditpitto" (fallo del 29/8/47 ), estima el Tribunal que 
fa sentencia cu estudio, debe ser confirmada en todas sus par- 
tes, lo que «sí se resuelve. 

Kn su mérito, y lns propias fundamentos del fallo apc- 
Licld. se lo confirma en CuatitO ha sido materia de la apelación, 
con costas. — Armando Parid Mwhcra. — Horacio Bontt Isla, 
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Aclaratoria 

Bs. Aires, abril 7 de 1949. 

Vistos y considerando : 

Atento lo solicitado, achirase el pronunciamiento de fs. 
283, desestimándose la defensa opuesta de incompatibilidad de 
beneficios entre las leyes 11.110 y 11.729, en mérito a la reite- 
rada doctrina que sobre la materia tiene fi jada esta Sala, entre 
otros in re: "Arce Félix c/ Cía. Italo Argentina de Electri- 
cidad" de fecha 23/10/46, cuyas consideraciones "brevitotis 
causa" se dan aquí por reproducidas como razón suficiente 
para rechazar ta defensa articulada. Así se resuelve. — Ar- 
mando Dar id Machera. — Horacio fíonct Isla. 



Dictamen del PnocmAnoit General 

Suprema Corte : 

Decretada por V. E, a fs. 325 de estos autos, la 
procedencia del recurso extraordinario deducido a fs. 
288, paso a dictaminar sobre el fondo del caso federal 
planteado. 

Tres son las cuestiones sometidas a fallo: 

a) inconstítucionalidad de la aplicación en el sub- 
j mí ice de la ley 11.729, por violatoriu de los arts. 16, 
18 y 31 de la antigua Constitución Nacional (arts. 26, 
29 y 22 de la vijrentc) ; 

b) inconstitucional ¡dad de la aplicación de la nueva 
jurisprudencia sentada en materia do acumulación de 
benef icios (de la naturaleza do los que coneeden res- 
pectivnmente las leyes números 11.110 y 11.729) a si- 
tuaciones que se dicen liquidadas bajo la vigencia de 
otra anterior jurisprudencia que no aceptaba ta! acu- 
mulación, por violatoria de los arts. lfi y 17 de la Cons- 
titución {arts. 28 y 38 de la nueva); y 
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c) frustración de los derechos federales invocados 
a través de una sentencia arbitraria que configura un 
"«aso anómalo". 

Dejando de lado la consideración de esta última 
cuestión que, como lo he dictaminado en numerosas 
ocasiones, escapa por su naturaleza a mi dictamen y 
queda librada al prudente arbitrio de V. E., examinare 
sucesivamente las dos primeras. 



I 

A través de una relativamente larga .jurispruden- 
cia (entre otros 17¡tilVS; JSS:237), V. E. tenía decidido 
que era contraría a la garantía de la igualdad ante la 
ley la acumulación de los beneficios de la ley 11.729 
con los que acordaban ciertas leyes especiales, creado- 
ras de Cajas de' Jubilaciones y Pensiones para el per- 
sonal de empresas de servicios públicos, como las que 
llevan los números 10.650 (ferroviarios) y 11.110 (tran- 
viarios, telefonistas, telegrafistas, etc.,) ; ello, hasta la 
iiteneia roca ida _ en _el. _cas_o_i'i "'o 'ios_í í FojjuJJo-- x. 
Cía. Italo Argentina de Electricidad" (207:209), en el 
cual, sobre la base de un motivo circunstancial, consis- 
tente en la consideración de las numerosas modificacio- 
nes introducidas al régimen de previsión social con 
posterioridad a tal jurisprudencia, se declaró que había 
desn parecido la doble carga excepcional para ciertos 
empleadores y, en consecuencia, la violación del nrt. 16 
de la Constitución Nacional (art 28 de la vigente). 

Campar tiendo la conclusión de esta nueva tesis ju- 
risprudencial, quiero no obstante dejar a salvo mi opi- 
nión respecto de sus fundamentos. Pienso, en efecto, 
que el criterio anterior no se adecuaba a la verdadera 
naturaleza de las cosas, aun antes de operarse los cam- 
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bios que acarreó la nueva legislación desarrollada en 
torno al régimen de la previsión social. 

La tesis que impugno importó, en su origen y en 
primer lugar, una errónea aplicación de un razonable 
principio de carácter general establecido en materia de 
jubilaciones y pensiones cual es el do la prohibición de 
acumnlar dos o más de tales benef icios en una misma 
persona (art. 49 de la ley 4349; art. 44 de la lev 10.650; 
art. 38 de la ley 11.110); prohibición ésta cu va finali- 
dad se encuentra, como lo dijo V. E. en 13 J :243, en la 
necesidad de "disminuir en lo posible las obligaciones 
de la Caja y asegurar así su estabilidad y solvencia". 

No se advirtió, en efecto, cuan profundas eran las 
diferencias entre tal situación con la que planteaba la 
acumulación de un derecho adquirido o en expectativa a 
la jubilación o pensión, con las indemnizaciones previs- 
tas en lns leyes 9.688 y 11.729, cuya naturaleza es fun- 
damentalmente diversa a la de aquellos beneficios, ol- 
vidándose además que ya no jugalw el respeto a la 
finalidad que inspirara la prohibición a que be hedió 
referencia en el párrafo anterior. Esa diversa natura- 
leza, .apareen -eviden^ a-traveV de 1a comparación del 
régimen de funcionamiento de ambas instituciones así 
como de su distinta finalidad, y resulta por lo demás 
patente de la, a este respecto, luminosa disensión parla- 
mentaria de la ley 1 2.647 que estableció que la indem- 
nización acordada por la ley 9.688 no excluía ni suspen- 
día ninguno de los beneficios acordados por las leyes 
de jubilaciones y pensiones. Es interesante recordar esta 
ley N» 1-1647, "interpretativa" de la ley 9.688 como de 
modo expreso se reconoció en 190: 189, porque fué mo- 
tivada precisamente por la jurisprudencia que, de con- 
formidad con el criterio aquí discutido, negaba* la acu- 
mulación de las indemnizaL'iones previstas en la men- 
cionada ley 9.6S8 con los beneficios establecidos en la 
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ley HM¡;>(l (1S4: *274, que fué el fallo que motivó la ley „ 
1L\<>47 —ver discusión de ésta en Diai'ío de Sesiones de 
la Honorable Cámara de Diputados, año 1940, t. III, 
págs; :í«l, 488 y Diario de Sesiones de la Honorable Cá- 
mara de Senadores, años 1940-1941, tomo II, púg. 123), 
Me argumentaba en 178: 343 —especie de loading 
case — en materia de no acumulaeión por lo que se refie- 
re a la ley X- 11.72S»— , que lógicamente ruando se trata 
de easos previstos en regímenes particulares de servi- 
cios públicos regidos por levos especiales, mo la 
10.G50, a que se hacía referencia en el litigio, "no lia 
de buscarse su solución en la ley coimín o comercial, 
sino en estas leyes especiales dictadas ex-profcso para 
solucionar dichas controversias entre los ferroviarios 
y las empresas o para proveer a situaciones que requie- 
ren el Jim paro social creado por la ley con el concurso 
(pecuniario de las empresas y de los obreros 1 *. Ello es 
exacto, pero ¿acaso la ley 11.729 establecía un régimen 
general de jubilaciones o pensiones? ¡acaso la ley 
10.650 establecía un régimen de indemnización por des- 
pido! Evideiitomente no; es indudable que ambas leyes 
legislaban problemas distintos y, lo mismo ocurre con 
la ley 11.110 que se menciona en autos. 

Baste, para ponerlo aún más de manifiesto, la cita 
de las palabras con que el miembro informante de la 
Comisión de Legislación General de la Honorable Cá- 
mará de Diputados —durante el trámite legislativo de 
la lev 11.729—, se refería a los proyectos de ley cuya 
consideración duba lugar al despacho: "Coneuerdnn 
todos esos proyectos en la idea fundamental de indem- 
nizar el despido de los empleados, factores y depen- 
dientes de comercio, en forma tal que ante la brusca y 
desagradable skrHtei&i -^e-piniSrrTtTnmnjo cumulo a 
él habían contribuido con toda su actividad y en la 
época de sus mejores energías, se les permita vencer 
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las dificultades hasta tatito encuentro!) una nueva nbi- 
cación que los restituya a la situación normal de su 
vida de trabajo'* (Diario do Sesiones do la Honorable 
Cámara de Diputados, año 1ÍKÍ*.\ Tomo \\ pág. 193), 
Este es efectivamente el espíritu y finalidad de la ley 
N* 11.729 y así lo confirma la lectura de sus disposi- 
ciones. 

En cambio, vana es la búsqueda de disposiciones 
tendientes a solucionar tales situaciones de emergencia 
transitoria —que no es otro el alcance fundamental do 
la ley 11.72í> — en las leyes 10.650 y 11.110— . No las 
hay y lógico es que así sea porque sus finos, distintos 
de los de aquélla, son los de acordar na amparo diría- 
mos así vitalicio a quienes ya sea por razones de vejez 
o de incapacidad no se hallan ya en condiciones de con- 
tinuar trabajando. En otras palabras, podría decirse, 
incurriendo en una tautología, que la ley 11.729 es para 
"empleados" mientras que las 10.650 y 11.110 son para 
"jubilados y pensionistas ". He ahí precisada la diver- 
sidad di su objeto y con ello sn perfecta compatibilidad, 
tendiente en última instancia a acordar protección in- 
tegral al hombre de trabajo. 

Pero, en el aludido fallo de 178: 343 todavía no so 
hablaba concretamente de la igualdad ante la ley. Este 
nuevo enfoque aparece esbozado eu 179: 116 y luego 
concretado, por ejemplo, en 188 : 237. 

En el primero de estos fallos — 179: 116 — , aún 
cuando en definitiva se resolvió que no existía desigual- 
dad pues el empleador no había cumplido con la contri- 
bución patronal establecida en la ley 11.110, se afirmó 
que existiría doble gravamen por la misma causa si el 
j mirón "hubiera hecho el aporte del 8 % de la ley 
11.110 por un lado, y por otro sufriese la indemnización 
que impone la ley 11.729. Desde el punto de vista del 
obrero, en cambio, existiría un doble beneficio". En el 
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segundo caso — 188: 237 — se dijo: "esta Corto ha deci- 
dido que las personas sujetas al régimen de la ley 11.110 
carecen de derecho para solicitar la indemnización pre- 
vista en la ley 11.720, por causa de despido, porque la 
solución contraria no es conciliable con la garantía pre- 
vista en el art, 16 de la Constitución Nacional, resperto 
ile la igualdad de las cargas publicas y ante la ley". 

Cabe, sin embargo, preguntarse el por qué de esta 
pretendida inconstitucionnlidad. Ella no consiste cier- 
tamente en la coexistencia de un doble gravamen — si 
se quiere denominar así a las obligaciones patronales 
emergentes de las leyes de trabajo y previsión social—, 
analizadas bis cosas desde el punto de vista del emplea- 
dor; ni on la coexistencia de un doble beneficio, exami- 
nado el problema desde el punto do vista del empleado 
u obrero. Tal coexistencia no constituye, por sí sola, 
motivo de inconstitucional i dad v así so ha resuelto reí- 
'te rudamente, por ejemplo, en materin de impuestos. 

Aluna huui, la ülmn i Hlmiriu" dtf ¡pg c oincida" ü~ñ~ 

doble beneficio en el empleado u obrero tampoco po- 
li ría ser materia de objeción constitucional, aunque se 
la enfoque desde el ángulo de aquellos que no pueden 
ser acreedores más que a un solo lieneficio. Ni el pa- 
trón podría en tal caso invocar la desigualdad, porque 
no le afecta directamente (209 : 71); ni el empleado u 
obrero en inferioridad de condiciones, porque carecería 
do interés para obtener la declaración de inconstitucio- 
nal idad ya que con ella no mejoraría su situación (tesis 
del dictamen producido íu re "Castro Antonio c¡. Prieto 
Guillermo" el día 24 de marzo ppdo). 

Yendo ahora al otro aspecto, que es el de la des- 
igualdad del patrón frente a otros patrones, cuyas obli- 
gaciones se reduzcan a las de la ley 11.729 — como on ge- 
neral acontecía antes de las reformas introducidas en 
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la legislación laboral a partir de 1944-, abrigo la con- 
vicción de que el problema no estaba cornetamente im- 
postado. Si se quería hablar de desigualdad, la misma 
Z radicaba en la aplicación de la ley 11.729 texto de 
alcance general como que estaba incorporado a un 
código de derecho común, sino en el régimen especial 
establecido exclusivamente para ciertas empresas por 
leves de la naturaleza de los números 10,6o0 y 11.110. 
Sin duda, aquí sí se producía una desigualdad respecto 
del resto de los patrones, que no estalmn obligados a las 
prestaciones previstas en dichas leyes. Se hubiera tra- 
tado, pues, de discutir la constitueionahdad en si de 
los aportes exigidos a las empresas para constituir el 
fondo de las Cajas. Difícil habría resultado, sin embar- 
go, demostrar semejante impugnación. La distinción 
era\ por una parte, razonable, dada la naturaleza y fun- 
ciones de tales empresas y, por la otra, era innegable 
el concepto de bien publico y finalidad de justicia que 
informaba tal obligación de efectuar aportes. 
_ TW fí otroupunto de vista y relacionando este as- 
pecto de la cuestión con la argumentación desarrollada 
al comienzo, es un error pretender que las leyes espe- 
ciales de jubilaciones y pensiones sancionan un estatu- 
to independiente, completamente al margen y deroga- 
torio del derecho común. En realidad, aún antes de la 
sanción de la ley 11.729, el código de comercio en su 
art 157 preveía un, diré así, rudimentario régimen de 
indemnización y no parece de ningún modo evidente que 
las leyes 10.650 v 11.110 lo hubieran derogado expresa- 
mente. Al contrario, por legislar éstas sobre distintas 
materias, es que no podía considerarse derogado aquel. 
Tan ello es así, tan distinto es el objeto de ambas le- 
gislaciones que, sea por lo que disponen los arts. 24 y 2o 
de la ley 10.650 como por lo que establecen los arts. 18 
y 19 de la lev 11.110, en caso de despido el derecho de 
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los fin picados n obreros so limita a una devolución do 
low aportes efectuados o a un equivalente de los misinos 
( i ne. 2*, art. 18, do la ley 11.110) cou la para el caso 
capital consecuencia de que si dichos empleados u obre- 
ros se reintegran al trabajo deben devolver las sumas 
percibidas en aquel concepto. Digo (pie esto es de capi- 
tal importancia porque ni las indemnizaciones de la 
ley 11.721) ni la anterior que establecía el art. 157 del 
Código de Comercio constituyen devoluciones de apor- 
tes, ya que éstos no existen, ni el empleado u obrero 
está obligado a su devolución posterior. Es que en un 
caso se trata do recuperar lo que es en cierto modo pro- 
pio mientras que en el otro se trata de una verdadera y 
propia indemnización. Es lícito afirmar que las leyes 
especiales derogan el dereebo común sólo en tanto y 
en cuanto las mismas legislan en particular un proble- 
ma ya contemplado, pero cuando así no ocurre como 
resulta en este caso, el derecho común conserva su vi- 
gencia. 

Por todo ello, sostengo que las indemnizaciones de 
la ley 11.729 no fueron nunca •4ft gomtwtiH e g^m4w fre 
nef icios establecidos en las leyes 10.650 y 11.110, siendo 
el problema análogo al que planteara la ley 9.688, cuya 
interpretación auténtica y coincidente con la que ex- 
pongo es la que resulta del texto de la ley 12.647. 



II 

La segunda de las cuestiones planteadas por el re- 
currente tiene un comienzo de solución a través de 
cuanto be expuesto anteriormente, ya que no es posible, 
a mi juicio, seglíir sosteniendo, como en 207 : 209, que 
ha sido el cambio de legislación lo que tornó compati- 
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bles los beneficios do las leyes lO.tióO y 11.110 con las 
indemnizaciones previstas en la ley 11.729, siendo así que 
ellos nunca fueron contradictorios. 

Sin embargo, cabe analizar con detención este se- 
guido aspecto del litigio, ya que se trata nada menos 
que (le determinar si es posible adquirir derechos al 
amparo de la jurisprudencia y si la misma ' ' debo con- 
siderarse — según se dice en el recurso de fs. — como 
formando parte del sistema legal vigente", puesto 
que ello entrañaría, de optarse por la afirmativa, la 
conclusión de que no es constitucional mente posible 
aplicar, por imperio del art. 17 de la Constitución (art. 
38 do la nueva), una nueva o posterior jurisprudencia 
a situaciones que se dicen liquidadas bajo el imperio de 
la anterior, aún cuando las mismas no gocen de la fuerza 
de la cosa juzgada a través de un pronunciamiento ju- 
dicial concreto. Se dice, en este sentido, en el memorial 
de fs. 328, entre otras cosas, que M . . . la interpreta'ción 
judicial de la ley hecha por la Corte Suprema tiene in- 
discutiblemente el mismo valor que la ley interpr etada' ' 
y que " . . . por ello, aplicar un cambio de jurisprudencia 
con efecto retroactivo equivale a aplicar con el mismo 
efecto una nueva ley a situaciones pasadas bajo el im- 
perio de la ley anterior, alterando o arrebatando dere- 
chos adquiridos"; (fs. 330 y vta.), agregándose más 
adelante que 4 'el pronunciamiento recurrido que —de 
confirmarse— obligaría a mi mandante a indemnizar 
un despido anterior, al cambio de jurisprudencia, im- 
porta una violación a su derecho de propiedad asegu- 
rado por la Constitución Nacional, pues se trataría de 
una obligación que la anterior jurisprudencia declaró 
inexistente, ya que tal es el efecto de los pronunciamien- 
tos de inconstitucionalidad de las leyes (Cooley-Cohs- 
HUUional Ltmitatiow, p. 259), y también un ataque al 
principio constitucional de la libertad individual, (art. 
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30) ya que según la jurisprudencia imperante a la fe- 
cha dol despido mi representada podía disolver el con- 
trato de tralia jo sin indemnización. Al condenarle al 
pago de indemnizaciones la sentencia recurrida niega 
a mi porte lo que la ley (o su auténtica interpretación) 
no le prohibía y le obliga a hacer —en idéntico supues- 
to — lo que }a ley no mandaba" (fs. 335). 

Las consideraciones transcriptas revelan de por 
sí la gravedad del problema, que quizás pudiera sinteti- 
zarse así: i constituye la interpretación de las leyes efec- 
tuada en los casos concretos que se someten a la jus- 
ticia una fuente de derechos para terceros ajenos a isom 
juicios? 

La respuesta a tal cuestión atañe a la esencia de 
principios fundamentales del derecho y de la organiza- 
ción del Estado, y por ello sólo uno es el camino seguro : 
el examen de la" Constitución y de las normas básicas 
dol ordenamiento jurídico. 

Es indisputable que la Carta Fundamental de la 
República Argentina adopta —porque tal fué la volun- 
tad de los constituyentes de 1853 y de 1949— el principio 
de la tripartición de los poderes del Estado, dividiendo 
las funciones desgobierno entre una rama legislativa, 
una ejecutiva y otra judicial. Superfluo resultaría el 
que me refiriera detenidamente a cada una de ellas, pero 
es preciso poner en evidencia que es característica fun- 
damental de la primera el dictar las leyes, es decir nor- 
mas de carácter general obligatorias para los ciuda- 
danos y generales en su aplicación, mientra a que la 
tercera debe limitarse a interpretar las mismas, diri- 
miendo a través de ellas sólo las controversias que se le 
sometan (art. 2» de la ley 27)» 

Por ello puede afirmarse que así como es de la esen- 
cia de la ley su carácter de generalidad, lo es de la sen- 
tencia judicial su particularidad o individualidad. Dice 
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la regla III del Título Preliminar del Código de Comer- 
cio: "Se prohibe a los jueces expedir disposiciones ge- 
nerales o reglamentarias, debiendo limitarse siempre al 
caso especial de que conocen"; a lo que agrega la regla 
IV: "Sólo al Poder Legislativo corresponde interpretar 
la ley de modo que obligue a todos". 

¿Cómo es posible, entonces, decir que "aplicar un 
cambio de jurisprudencia con efecto retroactivo equi- 
vale a aplicar con el mismo efecto una nueva ley a si- 
tuaciones pasadas bajo el imperio de la ley anterior, 
alterando o arrebatando derechos adquiridos" (fs. 
330 y vta.)T 

Los derechos se adquieren al amparo de la ley y 
no de la jurisprudencia. Sin duda, ésta contribuye co- 
mo aquélla a conferir estabilidad al orden jurídico y, 
por ello, no son convenientes los cambios frecuentes í ; c 
criterio judicial, pero no es fuente de derechos por mas 
reiterada y unánime que sea. En nuestro sistema jurí- 
dico —cuyo acierto o no al respecto estaría fuera de 
oportunidad considerar aquí—, sólo la ley escrita es 
fuente de derechos; y esto aún en los casos en que debe 
juzgarse por los principios de leyes análogas, por los 
principios generales del derecho (art. 16 del C. Civil) 
o según la costumbre (Código de Comercio), porque en 
tales situaciones es la misma ley escrita la que asi or- 
dena proceder. 

No se debe confundir, por otra parte, el alcance 
real de la función o misión de la jurisprudencia, sobre 
todo de la que «mana de los tribunales superiores ; en este 
caso, de V. E., que es la cabeza del Poder Judicial de 
la República. Evidentemente es la suya una misión um- 
ficadora; lo fué bajo la vigencia de la Constitución de 
1853, a través del mecanismo del recurso extraordina- 
rio, y lo será más aún cuando entre a operar mediante 
su debida organización legal, la actual prescripción 
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constitucional relativa al recurso de casación. Pero de 
ello, así como de la natural autoridad que emana dé las 
decisiones de la Corte Suprema, no debe deducirse que 
SUS resoluciones adquieran fuerza de ley frente a loa 
terceros, porque la potestad jurisdiccional se limita a la 
resolución de las controversias particulares. Para aqué- 
llos el fallo es una opinión, quizás la más autorizada 
opinión, pero una simple opinión sobro sus respectivos 
derechos, en la medida que la similitud de situaciones 
lo permita considerar así. Pero esa opinión no es obli- 
gatoria porque no es ley. Sostener lo contrario implica, 
a mi juicio, contradicción con principios tales como el 
de la publicación de las leyes y el de la presunción de su 
conocí miento por todos los habitantes, que son funda- 
mentales para el ordenado desarrollo de las relaciones 
civiles. 

En efecto, presupuesto indispensable para la viden- 
cia de nna determinada jurisprudencia con el carácter 
de imperativa para los terceros particulares, sería, por 
una parte, la publicación oficial de tos fallos con los 
mismos requisitos que se exige para las leyes (art. 2* 
O. Civil) y, por la otra, la presunción de que ellos no 
son ignorados como consecuencia de las medidas dis- 
puestas para su debido conocimiento (art. ¿0 C. Civil), 
Mas, ¿es lícito sostener una tesis tal? j sería razonable 
presumir de los habitantes de la Xacíón que conocen no 
ya el campo, casi prácticamente inabarcable de la legis- 
lación, sino además el de la elaboración jurisprudencial 
en torno de la misma? En todo caso si por un lado el 
sentido común se opone a ello, por el otro, la ley no lo 
dispone, ni podría disponerlo. V si esto es así, entonces 
no puede hablarse de la obligatoriedad de la jurispru- 
dencia frente a los terceros, ya que ellos no están obli- 
gados legalmente a conocerla. 

Lo expuesto, no significa desconocer lo que dispone 
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el art. 95 ele la Constitución Nacional. El mandato do 
esto artículo se dirige en realidad a los jueces y tribu- 
nales nacionales y provinciales, pero no a los particula- 
res. Además, faíta examinar el verdadero alcance de 
esta disposición. Es sabido que en Francia, uno de los 
ejemplos más conocidos y apreciados en materia de ca- 
sación, las decisiones de la Corte no son obligatorias 
para los tribunales inferiores sino un caso de reenvío 
y ello sólo para el caso concreto juzgado, careciendo de 
fuerza alguna en todos los demás (Plaxiol et RirEiti 
"Traite Elémentaire de Droit CivU", París 1925, /. 
I, p. 86, N" 205; Salvat "Tratado de Derecho Civil Ar- 
gentino", Parte General, I, Bs. Aires 1947, púa. 16, 
N v 29; Colombo "La Corte Nacional de Casación", 
lis. Aires 1943, t, II, pá#. 40, ff» 771). 

Es errónea, por tanto, la afirmación del apelante 
en cuanto se dice titular de un derecho adquirido a no 
pagar las indemnizaciones por despido emergentes de 
la ley 11.729. Su obligación il respecto surge de la misma 
ley, como lo lie demostrado en el capítulo anterior, y no 
es posible pretender que una jurisprudencia equivocada 
la luí va derogado, ya que como lo dispone el art. 17 
del Código Civil, las leyes sólo pueden ser derogadas 
por otras leyes. 

Es asimismo errónea la posición del apelante, en 
cuanto intenta asimilar la situación planteada en autos 
con ciertos casos en los cuales V. E. resolvió que "el 
derecho adquirido mediante el pago hecho con sujeción 
a todo lo que en orden a su forma y su substancia dis- 
pongan las leves es, con respecto a la legítima obligación 
a la cual corresponde, inalterable" (211: 1278; en un 
mismo sentido: 213: 34). En efecto -y sin que esto im- 
porte pronunciarse sobre la procedencia de la aplica- 
ción de un criterio tal en los casos de indemnizaciones 
emergentes de la ley 11.729—, el caso do autos os dis- 
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tinto de aquéllos; allí medió efectivamente el 4 *pago" 
de una indemnización cuyo monto ascendió al que en ese 
momento exigía la jurisprudencia ; aquí, en cambio, «o 
ha mediado ni se invoca pago de ninguna especie» de 
modo que no se ha producido ningún acto jurídico que 
autorice a presumir la extinción de la obligación en al- 
guna de las formas que prevé la ley {art. 724 C. C.)- 
Por todo lo expuesto, opino que procede confirmar 
él fallo apelado, en cuanto ha podido ser materia de 
recurso extraordinario, salvo que V. E. decida, de acuer- 
do n su prudente arbitrio, considerar el caso encuadrado 
en el supuesto de sentencia arbitraria desprovista de 
todo fundamento legal que invoca también el recurrente. 
Buenos Aires, octubre 5 de 1949. — Carlos G. Del fino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de diciembre de í$0i 

Vistos los autos "Arrnscaeta Julio I. y otros c.| 
Cía. Primitiva Gas Bs. As. s.| despido", y 

Considerando : 

Que él recurso extraordinario fué declarado proco- 
dente a fs. 325. 

Que lo ba interpuesto la demandada por conside- 
rar que lo resuelto en la sentencia de que recurre, conde- 
nándole a pagar a los actores indemnización por des- 
pido y falta de prca vi so cuando la expropiación de la 
empresa por ¿j Gobierno Racional puso fin a sus activi- 
dades y no obstante que éstas fueron proseguidas sin 
interrupción por el Gobierno expropiante y todos los 
actores continuaron trabajando a sus órdenes sin nin- 
gún desmedro de sus respectivas condiciones, es viola- 
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lorio de los derechos y garantías consagrados por ios 
arts, ltí, 28 y 31 de la Constitución vigente al tiempo 
de trabarse la litis (arts. 22, 28 y 29 de la Constitución 
actual) pues la recurrente había liquidado a los actores, 
cuando dejaron de estar bajo su dependencia, todo lo 
que les era debido conforme a la interpretación que de 
las leyes respectivas tenía heeha en esc tiempo esta 
Corte Suprema, y porque considera arbitraria y des- 
provista de todo fundamento legal la sentencia apelada 
en cuanto equipara al despido lo que ocurrió con los ac- 
tores en oportunidad de la expropiación. 

Que al tiempo en que los actores se consideraron 
despedidos —5 de marzo de 1945— era doctrina de es- 
ta Corte Suprema que los obreros comprendidos en el 
régimen de la ley 11.110 no podían considerarse ampa- 
rados por los beneficios de la ley 11.729, modificatoria 
del art. 157 del Código de Comercio, sin violación del 
principio de igualdad enunciado en el art. 1G de la 
Constitución entonces vigente (Fallos: 179, 113; 188, 
237). En consecuencia, las empresas de la ley 11.110 
—y la actora era de ellas—, no estaban obligadas a 
abonar las indemnizaciones de despido del reformado 
art. 157 del Código de Comercio. 

Que en la sentencia del 24 de marzo de 1947 (Fallos : 
207, 209), esta Corte Suprema se a paitó de la doctrina 
precedentemente expuesta y reconoció la compatibili- 
dad de las indemnizaciones de la ley 11.729 con las obli- 
gaciones impuestas a las empresas por la ley 11.110. 

Que reiterando el criterio de pronunciamientos an- 
teriores (Fallos: 209, 193 y 213; 210, 153 y 611; 211, 
1278) en la sentencia de la causa "Pesci Luis c| The 
Paíent Knitting & S. A." (Fallos: 213, 34) cuyo actor 
había sido despedido en febrero de 1939 sin que se le 
abonara la indemnización de la ley 11.729, pues según 
la interpretación judicial de ella en ese tiempo y en la 
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jurisdicción bajo la cual estaban las partes, los obre- 
ros de la industria no se bailaban comprendidos en el 
régimen de dicha ley, esta Corto espresó que "el cum- 
plí miento do las obligaciones conforme a la ley y a la 
.jurisprudencia vigentes en oportunidad del pago —no 
desconocido en la especie— libera definitivamente al 
de mío r de aquéllas y de tos eventuales cambios de las 
mismas provenientes de las modificaciones sobrc.vinien- 
tes en la interpretación judicial, que no podrían serle 
exigidas sin violencia do los arts, 14, 16 y 17 de la Cons- 
titución Nacional". 

Que en este caso la recurrente abonó a los actores 
al tiempo en que dejaron de estar bajo su dependencia 
todo lo que, conforme a la interpretación judicial com- 
petente de las leyes que regían las relaciones de ambas 
partes en materia de trabajo, constituía su obligación 
sobre el particular. Y los actores percibieron ese pago 
sin reserva ni salvedad. Esta demanda es promovfda 
más de dos años después de lo que consideran su dos- 
pido y a raíz del cambio que se operó en la jurispru- 
dencia imperante, con sujeción a cuyo criterio se había 
liquidado la vinculación de ellos con la aetora. 

(¿uc la doctrina enunciada en la jurisprudencia 
de que se lia hecho mención sobre la fuerza liberatoria 
que tiene la liquidación de un negocio o relación jurí- 
dica conforme a la interpretación judicial de la ley apli- 
cable que en ese momento prevalece es comprensiva de 
situaciones como la de esta causa. La obligación rela- 
tiva a la indemnización por despido y falta de preaviso 
no es, cuando existe, de tal modo independiente de la 
que se refiere a las demás retribuciones debidas a 
cansa dol trabajo como para qne la recepción lisa y Un- 
an del íntegro pago de estas últimas no comporte aca- 
tamiento de la jurisprudencia según la cnal a<|iiel resar- 
cimiento no es debido en el caso. 
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Que todo cuanto es legalmente debido por el emplea- 
dor a causa del trabajo cuya prestación había contra- 
tado, constituye una unidad formal, pues es debido 
por una misma causa aunque su monto esté integrado 
por partes distinguibles porque lo sean los diversos 
efectos posibles de esa causa única. Es así como cabe 
distinguir entre la retribución del horario normal y la 
del tiempo extraordinario autorizado por la ley, que es 
proporcionalmente mayor; entre el sueldo básico y el 
sueldo anual complementario que no se liquida hasta 
coocluir el año o hasta que el empleado deja de estar 
a las órdenes de un empleador ; entre el sueldo o salario 
y la indemnización del despido, etc. Pero todo lo que el 
empleador debe lo debe siempre en razón o a causa del 
trabajo que el empleado n obrero ha ejecutado para él. 

Que la razón de ser de la indemnización por despi- 
do está en el derecho que a una cierta estabilidad ad- 
quiere el empleado u obrero mediante la prestación re- 
gular de su trabajo. Lo que le sea debido al empleado u 
obrero cuando se le despide sin preaviso, se le debe no 
sólo con motivo del trabajo — lo cual aludiría a una 
relación meramente extrínseca — , sino en razón o a 
causa de él. 

Que siendo asi, cuando con motivo de la aplicación 
de leyes relativas a esta obligación del empleador, hecha 
por los tribunales que tienen en la jurisdicción bajo la 
que se bailan las partes autoridad para fijar la doctri- 
na legal, se ha constituido una jurisprudencia según la 
cual dicha obligación no existe respecto a determinadas 
relaciones del trabajo, la recepción por parte del em- 
pleado u obrero, cuando el vínculo laboral llega a su 
termino, de todo cuanto le es debido a causa del trabajo, 
con la sola excepción do ese resarcimiento, sin hacer 
al respecto reserva ni salvedad ninguna, importa aca- 
tamiento do la jurisprudencia mencionada, pues» como se 
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acaba de expresar, todo lo que le es debido por esa mis- 
ma causa constituye una unidad formal. 

Que, en consecuencia, demandar después de ello 
esa Indemnización sosteniendo una interpretación legal 
distinta, equivale a pretender la restricción del alcance 
oxtintivo que la propia actitud de quien lo pretende le 
asignó al pago aludido, 

Que ello no importa validar renuncias prohibidas 
en esta especie de relaciones jurídicas. Al aceptar la li- 
quidación ajustada a la jurisprudencia vigente no re- 
tía ncia el empicado a lo que la ley le acuerda — rehun- 
cia ésta que es lo que se sanciona con la invalidez i n sa- 
tín lile — , sino a no atenerse a una interpretación judicial 
que respecto a la determinación de su derecho tiene va- 
lor de ley con la modal ¡dad que se explicará más ade- 
lante. 

Que de lo contrario escaparían a la autoridad do 
la jurisprudencia de la especie indicada todas las situa- 
ciones como la de esta-enusa, no obstante tratarse, en 
orden a la extinción o finiquito de la relación jurídica, 
de situaciones esencialmente equivalentes a aquéllas, 
— sobre las cuales es indudable que no puede volverse — , 
en las que el empleador que pagase sin ninguna salve- 
dad ese resarcimiento conforme a una jurisprudencia 
que estableciera su obligación a ese respecto, demanda- 
ra luego la repetición de dicho importo por considerar 
(■univocada la interpretación legal que le impone la 
obligación de referencia. Si bien habría mediado en 
este caso el acto positivo do pagar sin reserva, que no 
existe ni puedo existir en el otro consistente en una 
abstención, la aceptación lisa y llana do un pago que 
comprendo tnilo cuanto es debido a causa del trabajo 
y i|ue corresponde a la liquidación do la relación jurídica 
pro veniente de esa causa, pues el empleado u obrero 
lia dejado de serlo del empleador que lo hace el pago, 
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tiene, respecto a la aceptación o acatamiento de la ju- 
risprudencia con sujeción a la cual se liquidó el contrato 
de trabajo, la misma positividad que el acto material 
del pago sin reserva mencionado a título de e., .tipio. 

Que el error, posible sin duda alguna, de la juris- 
prudencia a cuya autoridad acaba de hacerse referen- 
cia, no modifica los términos de la cuestión. Es por ser 
un acto legítimo de autoridad y no por ser indiscutible- 
mente acertada que una interpretación judicial de la 
especie en cuestión tiene el valor y el alcance explicados 
precedentemente. 

Que la razón de sor de la doctrina de que se trata 
(Fallos: 209, 193 y 213; 210, 153 y 611; 211, 1278; 213, 
34) reiterada en esta causa, con la expresa determina- 
ción que de su alcance se acaba de hacer, manteniendo 
la conclusión de la última de las sentencias citadas, lía- 
liase, por encima de cualesquiera intereses particula- 
res que puedan resultar accidentalmente afectados o 
favorecidos por ella, en que la estabilidad y la clara 
determinación del orden de las relaciones jurídicas es 
tan vital condición del bien común que sin ella hasta 
podría resultar neutralizada la finalidad de justicia 
que se procure mediante las modificaciones y rectifica- 
ciones que introduzcan en él la legislación y la jurispru- 
dencia. Porque asentada esa estabilidad primariamente, 
—según nuestro sistema institucional—, sobre la fijeza 
de la ley escrita, la interpretación judicial de ella por los 
órganos de la magistratura que tienen la atribución 
de fijar la doctrina legal está en la misma línea, res- 
ponde al mismo propósito y complementa su obten- 
ción según el modo propio de la actuación judicial a la 
que está librada en última instancia el destino do la ley. 

Que no se trata, pues, de una equiparación lisa y 
llana de la jurisprudencia y de la ley sino del recono- 
cí míen lo de sn equivalencia en orden a la misión regu- 
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lndora do una y otra respecto a las relaciones jurídicas 
que se finiquitan ateniéndose a la interpretación de las 
leyes pertinentes heclia por los tribunales cuya función 
institucional es de tal naturaleza que sus decisiones 
interpretativas respecto a dichas normas tienen auto- 
ridad definitoria. Era lo que ocurría con las de esta 
Corte Suprema en ei recurso extraordinario aun antes 
de que el art. 95 de la Constitución lo estableciera ex- 
presamente, como se reconoce en el art. 16 de la ley 48 
y lo tiene declarado el Tribunal. 

Que queda siempre a los interesados la posibilidad 
de no finiquitar el negocio jurídico ateniéndose a la 
interpretación jurisprudencial que prevalece y, promo- 
viendo un nuevo juicio, obtener, cuando las normas or- 
gánicas correspondientes lo consientan (confr. art. 95 
til fine, de la Const. Nacional), nuevo pronunciamiento. 
Por ello, la obligatoriedad de la jurisprudencia en cues- 
tión, es sólo análoga, no igual, a la que es eminente- 
mente propia de la ley. Y lejos de comportar una suplan- 
tación de la autoridad legislativa por la judicial la 
equivalencia explicada es una complementaeión y una 
confortación de la primera, puesto que dependiendo en 
definitiva el destino de la ley, como quedó expresado, 
<!<• la aplicación judicial que de ella se baga, la autori- 
dad de la jurisprudencia afianza la estabilidad y la fijeza 
del orden jurídico — requisito de su justicia—, origina- 
riamente procuradas mediante la sanción de la ley. 

Por tanto, oído el señor Procurador General se re- 
voca la sentencia apelada en cuanto ba sido materia 
del recurso. 

Luis R. Lonotii — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casa ices — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo Pessaoko. 
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ALFONSO FERNANDEZ IMIOL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisita formales. Interposi- 
ción riel recurso. Término. 

No procede el remirso extraordinario interpuesto en sub- 
sidio de otro de revocatoria que fué declarado improce- 
dente (-). 



SATURNINO APARICIO GÜEÑA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Sucesión. Domicilio del can- 
eante. 

El juez del domicilio de la esposa, declarada única y uni- 
versal heredera del causante, es el competente para cono- 
cer en el juicio sucesorio, aun en el supuesto de que aquél 
hubiera tenido a la época de su muerte su domicilio en 
otra jurisdicción y ante ésta se hubiera promovido ta cues- 
tión de competencia por supuesto* descendientes naturales. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Con motivo del fallecimiento de Saturnino Aparicio 
Chena f ocurrido el día 4 de jniio de 1947 en Villa Dolo- 
res (Pcia. de Córdoba), se tramitan dos juicios suceso- 
rios. El que inició el 23 de julio de 1947 la esposa del 
de cujus ante la justicia en lo civil del lugar donde ocu- 
rrió el deceso (exp. n* 6), y el que radica en el Juzgado 
.en lo Civil y Comercial de Mercedes (San Luis), pro- 
movido a instancias del Representante de la Dirección 



(i) 1» de diciembre de 1W9. Fallen: 210, 453, 
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General de Rentos, el 24 de Dieiembre subsiguiente 
(exp. n' 67). 

En los dos expedientes se lia producido prueba pa- 
ra acreditar que el causante vivía en Villa Dolores y 
en Lomita (Pcia. de San Luis) y es, a base de tales 
probanzas, que los jueces que entienden en dichos jui- 
cios se lian considerado competentes para seguir ac- 
tuando. Quedó así trabada contienda de competencia 
que corresponde dirimir a V. E. en mérito de lo dispues- 
to por el art. í>* de la ley 4.055. 

Interpretando el art. 3.285 del Código Civil, V. E. 
ha establecido que "el domicilio real del heredero único 
determina el juc competente para conocer en el juicio 
sucesorio del causante" (163: 116; 166: 314; 191: 96; 
209 : 566). De autos resulta que la cónyuge superstite, 
declarada única y universal heredera (fs. 16 vta.|17, 
cxp. n° 6), expresó, al otorgar el poder de fs. 1, ser veci- 
na de y i Ha Dolores. 

En mérito a esta última circunstancia y de confor- 
midad con la preindicada doctrina, opino que la presente 
contienda debe ser resuelta en favor de la competencia 
del Juez de Villa Dolores. Buenos Aires, Diciembre 10 
de 1949. — CarTos G. Delfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de diciembre de 1949. 

Autos y vistos; considerando: 

Que de acuerdo con la uniforme jurisprudencia de 
esta Corte Suprema, fundada en que el art. 3285 del Có- 
digo Civil comprende todas las hipótesis previstas en 
el art. 3284, el juez del domicilio del heredero único que 
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aceptó la herencia, es el competente para conocer del 
juicio sucesorio del causante, aun en el caso de que éste 
hubiera tenido, en la época de su muerte, su domicilio 
en otra jurisdicción y ante éBta se hubiera promovido 
cuestión de competencia por supuestos descendientes 
naturales (Fallos: 163, 116; 166, 314; 191, 96; 209, 
566). 

Que, por consiguiente, aun cuando la determinación 
del último domicilio del causante fuera dudosa, habiendo 
sido declarada única y universal heredera su legítima 
esposa a £s. 17 del expediente sucesorio tramitado ante 
el Sr. Juez de Villa Dolores, y teniendo ella su domicilio 
en esta ciudad según resulta del testimonio de escritura 
pública de mandato agregado a fs. 1 de dichos autos, 
es indudable que la cuestión de competencia promovida 
por el representante de la Dirección de Rentas de San 
Luis ante los tribunales de la ciudad de Mercedes de 
esta provincia» no debe prosperar, no obstante la pre- 
sentación en dicho juicio de dos pretendida* hijas natu- 
rales cuyo derecho, conforme a lo expuesto, tendrían 
que hacer valer ante el Sr. Juez de Villa Dolores. 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, declárase que el Sr. Juez de primera instancia 
en lo civil, comercial y de instrucción de Villa Dolores, 
Provincia de Córdoba, en el competente para conocer 
del juicio sucesorio de D. Saturnino Aparicio Chena, 

En consecuencia, remítansele los autos y hágase 
saber al Sr. Juez en lo Civil y Comercial de Mercedes 
prov. de San Luis — en la forma de estilo. 

Luis B. Lohohi — Felipe San- 
tiago Pérez — Atojo Pes- 

baovo. 
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FISCO NACIONAL v. F..D. PACHANO Y Cía. 

SEXTL VIA: Principios genérale*. 

La Corte Suprema no puede considerar la pretensión de 
la demandada para que en la expropiación del galpón em- 
plazado en terrenos fiscales se incluyan tas máquinas,ím- 
plementos y enseres existentes en aquél, si las sentencias 
de primera y segunda instancias no contienen pronuncia* 
miento alguno sobre el particular y el punto ha quedado, 
por ello y por no haberse requerido la correspondiente acia- 
ratona, excluido del fallo recurrido. 

EXPROPIACION; indemnización. Determinación del valor real. 

Si el Tribuna] de Tasaciones de la ley 13.264 ha fijad» el 
valor de lo expropiado por decisión unánime de sus miem- 
bros — incluidos los representantes de las partes— y no 
concurren circunstancias especiales o de excepción que 
aconsejen rever las conclusiones de ese dictamen, no cabe 
fijar judicialmente un precio distinto. 

EXPROPIACION; Indemnización. Otro» datot. 

No corresponde indemnización por lucro cesante y otros 
conceptos en la expropiación de un galpón construido so- 
bre terreno fiscal, si este último era ocupado en virtud de 
un permiso 44 precario" en el cual el Estado se reservó la 
facultad de dejarlo sin efecto cuando lo juzgare conve- 
niente, sin derecho a reclamo o indemnisación alguna. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, abril 30 de 11147. 

Y vistos : Estos autos seguidos por el Fisco Nacional c/F. 
D. Pachano y Cía. «/expropiación, y 

Resultando : 

1* Que el Sr. Procurador Fiscal, en representación del 
Gobierno de la Nación, inicia juicio de expropiación contra la 
firma F. D. Pachano, de conformidad a lo resuelto por el Po- 
der Ejecutivo Nacional en decreto 19.764/44, que declara de 
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utilidad pública el galpón El Porteño, de 
nía demandada, ubicado en el dique segundo del Puerto Ma- 
dero, Avda. Almirante Atilio Bardan, construido en terrenos 
fiscales, en virtud de concesión precaria, acordada por el uo- 

bÍer Maí fffi «presentante del Fisco que el galpón sujeto 
a expropiarse, ha sido tasado por la oficina de Asearía de 
Obra en la cantidad de * 21.526.96, cuya suma ofrece como 
pago del precio y de acuerdo a la» pertinentes disposiciones 
de la ley 189 y decreto ley 17.920/44. 

Hace presente que el precio ofrecido no ha sido conside- 
rado equitativo por la firma demandada, por cuyo motivo se 
inicia este juicio de expropiación. 

Solicita se otorgue al Fisco la posesión i»n W l,ata del gal- 
pón se designe audiencia de avenimiento o contestación se 
corra traslado de la demanda y oportunamente se haga lugar 
a la misma, con costas en caso de infundada oposición 

2* Que con anterioridad a la contestación de la demanda 
se presentó en autos el doctor Aldo J. Porri en repr^ntación 
de la firma F. D. Pachano y Cía., V*^**»*^ * 
la audiencia fijada y manifestando conformidad en cuanto a 

^Pos1»?iornÍmte esta misma parte manifestó (fs. 29) j que 
la entrega de la posesión la efectuaría con todos los implemen- 
os, iiSquinas e insolaciones que son de su P™P'^ tó JL 
«Entran dentro del galpón, como así también la« ex^ten- 
cias de granos y cereales depositados en el mismo y de propie- 

** flúbE opuesto el Procurador Fiscal a recibir la po- 
sesión en la forma indicada, el Juigado dispuso a m J^»°°¡ 
U confección de un inventario de las existencias de pgg 
de la firma demandada, y designó depositario de los granos 
pertenecientes a terceros al 8r. Florencio I). Pachano. 
^ Oportunamente se intimó a los propietarios el retiro de 
los cereales almacenados, lo que fué cumplido por mf&>g* 
las reservas formuladas por las firma»: Juan Crueza fs. Wh 
sWlKabinovich (fs. 61) y La Plata Cereal C (S. A.), 

ífo ' P 4 En oportunidad de la audiencia de que instruye el 
acta de fs. 91, el Procurador Fiscal ratificó los términos de su 
demanda y la demand.da. representada por el doctor AldoJ, 
P^rri? «Presó disconformidad con el precio ofrecido por e*£ 
marlo redueido. Disintió asimismo con el alcance de la exjpro- 
Snción por considerar que la misma debe comprender además 
dTgalpon, la totalidad 1 de los bienes que fueron inventaría. 
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dos y que se encontraban dentro del mismo, ya que, según ex- 
presa, revisten el carácter de accesorios. Manifestó además 
que la indemnización, por el galpón solamente, debía ser de 
é 114.444. importe al que habría de mimarse el valor de 
Ins maquinarias y demás elementos inventariados, que impor- 
tarían $ 40.000 y el lucro cesante por la interrupción de las 
actividades comerciales, que estima en $ 50.000, lo que haría 
ascender la indemnización total a que se dice con derecho, n ln 
suma de $ 204,444, más sus intereses y, eventual mente, las eos- 
tas del juicio, de acuerdo al monto que en definitiva fije el 
tribunal y lo dispuesto sobre el particular por el decreto 17.920. 

4* Que no habiéndose logrado acuerdo de partes para ln 
designación de perito tasador, el Juzgado designó a tal efec- 
to, perito tasador único de oficio al arquitecto Carlos Vi lar 
(fs. 135). 

Considerando : 

I Que, en primer termino, corresponde establecer el al- 
cance del acto expropiatorio, ya que sobre el particular las par- 
tes sostienen puntos de vista contradictorios, pues mientras la 
demandada entiende que el mismo debe comprender el galpón 
y demás elementos qne se encuentran en su interior, y que lian 
sido inventariados, el representante Fiscal sostiene qne debe 
limitarse única y exclusivamente al galpón. 

El expropiado apoya sus pretensiones en lo dispuesto por 
los arts. 2315 y 2316 del Cód. Civil, en cuanto los mismos se 
refieren a la accesión física y moral, principios ambos qne no 
son de aplicación al caso $ub lite. 

En efecto, la firma demandada construyó el galpón objeto 
del presente juicio sobre terrenos de propiedad fiscal y en 
virtud de una concesión precaria, decreto 74 del 19 de abril 
1323. cuyo art. 5* establece: "la presente concesión reviste ca- 
rácter precario y podrá ser dejada sin efecto en cualquier mo- 
mento, sin que dé* lugar a reclamo ni indemnización alguna" 
(fs. 3. expte. N* 1C91, letra B. año 1922, de la Dirección de 
Aduana* y Puertos, agregado sin acumular). 

De lo expuesto se sigue que el Fisco ha podido exigir en 
cualquier momento a la firma Pachano, propietaria del galpón, 
el desalojo del terreno y, por consiguiente, el retiro de todos 
los elementos existentes dentro del mismo, estuvieran o no ad- 
heridos a él. 

En este caso, como lo ha expresado la Cámara a fs. 142, 
la situación del precarista es semejante a la del inquilino, que 
debe restituir el bien locado libre de toda ocupación. 
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La demandada, en efecto, no es dueña de la tierra, sobre 
la cual se levanta el galpón y, además, éste es desarmable, se- 
gún manifiesta el perito, arquitecto Vilar. Por consiguiente, 
es inaceptable la tesis de la accesión que se propugna. 

En cnanto a la circunstancia mencionada a fs. 86, tic que 
los elevadores, cargadores, maquinarias y utilaje que se encuen- 
tran dentro del galpón, destinados a la limpieza de eereales 
no podrán ser utilizados en razón de lo dispuesto por decreto 
50.107, de 20 de abril de 3944, cabe declarar que los efectos 
de esta última disposición no tienen atingencia con el presente 
juicio, debiendo la parte demandada cuestionar y reclamar 
aquello a que se crea con derecho por la vía que corresponda, 
independientemente del juicio snh lite qne quedará circuns- 
cripto a determinar el monto de la indemnización que debe 
satisfacer el Estado por la expropiación del galpón, apartando 
todo otro elemento ajeno a la estructura del mismo. 

II Sentado lo precedente, queda por determinar el justo 
precio del galpón. 

Como informa el perito arquitecto Vilar a fs. 160 y surge 
de los expedientes administrativo» que han sido agregados sin 
acumular, se trata de una construcción de chapas de hierro gal- 
vanizado, aseguradas sobre un armazón de madera de pino de 
tea, sostenida por columnas y cabriadas, descansando sobre un 
muro de piedra que abarca todo el perímetro que sirve de ba- 
samento. El perito citado estima en $ 70 el costo del metro 
cuadrado de superficie cubierta, utilizando materiales nuevos 
y calcula en un 20 % la depreciación producida por el tiempo, 
desde la fecha en que se efectuó la construcción, con lo que 
el precio actual, y dado que la superficie cubierta es de 1.001,80 
metro» cuadrados, sería de $ 107.200. 

Posteriormente, a fs. 179, el mismo perito, amplía su peri- 
cia y detalla por separado el valor unitario y total de cada uno 
de los elemento* que integran el galpón. Asimismo, afirma qne 
su vida útil puede calcularse en 30 años más, si se adoptan 
las medidas conservatorias necesarias y se cambian las chapas 
picadas. 

Del expíe. 12.570 de la Dirección General de Navegación 
y Puertos (fs. 3), resolta que el presupuesto que sirvió de base 
para la construcción del galpón referido ascendía a $ 65.056, 
tomando como referencia el precio de los materiales y de la 
mano de obra en aquel momento (año 1920). 

De autos resulta, asimismo (fs. 70/1 y 136). que el galpón 
tenía seguros por valor de $ 100.000 en la Cía. La Unión 
Gremial. 
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Que el suscrito ha tenido oportunidad de apreciar, con 
motivo de la inspección ocular practicada, el estado de conser- 
vación de los materiales del galpón El Porteño, el que es biie- 
no, en general, salvo las chapas de la cabecera que mira hacia 
el Sud, que están, en su mayoría, oxidadas. 

" Que el Juzgado encuentra razonables y equitativo» los pre- 
cios unitarios que sirven de bnse al cálculo efectuado por el 
perito a fs. 182 vta, y (pie lo llevan a establecer un valor de 
£ 13 1.001, para el bien objeto del justo precio, al que luego 
deprecia en 20%, dado el tiempo transcurrido desde la fecha 
de su construcción. 

Que con relación a este último factor, o sea la depreeia- 
eiún sufrida por la construcción, dado que han pasado 24 años 
desde que la misma se llevó a cabo, el proveyente estima que 
dicha depreciación debe calcularse sobre la base del 30 % del 
precio establecido por el perito, en lugar del 20 % que aquel 
ha calculado. 

Que, en consecuencia, y aplicando el porcentaje referido 
de depreciación a la tasación practicada, se obtiene un precio 
total de * 94.801. 

III. Que con relación a la indemnización por lucro cesan- 
te que pretende la parte demandada, cabe declarar que, tal 
como ha quedado establecido en el considerando I, esta parte 
revestía el carácter de precarista y estaba obligada por la res- 
pectiva concesión a desalojar el terreno sobre el que se levantó 
el galpón, en cualquier momento, sin derecho a indemnización 
alguna, por lo que no cabe fijarla en tal concepto. 

IV. Que en cuanto a la que se consideran con derecho los 
terceros propietarios de mercaderías depositadas en el galpón, 
cabe consideración semejante a la precedente, desde que el Es- 
tado no hubiera contraído responsabilidad alguna con relación 
a los mismos, en caso de solicitar el desalojo para llevar a cabo 
la demolición de las construcciones, al declarar caduca la con- 
cesión. 

En todo caso, los referidos terceros tendrán acción para 
reclamar a la firma demandada lo que creyeren corresponder- 
Ies, si es que la misma se obligó a mantener el depósito durante 
un plazo determinado, lo que de ninguna manera estaba facul- 
tada a hacer, dado el carácter precario del contrato de con- 
cesión. 

Por las consideraciones precedentes, fallo: declarando 
transferido a favor del Fisco Nacional el dominio del galpón 
denominado El Porteño, de propiedad de la firma P. D. Pa- 
chano y Cía., levantado en el dique segundo del Puerto Made- 
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ro, Avila, Almirante Atilio Barilari, debiendo abonarse a los 
demandados en concepto de total indemnización y como precio 
la cantidad de $ 94.801 % con deducción de la de $ 21.o26.0b 
percibida por aquéllos a cuenta y de conformidad con lo pre- 
ceptuado por la ley 189, con más el interés, que se liquidara 
desde la fecha de toma de posesión del inmueble hasta la fecha 
del cobro parcial que acredita el recibo de fe. 131 vta., y sobre 
el excedente de dicho importe hasta el pairo del saldo, de con- 
formidad ai tipo que cobra el Banco de la Nación Argentina. 
Atento a la conformidad expresada por la parte demandada a 
fs. 90 con las disposiciones pertinentes del decreto 17.920 y el 
resultado de este pronunciamiento, declárase a la Nación exen- 
ta del pago de las costas, — E. A. Ortiz Bamaldo. 



Sentencia de la C A mará Federal 

Bs. Aires, noviembre 5 de 1948. 

Vistos estos autos seguidos por el "Fisco Nacional contra 
F. D. Pachano y Cía. s/expropiaeión", venidos en apelación 
en virtud del recurso interpuesto a fs. 196 contra la sentencia 
de fs. 192, el tribunal planteó la siguiente cuestión a sesolver: 

i E» arreglada a derecho y a las constancias de autos la sen- 
tencia recurrida t 

Sobre esta cuestión, el señor Juez Dr. Maximiliano Con- 
sol!, dijo: 

Que el Superior Gobierno de la Nación dedujo juicio expro- 
piando el galpón depósito El Porteño, de propiedad de de la 
firma F. D. Pachano y Tía., ubicado en el dique seprundo del 
Puerto Madero, Avda. Almirante Atilio barilari y calle Bel- 
grano. La suma ofrecida por el Gobierno de la Nación no fue 
aceptada por la firma propietaria del galpón, por cuyo motivo 
fué depositada judicialmente al iniciar el presente jnioo de 
expropiación. t 

La demandada, antes de contestar la demanda, manifestó 
conformidad para la entrega de la posesión, pero supedito esta 
aquiescencia al retiro por parte de la expropiante de todos Los 
implementos, máquinas e instalaciones existentes dentro del 
pón. como también los granos y cereales depositados en el mis- 
mo, pertenecientes a terceros. 

El representante del Gobierno de la Nación formuló opo- 
sición a las pretensiones de la expropiada, levantándose un in- 
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ventario (le toda» las existencias de propiedad de la demandada 
y de los cérea lea que fueron entregados al Sr. Pachano en 
calidad de depositario. 

En la audiencia que preceptúa el art. G* de la ley 189. ta 
firma demandada reclamó $ 114.444 m/n, en concepto de in- 
demnización; $ 40.000 m/n„ como valor de las maquinarias 
y demás elementos inventariados ; y $ 50.000 m/n., como resar- 
cimiento del lucro cesante por la interrupción de las activi- 
dades comerciales, lo que en total importaba la suma de 
$ 204.444 m/n., más lo* intereses y costas del juicio. 

Es de advertir que el galpón que se es propia fuÓ cons- 
truido sobre terrenos de propiedad fiscal, en virtud de una 
concesión precaria, y con la expresa salvedad que podría ser 
dejada sin efecto en cualquier momento sin, que hubiere lunar 
a reclama, ni indemnización alyuna. Esta situación de preca- 
rista coloca a la expropiada en la misma situación legal de un 
i no, ui lino» debiendo restituir el bien motivante del juicio, libre 
de toda ocupación. 

La sentencia recurrida estableció que los elevadores, ma- 
quinarias, cargadores y demás implementos que se encontra- 
ban dentro del galpón no tienen atingencia con el presente 
juicio, y la parte demandada debería ventilar por la vía que 
corresponda el derecho que alepaba respeeto de dichos mate- 
riales Asimismo, declaró improcedente el reclamo de los ter- 
ceros propietarios de los cereales depositados en el galpón que 
se expropia, en cuanto se pretende hacer valer esos derechos 
en el juicio sub lite. Igualmente, dado el carácter de preca- 
rista de la firma demandada, el a. quo declaró improcedente 
la indemnización por lucro cesante que aquélla pretendía. 

En tales condiciones queda como punto fundamental y 
única cuestión a resolver, el justiprecio del galpón a expropiar. 

A los fines de establecer el verdadero valor del galpón 
fui designado con carácter de perito único, el arquitecto Car- 
los Vilar. »*uyo dictamen consigna los siguientes detalles: el 
galpón ocupa un terreno con una superficie de 1. 901,80 metros 
cuadrados; en su estructura figuran 55 columnas y 26 cabria- 
das de pinotea. El forro y el techo son de chapas de hierro 
tralvanizadn. Tiene un total de 11 portones corredizos de 2.80 
metras por 4,í>0 metros de altura. La construcción descansa 
sobre un muro que sirve de basamento construido en todo su 
perímetro. El piso es de adoquín de algarrobo, colocado sobre 
contrapiso de hormigón. El galpón tiene instalación eléctrica, 
de apuas corrientes, cloacas, instalación contra incendio, de- 
pendencias sanitarias, tres locales destinados a oficinas, un 
pequeño sótano, y das altillos con escalera de madera. La cons- 
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trucción, que data de más de 20 años, se encuentra en general 
en buen estado de conservación. 

Seeún el dictamen pericial este tipo de construcciones en 
la actualidad tiene un precio de costo de * 70 por metro cua- 
drado de superficie cubierta; quiere decir que sena necesa- 
rio invertir una suma de $ 134.000 para construir un galpón 
de las medidas y características similares del galpón que se 

perito descuenta el 20 % por depreciación producida 
por el tiempo y el uso, llegando aja conclusión de que m 
valor en el momento actual ascendería a la suma «lo $ 10 j 200 
ra/nacional, que representa un costo de $ 56 m/n. por cotia 
metro cuadrado de superficie cubierta. 

De acuerdo con lo dispuesto por el art. 16 de la lej 13.2M, 
la prueba pericial sustanciada y llevada a cabo por un perito 
único designado de oficio por el Jnez, tiene pleno valor legal 
y, en su mérito, se toman en cuenta las conclusiones a que 
llega^u^dicUmen. teniendo p íea cnte que han transcurri- 
do 24 años desde que se construyó el galpón, entiende que el 
porcentaje de depreciación debe fijarse en un 30 % dgg 
establecido por el perito y, en consecuencia, fijar el valoi üe 
galpón a expropiar, en la suma de * 94.801 m/n., con mas e 
ínteres a liquidarse desde la fecha de toma de pospon del 
inmueble, con las limitaciones que expresa. Finalmente, de- 
dara a la Nación exenta del pago de las costas. 

Siendo eqnítativo el pronunciamiento contenido en m 
sentencia recurrida, soy de opinión que corresponde conf .r- 
mor la misma, declarando también en esta instancia a pa- 
ción exenta del pago de costas. Por tanto voto por la afir- 

^'sobre dicha cuestión el señor Juez Dr. Iloraeío García 

Rí,1I Al decidir este tribunal la incidencia que motivó el recurso 
de apelación interpuesto a fs. 138 contra la resolución de 
?■ 135 vta.. dejó establecido que lo que se expropia en este 
juicio es un ea r exclusivamente el galpón de propiedad de los 
Candados y que siendo estos o, upan te, del er-no en v r 
tnd de una concesión otorgada por el P. E. a titulo P/ ecarm > 
r irvándose el Estado el derecho de cloj^rla «ta efecto en 
cualquier momento, sin que ese hecho pueda dar lugar 
clamos ni indemnización alguna * J^M. 

to 74). tos concesionarios no pueden invocar en estos ai tos 
más derechos que cualquier inquilino, que conforme a Jo dw- 
,u esto por el art. 1615 del Cód. Civil tiene la obligaron de 
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devolver, al vencimiento del término de la locación, la cosa 
arrendntla libre de toda ocupación, como la recibió. 

Que, en consecuencia, estimo que el^ Sr. Juez a quo bn 
estado en lo cierto al considerar que lo íinieo que debe apre- 
ciar al decidir la presente causa es el valor del galpón expro- 
piado, tanto más si se tiene en cuenta que, de acuerdo con lo 
expresado en la pericia de fa. 179, las máquinas pueden ser 
desarmadas y utilizadas en otra parte, por lo cual no pueden 
considerarse' a carpo del expropiante los gastos que demande 
su traslado ni la depreciación que por tal causa puedan sufrir, 
dado el carácter precario de la concesión y el conocimiento 
que en tal virtud tenían los demandados de su obligación de 
dnjar libre el terreno, en caso de caducidad de ella, si» dere- 
cho a reclamo ni indemnización alguna. 

Que en cuanto al valor del referido galpón a la fecha en 
qne el expropiante tomó posesión de él, atento a lo que al res- 
pecto se expresa en la mencionada pericia, al tiempo trans- 
currido desde que fué construido y a su estado de conserva- 
ción, considero equitativa la suma fijada por ese concepjo 
en c) fallo recurrido, o sea la cantidad de # 94.801 m/n. 

Que finalmente, no habiendo contraído el Estado respon- 
sabilidad alguna en caso de caducidad de la concesión con los 
propietarios de las mercaderías depositadas en dicho galpón, 
coincido con el Sr. Juez a quo en estimar que no corresponde 
fijar indemnización alguna por ese concepto. 

En cuanto a las costas, atento lo solicitado por los deman- 
dados a fa. 90 y la suma que en definitiva se manda pagar 
por precio de indemnización, debe eximirse del pago de ellas 
a la Nación de conformidad con lo dispuesto por el art. 28 de 
la ley 13.264. 

Por lo expuesto, voto afirmativamente la cuestión pro- 
puesta, confirmándose en todas sus partes el fallo recurrido. 

El señor Juez doctor Carlos Herrera adhirió, por sus 
fundamentos, al voto precedente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el acuerdo 
que antecede, se confirma la. sentencia apelada, en cnanto de- ■ 
clara transferido a favor del Pisco Nacional, el dominio del 
galpón expropiado, previo pago de Ja cantidad de $ 94.901 
ni nacional en concepto de total indemnización y como precio 
con deducción de In de * 21.52fi.96 m/n. percibida a cuenta, 
con más el interés a liquidarse desde la feeba de la toma de 
posesión Imstft la fecha del cobro parcial (fs. 131 vta.) y sabré 
el excedente hasta el pagn del saldo, de conformidad al tipo 
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que cobra el Banco de la Nación Argentina. Se declara a la 
Nación exenta del pago de la» costas, en ambas instancia», 
en atención a la suma reclamada por los expropiados a fs. 90 
la soma que se manda abonar por la sentencia (art. 28, ley 
n* 13.264). — Carlos Herrera. — Horacio García Rom», — 
Maximiliano Consoli (con su voto). 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de diciembre de 1949. 

Vistos loa autos "Fisco Nacional contra Pachano 
F. D. y Cía, sobre expropiación de un galpón", en los 
que se han concedido a fs. 206 y 207 vta. los recursos 
ordinarios de apelación. 

Considerando: 

Que las sentencias de primera y segunda instancias 
{fs. 192, 196; 202, 205 vts.) no contienen pronunciamien- 
to concreto alguno, respecto de la pretensión de la de- 
mandada para que en la expropiación del galpón a que 
aluden los decretos de julio 25 y octubre 17, ambos de 
1944, (fs. 2 y 15) se incluya las máquinas, implementos 
y enseres existentes en aquél, y a los que asigna un va- 
lor de mfn. 40.000 (fs. 80 y 89). Más aún, en las consi- 
deraciones que informan el fallo de la Cámara Federal 
de la Capital (fs. 202) se expresa que lo que se expropia 
por este juicio, es exclusivamente el galpón, y que la 
única cuestión a resolver es el justiprecio del mismo. 

En tales condiciones, no habiendo la demandada 
requerido oportunamente la aclaratoria qne en todo 
supuesto hubiere sido menester para salvar, si la hnbo, 
la correspondiente deficiencia, obteniendo la expresa, 
positiva y precisa decisión sobre el punto, la mencio- 
nada pretensión ha quedado así excluida de la sentencio 
recurrida y por tanto, no puede ser considerada por estn 



462 FAIjLOB DE LA CORTE SUPREMA 

Corte Suprema, que correlativamente a la materia de 
aquélla sólo habrá de pronunciarse, acerca del monto 
de la indemnización debida por la expropiación del gal- 
pón "El Porteño" de propiedad de F. D. Pachano y 
Cía., emplazado en terrenos fiscales ocupados con per- 
miso precario por el nombrado, en la Avenida Almirante 
AtiHo Barilari, Dique H de Puerto Madero. 

A tal fin se advierte qne el Tribunal de Tasaciones 
de la ley 13.264 ha fijado el valor de la referida cons- 
trucción y dependencias (fs. 19, expte. 221.855149, M. 
H.) en la suma de m*n. 114.371,65; aceptada por la de- 
mandada en su presentación de fs. 225 y sin que haya 
mediado observación alguna de la expropiante. Ese 
justiprecio ha sido, por otra parte, determinado por de- 
cisión unánime de los miembros integrantes del referi- 
do tribunal, incluido, desde luego, el representante del 
Ministerio de Obras Públicas de la Nación. Las consi- 
deraciones hechas por está Corte Suprema, en Fallos: 
214, 439 en cuanto a que, en principio, no es indispensa- 
ble fijar judicialmente un precio distinto al de la tasa- 
ción efectuada por dicho organismo, cuando concurren 
circunstancias que como las apuntadas revelan la coin- 
cidencia del mismo y de las partes sobre el punto, sin 
que medien tampoco pormenores especiales o de excep- 
ción que aconsejen rever las conclusiones, conducen 
en el caso presente a observar la misma doctrina, fijan- 
do como valor de la indemnización total debida por la 
expropiación del galpón de que se trata, la suma de mfn. 
114.371,65, con sus intereses legales. 

Que en cuanto a la indemnización por lucro cesante 
y otros conceptos expresados por la demandada resulta 
en el caso, improcedente, toda vez que el carácter "pre- 
cario'* del permiso de ocupación que se le acordara para 
construir sobre el terreno fiscal respectivo el galpón 
objeto de este juicio, revela inequívocamente, tanto por 
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la naturaleza de la autorización cuanto por los términos 
de ésta, que aquella pretensión carece de fundamento, 
ya que el permiso Be otorgó reservándose el Estado 
la facultad de "dejarlo sin efecto, cuando lo considerase 
conveniente, sin que el hecho dé lugar a reclamo m in- 
demnización alguna" <fa. 17 expte. administrativo y 
art. 5* decreto de fs. 175). 

Que en cuanto a las coatas, teniendo presente que la 
demandada ha pretendido m|n. 204.444 a fs. 89 y que 
la suma que se fija por toda indemnización alcanza a 
m|n 114.371,65; atento aden n* la suma ofrecida y eon- 
ignada a fs. 19, aquéllas deben ser satisfechas en el 
* 'Si causado, conforme lo dispone el art. 28 de la ley 




Por tanto, se hace lugar a la demanda y se declara 
transferido a la Nación, el galpón a que se refieren es- 
tas actuaciones, fijando en pesos ciento catorce mil tres- 
cientos setenta y uno con sesenta y cinco centavos mo- 
neda nacional el importe que deberá abonarse a F. D. 
Pachano y Cía., por toda indemnización, con deducción 
de los pesos veintiún mil quinientos veintiséis con noven, 
ta y seis centavos de igual moneda, depositados a f s. 19 
y los intereses a estilo de los que cobra el Banco de la 
Nación Argentina, a liquidarse desde la fecha de pose- 
sión hasta la del cobro parcial de fs. 131 vta., y sobre el 
excedente hasta el pago del saldo; debiendo las costas 
ser satisfechas en el orden causado. 

Luis B. Longbi — Rodolfo €k 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessaono. 
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MARCELO SEPTIMO CARLOXI 

SERVICIO MILITAR, 

El Brt, 41, ine. 6*, de la ley orgánica del Ejército tiene 
por objeto evitar que dos hermanos de U misma clase o 
de ciasen sucesivas se encuentren prestando el servicio 
militar conjuntamente, siempre que se trate, en ambos 
supuestos, de servicio ordinario y que sea la consecuencia 
del hecho natural del nacimiento. Dicha excepción no al- 
catua al ciudadano cuyo hermano mayor se halla bajo 
banderas por haberse incorporado con posterioridad a los 
de su dase debido a que se hallaba en trámite un pedido 
de excepción que en definitiva no prosperó. 



Sentencia del Juez Federal 

La Plata, abril 27 de 1949. 

Autos y vistos: la solicitud de excepción del servicio mi- 
litar interpuesta por Marcelo Septinjft Carloni (clase 1928, ma- 
trícula 5.116.048, D. M. 19) domiciliado en Ensenada, calle 
Colón 250. 

Y considerando : 

Que a fs. 4/5 se presenta el ciudadano Marcelo Séptimo 
f'srloni solicitando se le exceptúe de prestar servicio militar 
por encontrarse su hermano Emilio Sexto incorporado en la 
Armada, prestando el servicio que le correspondió por sorteo 
que venee, según »! certificado de fs. 10. el 20 de diciembre del 
ete. año. aproxii. adámente ; agrega que si bien es cierto qne 
existe entre el y Emilio Sexto dos clases de diferencia, ello 
se debe a que éste solicitó por ante este juzgado exrcpción por 
madre viuda v pobre, la que le fué negada. 

Que el art. 41. ine. fi f . de la ley 12.91 :J es terminante en 
eunnto a la causal alepada por el peticionante cuando expresa : 
"Al mayor de los hermanos pertenecientes a una misma fiase. 
o al hermano menor <U la clase si{jmcntc t si estuviese ya^bajo 
bandera un herm.»»o cumpliendo la conscripción en el ejército 
o en otras fuerzas armadas, j/ siempre que Ja permanencia de 
este en la* film no futre por mala conducta tt otras cansan dcs- 
tararahles o por la prórroga del licencia miento de la plaié ante- 
rior prevista en el art. 32*\ 
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Que, habiendo sido negada la excepción militar de Emilio 
Sexto, (ver sentencia de fs. 17 del expte. 2807, E), agregado 
por cuerda floja) , el 22 de setiembre de 1047. recién se comuni- 
có al Distrito Militar el 27 de octubre de dicho año, por lo 
cual éste fué convocado a prestar servicio con la clase de 1927 
y esta circunstancia no puede afectar a Marcelo Séptimo, ya 
que lo que la ley persigue es que no deben prestar servicio 
militar dos hermanos, simultáneamente, ya sea de la misma 
elase o de clase subsiguiente, perdiéndose este derecho sólo 
cuando "la retención en las filas lo fuere por mala conduc- 
ta u otras causa». . . *\ lo que no ocurre en este caso. 

Por estas consideraciones y no obstante lo dictaminado 
por el Sr. Procurador Fiscal a fs. 11 y de conformidad con 
lo aconsejado por el Sr. Defensor Oficial, se declara a Mar- 
celo Séptimo Carloni, comprendido en la disposición del art. 
41, inc. 6*. de la ley 12.913. — J. Biihao la Vieja. 



Sentencia de la Cámara Federal 

La Plata, setiembre 21 de 1949. 

Y vistos: 

Los de estos autos C. 6596 "Carloni Marcelo Séptimo s. 
excepción militar", procedentes del Juzgado Federal n' 2 de 
esta ciudad. 

Por sus fundamentos, se confirma la resolución en recur- 
so de fs. 13, que hace lugar al pedido de excepción al servicio 
militar interpuesto por el ciudadano Marcelo Séptimo Car- 
loni. — Roberto C, Costa. — Benjamín A. M. Bambül. — 
Francisco L. Menegazzi. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de diciembre de 1949. 

Vistos los autos "Carloni Marcelo Séptimo s.l ex- 
cepción servicio militar**, en los que se ha concedido 
a fs. 19 el recurso extraordinario. 
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Considerando: 

Que el recurso extraordinario concedido a fe. 19 
es procedente por hallarse en disensión desde primera 
instancia (fs. 11) la inteligencia del art. 41, inc. G% del 
decreto 14.584|46 ratificado por la ley 12.913, de la cual 
depende la solución del caso de autos. 

Que esta Corte Suprema ha interpretado dicha 
norma en el sentido de que tiene por objeto evitar que 
dos hermanos de la misma clase o de clases sucesivas 
se encuentren prestando el servicio miütar conjunta- 
mente siempre que se trate, en ambos supuestos, de ser- 
vicio ordinario y que sea la consecuencia del hecho na- 
tural del nacimiento (Fallos: 214, 317 y 384 y los que 
en ellos se citan). 

Que así se ha resuelto recientemente (sentencia del 
13 de octubre ppdo. en la cansa "Velando Eros") que 
la excepción no alcanza al ciudadano enyo hermano ma- 
yor fué llamado a prestar servicio militar simultánea- 
mente con el peticionante a los fines de completar el año 
que Le había correspondido por Borteo y que había in- 
terrumpido a raí» de un pedido de excepción que no 
prosperó. 

Que en el caso de autos, aun en la hipótesis —poco 
probable atento el informe de fs. 10, según el cual el 
hermano mayor debía terminar su período el 20 del co- 
rriente mes— de que llegaran a estar bajo bandera am- 
bos hermanos, la situación se debería exclusivamente a 
una circunstancia no derivada del hecho natural del 
nacimiento, sino de haber tramitado el mayor un pedido 
de excepción que no prosperó. Es patente que admitir 
la tesis del peticionante, equivaldría a dejar librado a 
la voluntad de los interesados provocar la causal de 
excepción de que se trata. 
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Por tanto, revócase la sentencia apelada en lo que 
ha sido materia del recurso extraordinario» 

Luis R. Lonohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pekkz — Atilio Pessagno. 



OÑATE Y CIA. 

¡é 

RETRO ACTIVIDAD. 

No hay derechos adquiridos a ser jugado por determi- 
nado procedimiento. Las leyes procesales son aplicables 
a las cansas pendientes mientras no afecten loa actos con- 
cluidos o dejen sin efecto lo actuado con arreglo a leyes 
antenoTSS, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisiioi propio». RéUaón *- 
„cut. Norm*$ txtrata* «I juicio. Di»po»Íeion€» couBtítudonáh: 
No procede el recurso extraoroUnario fundado en que la 
aplicación del procedimiento establecido por la ley 18537 
e ¡añorado por el apelante debido a la reciente sanción ae 
aquélla, ha conducido a declarar firme la resolución con- 
denatoria de la Dirección General Impositiva, V ^ ¡¡^ 
resultan así violados el derecho de propiedad y °« «f™- 
sa en juicio si dicha ley había sido publicada y se hallaba 
en vigencia con anterioridad a la fecha en que fuénoO- 
fícada al recurrente la resolución condenatona contra la 
cual debió recurrir en la forma prevista por las nuevas 
normas ya vigentes. 

Dictamen del Procubadob General 

Suprema Corte: 

La sentencia apelada decide una cuestión de carác- 
ter procesal que es, por sn naturaleza, irremisible en la 
vía extraordinaria del artículo 14 de la ley 48. Pienso, 
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pues, que el remedio federal es improcedente f que co- 
rresponde declarar qne ha sido mal concedido a fs. 67. 

En cnanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial, el qne ya 
ha asumido ante V. E. la intervención que le correspon- 
de (fs. 75). Buenos Aires, diciembre 2 de 1949. — Car- 
los G, Deffino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de diciembre de 1949. 

Vistos los autos "Oñate y Cía. S. B. L. v. Imp. Int. 
1226, 1% 947", en los qne se ha concedido a fs. 67 el 
recurso extraordinario. 

Considerando : 

Qne las cuestiones en qne el apelante sustenta el 
recurso extraordinario se reducen a la pretendida vio- > 
laoión de la defensa en juicio y del derecho de propiedad, 
proveniente de la aplicación de la ley 13.237 al caso de 
antos (Confr. memorial de fs. 71). 

Que esta Corte Suprema ha declarado reiterada- 
mente que no existen derechos adquiridos a ser juzgado 
por determinado procedimiento y que las leyes qne lo 
reglan son aplicables a las cansas pendientes mientras 
no afecten los actos concluidos o dejen sin efecto lo 
actuado con arreglo a leyes anteriores (Fallos: 211, 
725 ; 212, 354; 213, 290 y los qne en ellos se citan) ; cir- 
cunstancias que no concurren en el caso de antos desde 
qne, según lo resuelto en la sentencia apelada, la ley 
bahía entrado en vigencia muchos días antes de qne se 
notificara al interesado la resolución condenatoria de 
la Dirección General Impositiva. 

Que si la aplicación de la ley 13.237 ha conducido, en 
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este juicio, a declarar firme la condena ello no se debe 
a que dicha ley impidiera de algún modo deducir con- 
tra la respectiva resolución administrativa los recursos 
o acciones pertinentes, sino tan sólo a la actitud asu- 
mida por el recurrente qne, aun cuando se debiera a su 
ignorancia de la ley, obsta a la invocación de las cláusu- 
las constitucionales en que pretende ampararse (Código 
Civil, art. 20 ; Palios : 213, 397 ; 206, 92; 188, 120). 

Que tampoco basta para sustentar el recurso la afir- 
mación de que el nuevo procedimiento establecido por 
la ley 13.237 imposibilita la prueba de los hechos ten- 
dientes a demostrar la inexistencia de infracción pues, 
prescindiendo de que la ley 11.683 (texto ordenado de 
1917) autoriza expresamente la apertura a prueba en el 
procedimiento contencioso judicial (art. 79), sería an- 
ticipar la decisión de una cuestión que por el momento 
resulta hipotética. 

Que, según se desprende de lo expuesto en los pre- 
cedentes considerandos, no ha mediado en este caso 
privación o restricción substancial de la defensa ni la 
violación de la cláusula constitucional referente al de- 
recho de propiedad que el recurrente hace derivar de 
aquéllas y resulta ajena al juicio; por lo que el recurso 
extraordinario debe ser desestimado sin tomar en con- 
sideración el punto a que se refiere el otrosí de fs. 73 
vta., tardíamente planteado. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General, declárase improcedente el recurso extra- 
ordinario concedido a fs. 67. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Sahtiago 

PÉREZ ATBLIO PeSSAONO. 
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ULTRAMAR SOCIEDAD ANONIMA PETROLERA 
ARGENTINA v. DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA 

MULTAS. 

Corresponde paralizar por el termino que establece el 
art 1* de la ley 13.649 las actuaciones promovidas con 
motivo de la aplicación de una multa por parte de la 
Dirección General Impositiva, si el representante fiscal 
no ha hecho cuestión del derecho de la recurrente para 
ampararse en las exenciones establecidas por la referida 
norma 



PISCO NACIONAL v. CORPORACION AMERICANA DE 

FOMENTO RURAL 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION. Tercera imitando. Ge- 
neralidad**. 

Debiendo entenderse tanto el escrito de apelación como 
el memorial de agravios del expropíador, con referencia 
a la tesis desarrollad* cu su alegato en cuanto a la jus- 
ticia del precio ofrecido y depositado en autos y a lo 
dispuesto en el art. 18 de la ley 189 entonces vigente, y 
no siendo presumible una renuncia — por lo demás im- 
propia — de parte del representante del Pisco, corres- 
ponde concluir que su apelación comprende tanto lo refe- 
rente a la indemnización fijada como a la imposición de 
las costas a su mandante. 

COSTAS: NaturaUia del juicio. Expropiación. 

Las disposiciones del decreto 17.920/44 y de la ley 18.264 
son aplicables a los juicios de expropiación iniciados con 



CONSTITUCION NACIONAL: Coneiitntionalidad e inconetitucic- 

No es inconstitucional la aplicación de las normas del 
decreto 17.920/44 y de la ley 13.264 sobre costas, a los 
juicios de expropiación iniciados con anterioridad a la san* 
ción de aquéllas. 



(M 26 de dieiembre de 1W9. 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



471 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 26 de diciembre de 1949. 

Vistos los autos "Pisco Nacional (P. del Tesoro) 
contra Corporación Americana de Fomento Rural b.1 
expropiación". 

Considerando: 

Que la sentencia de fs. 1633 eB suficientemente cla- 
ra respecto a los intereses, pues confirma la apelada 
de fs. 1443 que impone sn pago, en todo lo que no es 
objeto de reforma. 

Que en cuanto a las costas corresponde en primer 
término establecer que no es exacto que la imposición 
de las mismas al expropiador, estuviera consentida. En 
efecto, a estar a los términos del alegato de la actora 
— fs. 1365, a fs. 1370— la tesis de la misma consistió en 
sostener la justicia del "precio ofrecido y depositado 
en autos". Y es sin duda con referencia a esa circunstan- 
cia como han de entenderse tanto el escrito de apelación 
de fs. 1406, como el memorial de fs. 1430 — v. fs, 1433, 
in /iite— toda vea que con arreglo al art. 18 de la ley 
189, si la indemnización no excediera a lo ofrecido por 
el expropiante "las costas serán satisfechas por mitad *\ 
En cnanto no cabe presumir una renuncia, por lo demás 
impropia, la mencionada pretensión de la parte actora 
importa así cuestionar también la aplicación de las 

costas. .' . 

Que por las mismas razones las actuaciones poste- 
riores —escrito de apelación de fs. 1450 y memorial de 
fs. 1454, que contiene remisión expresa a lo solicitado 
en las anteriores presentaciones— no permiten tampoco 
concluir la existencia de conformidad con la imposición 
de las costas. 
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Que las observaciones formuladas a fs. 1371 — se- 
gundo otrosí — no son óbice a la aplicación al caso del 
dec. 17.920(44 ni de la ley 13.264, art 28. Ello porque 
con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, no «s. du- 
dosa la constitución» lidad de sus preceptos desde el 
punto de vista que aquí interesa — el del pago de las cos- 
tas : Fallos 204, 534 ; 208, 158 y otros— y porque dada la 
naturaleza procesal del punto, no serta adn^Mble su ob- 
jeción constitucional por razón de retro&etividad — 
doct. Fallos: 200, 180— . 

En su mérito se decide : a) no hacer lújjb a la acla- 
ratoria pedida en el escrito que antecede debiendo es- 
tarse a lo decidido en la sentencia de fs. 1633; b) no ha- 
cer lugar a las regulaciones pedidas hasta tanto se prac- 
tiquen las que corresponden a las instancias anteriores. 

Luis R. Lonohi — Rodolfo O. 
Valinzuela — Tomas D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atojo Pessaono. 



S. A. MINERA PIRQUITAS, PICCHETTI Y CfA. v. 
PROVINCIA DE JUJÜY 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia f «toral. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema, Cansan en que tí porte urna 
provincia. Cautas civiles. Distinta vecindad. 

El art. 96 de la Constitución Nacional no incluye entre las 
causas de jurisdicción originaria de la Corte Suprema 
a aquélla» en que fuesen parte una provincia y los veci- 
nos de otra o de ia Capital Federal, e impide dar curso a 
los juicios iniciados después del 16 de marco de 1949, 
pero no excluye del conocimiento del Tribunal a los plei- 
tos radicados en él con anterioridad a esa fecha, ni a 
aquéllos en qne, por vía de articulo, se ha declarado su 
competencia por pronunciamiento expreso. 
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DAÑOS Y PERJUICIOS: Regpontabüidad del Estado. Cato* varío9. 
El libramiento al servicio público, ordenado por el go- 
bierno de la respectiva provincia, de un camino publico 
existente con anterioridad a la concesión acordada a a 
compañía minera que se apropió del mismo, mejorándolo 
a su costa y utilizándolo para transportar sus materiales, 
no da derecho a esa empresa para reclamar indemniM- 
ción alguna fundada en el empobrecimiento que preten- 
de haber sufrido por habérsele privado del uso exclusivo 
del camino, con mayor ratón si no ha probado los perjui- 
cios que invoca ni su monto. Tampoco tiene derecho a 
reclamar indemnización alguna fundada en la privación 
de la propiedad, puesto que no la tiene, ni en el art. 4» 
y concordantes de Cód. de Minería. 

Dictamen del Procurado» General 

Suprema Corte: ^ 

Tal como aparece planteada la acción que ejercita 
la "Sociedad Minera Pirquitas, Piccbetti y Cía, S. A. n , 
el presente juicio asume los caracteres de nna "causa 
civil" fnndamentalmente basada en loa arta. 1144, 505 
y 1197 del Código Civil y en los principios qne rigen el 
enriquecimiento sin causa, que tiende al cobro en con- 
cepto de indemnización, de una suma de dinero. Dicta 
acción guarda, además, por otra parte, analogía con la 
figura de la expropiación inversa (ver capitulo II del 
escrito de fs. 13 y capítulo III del de fs. 128). 

En tales condiciones, hallándose acreditado en au- 
tos con las declaraciones de fs. 17 y las constancias de 
f s. 20, la distinta vecindad de la actora, opino que V. E. 
es competente para conocer originariamente en estas 

actuaciones. - 1QA 

Por lo que hace a la denuncia formulada a fs. Id* 
y 135 del alegato de la parte actora, estimo que procede 
requerir de la Dirección Provincial de Vialidad de la 
Provincia de Jujuv informe aclaratorio de la presunta 
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contradicción que se atribuye a la información produ- 
cida a fs. 63 de estos autos respecto de la que corre a 
fs. 116 de la causa "Pirquitas, Picchetti y Cía,, S. A., 
I. Internos 3028-1-43", agregada sin acumular, en cuan- 
to a la condición nacional, provincial o particular del 
camino que corre desde Ciénago Grande a Pirquitas. 
Buenos Aires, diciembre 28 de 1948, — Carlos G. Del- 
fino. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

, A fs. 134(135 de su alegato la parte actora denun- 
ció la existencia de una contradicción entre el informe 
que la Dirección Provincial de Vialidad de Jujuy sumi- 
nistrara a V. E. a fs. 63 de estos autos y el que la misma 
repartición proveyera al Juzgado Federal en lo Cri- 
í, JnaL y Correccional de la Capital a fs. 116 de los autos 
caratulados "Pirquitas, Picchetti y Cía. Soc, An,, I. In- 
ternos 3028-1-43", agregados por cnerda separada. 

En efecto, mientras que por el primero y contestan- 
do la pregunta (fs. 62) de si el camino carretero desde 
Ciénago Grande a Pirquitas es nacional, provincial o 
particular, se hizo saber a V. K. que "el camino co- 
rre fiero desde Ciénago Grande a Pirquitas, antiguamen- 
te era ruta nacional, habiendo luego pasado a ser pro- 
vincial**; en el segnndo, en cambio, se afirmaba: "El 
camino de Abra Pampa a Mina Pirquitas que se men- 
ciona se divide en dos tramos: . . . Segundo tramo: Cié- 
nago Grande, pasando por Fundiciones, Ajedrez y Sa- 
litre, empalma con el camino Mina Ptrquitas-Cochinoca 
-Abra Pampa. Este tramo fué construido por la "So- 
dedad Minera Pirquitas Picchetti y Cía.", y librado 
al uso público por decreto n 9 1.117-H de fecha 15 de fe- 
brero de 1938, diotado por el Poder Ejecutivo de la 
Provincia*'. 
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Fué en vista de tal presunta contradicción que esti- 
mé procedente a fs. 143 se recabara una información 
aclaratoria de la Dirección Provincial de Vialidad de 
Jujuy "en cuanto a la condición nacional, provincial o 
particular del camino que corre desde Ciénago Grande 
a Pirqnitas", medida que V. E. ordenó para mejor pro- 
veer a fs. 146. 

El nuevo informe corre agregado a fs. 153 y no 
contribuye por cierto al esclarecimiento del punto en 
cuestión, con el agregado de una nueva información, 
—contradictoria con la constancia transcripta a fs. 116 
del expte. agregado—, según la cual el tramo de "Abra 
de Fundiciones hasta Mina Pirquitas (que forma parte 
del camino Ciénago Grande-Pirqnitas, ver plano de fs. 
115 del agregado), es el antiguo camino citado y adap- 
tado por la "Compañía Pirqwlas" a las necesidades 
de su tránsito moderno y pesado". 

Frente a tal situación, estimo que el respeto debido 
a la Alta Autoridad de V. E., cabeza del Poder Judicial 
de la República, exige se intime a la repartición citada 
dé una respuesta clara y adecuada al informe ordenado 
a fs. 146, sin perjuicio de poner los becbos relatados en 
conocimiento de las autoridades judiciales competentes 
(art. 164 del Cód. de Procs. en lo Crim.), a los fines que 
pudieren corresponder, esto último teniendo en cuenta 
también lo informado a fs. 98 por la Administración 
General de Vialidad Nacional. Buenos Aires, agosto 19 
de 1949, — Carlos O. Del fino. 

Dictamen del. Procurador General 

Suprema Corte: 

Estimo que el informe obrante a f s. 165 da adecuada 
respuesta a la aclaración ordenada a fs. 146. 



476 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Es cuanto debo dictaminar. Buenos Aires, noviem- 
bre 24 de 1949. — Carlos G. Delfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de diciembre de 1949. 

Vistos los autos: "Minera Pirquitas, Picchetti y 
Cía. S. A. c.| Jujuy, la Provincia s.| cobro de pesos 
($ 91.483,15 mjn.)", de los qne resulta: 

Que a fs. 13 la "Sociedad Minera Pirquitas,* Pie- 
chetti y Cía. S. A.", inicia demanda por intermedio de 
apoderado, contra la Provincia de Jujuy por cobro de 
m|n. 91.483,15, intereses y costas. Expresa sn manda- 
tario que la Sociedad explota yacimientos de mineral 
de estaño, ubicados en el Departamento de Rinconada 
de dicha provincia, mediante concesiones que la auto- 
ridad competente le había otorgado y que, con el fin 
de trasladar los minerales extraídos, la Sociedad cons- 
truyó a su costa un camino desde el lugar denominado 
Pirquitas hasta el sitio llamado Ciénago Grande on 
uso de los derechos que el Código de Minería establece 
en favor de los dueños de minas. 

Afirma que hasta el 15 de febrero de 1938, la no- 
tora estuvo en quieto, público y pacífico uso de dicho 
camino, respetando siempre los derechos de los due- 
ños del suelo porque atravesaba y de los otros mineros, 
de acuerdo con las leyes de la materia, o sea con io es- 
tablecido en los arts. 48 a 57 y concordantes del Código 
de Minoría; pero que en esa fecha el Gobierno de la 
Provincia de Jujuy dictó un decreto cuya parte dispo- 
sitiva establecía ee librase al servicio público dicho 
camino, sin perjuicio de considerar las indemnizaciones 
que reclamaren los que se creyeren afectados por esa 
medida. Agrega que, conceptuando arbitrnria tal dispo- 
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sición, presentó un escrito al Ministro de Hacienda de 
la Provincia dejando a salvo su derecho a clausurar A 
camino si no se cumplieran los requisitos legales para 
su expropiación o compra y pago de lo que corresponda 
y, conforme con el derecho posesorio que reconoce la ley 
de expropiación en su art. 4 solicitaba se iniciaran de 
inmediato los trámites para consumar esa expropiación 
o compra a cuyo fin correspondía requerir de los due- 
ños del suelo la cesión en venta o donación del terreno 
necesario que ocupa el camino o proceder a expropiár- 
selo, avaluando el camino mismo como obra de ingenie- 
ría realizada por la actora, quien aceptaba voluntaria- 
mente se le comprara dicho camino para ponerlo en 
uso público, evitando así el trámite de una ley expro- 
piativa, pero debiendo dársele debido conocimiento para 
que acepte o no la avaluación. 

Dice que el Gobierno de la Provincia optó por hacer 
tasar el camino, siendo dicha operación realizada por 
el ingeniero D. Luis Baúl Piola, a la sazón Jefe del De- 
partamento de Vialidad de la Provincia, quien llefifp a 
la conclusión de que el importe de los trabajos realiza- 
dos ascendía a m(n. 91.483,15. Que aun cuando la Socie- 
dad habría tenido en su mano acciones para invalidar el 
decreto de la Provincia y no obstante que la avaluación 
del Ing. Piola no llegaba ni con mucho a indemnizarlo 
de las sumas invertidas en la construcción y reparación 
del camino así como de los perjuicios que su apertura 
al público le ocasionaba, se decidió, con el fin de no 
obstaculizar la acción del gobierno, a aceptar el monto 
fijado por éste y se requirió el pago de esa cantidad sin 
que hasta la fecha se haya dado cumplimiento a tal obli- 
gación a pesar de los reiterados requerimientos hasta 
que, en conocimiento de que el expediente había sido 
archivado sin haberse dictado resolución, entendió ln 
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actora que no le quedaba otro recurso que demandar 
justicia ante el tribunal competente. 

Que desea dejar constancia que desde que fuera en- 
tregado al uso público el camino por la Provincia, se 
utilizó y utiliza como arteria general por otras compa- 
ñías mineras, entre las que cita a Bach y Cía., José Giu- 
lianotti, Mina "San Marcos" y otras, así también co- 
mo por los pobladores de la región. Que ninguna de esas 
compañías ha contribuido nunca al pago de las repa- 
raciones anuales que se efectúan en el camino» ni tam- 
poco la Provincia, habiendo estado exclusivamente a 
cargo de la actora, por lo que considera que los fondos 
invertidos en beneficio del Estado — quien estaba obli- 
gado a sufragar esos gastos— deben ser reintegrados 
u su mandante. Aclara que no incluye el cobro de esas 
sumas en la presente demanda pero formula expresa 
reserva de las acciones que por tales hechos pudieran 
eorresponderle. 

Invoca como derecho que sustenta sus» pretensio- 
nes en este juicio los arta. 17 de la Constitución Nacional 
de 1853, 8 de la provincial vigente en aquella época, 1144, 
505, 1197 y concordantes del Código Civil y en los prin- 
cipios que rigen el enriquecimiento sin causa. Sostiene, 
también, que los intereses deben computarse desde el 
día en que el gobierno se posesionó del camino, o sea 
desde la fecha del decreto y, en todo caso, desde que se 
prueba el requerimiento del pago de la cantidad de- 
mandada. 

Que corrido traslado de la demanda la contesta a 
fs t 31 el Dr. Raúl A. Ortega en representación de la 
Provincia de Jujuy, negando todos y cada uno de los 
hechos y circunstancias que se expresan en el escrito 
con que se inicia el juicio que no sean expresamente 
reconocidos en su contestación. 

Declara ser verdad que la accionante explota yaci- 
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mientos de mineral de estaño en el Departamento Rin- 
conada, Provincia de Jujuy. Dice, también, que la actora 
fundamenta bu demanda en los arts^l7 de la Const. 
Nacional y 8 de la Const. Provincial, disposiciones am- 
bas que se refieren a la inviolabilidad de la propiedad. 
Sostiene que la Provincia de Jujuy no solamente no ha 
violado la propiedad de la actora, ni de nadie, sino que 
tales disposiciones no son aplicables al caso de autos 
dado que, como categóricamente se expresa en el men- 
cionado art. 17 de la Const Nacional ningún habitan- 
te de la Nación podrá ser privado de ella (la propiedad) 
sino en virtud de sentencia fundada en ley . , siendo 
así que la actora no expresa en su demanda que ella 
sea o haya sido propietaria del camino que une el lugar 
denominado "Pirquitas" con "Ciénago" por lo que es 
totalmente improcedente pretender que se le expropie 
y se le pague una suma de dinero por un camino que 
nunca le ha pertenecido en propiedad. Afirma que tam- 
poco son de aplicación al caso las disposiciones de los 
arts. 48 al 57 del Código de Minería, puesto que el art. 
48 se refiere a las indemnizaciones que deben ser abo- 
nadas a los dueños de terrenos por la servidumbre legal 
que, en esos casos, autoriza la ley, y el camino a que se 
refiere la demanda no es de propiedad de la actora. 

Sostiene que los arts. 505, 1144 y 1197 del C. Civil 
se refieren, como se desprende de su propio texto, a las 
convenciones, no habiendo la Provincia de Jujuy cele- 
brado convención alguna con la actora, ni dado su con- 
sentimiento para que se le abone la suma que reclama 
ni ninguna otra. Que es verdad que la accionante pre- 
sentó notas al Ministro de Justicia y Hacienda recla- 
mando se le abonara el tramo de camino de Ciénago 
Grande a Puerta Salitre, avaluado por el perito Raúl 
Piola, pero que la Provincia «o hizo lugar a tal pago 
ni ofreció pagar tal valuación, ni ninguna suma de dinero 
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por tal camino m por ningún otro concepto. Esa tasa- 
ción baJíríase hecho porque el Ministro de Hacienda así 
to dispuso pero el Estado de Jujuy no realizó ofreci- 
miento de indemnización, ni de pago alguno, a Ja Socie- 
dad demandante. El hecho de haber mandado el Ministro 
de Hacienda avaluar el camino, agrega, no significa, 
bajo ningún concepto, que el Superior Gobierno de J ti- 
juy se hubiere obligado a pagar a la actor» el importe 
de dielia valuación ni ofrecido por tai camino suma al- 
guna o reconocido algún derecho, por lo cual concluye 
que no existe ninguna obligación contractual entre la 
Provincia de Jujuy y la aetora, careciendo, en conse- 
cuencia, de base legal la demanda. 

Dice que no existe enriquecimiento sin causa a favor 
del gobierno de la Provincia que le hubiere traído el de- 
creto 1.117-H, fecha 15 de febrero de 1938, por cuanto 
la Provincia al dictar ese decreto ha obrado como per- 
sona de derecho público y teniendo como única finalidad 
el bien común. Que se trata de un camino que data de 
muchísimos años, siendo más tarde aprovechado en 
gran paite por la Sociedad actora para dar salida al 
producto de la mina que explota y que si se lucieron me- 
joras ellas lian sido exclusivamente para su propio be- 
neficio y aprovechamiento. Que cuando el referido de- 
creto 1.117-11» menciona las indemnizaciones, se ha alu- 
dido a los casos en que hubiere derecbo pleno para ha- 
cer tales reclamos, derecho de que carece la aetora, pues- 
to que nada le adeuda el Estado de Jujuy- Termina 
transcribiendo el ya citado decreto y pide se rechace 
totalmente la demanda, con costas. 

Que abierta la causa a prueba, a fs. 3Í> vta., se 
produce la que informa el certificado del actuario de 
fs. 125; habiendo alegado ambas partes de acuerdo con 
el informe de fs. 142 vta. El Sr. Procurador General dic- 
tamina a fs. 143 que el presente juicio asume los carac- 
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teres de una "causa civil" y que -se halla acreditada ep 
autos ta distinta vecindad de la actora, por lo que opina 
que el Tribunal es competente para conocer ori binaria- 
mente en las actuaciones. A fs. 158 se dispone librar 
nuevo oficio al Sr. Juez Federal de Jujuy de acuerdo 
con lo solicitado por el Sr. Procurador General y con 
la respuesta obrante a fs. 165 quedan los autos en estado 
de sentencia desde el l 9 de diciembre corriente. 

Y considerando : 

Que en esta causa quedó trabada la litis contesta! io 
con fecha 13 de agosto de 1947 y si bien el art* 96 de la 
Constitución Nacional no incluye entre las causas de 
jurisdicción originaria de la Corte Suprema a aquéllas 
en que fuesen partes una provincia y los vecinos de otra 
o de la Capital Federal, e impide dar curso a los juicios 
iniciados después del 16 de marzo de 1949, no excluye 
del conocimiento del Tribunal a los pleitos radicados en 
él con anterioridad a esa fecha, ni a aquéllos en que, 
por vía de artículo, se ha declarado su competencia por 
pronunciamiento expreso. Fallos: 213, 290. 

Que la actora afirma haber construido el camino 
cuyo costo se demanda en esta causa en uso de las 
facultades que le acuerdan los arts. 48 a 57 del Código 
de Minería y con el fin do trasladar los minerales hasta 
los centros de elaboración y venta, mientras la Provin- 
cia de Jujuy sostiene, a su vez, que no puede pagar ni 
expropiar un camino que nunca perteneció en propiedad 
a la demandante, no siendo de aplicación, dice, el art. 
48 del Código citado, y que si realizó mejoras en esa 
vía de comunicación lo habría sido en su propio bene- 
ficio y aprovechamiento. Planteada de esta manera la 
parte central de la cuestión a resolver corresponde di- 
locidar, en primer término, si existió o no el camino 
de referencia antes de las actividades mencionadas en 
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la demanda, y la naturaleza del mismo. Sobre el particu- 
lar es imprescindible tener en cuenta el informe final 
de la Dirección Provincial de Vialidad de Jujuy, co- 
rriente de fs. 165 a 167 —aclaratorio de los otros dos 
informes que en el mismo están mencionados — donde 
se deja constancia categórica de lo siguiente: el tramo 
de cumino existente entre Ciénago Grande y Mina Pir- 
«l ni tas puede ser dividido en dos partes, a) de Ciénago 
(i raudo hasta Fundiciones, que en el plano confeccio- 
nado con anterioridad a la creación de la Dirección 
Provincial de Vialidad figura como camino carretero, 
es considerado provincial ; b) desde Abra de Fundicio- 
nes hasta Mina Pirquitas el camino figura en el mismo 
plano como de herradura y es conceptuado por la Di- 
rección Provincial de Vialidad también como provin- 
cial. Esta repartición aclara que únicamente se basa 
para considerar la condición de provincial del camino 
cu el hecho de que su existencia es anterior a la crea- 
ción de esc organismo público, desconociendo si le asis- 
te o no razón, siendo idéntica la situación de la mayoría 
de las rutas conceptuadas provinciales y cuya existen- 
cia data de las épocas más remotas, anteriores aun a la 
Colonia y que, en muchos de ellos no se lia invertido 
fondos para su conservación o mejoramiento, tal como 
ocurre en el «pie motiva este pleito. Y agrega que la es- 
crituración de los caminos existentes a favor de la Di- 
rección Provincial de Vialidad prácticamente nunca se 
realizó y que en el plano electoral de la Provincia de 
Jujuy, confeccionado por el dibujante topógrafo Luis 
Cuevas en el año 1928-1929, bajo la dirección del Juez 
Federal Dr. Ernesto Sourrouille, figura este camino, 
habiendo tomado ese plano la Dirección de Vialidad co- 
mo antecedente que podría hacer fe sobre su carácter 
de provincial Menciona haber informado en una opor- 
tunidad que el camino de Ciénago Grande a Pirquitas 
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antiguamente era ruta nacional habiendo después pa- 
sado a ser provincial, para lo cual tuvo en cuenta el pla- 
no antes mencionado y en conocimiento de que, con an- 
terioridad a la ley N» 988 de fecha 10 de noviembre de 
1933 sobre creación de la Dirección Provincial de Viali- 
dad, todos los caminos públicos dependían de Puentes 
y Caminos de la Nación y que con posterioridad a esa 
ley la mayoría paso a depender de Vialidad Provincial. 

Que en el expediente administrativo de la Provin- 
cia de Jujuy agregado por cuerda a estos antos consta 
que, a raíz de una denuncia, el Intendente General do 
Policía de Jujuy dispuso comisionar al Comisario De- 
partamental de La Qniaca para que instruyera un suma- 
rio con motivo de una reclamación interpuesta contra 
la Compañía Pirquitas que había sido acusada de clau- 
surar el camino carretero que partiendo de Abra Pam- 
pa llega a Orosmayo, Ajedrez, Salitre, Maray y Coya- 
guayma, no permitiendo el tránsito de ningún vehículo 
o persona que no estuviese autorizado por ella (expte. 
del año 1935, fs. 1, 6 y 13 vta.). El Comisario Instructor 
inició su cometido constituyéndose en Abra Pampa el 
21 de abril de 1936 y citando a declarar a Isaac Cabezas, 
mayor de edad, comerciante del lugar, quien afirma 
conocer el camino que conduce a la Mina Tirquitas y 
sabe que por dicha ruta la Compañía Orosmayo llevó 
su maquinaria en carros "hace muchos años", encon- 
trándose restos de la misma aun hoy en Orosmayo y 
Ajedrez y que cuando comenzó a explotar la Compañía 
Minera Pirquitas la actual mina hizo limpiar y mejorar 
el estado del camino y que actualmente la Compañía 
sólo deja pasar vehículos extraños a la misma con un 
permiso especial ; agregando que por el citado camino 
se transitaba hasta la frontera con Chile, pero que sólo 
era camino carretero hasta Ajedrez y más allá camino 
de herradura, dejando constancia que reside el testigo 
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cu ese Departamento desde su nacimiento, fs. 16. En 
análogos términos declara el testigo Patricio S. Apaza, 
también comerciante del lugar, fs. 18. El testigo Zaca- 
rías Saravia, de 48 años de edad, comerciante, que ejer- 
cita el cargo de Presidente de la Comisión Municipal, 
decora que conoce el camino de referencia por cuanto 
el deponente condujo en carros basta Orosmayo y Aje- 
drez las maquinarias de una compañía minera 4 'hace 
ya veinte años, más o menos" y sabe que en la actuali- 
dad es necesario un permiso especial para transitar 
por el camino a la Mina Pirquitas y que quien lo expide 
es Abraham Kaser, fs. 19. El mismo Comisario Instruc- 
tor trasladóse el día 22 del ya citado mes de abril al lu- 
gar denominado Ciénago Grande donde procede a inte- 
rrogar a Cristóbal Masich, quien declara ser empleado 
de la Compañía Minera Pirquitas S. A., destacado en 
Ciénago Grande con la misión de contralorear el trán- 
sito de los vehículos no pertenecientes a la citada com- 
pañía. Al ser preguntado sobre los requisitos que deben 
llenar esos vehículos para que se les permita circular en 
el camino que conduce a Pirquitas, a otra mina pertene- 
ciente a la National Lead Company, a una pertenencia 
minera de D. José Bach y a un yacimiento propiedad de 
la firma Mauricio Hochild y Cía., contesta que deben 
estar munidos de un permiso especial extendido por el 
Sr. Abraham Naser, domiciliado en Abra Pampa y al 
regreso ese permiso debe ser solicitado en la adminis- 
tración de la mina Pirquitas, como asi de una guía en 
la que se consigna la carga y el nombre de las personas 
que viajan. Cuando se les pregunta con qué autorización 
concede el declarante los referidos permisos contesta 
que los extiende en representación de la Compañía Mi- 
nera Pirquitas S. A. Sabe igualmente que se debe abo- 
nar por cada viaje la suma de $ 50 y que el portón que 
permite el acceso al camino generalmente se encuentra 
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cerrado con un candado y que, al aproximarse cual- 
quier vehículo, el declarante lo abro para permitir el 
paso una vez llenados los requisitos necesarios. Deja 
constancia que también los vehículos pertenecientes a 
la Compañía deben venir munidos de una guía en la que 
se expresa la carga y nombre de las personas que viajan, 
fs. 20. En el mismo día ya citado el Comisario Instruc- 
tor llega hasta Orosmayo donde interroga al Subeomi- 
sario de Policía destacado en ese lugar, quien declara 
que en razón de que las autoridades de la mina Pirquitas 
han formulado repetidas denuncias sobre perdidas de 
bolsas de mineral* herramientas y cajones con merca- 
derías, el interrogado procede a contralorear el trán- 
sito de vehículos para tratar de descubrir a los autores 
de los robos y también con el fin de dar cumplimiento a 
un decreto del Superior Gobierno de la Nación de reco- 
nocer a toda persona que transite por aquella región 
preguntándole por su nombre y objeto del viaje, fs. 23. 
Luego trasladóse el Instructor basta el lugar denomi- 
nado Ajedrez donde somete a interrogatorio a Bene- 
dicto Villa ¡ara reía, Subcomisario en ese paraje que depone 
en términos análogos al anterior testigo, agregando que 
un empleado de la compañía minera de nombre Martín 
Vargas es quien abre el portón que se encuentra en el 
camino, ejercitando el contralor del tránsito de vehícu- 
los (fs. 25). Luego declara el citado Martín Vargas con- 
firmando lo expuesto por el anterior testigo (fs. 26). 
Seguidamente en el lugar denominado Salitre se pro- 
cede a interrogar al Subcomisario Guillermo Antonio 
Sea ra mella, quien sabe que el empleado de la Compañía 
Minera Pirquitas llamado Ambrosio Calisaya es el que 
realiza el contralor de los vehículos que transitan por 
el camino (fs. 27). Nuevamente en el sitio denominado 
Orosmayo el instructor interroga a Bruno Oiordani, 
quien declara que realiza cáteos en las fincas San J uan 
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y Granadas por cuenta del Dr. Jorge González López y 
ia National Lead Company y qne en Tanas ocasiones en 
el lugar denominado Ciénago Grande» donde existe un 
portón que obstruye el camino, fué detenido por una 
persona que portaba arma corta de fuego quien le pro. 
hibió el paso si previamente no presentaba un permiso 
especial expedido por el Directorio de la Compañía 
Minera Pirquitas S. A., obligándole en tal forma a re- 
gresar a Abra Pampa ; pero que a principios de ese año 
1936, ambas compañías llegaron a un arreglo mediante 
el cual su mandante pagaba a la Pirquitas 1 50 por cada 
vehículo que transitaba por bu cuenta (fs. 28). A fs. 30 
corre agregado uno de los salvo-conductos expedidos 
por el empleado Naser, por cuenta de la Compañía Pir- 
quitas. A fs. 32 están tres fotografías de otras tantas 
tranqueras de las mencionadas en el dicbo de los testi- 
gos, situadas en Ciénago Grande, Ajedrez y Salitre, res- 
pectivamente. A f s. 33, tres fotos correspondientes a dos 
dragas y una locomóbile — según dice la leyenda— qne 
se encontrarían una frente a Orosmayo, otra en las cer- 
canías de Ajedrez y la tercera también en este último 
lugar. Que el día 24 de diciembre de 1935 se constituye- 
ron en el pueblo de Rinconada el Ing* Ciro G. Buitrago, 
en representación de la Dirección Nacional de Vialidad, 
D. Juan B. Barros, representando a la Dirección Pro- 
vincial de Vialidad, el Juez de Paz Departamental de 
Rinconada y dos testigos con el objeto de verificar ta 
denuncia formulada por el Dr. Daniel González Pérez en 
representación de los Sres. José Bach y José Villaseca 
respecto a que la Compañía Minera Pirquitas había 
clausurado un camino qne fuera nacional. En el acta 
levantada, fs. 48, se deja constancia "1») qne en el tra- 
yecto del camino carretero de Abra Pampa a Rinconada 
no existe ningún obstáculo, ni ban colocado puerta al- 
guna que interrumpa el libre tránsito de vehículos; 2*) 
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que en ei camino de herradura (ex-naeional) que va de 
Rinconada a Orosmayo, Granadas, Coyaguayma y Cbi- 
le, no existe ningún obstáculo ni puerta que impida el 
libre tránsito". Llama necesariamente la atención el 
contenido de este documento, labrado cuatro meses an- 
teB de la información policial a que se refiere el consi- 
derando anterior, por los hechos contradictorios que 
surgen de ambas actuaciones. Sin negar buena fe a los 
funcionarios que figuran en el acta tampoco es posible 
tener por falsos los hechos detalladamente explicados 
por testigos, vecinos permanentes de los lugares a que 
se refieren sus dichos, algnnos de ellos empleados de 
la sociedad aetora. Sólo queda suponer que sin haber vi- 
sitado esos lugares han sido sorprendidos por falsos 
informes o que fueron momentáneamente retirados los 
obstáculos. Otra prueba concluyente de que existían los 
portones a que se refieren los testigos está en los con- 
siderandos del decreto impugnado en la demanda, el 
que tiene como fundamento el hecho de que "una vez 
más las tranqueras colocadas por la Compañía Pirqui- 
tas en el camino que, partiendo de Ciénago Grande llega 
hasta la mina de dicha empresa, ha servido de pretexto 
para hacer cargos injustos a las autoridades de la Pro- 
vincia...", etc. 

Que en 1948 deponen tres testigos propuestos por 
la parte actora en el sentido de que antes de 1933 no 
existía camino para automóviles o camiones entre Cié- 
nago Grande y Salitre, y que carro que pasaba dejaba 
huella; fs. 58, 59 y 65. Estos testimonios deben ser in- 
terpretados en el sentido no de que no hubiere realmente 
camino sino que el existente no era el que luego mejoró 
la Compañía Pirquitas para uso de sus vehículos. El 
testigo que declara a fs. 73 confirma tal interpretación 
cuando dice que trabajó como capatas haciendo un ca- 
mino nuevo de Carahuasi basta Abra Pampa, pasando 
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por Salitre; lo mismo sucede eon el testigo do fs. 76 que 
trabajó en la construcción y conservación de la ruta 
y con los que declaran a fs. 81, 93, í*4 y í>3. Igual tras- 
cendencia tiene el informe de fs. 83 producido por el 
presidente de la Comisión Municipal de Rinconada, de 
acuerdo con antecedentes obrantes en la Comuna y al 
"propio conocimiento de esa autoridad", en el sentido 
de que la Sociedad Pirquitas mantenía cuadrillas que 
permanentemente reparaban el camino. 

Que ha sido ofrecido como prueba de la actora el 
expediente "Pirquitas, Picclietti y Cía. S. A. v. Impues- 
tos Internos", agregado por cuerda a estos autos en el 
que recayera sentencia favorable a la Sociedad y en 
cuyo pleito fué planteada también la cuestión referente 
a la propiedad del camino a que se refieren las presen- 
tes actuaciones. El Juez Federal de esta sección estimó • 
qne transitando los vehículos de propiedad de la actora 
por mi camino privado perteneciente a la misma no 
correspondía aplicarle el impuesto que recaía sobre 
rodados que circulasen por caminos públicos. Por ello 
la absolvió de la multa que le había sido impuesta. La 
Cámara Federal confirmó la sentencia declarando que 
el contribuyente había probado su falta de intención pa- 
ra defraudar. Es decir que ese pleito no fué motivado 
por la propiedad del camino, sino por la intención de 
defraudar al fisco que se atribuyó a la Sociedad Pirqui- 
tas. La prueba rendida tampoco se orientó en ese sen- 
tido y por lo tanto no se acumularon los elementos de 
.juicio que se examinan hoy, 

Que de las consideraciones que hasta el momento 
se han expuesto como fundamentos de este pronuncia- 
miento, se llega a la siguiente conclusión: V) Que el ca- 
mino de que se trata existió con carácter de vía .pública 
antes que comenzara a actuar la Sociedad Pirquitas. 
2*) Que la actora lo mejoró condicionándolo para un 



DE JUSTICIA DE M NACIÓN 489 

tránsito más fácil y seguro, a su costa, encargándose 
también de mantenerlo en buen estado de conservación. 
Con estos antecedentes resulta que carece do fundamen- 
tos lo afirmado por la actora en el sentido de que no 
existió el camino y su pretensión de haberlo construido 
para su uso particular y, también, de resultar por ello 
vulnerada en su derecho de propiedad garantizado por 
la Constitución. El decreto del Gobierno de la Provincia 
de Jujuy, de fecha 15 de febrero de 1938, dispone librar 
al uso público esa ruta, sin perjuicio de considerar las 
indemnizaciones que reclamen los que se creyeren afec- 
tados por tal medida <fs. 38 expte. administ), es decir, 
que habiendo clausurado la actora esa vía de comunica- 
ción que tenía el carácter de pública, la autoridad del 
Estado dispone el cese del uso arbitrario que de la mis- 
ma hacía la Compañía Pirquitas, y que vuelva a su si- 
tuación anterior. No se trata del absurdo de declarar 
como de carácter público lo que ya lo es sino de que 
habiendo sida desnaturalizada, por un abuso, esa con- 
dición que tenía la ruta, se dispone Horaria nuevamente 
al uso público. 

Que es de hacer notar la especial circunstancia de 
que en momento alguno se ha visto privada la actora 
del dereeño al uso del camino; lo que trae como conse- 
cuencia que no haya podido sufrir ninguna clase de 
perjuicios a causa de la medida adoptada por el Go- 
bierno a excepción de la facultad que ejercitaba de otor- 
gar permisos para el tránsito, cobrando un derecho por 
cada vehículo. Si considera, como lo sostiene en su ale- 
gato de bien probado, haber sufrido un empobrecimien- 
to por encontrarse privada del uso exclusivo del camino, 
el origen de tal hecho estaría en haberse apropiado de 
una vía pública y realizado gastos creyendo que así la 
transformaba en privada. Por lo demás en estas actua- 
ciones no se ha producido prueba sobre los perjuicios 
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que dice haber sufrido ni su monto pava que proceda 
hacer lugar a las indemnizaciones mencionadas en el 
decreto del Gobierno de Jujuy. 

Que sobre esta última cuestión corresponde decla- 
rar que de las actuaciones no surge que el Estado pro- 
vincial hubiere reconocido el derecho que reclama la 
actora de percibir $ 93.483,15. En efecto, después de dic- 
tado el decreto disponiendo que el camino se libre al 
uso público, la actora solicitó "el pago del bien expro- 
piado, previa avaluación conforme con el trámite legal 
del caso" (fs. 51 del expte. administ.), a lo que el Mi- 
ristro de Hacienda de la Provincia proveyó con su sola 
firma, disponiendo que la Dirección Provincial de Viali- 
dad se sirvió ra estimar "el valor e indemnización" de 
la mencionada ruta. Esa oficina estimó "el importe 
de los trabajos del camino Ciénago Grande a Puerta 
Salitre cu la suma de $ 91.483,15" (fs. 54). El represen- 
tante de la sociedad actora solicitó se le corriera vista 
(fs. 61) y pasado el expediente a dictamen del Fiscal 
del Gobierno, este funcionario opinó que sin perjuicio 
do la resolución definitiva que el Gobierno de la Pro- 
vincia adoptase respecto del pedido formulado por la 
Sociedad Minera Pirqnitas, que por su importancia y 
monto requería un estudio meditado de la cuestión, po- 
día correrse la vista solicitada del informe técnico de 
Vialidad para que la parte expresara lo que estimase 
conveniente a su derecho (fs. 61 vta.). A fs. 63 la So- 
ciedad comparece y manifiesta que no deseando prolon- 
gar más este asunto ha resuelto aceptar el precio o va- 
lor calculado por el técnico oficial y pide se apruebe el 
mismo ordenando su inmediato pago. Este expediente 
termina sin que se haya aprobado por el Gobierno la 
avaluación ni aceptado lo que solicita la actora. No 
existe, en consecuencia, ningún reconocimiento de dere- 
chos y menos de una suma que debe pagarse. 
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Que en cuanto a lo sostenido en la demanda sobre 
que la Provincia de Jujuy debe comprar el camino por 
cuanto ba sido construido por la actora en uso de loa 
derechos que le acuerda el Código de Minería, es de des- 
tacar que el art. 48, inc. 2*, del mencionado estatuto le- 
gal declara sujeta a servidumbre la ocupación del te- 
rreno para la apertura de vías de comunicación y trans- 
porte ; pero en el presente caso no se abrió una nueva 
vía sino que se mejoró la existente, o se construyó una 
nueva por sobre un camino ya transitado según resulta 
de la prueba examinada en los precedentes consideran- 
dos. El sentido del citado artículo se encuentra bien 
explicado en la nota del codificador cuando expresa que 
««la comprobación de una utilidad inmediata para la 
sociedad ha de ser muchas veces imposible, tratándose 
de un camino puramente minero, que casi siempre con- 
siste en un desvío, en un ramal procedente de una vía 
pública que de ordinario atraviesa terrenos eriales des- 
poblados y de corta extensión y que no puede, por esto, 
favorecer directamente otras industrias, ni servir otros 
intereses qne los relacionados con las minas". El cami- 
no de la referencia no es un camino puramente minero 
puesto que su existencia data de tiempos inmemoriales, 
de acuerdo con los antecedentes mencionados en este 
pronunciamiento y, desde luego, es muy anterior a la 
concesión minera otorgada a la actora. 
Por tanto se rechaza la demanda, con costas. 

Luis B. Lokohi — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagno. 
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FOLCIÍ Y CIA, 

ItECVRSO EX TfíAOSDlXA RIO ; Requintos propios. Sentencia 
definitiva. lietni aciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 
No habiendo recaído pronunciamiento final en los autos 
principales y obedeciendo la apelación a la forma en que 
el recurso deducido ante el juez de la causa Fué concedido, 
falta la sentencia definitiva indispensable para la pro- 
eedencia del recurso extraordinario ('). 



FLOTA MERCANTE DEL ESTADO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Principios amérales. 

Las tribunales de justicia carecen de competencia paro 
decidir las cuestiones suscitadas entre reparticiones de- 
pendientes de la administración nacional, como la Adua- 
na v la Flota Mercante del Estado, pues su solución co- 
rresponde exclusivamente al P. E. La circunstancia de 
que la intervención de tos tribunales haya sido consen- 
tida por las reparticiones en litigio que ocurrieron a ellos, 
no es óbice para que la Corte Suprema, a cuya decisión 
pretende someterse el pleito por medio del recurso extra- 
ordinario, prescindiendo de las limitaciones de éste, de- 
clare la incompetencia del poder judicial. 



Resolución oel Adm i n (situación' oe la A di-ana 

Buenos Aires, marzo 28 de 1946. 

Vistos: 

El parte de fs. 1. por el que se da cuenta de la diferencia 
observada entre lo acreditado por trasbordos Xros. 1828, 18"í8 
v lime de 1945, y las constancias de la relación jurada del 
buque exportador '"Kío Dulce", y 

Considerando: 

<.¿ue por los ritmlos documentos se manifestaron y eihbar- 
ra mu en total (5.000 bolsas de extracto de quebracho cmi 
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300.050 kilos bruto, cuya declaración fué omitida en la rela- 
ción jurada del buque transportador; 

Que comparecida en autos la firma denunciada expresa 
a fs. 4, que lo realmente embarcado es lo que acreditan los 
trasbordos y que en lo que respecta a la omisión en la rela- 
ción jurada, es del resorte de los agentes del vapor; 

Que por su parte estos últimos manifiestan a fs. 6, que 
la manifestación en la relación jurada fué omitida involun- 
tariamente y que de ello puede dar fe el conocimiento presen- 
tado ante la aduana ; 

Que las razones de descargo carecen de consistencia fren- 
te a las disposiciones expresas del art. 1003 de las Ordenanza* 
de Aduana (primera parte) puesto que lo» trasbordos han 
sido cumplidos por lo manifestado; 

Que, en consecuencia, probada la infracción cometida, 
procede la aplicación de una multa igu.;! al valor de los ser- 
vicios de estadística que devengan las mercaderías omitidas 
en la relación jurada, acorde con el criterio sustentado al re- 
solver un caso similar el expte. n* 137-P-1944, en el que se 
mantuvo análoga opinión. 

Por ello y preceptos legales citados, 

Se resuelve: 

Imponer a los agentes del vapor "Río Dulce" (art. 847, 
inc. 3* de la ley 810), el pago de una multa equivalente al 
importe del servicio de estadística que tributan las mercade- 
rías omitidas sin perjuicio de lo que al Fisco corresponda. 

La multa impuesta se adjudicará a beneficio del autor 
de la denuncia Sr. Angel Piin\ — Pedro Jorge Vid»u. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, junio 30 de 1948. 

Vistos y considerando : 

Que la Támara Federal de Apelación, en la sentencia de 
fecha 7 de noviembre de 1945, dictada en los autos: "Flota 
Mercante del Estado (vapor Río San Juan) Aduana 122-8- 
1944", ha resuelto que. siendo la Flota Mercante del Estado 
una institución destinada a explotar y administrar loa buques 
de pertenencia del Estado, la responsabilidad que tenga por 
los daños y perjuicios derivados de la culpa o el dolo de sus 
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aírente», podrá ser civil pero nunca de carácter penal como 
lo es la responsabilidad que se le imputa en la presente cansa, 
pues la Corte Suprema ha dicho que es inconcebible que un 
órgano del Estado sea condenado por defraudación al mismo 
Estado (P. 22» : 419). . . _. 

Por ello, revocase la resolución administrativa de fs. 30, 
v ae absuelve de culpa y cargo a la Flota Mercante del Es- 
tado (apente del vapor Río Dulce) de la infracción que se 
le imputa. — Oscar D. Palma Bcitrán. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 4 de febrero de 1949. 

Consid 'rando : 

Que las autoridades aduaneras, en virtud de lo dispuesto 
nnr el art. 847, inc. 3* de la ley 810. impusieron a los afrentes 
del vapor "Río Dulce" (Flota Mercante del Estado), el pago 
de una multa equivalente al importe del servicio de estadís- 
tica que tributan las mercaderías omitidas en la relación ju- 
rada del buque transportador. . 

De acuerdo con la jurisprudencia sentada por este Tri- 
bunal, el Sr. Juez a quo revocó la resolución administrativa, 
absolviendo de culpa y cargo a la Flota Mercante del Estado, 
agente del vapor "Río Dulce'*. 

En efecto, la sentencia del a quo se ajusta a lo resuelto 
pnr esta Cámara en las cansas: "Flota Mercante del Estado 
Río Salado) Aduana 65-M-46"; ''^^¡^^^«f 
(vapor Río San .luán). Aduana 122-S-944"; "Flota Mer- 
cante del Estado (Río Santa Cruz), Aduana F. 56 . 

Por ello y por sus fundamentos se confirma la sentencia 
de fs. 73. Costas por ra orden. — Carlos Herrera. — Horacio 
Garría Rams, — Maximiliano Consolt. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Las razones dadas a fs, 96, que han sido aceptadas 
a fs. 08, justifican la intervención de V. E. en la instan- 
cia extraordinaria de apelación. 
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En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
tiene constituido representante especial, el que ya ha 
asumido ante V. E. la intervención que le corresponde 
(fs. 102). Buenos Aires, abril 8 de 1949. — Carlos G. 
Delfino. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de diciembre de 1949. 

Vistos los autos: "Flota Mercante del Estado (Río 
Dulce) Aduana 145-P-1945", en los que se La concedido 
a fs. 98 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que en el caso, la Administración de la Aduana de 
la Capital impone a la Administración de la Flota Mer- 
cante del Estado, una multa equivalente al importe del 
derecho que corresponde por el servicio de estadística, 
que la última habría dejado de pagar, por una partida 
de 6.000 bolsas de extracto de quebracho omitida en la 
declaración jurada que hiciera en su carácter de Agente 
del Vapor "Río Dulce*'. La Administración de la Flota 
Mercante del Estado considera errónea la aplicación 
qne, en el caso, hace la Administración de la Aduana de 
la Capital, del art. 1003 de las ordenanzas respectivas, 
porque, a su juicio, aquel derecho correspondiente al 
servicio de estadística, no está comprendido entre los 
derechos de importación ni los de exportación, únicos, 
dice, a que aluden las ordenanzas de Aduana: cuando im- 
ponen como sanción el pago de simples o dobles dere- 
chos y porque, además, la Flota Mercante del Estado 
es un organismo de éste y no es concehihle que resulte 
condenado por defraudación al mismo Estado. 

Como se ve, la opuesta inteligencia que aceren de 
una misma disposición legal y del distinto concepto que 
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respecto de In naturaleza jurídica de la Flota Mercante 
del Estado tienen la Admim^t ración de ésta y la de la 
Aduana, constituye, en definitiva, la materia de la que- 
rella trabada entre estos dos organismos administrati- 
vos deludientes ambos del Poder Ejecutivo, y en for- 
ma inmediata de los Ministerios de Transportes y de 
Hacienda respectivamente (art 20, inc. V, y art. 27, 
inc. 1», de la ley 13.529). 

(¿ue la dependencia y subordinación de la Flota 
Mercante del Estado, at P. E., no sólo resulta del inc, 
10, del art. 3», del decreto 12.941 ¡43 que alude a la repre- 
sentación por aquélla, de dicho Poder, eu las reclamacio- 
nes y litigios a que dé lugar la explotación de los bu- 
ques que administra, sino del art. 5' de] referido decreto 
que, en un principio, dispuso que cec organismo depen- 
diera en forma inmediata y en el orden económico y 
financiero del Ministerio de Marina y luego con la crea- 
ción de la Secretaría de Transportes pasó a jurisdicción 
de ésta, conforme al decreto 30.389 del 1* de octubre de 
1948; situación que hoy tiene con arreglo a la ley de 
organización de los Ministerios citada. 

Que el decreto 141.702 de 28 de enero de 1943 fué 
dictado precisamente para resolver cuál debía ser el 
comportamiento de la Flota Mercante del Estado, en »us 
relaciones administrativas con la Aduana de la Capital, 
de suerte que si aquel organismo lia ceñido o no su con- 
ducta a las normas fijadas en el referido decreto, es 
cuestión de evidente incumbencia del Poder Adminis- 
trador. 

Que, además, eon sujeción a principios fundamen- 
ta les de organización y disciplina administrativa y aun 
dentro del orden de la división y competencia de los po- 
deres del Estado, no es admisible que dos entidades de- 
pendientes, como se ha establecido, del P. E., prescindan 
tle la debida subordinación jerárquica y ocurran ante 
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el Potler Judicial omitiendo la vía natural y legal, en 
demanda de pronunciamientos que hacen al régimen de 
las relaciones entre ellos. La ley 13.529 en sus arts. 8" 
y 9* lia previsto la posible existencia de asuntos que 
por su naturaleza tengan que ser atribuidos y resueltos 
por dos 6 más departamentos, y los que, asimismo, ori- 
ginados en uno de ellos tengan relación con las funcio- 
nes atribuidas a otro, y ha dado en cada caso la solu- 
ción administrativa pertinente. 

Que la Corte Suprema ha reconocido que la Nación 
no puede ser llevada a juicio por las diferencias susci- 
tadas entre reparticiones dependientes de su autoridad, 
deutro de la cual deben encontrar solución, pues hallán- 
dose a cargo del Presidente de la Nación la administra- 
ción general del país (Const Nacional, art. 83, inc. 1°), 
a él corresponde exclusivamente resolver los asuntos 
de índole puramente administrativa surgidos entre las 
dependencias de la administración nacional (Faltos: 
180, 58). 

Que la jurisdicción de esta Corte en los casos del 
art. 14 de la ley 48 está limitada formalmente por la 
expresa finalidad que a su intervención extraordinaria 
se le asigna en dicho texto. 

Que ello no obstante, como es siempre cuestión pre- 
via examinar de oficio si se dan en cada caso los requi- 
sitos del recurso y entre ellos lo primero si la decisión 
recurrida es propia de los jueces, {Faltos: 189, 245; 
193, 524 ; 210, 1031), este examen autoriza y obliga a 
la Corte a considerar, desde ese punto de vista, la in- 
tegridad y el fondo del litigio sin las limitaciones alu- 
didas en el considerando precedente. 

Que como en este punto está en tela de juicio el al- 
cance de la potestad judicial que no puede ser am- 
pliada por el acuerdo tácito o expreso de las partes, 
por más que éstas lleven ante los jueces una controversia 



*98 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

coya decisión no les incumbe y éstos la acojan y se pro- 
nuncien sobre ella con una sentencia en la que exista 
materia federal de la que da lugar al recurso del art. 
14 de la ley 48, el hecho no puede constreñir a la Corte 
a pronunciarse sobre ella, pues es obvio que la superio- 
ridad jerárquica de dicha instancia no esté subordinada 
a lo que sobre el punto se haya juzgado explícita o im- 
plícitamente en las instancias inferiores. 

Que cuando en el examen previo a que se acaba de 
aludir se trata del mencionado requisito de que la cues- 
tión en litigio sea de las que incumben a los jueces y, 
como en este raso, la causa ha sido tramitada y resuelta 
por jueces nacionales, es consecuencia natural y nece- 
saria de la función y la jerarquía de esta Corte en el 
orden de la justicia nacional que el pronunciamiento 
no se limite a la procedencia del recurso y recaiga so- 
bre el fondo, pues ya no se trata sólo de saber si la 
materia cae o no en la órbita de lu jurisdicción de la 
Corte en el recurso extraordinario, sino su decisión es 
o no propia de la potestad judicial. Como esta Corte 
llega a la conclusión de que no lo es fundándose en una 
razón concerniente al fondo del asunto que vale para 
toda potestad judicial del mismo orden que la suya y 
no por motivos relativos al carácter excepcional de su 
jurisdicción en el recurso extraordinario, la conclusión 
no puede referirse sólo a la procedencia de este último 
e ini|JÓnesc su apertura para una decisión sobre el fondo 
que proyecta naturalmente sus efectos sobre lo actuado 
en las instancias anteriores. 

Por tanto, y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General, se declara que la acción substanciada 
en esta causa no es de las que corresponde decidir á los 
jueces nacionales. En consecuencia y con ese alcance, 
se revoca la sentencia que ha sido materia del recurso, 
y ejercitando la facultad que acuerda el art. 16, última 
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parte, de la ley 48, se la falla rechazando la acción ins- 
taurada. Sin costas. «¿¿¿ai a 

Luis B. Lonohi - — Kopouo lí. 

Valinzuela — Tomás D. 
Casabes — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagno. 



■ 

NACION ARGENTINA v. COMPAÑIA ARENERA 
«a DEL VIZCAINO 

RECURSO EXTRAORPKARIO. Requisitos comunes. Oro- 

No procedo, por falta de gravamen suficiente el recurso 
«trajinan? contra la sentencia que, en un í™¿«*« 
cTpwpiaSón, resuelve dejar sin efecto la prueba ^ pen- 
tía ordenada y consentida por las partes, pero aÚB no jja- 
Wa v da al Tribunal de Tasaciones la intervención 
prevista por el art. 14 de la ley 13.264. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 29 de diciembre de 1949. 

Vistos los autos: "Fisco Nacional c\ Cía. Arenera 
del Vizcaíno s.j expropiación», en los que se ba conce- 
dido a fs. 221 vta. ei recurso extraordinario. 

Considerando: 

One es verdad que esta Corte Suprema ha declarado 
re^l^UiF^: ™> f» ^S¡SS 
212, 178; 213, 336) que las nuevas l^**» £Z*e 
miento son aplicables a las causas pendientes siempre 
que con ello no se afecten actos concluidos o no se deje 
8in efecto lo actuado de conformidad con ley*s ante- 
ñores. 
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Que e*t también exacto que en p1 caso de autos los 
peritos habían sido designados, con la conformidad de 
las partes (fs. 151 vía.) antes de la sanción de la ley 
13.264, y que el tasador nombrado a propuesta de la 
recurrente había aceptado el cargo antes de la publica- 
ción de dicha ley en el Boletín Oficial, efectuada el 23 
de septiembre de 1948. 

Que ello no obstante, la sentencia apelada, por la 
caá i se deja sin efecto el nombramiento de peritos ta- 
sadores, no causa a la demandada gravamen suficiente 
para sustentar el recurso extraordinario que ha inter- 
puesto. 

Que, en el caso decidido en Fallos: 200, 180, la su- 
presión de la prueba de peritos ordenada y consentida 
por las partes, privaba a éstas de la posibilidad de pro- 
ducir esa prueba, pnesto que el decreto 17.920|44 sólo 
admitía la intervención de los peritos "a objeto de de- 
cidir sobre cuestiones de hecho relacionadas con la su- 
perficie o dimensiones del bien expropiado u otras do 
idéntica naturaleza" (art. 6, tnc. a); lo cual importaba, 
sin duda, un agravio real y efectivo, suficiente para jus- 
tificar la procedencia del recurso en los juicios resuel- 
tos en Fallos i 201, 249, y 203, 156. 

Que en el caso que ahora se pretende someter a la 
decisión de esta Corte Suprema la situación es funda- 
mentalmente distinta puesto que, con arreglo a lo dis- 
puesto por el art. 14 de la ley 13.264, cada una de las 
partes puede nombrar un representante ante el Tribunal 
de Tasaciones, que podrá expedirse ante éste con la 
misma amplitud con que habrían podido hacerlo en el 
juicio los peritos propuestos por ellas. Es decir, que, en 
realidad, la alteración del procedimiento no priva a la 
recurrente de la prueba que se había propuesto produ- 
cir ni le ocasiona agravio alguno. 

Que de lo expuesto resulta que, contrariamente a 
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lo que pretende la demandada, no media en el caso de 
antos privación ni restricción substancial de la defensa, 
ni interpretación de la ley que le ocasione gravamen 
— ni siquiera el potencial que podría derivar de haberse 
dado comienzo a la tarea por los peritos — puesto que 
a fs. 200 ha reconocido que el perito nombrado a pro- 
puesta de su parte se bailaba imposibilitado de cumplir 
su misión mientras no aceptara el cargo el perito de la 
actora. 

Que falta, pues, en el caso de autos, uno de los re- 
quisitos jurisdiccionales indispensables para la proce- 
dencia del recurso extraordinario, cuya comprobación 
incumbe a la Corte Suprema realizar de oficio (Fallos : 
210, 1031). 

Por tanto, declárase improcedente el recurso ex- 
traordinario concedido a fs. 221 vta. 

Luis R. Longhi — Rodolfo G. 
Valenztjela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Anuo Pessaono. 



MARTIN SAURAS Y CIA. LTDA. 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestión fe- 
deral. Cuestiones fedérale» compleja*. lneonetitucionaUdad de normas 
y actos nacionales. 

La sola circunstancia de que la sentencia del superior 
tribunal de la causa haya declarado la inconstituctonali- 
dad de la norma provincial aplicada por el delegado re- 
gional del Ministerio de Trabajo y Previsión, no implica 
que se baya puesto en cuestión la autoridad ejercida por 
el mismo a efecto de lo dispuesto por el art. 14, ine. 1*, 
de la ley 48. 
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CONSTITUCION NACIONAL; Derecho» y garantios. Defensa en 

juicio. Procedimiento y sentencia. 

El recaudo procesal de la oblación previa de la multa 
impuesta por la autoridad administrativa para la conce- 
sión del recurso ante el inferior, no implica por si solo 
desconocimiento de la inviolabilidad de la defensa en jui- 
cio, que podrá ejercerse libremente una ves cumplida di- 
cha exigencia. Desde que la imposibilidad material de dis- 
poner del importe de la multa en el plazo fijado para 
paparla —que según las constancias de autos no resulta 
adueible en la extensión que pretende el recurrente- 
pudo ser suplida momentáneamente con el ofrecimiento 
de bienes en garantía, no autoriza a considerar al art. W 
de la ley 2437 de ta provincia de Santa Fe, violatono de 
los arts! 28 y 29 de la Constitución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL; ConstitucionttJiáad e inconstitucio- 

natidad. Leyes provinciales. Santa Fe. 

El art. 9* de la ley 2437 de la provincia de Santa Fe. en 
cuanto exige el pago previo de la multa para conceder el 
recurso de apelación, no es violatorio de los arts. 28 y 29 
de la Constitución Nacional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Resolución 
contraria. 

La falta del requisito de resolución contraria exigido por 
el art. 14 inc. 2* de la ley 48, no obsta a la procedencia del 
recurso extraordinario contra la sentencia que se aparta 
de la interpretación dada al respectivo precepto constitu- 
cional por la Corte Suprema con la obligatoriedad que 
establece el art. 95 de la Constitución Nacional. 



Sentencia de la Sai*a Segunda de Apelaciones 
en lo Criminal 

Santa Fe, 23 de agosto de 1949. 

Autos y vistos: 

El recurso interpuesto por Martín San ras y Cía. Ltda.. 
S R. L.. contra la resolución del Juez del Crimen que declara 
bien denegado el recurso de apelación deducido ante la Dele- 
gación local de la Secretaria de Trabajo y Previsión ; y 
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Considerando: 

V) Que es deber de lo» jueces velar por el fiel cumpli- 
miento de la Constitución de la Nación declarando, frente a un 
caso concreto, la inhabilidad de las leyes que directa o indirec- 
tamente hieren los derechos fundamentales concedidos por ella. 

2 V ) Que en el sub-judice, la imposición de la multa no 
tiene el sentido reparatorio o compensatorio característico de 
las multas civiles» sino de una multa de carácter penal disci- 
plinario y es, por eso mismo, manifestación inequívoca del po- 
der del Estado, 

3 r ) Que según la pericia contable realizada, la reárente 
no podía hacer frente, de una vez, al 30 de septiembre de 1948, 
• una erogación de $ 18.700. ya que sus disponibilidades totales 
no alcanzaban a esa suma. 

4*) Que, por consiguiente, la exigencia del art. 9' de la 
ley 2437, relativa al pago previo de la multa para conceder el 
recurso de apelación, constituye una restricción a la libertad 
de defensa y vulnera el principio de igualdad ante la ley qiie 
garantizan los arts. 28 y 29 de la Constitución Nacional (J. A.. 
1944-11, pág. 745). • 

5') Que no obsta a esta conclusión la alternativa conce- 
dida por el mismo art. 9*, pues tratándose de una empresa con- 
cesionaria de un servicio públieo de transporte que debe asegu- 
rar su regularidad y continuidad, no habría podido recurrir al 
expediente de clausurar su local para mantener su derecho de 
defenderse ante los Órganos jurisdiccionales sin incurrir 
en incumplimiento a sus deberes y en graves responsabilidades 
con relación a la administración pública concedente. 

Por tanto, la Segunda Sala de Apelaciones en lo Criminal, 

Resuelve : 

1») Declarar que el art. 9» de la ley 2437 es en el caso, 
inconstitucional, por vulnerar loa derechos consagrados por loa 
arts. 28 y 29 de la Constitución de la Nación. 

2') Hevocar la resolución apelada y declarar mal denegado 
el recurso de apelación interpuesto por la firma recurrente 
contra la resolución dictada por la Secretaría de Trabajo y 
Previsión Sub-Delegación Reconquista, con fecha 8 de julio 
de 1948, aprobada por el P. B. por Decreto 08594, T. n» 1531. 
— Eduardo Bé Carreras. — 8. Manuel Giménez. — Alberto 
Puceió. 
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Dictamen del Pkocukadok Gexrkal 

Suprema Corte : 

La sentencia apelada obrante a fs. 104 lia decidido 
que el art. 9 de la ley X g 2437 ile la Provincia de Santa 
Pe, en su aplicación al caso sub judice, resulta contra- 
ria a lo? arts. 28 y 29 de la Constitución Nacional. En 
tales condiciones, y sen cuul fuere el acierto de esa de- 
cisión, el recurso interpuesto a fs, 106 es improcedente 
por falta de resolución contraria <208 : 483). 

Pa réceme evidente, por otra parte, que la decisión 
recurrida no desconoce el ejercicio de una autoridad 
nacional, por lo que no es aplicable el art. 14 inc. 3* de 
la ley 48, que se refiere a la interpretación de los actos 
federales de las autoridades nacionales. 

Corresponde, en consecuencia, declarar mal conce- 
dido a fs. 108 el recurso intentado. Buenos Aires, no- 
viembre 16 de 1949 — Carlos G. Dé fino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

m 

Buenos Aires, 29 de diciembre de 1949. 

Vistos los autos "Sauras Martín y Cía. Ltda. e.| 
Secretaría de Trabajo y Previsión s.J aplicación de mul- 
ta en los que se ha concedido a fs, 108 el recurso ex- 
traordinario. 

Considerando : 

Que el Ministerio de Trabajo y Previsión — Delega- 
ción Regional de Santa Fe — impuso a la razón social 
"Martín Sauras y Cía. Ltda.", una multa de mfn. 18.700 
por no haber cumplido el contrato colectivo de trabajo, 
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conforme ai ari 4« de la ley nacional 11,278 y V de la 
n* 12.ÍV21, no obstante la intimación que se le hiciera, em- 
plazándola a los mismos efectos* 

Recurrida esa decisión, le fué denegado el respectivo 
recurso, administrativamente primero, y judicialmente 
después, en razón de no haberse depositado previamen- 
te el importe de la" multa, como lo dispone el art de la 
ley 2437 de la Prov. de Santa Fe, del 2 de enero de 
1935. 

Que apelada la aludida denegatoria, la Sala 2* en lo 
Criminal del Superior Tribunal de Justicia de Santa 
Fe, declaró inconstitucional el referido art. 9» y mal 
denegada por consiguiente la apelación interpuesta por 
la firma multada. Por su parte, el representante del 
Ministerio de Trabajo y Previsión —Delegación Regio- 
nal de Santa Fe — , dedujo contra el referido pronuncia- 
miento, el recurso extraordinario para ante esta Corte 
Suprema, que le fué concedido a fs. 108. 

Que si bien en el presente juicio no está en cuestión 
la autoridad ejercida por el Ministerio de Trabajo y 
Previsión y la decisión de la que se recurre es contraria 
a la ley provincial y en consecuencia el recurso extra- 
ordinario no encontraría apoyo en la letra del inc. 2* 
del art. 14 de la ley 48, cabe destacar que la sentencia 
recurrida se aparta de la interpretación que, en casos 
análogos, ha lieclio esta Corte Suprema, fijando el al- 
cance de los arts. 28 y 29 de la Constitución Nacional. 

Que la misma Constitución, sancionada ochenta y 
seis años después de la ley 48 del 14 de septiembre de 
1863, establece en el art. 95 que la interpretación que 
de sus artículos hace la Corte Suprema de Justicia, por 
recurso extraordinario, debe ser nplicada obligatoria- 
mente por los jueces y tribunales nacionales y provin- 
ciales y es el caso que esta Corte Suprema, en 17 de no- 
viembre ppdo., ha establecido que "es doctrina reitc- 



506 



FALLOS DE LA CORTE Sf CREMA 



rada de la misma (Fallos: 155, 06; 162, 363 ¡ 195, 22; 
etc.) que el recaudo procesal de la oblación previa do 
la multa impuesta por la autoridad administrativa, para 
la concesión del recurso ante el Superior, no implica por 
sí sólo, desconocimiento de la garantía de la inviolabili- 
dad de la defensa en juicio, cuyo funcionamiento por lo 
demás, podía ejercitarse libremente". 

Que esa es la interpretación fijada por esta Corte 
Suprema, en casos como el ocurrente, y de su obligato- 
riedad para los jueces y tribunales nacionales y provin- 
ciales no puede prescindirsc aludiendo al precepto del 
inc. 2» del artH de la ley 48, frente al art. 95 de la 
Constitución Nacional, porque llegado el caso a cono- 
cimiento y decisión de esta Corte Suprema, por la vía 
del recurso extraordinario concedido por el Tribunal 
Superior de Justicia de Provincia, no resultaría con- 
gruente, una decisión que se desentendiera del grave 
problema que importa la señalada anarquía interpreta- 
tiva, sólo porque la letra de la ley anterior a un texto 
expreso de la Constitución Nacional, reclama una con- 
dición que obstruye la uniformidad de la jurisprudencia 
en el país, en materia que compromete la inteligencia 
de preceptos constitucionales. 

No es dudosa en manera alguna, la supremacía de 
la norma del art. 95 de la Constitución Nacional, por su 
texto expreso y por lo que dispone además el art. 22. 
La jurisdicción de la Corte Suprema, por otra parte, 
emana de la Constitución Nacional y no de la ley pro- 
cesal reglamentaria, de suerte qnc la procedencia del 
recurso extraordinario concedido, es ineludible para lo- 
grar la efectividad en la observancia estricta del pre- 
cepto constitucional mencionado en primer termino. Ln 
doctrina que se sustenta en Fallos: 205, 614, concurre, 
asimismo a la referida conclusión. 

Que en cuanto al fondo de la cuestión, ha de adver- 
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tirsc aue todas las circunstancias invocadas por la ac- 
ora relajas a la inviolabilidad de la defensa en 3».- 
£ y á la igualdad ante la ley, 

ciónos y fundamentos expuestos en el fallo del 17 de no 
viembre ppdo. su demostrada improcedencia 

Que cuto que se refiere a la imposibilid. mateiml 
de disponer del importe de la multa, no solo cabe desta- 
car ÓTaun en talhipótesis podía aquella ser suplula 
nmmentáneamente con el ofrecimiento de bienes en ga- 
randa (Fallos citados en el caso jurisprudencml , «no 
ónc de la peritación practicada especialmente resulta 
H a respectivo importe hubiera podido ser pagado 
Z ]a sot^d demandada, sin afectar el normal desen- 
íoívfm^nto de su giro comercial y ello, luego de aten- 
didos todos loa compromisos al 30 f^^^ 
núes diponía efectivamente, en tales oond.ciones de 
n*?, 17 658 04 para responder a la multa «le pesos m|n. 
Í8 700- vaVe diir, que la diferencia «leansa a poco 
S mil Ísos, sunní que con arreglo a la Mf»^ 
Atable qulTse 'examina, no puede ser admrt.da en la 
extensión con que se la pretende presentar 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr Pro- 
curador General se declara que el art. 9* do la ley 2437 
dé la Prov de Santa Fe no vulnera los ar s. 28 y 29 e 
» Const. Ña-lonal y se revoca la resolución recurrida 
en cnanto lia sido materia del recurso. 



Luis B. LoKom — Kowoleo G. 
Valeseotla — Felipe Sas- 
tiaoo Pérez — Atilio Prs- 

SAONO. 
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FELIPE S. BIIIEVA 

JÜR13DICC10X Y COMPETENCIA; Competencia militar. 

Corresponde a la justicia militar conocer de la cansa refe- 
rente ul delito de lesiones a un particular, imputado a un 
ajíentc de la Gendarmería Nacional en aeto del servicio. 



Dicta men del Asesor Letrado General pe la Gendarmería 

Nacional 

Ai señor Director General: 

El expediente que antecede ha «ido iniciado eon motivo del 
oficio n* 478 remitido por el Juez Letrado de Misiones «oliei- 
t a ndo se indique el Juez de Instrucción Militar que entenderá 
en ta causa seguida por lesiones al ex-gendarine Felipe Santia- 
go Urieva (7570). en virtud de haberse declarado incompeten- 
te, al respecto, la Cámara Federal de Paraná, 

Atento a la situación planteada y a lo informado a fs. 7. 
estimo <pie correspondería agregar estoK autos al sumario que 
instruye el Juez de Instrncción Militar capitán (S. G.) don 
Bartolomé* Queirolo. ordenándole que — por la vía jerárquica 
y de conformidad con lo preseripto en el art. 4¡l, inc. 4*. del 
Código de Procedimientos en Jo Criminal, en el art. í>*. inc. 
d) de la ley 40;w5 y en el art. 161 del Código de Justicia Mili- 
tar (II. L. M. 2) — eleve las actuaciones incoadas a la Excma. 
Corle Suprema de la Nación, previa declaración de inciimpe- 
teucia por tos fundamentos siguiente». 

En fecha 21 de diciembre de 1946, el aludido ex-gendarme 
en oportunidad de realizar un patrnllnje de índole policial, 
habría lesionado al civil Tíobustiano Vera. 

Iniciado el proceso judicial de ri«ror, la Cámara Federal 
de Paranñ se declaró, el día 11 de mayo de 1!>49, incompetente 
para entender en el mismo (expíe. ÍÍS9/47). basándose al efecto 

en la M-ni ta dictada por el Superior Tribuna! en el caso 

"Ledesma, Aquilea s/fiomlelclio ' \ (Fallos C. S, J. N., volu- 
men 210, pájzs, 1262 a 1274 — G. R. t. 2. p, 3— La Ley. 14- 
VÍL4R). 

Al solo objeto ilustrutivn. cabe a!rr''<rar rpie el causante se 
encuentra alojado desdi' H Y líe julio de lí>4S cu la cárcel de 
la Ciudad de Posadas, habiendo sido dado de baja ib* la Insti- 
tución por Orden del Día Publica W 239$ de fecha M de se- 
t'"mbre del mismo uño. 
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Ahora bien, el folio de la Corte Suprema de la Nación — 
como acertadamente se expresa en los considerandos de la sen- 
tencia de la Cámara Federal de Paraná (fs. 3)-- tiene carac- 
terísticas distintas al de autos. Aquélla se ajustó a la exacta 
doctrina, pero no pudo prever que a los argumentos invocados 
a tal fin se le» acordara una extensión mayor que la tenida en 
mira con referencia al hecho concreto en estudio, en el cual la 
iustícia letrada efectuaba una interpretación por demás res- 
trictiva de la aplicación del Código de Justicia Militar a los 
miembros de Gendarmería Nacional, limitando las normas res- 
pectivas a "los delitos y faltas que afectan la disciplina arta. 
606 a (¡63 del R. L. M. 2), .. m _ 

Debe recordarse aquí la opinión del Lic. Ricardo Calde- 
rón Serrano, quien en su tratado Derecha Penal MUttar, pa?. 
22 define al mismo como "el conjunto de principios, normas 
v disposiciones lépales que para la protección de la disciplina 
militar hacen seguir al delito, que es la infracción, la imposi- 
ción al culpable de la pena, que es la sanción 

Merecen citarse, también, las palabras del Dr. José í m. 
Bustillo, quien reconoció que el Código de Justicia Militar 
no es, en definitiva, sino una ley de disciplina sin otro <¡»jetivo 
quc el de mantener la misma en el Ejército y la Amada < m 
Código de Justicia Militar ante ta Cámara d* Diputados , pá- 

ginas^y 71),^ ^ Der ^ ho p onal MiUtar comprende los de- 
litos específicamente militares, como así también los comunes 
cometidos en actos del servicio o en lugares sometidos exclusi- 
vamente a la jurisdicción militar (art. 117 del Código de Jus- 
ticia Militar) siempre que estos últimos subviertan la dis- 

° 1P '"a noción capital en materia de legislación militar es que 
la jurisdicción v competencia respectiva son de excepción y 
que' por consiguiente, bis normas para su asignación tienen 
que ser invariablemente ajustadas a tan trascendental verdad 
( J. A. t. f>, p. 594 : t. 21. p. r.ft4 ; t, 40, p. *23 ¡ etc.) . 

La jurisd ilición militar es necesaria, por ello existe; pero 
es menester regularla conforme al fin que la engendra, sin sa- 
carla de su campo v rol propios. Ella es indispensable en 
eualquier sociedad normalmente organizada porque responde 
a los propósitos superiores de la institución política (pie cons- 

^^''No'srrírwmcjante especialidad de legislación en razón 
de simples facilidades de juzgamiento o en virtud de divisiones 
administrntivas. El establecimiento de leyes y jueces milita- 
res se basa en mot i vos más altos y Tu ndamen tales. 
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La justicia civil podría, sin mengua de los grandes prin- 
cipios aseguradores del orden, entender y fallar en las cuestio- 
na .Ir carácter mercantil. La separación de las leyes de co- 
mercio y de la jurisdicción que de ellas se deriva, de las lcye* 
y f/i jurisdicción civil, no obedece tanto a razones de orden 
I >- r manante como de orden económico o sea de facilidades para 
su : vIh ación Podría decirse lo mismo del derecho del trabajo. 
Corístituyeii excepciones que tienen una clara justificación, 
pero son más convencionales que impuestas por la esencia pro- 
pia de las posas que comprenden. 

No ocurre así con el Derecho Penal Militar. No sería fac- 
tible —sin confundir nociones esencialmente distintas y sin afee- 
tur profundamente la organización del Estado— entregar a los 
principios y disposiciones (pie rigen la jurisdicción común, las 
relaciones procesales ipie generan los delitos respectivos. 

La independencia de las naciones y el imperio de la ley 
en su interior sólo pueden ser eficazmente protegidos por las 
fuerzas armadas y éstas no pueden existir sin el estricto cum- 
plimiento de las obligaciones y deberes que les son inherentes. 
P;ira asegurar su ejecución constante es menester, entonces, 
qqe una "justicia" o, más bien, un "poder de mando " firme 
e inmediato reprima con severidad a aquéllos que los deseo- 
nocen. 

Puede agregarse aiín, que ta jurisdicción militar de los tri- 
bunales respectivos es una condición necesaria para una recta 
distribución de tal justicia, pues únicamente ellas comprenden 
bien, no sólo los deberes cuyo respeto es indispensable, sino 
también las modalidades y circunstancias de la infracción, las 
cuales pueden modificar el carácter y gravedad de la misma. 

En consecuencia, la excepcional jurisdicción militar se 
funda rn una alta eonsideraeión política, en una razón de es- 
tado: la necesidad de asegurar la misión de obediencia y de 
síicrif icios a que están consagradas las fuerzas armadas^ y en 
un principio de distribución de justicia, porque sólo ante los 
tribunales militares loa delitos disciplinarios alcanzan exacta y 
regular represión. 

La tesis sustentada por el Alto Tribunal en el caso "Le- 
desata. Aquilea s/suicidio" se traduce en que el personal de 
(¡endarmería Nacional estará sujeto al Código de Justicia Mi- 
litar y su Reglamentación cuando cometiere: 

A) Delittw o faltas específicamente militares, dentro o no 
de los locales de la Institución, auiwpie sea fuera de actos del 
sen-icio militar o policial o constituyan en sí hechos previstos 
en la ley común ; 
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R) Delitos comunes en perjuicio de los bienes asignados 
por el Estado a la Institución; 

C) Delitos comunes en perjuicio ile los miembros de la 
Institución dentro de los locales de la misma o en oportunidad 
ele realizar un acto del servicio militar o policial. 

Tal criterio surge como lógica consecuencia del correcto 
alcance atribuido al término "disciplina" contenido en el art. 
<>'-' del Estatuto de Gendarmería Nacional (Ley 12.913), el cual 
— conforme a lo expresado por la Corte Suprema de la Nación 
(Fallos, C. S. J. N. volumen 210, pá«i. 1271)— debe conside- 
rarse en concordancia con los arts. 44, letra A. inc, 1*. np. d). 
y 1'k ine. d), del citado cuerpo legal. Es, pues, en defensa de 
aquélla, que el Honorable Congreso sancionó (Leyes 12.3í¡7 y 
12.913) la vigencia del Código de Justicia Militar para el per- 
sonal de la Institución. 

Analizaré, en primer lugar y bajo este aspecto, los supues- 
tos en que rige la jurisdicción militar para los miembros de 
Gendarmería Nacional, dejando para luego los casos cu que 
la misma no tiene aplicación. 

A. Delitos o faltas específicamente militares, dentro o no de 
los locales de la Institución, aunque sea fuera de aetos del 
servicio militar o policial o constituyan en sí hechos pre- 
vistos en la ley penal común. 

En lo atinente a las faltas disciplinarías no existe duda 
alguna por lo que omitiré referirme a las mismas. 

En lo que atañe a los "delitos específicamente militares 
surge un problema. J Cuáles son los que revisten dicha condi- 
ción ! La respuesta no es simple. 

El Da. José M. Moreno, inspirado en la doctrina de los 
expositores franceses, los conceptuó como "los que constituyen 
una violación del deber militar, definida por la ley", agregan- 
do, luego, "la abolición del fuero personal entre nosotros, y 
el fundamento de la jurisdicción especial de la justicia militar, 
determinan por consiguiente las condiciones precisas de su 
competencia. Para que ella sea legítima, se requiere: 1*, que 
el justiciable sea militar, catando excluido en todos los casos y 
absolutamente, el particular que no forme parte del Ejér- 
cito. . . **, 

Tal criterio es erróneo. No es difícil advertir tpie, ademán 
de lo que el Dr. Moreno comprende en su definición, existen 
oíros delitos ecunmamente militares por su naturaleza y efec- 
tos principales, que los códigos de numerosos países mencionan 
y no sólo para las circunstancias extraordinarias en que la 




512 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



competencia y jurisdicción militar so amplían de modo consi- 
derable — la guerra— sino para la época de paz. 

Las transgresiones al deber militar constituyen, induda- 
blemente, delitos puramente militare*, pero no es difícil enu- 
merar algunas <pie 110 refiriéndose al mismo también los con- 
figuran. Así, la provocación a la deserción hecha por un 
particular, es un delito de esta índole, y nadie podría decir 
que se ha infringido con ello un deber militar, pues los civiles 
no son jamás sujetos de tales obligaciones lart. 71G del 
K. L. M. 2). 

El orden de la jurisdicción y, por onde, de la competen- 
cia, debe ser a j astada a otro principio si se ipiiere que la regla 
resulte comprensiva de los casos genérale 1 El mismo podría 
enunciarse diciendo: "un delito será milita? en tanto afecte 
primordial metí te n las fuerzas armadas, esté o no previsto, en 
forma parcial, por la legislación común". 

La exigencia de la primordial ¡dad de la afectación y su 
no contemplación total por la ley penal ordinaria, separan los 
delitos específicamente militares de los delitos comunes de ju- 
risdicción militar a que se alude en loa apartados B y C. 

Sin embargo, en tal criterio normativo se comprenden, 
también : 

r Los delitos cometidos por personas extrañas a las fuerzas 
armadas cuando sólo sean delitos si se los refiere a la insti- 
tución militar (incitación a la insubordinación, a la de- 
serción, la compra de objetos militares, etc.. etc.). 

2* Los delitos cometidos por personas extrañas cuando, por 
razón de circunstancias extraordinarias, convenga repri- 
mirlos por Consejos de Guerra, como en hw casos de los 
bandos, o en el de la ocupación militar de territorio enemi- 
go ampliamente legislado por las sanciones del Derecho 
Internacional Público. 

Corresponde aquí dejar de lado los supuestos precedentes, 
pin's se ventila, tan sólo, la justiciabilidad eastrens^ de los 
miembros de fíendarmoría Nacional. 

Ppeo importa, a los efectos de la jurisdicción militar, si 
tales hechos considerados delictivos por la ley disciplinaria r^s 
pertiva han sido o no cometidos dentro de los locales de la 
Institución. En efecto, bis faltas de respeto constitutivas de 
una insubordinación poseen tal carácter aun cuando .se realicen 
fuera de aquéllos, 

Otro tanto ocurre con la discriminación de si el hecho se 
produjo o no en actos del servicio. Ello tiene relevancia desde 
el punto de vista de la graduación de la pena, pero on del 
Fuero. 
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He jo iHHistniK-iti de no extenderme oiv consideraciones so- 
bire la asimilación del acto del servicio policial al militar, en 
virtud de la «mplin doctrina sostenida ¡«ir la Corte Suprema 
de t.i Nación (Fallos, C. S. J. N. vol. 210. pág. I27:í). 

La dificultad se plantea cuando esos delitos cspecífieamcn- 
te mil it 11 res cometidas dentro o no de los locales de Gendar- 
mería Nacional y dentro o no de actos del servicio militar o 
pnlieial constituyen, también, hechos previstos en la ley, penal 
común. Por ejemplo: un gendarme en mi bnilc de la locali- 
dad, ajrrede — en un arrebato de celos — a un superior dispa- 
rándole varios proyectiles que motivan el deceso de este último. 

Un caso similar al planteado es el resuelto, en sentido 
denegatorio de la jurisdicción militar, por la Corte Suprema 
de la Nación* en fecha 16 de abril de 1045 (La Ley, t 38, 
pág. 5H4) expresando: 

"El homicidio y el hurto que aparecen cometidos por un 
soldado conscripto contra un superior en el domicilio particu- 
lar de la víctima, a quien el victimario servía como asistenta, 
sin conocimiento de la superioridad, son delitos comunes, aje- 
nos a la jurisdicción militar". 

Al respecto, me permito respetuosamente señalar lo que 
considero un error de concepto. En el caso de la referencia 
se efectuó la discriminación del delito más grave poniendo en 
los platillos de la balanza por un lado el homicidio {jurisdic- 
ción ordinaria) y por el otro la insubordinación (jurisdicción 
militar). En consecuencia, aquella se inclinó hacia el delito 
más grave, el homicidio, y, por ende, se atribuyó na conoci- 
miento a la justicia común. 

Es evidente que el hurto correspondía a la jurisdicción or- 
dinaria. No asi el pretendido homieidio, pues estaba configu- 
rado el *' delito de insubordinación fuera de actos del servicio, 
con la agravante de muerte del superior" (art. 638, in fifi*, 
del Código de Justicia Militar — R. L. M. 2— ). el eual es más 
grave que el homicidio contemplado en el Código Penal en 
virtud de hallarse castigado con la "pena de muerte". 

El atentado al superior lleva implícito, sea on actos del ser- 
vicio o fuera de él, el ataque al concepto jerárquico, constitii; 
vendo el delito de insubordinación. 

Por lo demás, si el soldado Juan José Ooníález hubiera 
dado muerte al Teniente V don Eugenio Pascual Barrancos por 
causas ajenas al servicio, pero dentro del cuartel, nadie habría 
discutido la competencia militar. 

Ahora bien, de acuerdo con la doctrina sustentada por la 
Excma. Corte Suprema de la Naeión, si et hecho se hubiera 
producido en idénticas circunstancias y motivos, pero un me- 
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tro después <1e haber transpuesto el umbral de salida riel cuar- 
tel, debía entender la justicia ordinaria. 

Como lo sostuvo el Superior Tribunal (Fallos, G. S. J. N. 
vnl. 210. póg, 1271) y lo exprest'' anteriormente, al Dereelio 
Penal Militar responde a la necesidad de salvaguardar la dis- 
ciplina. 

Entonces, ¿sería indisciplinado un regimiento en el cual 
bis subalternos atacasen dentro del cuartel a los superioresf 
Evidentemente, sí. ¿Se vería afectada ta disciplina de un regi- 
miento cuyos subalternos esperasen la salida de sus superiores 
para atentar — en presencia de otros miembros — contra los 
mismos a poms metros de sus puertas.' Xo hay duda posihle; 
la respuesta es, también, afirmativa aun cuando la incidencia 
haya Tenido origen en motivos de índole privada. 

En efecto, la represión disciplinaria tiene, además del 
Castigo al culpable, un aspecto primordial que consiste en el 
carácter aleccionador de !a sanción con referencia a los demás 
miembros do la respectiva institución. No interesa tanto, en las 
i tiernas armadas, el hecho individual sino la posibilidad de que 
el mismn sirva de ejemplo pernicioso y relajante de la disci- 
plina, virtud esencia] sin la que no pueden llenar SU cometido. 

Mal puede — a mi juicio — baxjirse.la jurisdicción y el 
ntnntum de la pena en la circunstancia de que el delito especí- 
ficamente militar, previsto también en hi ley eomñn, se cometa 
un metro dentro o fuera del cuartel, si las consecuencias con 
relación a la víctima y a la disciplina son idénticas. 

Se restriñiré la aplicación de la jurisdicción más que por 
considerarla un régimen excepcional, por estimarla un resabio 
de los fueros personales. No obstante, debe olvidarse, espe- 
cialmente en los casos de insubordinación, la faz personal de la 
víctima suplantándola por el concepto del respeto debido al 
superior jerárqui o por el grado minino, lo cual constituye el 
fundamento básico de la disciplina. 

Los actuales míemhros de la Exema. Corte Suprema de la 
Nación en la causa seguida al Rendarme Néstor Rubén Gimé- 
nez i77t»m por "insubordinación con muerte" en la persona 
del alférez don Ricardo Eloy Rurgoa f 1075) resolvieron, en fe- 
cha 17 de diciembre de 1948. que correspondía conocer en la 
misma a la justicia militar, reaccionando de la anterior juris- 
pnideneia *pie no admitía dicha jurisdicción en los supuestos 
ocurridos fuera de los locales militares y de actos del servicio. 

Sin embargo, es de hacer notar que la aludida sentencia 
fr adamen ta su decisión en la circunstancia de tener la njrre- 
sióii origen en acto» de la víctima inherentes al ejercicio de su 
autoridad de superior. 
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A mi juicio es innecesaria la exigencia de una relación cau- 
sal entre el servicio y el hecho incriminado. Ello, con mas 
fundamento aún, en el supuesto hipotético planteado, es decir: 
que un gendarme a pocos metros de la puerta de salida, por 
motivos privados, en presencia de tropa que se reintegra al 
cuartel y fuera de actos del servicio, ataque y dé muerte a 
un superior que se ausenta en uso de licencia, pues en tal caso 
la grave y flagrante afectación de la disciplina —esencia del 
Derecho Penal Militar y de sn jurisdicción— revestiría carac- 
teres más visibles. 

B. Delitos comunes en perjuicio de los bienes asignados por 
el Estado & la Institución, 

Sí los mismos se cometen en el interior de los locales de 
Gendarmería Nacional. corresponde sn juzgamiento n la justi- 
cia militar, de conformidad con la doctrina sustentada en nu- 
merosos fallos ("La Ley", t. 3, p. 12; t. 21. p. 17; t 23 p. 34; 
t. 36, p. 75; t. 38, p. 564 y t. 46. p. 656, Palios, C. S.. J. N.. 
volumen 205. pág. 67 y volumen 207, pág, 80), debiendo desta- 
carse (pie en la gran mayoría de los casos no se plantea cues- 
tión de competencia alguna y r por ende, no dan lugar al pro- 
nunciamiento de la Corte Suprema de la Nación (Batpty. M. 
128/38 D.G.G.N., B. M. n* 11106, 1" parte; C. 7/39 Edo., 
D.G.G.N., B, M, n* 11431, 1* parte, M. 10714/15 Gde. 3, M a, 
B. M. P. n' 806; C. 3178/44 Cde. 4 Edo.. D.G.G.N.N., B.M.P. 
n* 960; D. 51/45 Cde. 1 Rdo.. D.G.G.N., B, M. P. n» 874; 
n' 28065/46 Cde, 4, M. G. t B. M, P. n' 996; etc.). 

En cuanto a los detitos comunes en perjuicio de los bienes 
asignados por el Estado a la Institución, cometidos fuera de 
los locales de la misma, a mi juicio, la respuesta es, también, 
afirmativa en el sentido que surte el fuero militar. 

i Existiría disciplina en nn regimiento cuyos integrantes, 
en actos del servicio o fnera de él, se dedicasen a hnrtar las 
piezas de los automotores asignados al mismo que se encon- 
traren estacionados en la calzada cont'miaT jNo se vería afee, 
tada la disciplina de una unidad de Gendarmería Nacional, 
ctivos miembros substrajesen el forraje, municiones u otros obje- 
tos aun no descargados del vagón, o depositado» en los galpones 
del ferrocarril para su oportuno retiro, de los camiones en tran- 
sito hacia los locales de la Institución í Las respuestas —nega- 
tiva en el primero de tos supuestos y asertiva en el segundo- 
no dejan lugar a dudas. 

Cabe advertir que en la fórmula utilizada se han exclu ido 
los demás bienes del Estado, considerándose que los delitos 
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sometidos contra los misinos deben ser juzgados por los tribu- 
nales soplareis. No obstante, dicha exclusión aparece, quizás, 
como inconveniente en las supuestos «le cometerse en los loca- 
les de la Institución, v. gr. ¡ el hurto por parte de un gendarme 
de urnas electorales vacías depositadas momentáneamente en 
una unidad. Estimo, sin embarpo. la utilidad práctica de aqué- 
lla por el inevitable conocimiento que posee el autor det hecho 
sobre la propiedad estatal de los inmuebles y muebles de Gen- 
darmería Nacional, lo que evidencia su deBconcepto por el ser- 
vicio sometido al régimen disciplinario. 

C Delitos comunes en perjuicio de los miembros de la 
Institución dentro de los IocaIcs de la misma o en 
oportunidad de realizar un acto del servicio militar 
o policial. 

Como se observa concurren dos hipótesis: 1* los delitos 
comunes en perjuicio de los miembros de Gendarmería Nacio- 
nal dentro de los locales de la misma; y 2* los delitos comunes 
en perjuicio de los integrantes de la Institución en oportuni- 
dad de realizar un acto del servicio militar o policial. 

En cuanto a los primeros, y siguiendo el criterio norma* 
tivo de la afectación de la disciplina como determinante de la 
jurisdicción, cabe preguntarse: ¿sería disciplinado un regi- 
miento cuyos integrantes se dedicasen dentro del cuartel a la 
realización de actos obscenos? /, Existiría disciplina en un Es- 
cuadrón de Gendarmería Nacional cuyos gendarmes, en el inte- 
rior de !os locales respectivo*», se hurtasen entre sí los elemen- 
tos de su propiedad o se atacasen lesionándose o produciéndose 
la muerte? Lógicamente, la respuesta sería negativa. Por ende, 
tales delitos deben estar sujetos a la jurisdicción militur (eonf. : 
V. S.. J. N.. volumen 19», pág. 667; volumen 207. pág. 80; 
J. A . t. 1. pág 821 ; t. 2X pág. 34, etc.). 

Otro tanto corresponde decir con respecto a los segundos, 
o sea los delitos comunes en perjuicio de los miembros de la 
Institución en oportunidad de realizar un acto del servicio mi- 
litar n policial. Claro está que dentro de los mismos no están 
com prendida aquéllos que constituyen una infracción típica- 
mente militar, como ser las lesiones a un superior por un subal- 
terno, pues configurarían la insubordinación con agravan tea 
y. en consecuencia, se encuentran previstas en el apartado A. 
precedente. 

Como ejemplos podrían citarse: los delitos contra la pro- 
piedad de superiores, camarade e inferiores. Las lesiones que 
lus gendarmes se produzcan entre sí. Las violaciones de los in- 
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teriores por las superiores o de los gendarmes entro sí. Todos 
pilos fuera del cuartel, pero en oportunidad de realizar un aeto 
del servieio. 

Demás estaría mencionarlo. Xo obstante, en obsequio a una 
mayor claridad, podría preguntarse: ¿Estaría o no subvertida 
la disciplina en una unidad i-uyas patrullas destacadas, integra- 
das por gendarmes, se «tacasen entre sí í ; Se afectaría o no a la 
disciplina si en el interior de una camioneta que conduce di- 
versos detenidos, un gendarme hurtase las billeteras a sus supe- 
riores y camarades í La contestación —a mi criterio— es. tam- 
bién, asertiva (conf.: J. A., t. 46, pág. 478; "La Ley , t, W, 
pág. 678, etc.). 

Corresponde, ahora, examinar lo» supuestos en que el per- 
sonal de Gendarmería Nacional debe estar sometido a la juris- 
dicción ordinaria 

Ellos ante la imposibilidad práctiea de dar otra norma 
que la no'afectación directa de la disciplina, deben —teniendo 
en cuenta que constituyen la regla general— extraerse .i con- 
trario sensu. Es decir, todos aquellos delitos no comprendidos 
en algunos de lo» apartados indicados ui supra. No obstante y 
de modo ejemplificativo, podrían citarse: 

I. Todos los delitos comunes cometidos fuera de los loca- 
les de la Institución, salvo los consumados en actos del 
servicio militar o policial y en desmedro de los miem- 
bro» de la misma, y los ejecutados en perjuicio de los 
bienes del Estado asignados a aquélla; 
IT Todos los delitos comunes cometidos en el interior de los 
locales de Gendarmería Nacional, con excepción de los 
consumados en desmedro de los bienes del Estado afec- 
tados a la misma, o en perjuicio de su» integrantes. 
Dentro de los comprendidos en el apartado I, se encuen- 
tran los delitos cometidos en el ejercicio del procedimiento ex- 
terno de la función policial, o sean los abusos de autoridad, 
vioraciones de domicilio, lesiones, privación ilegal de la liber- 
tad etc., etc., como así también, aquéllos en que el personal 
reviste simplemente el carácter de un particular. Sena innu- 
merable la lista de fallos correspondientes a los procesos incoa- 
dos uní* lo» tribunales federales o comunes —según el caso— 
por hechos de tal índole. Cabe citar, sin embargo en virtud 
de haberse planteado la cuestión, el registrado en La Ley , 
t. 4!). pág, 281, en el cual la Cámara Federal de la í apital se 
declaró competente para entender en un sumario por infracción 
al art. 281 del Código Penal cometida por miembros de la Ins- 
titución en actos del servicio policial. 
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El fundamento lópico de tal regresión a la "compe- 
tencia -refría" (federal u ordinaria), ea decir, la no aplica- 
ción de ta "competencia - excepción" (militar), responde a que 
los hechos involucrados en la misma no afectan de un modo 
directo e inmediato a la disciplina. 

Claro está que. en última instancia, se habrá desobedecido 
la orden genérica del más correcto comportamiento, ya sea en 
netos del servicio o fuera de él. pero extender la competencia 
de loa tribunales militares a tales delitos importaría prácti- 
camente la creación de fueros personales, los cuales están prohi- 
bidos por la Carta Magna. 

La sentencia de la Cámara Federal do Paraná sólo deja 
librado a los tribunales comunes et juzgamiento de loa delitos 
cometidos por el personal de Gendarmería Nacional fuera de 
los loe a les de la misma, y fuera de actos de! servicio. 

. A il viértase que, por un principio básico de fiscalización 
cstadual, no es con venirme que la propia Institución interesada 
en el procedimiento se constituya en juzgadora, benijma o se- 
vera, de los miembros acusados de delitos en perjuicio do ter- 
ceros 

Es suficiente garantía que los hechos delictivos comunes 
cometidos en el ejercicio de sus funciones y que no estén some- 
tívTírs-tr-iír j\u isdürciórr m¡I¡t¡iv, Sewft juzgados por los tribunales 
federales competiendo a los locales los consumados filara de 
actos del servicio, lo que redunda en beneficio de la eficiente 
distribución do justicia por su mayor capacidad en el conoci- 
miento de los mismos. 

Con relación a las infracciones contempladas en el apar- 
tado IT, cabe repetir —a rasgos generales — los argumentos 
aducidos con referencia al precedente. No obstante, por razón 
del liisrar. es competente la justieia federal. 

Por lo expuesto, estimo que correspondería disponer el 
pase de estos autos al Sr. Juez de Instrucción Militar, Capitán 
(Si O,) P. Bartolomé Queiroln, a efectos de que: 

Primero: Proceda a agregarlo» al sumario respectivo. 

Repundo: Se declare incompetente en base a las razones 
invocadas. 

Tercero: Eleve a la Excma. Corte Suprema de la Nación 
—por la vía jerárquica y previa notificación a la Cámara Fe- 
deral de Paraná y al Juez Letrado de Misiones de la declara* 
ción realizada — el proceso incoado planteando la pertinente 
cuestión de competencia. 

Bs. Aires, 13 de julio de 1949. 
Humberto P. ,f. Bfrmrdi. 
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SENTENC1 V DEL JUEZ DE INSTRUCCIÓN Mi 1.1 TA» 

En la localidad de San Ignacio, Territorio Nacional de Mi- 
siones, a los 28 días del mes de julio de 1949, siendo las 16 
horas, el Juez de Instrucción Militar qne suscribe, dispuso de- 
jar constancia que en la fecha se declara incompetente para 
conocer en la presente causa, en cumplimiento de lo dispuesto 
por el Sr. Director General de Gendarmería Nacional a fa. 35 
de autos y lo dictaminado por el señor Asesor Letrado General 
de la Institución a fs. 83 vta. y S4 de estas actunc iones, y en 
base de los ínobjetnbles c indubitables fundamentos jurídicos 
emitidos por el señor Asesor Letrado Genera! precitado en su 
dictamen n* 9012, que obra desde el folio 76 hasta el folio 
83 vta. del presente sumario, el que alcanza conclusiones ter- 
minantes no susceptibles de dos interpretaciones y rpie con- 
vencer ampliamente sin lugar a dudas, de que el juzgamiento 
«leí delito de lesiones gravísimas producidas por el ex gendarme 
Brieva Felipe Santíapo al civil Rnbustiano Vera, no corres- 
ponde a la jurisdicción castrense, por no encontrarse compren- 
dido el lugar donde el hecho se produjo, en ninguno de loa casos 
que en la clasificación tripartita determina claramente el n* 7 
d o U n^lAmwUam de Jivsíwva Mili t Ai (R. L. M. ftgfi 
dice: "Se considera lugar militar todo aquel que se lialla exclu- 
sivamente ocupado a los fines del servicio militar, sea la ocu- 
pación permanente, transitoria o puramente accidental", y en 
cuanto a la extensión de la jurisdicción castrense la especifican 
nítidamente los arta, 117 v 118 del Código de Justicia Militar 
(R. L. M. 2) y n* 8 de la aludida reglamentación, en sus inci- 
sos a) y b) y último párrafo en relación con el inciso mencio- 
nndo precedentemente en segnndo término, que ordena categó- 
ricamente lo siguiente: "Las infracciones comunes cometidas 
fuera de actos del servicio o en lugares no militares, son some- 
tidas a la jurisdicción eivil", asimismo, el presente caso moti™ 
del proceso, no esté previsto en lo preceptuado en el art. 128, 
inc. 1?, del Cuerpo Legal anteriormente recordado, ya que la 
presunta víctima no tenía ningún carácter militar ni estaba 
sujeto a la jurisdicción castrense al tiempo de perpetrarse el 
delito. Y en lo concerniente at orden de la competencia, tam- 
poco corresponde ser juzgado en la jurisdicción militar, por 
cuanto el art. 122 del Código de Justicia Militar (R. L. M. 2), 
especifica lo siguiente: "Cuando una persona sujeta a la juris- 
dicción militar comete dos o más infracciones penales que por 
su natnraleza v circunstancias sea del conocimiento de los tri- 
bunales militares y de los ordinarios, juzgarán primero aquellos 
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h quienes les competa la aplicación de la pena mayor, remitien- 
do luego el reo a la otra jurisdicción para el juzgamiento del 
hecho que le corresponde. Sí las infracciones merecieran In 
misma pena, conocerán primero los tribunales militares". Así 
también, considerando ta competencia en casos de complicidad, 
el presente lincho no se halla comprendido en los determinados 
en el art. 125 del Cuerpo Lefral aludido que expresa: "Si im 
delito eonn'i n ha sido cometido a la vez por militares y por 
particulares, serán todo* justiciables ante los tribu miles ordi- 
narios, a menos que el lici-ho hubiere sido cometido en actos del 
servicio o en parajes sujetos exclusivamente a la autoridad mi- 
litar, en cuyo caso y con las excepciones de esta ley, los mili- 
tarca serán "juzgados p r los tribunales militares y los particu- 
lares por los ordinarios". 

En consecuencia, de todo lo mencionado precedentemente 
surge qne el presente caso no corresponde ser juzgado por la 
Justicia Militar, y en cumplimiento de lo preceptuado en los 
arts, 43. inc. 4*, del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
0. inc. d), de la ley 4053 y lfil del Código de Justicia Militar 
(R. L, M. 2). el suscripto se declara incompetente para entender 
en la presente cau-J* elevando las actuaciones incoadas por la 
ria_.jp> 4r'pV'"t gQ«as apQO¿teBJfer ^ lft E&e tt W CnrM 3»pg n*wa-^>- 
Justieia dp la Xaeíón Argentina, previa notificación a la Excmn. 
Cámara Federal de Apelaciones de Paraná. Provincia de Entre 
Ríos y al Sr. Juez Letrado del Territorio Nacional de Misiones, 
Dr. D, Domingo B. Caraors, Secretaria Dr. D, Osear M. Castro 
Olivera, planteando a la vez la pertinente cuestión de compe- ■ 
t curia. — Bartolomé Qneirolo. 

Sentencia de la Cámara FepehaLi 

Paraná, 11 de mayo de 1040. 

Y vistos: Los autos "Brieva Felipe Santiago por lesiones", 
venidos por apelación concedida a fs. fi4 vta. contra la senten- 
cia de fs. 56 a 59, y 

Considerando : 

Que se procesa en autos al Gendarme Felipe Santiago Rrie- 
v¡¿ por el delito de lesiones sufridas por el ciudadano Robustia- 
no Vera en Ins circunstancias de que informa esta causa. 

Que de las actuaciones producidas surge claramente que 
el hecho imputado se habría cometido por el prevenido en opor- 
r un ¡dad de efectuar una ronda, vale decir, en acto de servicio 
y en su calidad de miembro efectivo de la Gendarmería, no 
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obstante no vestir en ese momento el uniforme clel cuerpo, pero 
en tal carácter fué reconocido por lo* intervinieutes del hecho. 

(¿ne la Corte Suprema tle Justicia de la Noción cu el t. 210. 
pág. 12íi*2, registra el fnlto dictado en 31 de mayo de 1946 en el 
que decide una cuestión de competencia planteada entre el Juez 
Letrado dé Resistencia y el Juez de Instrucción Militar en un 
caso que no obstante tener características distintas al de autos, 
se argumenta por el Tribunal, enn tal motivo, en forma que 
obliga a esta Cámara a tener especialmente en cuenta los funda- 
mentos de esc fallo por su evidente aplicación al caso de autos. 

$tt> a los efectos de la resolución que en su oportunidad 
dictara la Suprema Corte de Justicia al analizar tas dispon- 
dones pertinentes del Estatuto de la Gendarmería Nacional, 
establece que diclio Estatuto ha determinado que dicho cuerpo 
tiene el carácter de "policía mi Uta rizada ** y no obstante sus 
funciones específicamente policiales, se halla organizada en 
forma similar a las instituciones militares principalmente en lo 
referente a la disciplina de su personal, colocada bajo la depen- 
dencia directa del Ministerio de Guerra art. 3* inc. C, del 
estatuto) v sujeta a las disposiciones y formalidades del Código 
de Justicia Militar y regla mentac iones que la complement an 
i art. 6') 



Que luego de otras consideraciones, dice la Corte Suprema 
de Justicia "que el texto categórico de las mencionadas dispo- 
siciones del decreto 6358/46 y la finalidad de ellas impiden 
limitar la aplicación del Código de Justicia Militar con res- 
pecto al personal de la Gendarmería Nacional a los casos pre- 
vistos i>or este Último bajo el título I "Delitos y faltas que 
íifectnn a la disciplina", atribuyendo a este último vocablo la 
acepción más restringida, con mayor razón desde que su régi- 
men no resultaría menos afectado por la comisión de las otrns 
i ti fracciones que a continuación prevé el título TI del citado 
Código con el epígrafe "Delitos y faltas que afectan al ser ví - 
vicio", o de las que luego se contemplan en el libro IT entre 
las cuales figuran los delitos i-ontra ín segundad del Estado 
(título II, etc.). f . . ,, , 

Que esa interpretación restrictiva y limitada dice 
prcmn Corte, desvirtuará la organización militar que se ha dado 
a la Gendarmería Nacional precisamente con el objeto de ase- 
gurar la eficacia necesaria para el lofrro de los fines que deter- 
mina su estatuto, sosteniéndose mfts adelante en el fallo alud un» 
que el art. fi' del decreto fi:iTi8/4fi debe ser interpretado cu el 
sentido de que sin distingos ni exclusiones somete al personal 
de la Gendarmería a todas Ins disposiciones del Codi<ro de 
Justicia Militar que no resulten excluidas expresamente por 
otras o por el contenido de aquéllas. 
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Que este criterio, sustentado por el más alto Tribunal del 
país, actual mente eon facultades de casación otorgadas en el 
tire. !)5 de la Constitución Nacional recientemente sancionada, 
es de estricta aplicación al caso que en autos se plantea, en lo 
que aparece imputado un miembro de la Gendarmería Nacio- 
iiiil como autor de uu hecho presuntamente delietual y ejecu- 
tado en acto de servicio. 

Que átenlo, pues, a las conclusiones que se llega en el fallo 
u i tudo más arriba, las condiciones en que el hecho se produjo 
y la calidad del procesado, resulta ciertamente claro que el 
juzgamiento del misino corresponde a la Justicia Militar con- 
forme a lo» arts. 1 y 6* del Estatuto de la Gendarmería Nacio- 
tm]. V y 117. inc. 2\ del Código de Justicia Militar y art. 18 
de la Constitución Nacional vigente, y siendo la competencia 
criminal de orden público, y como tal. improrrogable en cual- 
quier estado en que se encuentre el proceso, debe declararse la 
falta de jurisdicción que resultare de los autos y ordenar se 
remitan todas las actuaciones a la autoridad competente. 

Por lo expuesto y fundamentos referidos del Tribunal alu- 
dido declarando la incompetencia de la Justicia Letrada de los 
Territorios para entender en este proceso, se anula todo lo 
actuado desde fs. 49 en adelante inclusive, de la sentencia de 
f.-,. .'iG iy~59;-\'nrt, 73," Cíd¡go^ y focediniiénTos Cnmmaíes), con 
lns costas de oficio, debiendo el Juez a qtto remitir las actua- 
ciones ni Juez de Instrucción Militar que corresponda. — Julio 
A. Bcnítez. — E. Carbó Funes. — Abel Éadartaga, 



Dictamen del Procurador Gexeral 

Suprema Corte : 

Ratifico los términos de mi dictamen anterior (fs. 
121). Buenos Aires, diciembre 20 de 1949. — Carlos 
G, Delfino. 

FALLO DE LA C01ITE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de diciembre de 1949. 

Autos y vistos: considerando: 

Que la eticstión referente a saber cuáles son los 
tribunales competentes para conocer de los delitos y 
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faltas cometidos por el personal de la Gendarmería Na- 
cional, fué examinada y resuelta por esta Corte Supre- 
ma en el caso de Fallos i 210, 1262, en el sentido de que 
el decreto 6358¡46 (ley 12.913) somete a dicho personal 
a todas las disposiciones del Código de Justicia Militar 
que no resulten excluidas expresamente por otras o por 
el contenido de aquéllas. 

Que según el art. 117, inc. 2% del Código de Justi- 
cia militar, la jurisdicción militar comprende "los de- 
litos y faltas que afectan directamente el derecho y loa 
intereses del Estado o de los individuos, cuando son co- 
metidos por militares o empleados militares en actos 
del servicio militar o en lugares sujetos exclusivamente 
a la autoridad militar. . . 

Que, el hecho que en el caso de autos se imputa al 
procesado, si fuera cierto, habría sido cometido en acto 
del servicio, en circunstancias en que cumplían tareas 
j|¿mtrulla^ 
militar). 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase que corresponde a la Justicia Mili- 
tar conocer de la presente cansa instruida contra Felipe 
Santiago Brieva. En consecuencia, devuélvanse los autos 
al Sr. Ministro de Ejército y hágase saber a la Cámara 
Federal de Apelación de Paraná en la forma de estilo. 

Luis B. Longhi — Roiwlfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 

PÉREZ. 
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FISCAL v. OSVALDO A. PEltEYKA Y OT1ÍOS 

JUniSDlCCWN y COMPETE SCI A: Competencia Fcleral. Cau- 
sas pemiles. Por el lagar. 

No corresponde a la justicia federal, ni por razón del lugar 
ni de la materia, conocer de la cauaa referente a un delito 
común cometido en uno de los coches de un ferrocarril de 
propiedad de la Nación, poco antes de partir de la esta- 
ción en que «e hallaba. 



Dicta sr ex del Piíocuradoh General 

Suprema Corte : 

De acuerdo a las constancias de autos, el hecho im- 
putado a Osvaldo Aníbal Pereyra y otros, se produjo 
el 10 de abril ppdo., en el interior de uno de los coches 
"del Ferrocarril Nacional General San Martín. 

Dicho ferrocarril, que fué adquirido por el Estado 
de la Nación Argentina en virtud del contrato celebrado 
con las empresas de capital británico el día 13 de febrero 
de 1ÍH7, forma parte del patrimonio del Ministerio de 
Transportes {art. 6 de la ley 13.267), a quien está con- 
fiada también su administración y explotación (art. 2, 
inc. b) del mismo texto legal y art. 27 de la ley 13,529). 

La doctrina anterior de la Corte establecía que no 
correspondía entender a la justicia federal en los deli- 
tos comunes cometidos en el interior de los trenes, mien- 
tras no afectase el servicio ferroviario o pudiera resul- 
tar lesionado el patrimonio nacional. 

A mí juicio tal jurisprudencia no es ya aplicable 
porque la competencia federal surge ahora por razón 
del lugar, desde que se trata de sitios donde la Nación 
ejerce jurisdicción con carácter de exclusiva, supuesto 
contemplado por la ley 48 en su art. 3', ine. 4'. 
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Por las razones expuestas, y consideraciones con- 
cordantes del fallo dictado por V. E. con fecha 9 del co- 
rriente, in re: "Jerez Mario Juan Garlos s.| hurto" 
(exp. C. 142, h. XI), opino que la presente contienda 
dcl>e ser dirimida en favor de la competencia del señor 
Juez Federal de In ciudad de Mendoza. Buenos Aires, 
Diciembre 16 de 1949. — Carlos G. DdftHO. 



FALLO DE LA CORTE SLVRE1CA 

Buenos Aires, 29 de diciembre de 1949. 

Autos y vistos: considerando: 

Que las circunstancias de que el hecho a raíz del 
cual se instruye este sumario, haya ocurrido en el in- 
terior de uno._de Jos coches deí Ferrocarril Nacional 
General San Martín poco antes de partir de la respec- 
tiva estación en la ciudad de Mendoza y de que dicho 
ferrocarril pertenezca al Estado, no bastan para de- 
terminar la competencia de la justicia federal por razón 
del lugar. 

Que ello es así porque tanto las estaciones como las 
vías de los ferrocarriles de propiedad de la Nación, no 
obstante este carácter, no han dejado de estar someti- 
das a las jurisdicciones locales respectivas, sin sujeción 
especial a la soberanía excluyente de la Nación (Fallos: 
53, 254; 117, 39; 211, 545 y 1249). 

Que falta, así, el requisito exigido por el art. 3, inc. 
4% de la ley 48, para que corresponda la competencia de 
la justicia federal por razón del hipar, y no tratándose 
de alguno de los delitos previstos en el inc. 3° del citado 
artículo, tampoco procede aquella por razón de la ma- 
teria (Fallos: 157, 238; 183, 353). 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador , 
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General, declárase que el Sr. Juez del Crimen y Correc- 
cional tic Mendoza es el competente para conocer de la 
presente causa. En consecuencia, remítansele los autos 
y llágase salwr al Sr. Juez Federal de diclia ciudad en 
la forma de estilo. 

Luis B, Loxghi — Rodolfo G. 
Valexzvela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — A ti lio P iissaono. 



S A INMOBILIARIA, AGRIPOLA GANADERA 
"URIBELARREA" v. l'ROV. 1>E BUENO* AIRES 

JDB1SD1CC10N Y CÓMFÉtBSPiÁ: Competencia federal. Com- 
p.ienvia vrüjmaria df !<i Corte Suprema. Cm*0» en que es parte una 
provincia. 

La Corte Suprema tiene jurisdicción originaria para póúo- 
cer del juicio promovido contra una provincia por repe- 
tición de lo pagado en concepto de un impuesto impugnado 
como inconstitucional, radicado ante aquel tribunal con 
ant erior Ulatl a la sanción de la actual t onst Unción Na- 
cional. 

COySTtTCCIOX XAC10XAL: Constitucionnlúlad r Íncon»titvcio- 
«aluUtd. Impuestos y contribución^ provinciales Varios. 

La substitución del impuesto n la transmisión gratuita a 
que se refiere el art. V de la ley 5120 de la provincia Je 
Rueños Aires, e* sólo el móvil que determino el impuesto 
al capital de las sociedades que menciona; por lo cual las 
modalidades del primero no ileben influir en la aprecu.- 
etón de la validez constitucional del Repnndo. Carecen asi. 
de eficacia las objeciones que se liacen contra esta ultima 
sobre la base de referirse a los efeelos del pago de ese 
impuesto en orden a las transmisiones contempladas en el 
art, 16 de la citada ley. 
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COX¿TirrCtO,\ XACIOXAL: Dertthv* »/ ¡iawúittíég. Igualdad, 

Tratándose de impuestos de distinta naturaleza, la eireuiis- 
tancta ilo que por igual riqueza corresponda pagar en pro- 
porción desigual según se aplique el art. r de la ley o 120 
o I» ley ó 1-5 de la provineia de Buenos Aire», tío importa 
violación del principio de la igualdad. Tampoco es eoii- 
t ra rio a dicho principio constitucional tu catearía hecha 
con las formas de sociedad mencionadas en el art. 1* de la 
ley 5 ISO de la provineia de Buenos Aires. 

IMPUESTO- WásOmém íWpoíftíW Je la .Vmi.ii*. pmrimws tt mum- 

La imposieión de un gravamen anual al eapital de deter- 
minadas sociedades en razón de los bienes de su patrimonio 
que forman parte de la riqueza provincial —como el que 
establece el art. I* de la ley ülSO de la provineia de Buenos 
Aires — está en principio comprendida en la potestad fis- 
cal de la provincia. 

C0X8TITVCWS XACIOXAl.- Control d* t*^tá*MtkhéL W* 
ífíífiuírs drl porf/r judicial. 

Xo corresponde a la Corte Suprema apreciar la convenien- 
cia o inconveniencia de los impuestos. 

COSTE SUPREMA. 

La Corte Suprema no debe decidir cuestiones teóricas o 
abstractas: por lo que no procede tomar en consideración 
las hipótesis planteadas sobre supuesta violación del prin* 
cipio de la «¡maldad que un constituyen agravios presentes, 
para fundar en ellas ta inconstitucional idad del impuesto 
establecido por el art. 1* de ta ley MSO de la Prov. de 
Buenos Aires. 

COXST1TUCIOX XACIOXAL: ConttittiCiottaUdad t ineo*»tÍtMáo~ 
ttalidad. fmputsfút ¡t vontñbm¡twe$ proihichihs. Vario*. 

El i m puerto establecido por el art. 1* de la ley f»120 de ta 
Provincia de Bueno» Aires no es un préstamo al Estado 
ni un anticipo del impuesto a la transmisión gratuita, ni 
un pairo de las sociedades por cuenta de los socios, ni de 
uno adelantado y a cuenta del impuesto a la transmisión 
gratuita substituido por aiptét. Xo es, pues, admisible \ñ 
impugnación de inconstitucional idad fundada en esas cir- 
cunstancias. 
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Dicta sí en* dkl PitocuiuiK>n Gkxkual 

Suprema Corte: 

V. E. es competente para conocer originariamente 
en estas actuaciones, por ser la demandada a mi Pn vin- 
cia y versar el litigio sobre la inconstitueionalidad de 
una ley impositiva local. 

St» demanda, en efecto, u la Provincia de Bueno* 
Aires por repetición de la suma de * 24.963, 64 nvn., abo- 
nada en concepto del impuesto a las sociedades anóni- 
mas que establece el art. 1* de la ley 5.120 de dicho Es- 
tado, bajo la impugnación de que tal gravamen es vio- 
la torio de las ira ni n tías de la igualdad ante la ley, de la 
libertad de comercial" y asociarse y de la del derecho 
de propiedad (arts. 14, 16 y 17 de la Constitución Na- 
cional). 

La disposición citada dice así : 

"Las sociedades anónimas, las sociedades en co- 
mandita por acciones y las sociedades de responsabili- 
dad limitada, pagarán anualmente como sustitutivo del 
impuesto a la transmisión gratuita de bienes, un im- 
puesto del cinco por mil sobre sus bienes situados en la 
Provincia o sometidos a su jurisdicción* '. 

En rigor, una consideración me parece previa para 
disipar equívocos. Es la de que el impuesto en cuestión 
no os un impuesto a la transmisión gratuita de bienes 
y sí sólo un sustitutivo de este, como reza la advertencia 
al contribuyente que se inserta en el texto mismo de la 
disposición. Por esto, considero errónea la posición 
de la. parte aetora en cuanto enfoca toda la cuestió i co- 
mo si se estuviera en presencia de un verdadero y propio 
impuesto .n la transmisión gratuita de bienes. No es así 
v, justamente porque no lo es, ni la percepción del ¡m- 
I ni i-ato se realiza en el momento de exteriorizarse la 
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transmisión, ni su monto guarda relación directa con 
este hecho. 

Ello sentado, opino que carecen dje fundamento los 
agravios constitucionales invocados por la actora. 

Por lo que hace a la igualdad ante la ley, observo 
que la creación de una categoría determinada de con- 
tribuyentes, basada en este caso en el rasgo objetivo de 
la adopción de peculiares formas sorictarias no importa 
por sí sola una violación del art. U» do la Constitución 
Nacional. Ya lo ha dicho V. E.: "la circunstancia de 
que el impuesto grave las sociedades anónimas y no 
las de otra naturaleza no viola el principio recordado, 
por cuanto las Provincias pueden fijar las categorías 
de contribuyentes, y la distinción entre las primeras y 
las segundas se funda en un principio razonable de di- 
ferenciación y clasificación, como es su distinta natu- 
raleza jurídica que las separa tan netamente" {188: 
105; en el mismo sentido 179: 87). 

En cuanto a la violación que se alega del derecho 
de propiedad, fundada en que al ingresar el capital a 
la sociedad de familia yn se pagó el impuesto sucesorio 
con lo que de ese modo un mismo acto vendría a resul- 
tar gravado por dos leyes distintas, carece de consisten- 
cia. El impuesto de que se trata, como es lógico, no sus- 
tituye el gravamen a la anterior transmisión gratuita 
sino el que debiera aplicarse a la futura, según se lo re- 
conoce al afirmar que se "percibe a cuenta de la trans- 
misión futura de un patrimonio" (ver demanda fs. 4). 
De modo, pues, que la pretendida superposición de gra- 
vámenes sólo podría resultar si al producirse la trans- 
misión futura se pretendiese imponer nuevamente este 
neto. 

Por fin, no se advierte cuál sea el agravio a la li- 
bertad de comerciar y asociarse que comportaría el im- 
puesto en cuestión. La aetora, por su parte, se ha limi- 
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tudoa invocar Ja garantía, sin precisar ríe ningún modo 
en qué consiste la pretendida violación del art. 14 de la 
Constitución Nacional En tales condiciones, siendo in- 
dudable* por un lado, que no existen derechos absolutos 
y, por el otro, que la facultad impositiva nace de la so- 
beranía del Estado y que no podría serle negado su ejer- 
cicio sobre una persona de carácter ideal "sin crear en 
favur de ésta el privilegio de no contribuir a los gastos 
públicos (188: 105), debe también desestimarse esta 
última objeción constitucional. 

El resto de las impugnaciones, que incidental mente 
se suman a las ya tratadas, no son sino consecuencia 
del erróneo enfoque antes señalado y, por otra parte, 
adolecen en su exposición de la falta de concreción que 
se advierte en todo el texto de la demanda. 

En consecuencia, sin pronunciarme sobre cuestio- 
nes de 1 • y prueba o de derecho común —como tales 
ajenas .• ¡ ' dictamen — , opino que debe -rechazarse la 
demanda. Rueños Aires, Diciembre 29 de 1948. — Curios 
ir. Ihlfhto. 

FALLO DE LA COHTE SITRKMA 

Buenos Aires, 20 de diciembre de 1940. 

Vistos los autos ,4 Urit>elarrea M S. A. Inmobiliaria, 
Agrícola Ganadera v. Rueños Aires la Provincia s.| in- 
eoiistitueionalidad de la ley prov, 5120", de los que re- 
sulta: 

Que a fs. 2 se presenta D. Abel Ripa Albcrdi en re- 
presentación de la Sociedad Anónima Inmobiliaria Agrí- 
cola Ganadera "iTihelarrca", con domicilio en la Ca- 
pital Federal, promoviendo demanda contra la Provin- 
cia de Rueños Aires por repetición de la suma de pe- 
sos 24.963,64 pagada bajo protesta el 24 de setiembre 
de 1947, en concepto de impuesto establecido por la ley 
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provincial 5120, cuyo nrt. V dispone U siguiente: "Lus 
sociedades anónimas, las sociedades en comandita por 
acciones y las sociedades de responsabilidad limitada, 
pagarán anualmente como sustitutivo del impuesto a la 
transmisión gratuita de bienes, un impuesto del 5 por 
mil sobre sus bienes situados en la Provincia o someti- 
dos a su jurisdicción". 

Considera indebido el pago efectuado por tratarse 
de un tríbulo inconstitucional. La precitada ley viola 
la Constitución Nacional —dice— porque vulnera la ga- 
rantía del art. 16 de ésta, por cuanto al haberse gravado 
la forma dé explotación incidiendo en medida desigual 
sobre igual riqueza, afecta al principio de la igualdad 
que constituye la base constitucional del impuesto y las 
cargas públicas. Explica que esa afectación puede apre- 
ciarse desde los siguientes puntos de vista: 1') El im- 
puesto a la transmisión gratuita de bienes se abona 
sobre el capital líquido al tiempo en que aquélla se opera, 
practicándose las deducciones que la ley autoriza, en 
tanto que la ley 5120 grava el monto de los bienes mue- 
bles e inmuebles con prescindencia del pasivo; 2») Las 
transmisiones hereditarias tienen lugar cada treinta 
afl0B —término medio— y el impuesto es satisfecho en 
una sola vez, mientras que por la ley 5120 los sujetos 
de la carga impositiva deben oblar anualmente el 5 por 
mil sobre el capital bruto radicado en la Provincia, por 
lo cual, al cabo de treinta años se habría pagado el cien- 
to cincuenta por mil, sin contar los intereses por los 
pretendidos adelantos y la imposibilidad de amortizar. 
Ni aun en el supuesto de un derecho a la devolución del 
exceso en el momento de la transmisión real sería legí- 
timo el cobro adelantado del impuesto, pues nadie puede 
ser compelido a convertirse en prestamista del Estado; 
3<) No sólo es de carácter anual, sino que podría darse 
el caso de ser abonado varias veces en el año, lo que así 
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bul tría de suceder en el supuesto de una transmisión 
posterior al tiempo fijado para el cié r re del balance. Lo 
mismo ocurriría en el caso de participación en diversas 
sociedades, cuando una sociedad anónima es tenedora 
de acciones en otra y estaba por su parte sujeta a impo- 
siciones de la misma naturaleza. Igual obligación ten- 
dría la otrn sociedad cuando fuere una de las previstas 
por la ley 5120, por lo cual y en resumen, se llegaría a 
una duplicación impositiva prohibida por la ley; 4*) Ln 
desigualdad más notoria resulta con respecto a las per- 
sonas, por cnanto sobre igual riqueza les corresponde 
pagar en proporción desigual, según se aplicara la ley 
ól 20 o la ley 5125. 

Afirma, también, que dicha ley ruin Ara los arts. 
1G y 17 de la Constitución Nacional rigente entonces, 
puesto que llega a gravar un hecho futuro e incierto. 
Es decir, que la Provincia pretende percibir a cuenta 
de la transmisión futura de un patrimonio que puede 
no existir al tiempo de la transmisión. 

Expresa, igualmente, qne al ingresar el capital en 
la sociedad de familia, al constituirse esta, se había abo- 
nado el impuesto sucesorio en virtud de lo establecido 
en el inc. c) del art. 1* de la ley 4350. Por tanto, no es 
admisible el cobro a cuenta de un impuesto ya abonado 
de acuerdo con la 1er vigente en la época de constitución 
de la sociedad. Resultaría, pues, en el presente caso, 
que un mismo acto aparecería gravado por dos leyes 
•distintas, aun cuando no rigieran simultáneamente. De 
allí, también que la ley 5120 quebrantaría otros dere- 
chos reconocidos por el art 14 de la Constitución Na- 
cional o sean, los de comerciar y asociarse. 

Arguye, finalmente, que la citada ley atenta asi- 
mismo contra el derecho de propiedod, pues no obstante 
ser dos personas distintas la sociedad y el accionista, 
la primera paga por cuenta del segundo un adelanto 
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prohibido por el art. 3fi4 del Cód. de Comercio, que lo 
permite únicamente sobre las ganancias irrevocable- 
mente realizadas. Por todo ello tcrmhm solicitando se 
condene a la Provincia de Buenos Aires a devolver a su 
representada la suma de m$n. 24.9G3,G4, con intereses 
y costas. 

Por auto de fs> 5 vta. se tuvo por acreditada la ju- 
risdicción originaria de esta Corte y se corrió traslado 
de la demanda a la Provincia de Buenos Aires, que al 
evacuarla a fs. 7 por intermedio de su apoderado, soli- 
citó expresamente el rechazo de la misma, con costas. 

Eu el texto de su contestación, expresa la deman- 
dada que la ley 5120 no está destinada a gravar la trans- 
misión gratuita de bienes según lo entiende la parte 
actora, sino que es meramente substitutiva de la ley que 
impone el tributo discutido, tal como lo establece el re- 
ferido art. 1* o lo que es lo mismo decir, importa ser 
un gravamen a los bienes de las personas ideales a fin 
de que las personas reales que los constituyan no pue- 
dan evadir el pago del impuesto a la transmisión gra- 
tuita de bienes, como ha ocurrido en repetidas ocasio- 
nes. La ley 5120 no puede, pnes, supeditar su aplicación 
a la liquidación definitiva de los bienes de las socieda- 
des a la que la misma se refiere, ni siquiera a la consi- 
.le ración del pasivo que pudiere existir al término de 
cada ejercicio de su administración y menos aun a la 
aplieabilidad o roaplicabilidad de la ley específica que 
grava la transmisión gratuita de bienes, sino a lo esta- 
blecido en su art. 2» con respecto a las sociedades afec- 
tadas por ella. 

Sostiene que el principio constitucional de la igual- 
dad en los impuestos y cargas públicas no es vulnerado 
por la ley cuestionada, toda vez que ella incide por igual, 
sobre todas las personas comprendidas en bu texto y 
alcance. 
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Ni opa r¡ue aquélla pueda ser viola toria del derecho 
de propiedad por cnanto el impuesto no resulta confis- 
catorio ni entorpece, como se alega, el libre ejercicio de 
los derechos prescriptos por el art. 14 de la Constitu- 
ción Nacional de 1853, ni grava hechos o derechos futu- 
ros, siuo reales y positivos de existencia presente, ente- 
ramente independientes a toda otra tributación seme- 
jante. 

Agrega, además, que la precitada ley se halla de- 
bidamente encuadrada en las facultades inherentes al 
Estado que la dictó y que no agravia en modo alguno 
las disposiciones de ta Constitución Nacional citadas 
por la accionante, por todo lo cual el gravamen por ella 
establecido fué debida y justamente aplicado a la ac- 
tora, siendo por tanto improcedente la repetición que 
ésta pretende. Termina pidiendo se desestime la acción 
con costas. 

Abierta la causa a prueba se produce la certificada 
a fs. 36, alegando la actora sobre su mérito a fs. 39 y la 
demandada a fs. 41, dictaminando el Sr. Procurador 
General a fs. 43. A fs. 44 vta. se llaman autos para de- 
finitiva, y 

Considerando : 

Que en cuanto a la jurisdicción originaria de esta 
Corte Suprema —no obstante la reforma constitucional 
de 1949: art 96— habiéndose radicado la causa ante 
ella con anterioridad al 16 de marzo ppdo., es de estricta 
aplicación la doctrina sustentada en el fallo que se re- 
gistra m la pág. 290 del t. 213, lo que así se declara a 
los efectos de determinar la competencia del Tribunal. 

Que la demandada no ha negado la efectividad del 
pago que ha sido materia del litigio, limitando su de- 
fensa a la constitueionalidad de la ley impugnada. 

Que según lo pone de manifiesto la precedente re- 



PE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



S35 



loción de antecedentes, la acción se funda en la violación 
de los principios reconocidos en los arts, 14, 16 y 17 de 
la Constitución Nacional vigente a la época de la de- 
manda, en razón de habérsele cobrado el impuesto es- 
tablecido por la ley 5120. 

Que la sustitución a que la ley se refiere en el art. 
1* es sólo el móvil que determinó el establecimiento de 
este impuesto. Las modalidades propias de los gravá- 
menes de la especie del que el legislador se propuso 
sustituir no deben influir en la apreciación del que se 
impugna en esta causa, cuya validez constitucional tie- 
ne que ser juzgada ateniéndose a que se trata de un im- 
puesto al capital de determinadas clases de sociedades. 
El hedió de que con su pago quede exonerada del gra- 
vamen a la transmisión gratuita la que de los bienes de 
estas sociedades se produzca en las condiciones y cir- 
cunstancias mencionadas en el art. 16, no modifica el 
carácter específicamente propio de esta contribución, 
haya o no equivalencia entre lo que se cobra por con- 
cepto de ella y lo que se deja de cobrar con motivo de 
las transmisiones a que se refiere el citado art. 16. Ha- 
cer cuestión de esa equivalencia tanto importa como 
juzgar la validez del impuesto objetado desde un punto 
de vista que le es ajeno; la conclusión de semejante jui- 
cio no se referiría al impuesto tal cual es sino a una 
desnaturalización de él. Por consiguiente, todas las ob- 
jeciones que se le hacen en la demanda refiriéndose a 
los efectos de su pago en orden a las transmisiones que 
se contemplan en el art. 16 de la misma ley están inva- 
lidadas por esa desnaturalización, pues no recaen sobre 
la real formalidad del impuesto en cuestión. 

Que ello tiene especial importancia respecto a la 
imputada violación de la igualdad consistente en que 
por igual riqueza correspondería pagar en proporción 
desigual según se aplicara la ley de que se trata —5120 — 
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o la a la transmisión gratuita. Habría desigualdad 
si oí impuesto objetado fuera do la misma naturaleza 
que el de la ley 5123. Pero como no lo es, pues se trata 
de un gravamen annal al capital do determinadas socie- 
dades en razón de los bienes de su patrimonio que for- 
man parte de la riqueza provincial, por lo euaí la impo- 
sición de él está en principio i ncuostionabl emente com- 
prendida en la potestad fiscal do la provincia, esta ob- 
jeción de desigualdad no os atendible. 

Que el hecbo de la sustitución, operado por el de- 
bido instrumento legal y mediante el establecí mentó de 
un gravamen que recae sobre materia comprendida en 
las atribuciones fiscales de la provincia, es constitucio- 
nalmcnte inobjetable, no correspondiendo a la función 
tic esta Corte la apreciación de su conveniencia (Fallos: 
95, 327; 188, 105, etc.). 

Que la categoría heclia con las formas de sociedad 
mencionadas en el art. 1* de la ley en cuestión no es de 
ningún modo arbitraria. A la razón por la cual esta 
Corte ba declarado reiteradamente que no importa des- 
igualdad inconstitucional el beclio de imponer a las so- 
ciedades anónimas un gravamen que no se impone a 
otras especies de asociación, que es aquí de estricta 
aplicación (Fallos: 179, 86; 188, 105) ; agregase el pro- 
pósito sustitutivo, legítimo en principio, que explica el 
que se tomaran en consideración especial mente deter- 
minadas formas de sociedad por ser aquéllas por obra 
de las cuales resultaba desmedrado en la provincia el 
impuesto a la transmisión gratuita. 

Que las hipótesis planteadas en los puntos 3 ff y 4* 
sobre la supuesta violación del precitado art, líí de la 
Constitución, no pueden ser tomadas en cuenta ya que, 
como talos, no constituyen agravios presentes para la 
parte aetora, que los invoca como de efectos meramente 
posibles, y por ende escapan al pronunciamiento del 
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Tribunal, al cual, de acuerdo a una reiterada jurispru- 
dencia, le está vedado decidir sobre cuestiones teóricas 
o abstractas (Fallos: 182, 398). 

Que en orden a otros fundamentos aducidos por la 
recurrente, cabe agregar que la ley cuestionada, en par- 
te alguna de sus disposiciones, considera al impuesto 
alcanzado por la tacha de inconstitueionalidad, como 
un préstamo al Estado ni como un anticipo del impuesto 
a la transmisión gratuita de bienes, como se pretende, 
ni tampoco como un pago de la sociedad por cuenta del 
accionista. Declarando la ley expresamente en ese art. 
1', señalado por la actora, que el impuesto que crea sus- 
tituye al impuesto sucesorio, no cabe ver como lo quiere 
infundadamente aquélla, que tal imposición implique la 
exigencia de un pago adelantado y a cuenta del impuesto 
substituido, punto de partida éste, de los errores y con- 
fusiones en que repetidamente incurre la accionante. 

Que respecto a la superposición impositiva plantea 
da en el punto 3» in fine, es un agravio que no se de- 
muestra y el que, como antes se ha expresado, so o se 
enuncia por vía de hipótesis y referido a la posibilidad 
de la concurrencia de una sociedad con otra de las com- 
prendidas en el régimen de la ley 5120. Y en lo que con- 
cierne al cargo de un gravamen sobre materia imponi- 
ble futura o incierta, ello no es exacto, por cuanto la ley 
se refiere expresamente a bienes sí/ mM ™ la Pro- 
vincia, sobre los cuales será aplicado anwilmnite, el tri- 
buto (art. r), lo que excluye la eventualidad apun- 
tada. 

Que en cuanto al quebrantamiento del derecho de 
propiedad, es indispensable recordar una vez mas, saj- 
vando así las va señaladas confusiones relativas a la 
verdadera naturaleza del gravamen discutido, queje 
trata de un impuesto que no se aplica a la transmisión 
gratuita de bienes, sino al patrimonio de la sociedad en 
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su existencia como persona ideal de derecho o indepen- 
dientemente del haber sucesorio de cada integrante so- 
cial. Xo es, pues, exacto el ataque ni derecho de propie- 
dad, desde el momento que la ley se refiere exclusiva- 
mente al patrimonio de la sociedad con prescindencia 
del pasivo (panto 1* de la demanda ), y no al patrimo- 
nio personal de los socios en que caben las deducciones 
admitidas por las respectivas leyes que rigen esa ma- 
teria. Lo mismo corresponde decir, respecto a la pre- 
sunta violación del art. 364 del Código de Comercio, 
desde que, como queda dicho, el impuesto debe ser sa- 
tisfecho por la sociedad y en morto alguno por los miem- 
bros de la misma o a nombre de ellos. 

Que, finalmente, la demandante no señala ninguna 
disposición de la ley cuestionada, que signifique para 
ella una traba a la libertad de comerciar y asociarse 
(art. 26, anteriormente art, 14, de la Constitución Na- 
cional) en razón de lo cual no cabe decisión del Tribu- 
nal en ese punto. 

Que, por lo expuesto, debe declararse que la apli- 
cación de la ley 5120 en el $nb-litc no es viola toria de 
lns nrts. 14, 16 y 17 de la antigua Carta Magna y, en 
en n secuencia, que aquélla no adolece del vicio de ineons- 
tituHonalidnd alegada. 

Kn su mérito y el de las consideraciones concordan- 
tos del dictamen del Sr. Procurador General se rechaza 
la demanda, sin costas. 

Luis R. Loxght — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomas D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atilio Pessagno. 
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S.A.F.I.L.A, SOCIEDAD ANONIMA FINANCIERA E 
INMOBILIARIA "LA ARGENTINA" v, PROVINCIA DE 

BUENOS AIRES 

JUBISDICCIO'N Y COMPETENCIA : Competencia federal. Com- 
petencia originaria de la Corle Suprema. Causas en que c* ¡Mirle m\» 
Pro nucid. 

La Corte Suprema tiene jurisdicción originaria para cono- 
cer del juicio promovido contra una provincia por repe- 
tición de lo pagado en concepto de un impuesto impugnado 
como inconstitucional, radicado ante aquel tribunal con 
anterioridad a la sanción de la actual Constitución Na- 
cional. 

COXsfiTUCION NACIONAL: Constitttcionalidad e incontitueio- 
nnlidad. Impuestos y contribuciones ptovineiaUs. Varios. 

La substitución del impuesto a la transmisión gratuita a 
que se refiere el art. 1* de la ley 5120 de la Provincia de 
Buenos Airea, es sólp el móvil que determinó el impuesto 
al capital de las sociedad que menciona; por lo cual las 
modalidades del primero no deben influir en la apreciación 
de la validez constitucional del segundo. Carecen asi, de 
eficacia las objeciones que se hacen contra esta última so- 
gre la base de referirse a los efectos del pngo de esc 
impuesto en orden a las transmisiones contempladas en el 
art. 16 de la citada ley. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad. 
Tratándose de impuestos de distinta nnturaleza. I» circuns- 
tancia de que por igual riqueza corresponda pagar en pro- 
porción desigual según se aplique el art 1* de la ley DI 20 
o la lev 5125 de la provincia de Bunos Aires, no importa 
violación del principio de la igualdad. Tampoco es contra- 
rio a dicho principio constitucional la categoría hecha con 
las formas de sociedad mencionada en el art. 1* de la 
ley 5120 de la provincia de Buenos Aires. 

IMPUESTO: Facultades impositivas de ta Nación, provincias tf mu- 
nicipalidades. 

La imposición de un gravamen anual al capital de deter- 
minadas sociedades en razón de los bienes de su patrimonio 
que forman parte de la riqueza provincial —como el que 
establece el art. V de la ley 5120 de la provineia.de Bue- 
nos Aires — está en principio comprendida en la potestad 
fiscal de la provincia. 
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rOXSTtrmOX X.UIOXAL. Control de comtUmionatuhui, Fu- 
tuihulrs iiri I'ndvr Jtulirial. 

Xo corresponde a la Corte Suprema apreciar la convenien- 
cia i> inconveniencia de. los impuestos. 

cnxSTiTCi lOX XACIOXAL: CoJUtituciorntlidad e iu,»,t*tit tirio- 
nulittoti, lm¡tttr*to* tj eantriharionea provinewlts. Varios. 

El impuesto establecido por el urt. 1* de la ley 51*20 de ln 
Provínola do I) uenos Aires no es un préstamo ni Estado 
ni un anticipo del impuesto a la transmisión gratuita, ni 
un pajjo de las sociedades por cuenta de los socios, ni de 
tino adelantado y a cuenta del impuesta a la transmisión 
prntnita substituido por aquél. No es, pues, admisible la 
impugnación de ineonstitueionalidad fundada en esa* cir- 
cunstancias. 

CGHTR SVPRKXA. 

La Curte Suprema no debe decidir cuestiones teóricas n 
abstractas; por lo que no procede tomar en consideración 
las hipótesis planteadas sobre supuesta violación del prin- 
cipio de la igualdad que no constituyen agravios presentes, 
pura fundar cu ellas la iueoustitueionalidad del impuesto 
establecido por el nrt. 1* de la ley 5120 de la Provine in de 
Buenos Aires. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corto : 

De «cuerdo con lo resucito iu- re *' Buenos Aires ln 
Provincia e. PóUedo Casimiro Soe, Anón, Comercial y 
Oanndcra (falh de ;il de mnrs-o ppdo.), V. E. es compe- 
tente para conocer en forma originaria de la presente 
causa por bailarse resuelta la cuestión jurisdieeíorml 
por vía de artículo a fs. 52, con anterioridad a la entra- 
da fltf vigencia de la nueva Constitución Xacional. 

Se cuestiona en autos por la actora, R. A.F.I.L. A. 
Sociedad Anónima Financiera e Inmobiliaria "Ln Ar- 
gentina", l¡i validez constitucional de la ley 5120 do la 
Provincia de Buenos Aire?; que establece el llamado 
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''gravamen complementario o substitutivo del impuesto 
a las herencias". 

Para un mejor análisis do las cuestiones debatidas, 
procuraré en primer término clasificar tnles agravios 
separando unos de otros los que so efectúan en defensa 
de los intereses de los accionistas de aquéllos que con- 
cretamente se realizan en nombre de la Sociedad. 

Por lo que hace a los primeros se dice que el refe- 
rido gravamen viola el artículo 16 de la Constitución 
Nacional (artículo 28 de la nueva Carta Fundamental), 
es decir la garantía do la igualdad ante la ley : a) por- 
que sólo una pequeña parte de los sucesores de socios o 
accionistas de esas sociedades (aquéllas en las que se 
aplica el impuesto), podrán, compensar el impuesto su- 
cesorio que eventmlmente podrá» adeudar, con el im- 
puesto que se habrá pagado en virtud de esa ley ; b) por- 
que también crea de hecho una diferencia o desigualdad 
entre los socios o accionistas de ana entidad que siga po- 
seyendo eternamente en la provincia todos los bienes in- 
muebles, muebles, créditos, semovientes y otros valores 
(caso absolutamente imposible) y los componentes de 
otras sociedades que se han desprendido de todos o 
parte de esos bienes. En el primer caso hipotético — se 
dice — los accionistas podrán beneficiarse con el im- 
puesto pagado y en el segundo lo perderán total o pnr- 
cualmente; c) porque los sucesores de socios o accio- 
nistas de entidades gravadas por esa ley habrán pagado 
impuesto sucesorio sobre bienes inexistentes en el mo- 
mento de abrirse la sucesión, mientras que los sucesores 
de los que no hnbrán sido integrantes de esas entida- 
des, sólo deberán pagar el impuesto sobro los bienes 
realmente existentes en ese momento; d) porque esa 
ley no autoriza a deducir el pasivo de las entidades gra- 
vad» s y en cambio la ley de impuestos a las herencias 
permite, como es natural, esa deducción para establecer 
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el verdadero haber sucesorio, de lo que surge otra des- 
igualdad entre los distintos contribuyentes que heredan 
por igual título, grado y parentesco; e) porque esa ley 
no autoriza, y porque sus disposiciones reglamentarias 
(urt. 9* del decreto) prohiben, deducir importes poi- 
cas tigos y des valorizaciones y en cambio es obvio que 
las demás personas no gravadas por esa ley pegarán 
el impuesto sucesorio soure el valor real de los bienes 
que reciban, es decir, previa amortización, castigo o 
des valorización que corresponda sobre esos bienes: f) 
porque siendo auunl e ilimitado el pago del impuesto, 
es indudable que algunos herederos de igual valor su- 
cesorio y de igual vocación hereditaria Ufarán a so- 
portar más impuestos que otros, cuyos causantes no 
han debido hacer ese pago a cuenta y aún más de lo que 
legalmente deberían abonar en definitiva; g) porque 
los socios de accionistas cargarán en distinta proporción 
el gravamen impugnado ya que los que lo son actual- 
mente y que conservan sus cuotas o acciones pagarán 
ljus que los que las adquirirán en el futuro; h) porque 
estando destinado ese impuesto a la construcción de 
edificios escolares (art. 15) que constituyen un bien pú- 
blico, sólo habrán contribuido para ello una mínima par- 
te de los propietarios^ muelos de ellos domiciliados fue- 
ra de la jurisdicción provincial, quedando exenta de 
«portes una gran parte de propietarios que no son y que 
no han sido componentes de sociedades afectadas por el 
impuesto, es decir, que aún cuando dos personas tengan 
actualmente el mismo capital, una contribuirá anticipa- 
damente a la construcción de escuelas y la otra no 
aportará nada ahora y ni siquiera sus herederos, si con 
anterioridad ha enagenado sus bienes y transportado su 
capital a otra jurisdicción. 

En defensa siempre de los intereses de los accio- 
nistas se continúa también diciendo que el referido gra- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



vnmeu viola el artículo 17 de la Constitución Nacional 
(art, Ü8 de la nueva Carta Fundamental), es decir la 
garantía de la propiedad: a) porque grava anticipada- 
mente sucesiones futuras que podrán no tener ningún 
bien en ln provincia sujeto a gravamen. Tal el caso de 
un socio o accionista que ha enagenado sus cuotas o ac- 
ciones; b) porque es indiscutible que cuando fallezca 
un socio o accionista, la sociedad que ha pagado el im- 
puesto y cuyas cuotas o acciones entren en el haber su- 
cesorio, no poseerá una parte o ninguno de los créditos, 
valores, semovientes inmuebles «iobre los que se ha li- 
quidado el anticipo del impuesto, lo que evidencia otro 
caso de despojo por cuanto se habrá gravado bienes 
que en ningún caso habrían estado sujetos a pago de im- 
puestos sucesorios; c) porque esa ley obligará a pagar 
anticipadamente impuesto en la provincia sobre accio- 
nes o cuotas sociales a herederos domiciliados fuera de 
su jurisdicción y que hereden aecioues o valores intan- 
gibles también situados fuera de la provincia; d) por- 
que teniendo presente que normalmente las transmisio- 
nes hereditarias se operan más o menos cada treinta 
años, es indiscutible que el puesto pagado durante 
ese número de años excederá jn mucho lo que eventual- 
mettde tendrían que pagar tos sucesores en línea recta, 
lo que evidencia un pago sin causa o sea una violación 
de la propiedad; e) porque siendo el impuesto suceso- 
rio, como su misma denominación lo indica, un tributo 
exclusivamente a cargo de los sucesores, constituye un 
atentado al derecho de propiedad el hecho de hacerlo 
pagar en vida por los futuros causantes. 

Por fin, continuando en la defensa de los intereses 
de los accionistas se sostiene: a) que la ley provincial 
.1120 viola el art. 31 de la Constitución Nacional al crear 
un impuesto sobre bienes y valores Mijctos a la ley na- 
cional N* 11.287; b) que ln citada ley 5120, al disponer 
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c) pago dé un anticipo del impuesto a la herencia de 
personas vivas, viola también los artículos 848, 144!>, 
3311 y 3312 del Código Civil, y en consecuencia el nrt. 
31 de la Constitución Nacional (art. 22 de la nueva Car- 
ta Fundamental). 

Hasta aquí los agravios alegados por la parte ac- 
to ra en defensa» como he dicho, de los intereses de los 
accionistas, Be ellos, y antcB de pasar más adelante, 
sólo he de decir dos cosas. La primera que los accionis- 
tas son, como reza el artículo 39 del Código Civil, "per- 
sonas enteramente distintas" de las corporaciones, aso- 
ciaciones, etc., en este caso, de la Sociedad Anónima 
S. A. F. I. L. A., Financiera e Inmobiliaria '*La Argen- 
tina", por lo que, en realidad, la resolur' *.i del caso en 
base n semejantes agravios, importaría Ja decisión de 
un í cuestión abstracta desde que los interesados, o sea 
los accionistas, no son parte en este juicio. La segunda 
observación, consecuencia de la anterior, es la de que 
justamente por hallarse referidos a personas que no in- 
tervienen directamente en este juicio, los agravios antes 
transcriptos son de naturaleza hipotética y no concreta 
y actual, como lo demuestra la forma de redacción adop- 
tada en la enunciación de casi todos ellos. En consecuen- 
cia, estimo, de acuerdo con lo dispuesto en el art 2» 
de la ley nacional N» 27, que deben ser descartados en 
la consideración del presente asunto todas las cuestio- 
nes a que acabo de hacer referencia. 

Resuelta esta eliminación, cabe ahora examinar las 
objeciones de carácter constitucional directamente for- 
muladas, estas sí, en nombre y en defensa de la sociedad 
actora, y que son las siguientes: 

I, La ley 5120 de la Provincia de Buenos Aires 

viola el art. 16 (ahora 28 déla Constitución Nacional) 
porque grava solamente los bienes de las sociedades 
anónimas, de las sociedades en comandita por acciones 
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y do las sociedades de responsabilidad limitada, estable- 
tiendo así un privilegio irritante a favor de las demás 
sociedades, de las personas que poseen también bienes 
de igual valor en la misma jurisdicción y de los Bancos, 
que han sido expresamente exceptuados por esa ley i 

II. — viola asimismo dicha ley la referida garantía 
porque incluyéndose también entre los bienes gravados, 
las participaciones en otras sociedades (art. 2* inc. d) t 
es probable que un mismo bien llegue a estar gravado 
más de una vez por el mismo impuesto, o sea una vez a 

-sargo de la entidad a la que pertenece y otra vez a cargo 
de- tas sociedades que tengan participación en aquéllas; 

III. _ ge viola también la igualdad porque es po- 
sible que deba llegar a pagarse el impuesto más de una 
vez en el mismo año sobre el mismo bien, como sería el 
caso de un bien que figurara en el balance de una socie- 
dad cuyo ejercicio venciera en Junio y que luego lo ven- 
diera a otra sociedad cuyo balance se realizara en di- 
ciembre. En tal caso el mismo bien figuraría el mismo 
año en dos balances, de dos sociedades, y en consecuen- 
cia, de acuerdo con la ley, que no admite proporción in- 
distinciones, se pagaría dos veces el gravamen, y en ■ 
cambio otros bienes sólo estarían gravados una vez, 
o ninguna si no perteneciera a las sociedades enume- 
radas; 

IV. — se destruye, también, la igualdad, porque 
el artículo 1$ de la ley exige para la transmisión de bie- 
nes de determinadas sociedades algunos requisitos que 
ninguna ley exige para otros propietarios o titulares 
de bienes análogos ; 

V. — la ley 5120 es violatoria del art. 17 (ahor* 
38) de la Constitución Nacional porque es evidente que 
las sociedades no fallecen y por lo tanto no tendrán que 
pagar en ningún caso impuesto a la herencia. En conse- 
cuencia, el pago que se les exige como anticipo de ese 
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impuesto y que sólo una pequeña parte de sus socios 
o accionistas podrán compensa r, importa una paulatina 
confiscación de sus bienes; 

VI. viola la garantía Vía propiedad porque al 
no autorizarse, — y prohibirlo la reglamentación de la 
ley — , la deducción del pasivo que afecta necesariamen- 
te los bienes sociales ni la desvalor ización de los mismo*, 
se incurre también en un despojo, ya que el activo gra- 
vado resultará en realidad total o parcialmente inexis- 
tente; 

Vi j. — de igual modo se viola el derecho de propie- 
dad porque ese impuesto, mal llamado "complementario 
o sustitutivo de impuesto a las herencias", importa en 
realidad un segundo impuesto de Contribución Territo- 
rial y de comercio e industria, que ya pagan las socieda- 
des en virtud de las leyes respectivas, por lo que también 
resulta confisca torio; 

VIII. — se viola el art. 17 (ahora 38) porque la rei- 
teración de pagos resultantes de la inclusión en los bie- 
nes gravados de las participaciones en otras sociedades 
y de la posibilidad de que el mismo bien figure en un 
mismo año en el balance de dos sociedades, importa 
igualmente una violación de la propiedad al gravar en 
forma repetida los mismos bienes ; 

IX. — resulta violatoria del derecha de la propie- 
dad la circunstancia de que las restricciones a la libro 
disposición de los bienes, dispuestas por el art. 13 de la 
ley 0120, importan privar arbitrariamente del ejerci- 
cio de derechos sobre esos bienes, so pretexto de garan- 
tizar ai pago del impuesto sucesorio, siendo así que no 
existe ninguna sucesión que lo adeuda ; 

X. — así mismo el artículo 13 de la ley 5120 viola el 
art, 14 (ahora 26) de la Carta Magna, el que asegura 
para todos los habitantes de la Nación el amplio dere- 
cho de usar y disponer de su propiedad; 
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XI. — la ley 5120 viola el art 31 (ahora 22) de la 
Constitución Nacional porque al gravar con impuesto 
sucesorio bienes que componen ol activo de sociedades 
cuyas acciones se transmiten y se encuentran en juris- 
dicción Nacional, contraría el art. 3* del Código Civil 
por confundir el patrimonio de la sociedad con el de sus 
miembros : 

XII. — se viola también el artículo 31 (ahora 22) 
porque al obligar a las sociedades a pagar un impuesto 
por cuenta de sus miembros sin tener en cuenta si exis- 
ten o no utilidades líquidas y realizadas con las que 
puedan efectuarse ese pago, se contraría la prohibición 
terminante del art. 3S¿ 4ci Código de Comercio; 

Xin. — cabe por fin agregar a esta ya larga lista 
de objeciones la de que resultan violados los artículos 
14 y 106 (ahora 26 y 101 respectivamente) de la Consti- 
tución Nacional, porque con el recargo que implica el 
impuesto impugnado se atenta contra el derecho de co- 
merciar libremente en todo el territorio nacional crean- 
do trabas a la expansión interprovincial, equiparable* 
a aduanas interiores, puesto que la sola introducción 
en la provincia de parte del activo de una sociedad do- 
miciliada fuera de ella, le obligará a abonar el impuesto, 
so pena de ver trabadas sus actividades por aplicación 
del art. 13 de la ley 5120 sin perjuicio de las penalidades 
fijadas en sus artículos 8 y 10. 

Frente a la forma en que ha sido planteado el pre- 
sente caso, una primera consideración, de carácter ge- 
neral, se impone: es la de que como lo tiene resuelto 
V. E. a través de reiterada jurisprudencia (106: 109 ¡ 
127: 383 y 182 : 398, entre otros),e1 juicio de inconsti- 
tucíonalidad debe concretarse al caso propuesto por el 
actor y a los hechos o circunstancias peculiares del mis- 
mo, no pudiendo la Corte Suprema hacer pronuncia- 
mientos teóricos ni menos de carácter general. Ee 
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oportuna esta advertencia porque como lmbrá podido 
observarse, a través de la enunciación de los agravios 
alegados, sea en defensa de los intereses de los accio- 
nistas, como en defensa de la misma sociedad actora, 
la mayoría si no la totalidad de las impugnaciones for- 
muladas, revisten la característica de meras hipótesi*, 
sin relación directa con la forma o el modo como efecti- 
vamente ha sido en este caso aplicado el impuesto en 
cuestión. 

Un segundo término, cabe además agregar que, 
como ya lo expresé al dictaminar r'ii re "Uribelarrea 
Sociedad Anónima Inmobiliaria Agrícola Ganadera c.| 
Buenos Aires la Provincia s.| inconstitueionalidad de lu 
ley provincial 5120" (dictamen de diciembre 29 de 
1948), el impuesto en cuestión no es nn impuesto a la 
transmisión gratuita de bienes y sí solo nn sustituí ivo 
de éste, se^rún reza la advertencia al contribuyente que 
se inserta en el texto mismo del artículo 1* de la ley. 
Por esto considero errónea la posición de la parte actor» 
en cnanto enfoca toda la cuestión como si estuviera en 
presencia de un verdadero y propio impuesto a la trans- 
misión gratuita de bienes. No es así y, justamente por- 
que no lo es, ni la percepción del impuesto se realiza en 
el momento de exteriorizarse la transmisión, ni su mon- 
to guarda relación directa con este hecho. 

Ello sentado, he de referirme brevemente a las ob- 
jeciones, fundamentalmente teóricas, lo repito, efectua- 
das en defensa y en nombre de los intereses de la so- 
ciedad actora. 

Por lo que hace a la violación constitucional alegada 
en el punto identificado bajo el número I observo que 
la creación de una categoría determinada de contribu- 
yentes, basada en este caso en el rasgo objetivo de la 
adopción de peculiares formas societarias no importa 
por sí sola una violación del art. 28 de la Constitución 
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Nacional. Ya lo ha dicho V. E.: "La circunstancia de 
que el impuesto grave las sociedades anónimas y no las 
de otk-a naturaleza no viola el principio recordado 
(igualdad ante la ley), por cuanto las provincias pue- 
den fijar las categorías de contribuyentes y la distin- 
ción entre las primeras y las segundas se funda en im 
principio razonable de diferenciación y clasificación, 
como es su distinta naturaleza jurídica que las sepnra 
tan netamente (188:105; en el mismo sentido: 179:87). 

En cuanto se refiere a los puntos II y III se trata 
de agravios meramente hipotéticos, que no se alega ha- 
yan ocurrido efectivamente en este caso y que por lo 
demás no resulta del contexto de la ley deban necesaria- 
mente producirse. 

Análogo reparo que a los anteriores puede formu- 
larse al agravio contenido en el punto IV, aparte de 
que no se percibe cómo puede resultar violatorio de la 
igualdad de la ley un requisito que en definitiva tiene 
a asegurar como corresponde el cumplimiento de la ley. 
En todo caso, la violación de la mencionada garantía 
bajo este aspecto se hallaría subordinada a la incons- 
tüucionalidad del impuesto en cuestión. 

La impugnación a que se hace referencia en el 
punto V demuestra por una parte la confusión antes alu- 
dida del gravamen creado por la ley 5120 con el verda- 
dero impuesto a la herencia y por la otra se trata de 
una mera alegación teórica sin base de hecho. 

Lo mismo cabe decir del reparo formulado en el 
punto VI. Aún aceptando que la correcta interpretación 
de la ley y de su decreto reglamentario (ver artículo 
9* del decreto provincial N* 25.648 del 30 de abril de 
1947) sea la que le asigne la parte actora, lo que no 
parece evidente a través de la lectura de sus disposicio- 
nes, no se vé por qué deba estar en pugna con la Cons- 
titución Nacional la no deducción del pasivo y de las 
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amortizaciones en la liquidación del monto de capital 
imponible. Ello sería aceptable si el gravamen cues- 
tionado incidiera realmente sobre el acto de la trans- 
misión gratuita de bienes, pero como precisamente no 
es así, la Provincia ha podido elegir los objetos impo- 
nibles, escapando eu todo caso el acierto de esta elec 
ción a las facultades de los tribunales de justicia. Al^o 
parecido ocurre con el impuesto de Contribución Terri- 
torial cuyo monto se calcula sin deducir pasivos o amor- 
tizaciones y, sin embargo, no se pretende, ni sería posi- 
ble pretenderlo, que por ello se halle en pugna con ta 
garantía del derecho de propiedad. Por lo demás, la 
objeción que analizo adolece del defecto general ya se- 
ñalado de falta de concreción» puesto que no se alegado 
siquiera, a través de hechos reales, que existiera tal 
pasiva en el caso o que la Provincia se haya efectiva- 
mente negado a computarlo. 

La enunciación del agravio contenido en el punto 
VII confirma cuanto vengo diciendo respecto a la na- 
turaleza del gravamen creado por la ley 5120 de la Pro- 
vincia de Buenos Aires. La misma parte adora acepta, 
en efecto, que dicbo impuesto no constituye una verda- 
dero impuesto a la transmisión gratuita de bienes, ma- 
nifestando que en realidad importa un segundo impuesto 
de contribución territorial y de comercio e industria. 
De esto deduce que el impuesto es confiscatorio, ya que 
dicho? gravámenes se abonan en virtud de las leyes res 
pectivas; pero, ni la superposición de impuestos entra- 
ña necesariamente inconstitucionalidad ni existe la prue. 
ha de hecho de tal confiscatoriedad. De todos modos, su 
apreciación quedaría librada al prudente arbitrio de 
V. E. 

Iguales consideraciones cabe formular a la impug- 
nación efectuada en el punto VTIL 

Por lo que hace al punto IX, no es aceptable la afir- 
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i nación de que las restricciones contenidas en el art. 
13 de la ley 5120, a los fines de garantizar el pago del 
impuesto, constituyen un efectivo desconocimiento de 
la garantía de la propiedad. No existen derechos abso- 
lutos; todos se hallan sometidos, en su ejercicio, a re- 
glas y limitaciones indispensables para el orden social. 
Por lo demás, este agravio no reviste carácter autóno- 
mo, pudiendo sólo prosperar para el caso de demostrar- 
se la efectiva aplicación inconstitucional del impuesto, 
cosa que no ocurre en autos. 

Análogo reparo debe formularse contra la objeción 
contenida en el punto X. 

Respecto del punto XI cabe observar por una parte 
que es contradictorio con la afirmación formulada en 
el punto VII a que hemos hecho referencia y por la otra 
que no es exacto estemos en presencia de mi impuesto 
sucesorio. No se confunde el patrimonio de la sociedad 
con el de sus miembros, ni se viola por ende el art. 39 
del Código Civil con lesión del art. 31 (ahora 22) de lu 
Constitución Nacional, porque el impuesto se aplica en 
realidad a los bienes de la sociedad y nó al hecho de la 
transmisión gratuita, como lo he señalado ya repetida* 
veces. 

En cuanto a la impugnación formulada en el punto 
XII, es de observar que padece también del error que 
supone la confusión existente respecto a la verdadera 
naturaleza del gravamen y de su objeto imponible. No 
existe violación del art. 364 del Código de Comercio por- 
que contrariamente a lo que manifiesta la aetora no se 
obliga a las sociedades a pagar un impuesto por cuenta 
de sus miembros, sin tener en cuenta si existen o no uti- 
lidades realizadas y líquidas. El impuesto lo paga la 
sociedad y no sus miembros, con la consecuencia, — ori - 
gen del error de interpretación que constituye la fuento 
principal de todos los equívocos producidos en torno a 
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este impuesto — , de que por disposición del nrt. 16 sü 
importe debe ser deducido del gravamen que corresponde 
pagarse en la Provincia por concepto de impuesto a la 
transmisión gratuita de bienes sobre las acciones o par- 
ticipaciones en el capital de las sociedades contribuyen- 
tes. Pero ésta no es más que una mera consecuencia di' 
la política impositiva que entraña el texto de la ley pro- 
vincial 5120, tendiente como reza su denominación a 
sustituir el impuesto a la transmisión gratuita por otro 
impuesto distinto como es el que nos ocupa. Ello no im- 
plicaba necesariamente que el nuevo impuesto fuera por 
sus características un gravamen de la misma naturale- 
za del que sustituía y efectivamente así lia ocurrido 
porque ha cambiado tanto el objeto imponible como la 
forma y tiempo de percepción. En otras palabras, se ha 
desgravado la transmisión gratuita de las acciones de las 
sociedades enumeradas en el urt. 1* y gravado en cam- 
bio, el activo de ellas. Es sintomática, al respecto, la dis- 
posición del art. 6* conforme a la cual el impuesto se pa- 
gará en la misma forma, plazo y condiciones que el im- 
puesto inmobiliario. 

Para terminar, no se advierte cual sea el agravio a 
la libertad de comerciar que comportaría el impuesto en 
cuestión a que se alude en el punto XIII. Es indudable 
por un lado que no existen derechos absolutos y, por el 
otro, que la facultad impositiva nace de la soberanía del 
Estado y que no podría serle negado su ejercicio sobre 
una persona de carácter ideal sin crear en favor de ésta 
el privilegio de no contribuir a los gastos públicos (188: 
105). 

Por todo ello, estimo que debe ser rechazada la 
demanda, Buenos Aires, agosto 39 de 1949. — Carlos 
G. Delftno. ' 
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Buenos Aires, 29 de diciembre do 1049. 

Vistos los autos "S. A.FXL.A. Sociedad Anó- 
nima Financiera e Inmobiliaria "La Argentina" v. 
Buenos Aires la Provincia si| Inconstitueionatidad ley 
5120", de los que resulta: 

Que a fs. 15 D. Mauricio E. Poodts, en representa- 
ción de Safila, S. A. Financiera e Inmobiliaria "La Ar- 
gentina", demanda a la Provincia de Buenos Aires n 
fin de que se declare inconstitucional el impuesto que 
se le ha cobrado por aplicación de la ley 5120 y se con- 
dene a dicho Estado a devolver la suma de pesos 3.308,48 
m|n. pagada bajo protesta, con intereses y costas. 

Que después de referirse a la competencia origino 
ría de la Corte Suprema y a las circunstancias del pago 
con protesta del gravamen impugnado, hecho el 15 de 
julio de 1947 con arreglo a los arts. 1 y 2 de la citnda 
ley 5120 y según balance de fecha 31 de diciembre de 
1946, la actora sostiene que la ley y el reglamento que es- 
tablece dicho impuesto son, en primer término, viola- 
torios de la igualdad asegurada por el art. 16 de In 
anterior Constitución Nacional porque : 

a) Gravan solamente los bienes de las sociedades 
anónimas, de las sociedades en comandita por acciones 
y de las sociedades de responsabilidad limitada, esta 
Meciendo así un privilegio irritante a favor de las de- 
más sociedades, de las ners°n»s que poseen también 
bienes de igual valor en la misma jurisdicción y de los 
Bancos, que han sido expresamente exceptuados por 
esa ley. 

b) Sólo una pequeña parte de los sucesores de so 
cios o accionistas de esas sociedades podrán compensar 
el impuesto sucesorio que eventualmente podrán adeu- 
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dnr, ron el impuesto que se habrá pagado en virtud do 
esa ley (art. 16). Esto resulta del hecho de que el im- 
puesto pagado no podrá compensarse ni repetirse por 
los lie roderos de la infinidad de soeios o accionistas que 
habrán dejado de tener acciones o cuotas sociales anUv¡ 
de fiillcccr, ya sea por venta o por quiebra o disolución 
de la sociedad. 

Es decir que es evidente que el impuesto soportado 
y pagado por igual grupo o categoría de personas hfi 
de aprovechar a los sucesores de algunos y no a los do 
otros. 

c) También crea de hecho una diferencia o des- 
igualdad entre los socios o accionistas de una entidad 
que siga poseyendo eternamente en la Provincia todos 
los 1 tienes inmuebles, muebles, créditos, semovientes y 
otros valores (caso absolutamente imposible) y los com- 
ponentes de otras entidades que se lian desprendido de 
todos o parte de esos bienes. En el primer caso hipoté- 
tico los accionistas podrán beneficiarse con el impuesto 
pagado, y en el segundo lo perderán total o parcialmente. 

d) Los sucesores de socios o accionistas de enti- 
dades gravadas por esa ley habrán pagado impuesto 
sucesorio sobre bienes inexistentes en el momento do 
abrirse la sucesión, mientras que los sucesores de Ioh 
que no habrán sitio integrantes de esas entidades, sólo 
debe ni n | Migar el impuesto sobre los bienes realmente 
existentes en esc momento. 

e) Eso ley no autoriza a deducir el pasivo de las 
entidades gravadas y en camino la ley de impuesto a 
las Uere acias permite, como es natural, esa deducción 
para establecer el verdadero linlwr sucesorio, de lo qu¿ 
surge otra desigualdad entre los distintos contribuyen- 
tes que heredan por igual título, grado y parentesco. 

Esa ley uo autoriza y además sus disposiciones 
reglamentarias (art. 9* del decreto) prohiben deducir 
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importes por castigos y desvalorizaciones y en cambio 
es obvio que las demás personas no gravadas por esa 
ley f pagarán el impuesto sucesorio sobre el valor real 
de los bienes que reciban, es decir previa amortización, 
castigo o desvalorizad™ que corresponda sobre esos 
bienes. 

g) Incluyéndose también entre los bienes grava- 
dos, las participación** en otras sociedades (art. 2?, ino. 
d) es probable que un mismo bien llegue a estar gra- 
vado más de una vez por el mismo impuesto, o sea una 
vez a cargo de la entidad a la que pertenece, y otra ve» 
a cargo de las sociedades que tengan participación en 

aquélla. . 

h) Es posible que deba llegar a pagarse el impues- 
to mas de una vez en el mismo año sobre el mismo bien, 
como sería el caso de un bien que figurara en el balance 
de una sociedad cuyo ejercicio venciera en jumo y que 
luego la vendiera a otra sociedad cuyo balance se reali- 
zara en diciembre. En tal caso el mismo bien figuraría 
eí mismo año en dos balances de dos sociedades, y en 
consecuencia, de acuerdo con la ley que no admite pro- 
porción ni distinciones, se pagaría dos veces el grava - 
men, v en cambio otros bienes sólo estarían gravado* 
una vez o ninguna si no pertenecieran a las sociedades 
enumeradas. 

i) Siendo anual o ilimitado el pago del impuesto, 
es indudable que algunos heredero» de igual valor su- 
cesorio y de igual vocación hereditaria llegaran a so- 
portar más impuestos que otros cuyos causantes no han 
debido hacer ese pago a cuenta, y aun más de lo que le- 
galmente deberían abonar en definitiva. 

i) Los socios o accionistas cargarán en distinta 
proporción el gravamen impugnado, ya que í*J^£ 
son actualmente y que conservan sus cuotas o amones, 
pagarán más que los que las adquirirán en el futuro. 
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k) Estando destinado ese impuesto a la construc- 
ción de edificios escolares (art 15) que constituyen un 
bien público, sólo habrá contribuido para ello una mí- 
nima parte de los propietarios, muchos de ellos domici- 
liados fuera de la jurisdicción provincial, quedando 
exento de aporte una gran parte de propietarios que no 
bou y que no han sido componentes de sociedades afec- 
tadas por el impuesto. Es decir que aun cuando dos per- 
sonas tengan actualmente el mismo capital, una contri- 
buirá anticipadamente a la construcción de escuelas y 
la otra no aportará nada ahora y ni siquiera sus here- 
deros si con anterioridad ha enajenado sus bienes y 
trunsportado su capital a otra jurisdicción. 

1) El art. 13 de la ley exige para trasmisión de 
bienes de determinadas sociedades algunos requisitos 
que ninguna ley exige para otros propietarios o titula- 
res de bienes análogos. 

La actora menciona luego la jurisprudencia existen- 
te sobre igualdad y manifiesta que son tantas las des- 
igualdades que la ley crea entre loa propietarios de bie- 
nes de igual valor, que no basta que incluya a todas \»< 
sociedades anónimas, de responsabilidad limitada y co- 
mandita por acciones para que pueda considerarse que 
se ajusta a una clasificación razonable ni en modo algu- 
no a la recordada garantía constitucional. 

Que, en segundo lugar, afirma la actora que la ley 
y su decreto reglamentario son violatorios del derecho 
de propiedad porque: 

a) Gravan anticipadamente sucesiones futuras quo 
podrán no tener ningún bien en la Provincia, sujeto a 
gravamen. Tal el caso de un socio o accionista que ha 
enngenadn sus cuotas o acciones. 

Es innegable que entonces el impuesto cobrado im- 
portan! un despojo. 

b) Es indiscutible quo cuando fallezca un socio 
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o accionista, la sociedad quo ha pagado el impuesto y 
curas cuotas o acciones entren en el haber sucesorio, 
no poseerá una parte o ninguno de los créditos, valores, 
semovientes e inmuebles sobre los que se lia liquidado 
el anticipo de impuesto, lo que evidencia otro caso d.^ 
despojo por cuanto se habrá gravado bienes que en nin- 
gún caso habrían estado sujetos a pago de impuesto 
sucesorio, 

c) Es evidente que las sociedades no fallecen y por 
iantr no tendrán que pagar en ningún caso impuesto 
a la herencia. En consecuencia el pago que se les exige 
como anticipo de ese impuesto, y que sólo una pequeña 
parte de sus socios o accionistas podrán compensar, im- 
porta una paulatina confiscación de sus bienes. 

d) Esa ley obligará a pagar anticipadamente im- 
puesto en 1n Provincia sobro acciones o cuotas sociales, 
a herederos domiciliados fuera de su jurisdicción y que 
hereden acciones o valores intangibles también situados 
fuera de la Provincia. 

Es evidente el fin y razón de la creación de eso 
gravamen; pero no basta el solo hecho de que la 1er 
obedezca a un fin o una razón, para que pueda conside- 
rársela constitucional. En el caso de la ley disentida, 
ese fin tiende a gravar la trasmisión do valores (accio- 
nes y cuotas) situados fuera de su jurisdicción y ope- 
rada* también fuera de la misma y por lo tanto, al inva- 
dir atribuciones privativas de otro Estado de la Kaeión, 
resulta evidentemente ilícito y atentatorio al dercclio 
de propiedad. 

e) Al no autorizarse, —y prohibirlo la reglamen- 
tación de la lev—, la deducción del pasivo que afecta ne- 
cesariamente 'los bienes sociales ni la desvalor i zacióu 
de los mismos, se incurre también en un despojo, ya que 
el activo gravado resultará en realidad total o parcial- 
mente inexistente. 
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O Teniendo presente qae normalmente las trans- 
misiones hereditarias se operan más o menos cada trein- 
ta años, es indiscutible que el impuesto pagado durante 
ese número de años excederá en mucho lo que eventual- 
mente tendrían que pagar los sucesores en línea recta, 
lo que evidencia un pago sin causa, o sea una violación 
de la propiedad, 

g) Siendo el impuesto sucesorio, como su misma 
dcuom i nación lo indica, un tributo exclusivamente a 
cargo de los sucesores, constituye un atentado al de- 
recho de propiedad el hecho de hacerlo pagar cu vida 
por los futuros causantes. 

h) Ese impuesto, mal llamado '* complementario 
o sustitutivo del impuesto a las herencias**, importa en 
realidad mi segundo impuesto de Contribución Territo- 
rial y de Comercio c Industria, que ya pagan las socie- 
dades en virtud de las leyes respectivas, por lo que 
también resulta confisca torio. 

i) También la rej "lición de pagos señalados en 
los puntos g) y h) del resultando segundo, importan 
igualmente una violación de la propiedad ul gravar en 
forma repetida los mismos bienes. 

j) Las restricciones a la libre disposición de los 
bienes, dispuestas por el art. 13 de la ley importan 
privar arbitrariamente el ejercicio de derechos sobre 
bienes, so pretexto de garantizar el pago del impuesto 
sucesorio, siendo que no existe ninguna sucesión que lo 
adeuda. 

Con esa disposición la ley impugnada viola también 
la garantía contenida en el art.- 14 de la Carta Magna, 
que asegura para todos los habitantes de la Xación 
(t iitre los que se cuentan sin duda alguna las sociedades 
según elementales principios de derecho) el amplio de- 
rucho de usar y disponer de su propiedad. 

Que, además, la actora sostiene que la ley 5120 
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también viola «1 art. 31 de la anterior Constitución Na- 
cional en cuanto crea un impuesto sobre bienes y valores 
sujetos a la ley nacional 11.287. Así, dice, según esta ley 
y su uniforme interpretación por nuestros tribunales, 
están gravados a favor de la Nación los valores, — entre 
ellos las acciones, cuotas sociales, etc. — , que existan en 
jurisdicción nacional. 

Es obvio que la provincia tiene el mismo derecho 
de gravar esos valores cuando estén situados en su te- 
rritorio. Pero no tiene derecho de confundir los bienes 
de las sociedades emisoras de las acciones y otros títulos 
de sociedades, con los bienes de los accionistas, bajo el 
pretexto de que en el activo de aquéllos figuran bienes 
situados en su jurisdicción. 

Lo que se transmite por muerte del accionista son 
las acciones que éste poseía y no los bienes de la sociedad 
que constituye una persona de derecho enteramente dis- 
tinta de sus componentes y cuyos bienes no pertenecen 
a ninguno de éstos, como lo dispone expresamente el 
art. 39 del Cód. Civil. 

Las acciones do ias sociedades anónimas son um- 
versalmente consideradas como un valor intangible, 
totalmente independiente del activo social. Por ello es 
que la ley nacional n* 11.287 las grava cuando están si- 
tuadas cu su ju risdicción, sin tener en cuenta cuates son 
los bienes que lo componen, ni el valor de éstos. 

En consecuencia, al gravarse por la provincia, con 
impuesto sucesorio, bienes que componen el activo do 
sociedades cuyas acciones se transmiten y se encuentran 
en jurisdicción nacional, esa provincia, invade atribucio- 
nes ejercidas por la Nación mediante la ley 11.287 y 
viola el art. 31 de la Constitución Nacional, contrariando 
ei art. 39 del Cód. Civil al confundir el patrimonio de 
)n sociedad con el de sus miembros. 

Que, a juicio de la acto ra, la ley 5120 os también 
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contraria al art. .'i<>4 del Código de Comercio y, por lo 
tanto, al arr. 31 de la anterior Constitución Nacional, 
at obligar a las sociedades a pagar un impuesto por 
cuenta de sus miembros, sin tener en cuenta si hay o 
no utilidades liquidas y realizadas con las que pueda 
efectuarse ese pago. Agrega que diclia ley provincial 
es, asimismo, viola torio de los arts, 848, 1440, 3311 y 
;ííí 1 Ü de! Código Civil y del mencionado precepto coas- 
til acional al disponer el pago de na anticipo del impues- 
to a la herencia de personas vivas. 

Que, finalmente, la neto ra gfljfl tiene que también re- 
sultan violados los arts. 14 y 108 de la anterior Consti- 
tución Nacional, pues con el recargo que implica el 
impuesto impugnado se atenta contra el derecho de co- 
merciar en todo el territorio nacional, creando trabas a 
la expansión interprovincial equiparables a las aduanas 
interiores, pues la sola introducción en la provincia de 
parte del activo de una sociedad domiciliada fuera de 
ella la oblignrá a pagar el impuesto so pena de ver tra- 
badas sus actividades, por apKención del art. 13 de la 
ley i; 120, sin perjuicio de las penalidades previstas en 
sus nrt*. 8 y 10. 

Que, por todo lo expuesto, la aetora termina la de- 
manda solicitando que se haga lugar a ella, con intereses 
y costas. 

Que desestimada, por la sentencia de fs. 52, la ex- 
cepción de i ii con i potencia opuesta por la Provincia dé 
Buenos Aires, ( 'sta contesta la demanda por intermedio 
de don Cosme Lnstiri, quien pide pe In recbaco con cos- 
tns, por las consideraciones qne formula a fs. 54 y si- 
guientes. 

* ■ 

Después de negar los hechos contenidos eu el es- 
crito de demanda y no reconocidos expresamente en Ir» 
contestación, buco un resumen de los fundamentos ju- 
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rídieos dé la acción para ocuparse do su refutación o ti 
el capítulo II. 

Refiérese, en primer término, a las f limitados cons- 
titucionales de las provincias, para llegar a la conclu- 
sión de que no resultan excedidas por el impuesto creado 
por la ley 5120, que se relaciona con un gravamen (in- 
terior — el establecido respecto de la transmisión gra- 
tuita de bienes — cuya evasión lian tratado de precaver 
tanto las provincias como la Nación, 

Niega, a continuación, que exista viulación de la 
igualdad constitucional, pues gravando los bienes de 
las sociedades anónimas y por acciones jamás puede 
precipitar un privilegio a favor de las demás socieda- 
des de otra índole, puesto que es una legislación desti- 
nada a gravar los bienes de aquellas y no de éstas y en 
tales condiciones, no se quebranta en modo alguno el 
principio mencionado desde que todas las sociedades 
comprendidas por la misma están colocadas en plano 
común y general para la aplicación del cuestionado im- 
puesto, máxime, cuando las otras sociedades no poseen 
las características y facilidades de movilidad del valor 
de sus bienes como las anóniinns y por acciones, en 
cuanto a la evasión del impuesto a la transmisión gra- 
tuita de bienes, fiscalizados por otra legislación y a l i 
que viene a completar la citada ley o!20, para corregir 
el daño causado a los intereses de la demandada eon re- 
lación al aludido impuesto hereditario. 

El hecho de que no pudiere repetirse o eoiuj>ensarse 
el impuesto cubierto por parte de los sucesores heredi- 
tarios de socios o accionistas, ello, antes que una des- 
igualdad, importa una acabada equidad, toda vez que 
las sociedudes de índole distinta n las anónimas y por 
acciones, no disfrutan de los beneficios y privilegios 
que las leyes pertinentes acuerdan a éstas. Lo mismo 
cabe decir sobre el aspecto considerado en los puntos 
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c) y d) del escrito de presentación, así como en lo re- 
ferente al del punto e) y relativo a la falta de decucció» 
del pasivo en los bienes de las sociedades comprendi- 
das por la ley 5120 frente a la qnc autoriza la legislación 
des finada a gravar la transmisión gratuita de bienes, 
desde que son circunstancias y casos, bien distintos y 
que no se prestan n un análisis o consideración semejan- 
te, tul como ocurre con lo que respecta a la apreciacióu 
anotada en el punto f ) del aludido escrito de presenta- 
ción y asimismo en los puntos g), h), i) y j). 

Tampoco el hecho de que el importe del impuesto 
creado por la ley 5120, esté destinado a la construcción 
de edificios escolares, según lo precisa el art. 15 de la 
misma, puede permitir In imputación de desigualdad o 
mejor dicho, de violación del art. 16 de la Constitución 
Nacional, por el licclio de que dichas construcciones im- 
portan bienes públicos y no hayan contribuido para ello 
todos los propietarios existentes en la provincia, desde 
que el Gobierno de ésta es quien debe resolver el des- 
tino de sus recursos y desde que en el caso, encontrán- 
dose destinados a obras para beneficio de la comunidad, 
mal puede considerarse el hecho de ese destino y bene- 
ficio, una circunstancia de desigualdad o de falta de 
equidad en el contenido y esencia de la ley provincial 
impugnada y por ende, una violación del citado art. 16 
de la Carta Magna, tanto más, cuanto que la razón, mo- 
tivo y causa del impuesto cuestionado resultan extraños 
a ese destino y beneficio. 

Tampoco acepta la demandada que la ley sea con- 
traria al derecho de propiedad, pues no se trata de un 
gravamen anticipado a sucesiones futuras sino de un 
substitutivo del impuesto a la transmisión gratuita 
bienes, fruto obligado de la evasión de este último; por 
lo que considera deleznable la argumentación de lo* 
puntos a), b) y e) del capítulo VII de la demanda. 
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Con respecto a los pontos d) a g), el representante 
provincial afirma qne carece de sindéresis la aprecia- 
ción con que se impugna la legislación impositiva cues- 
tionada» ai considerarse como un pago anticipado, so- 
bre acciones o cuotas sociales a herederos domiciliados 
fuera de la jurisdicción provincial y que heredan accio- 
nes o valores intangibles, igualmente situados fuera de 
la jurisdicción provincial, puesto que y como ya se dejó 
precisado, la naturaleza y singularidad del régimen de 
las sociedades de referencia, obligó al Estado Provin- 
cial, para garantizarse sobre la efectividad del impuesto 
creado por la ley 5120, a obrar exclusivamente, conside- 
rando los bienes que determina su art, 2% sin atender 
a los propietarios particulares de sus títulos y acciones 
y a la residencia posible do los mismos y con lo que se 
evidencia la falta de verdad, en lo sostenido por la ac- 
tora, en cuanto al hecho de que tal procedimiento de la 
ley importe una violación a las atribuciones privativas 
del Gobierno Nacional. Esto mismo ocurre en lo que se 
relaciona a la falta de deducción del pasivo que afecte 
a los bienes sociales y a su desvalorización circunstan- 
cial, desde que un procedimiento contrario, importaría 
trabar, perjudicialmente, la aplicación del referido im- 
puesto, sin atender a que el mismo antes que un impues- 
to a la transmisión gratuita de bienes, es un impuesto 
Bustitutivo de éste y destinado a proteger las finanzas 
del Estado Provincial. Asimismo y conforme a este úl- 
timo concepto, el hecho de que el impuesto cuestionado 
se aplique anualmente y pueda llegar a exceder el que 
corresponda en el caso, al de la transmisión gratuita de 
bienes, de manera alguna podrá ser ^nsiderado un pa- 
go sin causa ni un despojo ni una violación del derecho 
protegido por el art. 17 de la Constitución Nacional, y 
desde que y casualmente no se trata de un impuesto he- 
reditario sino de un impuesto o sustitutivo del mismo, 
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romo bien lo precisa el nrt. 1* de la ley 5120, y por don- 
de tampoco resulta procedente la analogía que la actor» 
encuentra con el impuesto de contribución territorial y 
de comercio e industria, como es fácil inferir. 

Finalmente, dice que no puede ser sino incongruen- 
te la impugnación formulada por la. contraria, en cuanto 
á que la citada ley 5120 importe privar el libre ejercicio 
sobre bieues so pretexto de garantizar el pago del im- 
puesto sucesorio, así como tampoco el derecho de usar 
y disponer de los bienes privados que garantiza el art. 
14 de la Carta Magna, puesto que no se trata de un im- 
puesto sucesorio y puesto que no se traba ni se resta 
ningún derecho de disposición sobre bien alguno, con 
el ejercicio legítimo y constitucional de la demandada. 

Tampoco admite la demandada que baya choque 
entre la ley provincial 5120 y la nacional 11,287, puc¿ 
ésta tiene alcance y finalidad distintos de los de aqué- 
lla, tanto más cuanto que la propia accionante reconocí 
el derecho de la demandada de gravar las acciones, 
cuotas sociales, etc. de las sociedades y por consiguiente 
mal se le puede negar el de que lo baga sobre los bienes 
que originan tales valores, máxime de que se trata de 
un impuesto sustituí i vo de la transmisión gratuita de 
bienes y no de este mismo impuesto, por más ideal que 
fuese la personería legal de las sociedades y por más in- 
tangibles que se consideren los valores de sus títulos o 
acciones. 

Con respecto a la incompatibilidad de la ley 5120 
con las disposiciones de los Códigos Civil y de Comercio, 
la demandada expresa que considera infundada la argu- 
mentación de la actora por cuanto el impuesto no se di- 
rige contra los títulos o acciones de las sociedades anó- 
nimas, en comandita o de responsabilidad limitada sino 
contra éstas directamente y, por lo tanto, sobre sus 
bienes situados en el territorio provincial y sobre todo 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



565 



derecho crédito rio relacionado con esos bienes y por- 
que* no se trota de un impuesto a la herencia sino do uno 
sustitutivo de éste destinado a incidir sobro los bienes 
de corporaciones cuya naturaleza y singularidad se 
prestan a la evasión de recursos a que tiene derecho 

la demandada. 

Termina la contestación rechazando los o rgui tien- 
tos referentes a la violación do los arts. 14 y 108 de la 
anterior Constitución Xaeional y solicitando el rechazo 
de la acción, con costas. 

Que abierto el juicio a prueba se produjo la que in- 
dica el certificado de fs. 88, alegaron ambas partes, dic 
t animó el Sr. Procurador General y se dictó la provi- 
dencia de autos para definitiva a fs. 103. 

Considerando : 

Que en la sentencia pronunciada en el día de la 
fecha en los autos "U. 25, X, üribclarrea, Agrícola Ga- 
nadera v. Buenos Aires la Provincia s.] inconst. ley 
prov, 5120" —causa qne el Tribunal ha examinado con- 
juntamente con la que aquí se decide— esta Corte Su- 
prema ha contemplado todas las cuestiones en que se 
funda la demanda y ha desestimado la pretensión de la 
parte aetora por consideraciones que son estrictamente 
aplicables al presente caso y se dan aquí por reprodu- 
cidas para evitar repeticiones innecesarias. 

Por tanto y fundamentos concordantes del dicta- 
men del Sr. Procurador General se rechaza la presento 
demanda, sin costas» 

Luis B. Longhi — Bodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares — Felipe Santiago 
Pérez — Atujo Pessaono. 
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RAFAEL E. VALKBELLA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Norman extrañas al juicio. Dhpwicióne* canxtitucionales. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que. 
conforme a ta ley 4548 de la Provincia de Buenos Aires, 
lii causa debió ser resuelta por el Director del Departa- 
mento del Trabajo y no por un Delegado Regional en quien, 
según el recurrente, no ha podido ser delegada esa facul- 
tad sin violación de la defensa en jnicio y del derecho 
adquirido a ser jugado con arreglo a determinada norma 
legal y por el juez elegido. 

Dictamen 1 del Procurador General 
Suprema Corte: 

Considero que el escrito obrante a fs. 135 de Irn 
autos principales está suficientemente fundado, por 
cuanto su lectura permite por una parto apreciar lo re- 
ferente a la procedencia de la apelación, y por la otmj 
conocer la cuestión que se pretende someter a la deci- 
sión de V. E. 

En consecuencia, soy de opinión que correspondo 
hacer lugar a la presente queja, declarando mal dene- 
gado el recurso a fs. 137 vta. Buenos Aires, noviembre 
10 de 1949. — Carlos G. Delfino. 
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Buenos Aires, 29 de diciembre de 1949. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el recurrente en la causa Valebella Bafacl Ernesto — 
apela resolución de la Secretaría de Trabajo y Previsión 
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(Delegación Regional de San Martín, Peía, de Buenos 
Aires) para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que el recurso extraordinario deducido a fs. 135 
de lo» autos principales se funda en la circunstancia de 
que, con arreglo a los arts. 114 y 115 de la ley de la 
Provincia de Buenos Aires, N* 4548, la sentencia dic- 
tada en la causa ha debido serlo por el Director del De- 
partamento del Trabajo y no por el Delegado Regional 
en San Martín, en quien tal facultad no pudo válida 
mente delegarse. Ello sería así porque la aceptación 
prestada por el recurrente a fs. 19 del expte. 2134|48 
se refiere solamente a la jurisdicción y procedimiento 
del art. 112 de la ley 4548 y porque impugna la autori- 
zación que ha podido acordarse al Delegado Regional 
por "decretos o disposiciones administrativas de orden 
interno", en razón de que comporta privación de un 
derecho adquirido y desconocimiento de la garantía de 
la defensa en juicio, consistente en su derecho a "ser 
jnzgado con arreglo a la norma legal y por el juez ele- 

Que desde luego no'es cuestión federal la referente 
a la inteligencia a atribuir a los preceptos de la ley pro- 
vincial N' 4548 ni tampoco al alcance de la conformidad 
prestada por el apelante en la oportunidad que indica. 

Que salvada la posible objeción de la inconstitucio- 
nalidad de la delegación de atribuciones judiciales a 
funcionarios administrativos, que no se ha formulado 
en la especie, y que en circunstancias similares esta 
Corte ha encontrado improcedente —Fallos: 187, 79 y 
otros— la garantía de la inviolabilidad de la defensa 
no guarda relación directa con el punto atinente al em- 
pleado a quien tales funciones han sido encomendadas 
por la ley que rige el caso. El que sea uno u otro depen- 
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tle así do la interpretación de la ley citada y no del pre- 
cepto constitucional invocado — doct. Fallos: 213, 451 y 
otros — lo que basta también para deseeliar la cuestión 
referente a la privación de derechas adquiridos. 

Que por último, la impugnación in ffcnvra de "de- 
cretos o disposiciones administ ral ivas de orden inter- 
no" no sustenta tampoco .la apelación, al menos en 
cuanto — como sucede en autos* — la taclia se funda en 
los principios constitucionales arriba mencionados, que 
no atañen a la invalidez de los mismos por ra?ón tle m 
origen. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se desestima la precedente queja. 

Luis R. Lonoui — - Rodolfo Gh 
Valenzuela — Tomás 
Casares — Felipe Santiago 
Pkiikíí — Atujo Pkssaonii. 



OSCAR COIÍTEZ 

TtnCüíiSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. 
rferní. Cuestiones federales simples. lutrrpretueióu >tt> las 
mica. 



Procede él recurso extraordinario basado i*n la interpreta* 
fiiín del nrt. 41. inc. 8, tlcl decretu 14.584 /4fi rat i Tiendo por 
hi ley finir rul llMMH. contra la «entcneia dencjraturui de la 
excepción al servicio militar fundada en dicha norma. 

SKuriClO MILITAR. 

La interpretación restrictiva «pie debe darse al rígiraen de 
laja excepciones militares no lia do confundirse con una 
interpretación exclusivamente literal. Xo es la interpreta- 
ción sino la aplicación tle la ley lo que en esc caso ha de 
hacerse con criterio restrictivo. 



Cuestión fe- 
leties fede- 
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LKY: InterprtiatiÓQ ¡} a¡»hv»vim. 

Lhs disposiciones de lus leyes deben (ron forin tirso 11 ta de 
la Constitución Nacional, y si olía na resultase en l«nnn 
expresa de tu letra de aquéllas, In jurisprudencia habrá 
de suplir la deficiencia del texto fijando la inteligencia 
cabal dé la cláusula y ajustándola eii su alcance a la pro- 
yección que la Carta Fundamental reclama. 

SKRVWIO MftJTAfí. 

El art 41. lile. 8, del decreto 14.584/46, ratificado por la 
lev 12 313. debe ser interpretado en forma que no resulte 
iiieonfrntcnte con las disposiciones de la Constitución -Na- 
cional rcreretites n la protección del niño, con otros del mis- 
ino decreto cpie establecen exenciones del servicio militar 
ni con las de lus leves civiles sobre patria potestad ; por 
lo que corresponde resolver qne la excepeion establecida 
por el inciso mencionado alcanza al padre natural que ha 
reconocido y sostiene a su hijo qne sin su apoyo quedaría 
desamparado. 

SERVÍ CIO MILITAR. 

La excepción que establece el art. 41, inc. S* del decre- 
to 14 581/46. ratificado por la ley 12.913, no alcanza al 
padre natural que ha reconocido y sostiene a .jm i Jijojiip 
sin su apoyo quedaría desamparado. (Voto del Sr. Minis- 
tro Dr. don Tomás D. Casares), 

Sentencia del Juez Federal 

San Juan, 18 de noviembre de 1948. 

Y vistos: Los presentes autos "Corte?, Oscar solicita ex- 
cepción al servicio militar", sostén de hijo natural, y 



Considerando : 

Que la petición de fe. 4 la funda el recurrente en ser úni- 
co sostén de mt hijo natural Emilio Ramón Corte*. 

Qne si bien con la copia del acta 
Civil airreeada a fs. 6, se comprueba que el soliertante ue la 
Acepción os padre natural de Emilio Hamo» g^M«g 
„o se encuentra contemplado en iu»no ^^^»M 
nrt 41 de la lev 12.913. como tampoco lo estaba en 
l| 470L modificada por el Superior Decreto 2fl.3i,/44. lo 
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que linee presumir que el legislador nu ba considerado conve- 
lí inite introducir modificaciones, creando nuevas causales de 
excepción al servicio militar, y, por ende, la situación del recu- 
rrente no está amparada por previsión legal aljruua. 
Por ello y oído el Sr. Procurador Fiseal, 

Iiejsuelvo : 

Declarar que el ciudadano Oscar Cortea, clase 1028, ma- 
tricida (¡.735.2:13, D. M. 49 -O/E San Juan. 3ra. zona, no ha 
comprobado en autos hallarse eoin prendido eii ninimna de las 
causales de excepción que prevé el art. 41 de la ley^ 12.913 ( S, 
dee. UÍ>.37;V44) y que por lo tanto no 1c corresponde o] bene- 
ficio de excepción al servicio militar. — Carlos Alberto Cuello. 

Sentencia de la Cam a ra Fkokwal 

Mendoza, diciembre 30 de 19-18. 

Vistos : 

Los autos caratulados "Cortez Oscar - solicita excepción 
fiel servicio militar", venidos del .1 uzeado Federal de Sun Juan, 
en apelación de la resolución de feelia 18 de noviembre último, 
corriente a fs. 13. 

Por sus fundamentos se confirma la resolución apelada. — 
Agustín de la Jfcfa. — Jorge Vera Valle jo. — José Elias Ro- 
dríguct Saa. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A i ros, 29 do diciembre de 1949. 

Vistos los mitos 4 * Cortez Osear — Solicita excep. 
al servirio militar", en los que se ha concedido a fs. 
24 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso es proceden! e, en razón de haberse 
cuestionado en autos la interpretación del art. 41, ine. 
8*, del dec. 14.584 '46, ratificado por la ley federal nú- 
mero 12.013, cuyo inteligencia en el fallo apelado y a 
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juicio del recurrente, es contraria a la exención que se 
funda en la citada cláusula y fúj§ materia de la acción 
entablada (inc. 3' del art. 14 de la ley n fl 48). 

Que en cuanto al fondo del mismo y a mérito de las 
circunstancias de hecho y las pruebas producidas a esos 
efectos» está plenamente demostrado que el actor es pa- 
dre de un hijo natural, legalmente reconocido como tal» 
huérfano de madre (fs. 2, 3, 4, 5 y 6) y que el accionante 
carece de parientes y de bienes de fortuna, debiendo 
subvenir a las necesidades de su hijo menor de cuatro 
años con el producto de su trabajo como jornalero (fs. 
9 v 12), y en ausencia de toda vinculación amistosa en 
condiciones de atender el cuidado del menor durante 
las horas de labor, debe abonar la suma do cuarenta y 
cinco pesos mensuales a la persona encargada de esa 
misión. 

Que, asimismo, esta debidamente comprobado que 
el ciudadano Oscar Cortez ha sido llamado a la presta- 
ción del servicio a que lo obligan las leyes militares y 
que, ante esa situación, solicita ser exceptuado del ser- 
vicio militar (fs. 4) por entender que se encuentra com- 
prendido en el caso previsto en el inc. 8 del art. 41 del 
dec. 14,;>84¡46 (ley n* 12.913). 

Que, no obstante las favorables vistas fiscales de 
primera y segunda instancias (fs. 10 y 16) los fallos 
han sido contrarios al derecho reclamado, por cuanto 
en uno y otro se ha considerado que el texto de la citada 
disposición legal se opone expresamente a la aludida 
' exención. Por consiguiente, es de rigor remitirse al 
texto cuestionado, a su exegesis, y a la doctrina de esta 
Corte Suprema en la referida materia. 

Que, cuando en la letra de un precepto legal resulta 
omitida una situación de hecho y de derecho análoga a 
la prevista expresamente en ella y en otras de la misma 
ley, provocando la posibilidad de soluciones desigunles 
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011 casos tan absolutamente semejantes que la única di- 
ferencia susceptible ile ser señalada entre ellas reside 
en el orden de colocación de los dos únicos y esenciales 
factores que obran tanto en el enunciado como en el 
planteamiento, desarrollo y finalidad del problema ju- 
rídico que el precepto contempla y resuelve; cuando 
nquella Taita de mención expresa, al dar lugar a una po- 
sible interpretación negativa puede crear una desarmo- 
nía con principios constitucionales expresos que hacen 
a la condición privilegiada del niño en la organización 
social, y cuando, finalmente, también por ello, habría de 
contrariarse el cumplimiento de obligaciones impuestas 
en otras leyes por razones superiores inherentes a los 
vínculos de la sangre, es ineludible la exacta determina- 
ción del alcance comprensivo del precepto en cuestión, 
salvando legítimamente la evidente diferencia, 

Que el inc, 8' del art. 41 del decreto 14.584146 (ley 
n' 12.913) dice textualmente: "el ciudadano casado o 
viudo, con hijo legítimo" lo que, en principio, impondría 
la solución negativa del derecho invocado, si no se tu- 
viera en cuenta el pronunciamiento de este Tribunal, 
en el sentido de que "la interpretación restrictiva que, 
según reiterada jurisprudencia de esta Corte, tlelie 
darse al trámite legal de las excepciones militares no 
ha de confundirse con una interpretación exclusivamen- 
te literal. No es precisamente la interpretación sino la 
aplicación de la ley lo que ha de hacerse con criterio res- 
trictivo, cuando se trate del régimen aludido" (Fallos: 

Que el texto del inc. 8* del art. 41 del dec. 14.584 '46 
(ley 12.913) no lia considerado otro estado familiar pa- 
ra el padre que el de casado o viudo, omitiendo algunas 
situaciones que el derecho ampara, y que ese mismo cuer- 
po legal contempla en el inc. 3*, y de las que resultan s¡- 
t unciones jurídicas que pueden abrir el camino a una 
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interpretación extensiva de las disposiciones del dec. 
14.584 [46 (ley ! 2.913) , en la parte cuestionada. 

Que el mismo artículo 41 del dec. 14.584146 (ley 
12.913) en el inc. 3» dispone la excepción militar para 
el hijo natural, cuando es el único sostén de sus padres, 
mientras que el padre llamado al servicio, sólo podría 
exceptuarse si su hijo es legítimo, según el ine. 8 9 . 

Que, confrontando ambas disposición es, aparece 
una clara incongruencia, pues al par que se concede la 
excepción al hijo natural, para imponerle el deber de 
sostener a sus padres, se le priva del derecho de ser sos- 
tenido por su padre si éste debe cumplir con la ley mi- 
litar. 

Que al interpretar las disposiciones de la ley de 
servicio militar este Tribunal ha hecho mérito reiterada- 
mente de la primacía del sostén, al punto de declarar 
que el hermano que sostiene con m trabajo personal a 
su madre abandonada y hermanos menores, está exento 
del servicio (Fallos: 208, 129). 

Que de atenerse al sentido literal de los términos 
del inc. & del citado art. 41, se plantearía otro absurdo, 
pues este Tribunal ha resuelto que el hermano natural 
esté exento de prestar el servicio militar (art. 41, inc. 
4*) para sostener a sus hermanos menores huérfanos 
(Fallos: 207, 355), y en el caso de autos no podría es- 
tarlo el padre natural, con una obligación mayor de 
asistencia. 

Que como el dec. 14.584(46 (ley 12.913) no ha podido 
prever taxativamente todos los casos de procedencia de 
la excepción en que se plantea la obligación del sostén, 
esta Corte estableció como doctrina que, el propósito 
de las disposiciones que exceptúan del servicio militar 
a quienes además del vínculo familiar sostengan a las 
personas que se mencionan es el de asegurar a éstas la 
contribución que integra el mínimo de existencia indis- 
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pensable para las mismas (Fallos: 202, 106), estable- 
ciendo, también, qne el legislador, al disponer la excep- 
ción para el hijo natural o legítimo, lo ha hecho "porque 
preparar la defensa de la Nación mediante el adiestra- 
miento militar de sns hijos, a costa del orden natural 
de cosas que es el sostenimiento de los padres impedidos 
por los hijos aptos, sería imponer un sacrificio real y 
actual de esc orden, en razón de una posible necesidad 
futura" (Fallos: 202, 106), 

Que impuesta por la ley la obligación ir renunciadle 
de los padres de sostener a sus hijos se plantea una co- 
lisión evidente de las disposiciones de los arts. 265, 328, 
330 y 331 del Cód. Civil, y el art. 3» de la ley 10.903, 
con la cláusula taxativa del inc. 8» del art. 41 del dec. 
n* I4.584[46 (ley 12.913). 

Qne este precepto del inc. 3» del art. 41, y su corre- 
lativo del inc. 8*, por la deficiencia de su enunciado, es 
el único qne se encuentra al margen de la ponderada 
concordancia de la protección de la patria potestad y la 
privilegiada atención del niño, en la Constitución, en 
el Código Civil, en la ley 11.357, en la ley 10.903 y aun 
en la ley orgánica del Ejército (decreto* 29.375 ¡44, 
14.584|46, ley 12.913). 

Que, en efecto, por ministerio de la ley 11.357, la 
patria potestad del padre natural que ha reconocido a su 
hijo y cuya madre lia fallecido, hállase en completa pa- 
ridad coñ la atribuida, a los padres legítimos, pues el 
conjunto de los deberes y obligaciones es idéntico en uno 
y otro caso. Pero mientras el "padre casado o viudo, 
con hijo legítimo", aparece expresamente exceptuado 
del servicio militar, tal derecho se silencia en cuanto al 
padre natural, derecho que, no obstante, se concede al 
hijo natural respecto a su padre. Por otra parte, si 
aquel silencio u omisión de la ley se interpretara como 
negativa del beneficio, conduciría, mediante esa aplica- 
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ción literal y automática, a privar al padre en cuestión de 
la patria potestad por hechos ajenos a su voluntad, des- 
de que esta conducta será motivada por el cumplimiento 
de las obligaciones impuestas en otra ley; a salvo, na- 
turalmente, decisiones judiciales que luego pudieran 
provocarse para obtener la discriminación de los fun- 
damentos de aquella conducta y sus modalidades. 

Que la pérdida de la patria potestad aparecería así 
como sanción legal extrema en una disyuntiva, cuyo se- 
gando término es igualmente otra sanción, que por su 
parte no excluiría tampoco incurrir también en la pri- 
mera. En efecto la caducidad de la patria potestad se 
operaría como consecuencia del incumplimiento de las 
obligaciones legales que al padre natural impone el Có- 
digo Civil; incumplimiento provocado como consecuen- 
cia de la necesidad de acatar, en cambio, los deberes de 
la ley 12.913; pues siendo imposible la satisfacción de 
ambas leyes a la vez, en la situación de hecho aludida, 
necesariamente una de ellas habrá de quedar insatisfe- 
cha. T no cabe así opción alguna porque ambas son exi- 
gióles, y la omisión de su respectivo cumplimiento pro- 
voca sanciones para cada caso. 

Que en esta colisión del fundamental deber de sos- 
tener a nn hijo, que de otro modo quedaría desamparado, 
con el de cumplir con la obligación del servicio militar, 
debe estarse al supremo dictado de la nueva Constitu- 
ción, en cuanto declara, en el párrafo II, Inc. 4*, del art. 
37, que "la atención de la madre y el niño gozarán do la 
especial y privilegiada consideración del Estado'*, 

Que en la interpretación de las leyes no ha de olvi- 
darse que, siendo éstas consecuencia de la Constitución 
(art. 28), sus disposiciones deberán conformarse a tales 
enunciados, y si de la letra de sus preceptos ello no re- 
sultare en forma expresa, la jurisprudencia habrá de 
suplir la deficiencia del texto, fijando la inteligencia ca~ 
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bal de la cláusula, asustándola en su alcance a la pro- 
yección 4jue la Constitución reclama. 

Que u mayor abundamiento, y admitiendo que eu 
el sub judie uparv-cicru planteado implícitamente el 
conflicto cutre normas igualmente obligatorias — civiles 
y militares — , aun así, es de señalar que las cláusulas 
constitucionales precedentemente citadas, que por otra 
parte, son posteriores a las leyes, real o aparentemente 
caídas en colisión, y por tanto no pudieron ser previs- 
tas por el legislador, excluyen toda posibilidad de des- 
armonía jurídica — desarinonía inconciliable con el es- 
tado de derecho que debe informar la legislación de un 
país — y la excluyen en virtud del expreso -principio de 
la supremacía constitucional, al cual todo le está suIkh- 
dinado. 

Por todo ello, y en su mérito, se resuelve revocar 
la sentencia recurrida de fs. 21 y declarar que el ciuda- 
dano Oscar Cortez se encuentra comprendido en las pre- 
visiones del inc. 8» del art. 41 del dec. 14.584|46 (ley 
12.913) de oxceiwión al cumplimiento del servicio militar. 

Luis R. Longhi ~- Rodolfo O. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares (en disidencia) — 
Felipe Santiago Pérez — 
Atilio Pessaono. 



Disidencia del Señor Ministro Doctor Don Tomás X). 

Casares. 

Considerando : 

Que la expresión "hijo legítimo" empleada en el 
inc. S" del art. 41 de la ley 12.913 corresponde a una fi- 
liación formalmente distinta de la natural. T¿a mención 
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que de hijos y hermanos naturales se liace en otros pa- 
sajes de la misma ley y el empleo en el citado inciso de 
la expresión "ciudadano casado o viudo" son como la 
contraprueba o corroboración de que la ley excluye ex- 
prés»! mente de la excepción de que se trata al padre del 
hijo natural. 

Que el hecho de ser otro el criterio con que en la 
misma ley se dispone el régimen de las excepciones cuan- 
do el llamado a las filas no es un padre sino un hijo o 
un hermano natural (incs. 4* y 8 9 ; Fallos: 207, 355) se- 
ría en todo caso, — en el supuesto de que la diferencia 
no obedezca a una concepción orgánica — , prueba de in- 
consecuencia del legislador. Pero como de ello no se 
sigue incompatibilidad en orden a la aplicación de cada 
uno de los preceptos supu?stamente discordantes, se tra- 
taría de un defecto de la ley cuyo remedio excede las 
atribuciones de los jueces, puestos como están para juz- 
gar según ella y no de ella. 

Que de las leyes sólo les es dado juzgar cuando su 
constitucional i dad es cuestionable. Pero aquí ha de ob- 
servarse en primer término que no se la ha cuestionado, 
pues el recurso extraordinario interpuesto a fs. 22 sólo 
se refiere a la inteligencia del precepto federal que es- 
tá en tela de juicio. Por otra parte, el apartado 4* de la 
Sección II del art 37 de la Constitución vigente corres- 
ponde a lo que en ella se dispone en orden al reconoci- 
miento de la familia como "núcleo primario y funda- 
mental de la sociedad" y a las garantías y prolección 
que el Estado debe dispensarle. Y si bien hay parentes- 
co natural no hay otra familia que la legítima. Y si se 
considera la protección debida al niño, abstracción he- 
cha del carácter de su filiación, que es, sin duda, de de- 
recho natural, lo que se sigue del precepto constitucional 
citado con respecto a la situación particular de que aquí 
se trata es que debe merecer "especial y privilegiada 
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consideración del Estado" — mediante sus autoridades 
legislativas — el régimen de la ley en cuestión en punto 
a la condición de los hijos naturales cuyos padres son lla- 
mados a prestar et servicio militar, y mediante sus or- 
ganismos de asistencia, al amparo que durante el régi- 
men vigente pueden requerir en ciertos casos, esos hijos. 

Que siempre que esta Corte interpretando la ley en 
cuestión, lia declarado que estaban comprendidos en las 
excepciones quienes no lo estallan en la letra de los 
respetivos preceptos, lo hizo mostrando que, habida 
cuenta clel espíritu o finalidad de la ley, el sentido de 
In letra en teln de juicio tenía la comprensión que en di- 
chas sentencias se le atribuía. Fué así como en Fallos: 
202, líKi se consideró comprendido en la excepción al 
hijo que no ern literalmente tínico sosten del padre im- 
pedido, |>ero con cuya coo|M»raeion se integraba lo míni- 
mamente indispensable para dicho sostenimiento "pues- 
to que retirada esa contribución, si lo que resta no sos- 
tiene no hay, en la concreta realidad, sostén propiamen- 
te dicho; es como si el único sostén hubiera sido retira- 
do M . Kn Fallos: 207, 355 se declaró comprendido en la 
excepción del nrt. 41 1 inc. 4", del decreto-ley número 
2Í1.375 '44 ni hermano natural, porque el precepto refe- 
ríase simplemente al "hermano" sin calificar dicho 
vínculo, y como nuestro derecho positivo admite el pa- 
rentesco natural, la indeterminación del texto imponía 
una inteligencia de él que no excluyese a nadie de quie- 
nes estaban comprendidos en su amplitud genérica. En 
Fallos: 209 t 266"; se declaró incluido en la excepción 
del mismo inciso de que aquí se trata (8* del nrt. 41) al 
ciudadano casado cuya esposa se halla embarazada, 
porque los términos del precepto citado "no excluyen 
necesariamente la situación del hijo legítimo aun no 
nacido ... y en esas condiciones es más razonable y justo 
excluir la interpretación incongruente con la orientación 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



579 



legislativa (reconocimiento de derechos civiles al hijo 
por nacer, represión penal del acto con el que se aten- 
taba contra sn vida, protección establecida por las leyes 
del trabajo en favor de la mnjer embarazada) y adop- 
tar la que concuerda con ésta y con los fines que la ins- 
piran" Y en Fallos: 210, 387 también se considero ex- 
ceptuado al hijo único sostén de madre abandonada, no 
obstante mencionar la letra del artículo a la "madre 
viuda, soltera o divorciada", entendiendo que el caso de 
la madre abandonada por su marido esta comprendido 
en la referencia a la madre divorciada porque "sena 
contradictorio dar a lá norma de referencia una inter- 
pretación que impusiese el ejercicio de una acción, — 
como la de divorcio-, que la legislación procura restrin- 
gir, y dificultase la protección que el art. 41 trate de 

asegurar ^ ^ confirma la sentencia apelada en 
cuanto ha sido materia del recurso. 



Tomás D. Casares. 



